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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda; Justicia y de Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga; Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vicuña, y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone Ramírez. 
Asimismo, se encontraba presente el Director Nacional de Obras Hidraúlicas del Ministerio de Obras Públicas, señor Reinaldo Fuentealba Sanhueza. 
Actuó de Secretario General subrogante el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:25, en presencia de 24 señores Senadores.

El señor LAGOS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor LAGOS (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 70ª, especial, en 24 de noviembre de 2016; y 75ª y 76ª, ordinarias, en 20 y 21 de diciembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor LAGOS (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Dieciséis de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata (boletín N° 10.277-06).



2) El que autoriza traspasar recursos provenientes de la aplicación de la ley N° 13.196 al Tesoro Público, a fin de permitirle una capitalización extraordinaria a la Corporación Nacional del Cobre de Chile, y modifica otras normas que indica (boletín N° 11.028-05).



Con los trece siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las iniciativas que se indican a continuación:



1) Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).



2) Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín Nº 8.149-09).



3) Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores (boletín Nº 9.369-03).



4) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21).



5) Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11).



6) Proyecto de ley que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (boletín N° 10.063-21).



7) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecimiento de sanciones, creación de un registro de pasajeros infractores y modificación de normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).



8) Proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



9) Proyecto que crea la Subsecretaría de la Niñez y modifica la ley N° 20.530, que establece el Ministerio de Desarrollo Social, y otros cuerpos legales (boletín N°10.314-06).



10) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



11) Proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N° 10.545-08).



12) Proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Leopoldo López Mañez (boletín N° 10.589-06).



13) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de París, adoptado en la Vigésimo Primera Reunión de la Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, en París, el 12 de diciembre de 2015 (boletín N° 10.939-10).



Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 19.451 para ampliar la donación cruzada de órganos entre personas vivas (boletín N° 10.009-11).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.


Con los dos siguientes señala que dio su aprobación a los proyectos de acuerdo que se indican a continuación:



-El que aprueba el Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, suscrito en Córdoba (boletín N° 10.996-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


-El que aprueba el Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica, adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006 (boletín N° 10.997-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Contesta inquietud, expresada en nombre del Senador señor Navarro, ante la escasez de contingente policial en la comuna de Hualqui.



Remite respuesta a solicitud, expedida en nombre del Senador señor Guillier, con el fin de implementar una política de fomento al desarrollo interno para la Región de Antofagasta que mantenga alianzas estratégicas con CODELCO.



De la señora Ministra de Salud:



Atiende inquietudes, planteadas en nombre del Senador señor De Urresti, sobre los siguientes asuntos:



-Proceso nacional de participación y consulta para someter a discusión el Reglamento que establece el derecho de las personas pertenecientes a pueblos indígenas a recibir atención de salud con pertinencia cultural, iniciado en octubre de 2015.



-Programa de Envases Vacíos implementado por la Asociación Nacional de Fabricantes e Importadores de Productos Fitosanitarios Agrícolas A.G (AFIPA).



Responde solicitudes de información, planteadas en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las siguientes materias:



-Lotes de preservativos en malas condiciones que se han distribuido en varias regiones.



-Acciones iniciadas con motivo de la presencia de asbesto y de casos de asbestosis que afectarían a trabajadores de las centrales Bocamina I y II.



-Licencias médicas pagadas en los últimos diez años por cada institución de salud privada y por FONASA.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Envía información, consultada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de las estadísticas y políticas públicas para reducir la muerte de menores en accidentes de tránsito.



Del señor Ministro de Energía:



Comunica estado en que se encuentra el proyecto de construcción de la termoeléctrica Rakun, en la comuna de Freire, materia consultada por el Senador señor García.



De la señora Subsecretaria (S) del Medio Ambiente:



Remite respuesta a solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a los estudios e investigaciones realizadas sobre el copihue.



Del señor Superintendente de Pensiones:



Atiende petición de información, manifestada en nombre del Senador señor García, acerca de la norma legal que habilitaría a las administradoras de fondos de pensiones para efectuar el cobro de las comisiones destinadas a los intermediarios de inversión con cargo directo a las cuentas de ahorro individual.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Obras Públicas de La Araucanía:



Expone acerca de la solución al mal estado del camino vecinal de la comunidad de Marillán, sector Quillem, comuna de Perquenco, consulta formulada por el Senador señor Espina.



De la señora Fiscal (S) de la Corporación de Fomento de la Producción:



Adjunta antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor De Urresti, sobre el Programa Estratégico Productividad y Construcción Sustentable, especialmente en la Región de Los Ríos.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de la Cultura (boletín N° 8.938-24) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--En virtud de lo acordado por los Comités, queda para la tabla de esta sesión.


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


Dos de la Comisión de Economía, recaídos en los siguientes proyectos, en primer trámite constitucional:



-El que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, con el fin de establecer garantía para los bienes durables (boletín Nº 10.452-03) (Véase en los Anexos, documento 5).


-El que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (boletín Nº 10.785-03) (Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Consejo Nacional de Televisión, concede las asignaciones que indica y delega facultades para fijar su planta de personal (boletín 10.922-05) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.
Mociones



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que sanciona a quienes obstaculicen o impidan la relación de un menor con el progenitor u otro pariente que no tenga su cuidado personal (boletín Nº 11.072-07) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Senadores señores Navarro y Quintana, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal en materia de procedencia de la prisión preventiva y de suspensión de ejecución de la sentencia respecto de mujeres embarazadas o que tengan hijos menores de tres años (boletín Nº 11.073-07) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema para los fines previstos en el artículo 77 de la Carta Fundamental.
El señor LAGOS (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-----------(

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda en pleno solicita recabar el asentimiento del Senado para sesionar paralelamente con la Sala al objeto de tratar el proyecto que autoriza traspasar recursos provenientes de la aplicación de la ley N° 13.196 al Tesoro Público, a fin de permitirle una capitalización extraordinaria a la Corporación Nacional del Cobre de Chile.



Dicha iniciativa fue despachada de forma unánime por la Comisión de Minería a primera hora de hoy día.


Esta mañana comenzamos su estudio. Y la idea es continuar ahora, dada la urgencia con que viene calificada.



Me señalan que la “discusión inmediata” se iba a retirar ayer y se repondría hoy.



Planteo aquello con el propósito de que podamos discutir el referido proyecto el próximo martes en la Sala.

El señor LAGOS (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?

Acordado.

)------------(
El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En la sesión del día de ayer se aprobó en general el proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S. A.”, respecto del cual corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, se trata de un proyecto importante.


Entonces, pido que el plazo para la presentación de indicaciones sea por lo menos hasta la última semana de enero.
La señora ALLENDE.- ¡No! ¡Es mucho tiempo!
El señor COLOMA.- Sus Señorías lo han visto: esta es de las iniciativas más relevantes y complejas que han pasado por la Comisión de Obras Públicas. Debe de haber estado por lo menos diez meses en estudio.



Además, en dicho órgano técnico debemos abocarnos a otro proyecto, vinculado a los servicios públicos sanitarios, que seguramente -es mi impresión- nos ocupará bastante tiempo.

El señor LAGOS (Presidente).- Antes de darles la palabra a Sus Señorías -tengo a varios inscritos-, es del caso señalar que me reuní con el señor Ministro de Obras Públicas. Y tal vez no sería prudente que el plazo para presentar indicaciones quedara fijado para fines de enero. En tal sentido, había pensado que fuera alrededor del lunes 16 o martes 17. Es decir, una semana antes de lo que sugiere el Senador señor Coloma.


¿Habría acuerdo para ello?


Así partiríamos con un buen pie.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, da igual que fijemos el plazo para el miércoles 18.

El señor LAGOS (Presidente).- ¿Les parece el martes 17 de enero?

La señora ALLENDE.- ¡Miércoles 18!

El señor LAGOS (Presidente).- ¿El miércoles 18 de enero?
El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, si se fija el 17 de enero, le daremos un tiempo adecuado a la Secretaría de la Comisión para preparar la sesión del día siguiente.


Por lo tanto, a mi juicio, esa sería la fecha más conveniente.



Algunos queremos que este proyecto sea ley cuanto antes. Se trata de un instrumento muy importante para apalancar la economía y la inversión.


Tenemos la certeza de que 15 días es un plazo más que suficiente para presentar las indicaciones pertinentes.

El señor LAGOS (Presidente).- Se halla presente en estos momentos el señor Ministro de Obras Públicas, quien podría orientarnos sobre el particular. Sin embargo, la decisión debemos tomarla nosotros.


Solo quiero señalar que existe un problema práctico: el boletín de indicaciones lo realiza el Oficial Mayor. Y tendría que elaborarlo el lunes 16 o el jueves 19, porque los demás días debe estar en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, el Senador Letelier insinúa que es el único al que le importa que se apruebe este proyecto.



En tal sentido, quiero decirle que, respecto de esta iniciativa, he trabajado bastante más que Su Señoría, al igual que el resto de los miembros de la Comisión de Obras Públicas. De verdad hemos hecho un esfuerzo grande por tratar de avanzar en la materia.



Además, tenemos programado un conjunto de sesiones para discutir el proyecto de ley que modifica normas de seguridad para la instalación de toda clase de dispositivos de publicidad en caminos públicos; el proyecto que modifica la legislación aplicable a los servicios públicos sanitarios en materia de servicios no regulados, de fijación tarifaria y de cumplimiento de planes de desarrollo por parte de los prestadores, en fin.



¡Seamos prácticos, señor Presidente!


Estoy preocupado, más de que haya una rápida aprobación, de que salga una buena iniciativa de ley sobre creación de Fondo de Infraestructura.



Lo que pido es un plazo razonable para presentar las indicaciones del caso, toda vez que los invitados a las sesiones que ha llevado a cabo la Comisión plantearon justamente que había que efectuarlas a fin de despachar un buen proyecto.


Si el plazo se fija para el 18 o el 19 de enero, a ningún evento podremos discutirlo esa semana.



Yo propongo el jueves 19, para intentar verlo la semana siguiente, en la medida de lo posible.

El señor LAGOS (Presidente).- Solo quiero recordarles a Sus Señorías que la semana del 23 de enero tendremos sesiones de Comisiones y de Sala.

El señor COLOMA.- ¡Así es, señor Presidente!

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero recordarles a Sus Señorías que la Comisión de Obras de Públicas fue autorizada por la Sala para discutir este proyecto en general y en particular en el primer informe. Por lo tanto, está más que maduro este asunto como para fijar un plazo razonable con el fin de presentar indicaciones que tiendan a corregir aquellos aspectos que sobre el particular se plantearon en la sesión de ayer.



Por lo tanto, la fecha del 17 de enero me parece oportuna, de modo tal que dicho órgano técnico podrá tratar esta iniciativa el miércoles 18 y extraordinariamente el lunes siguiente, si fuera necesario. Así será factible que vea también los otros proyectos que mencionó el Senador Coloma.

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en mi calidad de titular de la Comisión de Obras Públicas doy fe de que se ha trabajado insistentemente en este proyecto. Hemos escuchado a todos y a cada uno de los invitados.



El Senador Horvath tiene razón: estábamos autorizados para discutirlo en general y en particular en el primer informe. En la sesión de ayer establecimos un procedimiento para votarlo solo en general.



Entonces, para que tengamos ese mismo consenso, sugiero fijar como plazo hasta el lunes 16 de enero, para los efectos de preparar las indicaciones en esa semana. Y si no alcanzáramos a tratarlas en la Comisión el miércoles 18, lo haríamos en la semana siguiente.



El Ejecutivo -se halla presente el Ministro de Obras Públicas- ha trabajado en las indicaciones pertinentes, o hemos consensuado principalmente el objeto. Y nosotros tendremos más de 10 días para presentarlas. Si hubiera una situación extraordinaria, obviamente dicho plazo se podrá prorrogar. Pero me parece que el 16 de enero es una fecha sensata al objeto de avanzar en un buen proyecto.



Por lo tanto, pido que se recabe el parecer de la Sala a fin de que procedamos de esa manera.

El señor LAGOS (Presidente).- ¿Habría acuerdo en que el plazo para presentar indicaciones sea hasta el lunes 16 de enero?



Acordado.

)-----------(

El señor WALKER (don Ignacio).- Pido la palabra para un punto de Reglamento, señor Presidente.
El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Educación y Cultura, solicito el asentimiento de la Sala para despachar el proyecto de ley que autoriza para erigir un monumento en memoria del ex Presidente de la República señor Patricio Aylwin Azócar en general y en particular en el primer informe.

El señor LAGOS (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías acceder a lo solicitado por el Senador señor Ignacio Walker?



Acordado.
V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE MINISTERIO DE LAS CULTURAS, LAS ARTES Y EL PATRIMONIO

El señor LAGOS (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Cultura, con informe de la Comisión de Educación y Cultura y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8.938-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 36ª, en 3 de agosto de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Educación y Cultura: sesión 78ª, en 4 de enero de 2017.
El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de este proyecto es crear una nueva institucionalidad estatal para la cultura, las artes y el patrimonio, mediante el establecimiento de una nueva Secretaría de Estado que se denominará “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”, que constará de dos Subsecretarías; las Secretarías Regionales Ministeriales; el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y los Consejos Regionales.


La Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Allamand, Montes, Pérez Várela e Ignacio Walker.


Cabe consignar que dicho órgano técnico deja constancia de que la letra e) del artículo 4; el inciso tercero del artículo 10; los artículos 16, 17, 18, 19 y 20; el número 2 del artículo 50, y el artículo primero transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos favorables.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 86 a 121 del informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor LAGOS (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Le damos la bienvenida al Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone Ramírez.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Educación y Cultura, Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, estimo que este es un gran día para el mundo de la cultura, de las artes, del patrimonio: la Comisión de Educación y Cultura, por la unanimidad de sus miembros, propone a la Sala aprobar en general el proyecto de ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.



Ello hay que verlo en un contexto histórico, que partió en 1992 con la modificación de la ley sobre propiedad intelectual o derechos de autor, que ha sido una de las normativas madre en el desarrollo de la cultura y las artes en las últimas dos décadas y media.



Luego el proceso continuó con la creación del Fondo Nacional para el Desarrollo Cultural y las Artes (FONDART). Después vinieron fondos más específicos o particulares, como el Fondo de Fomento del Libro y la Lectura, el Fondo de Fomento de la Música Nacional, el Fondo de Fomento Audiovisual (cabe destacar el rol de CORFO en este último ámbito).



Se fue creando una incipiente institucionalidad cultural en torno, por ejemplo, a los consejos de las artes o representativos de las artes en sus distintas expresiones.



Así como en 1992, con la modificación de la ley sobre propiedad intelectual o derechos de autor, se dio un salto adelante cualitativo en Chile, en 2003 se dio un segundo paso muy de fondo con la creación del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.



En ese entonces hubo larga discusión sobre si establecer un Ministerio o un Consejo. Se optó por la modalidad de un Consejo para justamente representar que en esta materia no solo al Estado le asiste un rol, sino también a la sociedad civil, que es donde se halla la vitalidad de la expresión de la cultura, las artes y el patrimonio.



Se aprobaron posteriormente otras normativas muy importantes.



Por ejemplo, la ley que establece normas sobre los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas, y recientemente, la ley que regula los derechos de los directores y guionistas de obras audiovisuales. En ambos casos se reconoce el derecho de intérpretes, actores, directores y guionistas a percibir una remuneración.



En esa perspectiva histórica, en tal contexto estamos dando hoy día un paso adelante muy significativo al crear el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.



La Comisión destinó siete sesiones a la discusión general de este proyecto, en las que fueron escuchadas 24 personas e instituciones que nos ilustraron desde distintos puntos de vista acerca de los diversos aspectos que se hallan involucrados.



Hubo dos principales debates.



El primero tenía que ver con el establecimiento de un servicio o de un Ministerio; es decir, si frente a la realidad del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes la alternativa era reforzar los servicios existentes (también en materia del patrimonio) o crear un Ministerio que les diera unidad a todas las expresiones institucionales, por incipientes que fueran. Algunas de ellas, como el Consejo de Monumentos Nacionales, la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos (DIBAM), llevan muchas décadas en funcionamiento.



Ese era el tenor de la primera discusión: establecer un servicio o un Ministerio. Y la respuesta fue crear un Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.



El otro debate muy importante estaba relacionado con la creación de una o dos Subsecretarías. Ello, desde la perspectiva de la estructura administrativa del nuevo ente que se generaba.



Esta iniciativa tiene por finalidad crear una nueva institucionalidad estatal para las culturas, las artes y el patrimonio, mediante la creación de una nueva Secretaría de Estado que se denominará “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio” -es la denominación que se acordó en la Cámara de Diputados-, la que busca expresar el reconocimiento del Estado a nuestra identidad y diversidad culturales, incluido el reconocimiento a las culturas de los pueblos originarios.



El Ministerio que se crea estará integrado por dos Subsecretarías, cada una de las cuales desarrollará los respectivos ámbitos que aborda esta nueva estructura, esto es, las culturas, las artes y el patrimonio.



Cabe consignar que la totalidad de quienes intervinieron en la discusión en general de este proyecto -reitero que fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Educación- convinieron en la necesidad de establecer esta nueva Cartera de Estado, pues -según manifestó uno de los invitados- “permitirá resolver los problemas vinculados al reconocimiento de la diversidad cultural y a la participación activa, y posibilitará atender a la integración del ámbito del patrimonio y permitirá superar la dispersión de los distintos órganos del sistema cultural, que se aborden de mejor manera las dimensiones actualmente omitidas de representatividad, que se colabore con mayor fuerza en el reconocimiento y valoración de la diversidad cultural y se contemple el aporte del Estado en materia de fomento al desarrollo de las artes”.



Sin perjuicio de lo anterior y de las exposiciones que se escucharon, así como del debate habido en la Comisión junto al Ejecutivo, puede señalarse que los principales aspectos enfrentados por la iniciativa son los siguientes:



1.- Denominación del nuevo Ministerio.



Hubo unanimidad para crearlo, pero se debatió sobre el nombre.



2.- Organización de la Secretaría de Estado, desde el punto de vista del derecho administrativo y la Ley de Bases de la Administración del Estado.



3.- Rol del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, creado por ley de la República en 2003, hace trece años.



En relación con el primer punto, cabe hacer presente que el Ejecutivo, como ya fue mencionado, decidió la designación “Ministerio de las Culturas” -así lo ratificó la Cámara de Diputados-, de manera de reconocer la diversidad cultural de nuestra nación.



Al respecto, las posiciones sustentadas se expresaron en dos líneas argumentativas, no necesariamente coincidentes.



Por una parte, se sostuvo que es preferible mantener la denominación original “Ministerio de la Cultura”, ya que el concepto incorpora todas las dimensiones, tangibles e intangibles, de las expresiones artísticas; sistemas de valores; creencias; rasgos distintivos, espirituales y materiales, y costumbres y tradiciones de una sociedad y un país en su conjunto, lo que constituye su identidad y cultura, formada con lo aportado y reconocido a través de los tiempos.



La cuestión, en todo caso, se abordará más bien en la discusión particular.



Otra visión planteó, a su vez, que es una manera de precisar y dar reconocimiento a la diversidad cultural existente en el país. Con ello, no solo se cumple con el acuerdo nacional N° 2 de la consulta previa indígena -y queremos resaltar la importancia sustantiva de esta instancia en el proyecto-, sino que, además, refleja una realidad de país, donde coexisten diversas identidades, en cumplimiento de lo expresado en la Declaración Universal sobre Diversidad Cultural, de UNESCO, ratificada por Chile en 2007.



Es pertinente -se dijo por esta segunda posición- que la Secretaría de Estado se denomine “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio” por el solo hecho de que en nuestro territorio conviven, solo a vía de ejemplo, pero de manera muy significativa, nueve pueblos indígenas, con costumbres y culturas distintas, por lo que la noción no es una sola.



Ese es el primer asunto: la denominación.



Y seré muy breve en relación con los dos siguientes.



Respecto de la organización, lo más destacado se refirió a la existencia de dos subsecretarías, cuestión largamente debatida: una, de las Culturas y las Artes, y otra, del Patrimonio.



Sobre el particular se expusieron las siguientes posiciones:



-Se generaría un fuerte desequilibrio o asimetría entre ellas, según algunos, y una dispersión en la aplicación de políticas públicas en materia de cultura, lo que haría más difícil el diálogo entre los creadores del pasado y los del presente.



-Podría darse lugar a una pugna intraburocrática entre ambas, posibilidad que se abriría en lo presupuestario, por ejemplo, sobre la base de reconocerse las distintas realidades de las artes y la cultura, por un lado, y del patrimonio, por el otro.



-Es inadecuada la forma de organización del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural frente a la realidad, que data de los años veinte o treinta del siglo pasado, especialmente en el caso de la DIBAM.



El Consejo de Monumentos Nacionales y su Secretaría Ejecutiva quedan básicamente como están. No se innova mayormente, desde ese punto de vista.



Se expresó que la actualización propuesta es insuficiente, por cuanto no permitirá modernizar, en una forma más de conjunto, la gestión patrimonial del Estado.



-Si se analizara la situación de la institucionalidad cultural, podría advertirse que si bien esta funciona adecuadamente, en términos generales, el Consejo de Monumentos Nacionales se encuentra en una situación crítica. Por dicho organismo pasan, entre otros, proyectos mineros, urbanos, inmobiliarios e industriales, y la carga de trabajo que enfrenta y la relevancia que exhibe no se sopesan debidamente en la iniciativa. Es indispensable que se tome conciencia de ello y se mejoren su estructura, funciones y presupuesto si se espera realmente proteger el patrimonio.



Respecto del rol, finalmente, del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, cabe consignar que sus atribuciones son tomadas por el nuevo Ministerio -hubo una discusión acerca de si se trata de un servicio o de una Secretaría de Estado, y, en este último caso, lo natural es que lo que hasta ahora ha sido servicio pase a formar parte de ella- y que se amplía la integración, restando las facultades resolutivas de las entidades que se comprenden. Hoy día, por su naturaleza, el Consejo es más bien resolutivo, pero adquiriría otra característica al trasladarse a la estructura administrativa del Ministerio.



La determinación se fundamenta en que dentro de este último no puede haber consejos resolutivos. A ello obedeció el dilema. Debe mantenerse, según algunos, la existencia de consejos nacionales y regionales con poder de decisión en cuanto a la asignación de recursos y de evaluadores y técnicos para la determinación de los fondos concursables.


Termino, como Presidente de la Comisión de Educación y Cultura, enfatizando que la decisión fue unánime. En efecto, todos estuvimos de acuerdo en la creación de un Ministerio. De ahí en adelante, es evidente que la forma como se denomine, cuál será su estructura, sus dos subsecretarías, sus funciones y atribuciones, serán materias de la discusión particular. Por lo tanto, el órgano técnico le propone al Honorable Senado aprobar en general la iniciativa que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.



Y si le parece al señor Presidente, se podría abrir la votación después de la exposición del señor Ministro.



He dicho.


--(Aplausos en tribunas).
El señor LAGOS (Presidente).- Muchas gracias, Su Señoría, por un informe tan completo.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor OTTONE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, Honorables señoras Senadoras y señores Senadores, el proyecto de ley que la Sala vota hoy en general es la culminación, en efecto, de un proceso en el que gradualmente se ha ido instalando, desde el retorno a la democracia, una institucionalidad pública para el sector del arte y de la cultura. Ello registró, tal como lo dijo el Honorable señor Ignacio Walker, un importante hito en el año 2003, con la creación del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, que constituyó una respuesta adecuada para los desafíos y las exigencias de la época.



Sin embargo, durante la última década se fue constatando la necesidad de establecer una institucionalidad pública cultural del más alto nivel a fin de responder a los actuales y grandes requerimientos para el debido desarrollo, gestión, fomento y salvaguardia de la cultura, del arte y del patrimonio, y que a la vez permita el acceso de todos y cada uno de nuestros connacionales a dichos ámbitos. Para la consecución de dichos objetivos se fue generando un amplio consenso, tanto entre las autoridades estatales y políticas de distintos gobiernos como de parte de toda la comunidad vinculada a las actividades artísticas, culturales y del patrimonio.



Es así como en el año 2013 -y reconocemos especialmente la decisión adoptada al respecto durante la Administración del Presidente Sebastián Piñera- se le presentó al Congreso Nacional una iniciativa que propuso la creación del Ministerio de Cultura, la cual posteriormente fue objeto de una indicación sustitutiva por parte del Ejecutivo actual, que dio origen al texto que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.



Con la nueva institucionalidad pública y un organismo que reviste el carácter de Secretaría de Estado se persiguen, como objetivos principales:



1.- Superar la actual dispersión y fragmentación institucional, para permitir un trabajo intersectorial y profesional articulado entre los diversos ámbitos de las artes, las culturas y el patrimonio.



2- Abordar de mejor manera dimensiones actualmente omitidas o insuficientemente atendidas de las diversas expresiones del folclor, de las culturas tradicionales, de la cultura popular y de las manifestaciones comunitarias en este ámbito.



3.- Contribuir con mayor fuerza al reconocimiento y valoración de nuestra diversidad cultural, y de las particularidades e identidades regionales.



4.- Incluir a creadores y cultores, entidades culturales y patrimoniales, universidades, gobiernos locales y regionales, comunidades y organizaciones de los pueblos originarios, y al conjunto de la sociedad.



5.- Contemplar el aporte del Estado en materia de fomento y desarrollo de las artes, de las industrias culturales y de la economía creativa, además del patrimonio, sin perjuicio de los aportes de los fondos públicos de financiamiento cultural y de la labor de los consejos sectoriales creados por ley durante las últimas décadas.



En definitiva, se trata de contar con un Ministerio que, entre otras cosas, le permita al Estado promover y realizar una gestión pública cultural integral, basada en la participación ciudadana; el respeto a la diversidad cultural, como también a la dignidad de las personas y a los derechos humanos; el reconocimiento de las culturas de nuestros pueblos originarios, y el ejercicio de la crítica y la reflexión creativas.



Finalmente, estimo importante mencionar que en la gestación del actual proyecto de ley existieron diversas e interesantes instancias de participación ciudadana de varios de los sectores involucrados en los objetivos de la normativa. Se consideraron las propuestas y opiniones de distintas organizaciones de artistas, creadores y cultores; el amplio y valioso proceso de consulta indígena realizado entre 2014 y 2015, y el intercambio de opiniones y propuestas con las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (ANFUCULTURA), de la DIBAM (ANFUDIBAM) y del Consejo de Monumentos Nacionales, que conforman el universo principal de quienes integrarán el futuro Ministerio.



En este contexto, y precisamente como reflejo del amplio consenso al que antes nos referimos, el proyecto fue acogido y despachado por la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, con un apoyo mayoritario y transversal. Igualmente, hace pocos días fue aprobado en general por la unanimidad de la Comisión de Educación y Cultura del Senado.



Por todo ello, confiamos en que contará con el respaldo de las señoras Senadoras y los señores Senadores y en que será sancionada hoy día la idea de legislar, para pasar luego a la discusión particular, de manera que tenga lugar pronto su dictación como ley de la República, que es un anhelo de larga data.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, parto por saludar al Ministro señor Ottone y valorar la fuerza y el impulso que le ha imprimido al proyecto.



Deseo recordar que en el Senado se encuentra pendiente la creación de una instancia especializada como la Comisión de Cultura, medida que juzgo fundamental para ser coherentes con la aprobación que tendrá lugar ahora, sin lugar a dudas. Hemos presentado en conjunto, señor Presidente, varias iniciativas para poder materializarla. Ojalá que ello se logre y contemos con ese órgano técnico.



Aunque originalmente se había programado que durante los cien primeros días de Gobierno se enviaría una indicación sustitutiva al proyecto de ley tendiente a la creación del Ministerio de Cultura, las Artes y el Patrimonio, el año y medio transcurrido ha hecho posible llevar a cabo una positiva e inédita consulta indígena, con conclusiones y compromisos concretos, y, a la vez, dado cuenta de las particularidades que la nueva institucionalidad implica.



En efecto, a diferencia de las últimas iniciativas que crearon nuevos Ministerios, el caso de las culturas, del arte y del patrimonio es distinto. No se trata solo de jerarquizar, dentro del aparato administrativo, a un servicio público para que ostente ahora una categoría ministerial. Tratándose de la cultura, el reto es mucho mayor, ya que se apunta a que, sin afectar lo existente, se avance en forma sustancial y se supere la duplicidad de funciones y la dispersión administrativa entre el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y el Consejo de Monumentos Nacionales.



Ese desafío permitirá mejorar materias y políticas públicas que se han visto afectadas por la falta de cohesión institucional, tales como la desconcentración administrativa en lo cultural; la conservación del patrimonio en el mismo ámbito; la protección y difusión del derecho de autor; la proyección internacional de la cultura; el fomento de la lectura; y el financiamiento y la regionalización, en el largo plazo, de nuestras organizaciones en el sector, entre otros aspectos fundamentales, para avanzar en un desarrollo armónico que signifique un acceso equitativo de todas las regiones a la cultura.



Valga señalar, en otro orden de ideas, que estimo primordial mantener en el proyecto una definición inédita en cuanto a establecer en la ciudad de Valparaíso, con rango legal, la sede del futuro Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.



Dentro de lo que el señor Ministro ha adelantado respecto del contenido de la indicación sustitutiva, debo manifestar que se ha cumplido con lo programado: efectuar una consulta a lo largo del país para representar y recoger la diversidad y el sentido de las culturas de los distintos pueblos originarios y de los afrodescendientes en el norte. El producto de ese proceso se contempla, sin lugar a dudas, en relación con el Ministerio sobre el cual nos pronunciamos, pero también los anhelos del país hacia el futuro.



Sin perjuicio de que se proceda a la votación en general, no puedo dejar de destacar que la creación de la Secretaría de Estado que nos ocupa y el consenso que ello reflejará dicen relación con un avance sustancial en particular desde 2003, precisamente cuando se establece el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Se trata de un devenir, de una acumulación de experiencia, de un consultar y un debatir, estándar que debiera consagrarse en adelante.



Reitero la necesidad de que esta institucionalidad nueva, surgida del masivo y sólido proceso de consulta indígena, pero también de cabildos ciudadanos realizados a lo largo de Chile, refleje una debida equidad territorial. Como ningún otro Ministerio, el que nos ocupa se vincula con que la cultura, el arte, la creación, el patrimonio material e inmaterial, se distribuyan equitativamente en el territorio.


Considero imprescindible dar una señal, no solo con la instalación de la Secretaría de Estado en la ciudad de Valparaíso, sino también por la vía de asegurarle a cualquier persona, a cualquier creador, a cualquier niña o niño que sueñen con ser Gabriela Mistral, o Pablo Neruda, o Jorge Teillier, o un pintor como Roberto Matta que, independientemente del lugar en que hayan nacido o desenvuelvan su vida, tendrán las oportunidades de desarrollar su creatividad, sus capacidades.



Del mismo modo, tratándose de manifestaciones culturales de los pueblos originarios o de las olas de colonizadores, del desarrollo arquitectónico, de expresiones de emprendedores y de congregaciones religiosas, de distintas iniciativas a lo largo del país o del patrimonio industrial, espero que el acervo inmaterial existente en distintos lugares reciba la misma protección a través del futuro Consejo Nacional de las Culturas o de las Subsecretarías, y no sea objeto solo de una mirada centralista en cuanto a la protección o el fomento de las artes o del patrimonio regional.



Anticipo, para el debate, que estimo esencial la capacidad de los archivos regionales. No es posible que tengamos que enviar al archivo nacional el patrimonio de datos históricos de los anteriores juzgados de letras y juzgados del crimen, principalmente, así como de las notarías, lo que da lugar a la concentración de un material que es primordial para investigadores, historiadores y público, en general.



Sigamos impulsando una red de museos y descentralizando la cultura.



Aprobaremos muy contentos el proyecto, que constituye un paso fundamental.



Espero que este Ministerio vea la luz el año 2017.



Quisiera recordar, eso sí, que la cultura va a tener su sede en Valparaíso, pero también se expresa en todos y cada uno de los rincones de nuestro país.



Voto a favor.

El señor LAGOS (Presidente).- Me han pedido abrir la votación, manteniendo los tiempos de las intervenciones. 

La señora MUÑOZ.- Sí.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no tengo inconveniente en que se abra la votación, pero ocurre con mucha frecuencia que de repente surgen inquietudes y aclaraciones que se solicitan al señor Ministro, y, si la votación está abierta, él no puede intervenir.



No sé si hay alguna urgencia en este caso, pero durante la votación él no podría hablar. Es una autolimitación que nos imponemos.

El señor WALKER (don Patricio).- Podemos autorizarlo a hablar.

El señor LARRAÍN.- Es el único alcance que hago, pues creo que perderíamos la oportunidad de que el Ministro opine en el debate, lo que sería una restricción severa.

El señor LAGOS (Presidente).- El Senador señor Larraín ha hecho un punto válido.



¿Le parece a la Sala que, en caso de ser necesario, autoricemos al señor Ministro a responder alguna inquietud?

El señor ALLAMAND.- Sí.

El señor LAGOS (Presidente).- Acordado.



En consecuencia, se abre la votación.



--(Durante la votación).

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, tal como lo decía el Senador De Urresti, la cultura constituye nuestra forma de vida y, como en ella, hay elementos que se conservan y otros en permanente cambio.



La cultura lo abarca todo y, por lo tanto, no puede ser vista en forma compartimentada o sectorial.



Está presente no solo en las artes y tradiciones: se expresa en la educación, en la salud, en la vivienda.


Es un componente de la vida social de carácter transversal; no puede ser visto sectorialmente.


Por eso, no es fácil definir una institucionalidad pública para la cultura. Mientras la educación y la salud dependen fundamentalmente de lo que haga o no haga el Estado, la cultura seguirá viviendo aun sin ninguna intervención de este.



Por supuesto, nadie defiende en estos tiempos un rol absolutamente pasivo del Estado en materia cultural; incluso esa pasividad incidiría en ella. Pero tampoco podemos promover un rol exclusivo o preeminente del sector público en la cultura.



A la hora de rediseñar la institucionalidad cultural, la tarea es compleja, porque aquí no se trata de levantar organismos y darles presupuestos.



Aquí se pone a prueba la flexibilidad del Estado; su capacidad de adaptarse, de actuar intersectorialmente, de generar espacios para la participación, de separar las funciones de formulación y ejecución de políticas, y, de manera particular, de descentralizarse.



Ya he llamado la atención en otras ocasiones sobre la necesidad de una reforma integral del Estado. Pero aun sin ella, parece obvio que el Ministerio de la Cultura no puede tener la misma estructura jerárquica del Ministerio de Defensa o de Hacienda.


En este plano, si bien estoy de acuerdo con la creación de un ministerio dentro de la actual estructura estatal, pienso que se podría haber sido un poco más audaz al momento de rediseñar su institucionalidad.



En algunos aspectos se rompe la tradición -que es relevante cuando se habla de cultura-, y en otros se echa de menos una mayor audacia e innovación, también esenciales en la cultura.



Por ejemplo, no estoy de acuerdo con que se niegue el rol de la Universidad de Chile en la cultura del país. Ya se la ha ninguneado en la educación superior y ahora se elimina su rol en todo el proyecto, incluyendo los jurados de los premios nacionales.



Me imagino que detrás de ello puede haber un criterio correcto desde el punto de vista tecnocrático, alegando imparcialidad u objetividad. Pero la tradición también es importante. ¿A quién se le ocurriría exigir un cambio en la academia sueca para dar mayor imparcialidad y objetividad a los premios Nobel?



Adelanto que sobre esta materia presentaré indicaciones.



Pero los mayores reparos los tengo en cuanto a la descentralización de la nueva institucionalidad.



La ley actual da atribuciones en materia de promoción del desarrollo cultural a las municipalidades y a los gobiernos regionales, pero prácticamente nada se dice de estos niveles en el proyecto de ley.



Los consejos regionales de cultura asesorarán al intendente, en cuanto representante del Presidente de la República, y no en cuanto jefe del Gobierno regional. Es más, este último solo designa un representante en dicha instancia, sin participación del Consejo Regional.



¿Cómo puede explicarse que miembros del consejo regional de cultura sean designados por el ministro y ninguno por el CORE?



Los mayores aportes a la cultura, las artes y el patrimonio del país han surgido desde regiones y no desde el centro del país.


En Santiago pueden estar las principales instituciones culturales, como la Biblioteca Nacional, el Archivo Nacional o los museos nacionales, pero la cultura de este país ha nacido, se ha conservado y desarrollado fundamentalmente desde las regiones.



La cultura del campo, del mundo minero o del mar; las culturas de nuestros pueblos originarios; los principales exponentes de la literatura, la música, el arte y el folclore, hasta nuestros sitios que son Patrimonio de la Humanidad, como la Isla de Pascua, los cerros de Valparaíso o las iglesias de Chiloé, han nacido y se conservan desde los más diferentes rincones del país.



Por otra parte, tampoco estoy de acuerdo con la forma de financiamiento de la actividad cultural. Mientras algunas instituciones tienen financiamiento asegurado desde la Ley de Presupuestos, casi todas ellas con domicilio en Santiago, las personas y agrupaciones de regiones deben concursar por recursos, sometiéndose a largas tramitaciones.



¿Por qué el sitio arqueológico de Monteverde, que es el más antiguo de América y que se encuentra en los alrededores de Puerto Montt, aún no cuenta con financiamiento para sus instalaciones e investigaciones?


Hay actividades culturales y sitios patrimoniales en regiones que tienen categoría nacional, como las Semanas Musicales de Frutillar, los Temporales Teatrales de Puerto Montt, el Festival Costumbrista de Castro o los sitios de Monteverde y de Pilauco en Osorno, pero deben hacer ingentes esfuerzos para poder optar a recursos públicos.



Yo creo que esto tiene que cambiar.



Apoyo la idea de crear un nuevo Ministerio de las Culturas, pero esta nueva institucionalidad debe nacer descentralizada.



He dicho.
El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, voy a votar a favor de este proyecto de ley.



Admito que el Senador Quinteros, que me antecedió en el uso de la palabra, me interpreta desde el punto de vista del sentimiento de las regiones, pues en lo cultural van muy por detrás de Santiago.



Esta iniciativa de ley, enviada por el ex Presidente Piñera, recoge de alguna manera el sentir que comparten tanto los distintos sectores de nuestra sociedad como las diversas tendencias políticas de manera transversal -como lo ha planteado aquí el Ministro- en cuanto a la relevancia de la cultura en la vida de cada ciudadano en nuestro país, de las diversas comunidades que existen y del conjunto en general.



En definitiva, según se señala en el informe, este proyecto busca “crear una institucionalidad pública cultural que dé respuestas hoy a los impostergables desafíos y exigencias que el Estado de Chile tiene, para asumir sus responsabilidades en la generación de condiciones para nuestro desarrollo cultural y, consecuentemente, para el desarrollo integral de un Chile sustentable, democrático, pluralista y respetuoso de nuestra diversidad cultural.”.



Este proyecto de ley crea “una nueva institucionalidad estatal” -lo ha dicho muy bien el Presidente de la Comisión de Educación- “para la cultura, las artes y el patrimonio, mediante la creación de una nueva secretaría de Estado que se denominará Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, la que busca expresar el reconocimiento del Estado a nuestra diversidad”, incluidas las vertientes que esta tiene.



“El ministerio que se crea” -prosigue el informe- “estará integrado por dos subsecretarías, cada una de las cuales desarrollará los respectivos ámbitos que aborda esta nueva estructura, esto es, la cultura y las artes y el patrimonio.”.



Me parece que el proyecto va en la línea correcta. Se trata de una institucionalidad largamente esperada, que -como dije- fue presentada e impulsada por el Presidente Piñera y que ahora -creo- genera un apoyo transversal en todos los sectores políticos.



Esta iniciativa -lo señalé- propone la creación de un nuevo Ministerio, dividido en dos Subsecretarías, y responde a mi juicio a la necesidad imperiosa de contar con una entidad robusta en el ámbito de la cultura, que mire hacia las regiones, hacia la diversidad desde un punto de vista horizontal, pero que tome en cuenta a entidades de otras partes que también constituyen un aporte y que quieren participar.



En verdad, uno se encuentra permanentemente con gestores culturales o con personas que quieren participar desde las regiones, con toda la adversidad que implica contar con pocos recursos y escasos contactos. Me parece que dentro de sus objetivos y pretensiones esta institucionalidad quiere revertir esa situación.

El señor LAGOS (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, concurriremos a la aprobación de este proyecto, que posee extraordinaria importancia.



A mi modo de ver, el Presidente de la Comisión, el Honorable señor Ignacio Walker, dio un informe muy completo tanto de las ventajas que conlleva la aprobación de la idea de legislar como de algunas complejidades a las que deberemos abocarnos durante la discusión en particular.



En forma muy rápida, quiero detenerme en los tres “nudos”, por llamarlos así, de los que tendremos que ocuparnos.



En primer término, el nombre del Ministerio no es un asunto menor. En la Comisión hubo diversos comentarios sobre el particular. Estaba leyendo el informe y no sé si aparece o no lo que señalaré. Pero, por ejemplo, si uno revisa en general el nombre de estas secretarías de estado en la mayoría de los países europeos o de América Latina, observa que predomina mayoritariamente la denominación “Ministerio de Cultura”. Si nos fijamos, el nombre que propone el proyecto es distinto. 



Además, deseo hacer notar que una de las dos Subsecretarías que se crean es la de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares.



Hice ver mi opinión sobre esto en el órgano técnico porque a mí por lo menos me parece bastante impropia la denominación de esa Subsecretaría.



Está muy bien llamarla “Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”. Pero eso significaría que conviven distintos tipos de culturas.



¿Hay culturas populares y otras de elite? ¿Qué concepto queremos afinar en este caso? ¿Pretendemos utilizar el término que inspiró a los Ministerios de Cultura europeos desde la década del sesenta? Entiendo que el primero fue creado en Francia y lo encabezó ni más ni menos que André Malraux.



En suma, hago presente -no entraré ahora al detalle- que la denominación de esta nueva cartera no es un asunto menor. Es un asunto profundo que requiere una deliberación seria. Por consiguiente, no es baladí el nombre que se dará a este Ministerio.



En segundo lugar, respecto de las Subsecretarías, se trata de algo mucho más importante que una cuestión administrativa; tiene que ver con saber si este nuevo Ministerio va a funcionar bien o mal.



El Presidente de la Comisión hizo presente que había dos modelos: el texto original proponía una Subsecretaría, mientras que el actual sugiere dos.



Lo cierto es que es un tema pendiente que se deberá resolver.



Pero en lo fundamental, señor Presidente, deseo referirme a lo que veo como la mayor complejidad de este proyecto. A diferencia de lo relativo al nombre o a si habrá una o dos Subsecretarías, temas que son -por así decirlo- razonablemente controvertidos y perfectamente opinables, esta tercera cuestión resulta transversal.



Este nuevo Ministerio, desde el punto de vista administrativo, implica una gigantesca complejidad técnica. La razón fue expuesta tanto por el Presidente de la Comisión como por el señor Ministro de Cultura.



Existe una institucionalidad que, de manera muy razonable y correcta, fue creciendo al amparo de consejos conformados por autoridades y representantes de la sociedad civil. Y todo el mundo quiere preservar ese valor.



La pregunta es la siguiente: ¿Cómo encajan dentro de la estructura administrativa y del Derecho Administrativo chileno estos organismos, que no son habituales en las estructuras ministeriales?



Resulta obvio que ha sido un tremendo aporte que se crearan estos consejos, que sean participativos y que tengan, en gran medida, potestades resolutivas.



Sin embargo, si uno revisa el resto de la Administración del Estado, no encuentra la cantidad de, comillas, “consejos y organismos valiosos que se deben preservar” en ningún Ministerio ni dentro de la estructura del Estado.



Por lo tanto, señor Presidente, hay que tomarse un tiempo. Porque insisto: se trata de una materia que no se relaciona con controversias; nadie pretende, por ejemplo, restar participación al mundo de la cultura y a sus representantes en el nuevo andamiaje ministerial, ni plantear que tiene que haber menos participación que la actual. A la inversa, existe una demanda por incrementarla.



Pero ¿cómo podemos hacer encajar la mayor participación de estos organismos “mixtos”, por llamarlos así, que se hallan integrados por autoridades y por representantes de la sociedad civil en sus distintas expresiones?



Cómo articularíamos y cuajaríamos esa labor a fin de que la estructura resultante sea eficiente y realmente eficaz es un tema no menor. 



En mi opinión al menos, muchos aspectos de esta nueva institucionalidad no están adecuadamente resueltos.



Por de pronto, no existe una solución a lo que podríamos denominar el “traslape” con distintos organismos. Si uno mira las facultades de ambas Subsecretarías y en algunos puntos las compara con las potestades del Consejo de Monumentos Nacionales, verá que muchas se traslapan.



¿Cómo encajan los seremis en toda esta estructura?



¿Cómo cohabitan ellos en una ordenación vertical? 



Entre paréntesis, en la Administración Pública chilena los seremis no dependen de los Subsecretarios, sino de los Ministros.



Entonces, ¿cómo se puede articular a los seremis, que dependen de los Ministros, en dos Subsecretarías que se traslapan y dentro de las cuales existen organismos conformados por autoridades públicas y representantes de la sociedad civil?



Lo que pretendo hacer presente es que, desde el punto de vista técnico, el asunto resulta extraordinariamente complejo. Porque debemos tener un “Ministerio de la Cultura” -por lo menos yo voy a abogar por esa denominación- que funcione, que sea el paso siguiente al avance de todos estos años, y contar con más -no menos- participación. Pero ensamblar todos estos conceptos en la lógica del Derecho Administrativo chileno no es un asunto menor.



Hemos construido en el último tiempo -y concluyo, porque hay señores Senadores con mucha más experiencia en estas materias- andamiajes institucionales en una serie de nuevas carteras, muchos de los cuales no funcionan.



Por ejemplo, el Ministerio del Deporte, según escuché atentamente en la Comisión, es uno de los que padecen alguna de estas complejidades.



En consecuencia, tenemos que ser capaces de encontrar soluciones técnicamente correctas a problemas objetivamente complejos. No estoy diciendo que sean imposibles de resolver. Reitero: aquí no nos hallamos ante a una controversia, sino frente a una dificultad.



En cualquier caso, consideramos que este es un paso muy importante hacia adelante. Al menos en la Comisión se logró determinar muy bien dónde están los puntos de acuerdo y dónde los de diferencia.



Con franqueza, señor Presidente, me parece que va a ser del todo posible traer resuelta desde la Comisión a la discusión particular en la Sala la inmensa mayoría de los asuntos, para conocimiento de los señores Senadores. Y eventualmente podrán quedar dos, tres o cuatro elementos que tendremos que zanjar democráticamente después de un debate.



Nuestra disposición es de plena colaboración para sacar adelante esta iniciativa y para encontrar las soluciones flexibles que resulten adecuadas, pero haciendo presente que debemos tener la inteligencia política y jurídica para resolver bien un tema que, desde el punto de vista técnico, es altamente complejo.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, cuando se presenta un proyecto sobre la institucionalidad cultural parece algo sencillo, de sentido común y de fácil despacho, pero me parece que es, tal vez, uno de los temas en que, como Senado, debiéramos detenernos y hacer una reflexión más en profundidad.



¿Para qué queremos una política cultural? ¿Para qué queremos una institucionalidad cultural? 



Quizás en el pasado, y especialmente en el último tiempo, se pensó la cultura como un instrumento para mejorar la eficiencia de la sociedad, en particular desde el punto de vista económico, y construir una cultura acorde a ese modelo.



¿Por qué planteo esto? Porque estamos discutiendo una institucionalidad. Y yo me pregunto cuál es la política cultural, cuál es el desafío cultural que tiene la sociedad chilena y a qué responde dicha institucionalidad, porque, finalmente, la institucionalidad es la concreción de una visión; es la concreción de un sueño, de una visión del mundo y de nosotros mismos. 



Mi parecer es que no están explicitados los grandes fundamentos, no está explicitada aquí la gran política; hacia dónde quiere ir y cómo quiere entenderse la sociedad chilena, cómo quiere jugar un rol en el mundo que viene.



Yo parto de la primera premisa que me hace fuerza: estamos en una era de cambio cultural profundo. Con el siglo XX termina una visión cultural; termina un mundo: el mundo de las ideologías, el mundo cartesiano; terminan las visiones lineales. Y por lo tanto lo que está emergiendo es una nueva sociedad.



Esto no tiene respuestas políticas hoy día. No las tiene en Chile y no las tuvo en Estados Unidos, en Inglaterra, en Italia; tampoco las tiene en Filipinas. Porque, finalmente, la sociedad siempre va a buscar su cauce. Y, si no encuentra respuesta en las instituciones tradicionales, las va a buscar en otros lados.



Por consiguiente, la respuesta es más cultural y más civilizatoria que política. 



A nosotros también nos está pasando. Creo que la crisis de los liderazgos, de las instituciones se refleja en la incapacidad que hemos mostrado todos para construir respuestas a este mundo nuevo que viene.



Y me parece que la conversación que estamos efectuando es sobre aspectos conocidos, sobre aspectos del pasado, pero no sobre cómo va a impactar esta política en el futuro. Porque, cuando uno hace una institucionalidad, cuando hace una política, está construyendo el futuro, no está construyendo el pasado, a menos que queramos construir lo que yo llamo el “futuro del pasado”, es decir, intentar recuperar nostálgicamente el pasado e intentar, a la fuerza, meter la cola del pasado en el futuro.



Evidentemente, nadie quiere eso. 



Entre los elementos que aparecen con mucha fuerza está la constatación de que hay cambios muy relevantes. Tal vez la humanidad está yendo, cada vez más, a lo que yo llamaría un “mundo posantropocéntrico”, o sea, un mundo donde el ser humano ya no es el centro del universo, donde nuestra especie no es el centro que le da sentido y en torno al cual gravitan todas las cosas.



Por lo tanto, surge una nueva relación con la naturaleza, con los animales; una nueva relación que busca recuperar las hermandades perdidas que, tal vez por esa visión antropocéntrica del pasado, se fueron.



Debemos reflexionar sobre construir un mundo sin fronteras. Estamos transitando desde estados nacionales, que permitieron el desarrollo de la humanidad, a una insuficiencia de esos estados nacionales y hacia una sociedad global, un planeta global: ser ciudadanos de un planeta y no solamente ciudadanos de un país. 



Ello implica toda una visión cultural respecto a temas como la xenofobia, las migraciones, la inclusión, los mestizajes, la diversidad, que tienen que ser elementos muy importantes. Y tal vez no nos hemos puesto en esa situación.



Me parece que también tenemos que darnos cuenta de cómo las tecnologías, la ciencia -que son neutras: depende de cómo las usemos-, de cómo el mundo de los datos, la Internet, la Internet de las cosas, están cambiando nuestra cultura; de cómo estamos construyendo un nuevo fenómeno cultural y cuáles son las contradicciones y los puntos de atención.



El humanismo -el humanismo liberal, el humanismo socialista- puso al ser humano, a la especie humana, como el centro, como su gran desafío, como su gran definición, como la manera de interpretar, incluso, el universo desde la experiencia humana, desde el ser humano. Y, más allá de que uno pueda estar más o menos de acuerdo con esa visión, viene el mundo de los datos, una sociedad gobernada por Internet, por Google, por Facebook, donde cada vez más las decisiones van a trasladarse desde los seres humanos a las máquinas, a las plataformas, donde cada vez nos van a condicionar más, donde cada vez más los seres humanos van a modelarse y a tener incluso una psicología, o lo que llamo “conciencia”, como un producto diseñable.



Cuando la Internet de las cosas y los datos conozcan todas nuestras vidas -lo que compramos, lo que comemos, lo que viajamos; elementos que nosotros, además, ponemos gratuitamente en manos de esas plataformas-, alguien podrá decir: “Ahí hay un votante, hay un cliente”. Pero, ¿cuál es el determinismo, el nivel de control, el nivel de libertad que tendrá ese cliente o ese votante, o el nivel de condicionamiento psicológico de ese actor, de ese ciudadano futuro a través del mundo de los datos, que es el que va a determinar la vida de las personas?



¡Ese mundo está ahí! Y es el que nos llevará a una sociedad distinta. 



Yo sé que esto parece ciencia ficción, pero, lamentablemente, es el futuro de hoy, no el futuro de mañana. Y yo quiero construir el futuro del futuro y no el futuro del pasado. 



Como vamos a tener que gobernar para ese mundo, si no incorporamos estos temas, si no consideramos que las tecnologías están cambiando nuestra cultura, nos vamos a quedar en el pasado.



Hoy día los cambios de la biotecnología nos están poniendo desafíos inmensos. La biotecnología, con la herramienta CRISPR/Cas9, ya puede crear cuerpos nuevos, puede hacer seres humanos “a la carta”. Podrá construir mentes, conciencias diseñables. 



¿Cómo esta realidad se introduce en una lógica cultural? ¿Por qué lo pregunto? Porque este humanismo, el humanismo liberal y socialista, que puso al hombre como el centro del mundo, puede que termine siendo gobernado por el dataísmo, por las máquinas, por los robots, que irán reemplazando a los seres humanos. En los trabajos, por ejemplo. Ya no habrá choferes, etcétera. Ese mundo generará seres humanos inútiles que no tendrán empleo en el futuro.



¿Cómo, entonces, la cultura, lo que nosotros estamos construyendo repone una ética, una visión, valores para poder enfrentar y tomar decisiones, para que los cambios tecnológicos que estamos viviendo en todos los aspectos estén gobernados y guiados por esta ética, por esta visión de bien común, y no terminemos gobernados por las consecuencias de lo que estamos haciendo, sin tener comprensión y claridad de por qué están ocurriendo las cosas?



Pienso que eso es lo que está pasando en la sociedad hoy día. Desconocemos nuestra sociedad y no somos nosotros los que la estamos gobernando, porque no tenemos conciencia de hacia dónde está yendo.



Evidentemente, esto abre la puerta a toda una dimensión que los niños viven más que nosotros, que son los mundos virtuales. Es otro mundo, es otra constelación de la cual también tenemos que preocuparnos. 



Tal vez yendo a algo más aterrizado, me importa mucho y yo defiendo la Subsecretaría del Patrimonio, por algo muy simple: el patrimonio en Chile es el pariente pobre. Nuestro país no solamente no tiene políticas culturales, sino que tampoco tiene políticas de resguardo de su patrimonio histórico, arqueológico, paleontológico. Es una pena, porque los países que no tienen memoria, que no entienden su pasado -donde está la experiencia-, no pueden cambiar su futuro. Podemos cambiar el futuro, pero es el pasado el que nos permite entender en qué dirección debemos transformar o modificar el futuro.



Por lo tanto, ahí hay un tema muy relevante, que debe ser prioridad para la sociedad chilena. 



Comparto lo que decía el Senador Allamand en cuanto a cómo hacer encajar, en un chasis totalmente anacrónico, una institucionalidad cultural que tiene que dar cuenta de la nueva cultura, que es horizontal, colaborativa, creativa; que no pasa solo por la dicotomía Estado versus mercado; que pone una nueva dimensión, que son los contenidos; que pone la dimensión de los ciudadanos, de la sociedad civil, porque es de ahí de donde van a emerger los contenidos. 



Los contenidos no van a emerger de los Estados ni de los mercados, sino, justamente, de las personas y, por lo tanto, de su capacidad de imaginación, de creatividad, de curiosidad por la vida, de exploración, de ser cada persona una suerte de laboratorio que explora y es capaz de construir el mundo. 



Solo tengo una aprensión, señor Presidente.



Para nosotros, y para mí en lo personal, hay instituciones que son señeras y con las cuales hay que tener mucho cuidado con las miradas burocráticas. Dejar fuera a la Universidad de Chile pienso que es un inmenso error. Ello da cuenta de una visión burocrática, porque parte de la historia de Chile se ha escrito también desde dicha universidad, una institución laica, la universidad de todos, cuya mirada, independientemente de que haya otros enfoques complementarios, es la que nos une o debiera unirnos a todos, y desde la cual, en conjunto con otras entidades de educación superior, debiéramos ser capaces de formular una visión compartida de proyecto-país. 



Voy a votar a favor, pero me parece que esta es tal vez una de las reflexiones más interesantes e importantes que puede hacer el Congreso, porque tiene que ver con nuestro futuro, con cómo vamos a caminar por la vida, cómo vamos a enfrentar los vacíos del mercado y cómo le damos sentido a la vida de las personas. 



He dicho. 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, este proyecto de ley tiene por finalidad crear una nueva institucionalidad estatal para la cultura, las artes y el patrimonio mediante la creación de una nueva Secretaría de Estado, que se va a denominar “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”, la que busca expresar el reconocimiento del Estado a nuestra diversidad cultural, incluido el reconocimiento a las culturas de los pueblos originarios.



Serán tres instituciones las que quedarán bajo el amparo de dicho Ministerio: la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos; el Consejo de Monumentos Nacionales, y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. 



Dentro de las funciones del nuevo Ministerio, quisiera destacar la de “contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales”. 



En esta materia es importante que el proceso de descentralización que se está llevando adelante tenga un fuerte contenido cultural, para que realmente se constituya en el motor político y cultural del Chile de los próximos 20 o 30 años y en donde la descentralización, sin duda, será un tema central. 



Dentro de la misma temática, es de preocupación el rol que cumplirá la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, ya que ella tendrá a su cargo la dirección administrativa de las secretarías regionales ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio. 



Es de esperar que dentro del proceso de descentralización les sean traspasadas cada una de las competencias a los nuevos gobiernos regionales, que recientemente hemos creado, para que estos puedan diseñar e implementar las políticas culturales de cada región y no sean las secretarías regionales ministeriales las que lleven el protagonismo en este ámbito.



Para ello, es necesario avanzar desde ya en el traspaso de competencias fuertes y robustas desde las seremías a los gobiernos regionales en materia político-cultural. 



Idéntica inquietud, señor Presidente, existe respecto a los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Igualmente, muchas de sus competencias debieran ser traspasadas a los gobiernos regionales, sobre todo aquellas que dicen relación con el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y el Fondo del Patrimonio Cultural, en los que existen involucrados recursos para proyectos. Deben ser los gobiernos regionales los que decidan los proyectos que se van a adjudicar dichos fondos y no el Gobierno central. 



En cuanto al Consejo Asesor de Pueblos Indígenas, que tendrá a su cargo la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, existe la misma necesidad de ir traspasando dicha función a los gobiernos regionales. 



Voto favorablemente el proyecto, señor Presidente. 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la verdad es que hablar del Ministerio de la Cultura es algo que, sin lugar a dudas, atrae y motiva, porque en el mundo que nos toca vivir quizás se hacen muchas referencias a la cultura, pero no siempre se da la debida prioridad social a su desarrollo. 



Por lo tanto, uno quisiera pensar que una nueva estructura ministerial podría convertir en realidad la aspiración de fortalecer en forma seria la cultura en nuestro país. 



Cuando uno utiliza la expresión “cultura”, lo hace en su más amplio sentido. Muchos identifican la cultura con la música clásica, la música docta. Pero no: es la música de calidad en todas sus variantes: popular, tradicional, costumbrista, en fin. Hay que pensar con una mirada muchísimo más amplia y, por consiguiente, la aspiración de un Ministerio debe estar impregnada de ese espíritu y de ese sello. 



Quizás por eso a mí lo que más me llama la atención, en una primera mirada a este proyecto, es el problema de los nombres, porque cuando se habla del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o cuando se habla de la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, o de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, me parece que se tiende a confundir, a segmentar algo que es muchísimo más universal. 



Creo que, al final del día, como dice este proyecto de ley, que crea el Ministerio de Cultura, las cosas tienen su propio peso, su propio sentido semántico y su propia fuerza, y, en ese sentido, considero mejor un nombre breve pero potente, en lugar de entrar a una enumeración como de lista de supermercado, que, en último término, tiene una mirada más enciclopédica de las cosas que cercana a su esencia, a su verdad ulterior. 



Por eso no comparto el camino de denominaciones que sigue esta iniciativa. Y espero que en su discusión particular podamos retomar y simplificar las cosas. Por lo demás, considero que eso le daría cierta transparencia y un acceso más claro a todos. 



En seguida, este proyecto presenta, a mi juicio, un problema que no es fácil de resolver, por la estructura organizativa de todas las actividades culturales que existen en nuestro país. 



Yo recuerdo haber participado en el debate efectuado cuando se creó el actual Consejo, con un Ministro a cargo, en donde Agustín Squella, como representante del Ejecutivo, coordinó el debate para lograr su creación. Y ya hubo un problema muy grande por la enorme diversidad de instituciones y estructuras que había en el país en esta área. No se pudo resolver, por ejemplo, el tema de la Biblioteca Nacional, de los distintos museos nacionales, que quedaron bajo la tutela del Ministerio de Educación, también como una parroquia aparte del grueso de lo que es la tarea educativa de dicha Cartera. 



En consecuencia, yo entiendo que organizar de manera coherente todo lo que hay en este ámbito no es fácil. Y quizás esto se refleja en que la estructura propuesta resulta extraordinariamente engorrosa, porque hay dos Subsecretarías; secretarías regionales ministeriales, aunque estas sean bastante de adorno -me voy a referir a ellas a continuación-; un Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio; y, adicionalmente, se crea el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, que no está vinculado ni integrado, según logro entender. 



Por eso, si el Ministro Ottone pudiera esclarecer algo más esta última entidad, le estaría muy agradecido, porque veo que se plantean estructuras, pero, además de estas, hay otras adicionales que aparecen “dentro de”, pero que están “fuera de”.



¿No sé cómo va a funcionar, en la práctica, esta estructura que se ha diseñado?



Repito: hay dos Subsecretarías. Una que tiene como propósito trabajar el mundo de las artes, industrias culturales y culturas populares, y otra ocupada del patrimonio cultural. Son, en realidad, distintas.



Pero para complicar más las cosas, todos estos organismos, que estaban en el Ministerio de Educación, pasan a una superestructura adicional, el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, que es dirigido por un director y que cuenta con sistemas propios que se van creando: el sistema de bibliotecas, el sistema de museos, el sistema de archivos, etcétera. Esto impide que las Subsecretarías tengan un rol respecto de aquella, como tampoco el Consejo, salvo en caso de políticas muy globales.



En consecuencia, no estamos creando una estructura con un hilo conductor, sino que estamos agregando organismos que pondremos bajo este gran paraguas. De verdad, no hay una forma clara de participación ni de roles.



Por ejemplo, cuando hablamos del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, este tiene la tarea de desarrollar sus actividades sin que en ellas participe ningún otro organismo, salvo el Ministro. Por tanto, no tiene conexión de coordinación al interior del Ministerio con ninguna de las otras entidades.



Eso a mí me parece extraño.



Por otra parte, el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio -no voy a entrar a comentar su integración- figura desarrollando funciones muy dispersas. Por ejemplo, aprobar la Estrategia Quinquenal Nacional.



No sé muy bien qué es la Estrategia Quinquenal Nacional, establecida como la gran tarea, aparentemente, del Consejo.

El señor PROKURICA.- ¡El plan quinquenal…!

El señor LARRAÍN.- Sí, recuerda a los planes quinquenales, aquellos de no muy feliz memoria.



A mi juicio, lo que deben establecer los consejos son políticas de mediano y de largo plazo. Pero la ley no tiene por qué determinar los plazos de esas políticas.



Por lo demás, hay algunos que tienen que ver con realidades distintas. Hay políticas de corto plazo, como las que dicen relación con el fomento específico de determinadas artes. O, si se siente que las políticas de la cultura indígena están muy desfasadas, a lo mejor necesitan un plan de desarrollo no de cuatro o de cinco años, sino quizás de diez.



¿Por qué tenemos que determinar por ley una estructura de esta naturaleza?



En tal sentido, creo que eso amarra la labor del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (me parece que de nuevo estamos pecando con el nombre). Pero, por otro lado, advierto que dicho Consejo no tiene responsabilidades en materias importantes o tiene algunas no muy claras.



Por ejemplo, en relación con los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural, la norma señala que “serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.”.



A continuación, se expresa que un reglamento explicitará las disposiciones: cómo se asignarán los recursos, cómo será la evaluación, etcétera. Este reglamento -indica- deberá ser revisado por el Consejo Nacional de las Culturas.



Yo me pregunto qué significa que será revisado. ¿Será aprobado? ¿Será sancionado? ¿Será rechazado? Por lo mismo, considero que una cuestión de esta naturaleza es muy vaga.



Lo mismo ocurre con el Fondo del Patrimonio Cultural. Se dan funciones, pero no se sabe realmente cuáles son las funciones del Consejo al respecto. ¿Revisar? ¿Aprobar? ¿Dar una opinión? Son conceptos que, desde el punto de vista del Derecho Administrativo, no tienen una clara explicación. Porque una cosa es que el Ministro resuelva…



Señor Presidente, ¿me concede dos minutos adicionales?

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Dos minutos es demasiado, Su Señoría. Le daré uno solo.

El señor LARRAÍN.- Entonces, voy a terminar de expresar mis inquietudes refiriéndome solo a la estructura regional.



Quiero señalar que de nuevo comparto las inquietudes manifestadas por muchos Senadores de regiones.



Siento que en regiones como la que yo represento, y particularmente en el Maule Sur, la cultura tiene un rol paupérrimo, si no inexistente.



Hay una pequeña infraestructura que se ha desarrollado en este último tiempo y que ha sido muy aprovechada. Pero son lugares en que no existe un cine, el mínimo acceso a una manifestación del arte que quizás es la más desarrollada y masiva del último tiempo.



No obstante los esfuerzos que se han hecho desde la región, el proyecto no tiene una visión nacional que esté pensando en las regiones y desde las regiones.



Por eso, pese a apoyar la iniciativa, debo decir que presenta ciertas falencias que, a mi juicio, podremos resolver en la discusión en particular.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Señores Senadores, tenemos que debatir otro proyecto de ley, lo cual también va a tomar tiempo. Por lo tanto, no podemos extender más los minutos que están previstos para intervenir.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, trataré de ser breve, porque, sin duda, la próxima iniciativa, referida al agua potable rural, también requiere toda nuestra atención por la importancia de ese tema.



Pero no puedo dejar de mencionar que coincido con todos los Senadores que aquí han expresado su opinión.



El tema de la cultura es relevante y, por lo tanto, las definiciones de instituciones o de aparatos administrativos que nosotros hagamos tienen que responder adecuadamente y ser eficaces y eficientes a la hora de canalizar, de motivar a la actividad cultural, a la actividad de las artes y el desarrollo del patrimonio en nuestro país.



Por eso, no estaríamos cumpliendo adecuadamente nuestra labor si, al final, creáramos una institucionalidad que no diera respuesta satisfactoria a los anhelos de la ciudadanía en relación con esta materia.



Ya nos pasó un poco con la creación del Ministerio del Deporte.



En efecto, generamos una expectativa al instaurar un Ministerio del Deporte, y este ha tenido problemas serios de gestión, ha tenido problemas serios de consolidación, particularmente en regiones, en que los resultados en las actividades deportivas, en términos de la percepción del país, han sido menores en comparación a cuando no existía esa Cartera.



Por lo tanto, queremos un país desarrollado en términos culturales, que represente a la diversidad cultural existente en Chile y en que las artes, los artistas, los exponentes puedan tener el máximo de posibilidades de expresar su actividad, teniendo presente que no debe haber una cultura oficial, sino una que verdaderamente exprese la nacionalidad en su conjunto.



Lo anterior es vital.



Pienso que necesariamente tenemos que crear una institucionalidad, y avanzar en un aspecto de esa naturaleza. Lo que me preocupa es que la estructura que creamos sea verdaderamente adecuada.



Yo reemplacé a la Senadora Ena von Baer en la sesión de la Comisión de Educación donde se aprobó esta iniciativa. Por eso, renuevo el compromiso de aprobarla en la Sala. Pero, sin duda, en aquella ocasión surgieron una serie de dudas y preguntas que es necesario aclarar.



Aquí estamos generando una institucionalidad que, como se trata de un Ministerio, debe ser básicamente una organización de carácter vertical que se relaciona con otras  de carácter horizontal. Y resulta vital cómo se van incorporando, cómo se van escuchando unas a otras. Es esencial cómo se enfrenta eso: cómo las Subsecretarías (me parece que dos Subsecretarías pueden constituir verdaderamente un exceso) se relacionan con los consejos, con las organizaciones regionales. En definitiva, cómo podemos dar una respuesta adecuada a ello.



A mi juicio, de la sola lectura del proyecto, inmediatamente uno se da cuenta de que aquí vamos a tener un problema más o menos serio, en cuanto a que este Ministerio o esta institucionalidad pueda escucharse a sí misma y actuar coherente y sistemáticamente para ir respondiendo a los anhelos de la ciudadanía, de las personas, de los vecinos en materia cultural.



Por eso hago mías las expresiones tanto del Senador Larraín como del Senador Allamand, quienes planteaban grandes dudas acerca de cómo técnica y administrativamente (en definitiva, se trata de organismos que se rigen por el Derecho Administrativo), van a poder trabajar de manera conjunta.



¿Cuál será el rol de los gobiernos regionales? ¿Cuál será el rol de los consejos regionales? ¿Cuál será el rol de los Seremis? ¿Cómo van a actuar las Subsecretarías? ¿Cómo se van a relacionar entre sí? ¿Cómo el Ministro o la Ministra podrán liderar un sistema que tiene una estructura administrativa determinada y que se debe relacionar con organismos colegiados, que sin duda deben tener voz?



Por lo tanto, nos hallamos ante un desafío técnico y administrativo muy relevante.



De ahí que, más allá de colocar sobre la mesa de la discusión en general las dificultades que vemos -sería bueno poder escuchar al Ministro sobre los problemas que pienso que él ha vivido con la actual estructura, que pueden ser mayores y más graves con la que hoy día se nos propone-, debemos analizar cómo podemos avanzar de manera adecuada.



Ese es, a mi juicio, el punto relevante: ¿cómo la institucionalidad que creamos va a actuar sistemática y coordinadamente? ¿Cómo se van a comunicar entre las distintas estructuras, algunas de las cuales -reitero- tienen una visión de verticalidad y otras de horizontalidad, para dar respuesta a los desafíos que en esta materia son fundamentales?



Y también recojo lo que algunos señores Senadores han expresado en materia de regiones: ¿cómo la institucionalidad les va a dar respuesta?



Sobre el particular se han hecho esfuerzos relevantes en nuestras regiones, por ejemplo, con el Teatro Municipal de Chillán, en cuya inauguración estuvo el Ministro Ottone. Sin embargo, hoy día no dispone de financiamiento para operar. Y en la institucionalidad actual no existe ningún organismo, no existe ningún mecanismo, no existe ningún procedimiento mediante el cual uno pueda dar a ese teatro (un recinto de lujo, una edificación magnífica, cuya obra gruesa fue construida hace 60 a 70 años y que fue terminado en los últimos años) una respuesta adecuada. Y puede que tampoco exista con esta nueva institucionalidad.



Por lo tanto, el esfuerzo en infraestructura, desde la perspectiva de las regiones, también está al debe, y de ahí que resulta necesario que nosotros transformemos el presente proyecto de ley, que sin duda constituye un anhelo, en un instrumento eficiente.



A esa tarea nos vamos a tener que abocar los Senadores, las Comisiones, el Ministro y sus asesores, en la discusión en particular, para poder generar una institucionalidad eficiente. De lo contrario, dispondremos a lo mejor de un Ministerio con un nombre rimbombante, pero sin la eficacia que la ciudadanía espera, como nos pasó -vuelvo a reiterar- con el Ministerio del Deporte.



No podemos cometer un segundo error. Por lo tanto, en la discusión en particular el trabajo deberá ser extraordinariamente acucioso.



Reiteramos nuestra voluntad de avanzar en una institucionalidad cultural, que considero absolutamente necesaria, imprescindible. Pero la discusión acerca de qué institucionalidad estructurar va a ser fundamental.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, seré muy breve, porque esperamos cumplir con el último trámite de la iniciativa que busca proveer de un cuerpo legal merecido a los comités de agua potable rural, que hace tanto tiempo están esperando esa legislación.



Y saludo a los dirigentes que nos acompañan en las tribunas.



--(Aplausos en tribunas).


Señor Presidente, sin duda que la creación del Ministerio de Cultura es un paso sustantivo, que va a permitir darle fuerza, darle musculatura, darle el sitial y el tratamiento que se merece a la diversidad cultural de Chile.



Nuestra sociedad requiere conservar, promover, difundir esa diversidad y debe tener organismos capaces, entre el Estado y también entre los privados, de mantener una estructura que permita difundir, reconocer y respetar esta pluralidad cultural.


Aprovecho de saludar y de hacer un reconocimiento tanto al Ministro de Obras Públicas como al Ministro de Cultura por la consideración especial respecto a los pueblos originarios. Yo soy Senador de la Región de La Araucanía, y debo reconocer que la consulta indígena que se realizó le dio a la iniciativa que nos ocupa un respaldo significativo en materia de participación, metodología y, por último, de legitimidad.



Los creadores y las expresiones culturales, materiales e inmateriales dispondrán de una institucionalidad robusta para avanzar en la promoción de las expresiones culturales, la protección del patrimonio y la valoración de la cultura como un espacio donde se construyen y reconocen las identidades territoriales, étnicas, culturales, históricas y simbólicas de nuestra sociedad.


Señor Presidente, en una sociedad marcada por el consumo masivo de bienes, a través de un mercado globalizado que promueve la homogenización de las culturas de masas en una relación inmediata e instantánea de servicios y bienes cada vez más desechables, resulta imprescindible fortalecer las identidades culturales.



En este marco de ideas, una tarea que el nuevo Ministerio deberá asumir es la protección y fomento del patrimonio material. Por ejemplo, no existe una institucionalidad destinada a proteger la riqueza arqueológica. 



El patrimonio inmaterial tiene que ver con los nombres propios o la denominación de elementos culturales de los pueblos originarios, particularmente del pueblo mapuche. Hoy día vemos cómo el cultrún, la trapelacucha u otros instrumentos, propios de su cultura, de sus costumbres, de sus tradiciones, de su religión se están comercializando en el mundo.



Este Ministerio ha de conversar con INAPI, con el Ministerio de Economía, con la institucionalidad que lleva el registro de patentes para hacer respetar los derechos de los pueblos originarios, los símbolos de los pueblos originarios.



De la misma manera en que se respeta la bandera nacional, deberíamos respetar los símbolos de los pueblos originarios y sancionar su mal uso o su uso indebido.



Por tanto, en la discusión en particular vamos a ver de qué manera el Ministerio de la Cultura conversa con el nuevo Ministerio de Pueblos Indígenas. Ahí habrá alguna división, algún departamento que destine recursos humanos y materiales con el fin de proteger la riqueza y el patrimonio material e inmaterial.



Deberemos analizar cómo conversan, cómo concilian sus funciones ambas Carteras, y cómo colabora el nuevo Ministerio de Cultura con el Ministerio de Pueblos Indígenas.



Yo he presentado dos proyectos de ley relacionados con la protección de los derechos patrimoniales, individuales y colectivos en el ámbito de los pueblos originarios, y espero que esta institucionalidad robusta represente lo que significan las culturas de Chile e incluya de manera muy fuerte la cultura y la riqueza patrimonial de los pueblos originarios.



Voto con entusiasmo a favor de la idea de legislar de la iniciativa.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.



También entiendo que va a ser breve para favorecer la discusión del proyecto de agua potable rural. 

El señor CHAHUÁN.- Por supuesto, señor Presidente, el tema del agua potable rural es algo que nos interesa, sobre todo en nuestra Región.



En el contexto de la presente iniciativa, la fragmentación y dispersión de funciones, la descoordinación, la falta de una sola institucionalidad para impulsar una política única e integral destinada a la protección, conservación y difusión están sin lugar a dudas en el fundamento de la necesidad de un chasis institucional que nos permita sacar adelante, justamente, la difusión y la conservación de la cultura, las artes y el patrimonio cultural.



Cabe señalar que logramos que este proyecto fuera ingresado durante el Gobierno del Presidente Piñera, y su contenido es el resultado de una indicación sustitutiva introducida por la actual Administración, con lo cual se reemplazó el texto original por el que ahora se propone.



Una de las primeras discusiones que se registraron en la Comisión trató sobre la sede del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Nosotros señalamos con mucha fuerza que esta Cartera debía funcionar desde Valparaíso. Este punto generó arduo debate, incluso con el Ministro, quien finalmente propuso que la sede del nuevo Ministerio sea nuestra ciudad, a pesar de algunas declaraciones iniciales en sentido diverso.



Debo puntualizar que la posibilidad de contar con un chasis institucional no es un tema menor. 



En Chile no hemos podido contar con una política única e integral para la protección, conservación y difusión de la cultura, debido a la fragmentación y dispersión de funciones en este ámbito.



Hago presente que esta es una materia por la cual tengo particular preocupación. Durante mi trayectoria parlamentaria, he considerado la real importancia que reviste la cultura. 



Por eso presenté en el mes de junio de 2012 un proyecto de ley que busca sancionar el tráfico ilícito de bienes culturales, iniciativa que está radicada en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Lamentablemente, no ha avanzado mayormente en su tramitación y requiere agilizarse para adecuarnos a las diversas convenciones y tratados internacionales existentes sobre la materia que han sido ratificados por nuestro país.



Por lo tanto, aprovecho esta ocasión para pedirle al señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente- que le ponga urgencia al proyecto que tiene por objeto sancionar el tráfico ilícito de bienes culturales.



Hoy día tenemos dificultades en nuestra legislación, debido a los vacíos existentes en materia de sanciones para quienes no cuenten con un registro de dichos bienes. En definitiva, no hay castigo específico para el referido tráfico ilícito. 


Por otra parte, en el mes de enero de 2016 presenté, junto con los Senadores De Urresti, Horvath y otros, una iniciativa para modificar el Reglamento del Senado con el fin de establecer la Comisión de Cultura y de las Artes, cuya finalidad sería abocarse al conocimiento de los proyectos de ley sobre la materia, con el fin de descongestionar la excesiva carga legislativa de la Comisión de Educación. Sin embargo, de igual modo, dicha propuesta no ha experimentado mayor avance en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Asimismo, me he preocupado del patrimonio cultural, considerando que nuestra ciudad de Valparaíso, tan afectada por incendios y otros fenómenos de la naturaleza, tiene la calidad de Patrimonio Mundial de la Humanidad, de acuerdo a la declaración que en tal sentido hizo la UNESCO en el año 2003.



El patrimonio de un país lo conforman todas las creaciones y expresiones de las personas que lo han habitado: sus instituciones sociales, legales y religiosas; su lenguaje y su cultura material desde las épocas históricas más antiguas. 


El patrimonio comprende los bienes tangibles e intangibles heredados de los antepasados; el ambiente donde se vive; los campos, ciudades y pueblos; las tradiciones y creencias que se comparten; los valores y la religiosidad; la forma de vivir el mundo y adaptarse a él.



El patrimonio natural y el cultural constituyen la fuente insustituible de inspiración y de identidad de una nación, pues es la herencia de lo que ella fue, el sustrato de lo que es y el fundamento del mañana que aspira a legar a sus hijos.



En un mundo globalizado como el actual, el patrimonio permite el desarrollo del país, insertándose con un sello propio y fortalecido en su identidad, y posibilita que sus miembros tengan un mismo destino al provenir de un mismo origen: construir un futuro sin dejar de preservar el pasado.


Mediante la cultura se impulsa un crecimiento económico, en el que los sitios históricos, los monumentos, la arquitectura y la tradición aportan fuentes de trabajo en todo lo que significa restauración y conservación patrimonial, aparte de los ingresos que deja la industria del turismo.



Dada la relevancia de esta materia, he tenido el privilegio de participar en múltiples eventos de carácter académico, donde he expuesto acerca de la importancia del patrimonio cultural para nuestro país.



De hecho, me ha tocado desarrollar como Senador -porque, a mi juicio, asumir una representación parlamentaria también implica hacer región- una serie de documentales destinados a rescatar el patrimonio intangible regional. Lo hicimos en las comunas de San Antonio y Quintero. 


El proyecto de ley que se somete a nuestra consideración, que contempla una amplia estructura orgánica y administrativa del nuevo Ministerio, es plenamente perfectible, en consonancia a las diversas opiniones que durante el debate han emitido los representantes de la cultura y las artes. 


Indudablemente, esta iniciativa constituye un avance significativo, muy esperado, por lo cual se hace necesario aprobarla, y así se lo solicito a los colegas, más aún después de tantos años de tramitación en este Parlamento.



Sin embargo, me gustaría indicar que quedan temas pendientes: los componentes regionales en la asignación de los recursos; aspectos que dicen relación con cómo facilitar el acceso a los fondos concursables; materias vinculadas al perfeccionamiento del chasis institucional (ya se avanzó en una segunda Subsecretaría).



Todo ello debe ser parte del debate parlamentario en el trámite legislativo correspondiente.



Con todo, el presente proyecto, sin lugar a dudas, representa un paso significativo para contar con una política pública que finalmente rescate la cultura y la proyecte hacia el futuro.



Por las razones expuestas, apruebo la idea de legislar.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, este es un día histórico para Chile.



La creación del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio constituye un paso significativo y crea enormes expectativas. 



Yo quiero llamar a la moderación pero también a la decisión, porque “guagua que no llora no mama”. 



Quienes han impulsado la instalación de este Ministerio con fuerza durante largos años debieran estar preparados para construirlo. Nos queda un año. Yo espero que este proyecto sea ley de la república en el último año del Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet. Entonces tendremos al Ministro, quien nos acompaña, trabajando desde Valparaíso. 



Yo soy un firme partidario de que esta ciudad patrimonial sea la sede de la nueva Cartera. Pero aspiro a que el Congreso Nacional se vaya a Santiago, porque nada le ha aportado a la Quinta Región. En este edificio puede quedar el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y también el Ministerio del Mar. 



En mi opinión, la efectiva descentralización no se logra dejando el Congreso en Valparaíso. En cambio, desconcentrar al Ejecutivo asentando dos Ministerios en una región distinta de la Metropolitana constituye un objetivo histórico para quienes creemos en una descentralización real y no de papel lustre.



El proyecto en debate ordena todo lo que hay, pero no mejora las políticas públicas.



Por ejemplo, no se termina con los fondos concursables en cultura. ¡Hasta cuándo seguimos con eso! Debiera haber una asignación por méritos, a través de mecanismos que garanticen imparcialidad y no privilegios.



Por otra parte, se dispone que habrá un representante de este nuevo Ministerio en el canal cultural de TVN. ¡Eso no garantiza nada! TVN cada día es un canal más privado. ¡Tiene poco de cultural, poco de público! Si queremos propiciar la cultura, la televisión es esencial. Y, para ello, debemos abrir espacios. Sin embargo, esta iniciativa no ahonda en esa materia. 



Vamos a discutir el punto en su momento. 



Con todo, apoyo totalmente el proyecto. Lo votaré a favor. 



Pero impulsar este Ministerio implica abordar diversas políticas públicas. Eso se dará, por cierto, en un debate mucho más amplio, que haremos durante el proceso de construcción de la nueva Cartera.



Estamos en el debate en general. Después el proyecto vuelve a la Comisión para su análisis en particular, con un plazo para formular indicaciones. Luego regresará a la Cámara de Diputados. O sea, queda un tiempo de tramitación largo, aunque lo podemos acortar.



Los fondos concursables siguen siendo un problema esencial. 



Además, aún no ha ingresado el proyecto de ley sobre artes escénicas (danza, circo y teatro), que es un compromiso que se asumió con los actores. 



Tales elementos forman parte de la estructura, de la musculatura que se le debe dar al Ministerio que se crea, que, sin duda, constituirá un  avance muy importante.



¿Qué espera uno de esta nueva Cartera? Que sea capaz de formar y certificar competencias.



En materia de salud, he sido un firme opositor a la ASOFAMECh (Asociación de Facultades de Medicina de Chile), toda vez que la capacidad de lo público en la formación y certificación de funciones debe radicar en una institucionalidad que les ofrezca garantías a todos.



En ese sentido, veo al nuevo Ministerio con facultades muy importantes, de la mano de las universidades públicas, para formar y certificar, dentro de su área, todo lo que diga relación no solo con la academia, sino también con lo profesional. No hay que delegar tales atribuciones al ámbito privado o tercerizarlas.



Valparaíso debe continuar siendo la sede cultural del nivel central. Vamos a tener, por un tiempo al menos -así espero-, al Ministro en esta ciudad.



Hemos encargado un estudio para determinar cuánto nos cuesta mantener el Parlamento en Valparaíso. Podríamos destinar mucha más plata al arte y a la cultura, y no al financiamiento del edificio del Congreso, en el cual los Senadores pasamos seis días al mes. ¡Solo seis días al mes!



En cuanto al vínculo con el Ministerio de Educación, ¿cómo se van a relacionar ambas Carteras en lo que respecta a la enseñanza de las artes? Ese es un aspecto al cual también deberemos abocarnos. 



Con relación a los artistas callejeros y a las ordenanzas municipales que se precisan para tales manifestaciones, hago presente que el nuevo Ministerio va a tener que preocuparse de aristas que van más allá de su frontera propia, como el tema de lo local: el uso de los espacios públicos. 


En Europa y en muchos otros lugares parte de esos espacios están dedicados al desarrollo de  la cultura y las artes. Creo que hay que recuperarlos mediante una regulación que no solo debe ser municipal. Espero que el nuevo Ministerio juegue también un rol al respecto.



Además, quiero plantear que los premios nacionales van a requerir un pronunciamiento por parte de la nueva Secretaría de Estado. El hecho de que la forma de postular a ellos implique que los artistas interesados deban defender toda su carrera, de 30, 40 o más años, amerita una revisión y un cambio. No debiera postularse de esa forma. 


Asimismo, dividir el Premio Nacional de Artes de la Representación y Audiovisuales en dos: uno, para las artes escénicas y otro, para el formato audiovisual, también es un desafío, señor Ministro.



Vamos a tener que analizar las políticas públicas, no solo su estructura.



¿Qué va a pasar con la Comisión Nemesio Antúnez del Ministerio de Vivienda? Habrá que relacionarse con ella, pues su finalidad es determinar los edificios públicos que deban ornamentarse con obras de arte. 



Las agregadurías culturales de Chile en el extranjero ¿van a seguir siendo parte de una decisión política o van a tener un correlato institucional? Las personas destinadas a esa función debieran ser verdaderos aportes en este ámbito, personas con trabajos culturales, con trayectoria, con profesión. Tal cargo no tendría que ser un premio político, como ha ocurrido hasta ahora. Hoy día, mayoritariamente, es una decisión política.



Yo apostaría por agregados culturales en el mundo entero, a través de mecanismos que profesionalicen la decisión y garanticen que esas personas, en el Viejo Mundo, en el Nuevo Mundo, en todos los continentes, darán cuenta de una tarea de promoción de la cultura nacional.



Del mismo modo, sobre la exigencia de financiamiento estable para artistas consagrados, uno ve cómo muchos de los que se han dedicado por entero al arte en el ocaso de su vida no tienen la suerte de continuar vigentes. Y, para postular a fondos, se les exige cada vez más títulos universitarios y currículum.



Tuve la posibilidad de conocer a Juan Radrigán en Concepción, uno de los autores teatrales más prolíficos del país, quien no poseía títulos, pues era autodidacta. 



¡Los artistas, los dramaturgos no se hacen ricos! Se dedican a compartir la cultura y las artes con el pueblo, con la sociedad. Por eso, en materia de apoyo a los de larga trayectoria y de consagración amplia, deben existir mecanismos que garanticen la promoción del arte y la cultura, lo cual no produce riqueza material, a la vez que otorguen la protección adecuada. De esa manera, los artistas sentirán que se pueden entregar en cuerpo y alma porque, a lo menos, tendrán la vejez garantizada, lo que no ocurre hoy día. Muy por el contrario, esa etapa de la vida se transforma a veces en un infierno.



Otro punto es la asignación de recursos a través de los distintos niveles del Estado. El nuevo Ministerio va a jugar un rol fundamental en los fondos municipales, en los regionales mediante el FNDR y en los nacionales. Ello es importante para que exista coherencia respecto de lo que hacen los municipios, los gobiernos regionales -ahora van a contar con intendentes electos- y la nueva Cartera. Se va a requerir una institucionalidad que permita tener coherencia en las unidades territoriales, pero también en las áreas temáticas culturales.



Por último, quiero señalar que todo lo anterior será posible si el nuevo organismo está financiado. 



Por primera vez en diez años, el presupuesto en cultura tuvo una rebaja. 


¡Pasó fugazmente Rodrigo Valdés, el Ministro de Hacienda, por aquí...! 



Un aliado fundamental de los artistas va a ser el titular de Hacienda, porque en ese ámbito quien toma las decisiones en Chile no va a ser el Ministro de Cultura, va a seguir siendo el de Hacienda.



Yo lo he dicho: voté por Bachelet, no por Rodrigo Valdés. Sin embargo, él termina imponiendo cuánto se le asigna a cada ministerio y determina las políticas públicas. 



De nada sirve un Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio si no se entrega el financiamiento adecuado. La prueba de fuego de la institucionalidad que estamos creando va a ser su primer presupuesto: cuánto Chile está dispuesto a destinarles a la cultura, a las artes y al patrimonio. ¡Hasta ahora, muy poco!



Si la nueva institucionalidad va a generar costos, burocracia, y no va a contar con recursos efectivos para materializar políticas públicas de verdad, reales, concretas, que tengan incidencia, la creación del Ministerio puede convertirse en una frustración. ¡Y no quiero eso! Quiero que sea una tremenda alegría, una tremenda oportunidad para instalar en el país un ámbito de cultura y su valorización distintos del consumismo que a veces todo lo puede.



Si quienes desean participar en las políticas públicas deben seguir consiguiendo auspiciadores y publicidad pagada para ello, vamos a tener un problema.



Mucho hemos hablado acerca de Televisión Nacional en comparación a la BBC de Londres. TVN es un canal estatal y su objetivo principal es el autofinanciamiento, como ocurre hoy día. Al menos así lo ha planteado su nuevo Director Ejecutivo, Jaime de Aguirre. Si se pide al Ministerio de la Cultura que se autofinancie, ¡habremos fracasado! 



El Estado tiene que financiar esta nueva Cartera. ¡Los chilenos deben hacerlo! Así como financiamos los puentes, las carreteras, los sueldos de los parlamentarios, el aparato completo del Estado, este Ministerio debe contar con los fondos necesarios.



Si se les va a pedir a los interesados que concursen, que consigan apoyos institucionales o comerciales en el mercado para desarrollar el arte, la cultura y proteger el patrimonio; si el Estado deja de ser lo que todos esperamos que sea, un ente activo y decisor, habremos fracasado en la construcción de esta nueva Secretaría para Chile.



Para todos es una gran noticia la creación de este Ministerio, señor Presidente, pero el financiamiento es algo esencial. 


Yo espero que exista coherencia en la voluntad de este Gobierno para sacar adelante este proyecto con el financiamiento suficiente para que dicho organismo funcione no solo el primer año, sino de manera permanente. Si es necesario establecer un impuesto especial para financiar la cultura y las artes en el país, discutamos el punto, porque de alguna parte deben salir los recursos.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, seré breve por todo lo que ya se ha dicho y también por respeto a los dirigentes de las agrupaciones de agua potable rural, quienes nos acompañan hoy y han esperado por años el tratamiento del proyecto que veremos a continuación.



--(Aplausos en tribunas).



Hago presente que esta es una ocasión muy especial, pues estamos creando por ley el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 



Chile es un país muy diverso en el ámbito natural, geográfico y cultural. 


La cultura juega un rol clave en el desarrollo y la formación de las personas. Nosotros no podemos sacar adelante a las regiones, a las comunidades, si de manera simultánea no hacemos un esfuerzo muy importante en educación y en cultura.  



Sin embargo, uno entra en una suerte de duda porque existe un concepto de cultura más bien productivista: se mide por número de eventos, de conciertos, de exposiciones, de publicaciones, en fin. Todo ello se percibe como un indicador cultural. 



¿Qué genera eso? Una suerte de concursos. La gente termina especializándose en ganarlos a nivel tanto regional como nacional, a través de distintos criterios. 


Considero que eso es muy difícil y riesgoso para el artista, para el gestor cultural, por cuanto él se dedica al arte y no a ganar concursos. 



Estos siempre van a existir y serán un mecanismo de reconocimiento. Pero la vía de la competencia no es natural en la red cultural y tampoco en las artes, que más bien funcionan en forma colaborativa, y en este sentido hay que entenderlas. 



Les cuesta mucho a los artistas -me consta-, incluso en nuestra Región de Aisén y en otras, como la de Valparaíso, superar todas las vallas de la compleja trama para obtener financiamiento -se gana un concurso luego de satisfacer los números de los indicadores- y generar finalmente no solo una expresión cultural, sino una red que permite que un sector, una ciudad, un territorio sean intrínsecamente creativos e innovadores.



Creo que allí está el foco del problema: la institucionalidad crea lo oficial y la cultura por sí misma es particularmente disruptiva, pues busca romper los moldes que de alguna manera encajonan la esencia de la vida. Esa suerte de búsqueda, que valora y conserva lo pasado, a la vez que rompe lo establecido y abre opciones nuevas, es una dialéctica que nosotros tenemos que saber asumir en el nuevo Ministerio.



Los Juegos Florales de Poesía, que Gabriela Mistral ganó en 1914, que posteriormente la llevaron a ganar el Premio Nacional de Literatura, se gestaron gracias a la iniciativa de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile y de la Asociación de Escritores de Chile. Esta fue una instancia más bien participativa de gente que quería cambiar el sistema. Y ese espíritu nosotros de alguna manera lo debemos rescatar, a fin de conjugar bien la libertad con la responsabilidad.



Para finalizar, solamente quiero recordar que este año celebramos el centenario del natalicio de Violeta Parra. No existe artista universal que no haya partido desde el folclore, desde las raíces (Beethoven, Bartók, por nombrar algunos). Nosotros tenemos que saber conservar y valorar ese aspecto, para permitir que la visión de un lugar muy local termine siendo algo de valor universal. ¡Ahí está la esencia!


Las fórmulas a ese efecto -como aquí se ha manifestado- se resumen en fomentar una regionalización de verdad, en llevar tales asuntos a las decisiones locales, en pasarles el máximo de atribuciones y funciones a las nuevas autoridades electas de las regiones y de los municipios y en tener una participación vinculante.



Porque no sacamos nada con preguntar, si finalmente la gente a la cual se le consulta no participa en las decisiones. Ello se traduce más en frustración que en participación ciudadana.



Por último, quiero relevar el hecho de que la sede del Ministerio esté en Valparaíso. Esa me parece una muy buena señal, porque se trata de una ciudad patrimonial.



En tal sentido, no concuerdo para nada con mi amigo el Senador Navarro: creo que Valparaíso merece tener al Congreso Nacional. 



Además, hoy en día, con las redes de comunicación existentes, los Ministros no están leyendo el diario: todos trabajan en forma paralela, pues se hallan comunicados a través de Internet. Incluso, la gente que se desplaza en vehículo hacia el Parlamento viene laborando.



Como Senador de regiones, estoy 15 días al mes en esta ciudad. Y me las arreglo. Me demoro menos en trasladarme desde el aeropuerto al Congreso Nacional en Valparaíso que a su sede de Santiago.

El señor PROKURICA.- ¡Ese es mi Senador!

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para el efecto del quorum constitucional exigido, de que se registran 36 votos a favor, y se fija plazo hasta el lunes 16 de enero próximo, a las 12, para presentar indicaciones.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro, ¡quien hablará desde su casa…!

El señor OTTONE (Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).- Señor Presidente, en primer lugar, deseo agradecer la votación unánime registrada en la Sala del Senado respecto de este proyecto.



En seguida, debo puntualizar que mi casa es Valparaíso: yo trabajo en esta ciudad, en la plaza Sotomayor.



Cuando ustedes crearon el Consejo en 2003, fijaron su sede en Valparaíso, que además, a mucha honra, es mi ciudad natal. ¡Así que estoy muy feliz!


En cuanto a esta iniciativa, Senador Larraín, no puedo responder a la totalidad de las preguntas que se formularon acá. Pero las anotamos todas. Y, para su tranquilidad, ya se han formulado indicaciones sobre muchas de las cuestiones planteadas.



Hay otros aspectos de este proyecto en los que al parecer existe una dificultad de comprensión. De tal modo que si hay problemas para entender su texto, presentaremos las indicaciones pertinentes al objeto de mejorar la redacción.



De otro lado, con relación a lo que mencionó Su Señoría en cuanto al futuro Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, resulta significativo relevar que hoy en día esto existe. Es lo que conocemos como la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos (DIBAM).



Lo que pasa es que gran parte de lo que hay en la DIBAM desde los años 20 en adelante, cuando se crea dicho organismo, no existe por ley. 



Tenemos sistemas nacionales. Por ejemplo, el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas. Pero es una fantasía. Funciona, pese a que no fue establecido mediante ley.



El Consejo de Monumentos Nacionales no dispone de secretaría por ley: la estamos creando.



Entonces, señor Presidente, se introducen muchas modificaciones. Y para que no haya desenfoque en esta materia, debo precisar que la prioridad es la descentralización.



La DIBAM hoy en día no es un organismo descentralizado.



Si ustedes tienen que ir a la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, debo señalarles que en tres regiones hay archivos.



Nosotros establecimos los archivos regionales a que se refirió un parlamentario (si no me equivoco, el Senador De Urresti): ¡en ocho años se crean los archivos de cada una de las regiones, incluso si se establece la de Ñuble!



Por lo tanto, se trata de preocupaciones no menores.



Es importante mencionar aquello, pues el foco puesto no solo apunta a ver si existe diversidad: también busca determinar la forma en que se implementa territorialmente la equidad, que es lo que cuesta lograr.



En lo que respecta a los fondos, debo puntualizar que hoy día representan solo el 19 por ciento del presupuesto del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a diferencia del año 2003, en que estos alcanzaban al 70 por ciento.



En la actualidad, este servicio no administra fondos: un quinto de su presupuesto va a ellos. Lo demás se destina a políticas culturales.



Con relación a los planes quinquenales, cabe consignar que no los establecimos nosotros, sino ustedes, cuando aprobaron el proyecto de ley que dio origen al Consejo. Ahí definieron que el Directorio Nacional y los Consejos Regionales de Cultura debían desarrollar una política quinquenal.



Nosotros estamos siendo respetuosos de lo que Sus Señorías en su momento determinaron como política.



¿Cuál es la gran ventaja de los planes quinquenales?



Obviamente, hay planes, como el Plan Nacional de la Lectura, que son a diez años. Pero a los cinco años es factible medir si esas políticas públicas están dando resultados o no.



Lo relevante de ese tipo de planes es que tienen la virtud de que se traspasan de un gobierno a otro. Por lo tanto, son políticas estatales.



Al terminar mi intervención, quiero agradecer a todos los Senadores por haber tenido la generosidad de entender que cultura tiene que ver con políticas de Estado.



Ahora resta ver de qué modo seguiremos con la discusión particular de esta iniciativa.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).
)-------------(

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Antes de pasar al siguiente punto de la tabla, el informe de la Comisión Mixta respecto del proyecto que regula los servicios sanitarios rurales, quiero saludar a las personas que se encuentran en las tribunas. 



Se trata de dirigentes de comités, de agrupaciones, de asociaciones regionales de agua potable rural de todo el país, quienes nos han acompañado todo el tiempo que ha durado la tramitación de la referida iniciativa en la Comisión de Obras Públicas.



¡Vaya nuestro saludo para todos ellos!

)-----------(

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Solicito la autorización del Senado para que ingrese a la Sala el Director de Obras Hidráulicas, señor Reinaldo Fuentealba.



Acordado.



--(Aplausos en tribunas).

REGULACIÓN DE SERVICIOS SANITARIOS RURALES. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- A continuación, corresponde ocuparse en el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6.252-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 78ª, en 10 de diciembre de 2008 (se da cuenta).


En tercer trámite: sesión 11ª, 19 de abril de 2016.


Informes de Comisión:



Obras Públicas: sesión 91ª, en 3 de marzo de 2009.



Obras Públicas (segundo): sesión 53ª, en 30 de septiembre de 2009.



Hacienda: sesión 53ª, en 30 de septiembre de 2009.


Obras Públicas: sesión 57ª, en 25 de octubre de 2016.



Mixta: sesión 77ª, en 3 de enero de 2017. 


Discusión:



Sesiones 1ª, en 11 de marzo de 2009 (se aprueba en general); 54ª, en 6 de octubre de 2009 (se aprueba en particular); sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016 (pasa a Comisión Mixta).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Parlamento derivan del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de 28 enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados.



La Comisión Mixta, como forma de resolver las diferencias, formula una proposición que comprende las normas en controversia y los ajustes formales requeridos por el texto contenido en ella, la cual aprobó sobre la base de un conjunto de propuestas planteadas por la Presidenta de la República.



La referida Comisión acordó la proposición con las votaciones que consigna en cada caso en su informe.



Cabe hacer presente que el artículo 68 y el inciso cuarto del artículo 89 contenidos en la propuesta tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos favorables.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición figuran, en la cuarta y quinta columnas, la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de aprobarse el informe.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.

El señor LARRAÍN.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor COLOMA.- ¡Sí! ¡Que se abra!

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- ¿Les parece a Sus Señorías que procedamos a ello luego de que intervenga el Presidente de la Comisión de Obras Públicas?



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, la Comisión Mixta, constituida conforme a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer a la Sala la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley que regula los servicios sanitarios rurales, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República e ingresado a tramitación el año 2008.



Como titular de la Comisión de Obras Públicas, me tocó presidir la Comisión Mixta, la cual estuvo integrada, entre otros parlamentarios, por los Senadores Coloma, Horvath, Ignacio Walker y Quintana.



Sobre el particular, cabe señalar que el sistema de agua potable rural vio la luz hace más de 50 años, en el marco de un programa sanitario del Banco Interamericano de Desarrollo que buscaba generar condiciones sanitarias adecuadas en los sectores rurales de nuestro país. Con el tiempo, el programa fue retirado de la esfera de la acción del Ministerio de Salud, y la Dirección de Riego se hizo cargo de su operación, la que quedó radicada definitivamente en la Dirección de Obras Hidráulicas del Ministerio de Obras Públicas.



Aquí me detengo para felicitar y saludar, además del Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga, al Director de Obras Hidráulicas, señor Reinaldo Fuentealba, quien participó activamente, junto a su equipo de profesionales y asesores, en todo este proceso.



Asimismo, vaya un saludo para la Presidenta de la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU), señora Gloria Alvarado, y para todos los dirigentes y asesores de los APR de cada una de las regiones, quienes participaron en esta discusión legislativa.



El Programa de Agua Potable Rural beneficia a alrededor de 1 millón 700 mil compatriotas, quienes forman parte de 1.729 sistemas.



Los sistemas comunitarios de agua potable rural tienen como misión administrar, operar y mantener los servicios de agua potable. Y este proyecto de ley les asigna también la función de hacerse cargo del alcantarillado y del saneamiento, lo cual se expresará en la asignación de la nueva denominación: “Servicios Sanitarios Rurales”.



La relevancia de la iniciativa en discusión está dada por la necesidad de dotar de una estructura institucional al programa -la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales- que permita actuar de manera más expedita en los distintos ámbitos de su competencia. Así, esta nueva institución podrá realizar labores de contraparte técnica, función que hoy solo está en manos de las empresas sanitarias.



El proyecto establece un conjunto de derechos y deberes tanto para los usuarios como para quienes provean los sistemas.



El Senado es la Cámara de origen. El mensaje que dio inicio a la tramitación de este proyecto ingresó el 10 de diciembre del 2008. El 7 de octubre de 2009 pasó a la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, desde donde egresó a tercer trámite el 12 de abril de 2016.



La Cámara revisora le introdujo 150 modificaciones, que versaron principalmente sobre los siguientes aspectos:



-Se incorpora una definición de gestión comunitaria que incluye acciones de capacitación continua de dirigentes y trabajadores.



-Las cooperativas que presten servicios sanitarios rurales no podrán tener fines de lucro. Los organismos privados con fines de lucro que actualmente operan en el sector sanitario rural serán fiscalizados por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.



-Se consagran legalmente las subdirecciones regionales y se establecen los consejos consultivos nacional y regionales.



-Se elimina la distinción entre permisos y licencias para comités y cooperativas, estableciéndose únicamente un sistema de licencias. Además, se elimina el carácter temporal de las licencias, que pasan a ser indefinidas en tanto cumplan los requisitos que la ley establece al efecto.



-La evaluación de las licencias se hará cada 5 años, y en caso de constatarse que no están dando cumplimiento a lo dispuesto en la legislación, se otorgará un plazo de 5 años para corregir las anomalías.



-Se refuerzan las normas que contemplan como función del Consejo Consultivo Nacional impulsar la capacitación. Esta entidad además deberá aprobar anualmente los programas que en esa materia proponga la Subdirección.



-Se remplaza la exigencia de una garantía para solicitar una licencia por un acta de compromiso aprobada por la asamblea de socios y reducida a escritura pública. Del mismo modo, se sustituye la garantía de operación por un Fondo de Reserva de Garantía, cuyo monto en ningún caso podrá exceder del total de los costos de operación correspondientes a tres meses.



-La fijación tarifaria se hará individualmente para cada operador de servicio sanitario rural, y solo cuando se justifique se podrán establecer tarifas para un grupo de operadores. Dichas tarifas se determinarán cada 5 años.



-Los operadores podrán solicitar que el Estado les transfiera la infraestructura afecta al Sistema de Servicios Sanitarios Rurales, y, en estos casos, el Estado no podrá inhibirse de efectuar las inversiones que señala la ley.



-Se crea la Planta de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que contará con 223 cupos el primer año, agregándose 122 funcionarios adicionales en el tercero.



-Se establece un cronograma de implementación progresiva de la citada Subdirección, y se permite que las empresas sanitarias, a requerimiento de aquella, continúen colaborando hasta la entrada en régimen de la ley, para lo cual se admitirá la renovación, por única vez, de los convenios vigentes con las referidas empresas. Así, el primer año la Subdirección solo visará proyectos de agua potable rural con financiamiento sectorial; el segundo, iniciativas con financiamiento sectorial y no sectorial, y, finalmente, el tercer año analizará proyectos de agua potable rural y de saneamiento rural.



En el tercer trámite constitucional se rechazaron algunas de las enmiendas propuestas por la Cámara de Diputados con el único ánimo de clarificar el sentido de ciertas disposiciones o de perfeccionar su redacción, puesto que no había discrepancias con la intención manifestada en su contenido. En esta labor, la señora Presidenta de la República, con el fin de contribuir a resolver las divergencias que dieron origen a la Comisión Mixta, formuló mediante el correspondiente oficio un conjunto de proposiciones de textos, algunos de ellos inspirados en los motivos que tuvo el Senado para desechar parte de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional.



En ese marco, el proyecto de ley en debate contó con la directa colaboración de las organizaciones comunitarias encargadas de la operación de los sistemas de agua potable rural tanto en la formulación de propuestas como en el impulso y acompañamiento en la tramitación legislativa. De ellas, especial mención corresponde a la Federación Nacional de Agua Potable Rural (FENAPRU), presidida actualmente por la señora Gloria Alvarado. 



Quiero manifestar nuestro agradecimiento a su directiva y a todos sus integrantes.



En definitiva, señor Presidente, la Comisión Mixta propone a la Sala aprobar las propuestas para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras y, de esa forma, dar término a la tramitación de esta iniciativa, que dotará al sistema de servicios sanitarios rurales de una institucionalidad apropiada para hacer frente a los desafíos que el futuro le depara.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Conforme a lo que resolvió la Sala, debemos abrir la votación.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, como lo señalé en una ocasión anterior, no puedo explicarme cómo un proyecto de esta naturaleza e importancia ha tomado tanto tiempo en su tramitación: ¡data del año 2008!



--(Aplausos en tribunas).


Más encima, a nivel nacional -tal como lo manifestó el Presidente de la Comisión Mixta- son más de 1 millón 700 mil personas las que se benefician del Programa de Agua Potable Rural.



Desde hace tiempo la sequía golpea a gran parte de nuestro territorio, y ha llegado incluso a la Región de Los Lagos -en Santiago no se nos creía cuando hablábamos de sequía-, afectando a productores agrícolas, pero también al consumo humano en pequeñas localidades dispersas en sectores cordilleranos e islas de difícil acceso de las provincias de Osorno, de Chiloé y de Palena.



Ese retraso solo puede entenderse como consecuencia del excesivo centralismo y la inequidad territorial que afecta a nuestro país.



En Chile hay personas que, por su distancia respecto de localidades urbanas, no solo tienen dificultades para acceder a prestaciones sociales básicas como la salud y la educación, sino que además deben proveerse ellos mismos de sus propias fuentes de empleo, de agua y energía que necesitan para vivir y que para otros están aseguradas casi automáticamente.



Para esos chilenos los comités de agua potable rural son organizaciones esenciales, sin las cuales no podrían subsistir en dichos lugares.



A pesar de todos los esfuerzos que ha realizado el Gobierno a través del INDAP y del Ministerio de Obras Públicas, la demanda de agua potable en los sectores rurales sigue creciendo.



Solo en la Región de Los Lagos hay más de 162 proyectos en distintos estados de evaluación, 65 de los cuales cuentan con recomendación técnica, por un monto total de inversión de más de 25 mil millones de pesos.



Entonces, señor Presidente, la iniciativa que estamos aprobando es de una importancia central para las regiones y para los miles de comités de agua potable rural que requieren un apoyo integral del Estado.



Por eso, para no seguir dilatando esta tramitación, voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.
El señor COLOMA.- Señor Presidente, efectivamente aquí termina un largo peregrinar.



El 10 de diciembre de 2008 ingresó este proyecto para su tramitación en el Parlamento. Y, desde entonces, han pasado tres gobiernos. 



A mi juicio, cada una de esas administraciones ha hecho un esfuerzo particular y especial para sacar adelante el proceso de innovación que hoy estamos culminando, que es muy relevante para alrededor de 1 millón 700 mil personas y más de 1.700 sistemas de agua potable rural.



Algunos Senadores tienen razón. Quizá no hay muchas cámaras de televisión preocupadas de transmitir la aprobación de este proyecto, a diferencia de las que tendríamos si se tratara de otro tipo de iniciativas que estuvieran vinculadas con una zona más central.



En verdad, prácticamente no hay nadie acá.



Sí existe el interés de miles de personas, representadas por sus dirigentes, por ver que este proyecto salga de una vez a la luz.



Lo que ha culminado ahora ha sido un esfuerzo muy importante y virtuoso, producto de una reflexión profunda acerca de cuál es el rol del mundo rural en un país.



Porque, al final, la cuestión de fondo es cómo diseñar un sistema en virtud del cual el ejercicio del derecho al agua, que es el más elemental de todos, se pueda facilitar hasta en el último rincón de Chile. Es una forma de decir: “Vamos a abocarnos a una labor gigantesca, porque el propósito es llegar hasta el lugar más apartado con la posibilidad de surtir de agua potable”.



Adicionalmente, el proyecto contempla, en forma muy relevante, el saneamiento. La autoridad insistió mucho en incorporarlo como un todo.



Así que de verdad este es un día de alegría y que se entiende conforme al seguimiento de la iniciativa. Porque aquí, a mi juicio, hay un antes y un después. En muchos casos, uno se esfuerza por llevar a cabo cambios radicales. Creo que este es uno de ellos. En efecto, se le está dando un nivel al esquema del agua potable rural, y a los ciudadanos que viven en ese ámbito y a los dirigentes se les proporcionan herramientas que no existían para poder surtir del elemento vital a distintos sectores.



El proceso ha sido lento. En la Comisión de Obras Públicas hemos celebrado veinte o treinta sesiones sobre el asunto. Desde la discusión del proyecto de ley sobre el bosque nativo, quizás, no había tal cantidad de reuniones y de tiempo vinculados a una materia. Pero a mí me parece que se despachó un buen proyecto, en definitiva.



Siempre cabe decir: “Puede mejorarse” y concluir que queda pega. Por mi parte, mantengo una discrepancia respecto del tratamiento del fin de lucro en el caso de las cooperativas. Y otros podrán mencionar aspectos adicionales. Mas se le entrega al país un sistema.



El mecanismo dependerá, obviamente, de la voluntad de los gobiernos de turno, pero se contará con las herramientas para hacerlo posible, con licencias indefinidas y una lógica educacional y formativa de los dirigentes que creo que se valora. Hace muchos años que no pasaba que en una iniciativa legal se considerara de esta manera el rol que les corresponde, con un sistema de cuentas transparente y de fijación de tarifas individuales -excepcionalmente, colectivas-, y mediando una preocupación porque la calidad de vida en el mundo rural sea completamente diferente.



Se establece el deber del Estado de transferir la infraestructura asociada perteneciente a los servicios sanitarios rurales. Ello también es muy relevante.



Se manejan de mejor manera las garantías que se exigen hoy día, para hacerlas más accesibles.



O sea, este es un articulado importante.



En verdad, siento que hemos cumplido la pega.



Quiero simplemente expresar mis felicitaciones. Porque hay una hora para hacerlo. Y creo que ello vale la pena cuando se despacha un proyecto de esta naturaleza. Les dirijo un reconocimiento especial, en efecto, al señor Reinaldo Fuentealba y a todo su equipo del Ministerio de Obras Públicas, que desplegaron un esfuerzo extraordinario para hacerlo posible, así como también a los representantes de la FENAPRU, quienes ya habían pasado a ser parte del panorama semanal en la Comisión y cumplieron con su labor.



--(Aplausos en tribunas).



Es bueno decirlo en el Senado: el rol de los dirigentes responsables ayuda mucho a resolver los conflictos, los problemas, las encrucijadas.



Le pido un minuto más, señor Presidente.



Esta es una forma virtuosa y un modelo de cómo tenemos que hacer las cosas. Podemos mantener algunas discrepancias, pero finalmente sale un articulado potente. Y lo es tanto, que si se observa el Presupuesto de este año, el cual resulta muy exiguo en los términos del Ministerio de Hacienda, se advierte que los proyectos futuros en agua potable rural determinaron que la del Ministerio de Obras Públicas fuera una de las pocas partidas con un aumento importante de recursos.



Obviamente, al titular de la Cartera le correspondió un rol relevante al respecto; pero, sobre todo, ello obedeció a que se veía que detrás se hallaba un proyecto nuevo, una forma distinta de enfrentar un problema. No se actuó con la parsimonia propia de cuando no hay nada que hacer. No. Había algo que era posible llevar a cabo.



Creo que si se lee el texto en detalle, se coincidirá en que implica un adelanto muy significativo.



Existe mucha confianza en las personas que van a hacer la pega de fondo, que son los dirigentes. Y a eso obedece el llamado al mundo rural para cuidar y desarrollar esa función, como también para generar una escuela, lo que resulta decisivo.



En resumen, declaro, en nombre de Senadores de la UDI, que nos sentimos muy contentos por la normativa.



Les extiendo mis felicitaciones a quienes participaron en su elaboración, en particular a los dirigentes, quienes tienen todo el derecho a recibir un aplauso.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Su Señoría igualmente debe ser objeto de ellas por haber formado parte de la Comisión de Obras Públicas, que contribuyó a destrabar el proyecto.



Puede intervenir el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, el Senador señor De Urresti, quien encabeza la Comisión, entregó un informe técnico muy completo y que refleja el trabajo serio y de muchos años que llevaron a cabo tanto la autoridad del Ministerio de Obras Públicas como la Cámara y el Senado, lógicamente con el impulso y la preocupación permanentes de todos los dirigentes de los comités de agua potable rural (APR), quienes han hecho patria a lo largo y ancho de Chile.



El debate ha sido largo, sin duda, mas creo que es una muy buena noticia la de que se dotará de una institucionalidad pública, en el Ministerio, a los servicios sanitarios, que son los que van a regular, fomentar, mantener, apoyar y asesorar a dichas entidades.



Los primeros programas se iniciaron hace muchos años, pero cobraron fuerza en la mitad de la década de los noventa, diría. Era muy difícil explicar lo que el acceso al agua significaba, en términos de progreso, de calidad de vida, para la gente del sector rural, a lo que se sumaba que era permanente, con niveles sanitarios adecuados que garantizaran el consumo humano.



La Cuarta Región, a la que represento, registra una alta ruralidad y mucha distancia entre las localidades, que se encuentran dispersas, y lo más delicado es su permanente escasez hídrica. Por lo tanto, el acceso al vital elemento y asegurarles a los comités organizados que van a poder entregarlo a los habitantes es una apuesta por mejorar las condiciones en la ruralidad.



Siempre se dice que el agua es vida. Y sin duda lo es. Pero en las localidades rurales contribuye a agregarle calidad. Significa dignidad. Junto a la electricidad, a la posibilidad de producir, es fundamental. Y esta es la razón por la cual hemos estado acompañando, durante muchos años, todo el esfuerzo hecho por configurar una ley especial que regule los sistemas de agua potable rural.



Quisiera recordar el trabajo efectuado en la década de los noventa por la Cartera de Obras Públicas, encabezada por el Ministro Ricardo Lagos Escobar, durante la Presidencia de Eduardo Frei Ruiz-Tagle, y que prosiguió en los años sucesivos con los otros gobiernos.



Cuando se vio todo el problema de la concesión de las sanitarias o, en algunos casos, de privatizarlas para poder invertir en la cobertura de agua potable -ya no estoy haciendo referencia solo a la ruralidad, sino también a localidades concentradas, a verdaderas ciudades que no la tenían garantizada-, el compromiso fue, al menos en mi zona, que si se concesionaba un porcentaje de la propiedad de la empresa del Estado, que en ese tiempo era la ESSCO, los recursos generados se utilizarían total y absolutamente en la propia Cuarta Región. Y así se hizo, siendo destinados, fundamentalmente, a agua potable rural. Eran del orden de 26 mil millones de pesos.



Eso es lo que nos ha permitido decir, a pesar de la escasez hídrica, de la sequía permanente, que, con el esfuerzo de todos, y en particular de los comités de agua potable rural, hemos logrado darle cobertura de agua a miles de compatriotas que son los que realmente hacen patria en las zonas más aisladas.



En consecuencia, para mí es un honor y un orgullo estar en condiciones de votar a favor.



--(Aplausos en tribunas).
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quisiera consignar que la Comisión de Obras Públicas le dio al proyecto el trámite más expedito posible. Y si estuvo detenido durante un período de casi cinco años fue por alguna desavenencia sobre una política distinta respecto a las sanitarias.



Las organizaciones de agua potable rural fueron un integrante más en el tratamiento de la iniciativa, como bien se ha manifestado en la Sala. Participaron en cada uno de los detalles.



Si la Comisión rechazó el número de disposiciones que se señalan, fue solo para hacer correcciones de forma, no tanto de fondo, y realmente sacar un articulado lo más perfecto posible.



Cabe destacar que el programa nació en 1959, cuando la Duodécima Asamblea Mundial de la Salud fijó como prioridad el abastecimiento. Chile lo abordó en términos muy por encima de la meta propuesta en esos años, con un plan básico de saneamiento en la zona rural de un cincuenta por ciento de cobertura. Hoy en día estamos en los noventa.



La cifra revela que registramos más de un millón 700 mil personas, con mil 729 mecanismos de agua potable rural manejados en un cien por ciento por comités, por cooperativas, por gente organizada en ese nivel.



Sabemos que nuestro sector rural ha sido muy desatendido y por muchos años. La migración se debe a la falta de acceso al vital elemento, a la educación y a la innovación, a lo que se agrega la valoración de los predios. Es preciso resolver todos estos aspectos en conjunto, y una buena demostración de cómo hacerlo es el instrumento que nos ocupa.



Es decir, no todo debe depender de una política que de alguna manera ejecuta un gobierno de turno, sino que tiene que nacer con fuerza de las propias comunidades. Y un verdadero ejemplo de ello es que el sistema permite solucionar problemas profundos.



El proyecto crea la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales, que les da asistencia técnica, económica y social a los comités, al igual que capacitación. Porque estas entidades, además del agua potable rural, se harán cargo ahora del alcantarillado, de las formas de tratamiento y de la disposición de lodos. Tienen que acceder al agua, a fórmulas de energía, a comunicación. Es decir, entran en una etapa “dos punto cero”, por así decirlo.



Desde luego, es preciso destacar a la Federación Nacional de Agua Potable Rural y a su presidenta, Gloria Alvarado, quien representa a numerosos dirigentes de todo el país.



Los invitamos a extenderse a la zona austral, que comprende el 34 por ciento de la superficie de Chile, y seguir trabajando mancomunadamente.



Felicito al Ministerio de Obras Públicas y al Director de Obras Hidráulicas y su equipo por la importante labor desempeñada.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Muchas gracias, Honorable señor Horvath, también miembro de la Comisión de Obras Públicas, que tramitó el proyecto.



Puede intervenir el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, deseo partir saludando a los dirigentes de comités y cooperativas de agua potable rural que están presentes, así como a los trabajadores de los servicios respectivos.



Es bueno hacer un poco de memoria. Recuerdo que hace más de quince años, casi veinte, conversábamos recién sobre esta institucionalidad con don Washington -que en paz descanse-, un dirigente de la localidad de La Compañía, comuna de Graneros, y con José Miguel Rivera.



En ese tiempo conocí a don Reinaldo Fuentealba, Director Nacional de Obras Hidráulicas, quien nos acompaña, y al que le rindo un público homenaje, porque ha realizado un trabajo extraordinario en defensa de los sistemas de agua potable rural.



--(Aplausos en tribunas).


Es un hombre de carrera en el Ministerio de Obras Públicas, donde se ha desempeñado durante décadas -algunos de los asistentes lo llaman “Papi”-, y ha conocido los dramas que demandó el esfuerzo llevado a cabo.



La gran mayoría de los comités cuentan, como organizaciones comunitarias, con la personalidad jurídica que entregan los municipios, la cual resulta precaria. Otros han evolucionado a cooperativas. Pero representan empresas excepcionales en su tipo que abastecen a más de un millón 700 mil personas. Son cerca de mil 700 servicios y en la Región de O’Higgins ya llegamos a más de 210.



Estas organizaciones han batallado desde hace tiempo, primero, para asegurar la producción de agua de buena calidad. Y creo que lo segundo es casi tanto o más importante: el vital elemento es barato para las familias de trabajo en el mundo rural, que viven de ingresos precarios. Si no fuera por los comités y las cooperativas, muchas de ellas no podrían haber surgido como lo han hecho.



Además, el tremendo esfuerzo en este ámbito ha asegurado el poblamiento de nuestro territorio a lo largo de las zonas rurales al traducirse en la ampliación de la dotación del servicio, en forma permanente, durante ya más de cincuenta años.



Discutimos acerca de la materia después de que la Presidenta Bachelet, en su primer Gobierno, presentó el proyecto en el límite entre Requínoa y Olivar. El texto ingresó al Congreso y en el Senado lo despachamos con gran rapidez. Por desgracia, se estancó durante el Gobierno del Presidente Piñera. No se quiso avanzar con el mismo compromiso, y se mantuvo gracias a los dirigentes presentes. Hoy está siendo despachado en el último trámite.



Se logra un proceso de fijación tarifaria sumamente importante, transparente y que les da un respaldo a los dirigentes de las cooperativas.



Se garantiza que el agua no será privatizada. No caerá en manos de las empresas sanitarias, que se regulan por otras normas. Es decir, el agua potable va a seguir siendo de propiedad de las comunidades rurales. Eso es un logro tremendamente relevante.



Se declaran de utilidad pública las propiedades de las organizaciones de agua potable rural.



Se regulan de otra forma las asesorías técnicas. Esta ha sido una larga discusión. No quiero ofender a nadie con lo que voy a decir, pero algunas entidades sienten, por momentos, que “duermen con el enemigo” al tener que recibir la asistencia de las mismas empresas sanitarias, cuando podrían contratar otro tipo de servicio o de respaldo.



El proyecto permitirá enfrentar una nueva fase, que no es solo la producción de agua, sino también el tratamiento de aguas servidas. Con ello, esperamos que se le ponga fin a la falta de coordinación en el Estado. Cuántas organizaciones han visto cómo se les asigna la construcción de servicios de una planta de tratamiento, pero sin darles atribuciones en lo más mínimo o las que sean adecuadas para el efecto, menos en materias tarifarias, y con un conflicto con los municipios y desencuentros de otra naturaleza.



Deseo consignar, señor Presidente -le pido solo treinta segundos más para exponerlo-, que el despacho del texto constituye un hecho histórico. Esta es una de las normativas de mayor importancia social discutidas en el Congreso Nacional durante los últimos años.



Y ello se ha logrado gracias a los dirigentes presentes en las tribunas, que han viajado desde lejos, desde la Cuarta Región hasta la Décima, y que entregan todo por una vocación social única.



Muchos de ellos -y quiero subrayarlo- saben más del articulado que los mismos miembros del Congreso Nacional. Se lo conocen al derecho y al revés. Han sido coautores del proceso legislativo y son los principales defensores de la empresa comunitaria a que da lugar el servicio sanitario rural.



Además de votar a favor, singularizaré el homenaje que merecen todos ellos en las personas de Gloria y de José Miguel, que han jugado un papel tan importante en este tiempo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, me sumo a las palabras que ya hemos escuchado de varios colegas.



Deseo destacar que es muy importante que el Parlamento y el Gobierno de la Presidenta Bachelet hayan impulsado con fuerza un proyecto que estaba detenido desde 2009.



Y celebro la forma, la metodología, el procedimiento con que se abordó la segunda etapa de la tramitación de esta iniciativa. Porque el Ministro Alberto Undurraga, representando a la Presidenta Bachelet, abrió una agenda de trabajo con las organizaciones, con FENAPRU, con sus dirigentes, y eso ha mostrado un camino en el sentido de que es posible que las leyes se hagan con la ciudadanía organizada, como representa FENAPRU a todos los APR de nuestro país.



--(Aplausos en tribunas).



Por tanto, reitero mis felicitaciones, señor Ministro, por este camino que se muestra y que deberíamos seguir en otras tramitaciones legislativas.



Los dirigentes saben más de la realidad que muchos de nosotros, como lo señaló el Senador Letelier. En nuestras regiones tenemos contactos permanentes con los dirigentes de APR y conocemos su opinión, su visión y la manera en que han transmitido los problemas que se viven cotidianamente respecto del suministro de agua en las regiones más apartadas de nuestro país.



Por eso, saludo una vez más a los dirigentes -lo han hecho todos mis colegas-: a Juanita, a Gloria, a José Miguel, respecto de quien yo le digo al Senador Letelier que está prestado desde Choapa, porque es un choapino, es de familia de grandes luchadores de esa provincia de la Región de Coquimbo.



La ley en proyecto viene a adecuar una normativa en tiempos nuevos de la situación del recurso hídrico. Estamos insertos en un cambio climático planetario, en un cambio climático dramático en nuestro país, que en la Región de Coquimbo ha mostrado una sequía de más de diez años. Por tanto, resulta muy importante que el Parlamento, que los Gobiernos adecuemos la legislación a estas nuevas realidades. Se trata de normativas antiguas que requieren ser renovadas en relación con las demandas que hoy día existen respecto del recurso hídrico.



Por consiguiente, me alegro por ello y reitero mis saludos a los dirigentes.



Una gran innovación que visualizo en este proyecto es la incorporación en la ley del concepto de saneamiento rural. Creo que eso habla de un antes y un después en las tareas que tendrán los APR en nuestro país.



Además, como ya se mencionó, se elimina la categoría de permiso, equiparándose a las licencias. Creo que eso es muy importante.



También, en una dimensión de descentralización, destaco el fortalecimiento del carácter regional de la Subdirección de Servicios Sanitarios Rurales y la creación de los consejos consultivos regionales. Se trata de una figura de empoderamiento de nuestras regiones, de sus APR, para ir transmitiendo desde la realidad de cada una de nuestras zonas la forma como vamos a ir aplicando la ley en proyecto e innovando sustantivamente el procedimiento y la forma de vivir una nueva normativa.



Señor Presidente, felicito una vez más a FENAPRU, a sus dirigentes y, por cierto, a través del Ministro Undurraga, a nuestra Presidenta, Michelle Bachelet, por su decisión, su voluntad de sacar adelante esta iniciativa tan importante.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, Honorable Sala, saludo a los invitados y dirigentes que han aguantado varios años, quizás muchos, para estar en este día histórico, en que nos encontramos votando en su último trámite, el de Comisión Mixta, este proyecto.



Sin lugar a dudas, se trata de un día para sentirnos orgullosos como país, como sociedad. Pero también hay que reconocer -lo han manifestado varios parlamentarios- el orgullo y la capacidad instalada en nuestro país, desde las comunas más alejadas de nuestro territorio, desde un APR en Mantilhue, en mi zona, en la comuna de Río Bueno, hasta ese APR que señalaba la Senadora Muñoz en el valle del Choapa. Ahí hay campesinos, dirigentes, gente del mundo rural que se organizaron, que juntaron firmas, que fueron a la DOH, que hicieron el sondaje, el estudio hidrogeológico y que, cuando este no salió bien, insistieron, se reunieron, fueron a asamblea, postularon a sus proyectos y vieron después de mucho tiempo la posibilidad de abrir una llave y tener agua potable.



Por los años que llevo de parlamentario, creo que las situaciones en que uno más se emociona, junto con el momento de la entrega de la casa propia, es cuando se ve el rostro al constatar cómo cambia la vida -como me señalaban vecinos y vecinas de Pishuinco, de Boquial o de lugares tan alejados del territorio que me toca representar en la Región de Los Ríos-, cómo pueden beber agua, cómo no hay que levantarse temprano y cargar bidones o tener una calidad de vida deteriorada.



Este proyecto debiera enorgullecernos como chilenos, como Estado, porque esta es una política de Estado que lleva más de cincuenta años. Y esta se hace también junto a los dirigentes, y reconozco a cada uno de los que están acá (no quiero dejar a nadie fuera). Obviamente, saludo en particular a los de mi Región, de la provincia del Ranco y de la provincia de Valdivia. Y también saludo a dirigentes como Gloria, a quien conocimos. Cuando yo presidía la Comisión respectiva me preguntaba si iba a poder participar en la discusión o no. Creo que cumplimos con Gloria, ya que estuvo permanentemente y se sentó de igual a igual con los Senadores para discutir y nutrirnos de la información que proporcionaron los dirigentes.



También considero importante reconocer la labor del Ministerio de Obras Públicas, del equipo ministerial del Ministro Undurraga, y particularmente de la DOH, un equipo integrado, conocedor de esta situación. Con ellos no solo pudimos discutir cada una de las normas, que sin lugar a dudas en la Comisión Mixta han sido mejoradas, sino que ellos también pudieron destrabar las dudas, las incertidumbres que naturalmente se provocaban. Pero en una mesa de confianza de todas las partes ¡vaya que era más favorable!



Saludo también al equipo de la Secretaría de la Comisión, que colaboró en articular el acuerdo.



Por supuesto, quedan desafíos.



Tenemos un proyecto inédito en materia de aumento de casi un 22 por ciento para agua potable rural. Debemos ejecutarlo. Le planteo al Ministro y, por su intermedio, también al equipo de la DOH, que hemos de tener la capacidad técnica regional para que este cambio normativo se traduzca en un mayor despliegue, en una mayor extensión, en una mayor focalización de estos proyectos, para que aquellas iniciativas que están atrasadas, que llevan años, como Lumaco Curra Luma, en Río Bueno, vean una luz de esperanza en esto. Hay que fortalecer la organización, pero también deben llegar los recursos al territorio.



Me parece que hay dos desafíos fundamentales, y permítame un segundo más, señor Presidente, porque usted también, como integrante de la Comisión, participó en esta discusión.



Por una parte, la necesidad de que los servicios sanitarios rurales tengan la posibilidad de contar con grifos. Hoy día cambia la vida cuando accedemos al agua potable. Pero más lo hará cuando en esa localidad desconcentrada, aislada, entre cerros, además del agua potable para beber, exista la posibilidad de que un carro bomba se conecte a un grifo a fin de abastecerse y en algún momento combatir favorablemente un incendio. Creo que eso es algo imprescindible, que debemos seguir trabajando e implementar en el reglamento.



Y por otro lado, un elemento que considero el medular, la esencia de este proyecto y la esencia de esta organización: la capacitación.



Felicito a la DOH -veo a su equipo presente-, que fortaleció en la capacitación no solo a los dirigentes -nadie nace sabiendo ser dirigente; hay que formarse-, sino también a los operarios, quienes deben tener amplios conocimientos en la formación organizativa.



En este sentido, solicito al Ministro -creo que podemos comprometernos y debiéramos impulsarlo- que exista una capacitación permanente.



El SENCE ya ha iniciado proyectos que ustedes han impulsado en otras regiones. Al menos en la Región de Los Ríos, en la comuna de Río Bueno, esperamos comenzar este primer semestre también la capacitación para sus 23 APR.



Eso es fundamental, porque nos permitirá que esta ley efectivamente sea una realidad y sea formativa.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, hemos estado trabajando por mucho tiempo con los APR de Limache, La Victoria, Olmué, Casablanca, Algarrobo, de toda la circunscripción que represento en el Senado y también del conjunto de la Región de Valparaíso, y puedo decir claramente que el acceso al agua da dignidad.



Comparto la alegría que representa para las comunidades rurales contar con ese elemento, sobre todo cuando tenemos un sistema de agua potable rural incompleto, inconcluso.



Hoy día, por ejemplo, no están garantizados los servicios de mantención de los sistemas de agua potable rural. Una vez instalados, pasaban los años y no había recursos para ponerlos a punto. La aprobación de un sistema de agua potable rural para una localidad demoraba mucho tiempo.



Por eso es tan importante generar trabajo con dignidad para todos nuestros sectores agrícolas.



Además, esta propuesta legislativa establece un componente territorial de envergadura.



Esta visión se vio reflejada en un proyecto iniciado durante el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet y que termina en su segundo mandato. Lo señalo porque hay que hacer ese reconocimiento en momentos en que estamos en condiciones de sacar adelante un proyecto estructural.



Ayer aprobamos otro de iguales características, también del Ministerio de Obras Públicas, con la misma mirada de futuro que este, lo que es muy importante en un contexto como el actual, en donde el avance de la desertificación y la sequía está llegando incluso a zonas como la Isla Grande de Chiloé, donde hay 400 mil chilenos que reciben agua vía camiones aljibe, y donde el acceso al agua se transforma en algo esencial.



En ese contexto, no puedo sino felicitar el trabajo que hace cada dirigente de los APR de las regiones que nosotros representamos. Sin lugar a dudas, han dado una lucha, no solamente por el acceso a un recurso vital, sino también por la dignidad.



Vamos a aprobar, por supuesto, este proyecto de ley.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, como han dicho algunos de los Senadores y las Senadoras que me antecedieron en el uso de la palabra, quizá estamos en presencia de uno de los proyectos de mayor impacto social que hayamos discutido en los últimos tiempos en esta Sala.



Tuve la dicha de servir a dos Presidentes de la República, al Presidente Ricardo Lagos y a la Presidenta Michelle Bachelet. Y en mi condición de Subsecretario del Interior me tocó complementar, utilizando el Fondo Social Presidente de la República, muchos proyectos de agua potable rural en las diferentes regiones de nuestro país.



Con mucho orgullo aumentábamos año a año los presupuestos para complementar los fondos de la Dirección de Obras Hidráulicas o de los fondos regionales para hacer más expedita la llegada de recursos públicos a los proyectos de agua potable rural.



El 10 de diciembre del 2008 este proyecto ingresó al Parlamento. Y hoy, ocho años y unos días después, lo estamos despachando.



Algunos pensamos que se demoró mucho, pero no era fácil instalar en el centro del poder una necesidad que es eminentemente rural. Chile es y sigue siendo un país tremendamente centralizado. Y los problemas de Santiago son los problemas de Chile. El poder central debe entender que lo que ocurre en localidades rurales como Choapa, Coihueco, Cañete, o, sin ir más allá, en la Región Metropolitana, en Popeta, Longovilo, San Pedro, El Prado es muy importante.



En consecuencia, esto es un tremendo avance.



Hoy se constituye un marco jurídico que no solo crea una institucionalidad adecuada, sino que también reconoce a los miles de ciudadanos y ciudadanas que se han organizado en los diferentes comités de agua potable rural; a las dirigentas y los dirigentes que con perseverancia han postulado durante 5, 6, 10 y 15 años para que sus vecinas y vecinos cuenten con agua potable.



Un proyecto de esta naturaleza tiene que ver con el modelo de desarrollo que necesitamos implementar. No es posible que mientras la Región Metropolitana discute la ampliación de nuevas líneas del Metro por miles y miles de millones de dólares todavía tengamos miles de ciudadanos de nuestro país sin acceso a un elemento básico como el agua potable.



--(Aplausos en tribunas).



Señor Presidente, soy santiaguino de origen, pero adoptado por la Región del Biobío, y lo digo con mucho orgullo. ¡Porque por Dios que es distinto mirar a Chile desde una región!



Hemos podido poner los temas locales y rurales en el centro de la discusión.



Hoy día, cuando uno aprueba esta iniciativa, está ayudando no solo a implementar un programa, a lograr que una familia tenga agua potable, sino también a plasmar una visión de sociedad en una ley. El rol del legislador es tremendamente importante, porque cuando hacemos una ley incorporamos nuestra visión de sociedad en un texto permanente que busca establecer que, más allá del Gobierno que venga, vamos a contar con un reconocimiento legal y un conjunto de nuevos derechos para estos nuevos servicios sanitarios rurales.



Ya no será un programa; vamos a tener servicios sanitarios rurales.



Hay que hacer un reconocimiento a las autoridades, al Director Nacional de Obras Hidráulicas, don Reinaldo Fuentealba; al Ministro de Obras Públicas, don Alberto Undurraga, y a cada una de las dirigentas y los dirigentes que con perseverancia y trabajo aportaron al conocimiento y posterior aprobación de este proyecto.



Señor Presidente, agradezco la oportunidad -antes me tocó implementarlo desde el Gobierno- de concurrir con mi voto favorable y de decir que hoy día la ley hace a este país un poquito más justo y más digno.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, como han manifestado todos los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, quisiera saludar a los heroicos dirigentes que nos acompañan en las tribunas, porque durante ocho años han trabajado para darle una muy buena calidad de vida al mundo rural.



Saludo también al señor Ministro, porque creo que sin su apoyo habría sido muy difícil que esto prosperara y que llegáramos a una unanimidad en la Comisión Mixta.



Aquello fue muy muy importante.



En segundo lugar, hay temas que tendremos que abordar en conjunto de aquí para adelante. Porque es muy difícil ver una ciudad sin tratamiento de aguas servidas; pero cuando consultamos respecto de cuántos sistemas de saneamiento de aguas existen en las zonas rurales, vemos que son muy pocos.



Y ese es un desafío muy muy trascendente.



En tercer lugar, cuando en una ciudad se corta la luz, no se corta el agua; pero, por lo general, cuando en un APR o en una cooperativa se corta la luz, muchas veces no hay recursos para tener ni siquiera un generador de emergencia.



Yo quiero valorar en ese sentido el trabajo que se ha realizado en mi Región. Después del terremoto, por lo menos había una preocupación y una entrega fundamentales en este tipo de respaldo. La continuidad del servicio que entregan los APR permite una mejor calidad de vida para las familias.



Por otro lado, también es importante señalar el tema de las distintas calidades de agua que tenemos en nuestros APR.



Hay lugares del norte en donde tienen más problemas de contaminación. En la zona central hay sectores con más o menos aguas duras, blandas, etcétera.



Eso también tenemos que abordarlo, señor Ministro, pues muchas veces en una casa humilde que recibe durante un año esa agua se tapa el calefón. ¡Se tapa! ¿Por qué? Porque la mayoría del tiempo se carece de los instrumentos necesarios para ablandar el agua y entregarle a nuestra gente una mejor calidad de servicio.



Este proyecto, tal como señala su texto, contiene una normativa jurídica propia para los servicios rurales de agua que contempla aspectos técnicos, formas de gestión, patrimonio, para el agua potable o para el saneamiento. También tendremos un mejor desarrollo de los servicios que queremos en la región.



Por otro lado, señor Presidente, hay que entender algo. Hace unos días conversaba con una persona de un APR ubicado en el sector de Lo Miranda, quien me decía que estaban perdiendo prácticamente el 40 por ciento del agua y no sabían por qué, debido a que las distancias son tan largas que carecían de recursos para descubrir dónde estaba la pérdida, que debían prorratear entre todos los usuarios.



Esas cosas no pueden seguir ocurriendo.



Por eso, considero fundamental esta normativa. Y lo dice alguien que recibe agua potable gracias a un APR.



En tal sentido, quiero destacar la labor de la cooperativa El Abra -de la cual soy usuario-, porque distribuye agua barata y de buena calidad gracias al gran esfuerzo de sus dirigentes.



En esa perspectiva, trabajar en este tipo de legislación a quienes representamos el mundo rural y regional nos llena de orgullo y fortalece nuestro espíritu de trabajo.



Por eso felicito, en primer término, a las dirigentas, ya que siempre hay una mujer que “la lleva”, y luego a los hombres que las acompañan en este tipo de procesos.



--(Aplausos en tribunas).



Agradezco al señor Ministro.



Y valoro el esfuerzo realizado por la Comisión de Obras Públicas, su enorme trabajo, así como también el de los Diputados que colaboraron en esta iniciativa. Porque este es un trabajo de todos, que va en beneficio del mundo rural, para tener un país más justo, que necesita el apoyo de los dirigentes que nos han acompañado hasta el día de hoy.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, seré breve.



Hemos llegado al término de la tramitación de este proyecto, razón por la cual quiero decir que en este caso se apostó por incorporar a la sociedad civil, a la ciudadanía; por integrarla, lo cual constituye una señal extraordinariamente positiva. 



A Reinaldo Fuentealba y al Ministro deseo manifestarles que no se puede construir nada sin la sociedad civil, sin la ciudadanía, sin los dirigentes, que al final del día son los que dan la cara para que el sistema funcione.



Felicito a la Presidenta de la FENAPRU, Gloria Alvarado, y a su Secretario, José Rivera. Y, a través de ellos, extiendo mis congratulaciones a muchos dirigentes que no están en primera línea pero que han trabajado tan duro como ellos a lo largo de todo Chile.



Solo quiero señalar que esta nueva institucionalidad está destinada a dar mayor dignidad a este proceso corporativo, solidario, cooperativo y que tiene un futuro que yo considero positivo.



Espero que el Estado, como dije respecto del proyecto anterior, ponga los recursos necesarios al inicio de esta institucionalidad, que funcionará si se la apoya decididamente al partir y al crecer, luego de lo cual podrá caminar solita y generar condiciones de subsistencia.



Solo pretendo advertir -se lo planteaba recién al Ministro Undurraga- que toda esta institucionalidad funcionará mientras haya agua. Y todo indica que el vital elemento va a ser escaso.



Ya en mi región más de 41 comunidades de las 54 comunas que existen en ella tienen personas recibiendo agua a través de camiones aljibe, debido a que el terremoto cambió la profundidad de las napas. La culpa se asigna al eucaliptus y a las plantaciones forestales. Y, más allá de las discrepancias, me parece que hay un efecto concreto en la falta de agua a raíz de plantaciones forestales exóticas.



El problema es que la escasez seguirá y será necesario y urgente que, en forma complementaria a la institucionalidad política y social que estamos aprobando, se implemente una política de protección del agua.



Al respecto, el Ministro me señaló que viene un proyecto de ley sobre el Código de Aguas, porque habrá que cuidar ese vital elemento.



Toda esta normativa no funcionará sin agua. Y Reinaldo Fuentealba sabe muy bien que -parece increíble- en la Región del Biobío gastamos cada año 9 mil millones de pesos -para que sepan los dirigentes- en el pago de camiones aljibe para abastecer a zonas en que llueve a raudales.



La paradoja es que cae agua, pero no es asimilada.



--(Manifestaciones en tribunas).



En tal sentido, debemos destinar los recursos que hoy sirven para pagar camiones aljibes a buscar un acceso a agua de muy buena calidad y a bajo costo.


Creo que este proyecto resulta extraordinariamente positivo. El mérito es de los dirigentes, que han sido capaces de impulsar esta iniciativa, y del Ministro y el Director de Obras Hidráulicas, que han tenido la capacidad de abrir puertas y corazones, porque esto también se trata de relaciones humanas. Las cooperativas son eso.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--(Aplausos en tribunas).

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (26 votos favorables), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional requerido, y el proyecto queda despachado en este trámite.


Votaron la señora Muñoz y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Antes de ofrecer la palabra al señor Ministro, queremos sumarnos, como Mesa, al reconocimiento que se ha hecho, en especial a los dirigentes, que han acompañado durante muchos años la tramitación de este proyecto. 



En particular, me refiero a la Presidenta de FENAPRU, doña Gloria Alvarado; a su Secretario, don José Rivera; a los Directores señora Juana Beltrán y señores Manuel Mondaca y Gustavo Flores; al Presidente de APRIN, don Roberto León; a la ex Presidenta de FENAPRU, señora Natalia Sarmiento; a todos los que nos acompañan hoy en las tribunas, y a quienes seguramente desde sus regiones están siguiendo esta fase final en la que el Senado ha aprobado en forma unánime el informe de la Comisión Mixta, tal como quedó consignado en la votación. 


--(Aplausos en tribunas).


También deseo destacar el trabajo del equipo de funcionarios de la Comisión Mixta, encabezado por su Secretario, don Fernando Soffia.



Desde luego, fue fundamental durante esta etapa el apoyo del Ministerio de Obras Públicas del Gobierno de la Presidenta Bachelet, representado por su Ministro, don Alberto Undurraga, y por don Reinaldo Fuentealba, que desplegó un gran trabajo junto a su equipo de la Dirección de Obras Hidráulicas, y a todos los señores Senadores que, como se expresó, en forma histórica han aprobado un proyecto de alto impacto social.



Ahora sí, le entrego palabra el señor Ministro de Obras Públicas.

El señor UNDURRAGA (Ministro de Obras Públicas).- Gracias, señor Presidente.



En verdad, esta tarde quiero expresar un agradecimiento especial, porque estamos llegando al final de un camino que, como bien señalaron varios Senadores y Senadoras que intervinieron, empezó en el 2008.



Agradezco también las tres votaciones unánimes del Senado. La primera vez, el 2009; la segunda, hace algunas semanas, y la tercera, ahora, con motivo de la votación del informe de la Comisión Mixta.



Agradezco además el trabajo especial de las distintas Comisiones, en particular la de Obras Públicas, así como también la labor realizada por todo el equipo del Ministerio, empezando, por supuesto, por el Director de Obras Hidráulicas, don Reinaldo Fuentealba, quien está vinculado a los programas de agua potable rural desde 1993. Por eso es tan querido y conoce tanto cada uno de los distintos lugares y sectores del país y los desarrollos realizados.



Agradezco igualmente a todos los dirigentes que nos han acompañado en este camino y que hoy se hallan representados por doña Gloria Alvarado y don Roberto León, presidentes de FENAPRUS y de APRIN, respectivamente, y a todos los presentes esta tarde.



Lo cierto es que estamos dando un paso que, si bien representa el final de un largo camino de más de 8 años, constituye un paso significativo para la institucionalidad de un derecho básico en nuestro país. Porque el acceso al agua es un derecho humano que debe ser reconocido en nuestra legislación. A eso apunta una iniciativa paralela que estamos impulsando para cambiar el Código de Aguas. 



Ese derecho se reconoce en esta normativa, que beneficia directamente a un millón 700 mil chilenos y chilenas que se abastecen de agua potable a través de esta modalidad en cada uno de los más de 1.700 sistemas que existen en distintos lugares de Chile.



Es un paso importante, no solo porque se determinan los derechos y deberes de los beneficiarios y de los comités y cooperativas; no solo porque se protege el agua potable rural de un posible crecimiento de las empresas sanitarias y, por lo tanto, de su absorción por estas; no solo porque se crea la Subdirección de Servicios Sanitarios, lo cual es algo muy significativo, porque dispondrá de nuevos recursos, realizará un despliegue territorial y tendrá atribuciones para la asistencia técnica; no solo porque habrá apoyo en capacitación y un conjunto de otros respaldos, tanto a los operadores como a los dirigentes, acciones que se desarrollarán a partir de esta ley, cuyo trámite esperamos finalizar en el Congreso el día de mañana, en la Cámara de Diputados, sino también porque significa dar un nuevo paso como país. Así como en el Gobierno del Presidente Frei Montalva se creó, hace 54 años, el sistema de agua potable rural, hoy día, en el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, determinamos la obligación del Ministerio de Obras Públicas de resolver el saneamiento. 





A partir de la promulgación de esta ley y gracias a la votación unánime de hoy, un alto porcentaje del millón 700 mil chilenos y chilenas que aún no tienen resuelto el tema del saneamiento dispondrá de una institución (la Dirección de Obras Hidráulicas, a través de la Subdirección de Servicios Sanitarios que crea esta normativa) que se hará cargo de corregir una situación que solo tiene en regla el 12 por ciento de la población rural de Chile.



Así que nuevamente mis felicitaciones y mis agradecimientos a cada uno de los señores Senadores y señoras Senadoras, a todo el equipo del Ministerio de Obras Públicas y, por cierto, a cada uno de los dirigentes que han sido protagonistas de esta historia.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Muchas gracias, una vez más, señor Ministro. Lo felicitamos por este logro histórico. Y, desde luego, reiteramos nuestro saludo a cada uno de los dirigentes que nos han acompañado en esta jornada.



--(Con todos los asistentes de pie, el público apostado en tribunas entona el himno nacional, seguido por las Senadoras y los Senadores presentes).
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.
VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A los señores Ministro de Economía, Fomento y Turismo y Subsecretario de Pesca y Acuicultura, solicitándoles información acerca de SITUACIÓN QUE AFECTA A PESCADORES EN PROVINCIA DE ÚLTIMA ESPERANZA POR CESIÓN DE CUOTA DE ESPECIE MERLUZA DEL SUR DE ACTUALES TITULARES DE ASIGNACIÓN ARTESANAL.


Y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para pedir REVISIÓN DE DEUDA CON SERVIU DE DISCAPACITADA SEÑORA MARÍA ELIZABETH VALENZUELA ROBLES.



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, pidiéndole considerar ATENCIÓN DE PLANTA MÓVIL DE REVISIÓN TÉCNICA EN COMUNA DE CUNCO UNA VEZ POR MES.


Del señor NAVARRO:



A la señora Ministra de Salud, para que remita diversa información acerca del CÁNCER DE PIEL EN CHILE.


Y a la señora Ministra de Salud y al señor Ministro del Medio Ambiente, solicitándoles diversos antecedentes referidos a ZONAS DEL PAÍS DECLARADAS COMO SATURADAS POR CONTAMINACIÓN DE ANHÍDRIDO SULFUROSO Y MATERIAL PARTICULADO.



Del señor PROKURICA:



A los señores Alcaldes de Copiapó, Chañaral, Caldera, Huasco, Vallenar, Diego de Almagro, Tierra Amarilla y Alto del Carmen, pidiéndoles información relativa a GASTOS EN PUBLICIDAD Y DIFUSIÓN DE ACTIVIDADES CON CARGO A PRESUPUESTO MUNICIPAL, ENTRE LOS AÑOS 2012 Y 2016.


Y al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, para que informe sobre CAUSALES DE CORTE DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN COMUNAS DE HUASCO Y FREIRINA LOS DÍAS 31 DE DICIEMBRE DE 2016 Y 1 DE ENERO DE 2017, Y COMPENSACIONES LEGALES INVOLUCRADAS.



Del señor QUINTEROS:



Al señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura, solicitándole dar respuesta a SOLICITUD DE CONFORMACIÓN DE COMITÉ DE MANEJO DEL RECURSO PESQUERO CENTOLLA EN REGIÓN DE LOS LAGOS.
)--------------(
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- En Incidentes, ofrezco la palabra al Comité Partido Unión Demócrata Independiente.



Nadie intervendrá.



En el turno del Comité Independientes y Partido Amplitud, tiene la palabra el Senador señor Horvath, hasta por ocho minutos.

HOMENAJE A CIUDAD DE BALMACEDA 
El señor HORVATH.- Señor Presidente, en esta ocasión quiero rendir un homenaje en el Senado a la ciudad de Balmaceda.



Esta es la primera ciudad fundada en la historia de la colonización de Aysén, acto realizado por los propios pobladores, liderados por José Antolín Silva, el 1 de enero del año 1917.



La señalo como ciudad fundadora de la historia de la colonización de Aysén porque el 4 de enero de 1889 se instala una colonia en Bajo Palena, en la desembocadura del río del mismo nombre, a raíz de una motivación del explorador Ramón Serrano Montaner, pero esta se constituiría como ciudad muchísimo más tarde.



Del mismo modo, la ciudad de Melinka, a la cual también le expresamos todo nuestro respeto, surgida a partir de la instalación de colonos de Chiloé y pueblos originarios -chonos y huilliches-, fue fundada por Felipe Westhoff en honor a su hija, en 1857, con 20 goletas que se dedicaban a la extracción del ciprés. Guaitecas significa “paso al sur”; en este caso, al sur del Golfo Corcovado. De hecho esta comuna perteneció a Chiloé hasta la reforma de la regionalización.



Para situarnos en contexto, la Patagonia, que era chilena, fue abandonada por el excesivo centralismo que aún padecemos en nuestro país y por su casi exclusiva visión minera y económica. 




Mientras Chile se preocupaba del salitre en el norte, en forma paralela incluso a la Guerra del Pacífico, la Argentina, con mayor visión, fue ocupando de hecho el territorio hacia el sur, hasta reclamarlo finalmente como propio, llevándonos a un tribunal arbitral, rol que cumplió el Reino de Gran Bretaña, el cual falló, en 1902, entre una tesis de divisoria de aguas y otra de divisoria de altas cumbres, por una línea intermedia.



Adicionalmente, Argentina, con mucha sagacidad, también fue instalando colonos en distintos lugares. Uno de ellos fue Julio Koslowsky, quien se ubicó en el sector aledaño a la actual Balmaceda y que aparece ante el tribunal británico con Sir Thomas Holdich, en terreno, y el perito Francisco Pascasio Moreno, por el lado argentino, y don Juan Steffen, por el lado chileno. Si bien aparece como colono, era un colono postizo, un ayudante del museo de La Plata, de Francisco Moreno, y que incluso instaló un telégrafo con un cable que desaparecía a los pocos kilómetros, de manera de influir en el tribunal arbitral y dejar esos territorios de la cuenca pacífica restados para lo que hoy es Chile. 



Estos temas persisten hasta el día de hoy, aunque en un contexto totalmente distinto desde el punto de vista histórico y geográfico, como es el caso de Campo de Hielo Patagónico Sur.



En esta área, los colonos que emigran desde la Patagonia argentina hacia la Patagonia chilena se ven prácticamente abandonados, incluso hasta el día de hoy, bajo fórmulas distintas. El Estado chileno y el Gobierno en particular entregan enormes concesiones, valles completos, a sociedades anónimas u organizaciones empresariales de fuera de la región. Estos vienen a instalarse en desmedro de los colonos que han llegado antes en forma espontánea con proyectos de ganadería o comerciales y que son claramente pioneros.



Es en ese contexto que se sitúa ahí, junto a otros pobladores chilenos, don José Antolín Silva. 



José Antolín Silva, de acuerdo a Trapananda, revista de publicación regional, fue un colono que supo interpretar a la gente de la zona. Tal como bien lo señala don Baldo Araya Uribe, escritor, periodista e historiador de la región, fue un pionero multifacético: peón de estancia, estafeta postal, comerciante, urbanista, carpintero, jefe de guerrillas, minero, colono y poeta popular. 



Al decir de él: “La biblioteca y las artes/ serán prontas a venir/ del hombre entre las montañas/ tejiendo como la araña/ su mágico porvenir”.



Este fue el hombre que lideró a un grupo de colonos y pioneros para exigir a la autoridad la fundación de un pueblo en el lado chileno, ya que todo dependía prácticamente de Argentina, pues no había caminos que llevaran hacia el océano Pacífico a fin de conectarse por mar con el resto del país. 



Entre los primeros colonos, según otro de los investigadores de la zona, don Óscar Aleuy Rojas, se encontraba un viviente de apellido Mencu, de La Unión, que levantó taperas o refugios. Después llegaron don José Mercedes Valdés; don Domingo Inayao, junto con sus hijos Laureano, Wenceslao y Gervasio; los Hueitra, los Paichil y algunos extranjeros, como Oloff Lumberg y John Broocks.



Prácticamente todos se sitúan indistintamente en el lado chileno o en el sector argentino hasta antes del año 1902.



Y con pobladores como David Orellana, Pascual Antrillao, Pascual Macías, Domingo Marchant, Carlos Pascual Solís, Eduardo Foitzick y Félix Ríos, este líder natural, José Silva, muy bien preparado y también muy letrado, fue capaz de generar la fundación del pueblo el 1° de enero de 1917.
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Aparte de lo anterior, él ideó -como se muestra en la imagen-, sin conocimientos o instrumentos topográficos, solo con sogas y cuerdas, un pueblo de carácter circular, atravesado por dos diagonales: la avenida José de San Martín, y la avenida Bernardo O’Higgins. Recordemos que ahora se cumplen 200 años del paso del Ejército Libertador por la cordillera de los Andes.



Llegan muchos otros pobladores, como José Navarrete, Carlos Pascual Solís, Pascual Antrillao, David Orellana, Eduardo Foitzick, Félix Ríos, Domingo Marchant -ya nombrados-, a los que se suman chilenos residentes en Argentina, como Moisés Bravo, José Antolín Silva -también mencionado-, José Carrillo y Ezequiel Figueroa. Después llegan Carlos Urrieta, Baldomero Pardo, Adolfo Valdebenito, Vicente Jara y Roberto Jaramillo.



Y en los sectores aledaños, como Galera o Valle Simpson, se instalan Narciso Ehijos González, Rosa Oporto, Ramón Pradenas, Domingo Sandoval; Cosme Macías, quien además ejerció de médico por bastantes años ahí, con el apoyo de su señora, Luisa González; la familia Pualuan, Juan Fernández, Flora Diez, las familias Muñoz Bilbao, Medina, los Peede, Chible, Dhonke, Alí, Neira, Jara, Echavaguren, Mascareño, Bergogne, entre otros.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador. 



Dispone de un minuto adicional, para que pueda redondear su intervención. 

El señor HORVATH.- Muy amable, señor Presidente. 



La verdad es que una ciudad de esta naturaleza merece un reconocimiento, sobre todo de un país que no valora lo que tenemos en la Patagonia chilena.
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Así fue como esta gente creó Balmaceda. Pero transcurridos dos años de este hecho -como se muestra en el documento- don Juan Luis Sanfuentes dicta un decreto, a petición de los propios pobladores, que funda formalmente dicha ciudad.



Hoy en día Balmaceda es un centro muy especial, ubicado en un difícil lugar de la estepa patagónica, donde, al decir del músico y compositor de Los Lazos, Arturo Barros Medina, se desatan todos los vientos, los cuales también proveen de energía y aire limpio, y no influyen mayormente en la realización de vuelos regulares de carácter internacional desde el aeropuerto, que en la actualidad está siendo ampliado con una segunda pista, un terminal de pasajeros y un centro de la Dirección General de Aeronáutica Civil. 



Asimismo, existe un paso integrado entre Chile y Argentina,…

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Dispone de otro minuto adicional, señor Senador.

El señor HORVATH.-… respecto del cual se espera lo que muchas veces se ha planteado: su transformación en corredor bioceánico entre Comodoro Rivadavia, por el Atlántico, y Puerto Aysén-Puerto Chacabuco, por el Pacífico.



Por lo tanto, rindo un homenaje muy sentido no solo a los pioneros, que fueron los visionarios forjadores de esta ciudad, sino también a los pobladores actuales y sus familias, que hoy en día se han diversificado a los servicios, al comercio, al turismo, manteniendo las tradiciones de este sector de la Patagonia chilena, al cual tanto le queda por dar todavía para forjar nuestro país en el futuro.



Muchas gracias. 

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Los Comités Partido Por la Democracia y Partido Demócrata Cristiano e Independiente no harán uso de sus tiempos. 



En el turno del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Chahuán, hasta por diez minutos. 

URGENTES MEDIDAS PARA COMBATE Y PREVENCIÓN DE INCENDIOS EN REGIÓN DE VALPARAÍSO Y EN EL PAÍS. OFICIOS
El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, hemos visto como nuevamente la desgracia cubre a Valparaíso, en que se han destruido 220 viviendas por el avance del fuego. 



Ello coincide con la situación dramática que estamos viviendo en nuestra Región, donde paralelamente ha habido cuatro incendios forestales de envergadura: uno en la comuna de Casablanca, en el sector de Lo Orozco, con 2 mil 500 hectáreas quemadas ayer, que se suman a las 3 mil de la semana pasada; otro en la provincia de San Antonio, particularmente en la comuna de Santo Domingo, en la localidad de Bucalemu y con proyección hacia El Convento; y un tercero en la comuna de Quilpué.



Entonces, cuando uno se plantea estas situaciones dramáticas, particularmente la que viven los porteños, pareciera un déjà vu, ya que se repite algo similar a lo ocurrido hace unos años, en el que 2 mil 500 viviendas fueron finalmente destruidas por el avance del fuego. 



Junto con el Senador Horvath, a quien le tocó presidir la Comisión que analizó el incendio en Valparaíso el 2014 -nosotros no tenemos facultades investigadoras-, logramos finalmente hacer una propuesta sustantiva en que advertimos acerca de las situaciones que pudieran producirse en el futuro en Valparaíso, y particularmente en el sector de Laguna Verde.



En el informe respectivo nosotros señalamos que debía haber un plan maestro financiado, que permitiera dar soluciones integrales a la comuna de Valparaíso, como a otras 29 comunas en idéntica condición de riesgo que nuestra capital porteña.



Ahí expresamos claramente que había que eliminar las especies arbóreas altamente combustibles en las quebradas de Valparaíso, como también de otras 29 comunas, donde efectivamente había riesgo inminente de incendios. Así ocurrió posteriormente en Viña del Mar y ha continuado sucediendo en otras ciudades del país. 



En segundo término, hicimos presente que el avance de la desertificación y la sequía se transforma también en un elemento determinante para que se produzcan incendios de esa magnitud. 



Debe tenerse presente que casi todos los incendios son causados por los seres humanos, por lo que un cambio de conciencia y de cuidado por el medio ambiente también son factores determinantes para evitar que se produzcan.



Nosotros dijimos que la situación de las quebradas no solo se debe al descuido respecto a las especies arbóreas altamente combustibles, sino también de los propios vecinos al transformarlas en microbasurales. Por tanto, se trata de condiciones que, básicamente, conspiran para la propagación de este tipo de siniestros. 



Otro elemento determinante, a mi juicio, dice relación con la existencia de voluntad política para crear zonas de exclusión de emplazamientos humanos. Sin embargo, hasta ahora no ha habido esa voluntad política en ninguno de los gobiernos.



Se han presentado proyectos de ley por diversos parlamentarios, como los que estamos en la Sala: los Senadores Navarro, Horvath y quien habla, que han buscado avanzar en la dirección del establecimiento de un plan maestro para la ciudad. 



Yo espero que este incendio sea realmente un punto de inflexión para Valparaíso, en términos de que la propuesta que hizo la Presidenta de la República, con motivo del siniestro ocurrido el 2014, que destruyó 2 mil 500 viviendas -en esta ocasión fueron 220-, efectivamente nos permita avanzar en un cambio de paradigma para la ciudad, que lleve a la ciudadanía a reaccionar; que lleve a la ciudadanía porteña a entender que esta ciudad le pertenece; que la lleve a apropiarse de los espacios públicos, para que, finalmente, se apodere de su ciudad y la cuide, y tengamos ciudadanos patrimoniales para una ciudad patrimonio cultural de la humanidad. 



Eso respecto de Valparaíso. Pero en cuanto al resto del territorio, debo señalar que nuestro país no tiene data, no cuenta con registros sobre el impacto que este tipo de siniestros genera para la población, para la economía, para las condiciones de vida de los chilenos. 



En ese contexto, si bien hemos aprendido, por ejemplo, en materia de sismos, en que ha habido un cambio cultural importante después del 27 F, a través de la adopción de medidas culturales, como los simulacros de evacuación en caso de eventuales tsunamis, en materia de incendios forestales poco se ha hecho.



Y acá ha habido responsabilidad de los gobiernos de turno, por supuesto, por no impulsar con fuerza un sistema de protección civil capaz de enfrentar este tipo de emergencias y un sistema de alerta temprana, y por carecer de la capacidad de contar con los recursos necesarios.



¿Cuántas veces hemos levantado los Senadores presentes en la Sala, señores Navarro, Quintana, Horvath y quien habla, el tema de la necesidad de contar con los recursos respectivos para la Corporación Nacional Forestal?



Señor Presidente, los fondos con que cuenta hoy la CONAF no le alcanzaban la semana anterior ¡ni siquiera para los sistemas de relevo de sus brigadistas!



Más aún -lo hemos planteado en la Comisión Especial de Zonas Extremas con mucha fuerza-: no es posible que solo haya contratación de brigadistas en temporada estival. El avance en la desertificación hace necesario disponer de efectivos profesionales todo el año.



En cuanto a las condiciones técnicas y humanas en que aquellos laboran, el Estado de Chile está en deuda, ha fallado en esta materia.



Otro elemento importante dice relación con disponer de los equipamientos, de los aviones requeridos. ¡Hasta cuándo vamos a seguir esperando que se quemen nuestras ciudades para que la CONAF cuente con los recursos necesarios y suficientes para hacer su trabajo!



¿Por qué no integramos también a las Fuerzas Armadas a este trabajo permanente?



Ha habido dos ejercicios interesantes al respecto, en que brigadas forestales han sido integradas por funcionarios de la Fuerzas Armadas, particularmente del Ejército, en la zona norte de nuestro país.



¿Por qué no incorporar a sus efectivos para enfrentar emergencias de esta naturaleza?



Repito: ¡Chile está en deuda! Y con personas de carne y hueso, con nombre y apellido.



Ayer acompañamos hasta las 24 horas a los vecinos de Puertas Negras. Fuimos testigos del drama que viven después de haberlo perdido todo, y lo más importante, de haber perdido su historia; de haber perdido sus recuerdos; de haber perdido aquello que los inspiraba.



Por eso, solicito que se oficie, primero a la CONAF, para los efectos de que informe acerca de cuántos brigadistas hay en el país para enfrentar las emergencias ocasionadas por incendios forestales. ¿Cuántos hay por región? ¿En qué períodos son contratados? ¿Cuántos recursos humanos, técnicos y económicos existen?



Segundo, que se oficie a las intendencias regionales de Valparaíso, de O’Higgins, como también de más al sur de nuestro país, con el objeto de que informen, con precisión, acerca de qué aportes se han realizado desde el gobierno regional para cubrir este tipo de emergencias.



Tercero, que se oficie a la Subsecretaría del Interior a fin de clarificar el impulso que debe darse al proyecto de ley sobre el establecimiento de un sistema de protección civil acorde con las emergencias que hoy día vive Chile.



Quiero hacer un llamado de atención. No es posible que tengamos una zona quemada por cuatro frentes, como ha ocurrido con nuestra Región de Valparaíso, y que el gobierno regional, la CONAF y Bomberos no dispongan de los recursos necesarios. 



Y, cuarto, pido que se oficie al Intendente de la Quinta Región, para que informe respecto de los fondos que se adeudan, fundamentalmente a Bomberos, pues esto ha significado que las 49 unidades que trabajan en el incendio de Valparaíso finalmente señalen: “Tenemos una dificultad porque carecemos de recursos”.



Por último, le solicito al Gobierno (pido que se envíe un oficio en tal sentido a la SEGPRES) que fije urgencia a los proyectos de ley que presentamos los Senadores Horvath, Navarro, Quintana y quien habla, que guardan relación con la posibilidad de enfrentar este tipo de emergencias de una vez por todas.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

)-------------------(
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Antes de continuar con las intervenciones, quiero saludar al Honorable señor Horvath, quien estuvo de cumpleaños el día de ayer, y lo debimos haber saludado.

El señor CHAHUÁN.- ¡Felicidades!

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- ¡Feliz Año Nuevo y feliz cumpleaños!

)-------------------(
El señor QUINTANA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor Navarro, hasta por diez minutos.

FIJACIÓN DE URGENCIA A PROYECTOS DE LEY SOBRE PREVENCIÓN DE INCENDIOS FORESTALES Y PROFESIONALIZACIÓN DE BRIGADISTAS DE CONAF. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, Valparaíso ha sido afectado por incendios desde hace más de un siglo. El 15 de diciembre de 1850, en la calle Cruz de Reyes se desató un incendio que duró dos días y se propagó por toda la ciudad. Y de ahí se creó el Cuerpo de Bomberos más antiguo de Chile.



Por tanto, la tradición de incendios en Valparaíso no data de ahora. Lo que se incorpora como nuevo elemento son los incendios forestales, particularmente de especies exóticas introducidas en nuestro país, por ejemplo, el eucaliptus, altamente combustible, como lo ha dicho el alcalde de Valparaíso, Jorge Sharp.



Quiero señalar que hemos hecho esfuerzos para que haya regulación de franjas de seguridad. En este sentido, hay un proyecto de ley -mencionado por el Senador Chahuán- para regular el espacio que debe mediar entre las plantaciones forestales y las viviendas. ¡Ahí está la iniciativa!



Por eso, señor Presidente, quiero solicitar que se oficie al Ministro de Agricultura y a la señora Presidenta de la República, con el fin de que se fije urgencia a ese proyecto; este tiene que ser parte de la agenda legislativa.



Del mismo modo, quiero decir que ya lleva cinco años un proyecto de ley, que trabajé con las brigadas forestales de Chile, con los sindicatos, para incorporar al Código del Trabajo de manera especial a los brigadistas forestales. Hoy no hay certificación de estos en nuestro país. Existen empresas que los forman, pero no hay certificación de ello. Me parece que deberían tener una de carácter nacional e internacional.



Sabemos que Chile tiene experiencia en incendios, como también Australia. Muchos brigadistas chilenos participan en las jornadas de combate a los incendios en Australia, en España.



En tal sentido, mientras más fortalezcamos la institucionalidad de nuestros brigadistas forestales, más seguridad habrá en las regiones y, particularmente, en las zonas afectadas por incendios forestales.



¡Son más de seis mil los incendios forestales que se producen cada año en Chile! Lo que sucede es que se conocen los más grandes.



Las estadísticas indican que se generan mayoritariamente por la intervención de la mano del hombre, es decir, son de carácter intencional, por descuido o por causa directa de la participación humana.



Espero que le demos un impulso a la iniciativa sobre establecimiento de una franja de seguridad, que ha estado puesta en tabla para discusión en la Sala.



Reitero la solicitud de que se oficie al señor Ministro de Agricultura y a la Presidenta de la República.



Asimismo, pido que se active la tramitación del proyecto de ley que consagra la inclusión de los brigadistas forestales en el Código del Trabajo, como un capítulo especial, a fin de que sean objeto de una mayor regulación.



Hemos dicho que en invierno los brigadistas tienen que hacer pedagogía social. Debe incorporarse a la ciudadanía para que durante los meses de invierno se eduque, se integre, de tal manera que todos, desde los niños a los adultos mayores, puedan preparar la llegada del verano. Es decir, en el invierno tenemos que trabajar para disminuir las posibilidades de incendios forestales.



¡Eso no se hace ahora!



Más aún, en invierno se licencia a la mayoría de los brigadistas, y se mantiene una fracción muy mínima de estos. A mi juicio, ellos deben estar contratados de manera permanente tanto en las empresas privadas como en la CONAF.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito que se oficie al señor Ministro del Trabajo y también a la Presidenta de la República para que se le fije urgencia al proyecto de ley que establece un capítulo especial en el Código del Trabajo para los brigadistas forestales, de manera de certificar, de garantizar su formación. Y, además, que se les establezca una jornada laboral en condiciones humanas. Porque ellos trabajan doce, catorce horas diarias en los incendios forestales. Y en el último incendio grande que hubo en Florida, Concepción, el agua para saciar la sed de los brigadistas que combaten incendios bajo una altísima temperatura venía de Santiago. Porque la ONEMI no tiene la posibilidad de comprar agua en la Octava Región, entonces, la manda a buscar a Santiago. Y los camiones tienen que venir desde la Capital, pues no hay órdenes de compra en la Región del Biobío.



Lo anterior constituye una burocracia que hay que terminar. En este sentido, he advertido a la ONEMI, al gobierno regional sobre el particular. Y espero que este verano nos encuentre mucho mejor preparados.



En segundo lugar, nuevamente solicito que se oficie al Ministerio de Agricultura y al Ministerio de Minería.



Ya deben haber transcurrido nueve o diez desde que ingresamos proyectos de ley para establecer la vinculación entre los informes del SERNAGEOMIN y los de la CONAF respecto de la prohibición de construir viviendas en áreas de riesgo.



Los informes pertinentes no son vinculantes. 



El SERNAGEOMIN determina las zonas de riesgo geológico, donde no se pueden levantar viviendas. Pero ahí se instalan algunas casas de manera provisional y luego quedan en forma permanente. Y no se puede evitar porque no existe obligatoriedad para que dichos informes sean asumidos por el municipio o por el Ministerio de Vivienda.



Del mismo modo, los informes de la CONAF sobre riesgo de incendio forestal debieran ser instrumentos que inhabiliten en esa zona la instalación de viviendas. Incluso, tendría que ser obligatorio el uso de la fuerza pública para desalojar. Yo prefiero que haya una acción de Carabineros, ordenada y regulada, a que se produzca la acción del fuego, situación en la que la gente lo pierde todo.



Deben existir regulaciones a ese respecto. En eso nos hemos tardado mucho tiempo.



Este Parlamento a veces se mueve por las desgracias y el país se conmociona siempre por ellas; pues bien, hoy día asistimos a una nueva tragedia. Espero que esta sea un impulso que nos permita avanzar en la pega de hacer leyes. 



En este caso, se requieren proyectos para proteger la vida humana y los bienes materiales de los más humildes. Porque lo que se ha quemado en Valparaíso corresponde a los sectores más deprimidos, a los más vulnerables. 



Aunque a veces los incendios también afectan a la clase alta, sobre todo cuando se habita en bosques naturales. Se queman igual.



Se requiere resguardo para todos.



Por lo tanto, solicito que se oficie tanto al Ministro de Agricultura como a la Ministra de Minería para que le den urgencia (espero “suma” o “discusión inmediata”) a este tipo de iniciativas, que apuntan al corazón de los esfuerzos que el Estado puede hacer en materia de prevención. ¡Prevención!



La CONAF y las empresas forestales dedican 3 por ciento de su presupuesto a prevención. Todos los indicadores internacionales señalan que debiera ser sobre 5 o 6 por ciento. Si gastamos muy poca plata en prevención, deberemos asumir muy altos costos en la recuperación de bosques y, particularmente, en el combate de los incendios forestales.



Pido que se oficie a la CONAF para que nos haga llegar todas las estadísticas de los últimos incendios en 2016: superficie quemada, número de siniestros, causas del origen y recursos destinados al combate.



Recientemente ha fallecido en un accidente un piloto español que tenía más de 2 mil horas de vuelo. 



La CONAF arrienda aviones y se han comprado otros nuevos, pero parece que no son suficientes. Se precisa disponibilidad de infraestructura y, sobre todo, de aparatos de combate aéreo y terrestre en número suficiente. 



Hay que prepararse para la emergencia.



Solicito enviar un oficio a la CONAF y al Ministerio de Agricultura para que den detallada cuenta de las inversiones en materia de combate aéreo de los incendios y de las medidas de prevención de accidentes en el combate de los siniestros, porque o se accidentan los brigadistas o se accidentan los pilotos.



--Se anuncia el envío de los oficios requeridos, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PREOCUPACIÓN POR DURACIÓN DE PROTESTA DE MINEROS AL INTERIOR DE MINA SANTA ANA, COMUNA DE CURANILAHUE. COMUNICACIONES 
El señor NAVARRO.- Por último, señor Presidente, en los minutos que me restan quiero hacer una advertencia, una sana advertencia.



Los mineros de la mina Santa Ana, en Curanilahue, siguen a 700 metros de profundidad. Cumplen un mes y cinco días sin ser escuchados hoy día por el Gobierno.



En verdad, hemos buscado todas las fórmulas. 



Se nos ha dicho que hay que incorporar a un privado.



Los mineros votaron antes de bajar al fondo del yacimiento. Hicieron una asamblea. Dijeron: “Sí con el privado, sí con el particular”. Pero este después dijo que no alcanzaba la plata para pagar las indemnizaciones y echar a andar la mina.



El Ejecutivo debe contar con la información fidedigna. Se ha desinformado al Gobierno, que pensaba que los mineros habían rechazado la alianza con el privado. ¡Al contrario, ahora la quieren! Y si hay un particular dispuesto a poner los recursos para empezar a funcionar, los trabajadores van a estar ahí, porque lo único que quieren es laborar.



¡La situación es angustiante; es desesperada! 



Imaginen por un momento a un grupo de 70 hombres en el fondo de una mina oscura durante más de 30 días. Pasaron Pascua y Año Nuevo al interior del pique sin ver a sus familiares y sin tener un peso en los bolsillos. Prefirieron estar ahí que sentados a la mesa de su casa sin tener nada que comer, porque hace tres meses que el Gobierno no pone ni un peso: se terminaron los subsidios.



Y los mineros no están pidiendo los 1.100 millones de pesos aprobados por el Gobierno regional para subsidios. ¡No! Quieren plata para invertir y producir carbón, pues así ganan más, y de esa forma se echa a andar la economía de Curanilahue… 

El señor CHAHUÁN.- Es menos plata, en todo caso.

El señor NAVARRO.- Por cierto. De hecho, es menos de la mitad de lo que el Gobierno va a gastar en subsidios si se mantiene en la actual posición.



Se lo dijimos al Ministro Rodrigo Valdés: ¡insensible, insensible, insensible! 



¡El Ministro de Hacienda es insensible a las demandas ciudadanas!



Espero que el Gobierno responda en las próximas horas.



El señor Intendente del Biobío, Rodrigo Díaz, de quien tengo la mejor de las opiniones -pero discrepo de su apreciación-, ha señalado que mienten los que dicen que el Estado puede poner recursos en la mina Santa Ana. Yo emplazo a Rodrigo Díaz, con todo el afecto que le tengo, a que nos explique cómo pusieron 5.550 unidades de fomento, 118 millones de pesos, a disposición de Paul Fontaine y Rodrigo Danús para echar a andar la mina Santa Ana hace algunos años. 



¡El Estado pudo poner los recursos entonces!



La CORFO posee los instrumentos, como sabiamente ha señalado el Presidente de la Comisión de Hacienda de la Cámara Baja, Manuel Monsalve, Diputado por Arauco: “Existen los instrumentos en la CORFO”. 



Espero que tales herramientas se pongan a disposición para enfrentar ese problema político. Este no es un problema entre privados. ¡En eso se equivoca Mahmud Aleuy! Y será responsable si alguna tragedia o desgracia ocurre en el fondo de la mina Santa Ana, porque él tiene el deber de operar y hacer política pública para superar este impasse.



Señor Presidente, pido que se haga llegar esta intervención a la Presidenta de la República, al Ministro del Interior, al Subsecretario Aleuy y al Intendente del Biobío.



--Se anuncia el envío de las comunicaciones pertinentes, en nombre del Senador señor Navarro, conforme al Reglamento, con las adhesiones de los Honorables señores Chahuán y Horvath.

El señor QUINTANA (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objeto, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:10.

Sergio Cereceda Leins,

Jefe de la Redacción subrogante

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 364

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 70ª, ESPECIAL, EN JUEVES 24 DE NOVIEMBRE DE 2016


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Lagos, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Quintana y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Chahuán. 



Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio, y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional (S),  de Hacienda, Secretario General de la Presidencia, de Educación y de Justicia y Derechos Humanos señora Paulina Vodanovic, señores Rodrigo Valdés y Nicolás Eyzaguirre, señora Adriana Delpiano y señor Jaime Campos, respectivamente.



Participan, también, los Subsecretarios de Educación, de Justicia y de Derechos Humanos, señora Valentina Quiroga, señor Nicolás Mena y señora Lorena Fries.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.
_________



Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

_________

CUENTA
Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12) (con urgencia calificada de “suma”).



- Pasa a la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.



Con el segundo, señala que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea la Comisión de Valores y Seguros (Boletín N° 9.015-05) (con urgencia calificada de “suma”).



- Queda para Tabla.



Con el tercero, indica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que exige la publicación en el Diario Oficial de la ley N° 13.196, Reservada del Cobre (Boletín Nº 10.518-07).



- Se toma conocimiento, y se manda archivar los antecedentes.

Mociones



Del Honorable Senador señor Ossandón con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional para modificar el artículo 26 de la Carta Fundamental con el objeto de reemplazar el día en que se efectúan las elecciones presidenciales y parlamentarias (Boletín N°10.989 -07).



- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Quintana, García, Lagos, Montes y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de ley para modificar la ley N° 20.564, que establece ley marco de los Bomberos de Chile, a fin de establecer un procedimiento simplificado para obtener permisos de edificación de inmuebles destinados a cuarteles de los Cuerpos de Bomberos (Boletín N° 10.990-14).



- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Comunicaciones



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que informa que, en su condición de independiente, integrará un nuevo Comité de Senadores Independientes con los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi y Alejandro Navarro.



De los Honorables Senadores señores Bianchi y Navarro, con la que comunican que junto al Honorable Senador señor Horvath, han conformado el Comité de Senadores Independiente, cuyos representantes serán los mencionados Senadores señores Bianchi y Navarro.



Del Honorable Senador señor Montes, con la que informa que el Comité Partido Socialista pasará a denominarse Comité Partido Socialista e Independiente y estará conformado por los mismos integrantes.



- Se toma conocimiento.
_________



Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2016, en segundo trámite constitucional. (Boletín N° 10.912-05).


La Mesa anuncia que corresponde proseguir la discusión de la iniciativa de la referencia.


Al respecto, pone de relieve, en primer lugar, que las partidas correspondientes al Ministerio de Bienes Nacionales, Ministerio Secretaría General de Gobierno, Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Ministerio Público, Ministerio del Deporte, Ministerio de la Mujer e Identidad de Género y Servicio Electoral de Chile, no han sido objeto de indicaciones ni de solicitudes de votación separada.


Respecto de la Partida 23 Ministerio Público, se deja constancia de que ella es aprobada por veintitrés votos a favor, de un total de treinta y seis  Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



En atención a lo anterior, se tienen por aprobadas las referidas partidas.



En segundo lugar, el señor Presidente recuerda que al concluir la sesión anterior se estaba analizando la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.



En relación con esta materia, la Mesa pone en discusión la solicitud de votación separada planteada por la Honorable Senadora señora Von Baer respecto del Capítulo 05 Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, Programa 01 Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.



Sobre este asunto intervienen los Honorables Senadores señora Von Baer, señores Guillier, Chahuán, García, señora Pérez San Martín y señores Lagos, Navarro, Montes, Quinteros, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.



También hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.



En definitiva, la Honorable Senadora señora Von Baer retira su solicitud.



En seguida, la Mesa señala que corresponde considerar la solicitud de votación separada, de la misma Honorable Senadora señora Von Baer, relativa al Capítulo 05 Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, Programa 05 Transferencias a Gobiernos a Regionales.



Interviene el Honorable Senador señor Prokurica.



Usa la palabra el señor Ministro de Hacienda.



Cerrado el debate y puesto en votación, se alcanza el siguiente resultado: doce votos a favor y catorce abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores  señoras Goic y Muñoz y señores Araya, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Quinteros; Walker, Ignacio;  Walker, don Patricio, y  Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores  señoras Pérez San Martín  y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Larraín, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.



Funda su abstención la Honorable Senadora señora Von Baer.



El señor Secretario General hace presente que, las abstenciones habidas impiden que la cuestión quede resuelta y, por tanto, corresponde repetir la votación.


Repetida la votación, Programa 05 Transferencias a Gobiernos a Regionales es aprobado por doce votos a favor, quince abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores  señoras Goic y Muñoz y señores Araya, Girardi, Harboe, Lagos, Montes, Pizarro, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.



Se abstienen, los Honorables Senadores  señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Larraín, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Zaldívar.
- - -



A continuación, el señor Secretario General recuerda que en la sesión anterior, por haberse producido un doble empate, quedó pendiente de resolución la petición del Honorable Senador señor Navarro de considerar admisibles las indicaciones números 95 y 96.


Puesta en votación, la declaración de inadmisibilidad de las aludidas  indicaciones es aprobada por dieciocho votos a favor y seis votos en contra.



Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Araya, Cahuán, García, García Huidobro, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín, y señores Harboe, Horvath, Navarro y Pérez Varela.

- - -



En seguida, la Mesa pone en votación el nuevo texto que el Ejecutivo ha presentado, según el compromiso adoptado en la sesión anterior, para la indicación número 495, que se encuentra pendiente de resolución.



La Sala, unánimemente, aprueba la referida proposición.

- - -



Luego, el señor Secretario General explica que el Gobierno también ha presentado una redacción nueva para reemplazar el párrafo tercero de la Glosa 08 vinculada a la Asignación 107 Plan Comunal de Seguridad Pública, del Programa 01, Capítulo 08 Subsecretaría de Prevención del Delito.



El señor Presidente ofrece usar la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, García, Harboe, De Urresti, Pérez Varela, Espina, señora Von Baer y señor Tuma.



Igualmente, interviene el señor Ministro de Hacienda para sugerir que se agregue al mencionado texto una referencia a otras regiones.



Puesto en votación, la nueva redacción y la enmienda recién aludida son aprobadas por veintisiete votos a favor, cuatro abstenciones y un pareo.
 

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señor García, señora Pérez San Martín, señores Harboe, Espina y Tuma, señora Von Baer, y señores Pizarro y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Letelier, Montes, Moreira y Quinteros.


Fundan su abstención, los Honorables Senadores señores Moreira, Quinteros y Montes.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García Huidobro.


Durante la votación, también interviene el Honorable Senador señor Navarro.
- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la petición de votación separada formulada por el Honorable Senador señor Chahuán, respecto al Capítulo 33, Programa 01 Policía de Investigaciones de Chile, de la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y ofrece la palabra al autor de esta indicación y al Honorable Senador señor Walker, don Patricio.



Cerrado el debate y puesto en votación, el Programa Policía de Investigaciones de Chile fue aprobado por diecisiete votos a favor, tres en contra, nueve abstenciones y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Pizarro, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio, y Zaldívar.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Horvath, Letelier, Coloma y Montes.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro y Ossandón.


Funda su voto en contra, el Honorable Senador señor Navarro.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Espina, García, Larraín, Pérez Varela, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio.


Fundan su abstención, los Honorables Senadores señores Espina y Pérez Varela.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores García Huidobro y Harboe.  Este último también hace uso de la palabra.



Durante la votación, con la anuencia de la Sala, interviene el señor Ministro de Hacienda.

- - -



Finalmente, se da por aprobada el resto de la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

- - -



En su momento, los Honorables Senadores señores Letelier y De Urresti formulan consultas al Ministro señor Valdés, quien responde.

- - -



Luego, el señor Vicepresidente convoca a reunión de Comités, a raíz de lo cual se suspende la sesión

- - -



Reanudada la sesión, el señor Secretario General informa que los Comités, por unanimidad, han acordado autorizar el ingreso a la Sala de los asesores de los señores Senadores y de los funcionarios de la Dirección de Presupuestos

- - -

Partida 06
Ministerio de Relaciones Exteriores


El señor Presidente pone en discusión la referida partida.



En relación con las indicaciones presentadas a ella, en primer lugar, declara inadmisibles las números 158, 159, 160, 161, 162, 168, 169, 170, 171, 172, 179, 181 y 182.


En segundo lugar, da por aprobadas las indicaciones números 163 a 167, 178, 180 y 183, que corresponden a solicitudes de información.



En tercer término, da por rechazadas las indicaciones números 173 a 177, como consecuencia de rechazos acordados al tratar partidas precedentes.



De la forma anotada, se tiene por aprobada esta Partida 06.

- - -

Partida 07
Ministerio de Economía, Fomento y Turismo


El señor Presidente pone en discusión la referida partida.



Primeramente, declara inadmisibles las indicaciones números 184, 187, 188, 189, 190, 191, 192, 197, 198, 199, 200, 201, 202, 203, 205, 206  hasta la 215, y la número 430.


Luego, da por aprobadas las solicitudes de información identificadas con los números 185, 186, 193 a 196, 204, 216, 428 y 429.


En tercer lugar, en concordancia con votaciones anteriores, declarada rechazada la indicación número 217.


De esta manera, se tiene por aprobada esta Partida 07.

- - -

Partida 08
Ministerio de Hacienda


El señor Presidente pone en discusión la referida partida.



Primeramente, declara inadmisibles las indicaciones números 220, 221, 222, 223, 225, 226, 227, 228 y 427.


Luego, da por aprobadas las solicitudes de información identificadas con los números 218, 224 y 410.


En ese momento, el Ejecutivo expuso su opinión en el sentido de que le parecía inadmisible la indicación número 224.



Sobre este punto, intervienen los Honorables Senadores señores Navarro, Montes, Zaldívar y Larraín.



A raíz de lo anterior, el señor Presidente resolvió poner en votación su decisión respecto de esta indicación.



Puesta en votación, la declaración de inadmisibilidad fue aprobada por dieciséis votos a favor, tres votos en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio, y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Horvath y Navarro.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Ossandón.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García Huidobro.


En consecuencia, el señor Presidente declara inadmisible la indicación número 224.





En seguida, también a raíz de una inquietud manifestada por representantes del Gobierno en este sentido, el señor Presidente pone en votación la admisibilidad que él ha declarado respecto de la indicación número 410.



En definitiva, la admisibilidad fue aprobada por veinticuatro votos a favor y dos pareos.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio;  y Walker, don Patricio.


Fundamentan su votación por la admisibilidad, los honorables Senadores señores Navarro, Letelier, Pérez Varela, Prokurica y Harboe.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores García Huidobro y Zaldívar.


Finalmente, el señor Presidente declara aprobada esta partida 08.

- - -

Partida 12
Ministerio de Obras Públicas


El señor Presidente pone en discusión la referida partida.



Ante todo, declara inadmisibles las indicaciones números 340 a 344 y 473.


Luego, da por aprobadas las solicitudes de información identificadas con los números 19 y 408.


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 11.



Intervienen los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Pérez San Martín y señores Quinteros, Navarro, García Huidobro y Letelier.



Igualmente, expone el señor Ministro de Hacienda.



Puesta en votación, la indicación número 11 es rechazada por nueve votos a favor, trece votos en contra, tres abstenciones y cuatro pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Horvath, Larraín, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores  Horvath, De Urresti, Chahuán y Bianchi



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín, y señores García, Girardi, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quinteros; Walker, don Ignacio;  y Walker, don Patricio.



Funda su voto en contra, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.



Se abstienen los Honorables Senadores señores Espina, Guillier y Moreira. Estos dos últimos fundan su abstención.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Goic y señores García Huidobro, Ossandón y Zaldívar.


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 447.



Cerrado el debate y puesta en votación, la indicación es aprobada por unanimidad.



Luego, la Mesa pone en discusión la indicación número 78, del Ejecutivo, que recae en el Capítulo 02, Programa 08 Administración Sistema de Concesiones, para agregar una glosa 07, nueva.



Intervienen los Honorables Senadores señores García, Letelier, Pérez Varela y Pizarro.



También hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.



La Sala, unánimemente, aprueba esta indicación con una enmienda de redacción.



Finalmente, el señor Presidente pone en votación la glosa 05 referida al Subtítulo 33 Transferencias de Capital, del Programa 11 Dirección de Planeamiento, del Capítulo 02 Dirección General de Obras Públicas, que no ha sido objeto de indicación, pero que es de quórum calificado.



Efectuada la votación, la glosa es aprobada por veintitrés votos a favor, de un universo de treinta y seis Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento a la norma constitucional.



Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros; Walker, don Ignacio;  Walker, don Patricio; y Zaldívar.


Por último, en la forma referida, se tiene por despachada la Partida 12.

- - -

Partida 10
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos


El señor Presidente pone en discusión la referida partida.



Primeramente, declara inadmisibles las indicaciones números 336, 406, 446, 448 y 485.


Luego, da por aprobadas las solicitudes de información identificadas con los números 363, 364, 365, 404, 407, 482, 483, 484 y 486 a 491.


En relación con las declaraciones de inadmisibilidad, el Honorable Senador señor Navarro solicita que se ponga en votación la relativa a la indicación número 446.



Efectuada la votación, la decisión de la Mesa fue confirmada por trece votos a favor, dos en contra y dos pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores De Urresti, García, Harboe, Lagos, Larraín, Montes, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Guillier y Navarro.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Ossandón y Zaldívar.



Concluida la votación, manifestó su voluntad de voto por la afirmativa el Honorable Senador señor Chahuán.



En seguida, la Sala, por unanimidad, aprobó la indicación número 492, con modificaciones de redacción.

- - -



En su momento, el señor Vicepresidente informa que el Ejecutivo ha pedido prorrogar el plazo para presentar indicaciones a la Partida Ministerio de Educación, hasta las 20:30 horas de hoy.



Se accede a lo solicitado.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la solicitud de votación separada referida al Programa 02 Programa de Administración Directa y Proyectos Nacionales, del Capítulo 07 Servicio Nacional de Menores, de esta Partida 10.



Intervienen los Honorables Senadores señores Larraín, Espina, Harboe, Letelier; Walker, don Patricio, y García Huidobro, señora Pérez San Martín y señor Navarro.



El señor Vicepresidente pone en votación el referido Programa de Administración Directa y Proyectos Nacionales.



Con la anuencia de la Sala, intervienen los señores Ministros de Hacienda y de Justicia y Derechos Humanos.



Efectuada la votación el Programa 02 en análisis es aprobado por catorce votos a favor, diez abstenciones y tres pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Araya, Bianchi, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Harboe, Quinteros y Montes.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.


Fundan su abstención, los Honorables Senadores señores Navarro, Espina, Larraín, García Huidobro, García, Moreira, Chahuán y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Goic y señores Ossandón y Zaldívar.


A continuación, el señor Vicepresidente pone en discusión la Asignación 001 Subvención Proyectos Área Protección a Menores y la Asignación 002 Subvención Proyectos Área Justicia Juvenil, ambas del Programa 01 Servicio Nacional de Menores.



Interviene el Honorable Senador señor Espina.



Luego, el señor Vicepresidente pone en votación los indicados clasificadores presupuestarios.



Nuevamente, y con asentimiento de la Sala, interviene el señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos.



Efectuada la votación, las asignaciones referidas son aprobadas por doce votos a favor, nueve abstenciones y dos pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quinteros y Walker, don Ignacio.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.



Funda su abstención el Honorable Senador señor Navarro.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Von Baer y  señor Zaldívar.


Luego, el señor Vicepresidente pone en votación el Ítem 03 A Otras Entidades Públicas, del Subtítulo 24 Transferencias Corrientes, del Programa 02 Programas de Rehabilitación y Reinserción Social, del Capítulo 04 Gendarmería de Chile.


Efectuada la votación, se produce el siguiente resultado: nueve votos a favor, diez abstenciones y tres pareos.


Votan por la afirmativa, losHonorables Senadores señores Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Quintana; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Harboe y Horvath.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señores Espina, Navarro y García Huidobro.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Goic y señores Ossandón y Zaldívar.



Por lo tanto, el asunto queda sin resolverse, toda vez que las abstenciones habidas exigen repetir la votación.



Una vez más, con la anuencia de la Sala, hace uso de la palabra el señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos.



En seguida, repetida la votación, el aludido Ítem 03 es aprobado por quince votos a favor, nueve abstenciones y tres pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín  y señores Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Moreira, Navarro, Pérez Varela y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Goic y señores Ossandón y Zaldívar.


Por último, el señor Vicepresidente declara aprobada, en la forma reseñada, la Partida 10.



Después de despachada esta Partida, interviene el Honorable Senador señor Letelier.

- - -

Partida 11
Ministerio de Defensa Nacional


El señor Vicepresidente pone en discusión la referida partida.



Primeramente, declara inadmisibles las indicaciones números 350, 351, 352 y 360, 361 y 362.



Luego, el señor Secretario General explica que, en votaciones anteriores, ya fueron rechazadas las indicaciones 8, 9 y 10 que, en parte, se referían a esta partida 11.



A continuación, intervienen los Honorables Senadores señores García, Prokurica, Guillier, Horvath y Bianchi.



En seguida, la señora Ministra (S) de Defensa Nacional responde las diversas consultas que le han sido planteadas.



Finalmente, el señor Vicepresidente hace presente que no hay indicación ni solicitud de votación separada pendientes respecto de esta Partida, por lo que la da por aprobada.

- - -

Partida 13
Ministerio de Agricultura


El señor Vicepresidente pone en discusión la referida partida.



Hace presente que respecto de ella solamente se encuentra pendiente resolver la indicación número 89, del Ejecutivo, en la parte en que se refiere al Ministerio de Agricultura. Por ello, la pone en discusión.



Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Moreira, Horvath, Navarro, Harboe y García.



Puesta en votación, la parte pertinente de la mencionada indicación es aprobada por veinticuatro votos a favor, una abstención y un pareo.



Votan a favor, los Honorables senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer, y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Fundan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Navarro, De Urresti, Chahuán y Quinteros.


Se abstiene, el Honorable Senador señor García.


No vota, por estar pareado, el Honorables Senador señor Ossandón.


En estas circunstancias, el señor Vicepresidente da por aprobada la partida 13.



Sin perjuicio de lo anterior, se ofrece la palabra al señor Director de Presupuestos, quien responde las diversas preguntas y planteamientos formulados por los señores Senadores en el debate de esta partida.
- - -

Partida 15
Ministerio del Trabajo y Previsión Social


El señor Vicepresidente pone en discusión la referida partida.



En relación con esta materia, la Mesa, en primer lugar, declara inadmisibles las indicaciones números 414 a 423 y, en segundo término, indica que se han planteado tres solicitudes de votación separada.



Respecto de estas últimas, la Honorable Senadora señora Von Baer, autora de las mismas, comunica su decisión de retirarlas.



Por lo anterior, el señor Vicepresidente da por aprobada la partida 15. 
- - -

Partida 16
Ministerio de Salud


El señor Vicepresidente pone en discusión la referida partida.


Primeramente, declara inadmisibles las indicaciones números 229 a 326; las números 337, 338 y 339; las números 380 hasta 403; las números  432, 433 y 434; y las números 436 y 439, salvo las que, dentro de estas constituyen solicitudes de información y que se indican a continuación.


Luego, da por aprobadas las solicitudes de información identificadas con los números 17, 271, 272, 273, 274, 275; las números 277 hasta la 287; la 292 hasta la 297; la 299; las números 301, 302, 303, 305, 308, 325, 431, 435, 437, 438, 469 y 470.


En relación con las declaraciones de inadmisibilidad, el Honorable Senador señor Pizarro solicita que se ponga en votación la admisibilidad de la indicación número 289.



Efectuada la votación, la mencionada indicación es declarada admisible por doce votos a favor y dos votos en contra.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer, y señores Araya, Bianchi, García Huidobro, Larraín, Montes, Navarro, Pérez Varela, Prokurica y Quintana.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Pizarro y Quinteros.


A continuación, el Honorable Senador señor Araya afirma que, a su juicio, las indicaciones números 338 y 339 son admisibles.



Al respecto, por una parte, la Mesa reitera su criterio de inadmisibilidad y, por otro lado, el señor Ministro de Hacienda, junto con estimarlas inadmisibles, asegura que lo planteado en estas indicaciones se recoge en otras normas del proyecto en debate.



En consideración a lo anterior, el autor de las indicaciones las retira.



En seguida se efectúa el debate en general de esta partida. Intervienen los Honorables Senadores señores García, Pérez Varela, Navarro Horvath y Quinteros. Asimismo, interviene el señor Ministro de Hacienda.



Luego, el señor Secretario General señala que corresponde pronunciarse respecto de la solicitud de votación separada referida al Programa 02 Inversión Sectorial de Salud, del Capítulo 10 Subsecretaría de Redes Asistenciales, de esta Partido 16.



Puesto en votación, el referido programa es aprobado por veinticuatro votos a favor, dos votos en contra, una abstención y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz, y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Moreira, Navarro, Larraín, García, Quinteros, Harboe y De Urresti.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Chahuán, quienes fundan su voto en contra.



Se abstiene, la Honorable Senadora señora Von Baer, quien funda su decisión.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Girardi y Zaldívar. El primero de estos, igualmente, interviene en este tema.


A continuación, el señor Vicepresidente pone en votación la otra petición de votación separada, relativa al Ítem 07 Deuda Flotante, Subtítulo 34 Servicio de la Deuda, del Programa 01 Programa Contingencias Operacionales, del Capítulo 49 Programa Contingencias Operacionales.



Puesto en votación, el aludido ítem es aprobado por doce votos a favor, dos abstenciones y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín, y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, Horvath, Letelier, Montes, Moreira, Prokurica, Quintana y Quinteros.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Moreira y Chahuán.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Espina y García.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Ossandón y Pérez Varela.


En conformidad con lo anterior, el señor Vicepresidente declara aprobada esta Partida 16.

- - -

Partida 17
Ministerio de Minería


El señor Presidente pone en discusión la referida partida.



En primer lugar, declara inadmisibles las indicaciones números 13 y 14.


Luego, da por aprobada la solicitud de información identificada con el número 409.


En relación con esto último, el representante del Ejecutivo manifiesta no compartir la decisión de la Mesa, la que, no obstante, mantiene su criterio de admisibilidad.



Ofrecido el uso de la palabra, intervienen los Honorables Senadores señores Prokurica y Guillier.



Por último, el señor Vicepresidente da por aprobada esta partida 17.
- - -

Partida 18
Ministerio de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente pone en discusión la referida partida y, en seguida, declara inadmisibles las indicaciones números 25, 346 y 347. Asimismo, da por aprobadas las solicitudes de información identificadas con los números 24 y 26.


Luego, el Honorable Senador señor Moreira, en representación de su Comité, retira las solicitudes de votación separada que los miembros de aquél habían planteado.



Ofrecido el uso de la palabra, intervienen los Honorables Senadores señores Harboe, Moreira, Chahuán, Navarro y Montes.



El señor Director de Presupuestos contesta el planteamiento formulado por el Honorable Senador señor Harboe.



Concluido el debate, el señor Vicepresidente da por aprobada esta partida 18.

- - -



Se suspende la sesión.



Se reanuda la sesión.

- - -

Partida 21
Ministerio de Desarrollo Social


El señor Presidente pone en discusión la referida partida.



En relación con esta materia, la Mesa declara inadmisibles las indicaciones números 371 y 405 y señala que no hay otra cuestión que resolver en torno a ella.




Por lo anterior, el señor Presidente da por aprobada esta partida 21. 
- - -

Partida 24
Ministerio de Energía


El señor Presidente pone en discusión la referida partida y declara inadmisibles las indicaciones números 28 y 375. Advierte, asimismo, que no hay otra cuestión que resolver en torno a ella.



En consecuencia, da por aprobada esta partida 24. 
- - -

Partida 25
Ministerio del Medio Ambiente


El señor Presidente pone en discusión la referida partida y declara admisibles las indicaciones números 424 y 425. Agrega que, a su respecto, no hay asuntos pendientes ni decisiones que se deban adoptar.



Por lo anterior, da por aprobada esta partida 24. 
- - -

Artículo 3°


A continuación el señor Presidente pone en votación el artículo 3° del proyecto.



Efectuada la votación, este precepto es aprobado por veintiséis votos a favor, una abstención y un pareo, dándose cumplimiento, de esta forma, al quórum prescrito en el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores García, Montes, Coloma, Navarro, Letelier y Chahuán.



Se abstiene la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Ossandón.



Durante la votación y con el asentimiento de la Sala, interviene el señor Ministro de Hacienda.

- - -

Partida 09
Ministerio de Educación


El señor Presidente pone en discusión la referida partida.



En primer lugar, declara inadmisibles las indicaciones números 22, 91, 92, 93, 97, 327, 328, 329 a 334, 357, 426, 453, 454, 458 a 464, 467, 474 a 479, 480, 481, 499, 502 a 508, 511, 512, 515, 518, 520 a 539, 540 a 547, 550, 551, 553, 554, 556, 557, 558 y 559.


Luego, da por aprobadas las solicitudes de información identificadas con los números 23, 355, 356, 452, 455, 456, 457, 466, 501, 509, 510, 513, 514, 516, 517, 548, 552 y 555.


En relación con esta última decisión, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Pizarro hacen presente que la solicitud de información número 457 fue declarada inadmisible al momento de ser conocida por la respectiva Subcomisión de Presupuestos.



Cabe anotar que el texto de la referida solicitud es el siguiente:



“Las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos o que matriculen el año 2017 a estudiantes que se financien en virtud de beca, créditos o garantías estatales derivadas del presente programa,” -programa 30- “que no se encuentren ya obligadas por otras leyes, deberán aportar a la Contraloría General de la República la información que justifique el uso de dichos recursos.”.


El señor Ministro de Hacienda indica que comparte el criterio de la inadmisibilidad.



Por su parte, el Honorable Senador señor Montes sostiene la admisibilidad de esta proposición.



A raíz de lo anterior, el señor Presidente pone en votación la admisibilidad de la indicación número 457.



Durante la votación intervienen los Honorables Senadores señores Harboe, Letelier, señora Pérez San Martín, señores Coloma, Montes, De Urresti, Quintana, García, Guillier, Espina, Pizarro, Allamand, Navarro y Bianchi.



En este momento, con la anuencia, de la Sala, el señor Ministro de Hacienda propone una enmienda en la redacción del precepto en votación, consistente en reemplazar la expresión “que justifique el” por la contracción “del”.



La Sala, unánimemente, aprueba la admisibilidad declarada respecto de esta indicación, así como también la indicación, con la modificación a su texto recién consignada.

- - -



A continuación, el señor Presidente ofrece el uso de la palabra para debatir en general la partida 09.



Intervienen los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio; Navarro y Chahuán, señora Muñoz, señor Pizarro, señora Von Baer, y señores De Urresti, Guillier, Horvath, Quintana, Bianchi, Montes y Allamand.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en votación, consecutivamente,  las indicaciones del Ejecutivo números 84, 83, 82 y 80, las que son aprobadas unánimemente.



En seguida se pone en votación la indicación, también del Gobierno, número 81.



Respecto de ella, intervienen los Honorables Senadores señores Chahuán, García, Coloma, Montes, Harboe y Navarro.



A raíz de estas alocuciones, el señor Presidente pone en votación, además, la indicación número 561, la que es aprobada conjuntamente con la número 81, ambas por unanimidad.



En seguida, el señor Presidente pone en votación la indicación del Ejecutivo número 560, la que es aprobada unánimemente.



A continuación el señor Presidente pone en votación la indicación número 465.



Efectuada la votación, esta indicación es rechazada por ocho votos a favor, once en contra, dos abstenciones y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores De Urresti, Guillier, Harboe, Montes, Navarro, Quintana y Quinteros.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Montes, Navarro y Quinteros.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Pizarro, Prokurica; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.



Fundan su voto en contra, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Lagos.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.



Durante la votación y con el asentimiento de la Sala, interviene el señor Ministro de Hacienda.



En seguida, el Honorable Senador señor Navarro retira la indicación número 519, de su autoría.



Luego, por haberse pedido votación separada, el señor Presidente pone en votación el Programa 29 Fortalecimiento de la Educación Superior Pública, del Capítulo 01 Subsecretaría de Educación.



Efectuada la votación, se produce el siguiente resultado: nueve votos a favor, nueve votos en contra, tres abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Guillier, Lagos, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.



Fundan su voto a favor, el Honorable Senador señor Montes.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath y Prokurica.



Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señora  Von Baer y señores Chahuán y Coloma.



Se abstienen los Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe y Navarro.


Fundan su abstención, los Honorables Senadores señores De Urresti y Navarro.


No vota, por estar pareado, el señor Moreira.


El señor Secretario General hace presente que, como las abstenciones impiden que el asunto se resuelva, debe repetirse la votación.



Repetida la votación, se produce el siguiente resultado: nueve votos a favor, nueve votos en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Guillier, Lagos, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath y Prokurica.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Harboe.



No vota, por estar pareado, el señor Moreira.


El señor Secretario General advierte que, habiéndose producido un empate, de acuerdo al Reglamento de la Corporación, debe repetirse la votación.



Repetida la votación, se obtiene el mismo resultado anterior, es decir, nueve votos a favor y nueve votos en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Guillier, Lagos, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath y Prokurica.



No vota, por estar pareado, el señor Moreira.



En estas circunstancias, el señor Secretario General explica que se ha producido un doble empate. Añade que, según el Reglamento, él debería resolverse en la sesión siguiente, salvo que hubiera unanimidad para efectuar en este momento la nueva votación.



Requerida por el señor Vicepresidente, la Sala acuerda, unánimemente, resolver ahora el empate.


Terminada la votación, se produce el siguiente resultado: nueve votos a favor, nueve votos en contra, tres abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Guillier, Lagos, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath y Prokurica.



Se abstienen los Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe y Navarro.


No vota, por estar pareado, el señor Moreira.


En consecuencia, el señor Presidente declara rechazado el programa 29.



El señor Secretario General informa que la segunda votación separada que se ha solicitado en esta partida se refiere al Programa 30 Educación Superior, del Capítulo 01 Subsecretaría de Educación.



El señor Presidente pone en votación el mencionado programa 30, el que es rechazado por tres votos a favor, dieciséis votos en contra, dos  abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Pizarro; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Prokurica, Quintana y Quinteros.


La Honorable Senadora señora Von Baer formula expresamente reserva de constitucionalidad respecto de las Glosas 02, 03 y 04 del Programa 30, del Capítulo 01, de la Partida 09 Ministro de Educación, porque, a su juicio, vulneran los artículos 1°, inciso quinto, y 19, números 3° y 26°, de la Carta Fundamental.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Horvath.


No vota, por estar pareado, el señor Moreira.


En coherencia con el rechazo recién consignado, la Honorable Senadora señora Von Baer retira la solicitud de votación separada presentada respecto de la Asignación 198 del programa 30.



Luego, el Honorable Senador señor Navarro solicita se reconsidere la declaración de inadmisibilidad formulada por la Mesa respecto de las indicaciones números 328, 327, 91, 92, 93, 97 y 426, todas referidas al bono manipuladoras de alimentos consagrado en la glosa 13, referida al Ítem 290, del Subtítulo 24, del Programa 01 Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, del Capítulo 09 Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.



Sobre este particular, intervienen los Honorables Senadores señor Navarro, señora Muñoz y señores Chahuán y Harboe.



También a este respecto, hace uso de la palabra la señora Ministra de Educación, quien plantea la disposición del Gobierno a abordar -en el próximo trámite de esta iniciativa de ley- las inquietudes que plantean las aludidas indicaciones declaradas inadmisibles.



Para este efecto, el señor Presidente pone en votación la mencionada glosa, la que es rechazada por la unanimidad de la Sala.



 Finalmente, la Honorable Senadora señora Von Baer retira la solicitud de votación separada presentada respecto de la Glosa 09, Subtítulo 24, Programa 03, Capítulo 09, y  la Honorable Senadora señora Muñoz hace lo propio en relación con la solicitud de votación separada presentada para la Glosa 05 vinculada al Ítem 170 Convenios con Municipalidades y Otras Instituciones, del Subtítulo 24, Programa 01 Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, del Capítulo 11 Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.



En mérito de lo anterior, el señor Presidente declara aprobada la partida 09.

- - -

Partida 19
Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones


El señor Presidente pone en discusión la referida partida y declara inadmisibles las indicaciones números 20, 21, 411, 412 y 413.



Agrega que en relación con esta partida deben resolverse las indicaciones 12 y 15, del Honorable Senador señor Prokurica.



En este momento, sin embargo, el señor Senador autor de las proposiciones, las retira.



A continuación, el señor Presidente ofrece el uso de la palabra para debatir en general la partida.



Intervienen los Honorables Senadores señor Navarro, señora Pérez San Martín y señores Coloma, Chahuán y Guillier.



Luego, el señor Presidente pone en votación el Programa 02  Empresa de los Ferrocarriles del Estado, del Capítulo 01 Secretaría y Administración General de Transportes, el cual es aprobado por catorce votos a favor, una abstención y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Allamand, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Pizarro, Quintana; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Se abstiene el Honorable Senador señor Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Moreira.


En seguida, en señor Presidente pone en discusión la indicación número 79, referida al programa recién mencionado.



El señor Secretario General señala que el objeto de la indicación es reponer la glosa 06 y que se trata de una norma de quórum calificado.



Intervienen los Honorables Senadores señores García y Coloma.


Hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.



Cerrado el debate y puesta en votación, se obtiene el siguiente resultado: catorce votos a favor, cinco en contra y dos abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Chahuán, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Navarro, Pizarro, Quintana; Walker, don Ignacio; y Walker, don Patricio.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Coloma, Espina y García.



Se abstiene los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Prokurica.


Por no haberse alcanzado el quórum exigido por el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental, se rechaza la indicación.



Por último, el señor Presidente pone en votación el Programa 06 Programa Subsidio Nacional al Transporte Público, del Capítulo 01 Secretaría y Administración General de Transportes, el cual es aprobado por catorce votos a favor, dos en contra y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Allamand, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana; y  Walker, don Patricio.


Fundan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, De Urresti y Navarro.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Coloma.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Moreira.


El Honorable Senador señor Guillier manifestó su intención de votar favorablemente.



Finalmente, el señor Presidente da por aprobada esta partida 19.

- - -

Partida 50
Tesoro Público


El señor Presidente pone en discusión la referida partida y declara inadmisible la indicación número 449.



En segundo lugar, da por aprobada la indicación número 363, pues constituye una solicitud de información.



 Afirma, asimismo, que no hay otra cuestión que resolver en torno a ella.



En consecuencia, da por aprobada esta partida 50. 
- - -

Articulado


El señor Presidente pone en discusión el articulado de la iniciativa en análisis.



Al respecto, declara inadmisibles las indicaciones números 354, 358, 359, 450 y 451.



Seguidamente, da por aprobadas, por tratarse de solicitudes de información, las indicaciones números 348, 360 y 471.



Luego, en el debate en general del articulado, ofrece el uso de la palabra al Honorable Senador señor Coloma.



A continuación, pone en votación el artículo 5°, respecto del cual el Honorable Senador señor Navarro ha pedido votación separada.



Terminada la votación, la norma referida es aprobada  por dieciséis votos a favor y dos pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana; Walker, don Ignacio; y  Walker, don Patricio.


Funda su voto, el Honorable Senador señor Navarro.



No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Moreira.


En seguida, el Honorable Senador señor Chahuán retira sus solicitudes de votación separada referidas a los artículos 9, 19, 20 y 21.



A continuación, el señor Presidente pone en votación la indicación número 85, la que es aprobada por dieciocho votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana; Walker, don Ignacio; y  Walker, don Patricio.


Fundan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Navarro y García.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


Luego, el señor Presidente pone en votación la indicación número 86, la que es aprobada por dieciséis votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica; Walker, don Ignacio; y  Walker, don Patricio.


Con la anuencia de la Sala, interviene el señor Ministro de Hacienda.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 87. En ese momento, el Honorable Senador señor Chahuán retira su solicitud de votación separada.



Interviene el Honorable Senador señor García.



También expone el Ministro señor Valdés.



Cerrado el debate y puesta en votación, la indicación es aprobada por dieciocho votos a favor y dos pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana; Walker, don Ignacio; y  Walker, don Patricio


No votan, por estar pareada, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Moreira.


Finalmente, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 88.



Interviene el Ministro señor Valdés.



Cerrado el debate y puesta en votación, la indicación es aprobada por quince votos a favor, tres en contra y dos pareos.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Pizarro, Prokurica, Quintana; Walker, don Ignacio; y  Walker, don Patricio


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores De Urresti, Montes y Navarro.



No votan, por estar pareada, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Moreira.


Con el mérito de lo precedentemente expuesto, el señor Presidente da por aprobada la partida.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día -quedando terminado el tratamiento de este proyecto de ley- y levanta la sesión.
JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA
Secretario General del Senado (S)

SESIÓN 75ª, ORDINARIA, EN MARTES 20 DE DICIEMBRE DE 2016


Presidencia del titular Honorable Senador señor Ricardo Lagos; del Vicepresidente Honorable Senador señor Jaime Quintana y accidental del Honorable Senador señor Eugenio Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, señor Valdés; Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre, y de Educación, señora Delpiano; los Subsecretarios de la Secretaría General de la Presidencia, señor de la Fuente y de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes; y, el abogado asesor de la División Jurídico Legislativa del Ministerio Secretaría General de Presidencia, señor Osorio.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 73ª y 74ª, ordinarias, del 13 y 14 de diciembre, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes


Once de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que declara feriados que indica (Boletín Nº 8.631-06).


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de reforma constitucional que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (Boletines Nos.9.834-06, 10.330-06, 10.422-06 y 10.443-06, refundidos).


Con el tercero, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que restringe la entrega de licencias de conducir clase C (Boletín N° 7.425-15).


Con los siete siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que regula los servicios sanitarios rurales (Boletín N° 6.252-09).


2) El que incentiva la inclusión de discapacitados al mundo laboral y modifica la ley N° 20.422, para establecer la reserva legal de empleos para personas con discapacidad (Boletines Nos.7.025-31 y 7.855-13, refundidos).


3) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


4) El que sanciona el maltrato infantil (Boletines Nos.9.279-07, 9.435-18, 9.849-07, 9.877-07, 9.904-07 y 9.908-07, refundidos).


5) El que moderniza la legislación aduanera (Boletín N°10.165-05).


6) El que moderniza el Consejo Nacional de Televisión, concede las asignaciones que indica y delega facultades para fijar su planta de personal (Boletín N° 10.922-05).


7) El que modifica la ley N° 20.261, en relación con la certificación de especialidades médicas cursadas o ejercidas en el extranjero (Boletines Nos.9.906-11 y 10.924-11, refundidos).


Con el último, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Francesa relativo al Trabajo Remunerado de Familiares de los Agentes de las Misiones Oficiales de cada Estado en el Otro”, suscrito en París, Francia, el 8 de junio de 2015 (Boletín  N° 10.388-10).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley sobre calificación de trabajo pesado y sus efectos (Boletín N° 5.205-13).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S.E. la Presidenta de la República.


Con el segundo, señala que ha dado su aprobación al proyecto de ley que otorga una bonificación adicional por retiro al personal no académico ni profesional de las universidades del Estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios (Boletín N° 10.882-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y a la de Hacienda, en su caso.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 5° de la ley Nº 20.285, sobre acceso a la información pública.


- Artículos 129 bis 5, 129 bis 6 y 129 bis 9, del Código de Aguas.


- Inciso tercero del artículo 55 de la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en sendos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro de Justicia y Derechos Humanos


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la aplicación por parte de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, de los estándares internacionales relativos a adolescentes privados de libertad para que mantengan contacto con su grupo familiar o de referencia, de acuerdo a las reglas de protección de menores de las Naciones Unidas o “Reglas de Mandela”.
De la señora Ministra de Salud


Contesta petición de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de la factibilidad de modificar el régimen legal del Hospital Padre Alberto Hurtado.

De la señora Ministra de Minería


Informa acerca del cumplimiento de protocolos por parte de la Minera Escondida; materia consultada por el Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Subsecretario de Justicia


Adjunta antecedentes relativos a los protocolos de acción de Gendarmería de Chile para el traslado de internos desde los recintos carcelarios a los servicios de salud para su atención médico-legal; consulta formulada en nombre del Honorable Senador señor Guillier.


Expone sobre la situación de salud de 163 menores que se encuentran bajo el cuidado del SENAME de la Región de Valparaíso; materia requerida en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Envía información, consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al estudio de impacto ambiental para nuevas obras de la central de pasada de Hidroñuble.

Del señor Director del Servicio de Salud de Osorno


Contesta solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para informar acerca del número de médicos que quedaron fuera del sistema público de salud en regiones por no haber aprobado el examen único de conocimientos de medicina.

De la señora Secretaria Regional Ministerial del Medio Ambiente

de la Región de Valparaíso


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, sobre el cumplimiento de lo resuelto por el Primer Juzgado Civil de Valparaíso, en la causa “Consejo de Defensa del Estado con Inversiones Bosques del Mauco S.A.”, por daño ambiental. 

Del señor Alcalde de la Municipalidad de Talcahuano


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con diversas obras de reconstrucción en la Región del Bío Bío, entre ellas, el conjunto habitacional Mirador del Pacífico y Los Morritos.

Del señor Gerente General de la Empresa de Correos de Chile


Da respuesta a petición, manifestada en nombre del Honorable Senador señor García, para revisar el arrendamiento de una casilla postal a la Junta de Vecinos de Radal, comuna de Freire.

Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo Regional

Metropolitano de Santiago


Informa respecto de renuncias y reemplazos de los miembros del Consejo Regional Metropolitano de Santiago.

Del señor Rector de la Universidad Austral de Chile


Remite antecedentes acerca de la investigación que realiza esa Casa de Estudios en la Reserva Nacional Ralco, Curanilahue y el Parque Nacional Conguillío, para determinar las causas que están provocando la muerte de araucarias en el sur del país; información solicitada por el Honorable Senador señor De Urresti.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza la legislación aduanera (Boletín N°10.165-05) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.

Mociones


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional para modificar el artículo 30 de la Carta Fundamental, en lo relativo al estatuto aplicable a los ex Presidentes de la República (Boletín Nº 11.010-07).


De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, García, Pérez Varela y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal permitiendo, por razones humanitarias, que se le aplique a la persona que se encuentra con enfermedad terminal o con un grave deterioro físico o mental irreversible, una medida de seguridad distinta a la privación de libertad (Boletín Nº 11.020-07).


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que agrega un artículo 65 bis, nuevo, en la Constitución Política, para permitir que los parlamentarios puedan presentar proyectos de ley sobre materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, para el solo efecto de remitirlos al Ejecutivo, previo acuerdo de la Sala respectiva (Boletín Nº 11.030-07).


De los Honorables Senadores señores Ossandón y Girardi, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que incorpora un numeral nuevo en el artículo 19 de la Carta Fundamental, para consagrar el derecho al acceso a internet y la especial protección a la vida privada en ambientes digitales (Boletín Nº 11.037-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Pérez San Martín y señor Horvath, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo 80 de la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo el uso obligatorio de chaleco reflectante para los conductores de bicicletas (Boletín Nº 11.021-15).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Espina y García, que crea el consejo para la paz social en La Araucanía, cuya finalidad es determinar las víctimas de hechos de violencia, que han sido afectadas por el denominado “conflicto de violencia rural” y las reparaciones que corresponden a los afectados y a sus familias desde el año 1990 a la fecha.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informes

Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.261, en relación con la certificación de especialidades médicas cursadas o ejercidas en el extranjero (Boletines Nos 9.906-11 y 10.924-11, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto  de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriados que indica (boletín Nº 8.631-06), con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

-- Quedan para Tabla.
- - -
ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriados que indica (Boletín Nº 8.631-06). 


2.- Si no se alcanzare a despachar en esta sesión, incluirlo en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 21 de diciembre y tratar, a continuación, en esa sesión, en segundo, tercer y cuarto lugar de la Tabla los siguientes asuntos:


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre certificación de especialidades médicas cursadas o ejercidas en el extranjero (Boletín Nº 9.906-11 y 10.924-11, refundidos). 


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza la legislación aduanera (Boletín Nº 10.165-05).


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional a profesionales funcionarios de los servicios de salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental que indica (Boletín Nº 10.790-11), autorizando a la Comisión de Hacienda para informar mediante certificado.


3.- Remitir a la Comisión de Hacienda sólo en el trámite de segundo informe, el proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura (Boletín N° 8.938-24).

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional.

(Boletines Nos 9.834-06, 10.330-06, 10.422-06 y 10.443-06, refundidos).

El Presidente pone en segunda discusión el informe de la referencia 


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “discusión inmediata”.

Hace presente que la Comisión Mixta señala que todos los numerales del proyecto de reforma, con la sola excepción de su numeral 5), requieren para su aprobación de las tres quintas partes de los senadores en ejercicio, esto es, 22 votos favorables. Por su parte, el numeral 5), que recae en el Capítulo VIII de la Constitución Política, requiere para su aprobación del voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, esto es, 25 votos favorables.

El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Quinteros.

Enseguida pone en votación el informe de la Comisión Mixta.


El resultado de la votación es de 24 votos a favor, 1 en contra y 9 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Vota en contra el Honorable Senador señor Harboe.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Allamand, Coloma, Espina, García Huidobro, Larraín, Moreira, Pérez Varela y Prokurica.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Tuma y García, señora Pérez San Martín, señores Pizarro, Lagos, Zaldívar, Navarro, Guillier, Bianchi, Horvath, Chahuán  y Walker, don Ignacio; y señoras Goic y Allende.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Coloma.
- - -


En el curso de la votación asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


El Vicepresidente declara aprobada la proposición de la Comisión Mixta, dejando constancia de haberse alcanzado el quórum constitucional sobre un universo de 37 senadores en ejercicio; con la sola excepción del numeral 5) que es rechazado por no alcanzar los 25 votos exigidos por la Constitución Política de la República.

- - -


El Vicepresidente ofrece la palabra y hacen uso de ella el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre, y el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:


1) Sustitúyese, en el numeral 7° del artículo 32, la frase “intendentes y gobernadores;” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales;”.


2) Introdúcense en el número 2) del artículo 52, las siguientes enmiendas:


a) Reemplázase, en el literal e) de su párrafo primero la expresión “intendentes, gobernadores” por “delegados presidenciales regionales, delegados presidenciales provinciales”.


b) Agrégase en su párrafo cuarto, luego de la expresión “Presidente de la República”, la frase “o de un gobernador regional”.”.


3) Agrégase, en el párrafo tercero del número 1) del inciso primero del artículo 53, luego de la expresión “Presidente de la República”, la frase “o de un gobernador regional”.


4) Sustitúyese, en el numeral 2) del artículo 57, la locución “Los intendentes, los gobernadores” por “Los gobernadores regionales, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales”.


5) Sustitúyese el artículo 111, por el siguiente:


“Artículo 111.- La administración superior de cada región reside en un gobierno regional, que tendrá por objeto el desarrollo social, cultural y económico de la región.


El gobierno regional estará constituido por un gobernador regional y el consejo regional. Para el ejercicio de sus funciones, el gobierno regional gozará de personalidad jurídica de derecho público y tendrá patrimonio propio.


El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole presidir el consejo y ejercer las funciones y atribuciones que la ley orgánica constitucional determine, en coordinación con los demás órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa. Asimismo, le corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos que dependan o se relacionen con el gobierno regional.


El gobernador regional será elegido por sufragio universal en votación directa. Será electo el candidato a gobernador regional que obtuviere la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al cuarenta por ciento de los votos válidamente emitidos, en conformidad a lo que disponga la ley orgánica constitucional respectiva. Durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años, pudiendo ser reelegido consecutivamente sólo para el período siguiente.


Si a la elección del gobernador regional se presentaren más de dos candidatos y ninguno de ellos obtuviere al menos cuarenta por ciento de los sufragios válidamente emitidos, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquel de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta nueva votación se verificará en la forma que determine la ley.


Para los efectos de lo dispuesto en los dos incisos precedentes, los votos en blanco y los nulos se considerarán como no emitidos.


La ley orgánica constitucional respectiva establecerá las causales de inhabilidad, incompatibilidad, subrogación, cesación y vacancia del cargo de gobernador regional, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 124 y 125.”.


6) Derógase el artículo 112.


7) Modifícase el artículo 113, en la siguiente forma:


a) Intercálanse como incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, los siguientes:


“El consejo regional podrá fiscalizar los actos del gobierno regional. Para ejercer esta atribución el consejo regional, con el voto conforme de un tercio de los consejeros regionales presentes, podrá adoptar acuerdos o sugerir observaciones que se transmitirán por escrito al gobernador regional, quien deberá dar respuesta fundada dentro de treinta días.


Las demás atribuciones fiscalizadoras del consejo regional y su ejercicio serán determinadas por la ley orgánica constitucional respectiva.


Sin perjuicio de lo anterior, cualquier consejero regional podrá requerir del gobernador regional o delegado presidencial regional la información necesaria al efecto, quienes deberán contestar fundadamente dentro del plazo señalado en el inciso tercero.”.


b) Suprímese su actual inciso quinto.


8) Reeemplázase, en el artículo 114, la expresión “podrá transferir” por “transferirá”.


9) Intercálase, a continuación del artículo 115, el siguiente artículo 115 bis:


“Artículo 115 bis.- En cada región existirá una delegación presidencial regional, a cargo de un delegado presidencial regional, el que ejercerá las funciones y atribuciones del Presidente de la República en la región, en conformidad a la ley. El delegado presidencial regional será el representante natural e inmediato, en el territorio de su jurisdicción, del Presidente de la República y será nombrado y removido libremente por él. El delegado presidencial regional ejercerá sus funciones con arreglo a las leyes y a las órdenes e instrucciones del Presidente de la República.


Al delegado presidencial regional le corresponderá la coordinación, supervigilancia o fiscalización de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de las funciones administrativas que operen en la región que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio.”.


10) Modifícase el artículo 116, en los siguientes términos:


a) Sustitúyese su inciso primero, por el que sigue:


“Artículo 116.- En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional, y estará a cargo de un delegado presidencial provincial, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República. En la provincia asiento de la capital regional, el delegado presidencial regional ejercerá las funciones y atribuciones del delegado presidencial provincial.”.


b) Efectúanse, en el inciso segundo, las siguientes enmiendas:


i. Sustitúyese la voz “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.


ii. Reemplázase la palabra “intendente”, las dos veces que aparece, por la locución “delegado presidencial regional”.


11) Modifícase el artículo 117, del modo que sigue:


a) Reemplázase el vocablo “gobernadores” por “delegados presidenciales provinciales”.


b) Sustitúyese la palabra “delegados” por “encargados”.


12) Sustitúyese el artículo 124, por el siguiente:


“Artículo 124.- Para ser elegido gobernador regional, consejero regional, alcalde o concejal y para ser designado delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial, se requerirá ser ciudadano con derecho a sufragio, tener los demás requisitos de idoneidad que la ley señale, en su caso, y residir en la región a lo menos en los últimos dos años anteriores a su designación o elección. 


Los cargos de gobernador regional, consejero regional, alcalde, concejal, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial serán incompatibles entre sí.


El cargo de gobernador regional es incompatible con todo otro empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media y especial, dentro de los límites que fije la ley. Asimismo, el cargo de gobernador regional es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.


Por el solo hecho de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, el gobernador regional electo cesará en todo otro cargo, empleo o comisión que desempeñe.


Ningún gobernador regional, desde el momento de su proclamación por el Tribunal Calificador de Elecciones, puede ser nombrado para un empleo, función o comisión de los referidos en los incisos precedentes. Sin perjuicio de lo anterior, esta disposición no rige en caso de guerra exterior; pero sólo los cargos conferidos en estado de guerra son compatibles con las funciones de gobernador regional.


Ningún gobernador regional, delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial, desde el día de su elección o designación, según el caso, puede ser acusado o privado de su libertad, salvo el caso de delito flagrante, si el Tribunal de Alzada de la jurisdicción respectiva, en pleno, no autoriza previamente la acusación declarando haber lugar a la formación de causa. De esta resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.


En caso de ser arrestado algún gobernador regional, delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición del Tribunal de Alzada respectivo, con la información sumaria correspondiente. El Tribunal procederá, entonces, conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.


Desde el momento en que se declare, por resolución firme, haber lugar a formación de causa, queda el gobernador regional, delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial imputado suspendido de su cargo y sujeto al juez competente.”.


13) Introdúcense, en el artículo 125, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “los cargos de alcalde” por “los cargos de gobernador regional, de alcalde”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la locución “el cargo de alcalde” por “el cargo de gobernador regional, de alcalde”.


14) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 126, la palabra “intendente” por “gobernador regional”.


15) Agrégase, como disposición vigésimo octava transitoria, la siguiente:


“VIGÉSIMO OCTAVA.- La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en la oportunidad que señale la ley orgánica constitucional a que aluden los incisos cuarto y quinto del artículo 111 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114.


El período establecido en el inciso segundo del artículo 113 podrá ser adecuado por la ley orgánica constitucional señalada en los incisos cuarto y quinto del artículo 111 para que los períodos de ejercicio de gobernadores regionales y consejeros regionales coincidan. Esta modificación requerirá, para su aprobación, del voto favorable de las tres quintas partes de los diputados y senadores en ejercicio.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.


Los gobernadores regionales electos, desde que asuman, tendrán las funciones y atribuciones que las leyes otorgan expresamente al intendente en tanto órgano ejecutivo del gobierno regional. Las restantes funciones y atribuciones que las leyes entregan al intendente se entenderán referidas al delegado presidencial regional que corresponda. Asimismo, las funciones y atribuciones que las leyes entregan al gobernador se entenderán atribuidas al delegado presidencial provincial.


Mientras no asuman los primeros gobernadores regionales electos, a los cargos de intendentes y gobernadores les serán aplicables las disposiciones constitucionales vigentes previas a la publicación de la presente reforma constitucional.”.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriados que indica.

(Boletín Nº 8.631-06).

El Vicepresidente pone en discusión el proyecto de la referencia.

El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en su despacho calificándola de “discusión inmediata”.

Agrega que el objetivo de la iniciativa es declarar feriado el viernes 17 de septiembre de cada año en que los días 18 y 19 del mismo mes recaigan en sábado y domingo, respectivamente, como asimismo el lunes 2 de enero cada vez que el 1 de ese mes corresponda a un día domingo.


Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto  en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Larraín, Quinteros y Zaldívar.


El Vicepresidente ofrece la palabra al Honorable Senador señor Navarro quien hace uso de ella.


Enseguida pone en votación la iniciativa.


El resultado es de 21 votos a favor y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar.


No vota por encontrarse pareado el Honorable Senador señor Pizarro.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señor Coloma, señoras Allende y Muñoz y señores Bianchi, Tuma, Quinteros, Zaldívar y García.

- - -


Interviene también el Honorable Senador señor Pizarro.

- - -


El Vicepresidente declara aprobado en general el proyecto y, por no haber sido objeto de indicaciones ni haberse pedido plazo para tal efecto, se aprueba también en particular.

- - -


El Vicepresidente ofrece la palabra al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre, quien hace uso de ella.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único.- Declárase feriado el día viernes 17 de septiembre, cada vez que el 18 y el 19 de septiembre de aquel año coincidan con sábado y domingo, respectivamente. Del mismo modo, al recaer el 1 de enero en día domingo, el lunes 2 siguiente será feriado.”.
- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi, García, Guillier, Horvath, Matta, Navarro y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El Vicepresidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 76ª, ORDINARIA, EN MIERCOLES 21 DE DICIEMBRE DE 2016


Presidencia del titular Honorable Senador señor Ricardo Lagos; del Vicepresidente Honorable Senador señor Jaime Quintana y accidental de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma y Carlos Montes.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Concurren, asimismo, las Ministros de Hacienda, señor Valdés y de Salud, señora Castillo; y la Subsecretaria de Redes Asistenciales, señora Alarcón.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 73ª y 74ª, ordinarias, del 13 y 14 de diciembre, respectivamente, que no han sido observadas.
- - -

CUENTA
Mensajes


Veintiséis de S.E. la Presidenta de la República:


Con los tres primeros, retira la urgencia que hiciera presente a los siguientes proyectos de ley:


1) El que moderniza la legislación aduanera (Boletín N°10.165-05).


2) Relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


3) El que restringe la entrega de licencias de conducir clase C (Boletín N° 7.425-15).


Con los trece que siguen, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).


2) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (Boletín N° 10.184-15).


3) Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (Boletín Nº 8.149-09).


4) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de París, adoptado en la Vigésimo Primera Reunión de la Conferencia de las Partes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, en París, el 12 de diciembre de 2015 (Boletín N° 10.939-10).


5) Proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Leopoldo López Mañez (Boletín N° 10.589-06).


6) Proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N°10.545-08).


7) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


8) Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de la Niñez, modifica la ley N°20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, y otros cuerpos legales que indica (Boletín N°10.314 -06).


9) Proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


10) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


11) Proyecto de ley que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (Boletín N°10.063-21).


12) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín N°9.689-21).


13) Proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


Con los diez últimos, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata (Boletín N° 10.277-06).


2) El que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


3) Sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N°6.499-11).


4) El que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).


5) El que crea el Ministerio de la Cultura (Boletín N° 8.938-24).


6) El que modifica la denominación del Escalafón del Servicio Femenino Militar del Ejército (Boletín N° 10.505-02).


7) El que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


8) El que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (Boletín N° 10.217-15).


9) El que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (Boletín N° 9.245-07).


10) El que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.779 con el fin de eliminar, en los exámenes de detección del VIH, el consentimiento de un representante legal para los mayores de 14 años de edad (Boletín N° 10.130-11).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S.E. la Presidenta de la República.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 167 del Código de Procedimiento Civil.


-- Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Contralor General de la República


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, para que se emita un pronunciamiento interpretativo de las diversas normas legales e instrumentos que rigen el contrato de concesión de la Zona de Franca de Punta Arenas.

De la señora Ministra de Salud


Contesta solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor García, para informar acerca del estado de avance de ciertos proyectos de inversión en la Región de La Araucanía.

Del señor Director Nacional (OR.OC) del Servicio Agrícola y Ganadero


Remite copia del convenio de cooperación suscrito con la República Argentina para enfrentar la plaga de castores del extremo sur de Chile y Argentina; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro. 

Del señor Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, sobre diversos aspectos relacionados con el aeródromo Cañal Bajo, en la Región de Los Lagos.

Del señor Secretario Ejecutivo de la Agencia de la Calidad de la Educación


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la denuncia del Subcentro de Padres y Apoderados del Colegio Santa María de La Unión, en relación con la rendición de la prueba SIMCE.

Del señor Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago


Informa nueva Presidencia y conformación de Salas de ese Tribunal para el año judicial 2017.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Salud y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional a los profesionales funcionarios de los Servicios de Salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental que indica (Boletín N° 10.790-11) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata (Boletín N° 10.277-06) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 52 de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, para asegurar el acceso y desplazamiento de las personas discapacitadas a los locales de votación durante actos electorales (Boletín Nº 11.031-06).


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 20 de la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, para contemplar el derecho que indica, en favor de las personas que sean miembros de organizaciones de voluntariado (Boletín Nº 11.034-06).


-- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 24 del Código Procesal Penal, para permitir que, en casos excepcionales, determinadas notificaciones sean efectuadas por Carabineros de Chile (Boletín Nº 11.035-07).


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 24 de la Carta Fundamental, en lo relativo a la fecha en que el Presidente de la República debe dar cuenta del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno (Boletín Nº 11.042-07).


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que agrega un nuevo numeral al artículo 53 de la Carta Fundamental, para establecer que el nombramiento de los oficiales superiores, generales y almirantes de las Fuerzas Armadas, debe contar con la aprobación del Senado (Boletín Nº 11.043-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 691 del Código de Procedimiento Civil, para establecer que el recurso de apelación en contra de sentencias definitivas recaídas en juicios de comodato precario, sea concedido en el solo efecto devolutivo (Boletín  Nº 11.038-07).


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 23 de la ley N° 19.968, que crea los tribunales de familia, para establecer que la notificación de la demanda sea efectuada por un receptor judicial designado por un sistema de turno (Boletín Nº 11.039-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se manda ponerlos en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Valparaíso, en conmemoración del zarpe de la primera escuadra nacional (Boletín Nº 11.033-04).


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Valparaíso, en memoria del artista, señor Osvaldo Rodríguez Musso (Boletín Nº 11.044-04).


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en la ciudad de Chillán, en memoria del abogado y político, señor Álvaro Erich Schnake Silva (Boletín Nº 11.049-04).


-- Pasan a la Comisión de Educación y Cultura.


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley para fijar un plazo máximo para el cobro judicial de tarifas o peajes no pagados y prohibir la comunicación de información de deudas provenientes del incumplimiento de dichos pagos (Boletín Nº 11.041-09).


-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley relativo a porcentajes de titularidad del control del espectro radioeléctrico (Boletín Nº 11.050-15).


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N°18.168, general de telecomunicaciones, en lo relativo a la cesión de concesiones y permisos de uso del espectro radioeléctrico (Boletín Nº 11.051-15).


-- Pasan a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Allende, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Bianchi, Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Ossandón, Pérez Varela, Quintana, Quinteros y Tuma, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, disponga la entrega de recursos para solucionar la situación que afecta a los trabajadores de la mina “Santa Ana” de Curanilahue (Boletín N° S 1.912 -12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios

Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, señala que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley de Servicios de Gas y otras disposiciones legales que indica (Boletín N° 9.890-08).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.


Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica la legislación aplicable a los servicios públicos sanitarios, en materia de servicios no regulados, de fijación tarifaria y de cumplimiento de planes de desarrollo por parte de los prestadores (Boletín N° 10.795-33).


-- Pasa a la Comisión de Obras Públicas.


Con el tercero, señala que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (Boletines Nos.9.834-06, 10.330-06, 10.422-06 y 10.443-06, refundidos).


-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S.E. la Presidenta de la República.

- - -


El Honorable Senador señor Coloma solicita que el proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09), sea tratado en primer informe sólo en general, revirtiendo un anterior acuerdo de la Sala. Así se dispone.

- - -


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio solicita que el proyecto de ley que moderniza el Consejo Nacional de Televisión, concede las asignaciones que indica y delega facultades para fijar su planta de personal (Boletín 10.922-05), sea tratado en general y en particular con motivo de su primer informe. Así se acuerda.
- - -


A petición del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio; la Sala acuerda que, el proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07), sea informado por la Comisión especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia y no por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -


Previa solicitud del Honorable Senador señor Navarro, la Sala acuerda fijar nuevo plazo para formular indicaciones, al proyecto de ley que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07), hasta las 12:00 horas del día 16 de enero de 2017, en la Secretaría de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.261, en relación con la certificación de especialidades médicas cursadas o ejercidas en el extranjero.

(Boletines Nos 9.906-11 y 10.924-11, refundidos)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “suma”.

Agrega que este proyecto fue aprobado en general en sesión de 14 de diciembre de 2016 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Salud que deja constancia, para efectos reglamentarios, de que de las nueve indicaciones formuladas a la iniciativa, tres fueron rechazadas y seis fueron declaradas inadmisibles, por lo que propone la aprobación en particular de la iniciativa en los mismos términos en que fue aprobada en general.

El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Goic y señor Rossi.

- - -


El Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Salud, en su segundo informe.
- - -


Asume la presidencia accidental el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


El resultado de la votación es de 31 votos favorables y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Navarro, García Huidobro, Chahuán, Girardi, Coloma, Guillier, Prokurica y Moreira, señora Pérez San Martín y señor Zaldívar.

- - -

El Presidente accidental declara aprobado el proyecto y ofrece la palabra a la Ministra de Salud, señora Castillo, quien hace uso de ella.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único. - Agrégase en la ley N° 20.261 el siguiente artículo 2 bis:


“Artículo 2 bis. - El examen único nacional de conocimientos de medicina a que se refiere el artículo 1 de esta ley no será exigible a médicos cirujanos que hayan obtenido la certificación de su respectiva especialidad o subespecialidad de conformidad con las normas establecidas en el número 13 del artículo 4 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469.


Las entidades certificadoras autorizadas por el Ministerio de Salud, en virtud del citado artículo 4, podrán certificar la especialidad o subespecialidad de quienes hayan obtenido su título profesional de médico cirujano en el extranjero, que no se encuentren habilitados para ejercer su profesión en Chile y que no cuenten con el examen único nacional de conocimientos de medicina. A los médicos que, encontrándose en estas circunstancias, obtengan la certificación de su especialidad o subespecialidad tampoco les será exigible el examen. Con todo, el ejercicio de su profesión quedará limitado al de la especialidad o subespecialidad que le fuere certificada, y sólo para el sector público.”.


Artículo transitorio.- Los médicos cirujanos que a la fecha de publicación de esta ley se encuentren en alguna de las situaciones a que se refiere el inciso primero del artículo 7 de la ley N° 20.816, y que hayan obtenido una especialidad o subespecialidad en el extranjero, tendrán el plazo de seis meses, contado desde la publicación de esta ley, para presentar su solicitud de certificación a alguna de las entidades certificadoras autorizadas por el Ministerio de Salud. Dichos profesionales mantendrán sus vínculos de trabajo en el sector público con posterioridad al 14 de febrero de 2017 y hasta no constar el rechazo de su solicitud de certificación por la entidad certificadora si ese fuere el caso.”.
- - -
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza la legislación aduanera.

(Boletín Nº 10.165-05)


El Presidente accidental ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Zaldívar, quien solicita para este proyecto segunda discusión.


Intervienen también los Honorables Senadores señores García y Chahuán.


Queda pendiente la tramitación de este proyecto.

- - -
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional a los profesionales funcionarios de los servicios de salud y de los establecimientos de salud de carácter experimental que indica.
(Boletín N° 10.790-11)


El Vicepresidente, previo acuerdo unánime de la Sala para modificar el Orden del Día, pone en discusión en particular el proyecto de la referencia.


Ofrece la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar, quien hace uso de ella.


Enseguida pone en votación la iniciativa.

- - -

Asume la Presidencia accidental, con la anuencia de la Sala, el Honorable Senador señor Montes.

- - -

El resultado de la votación es de 21 votos a favor y 2 pareos.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.

No votan por estar pareados los Honorables Senadores señores Moreira y Pérez Varela.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Quinteros, Pérez Varela, Prokurica, Coloma, Girardi y Navarro.


El Presidente accidental declara aprobado en general el proyecto, y, asimismo, en particular por no haberse presentado indicaciones ni haberse pedido plazo para formularlas.

- - -

El Presidente accidental ofrece la palabra a la Ministra de Salud, señora Castillo, quien hace uso de ella y agradece el despacho de la iniciativa.

- - -

Queda terminado el trámite de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es como sigue:


“Artículo 1.- Otórgase una bonificación por retiro voluntario, por una sola vez, a los profesionales funcionarios de planta o a contrata, regidos por las leyes Nos 19.664 y 15.076, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio de Salud, a excepción de los cargos del primer y segundo nivel jerárquico pertenecientes al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882, que se desempeñen en alguno de los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 2.763 de 1979 y de las leyes Nos 18.933 y 18.469; así como a los profesionales funcionarios de los establecimientos de salud de carácter experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos 29, 30 y 31, todos de 2000, del Ministerio de Salud, regidos por la Escala A) contenida en las respectivas resoluciones triministeriales Nos 20, 21 y 26, todas de 2004, del Ministerio de Salud, que fijan sus sistemas de remuneraciones, siempre que cumplan con los demás requisitos establecidos en esta ley y su reglamento.


Los profesionales funcionarios señalados en el inciso anterior tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario siempre que entre el 1 de julio de 2014 y el 30 de junio de 2024, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, en el caso de las mujeres, o 65 años de edad, si son hombres, y que hagan efectiva su renuncia voluntaria a todos los cargos y el total de horas que sirven o que estén sirviendo en el conjunto de los organismos señalados en el inciso anterior, en los plazos y según las normas contenidas en esta ley y las que se fijen en el reglamento.


También tendrán derecho a la bonificación por retiro voluntario aquellos profesionales funcionarios señalados en el inciso primero que, al 30 de junio de 2014, hayan cumplido 60 o más años de edad, en el caso de las mujeres, y 65 o más años de edad, tratándose de los hombres, siempre que hagan efectiva su renuncia voluntaria a todos los cargos y al total de horas que sirven en el conjunto de los organismos señalados en el inciso primero, en los plazos y según las normas contenidas en ésta y en las que se fijen en el reglamento.


Para acceder a esta bonificación, los profesionales funcionarios señalados en los incisos anteriores deberán tener a lo menos once años de servicios, contados hacia atrás desde la fecha de su postulación, en cargos con jornadas de horas semanales de la ley Nº 15.076 y/o ley Nº 19.664, o en los establecimientos de salud de carácter experimental señalados en el inciso primero. Para estos efectos, se considerará todo año o fracción igual o superior a seis meses servidos en forma continua o discontinua. 


Artículo 2.- La bonificación por retiro voluntario será equivalente a once meses de remuneración imponible. La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación por retiro voluntario será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al profesional funcionario, considerando el total de horas servidas en los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas.


La bonificación por retiro voluntario no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. 


El pago de la bonificación por retiro voluntario se efectuará por parte de la institución empleadora del profesional funcionario, dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de la resolución que hace efectiva la renuncia voluntaria.


Artículo 3.- Concédese, por una sola vez, una bonificación adicional, de cargo fiscal, a los profesionales funcionarios de planta o a contrata a que se refiere el artículo 1 que tengan, a lo menos, quince años de servicios contados hacia atrás desde la fecha de su postulación, en cargos con jornadas de horas semanales de la ley Nº 15.076 y/o ley Nº 19.664, o en los establecimientos de salud de carácter experimental señalados en dicho artículo. Para estos efectos se considerará todo año o fracción igual o superior a seis meses servidos en forma continua o discontinua.


El monto de la bonificación adicional dependerá de la suma del total de horas semanales que desempeñen los profesionales funcionarios a la fecha de postulación, según las reglas siguientes:


1. Quienes desempeñen once horas semanales, tendrán derecho a una bonificación adicional equivalente a ciento cincuenta unidades de fomento.


2. Quienes desempeñen más de once horas semanales y hasta veintidós horas, tendrán derecho a una bonificación adicional equivalente a cuatrocientas unidades de fomento.


3. Quienes desempeñen más de veintidós horas semanales y hasta cuarenta y tres horas, tendrán derecho a una bonificación adicional equivalente a quinientas unidades de fomento.


4. Quienes desempeñen más de cuarenta y tres horas, tendrán derecho a una bonificación adicional equivalente a seiscientas sesenta y cuatro unidades de fomento.


Con todo, respecto de aquellos profesionales funcionarios que en los doce meses anteriores a la fecha de postulación hayan aumentado el número de horas semanales, la bonificación adicional se calculará considerando las horas semanales que tenían en el momento de variar su jornada de trabajo.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que el profesional funcionario haya cesado en funciones.


Para efectos de la bonificación adicional, los cargos a que se refiere el artículo 44 de la ley Nº 15.076 se considerarán de 28 horas semanales.


Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro voluntario a que se refiere el artículo 1, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. 


Artículo 4.- Podrán acceder a la bonificación por retiro voluntario y a la bonificación adicional hasta un total de 3.750 beneficiarios, distribuidos anualmente de la forma siguiente:


1. Los años 2016, 2017 y 2018 se consultarán 300 cupos por cada anualidad. 


2. El año 2019 contemplará 400 cupos.


3. El año 2020 contemplará 450 cupos.  


4. Los años 2021 a 2024, contemplarán 500 cupos para cada anualidad. 


Los cupos que no hubieren sido utilizados entre los años 2016 y 2018 inclusive, incrementarán los cupos para el año 2019. A partir de este último año, los cupos que no sean utilizados en cada anualidad incrementarán los del año inmediatamente siguiente. Si al 30 de junio de 2024 quedaren cupos disponibles, se abrirá por única vez un plazo especial de postulación de tres meses, el que se regirá de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento. 


Artículo 5.- Para acceder a la bonificación por retiro voluntario y a la bonificación adicional, los profesionales funcionarios que cumplan los requisitos establecidos en esta ley deberán previamente postular a uno de los cupos disponibles.


Los profesionales funcionarios deberán presentar su postulación conforme a los plazos que determine el reglamento, comunicando su decisión de renunciar voluntariamente, en el departamento de recursos humanos o en la unidad que cumpla estas funciones en el organismo en el cual se desempeñan, la que remitirá los antecedentes a la Subsecretaría de Redes Asistenciales. 


En caso de desempeñarse en más de uno de los organismos señalados en el artículo 1, los profesionales funcionarios podrán presentar su solicitud en cualquiera de ellos, indicando en su comunicación de renuncia voluntaria el total de cargos y horas que sirve y el lugar de desempeño de cada uno de ellos. 


Los profesionales funcionarios que cumplan con el requisito de edad señalado en el artículo 1 podrán participar en cualquiera de los procesos de postulación hasta el correspondiente a aquél en que cumplan 69 años de edad, de acuerdo a lo establecido en el reglamento. Si no participaren de este último proceso se entenderá que renuncian a los beneficios de esta ley.


Los profesionales funcionarios de las instituciones señaladas en el inciso primero del artículo 1, que a la fecha de publicación de esta ley tengan cumplidos 69 o más años de edad, podrán postular a los beneficios contenidos en esta ley en los plazos siguientes: 


1. Dentro de los veinticuatro meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, podrán postular aquellos que tengan a dicha fecha entre 69 y 72 años de edad. 


2. Dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, podrán postular aquellos que tengan más de 72 años de edad. 


Las postulaciones presentadas por los profesionales funcionarios a los que se refiere el inciso anterior serán incorporadas al proceso de postulación más próximo según lo determine el reglamento. 


Artículo 6.- La Subsecretaría de Redes Asistenciales mediante resolución determinará los profesionales funcionarios beneficiarios de los cupos correspondientes a un año.


En el caso de haber mayor número de postulantes que cupos disponibles para un año, se seleccionará a los beneficiarios conforme a los siguientes criterios: en primer término, los de mayor edad de acuerdo a la fecha de nacimiento; en igualdad de condiciones de edad, se desempatará según el mayor número de años de servicio en el conjunto de los organismos señalados en el artículo 1, medidos en años, meses y días. Si persiste la igualdad, se desempatará según el mayor número de días de licencias médicas de acuerdo a lo que determine el reglamento. De persistir la igualdad tendrán preferencia los que acrediten mayor número de horas contratadas al momento de la postulación. En todo caso, si aplicados todos los criterios de selección continúa persistiendo la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales, considerando las calificaciones de los dos periodos inmediatamente anteriores al de la postulación.


La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá remitir la resolución de que trata el inciso primero, a través de los medios y mecanismos que defina el reglamento, a cada una de las instituciones señaladas en el inciso primero del artículo 1. Dichos servicios la difundirán de inmediato a través de medios de amplio acceso. 


Dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de dictación de la resolución antes indicada, la institución deberá notificar el resultado del proceso de postulación a cada uno de los postulantes, sea al correo electrónico institucional que tenga asignado o a aquel que fije en su postulación, o de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 46 de la ley N° 19.880, o por carta certificada dirigida al domicilio que el profesional funcionario tenga registrado en el Servicio.


Los profesionales funcionarios que resulten beneficiarios de cupos en la bonificación por retiro voluntario deberán informar por escrito al departamento de recursos humanos o a quien cumpla la función en su institución empleadora, a más tardar el último día del mes siguiente a la fecha de dictación de la resolución que le asigna el cupo, la fecha en que harán efectiva su renuncia voluntaria al cargo y al total de horas que sirvan. Esta fecha deberá hacerse efectiva a más tardar el día primero del quinto mes siguiente al vencimiento del plazo para fijar la fecha de renuncia voluntaria definitiva.


Artículo 7.- Los profesionales funcionarios que, habiendo postulado de conformidad al artículo 5 y que cumplan los requisitos para acceder a los beneficios de esta ley, no sean seleccionados por falta de cupos, pasarán a integrar de forma preferente el listado de seleccionados del proceso correspondiente al año o años siguientes, sin necesidad de nueva postulación. Una vez que sean incorporados a la nómina de beneficiarios, si quedaren cupos disponibles éstos se completarán con los postulantes de dicho año que resulten seleccionados.


Artículo 8.- El profesional funcionario que se desistiere de un cupo podrá volver a postular por una sola vez. Pero sólo podrá ejercer dicho derecho hasta el proceso correspondiente a aquel en que cumpla 69 años de edad, según lo que disponga el reglamento. 


Artículo 9.- También tendrán derecho a postular a la bonificación por retiro voluntario y a la bonificación adicional, los profesionales funcionarios de las instituciones señaladas en el artículo 1 que, entre el 1 de julio de 2014 y el 30 de junio de 2024, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, dentro de los tres años siguientes a la obtención de la referida pensión, cumplan 60 años de edad las mujeres y 65 años de edad los hombres. En ningún caso dichas edades podrán cumplirse más allá del 30 de junio de 2024. Además, deberán cumplir los requisitos para acceder a dichas bonificaciones. En este caso, los años de servicio en las instituciones a que se refiere el artículo 1 y los demás requisitos, se computarán a la fecha de cese de funciones por la obtención de la referida pensión. 


Para efectos de acceder a las bonificaciones señaladas en el inciso anterior, el profesional funcionario, una vez cumplido el requisito de edad indicado en dicho inciso, deberá postular ante su respectiva institución exempleadora, a los cupos a que se refiere el artículo 4 en los plazos que determine el reglamento. El pago de la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional, según corresponda, se efectuará por parte de dicha institución dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación del acto administrativo que conceda las bonificaciones, según corresponda.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al último día del mes inmediatamente anterior al pago.


Artículo 10.- Los profesionales funcionarios que cumpliendo los requisitos no postulen a los beneficios de esta ley dentro de los plazos establecidos en ella y en el reglamento, o no hagan efectiva su renuncia voluntaria en todos los organismos señalados en el artículo 1, respecto de los cargos y del total de horas que sirvan en el plazo que señala esta ley y su reglamento, se entenderá que renuncian irrevocablemente a ellos.


Artículo 11.- Los profesionales funcionarios que cesen en sus cargos por aplicación de lo dispuesto en esta ley no podrán ser nombrados ni contratados como funcionarios en calidad de titular o a contrata, ni contratados a honorarios asimilados a grado o sobre la base de honorarios a suma alzada, en ninguno de los organismos señalados en el inciso primero del artículo 1, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que, previamente, devuelvan la totalidad de los beneficios percibidos, debidamente reajustados por la variación del Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes del pago del beneficio respectivo y el mes anterior al de la restitución, más el interés corriente para operaciones reajustables. 


No obstante lo señalado en el inciso anterior, los profesionales funcionarios podrán celebrar los convenios regulados por el artículo 24 de la ley Nº 19.664. 


Excepcionalmente, los profesionales funcionarios que percibieron cualquiera de las bonificaciones establecidas en esta ley, podrán ser contratados sobre la base de honorarios a suma alzada, de acuerdo a las disponibilidades presupuestarias anuales, para efectos de realizar funciones en un programa especial que será administrado por la Subsecretaría de Redes Asistenciales, en los casos siguientes: 


1. Criterio sanitario, incluyendo, entre otros, disminución de listas de espera, situaciones de emergencia sanitaria y catástrofes naturales, de conformidad a lo que defina el reglamento a que se refiere el artículo 13. 


2. Localidad extrema y rezagada, de conformidad a lo que defina el reglamento a que se refiere el artículo 13.

3. Actividades tutoriales docentes de programas de formación de conformidad a lo que defina el reglamento a que se refiere el artículo 13. 


Artículo 12.- Los beneficios de esta ley serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine por una causal similar de otorgamiento y cualquier otro beneficio por retiro que hubiere percibido el profesional funcionario con anterioridad.


Artículo 13.- Un reglamento expedido a través del Ministerio de Salud, y suscrito además por el Ministro de Hacienda, en un plazo máximo de seis meses, establecerá los procedimientos para la postulación y concesión de las bonificaciones señaladas, así como toda otra norma necesaria para el otorgamiento de dichos beneficios.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pueda financiar con esos recursos. Para los años siguientes, los recursos se consultarán en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -
Informe de la Comisión Mixta constituida para resolver la discrepancia producida en la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.451 para ampliar la donación cruzada de órganos entre personas vivas.
(Boletín N° 10.009-11).

El Presidente accidental, previo acuerdo unánime de la Sala para modificar el Orden del Día, pone en discusión el informe de la referencia.

El Secretario General informa que la divergencia suscitada entre ambas Cámaras deriva del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, del nuevo inciso segundo propuesto para el artículo 4° bis de la señalada ley -que establece normas sobre el trasplante y donación de órganos- por la Cámara de Diputados en el segundo trámite, norma que permite destinar el órgano extraído de una persona que se le done voluntariamente y en forma altruista. El Senado descartó así la posibilidad de que la donación se realizara de forma dirigida a una persona específica, dado que ello podría dar lugar a que la finalidad de la entrega del órgano no fuera el mero altruismo.

Agrega que la Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, efectuó una proposición que consiste en reemplazar el inciso segundo propuesto para el artículo 4° bis por la Cámara, por otro del siguiente tenor:


“Asimismo, se permitirá la extracción de órganos en vida con fines de trasplante cuando el donante sea una persona capaz, mayor de dieciocho años, y se ofrezca voluntariamente y en forma altruista para la extracción y donación en vida”. El órgano extraído tendrá como destino ser trasplantado a la persona que corresponda, que esté incluida en el registro nacional de potenciales receptores a cargo del Instituto de Salud Pública de Chile.

Añade que la Comisión acordó la proposición por la mayoría de sus integrantes. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi, y los Honorables Diputados señores Alvarado, Macaya, Rathgeb y Torres. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán.

Manifiesta que habiendo la Comisión Mixta observado una omisión en el numeral 3 del nuevo inciso tercero incorporado al artículo 4° bis por la Cámara de Diputados, para guardar la debida correspondencia y armonía entre las disposiciones, así como entre el texto y la ley N° 19.451, resolvió completar la denominación del registro nacional allí mencionado, añadiendo la palabra “potenciales” antes del vocablo “receptores”. Ese acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes en la señalada Comisión.


El Presidente accidental pone en votación la proposición de la Comisión Mixta.


El resultado es de 16 votos favorables y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Larraín, Montes, Navarro, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma y Zaldívar.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Chahuán, Navarro y Girardi y señora Pérez San Martín.

- - -

El Presidente accidental declara aprobada la proposición de la Comisión Mixta y ofrece la palabra a la Ministra de Salud, señora Castillo, quien hace uso de ella.

- - -

El tratamiento de este asunto queda concluido.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


Artículo único.- Modifícase la ley N° 19.451, que establece normas sobre trasplante y donación de órganos, de la forma siguiente:


1.- Agrégase, en el inciso tercero del artículo 3° bis, luego del punto y aparte, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “a excepción del mecanismo de donación de órganos establecido en los artículos 4° bis y 4° ter.”.


2.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 4°, por el siguiente:


“Artículo 4°.- La extracción de órganos en vida con fines de trasplante, conforme a lo dispuesto en los artículos 4° bis y 4° ter, sólo se realizará cuando se estime que razonablemente no causará un grave perjuicio a la salud del donante y existan perspectivas de éxito para conservar la vida o mejorar la salud del receptor. Esta extracción siempre deberá practicarse previo informe positivo de aptitud física.”.


3.- Intercálanse, en el artículo 4° bis, a continuación del inciso primero, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto:


“Asimismo, se permitirá la extracción de órganos en vida con fines de trasplante cuando el donante sea una persona capaz, mayor de dieciocho años, y se ofrezca voluntariamente y en forma altruista para la extracción y donación en vida. En este caso, el órgano extraído tendrá como destino ser trasplantado a la persona que corresponda y esté incluida en el registro nacional de potenciales receptores a cargo del Instituto de Salud Pública de Chile, con el propósito de conservar su vida o mejorar su salud.


Para los efectos dispuestos en los incisos anteriores, se deben cumplir, además, los requisitos siguientes: 


1. En el momento de la donación, el donante no debe pertenecer al registro nacional de no donantes a que se refiere el artículo 2º bis.


2. El donante debe expresar su consentimiento por escrito, en forma libre e informada, y debe encontrarse en pleno goce de sus facultades, lo que deberá ser certificado por dos médicos especialistas en salud mental, sin perjuicio de cumplir con la certificación dispuesta en el artículo 5º.


3. La donación se efectuará al registro nacional de potenciales receptores, según lo dispuesto en el inciso anterior.”.


4.- Incorpórase un artículo 4° ter, del siguiente tenor:


“Artículo 4° ter.- En los casos que no existan condiciones médicas favorables para el trasplante de órganos entre las personas mencionadas en el inciso primero del artículo anterior, se permitirá la donación cruzada de órganos. Se entiende por donación cruzada a aquella que se realiza entre parejas donante-receptor que se encuentren en la situación descrita y estén inscritas en un registro nacional de parejas donante-receptor, en el Instituto de Salud Pública, como responsable del listado nacional de potenciales receptores de órganos.”.


5.- Incorpórase un artículo 4° quáter, del siguiente tenor:


“Artículo 4° quáter.- El reglamento elaborado por el Ministerio de Salud establecerá las normas para la organización y funcionamiento del registro de parejas donante-receptor y del registro de donantes altruistas, el cual tendrá por objetivo facilitar la búsqueda de parejas biológicamente compatibles entre sí y aplicar criterios de priorización para los trasplantes.”.


6.- Incorpórase el siguiente artículo 4° quinquies:  


“Artículo 4° quinquies.- La información relativa a donantes y receptores de las modalidades establecidas en los artículos 4° bis y 4° ter será tratada y custodiada con estricta confidencialidad y será considerada como dato sensible conforme a lo dispuesto en la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada.”.

- - -
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Allende, Muñoz y Van Rysselberghe, y señores Bianchi, Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Ossandón, Pérez Varela, Quintana, Quinteros y Tuma, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, disponga la entrega de recursos para solucionar la situación que afecta a los trabajadores de la mina "Santa Ana" de Curanilahue.
(Boletín N° S 1.912-12)


El Presidente accidental, previo acuerdo de la Sala para modificar la Tabla,  pone en discusión el asunto de la referencia.

El Secretario General enuncia el contenido del proyecto de acuerdo.


El Presidente accidental lo declara aprobado por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


El asunto queda terminado en su tramitación.


El texto del proyecto de acuerdo es del siguiente tenor:


“Solicitar a la señora Presidenta de la República  que realice una transferencia directa de quinientos millones de pesos, por medio del organismo estatal que se ajuste a derecho, con el fin de activar las operaciones de la Mina Santa Ana.”.

- - -


El Presidente accidental declara terminado el Orden del Día.

- - -

Peticiones de oficios


Enseguida, el señor Secretario General anuncia que se han recibido peticiones de oficios del Honorable Senador señor Prokurica, dirigidas, en su nombre, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario. 

- - -

Incidentes


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Moreira, en el tiempo  del Comité Partido Unión Demócrata Independiente; Navarro, en el tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud; y, Chahuán, en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional; quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.
Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “PROTOCOLO DE ENMIENDA AL CONVENIO DE INTEGRACIÓN CINEMATOGRÁFICA IBEROAMERICANA”, SUSCRITO EN CÓRDOBA 

(10.996-10)


Oficio Nº 13.075

VALPARAÍSO, 3 de enero de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 10.996-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana”, suscrito en Córdoba, España, el 28 de noviembre de 2007.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Osvaldo Andrade Lara, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “ACUERDO LATINOAMERICANO DE COPRODUCCIÓN CINEMATOGRÁFICA, ADOPTADO EN CARACAS, VENEZUELA, EL 11 DE NOVIEMBRE DE 1989, Y SU PROTOCOLO DE ENMIENDA”, SUSCRITO EN LA CIUDAD DE BOGOTÁ, COLOMBIA, EL 14 DE JULIO DE 2006

(10.997-10)


Oficio Nº 13.076

VALPARAÍSO, 3 de enero de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 10.997-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica”, adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006.”.
Dios guarde a V.E.
(Fdo.): Osvaldo Andrade Lara, Presidente de la Cámara de Diputados, Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE LA CULTURA

(8.938-24)
HONORABLE SENADO:
La Comisión de Educación y Cultura tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del Ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique, con urgencia calificada de “simple”.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázaval y Fulvio Rossi Ciocca.

Asimismo concurrieron1:

-Del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes: el Ministro Presidente, señor Ernesto Ottone; la Subdirectora Nacional, señora Ana Tironi; la Asesora, señorita Karen Soto; la Jefa de Gabinete, señora Fernanda Castillo; el Jefe de Planificación, señor Eduardo Oyarzún; la Periodista, señora Daniela Zamora, y el Fotógrafo, señor Juan Guajardo. 
-Del Comité de Patrimonio Arquitectónico y Ambiental del Colegio de Arquitectos de Chile: el Arquitecto, señor Patricio Gross; las señoras Ana María Villagra y Karen Fried, y el señor Ezio Mosciatti. 
-El Abogado y Profesor de la Universidad de Chile, señor Santiago Schuster. 
-El Director Ejecutivo del Centro Cultural Estación Mapocho; Profesor de Políticas y Gestión Culturales y Miembro del Directorio Nacional del Consejo Nacional de la Cultura y Las Artes, señor Arturo Navarro. 
-De la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, DIBAM: el Director, señor Ángel Cabeza; la Subdirectora, señora Ana Tironi; la Jefa de Gabinete de la Subdirectora, señora Daniela Correa; el Asesor, señor Raúl Cornejo, y el Jefe del Departamento Jurídico, señor José Rafael Cortés. 
-De la Asociación Nacional de Funcionarios de la ANFUDIBAM: la Presidenta Nacional, señora Margarita Hormazábal, los Asesores, señora Bernardita Barriga y señores Luis Cuniqueo y Mario Pino, y el Tesorero, señor Camilo Moreno.
-El Actor, Gestor Cultural y ex Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes: señor Luciano Cruz-Coke. 
-La Arquitecta y ex Directora de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos: señora Magalena Krebs. 
-La Doctora en Antropología y Profesora de la Universidad de Chile, señora Sonia Montecino. 
-De la Asociación Gremial de Gestores Culturales de Chile, AdCultura: la Presidenta, señora María José Egaña, y la Directiva, señora Verónica Tapia. 
-De la Sociedad de Autores Nacionales de Teatro, Cine y Audiovisuales, ATN: el Presidente del Consejo Directivo, señor Gustavo Meza.
-Del Observatorio de Políticas Culturales: la Directora, señora Bárbara Negrón.
-El Profesor Asociado, Doctor en Filosofía con mención Estética y Teoría del Arte y Magíster en Artes Visuales de la Universidad de Chile, señor Pablo Chiuminatto.

-El Representante de los Trabajadores del Consejo de Monumentos Nacionales, señor Francisco Silva.
-La Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Manón Herrera.

-El Investigador y Director Regional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en la región de La Araucanía, señor Pedro Marimán.

-De la Asociación de Directores y Guionistas de Chile, ADG: el Presidente, señor Jorge López. 
-Del Secretario Ejecutivo de la Comisión Mapuche de Seguimiento de la IX Región de la Ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y del Patrimonio: el Secretario Ejecutivo, señor Juan Curín Llanquinao; el Presidente, señor Cirilo Antinao; el Coordinador, señor Fernando Grunewaldt, y la Representante de la mujer, señora Norma Pilquinao. 
-De la Red de Salas de Teatros: el Presidente, señor Gian Reginato. 
-De la Universidad de Chile: el Rector, señor Ennio Vivaldi, y la Periodista, señora Francisca Palma.
-Del Colegio de Arquitectos de Chile: la Presidenta, señora Pilar Urrejola.

-El Ex Director del Museo Histórico Nacional y actual Director del Centro de Extensión Artística y Cultural de la Universidad de Chile, señor Diego Matte.

-Del Sindicato de Actores de Chile: la Presidenta, señora Andrea Gutiérrez.

-El Ex Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales y actual Director de la Escuela de Arquitectura de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Emilio de la Cerda.

-De la Corporación Cultural Fidel Sepúlveda: el Vicepresidente, señor Marco Llerena.

-Del Ministerio de Educación: la Asesora, señora Luz María Gutiérrez. 
-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Sergio Herrera. 
-Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, CELAP: lo Asesores, señora Yasna Bermúdez y señor Juan Pablo Briones. 
-De la Unión Nacional de Artistas: la Encargada de Comunicaciones, señora Rebeca Pérez. 
-Del Sindicato de Actores de Chile, SIDARTE: el Director, señor Franco Beghell.
-De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señora Francisca Greene y señor Mauricio Holz. 
-De la Fundación Jaime Guzmán: los Asesores, señores Carlos Oyarzún y Felipe Rössler. 
-De la oficina del Honorable Senador señor García: el Asesor, señor Marcelo Estrella. 
-De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: el Asesor, señor Felipe Caro.
-Del Comité Partido por la Democracia: la Asesora Legislativa, señora Valeria Ramírez. 
-De la oficina del Honorable Senador señor Navarro: el Asesor, señor Jaime Mondría. 
-Del Comité DC: la Asesora Legislativa, señora Constanza González.
-De la oficina del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio: la Periodista, señorita Javiera Andaur.
OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley tiene por finalidad crear una nueva institucionalidad estatal para la cultura, las artes y el patrimonio, mediante la creación de una nueva secretaría de Estado que se denominará Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, la que busca expresar el reconocimiento del Estado a nuestra diversidad cultural, incluido el reconocimiento a las culturas de los pueblos originarios. El ministerio que se crea estará integrado por dos subsecretarías, cada una de las cuales desarrollará los respectivos ámbitos que aborda esta nueva estructura, esto es, la cultura y las artes y el patrimonio.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe hacer presente que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República2, la Comisión determinó que la letra e) del artículo 4, el inciso tercero del artículo 10, los artículos 16, 17, 18, 19 y 20, el número 2 del artículo 50 y el artículo primero transitorio del proyecto de ley tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.-Ley N° 17.288, de 1970, que legisla sobre Monumentos Nacionales; modifica las leyes N° 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley N° 651, de 17 de octubre de 1925.

2.- Decreto ley N° 825, del Ministerio de Hacienda, de 1974, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

3.- Ley N° 19.169, de 1992, establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales.
4.- Ley N° 17.336, de 1970, sobre Propiedad Intelectual.

5.- Ley N° 18.985, de 1990, que establece Normas sobre Reforma Tributaria.
6.- Ley N° 20.675, de 2013, que modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8º de la ley Nº 18.985.

7.- Ley N° 19.227, de 1993, que crea Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, y modifica cuerpos legales que señala.

8.- Ley N° 19.928, de 2004, sobre sobre Fomento de la Música Chilena.

9.- Ley N° 19.981, de 2004, sobre Fomento Audiovisual.

10.- Ley N° 19.891, de 2003, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes.

11.- Decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

12.- Ley N° 19.846, de 2003, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica.

13.- Decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, de 1927, que organiza las secretarías del Estado.

14.- Ley N° 17.236, de 1969, que aprueba normas que favorecen el ejercicio y difusión de las Artes.

15.- Ley N° 18.838, de 1989, que crea el Consejo Nacional de Televisión.
16.- Decreto con fuerza de ley N° 5.200, del Ministerio de Educación Pública, de 1929.

17.- Ley N° 19.253, de 1993, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

18.- Ley N° 20.216, de 2007, que establece normas en beneficio del Circo Chileno.

19.-Decreto con fuerza de ley N° 1/ 19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

20.-Decreto con fuerza de ley N° 1/ 19.175, del Ministerio del Interior, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

21.-Ley N° 19.296, de 1994, que establece normas sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado.

22.- Decreto con fuerza de ley N° 63/ 18.834, del Ministerio del Interior, de 1990, que modifica decretos con fuerza de ley que se indican sobre adecuación de plantas.

23.-Decreto con fuerza de ley N° 1/ 16.271, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 16.271, de Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.

24.-Decreto ley N° 1263, del Ministerio de Hacienda, de 1975, decreto ley orgánico de Administración Financiera.

27.-Decreto con fuerza de ley N° 1/ 19.882, del Ministerio del Interior, de 1994, que crea cargos de carrera que indica, conforme inciso cuarto, artículo septuagésimo, ley Nº 19.882.

28.-Ley N° 19.733, de 2001, sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.
II.ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje presidencial.3




Su Excelencia la señora Presidenta de la República señala que comparte el propósito que animó al ex Presidente Sebastián Piñera Echeñique de presentar el proyecto de ley en informe, en que incide la referida indicación y que refleja la convicción que, transversalmente, comparten los diversos sectores de la sociedad y de los órganos de representación política en cuanto a la relevancia de la cultura en la vida de cada persona, de las diversas comunidades, y del conjunto de nuestro país.




En ese sentido, hace presente que la indicación en estudio recoge el conjunto de observaciones, críticas y recomendaciones que el articulado del proyecto de ley inicial suscitó en la comunidad, también por parte de los funcionarios y personal que labora en los organismos públicos competentes en este ámbito, y en diversos sectores ciudadanos y políticos, y que explica proponer al Congreso un proyecto de Ley Orgánica del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Precisa que el referido compromiso tuvo por objeto abordar y superar los significativos problemas e insuficiencias que nuestra institucionalidad pública cultural enfrenta y, al mismo tiempo, constituir una institución que, con una gobernanza democrática, sirva a cada uno de los ciudadanos, a las diversas comunidades y al conjunto de nuestro país. 





En definitiva, precisa, se busca crear una institucionalidad pública cultural que dé respuestas hoy a los impostergables desafíos y exigencias que el Estado de Chile tiene, para asumir sus responsabilidades en la generación de condiciones para nuestro desarrollo cultural y, consecuentemente, para el desarrollo integral de un Chile sustentable, democrático, pluralista y respetuoso de nuestra diversidad cultural.




Continuando en su desarrollo, el mensaje destaca que 

la cultura es expresión y testimonio indiscutible de nuestra condición humana, esto es, de nuestra capacidad creadora y transformadora, de nuestras formas de explicar y comprender el mundo, de nuestras formas de habitar, de construir sentidos de pertenencia y de transcendencia, y de la necesidad y capacidad de crear contenidos, obras, manifestaciones y prácticas con representación simbólica. 

Como lo expresa la UNESCO, la cultura hoy puede considerarse como  “el conjunto de los rasgos distintivos, espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o un grupo social. Ella engloba, además de las artes y las letras, los modos de vida, los derechos fundamentales al ser humano, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias (……)”; “la cultura da al hombre la capacidad de reflexionar sobre sí mismo. Es ella la que hace de nosotros seres específicamente humanos, racionales, críticos y éticamente comprometidos. A través de ella discernimos los valores y efectuamos opciones. A través de ella el hombre se expresa, toma conciencia de sí mismo, se reconoce como un proyecto inacabado, pone en cuestión sus propias realizaciones, busca incansablemente nuevas significaciones, y crea obras que lo trascienden”.





Añade que tal como declara la Convención Sobre la Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, de la UNESCO, es fundamental reconocer que “la cultura adquiere formas diversas a través del tiempo y el espacio y que esta diversidad se manifiesta en la originalidad y la pluralidad de las identidades y en las expresiones culturales de los pueblos y sociedades que forman la humanidad”.





Así, las personas y comunidades somos sujetos culturales, creadores de saberes, conocimientos, prácticas, manifestaciones, y bienes materiales e inmateriales con representación simbólica.





Enfatiza que es parte esencial de la construcción de una sociedad verdaderamente democrática el desarrollar políticas públicas que estimulen, favorezcan, respeten y reconozcan la diversidad de relatos, sus manifestaciones materiales e inmateriales, los diversos procesos de memorias, lenguajes y la diversidad de patrimonios culturales que conforman nuestro país; como asimismo, que dichas políticas públicas promuevan la interculturalidad y la unidad en la diversidad, y el diálogo verdadero y recíproco entre el estado y la sociedad, respetuoso de sus historias, saberes, oficios y expresiones.





Continuando en su exposición de motivos destaca que “La diversidad cultural es una característica esencial de la humanidad” afirma la Convención antes citada, ella “crea un mundo rico y variado que acrecienta la gama de posibilidades y nutre las capacidades y los valores humanos, y constituye, por lo tanto, uno de los principales motores del desarrollo sostenible de las comunidades, los pueblos y las naciones”. En un contexto democrático, de respeto a los derechos humanos, justicia social, y respeto mutuo entre los pueblos y culturas, esta diversidad cultural (…) es indispensable para la paz y la seguridad en el plano local, nacional e internacional.”





Añade que nuestro país, también, es culturalmente diverso. Diversidad que surge y se fundamenta desde numerosos ámbitos: los territorios y sus geografías; los pueblos originarios; las diversas comunidades inmigrantes residentes en Chile; diversidades generacionales, de géneros e identidades sexuales; pertenencias sociales, religiosas, políticas; etc. 

Tal como lo establece ésta Convención, proteger, promover y contribuir a mantener esta diversidad es “una condición esencial para un desarrollo sostenible en beneficio de las generaciones actuales y futuras”. Desde esta diversidad cultural, fundamento y testimonio de las identidades, se constituye y se reconstruye nuestra identidad nacional, como proceso dinámico y permanente.





En ese mismo orden de consideraciones, afirma que la cultura es, también, campo de creación y expresión de valores y sentidos de comunidad. La cultura es un pilar  fundamental para la democracia, la libertad y la paz. Puede y debe cumplir un rol central en la promoción y generación de valores de respeto y consideración del otro, de convivencia, de encuentro ciudadano respetuoso de los derechos humanos y dignidad de cada persona y comunidad, de interculturalidad; y, por cierto, de activo compromiso en la definición democrática de los destinos del país. 





Puntualiza que el desarrollo integral y sustentable de Chile precisa, como elemento esencial, de la cultura. Sin cultura no es posible concebir el crecimiento sostenible, con innovación y creatividad, en relación armónica con la naturaleza y sus recursos, con estructuras institucionales efectivas de equidad e igualdad, con una activa participación ciudadana en los distintos ámbitos de la vida en sociedad, en una convivencia de mutuo respeto, en diálogo también respetuoso con el mundo. Nuestra humanidad no se agota en la satisfacción de las necesidades básicas para la sobrevivencia; necesitamos desplegar nuestras capacidades creadoras en todos los campos de la inteligencia, de nuestros sentidos y emociones.




Declara, seguidamente, que así lo reconocieron nuestros países en la Declaración de México sobre las Políticas Culturales, suscrita por la Conferencia Mundial sobre las Políticas Culturales (México D.F., 1982), al declarar que ”La cultura constituye una dimensión fundamental del proceso de desarrollo y contribuye a fortalecer la independencia, la soberanía y la identidad de las naciones. El crecimiento se ha concebido frecuentemente en términos cuantitativos, sin tomar en cuenta su necesaria dimensión cualitativa, es decir, la satisfacción de las aspiraciones espirituales y culturales del hombre. El desarrollo auténtico persigue el bienestar y la satisfacción constante de cada uno y de todos.”. Agrega, por su parte, que: “Es indispensable humanizar el desarrollo; su fin último es la persona en su dignidad individual y en su responsabilidad social. El desarrollo supone la capacidad de cada individuo y de cada pueblo para informarse, aprender y comunicar sus experiencias”. A su vez, reconoce que “Proporcionar a todos los hombres la oportunidad de realizar un mejor destino supone ajustar permanentemente el ritmo del desarrollo.”.




Igualmente, dicha declaración precisa que “La cultura es el fundamento necesario para un desarrollo auténtico. La sociedad debe realizar un esfuerzo importante dirigido a planificar, administrar y financiar las actividades culturales. A tal efecto, se han de tomar en consideración las necesidades y problemas de cada sociedad, sin menoscabo de asegurar la libertad necesaria para la creación cultural, tanto en su contenido como en su orientación.”




Prosiguiendo en sus fundamentos, Su Excelencia la señora Presidenta de la República señala que Chile es un país pequeño, pero tenemos el privilegio de contar con grandes creadores y cultores. Gabriela Mistral y Pablo Neruda, Vicente Huidobro, Gonzalo Rojas y Nicanor Parra, Claudio Arrau, Roberto Matta, Violeta Parra y Víctor Jara, son algunos de los relevantes creadores que, desde el sur del mundo, han traspasado las fronteras de nuestro país para constituirse en referentes culturales de la humanidad.





Añade que son miles de artistas y cultores a lo largo y ancho de nuestro país, que están creando y aportando al desarrollo cultural de Chile. Son cientos los gestores culturales y patrimoniales que en todo el país desarrollan grandes esfuerzos para contribuir en las indispensables tareas de mediación, circulación, difusión y distribución de obras, manifestaciones y bienes culturales, para crear audiencias y facilitar el acceso equitativo de las personas a estas manifestaciones. A ellos se suma el valioso trabajo y aporte de  diversas corporaciones, fundaciones y organizaciones culturales y patrimoniales. 




Igualmente, destacados académicos e investigadores desde distintas universidades y centros de estudios piensan y nos ayudan a pensarnos como humanidad y como país. 





Asimismo, agrega, nuestra Nación da cuenta de la existencia de un país mestizo. Una parte significativa de nuestra memoria e historia actual se inicia y tiene su base étnica, social, cultural y religiosa en los pueblos originarios. Los pueblos Mapuche, Aimara, comunidades Atacameñas, Quechuas, Collas, y Diaguitas, Rapa Nui, las comunidades Kawashkar o Alacalufe y Yámana o Yagán de los canales australes, no sólo son parte sustantiva de nuestro origen y cultura; tienen sus propias culturas las cuales expresan, también, su cosmovisión y forma de habitar y vivir la humanidad. 




También nuestra existencia y destinos tienen una raíz en aquellos que fueron traídos desde lejanos territorios del África y, a pesar de dolorosas injusticias, dieron vida a una significativa comunidad de afrodescendientes, plenamente vigente en nuestro país, a los que cabe agregar a las personas que son el resultado del impacto de migrantes forzosos y voluntarios: alemanes, bolivianos, coreanos, chinos, ecuatorianos, holandeses, ingleses, israelitas, italianos, palestinos,  peruanos, sirios y yugoslavos, entre otros. Sus culturas y sus vidas se han unido y dialogado con nuestras culturas y vidas. Nuestra(s) identidad(es) se ha(n) construido y se construye(n) desde ese mestizaje y del encuentro y no encuentro con “el otro”. 




Asimismo, desde distintos territorios del mundo, los chilenos y las chilenas residentes en el exterior y sus comunidades, crean y son portadores de la cultura de Chile, en diálogo e intercambio cultural con otras culturas y pueblos. 
Nuestro país acoge y es portador de un patrimonio cultural amplio, heterogéneo, diverso y plural, material e inmaterial, conformado por personas y comunidades, por nuestras lenguas, saberes ancestrales, conocimientos, oficios, obras artísticas, en todos sus ámbitos, nuestra arquitectura, nuestros ritos, fiestas religiosas y populares, bailes, nuestra cocina - con sus formas propias de preparar y compartir los alimentos-, historias, mitos y leyendas, documentos, libros, películas, edificios, construcciones, territorios, sitios  y vestigios arqueológicos. Ellos expresan y son testimonio de lo que hemos sido y somos, de nuestra forma de ser y vivir en comunidad, de habitar un territorio natural y simbólico, de nuestra cosmovisión, de civilidad y educación, de nuestras capacidades y talentos de creación y producción artística, de nuestros conflictos y dolores, de nuestras creencias, de las tensiones sociales y políticas que hemos vivido a lo largo de la historia, como también de lo que reconocemos, valoramos o negamos de lo realizado por otras generaciones que nos han antecedido.  





Como lo afirmaba el destacado intelectual, poeta, profesor, académico de la lengua, teórico e investigador del arte y de la cultura latinoamericana, don Fidel Sepúlveda Llanos “la memoria es presencia del pasado en el presente. Presencia del pasado memorable. Lo memorables es lo relevante. Lo relevante es lo revelante de la riqueza del ser. Riqueza del pasado que no ha pasado, que llega al presente y lo planifica. Con este pasado llegando al presente se hace el patrimonio.”.





En esa perspectiva, puntualiza la indicación, el Estado debe respetar y promover la libre expresión y creación, y el desarrollo cultural del país en toda su diversidad y debe fomentar y contribuir en las indispensables tareas de investigación, identificación, puesta en valor, restauración, rescate, conservación y protección del patrimonio cultural de Chile, en toda su diversidad y pluralidad, como asimismo en el conocimiento  y  educación de ese patrimonio. El Estado, asimismo, ha de tener especial preocupación en la salvaguardia del patrimonio material e inmaterial presente y constitutivo de los sitios y bienes declarados patrimonio de la humanidad, como también debe estimular, facilitar y colaborar en el diálogo entre patrimonio cultural y contemporaneidad, promoviendo nuevas lecturas, la crítica reflexiva, creatividad, y apertura a los nuevos lenguajes, soportes y tecnologías.




Asimismo, la organización estatal debe cumplir un rol en el fomento y desarrollo de la creación artística y las industrias y economía creativas, del acceso democrático de las personas y comunidades a las obras, expresiones, manifestaciones, bienes y servicios culturales y patrimoniales, y en generar condiciones que favorezcan el desarrollo de las diversas manifestaciones comunitarias y populares de las culturas, el respeto, valoración y desarrollo de las culturas de los pueblos originarios y comunidades afrodescendientes y la interculturalidad, con pleno respeto a nuestra diversidad cultural. 




Desde la recuperación de la Democracia en nuestro país, en distintos momentos y en diversas instancias, la comunidad cultural y el Estado han dialogado en torno a la necesidad de crear una institucionalidad pública cultural del más alto nivel para responder a los grandes desafíos, exigencias y oportunidades para el desarrollo cultural del país y de cada uno(a) de nuestros(as) compatriotas. Diversas comisiones asesoras presidenciales; así como también el Congreso Nacional; autoridades y funcionarios del poder Ejecutivo; y la sociedad civil, han sido fundamentales para pensar y diseñar las instituciones más eficaces y eficientes en cada momento histórico de estos últimos veinticinco años, desarrollando experiencias de gestión pública cultural basadas no sólo en el respeto y valoración de nuestra diversidad, sino también incorporando la participación ciudadana en la definición de un conjunto de asuntos  públicos.




La creación en el año 2003, del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, mediante la Ley N° 19.891, como servicio público descentralizado y desconcentrado territorialmente, constituyó un gran avance institucional y fue una respuesta pertinente para los desafíos y exigencias de la época. Más aún, se constituyó en un ejemplo acerca de cómo el Estado debe asumir las particularidades y excepcionalidades de la cultura. En efecto, de conformidad a nuestro ordenamiento jurídico, dicha ley otorga facultades de formulación de políticas públicas en materias culturales y patrimoniales al Consejo Nacional de la Cultura y la Artes, facultades que, en principio, son propias de un ministerio. Asimismo, dispone que la dirección del servicio corresponde a un órgano colegiado, denominado Directorio Nacional, el cual está integrado por representes de órganos públicos y de personas representativas de la sociedad civil, en diversos ámbitos de la cultura. Sin embargo, al mismo tiempo, contempla una autoridad unipersonal, un presidente del Consejo que tiene rango de ministro. Es el único servicio público descentralizado de nuestro país que tiene esta conformación. Y es así, porque debía dar adecuada respuesta institucional a la excepcionalidad de la cultura. 





Por su parte, la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, creada mediante decreto con fuerza de ley N° 5.200, del año 1929, y que acoge a instituciones patrimoniales nacionales creadas con anterioridad a esa fecha como lo son la Biblioteca Nacional, Archivo Nacional, Museo Nacional de Historia Natural, Museo Nacional de Bellas Artes y Museo Histórico Nacional; es un servicio público que a lo largo de su historia ha  implementado políticas patrimoniales, junto con colaborar en el diseño y ejecución de planes y programas, correspondientes al Ministerio de Educación. 




Adentrándose en los objetivos de la iniciativa de ley en informe, destaca que se busca crear una institucionalidad pública cultural que:





1.
Supere la actual dispersión y fragmentación institucional, permitiendo un trabajo intersectorial y profesional articulado entre los diversos ámbitos de las artes, las culturas y el patrimonio cultural, reconociendo la especialización de lo patrimonial, pero recordando que la creación de hoy dialoga con obras y contenidos significativos del pasado memorable; 




2. 
Aborde de mejor manera dimensiones actualmente omitidas o insuficientemente atendidas de las diversas expresiones del folclor, de las culturas  tradicionales, culturas populares y manifestaciones comunitarias de las culturas.




3.
Colabore con mayor fuerza al reconocimiento y valoración de nuestra diversidad cultural, de las particularidades e identidades regionales.





4. 
Incluya a los creadores y cultores, organizaciones culturales y patrimoniales, universidades, gobiernos locales y  regionales, comunidades y organizaciones de los pueblos originarios, y el conjunto de personas y comunidades del país, incluidos aquellos chilenos que residen en el extranjero, contemplando instancias de participación ciudadana, a nivel nacional y regional.




5. 
Contemple el aporte del Estado en materia de fomento y desarrollo de las artes, las industrias culturales y la economía creativa, y el patrimonio, sin perjuicio de valorar los aportes de los fondos públicos de financiamiento cultural y la labor cumplida por los consejos sectoriales creados por ley durante las últimas décadas. 




En definitiva, puntualiza, un Ministerio que, entre cosas, contribuya y permita promover y realizar una gestión pública cultural basada en el respeto a los derechos humanos, la participación ciudadana, el respeto a la diversidad cultural, el reconocimiento y respeto a la diversidad de género e identidades sexuales, el diálogo intercultural, y el ejercicio de la crítica y reflexión creativa.





En cuanto a los contenidos de la iniciativa, destaca, en primer orden, la creación del Ministerio, y sus principios y definiciones, y enfatiza que la denominación que se propone para esta Secretaría de Estado es  Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, denominación que busca expresar el reconocimiento del Estado a nuestra diversidad cultural, incluido el reconocimiento a las culturas de los pueblos originarios, conforme a la reflexión y propuestas de la Consulta Indígena realizada por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, entre los meses de Septiembre de 2014, a  Mayo de 2015, en la cual participaron representantes de 2.051 organizaciones indígenas en los 16 encuentros regionales, y 212 representantes en el Encuentro Nacional.




Asimismo, añade, recoge un conjunto de principios  que deben orientar el quehacer del Estado, del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. El respeto a la diversidad cultural, la democracia cultural y participación ciudadana, el reconocimiento a las identidades territoriales, el reconocimiento cultural de los pueblos indígenas, el patrimonio cultural como bien público, el respeto a libertad de creación y la valoración social de creadores y cultores, el respeto a los derechos de creadores y cultores, se constituyen en esenciales para una gobernanza democrática en la gestión pública cultural. Para efectos de la ley que se propone, se entenderá por Cultura, Diversidad Cultural, Patrimonio Cultural y Patrimonio Cultural Inmaterial las definiciones contenidas en instrumentos internacionales vigentes de UNESCO ratificados por Chile.  




En cuanto  al objeto, funciones y atribuciones de esta nueva estructura estatal, señala que el Ministerio será colaborar con el  Presidente de la República en el diseño, formulación e implementación de políticas, planes y programas para contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad, reconociendo y valorando las culturas de los pueblos originarios, la diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales, realizando  una gestión pública cultural basada en los principios contemplados en la presente ley.




El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial, propendiendo a su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. Por su parte, el Ministro le corresponderá especialmente, velar por la consistencia y coherencia de las labores realizadas por los Servicios relacionados o dependientes, y las Subsecretarías que forman parte de su estructura, resolviendo cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a sus competencias.  




El domicilio del Ministerio será la ciudad de Valparaíso, sin perjuicio de los que establezca como tales en el país; y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural que será la ciudad de Santiago.




Se contemplan funciones y atribuciones relativas a  creación artística y cultural; a las industrias y economía creativa; al patrimonio cultural; a las culturas y patrimonio de los pueblos originarios;  a las manifestaciones comunitarias y populares de las culturas; a las expresiones y manifestaciones culturales de las comunidades afrodescendientes; etc. 




La organización ministerial contará con el Ministro, dos Subsecretarias; Secretarías Regionales Ministeriales en cada región del país; un Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, desconcentrado territorialmente. Además, se contempla la existencia del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.




El Ministro será el colaborador directo e inmediato del  Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración del sector de cultura. Le corresponderá, en general, la dirección superior de las políticas nacionales, planes y programas  en materia de cultura y patrimonio. Por su parte, para la ejecución de sus políticas, planes y programas en los ámbitos de las artes, de las industrias y economía creativa, culturas populares y manifestaciones comunitarias de las culturas, el Ministerio contará con la colaboración directa de la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares. 




Por su parte, la Subsecretaría del Patrimonio Cultural tendrá como objeto el proponer políticas al  Ministro,  y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural, material e inmaterial; e infraestructura patrimonial. El detalle de la organización interna del Ministerio se entrega a la potestad reglamentaria. 




La Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares tendrá como objeto el proponer políticas al  Ministro y diseñar, ejecutar y evaluar planes, programas y acciones en materias relativas al arte, a las industrias culturales y economías creativas; a las culturas populares y comunitarias; a las demás funciones asignadas en esta ley, y las demás tareas que el  Ministro  le encomiende. Esta Subsecretaría tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio. Se propone que formen parte de la Subsecretaría de las Artes, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura, creado en la ley Nº19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, el Consejo de Fomento de la Música Nacional, creado en la ley Nº19.928, sobre Fomento de la Música Chilena y el Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, creado en la ley Nº19.981, sobre Fomento Audiovisual. Se dispone que los consejeros de cada uno de estos consejos tengan derecho a una dieta conforme lo establece el proyecto. 




Por su parte, la Subsecretaría del Patrimonio Cultural tendrá como objeto el proponer políticas al Ministro y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonial cultural material e inmaterial; e infraestructura patrimonial. Asimismo, le corresponderá coordinar la acción del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural que se crea en la presente ley. 




A nivel regional, se crean Secretarías Regionales Ministeriales con un conjunto de funciones, entre ellas, colaborar con las Subsecretarías en la elaboración de propuestas de políticas, planes y programas ministeriales regionales; ejecutar  políticas, y diseñar y ejecutar planes y programas ministeriales en la región, , en materias culturales, pudiendo adoptar las medidas de coordinación necesarias para estos propósitos; colaborar con el Gobierno Regional en la implementación de  planes,  programas y acciones de competencia del Ministerio; y colaborar con  los municipios de la región,  las corporaciones municipales y las organizaciones sociales cuyo objeto principal sea cultural, manteniendo con todas ellas vínculos permanentes de información y coordinación.




En cuanto a los órganos de participación ciudadana, la indicación crea el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, 17 de sus integrantes provenientes de la sociedad civil, representativos de diversos ámbitos: creación artística e industria y economía creativa, patrimonio cultural, gestión cultural, culturas de pueblos originarios, organizaciones ciudadanas, universidades,  premios nacionales, comunidades de inmigrantes residentes en el país, etc. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a una dieta por sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones al año.




Se contemplan funciones relacionadas con la Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural; la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio; los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y del Fondo del Patrimonio Cultural, y la definición de las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos; la definición de las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO; y la designación de  los Jurados de los Premios Nacionales de Artes Plásticas, de Literatura, de Artes Musicales, y de Artes de la Representación y Audiovisuales.  

Este Consejo se desconcentra territorialmente con 15 consejos regionales, integrados cada uno de ellos, entre otros, por personas representativas de las diversas manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales, universidades y organizaciones ciudadanas. Además, están integrados por personas representativas de los gobiernos locales y regionales. 




En otro ámbito, en concordancia con el resultado de la Consulta Indígena ya mencionada, en las disposiciones transitorias se propone crear el Consejo Asesor de Pueblos Originarios, integrado por nueve personas pertenecientes a los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de la artes, las culturas y el patrimonio de los pueblos originarios, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la Ley. Este Consejo tendrá existencia legal hasta la entrada en vigencia de la Ley que crea un Consejo Nacional de Pueblos Indígenas o entidad semejante. Los consejeros tendrán derecho a dieta, sesionarán cuatro veces al año, para asesorar al  Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena.




Asimismo, el texto propuesto contempla la creación de un Fondo del Patrimonio Cultural que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, conservación y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio indígena.La Administración de este Fondo corresponderá al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.





Para la implementación de políticas, planes y programas en materias de patrimonio cultural, se propone la creación del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural,  como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que estará sometido a la supervigilancia del (la) Presidente(a) de la República a través del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Tendrá su domicilio y sede en la ciudad de Santiago.




El Servicio tiene por objeto implementar políticas y planes, y diseñar y ejecutar programas destinados a dar cumplimiento a las funciones del Ministerio, en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial; e infraestructura patrimonial; como asimismo, la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.




La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un(a) Director(a) Nacional, quien será el (la) Jefe Superior del Servicio. Se dispone que sean parte del Servicio y se reconoce el carácter de instituciones patrimoniales nacionales a la Biblioteca Nacional, el Archivo Nacional, al  Museo Nacional de Bellas Artes, al Museo Histórico Nacional, y al Museo Nacional de Historia Natural. Se establece que los (as) Directores(as) de estas instituciones quedarán afectos al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley Nº 18.834, Sobre Estatuto Administrativo. 





Además, se le da carácter de institución patrimonial nacional a la Cineteca Nacional. 




Recogiendo y compartiendo la propuesta del Mensaje del ex Presidente Piñera, se dispone que el Archivo Nacional, según las disponibilidades presupuestarias, pueda desconcentrarse territorialmente para lo cual se le otorga facultad al Ministro para crear archivos regionales, y se crea el Sistema Nacional de Archivos, dirigido por el Archivo Nacional.




En materia de museos, se contempla la creación de un Sistema Nacional de Museos. Integran este Sistema los museos regionales y especializados hoy dependientes de la Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos (DIBAM) y los tres museos nacionales, que en virtud de esta ley dependerán del Servicio, más los museos públicos y privados que voluntariamente así lo acuerden. Asimismo, se contempla la creación de un consejo asesor con Directores(as) y profesionales de museos públicos y privados.




En el ámbito de bibliotecas, reconociendo y valorando el trabajo desarrollado por la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos (DIBAM), se contempla la creación y gestión de un Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, el  cual incluirá a las bibliotecas públicas dependientes del Servicio, y podrá incluir a bibliotecas públicas administradas por instituciones públicas o privadas que voluntariamente así lo acuerden,  para otorgar asesoría técnica, capacitación, y  promover, difundir, desarrollar, fortalecer y coordinar al conjunto de bibliotecas públicas que integran el Sistema.




Finalmente, destaca Su Excelencia la señora Presidenta de la República, se propone un conjunto de modificaciones a cuerpos legales vigentes para adecuar las normas a los nuevos órganos que se crean, e introducir cambios en materias de gran interés para los creadores y la comunidad cultural. Por ejemplo, se introducen modificaciones a la ley N° 19.169, que Establece Normas Sobre Otorgamiento de Premios Nacionales, para actualizar y enriquecer la composición del jurado para los premios de literatura, música, plástica, artes de la representación y artes audiovisuales. En cuanto a la ley N° 17.288, que Legisla Sobre Monumentos Nacionales; Modifica las Leyes 16.617 y 16.719; Deroga el Decreto Ley 651, de 17 de Octubre de 1925, se modifica sólo para sustituir como integrante al (la) Director(a) de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos por el (la) Director(a) Nacional del Servicio que se crea, e incorporar a su Consejo a un representante de asociaciones de barrios y zonas patrimoniales, a un representante del Colegio de Arqueólogos de Chile y al Subsecretario del Patrimonio Cultural. Junto a ello, como ya se ha dicho, se formaliza la Secretaría Técnica existente hoy. 




En relación con las normas referidas al auspicio para que espectáculos y actividades culturales sean declarados exentos del pago del IVA, se modifica el artículo 12, letra E, N° 1, letra a) del decreto ley N° 825, del año 1975, Ley sobre Impuestos a las Ventas y Servicios.




También, concluye en su exposición el Ejecutivo, corresponde al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural la gestión y administración del Registro de Propiedad Intelectual, dependiente del Departamento de Derechos Intelectuales, y del Centro Nacional de Conservación y Restauración. Por otra parte, se formaliza la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales en este Servicio.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

I.-PRESENTACIÓN DEL PROYECTO DE LEY POR PARTE DEL EJECUTIVO Y ANÁLISIS PRELIMINAR DE LA COMISIÓN.

Dando inicio al estudio del proyecto de ley, el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone, señaló que serán tres instituciones las que quedarán bajo el amparo del Ministerio de Cultura, la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, el Consejo de Monumentos Nacionales y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.
Recordó que la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos fue creada en 1929 por el decreto con fuerza de ley N° 5.200, para agrupar las distintas instituciones patrimoniales existentes a esa fecha (Biblioteca Nacional, Museo Nacional de Historia Natural, Biblioteca Santiago Severín, Museo Nacional de Bellas Artes, Museo Histórico Nacional y Archivo Nacional) y coordinar y apoyar a las bibliotecas públicas y museos regionales y especializados del Estado. Acotó que dicha institución es un servicio público que se relaciona con la Presidenta de la República a través del Ministerio de Educación, posee personalidad jurídica y patrimonio propio y no está desconcentrado territorialmente.
Informó que el Consejo de Monumentos Nacionales, por su lado, fue creado mediante decreto ley N° 651, en el año 1925, y es un organismo técnico del Estado dependiente del Ministerio de Educación que vela por la protección y tuición del patrimonio cultural. 
Indicó que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (CNCA), en tanto, fue creado por la ley N° 19.891, el 4 de junio del 2003, y es el organismo encargado de formular, implementar y evaluar políticas públicas en el área de la cultura. Precisó que esta institución es un servicio público descentralizado y desconcentrado territorialmente, que se relaciona de manera directa con la Presidenta de la República. Además, agregó, su dirección superior corresponde a un órgano colegiado, el Directorio Nacional, cuyo Presidente tiene rango de Ministro y es nombrado por la Presidenta de la República.

Manifestó que la dotación efectiva, a diciembre de 2015, del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes es de 37 funcionarios de planta, 582 a contrata y 331 a honorarios. Puso de relieve que a los trabajadores anteriores deben sumarse 91, que se rigen por el Código del Trabajo, y que son los integrantes de los cuerpos estables del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (Orquesta de Cámara de Chile y Ballet Folklórico Nacional).

Sostuvo que en el caso de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, la dotación efectiva, a diciembre de 2015, asciende a 184 trabajadores de planta, 1.000 a contrata y 116 a honorarios.

Refiriéndose a los principios que regirán en la creación del Ministerio de Cultura, comunicó que ellos serán los siguientes:

-Reconocimiento a la diversidad Cultural, 
-Reconocimiento a la democracia y participación cultural, 
-Reconocimiento cultural de los pueblos indígenas, 
-Respeto a la libertad de creación y valoración social de creadores y cultores, 
-Reconocimiento de las culturas territoriales, 
-Patrimonio cultural como bien público, 
-Respeto a los derechos de los creadores y cultores y
-Memoria histórica.
Explicando el cambio de denominación de Ministerio de Cultura a Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, sentenció que la nueva denominación busca expresar el reconocimiento del Estado a nuestra diversidad cultural, incluido el reconocimiento a las culturas e identidades territoriales (por ejemplo, Cultura Patagónica, Cultura Nortina, Cultura Chilota), como asimismo de las culturas de los pueblos originarios, conforme a la reflexión y propuestas de la Consulta Indígena.
Deteniéndose en el objeto perseguido por este nuevo Ministerio, destacó que la nueva Secretaría de Estado perseguiría los siguientes:

-Colaborar con la Presidenta de la República en el diseño, formulación e implementación de políticas, planes y programas para contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad, reconociendo y valorando las culturas de los pueblos indígenas, la diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales, conforme a los principios contemplados en la presente ley y 

-Velar por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial, propendiendo a su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. 
Precisado lo anterior, notó que su domicilio estará en la ciudad de Valparaíso, sin perjuicio de los que establezca como tales en el país y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que estará radicado en la ciudad de Santiago. 
En cuanto a la estructura interna del Ministerio de Cultura, apuntó que ella se determinará por reglamento. Con todo, precisó que deberán considerarse, a lo menos, las siguientes áreas para cumplir funciones en todo el Ministerio, incluyendo ambas Subsecretarías: 
-Planificación y Presupuesto y 
-Asesoría jurídica.
Añadió que además, podrán establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio o de algunas de las Subsecretarías.

Presentando el organigrama base de la nueva institucionalidad cultural, acompañó el cuadro que sigue:
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Ahondando en la presentación de la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, explicó que ella tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio.
Expresó que su objeto será proponer políticas al Ministro y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales y economías creativas; a las culturas populares y comunitarias, a las demás funciones asignadas en esta ley, y las demás tareas que el Ministro le encomiende.
Remarcó que el Subsecretario será el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales, en las materias de su competencia, y deberá ejecutar políticas, planes y programas destinados al cumplimiento de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3° de la ley, en especial las referidas a las artes e industrias culturales, culturas populares y culturas comunitarias.
Puntualizó que para el cumplimiento de las funciones que correspondan a ambas Subsecretarías o a la Subsecretaría de las Artes, ésta deberá coordinarse con la Subsecretaría del Patrimonio.

Por otro lado, resaltó que en cada región del país existirá una Secretaría Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, que será un colaborador directo del Intendente, y dependerá técnica y administrativamente del Ministerio.

Indicó que las funciones de los Secretarios Regionales Ministeriales serán, entre otras:

-Prestar asesoría técnica al Intendente,

-Colaborar con las Subsecretarías en la elaboración de la propuesta de políticas, planes y programas ministeriales regionales,

-Ejecutar políticas y diseñar y ejecutar planes y programas ministeriales en la región en materias culturales, pudiendo adoptar las medidas de coordinación necesarias para este propósito,

-Proponer al Subsecretario del Patrimonio políticas, planes y programas patrimoniales regionales, manteniendo una coordinación y colaboración permanente con la Dirección Regional del Servicio Nacional de Patrimonio Cultural,

-Colaborar con el Gobierno Regional en la implementación de planes, programas y acciones de competencia del Ministerio,

-Colaborar con los municipios de la región, las corporaciones municipales y las organizaciones sociales cuyo objeto principal sea cultural, manteniendo con todas ellas vínculos permanentes de información y coordinación y

-Colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones regionales y locales en materias de su competencia.

Explicando la integración del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, informó que su composición la conformará:

-El Ministro,

-4 personalidades representativas de las artes, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura y gestión cultural,

-3 personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos,

-1 persona representativa de las culturas populares o culturas comunitarias que tenga una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creador, cultor, investigador, especialista y gestor cultural,

-2 representantes de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas y/o el patrimonio, designados por el Ministro, a propuesta de asociaciones y comunidades indígenas constituidas según la legislación vigente,

-2 académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años,

-1 representante de las comunidades de inmigrantes residentes en el país, con destacada trayectoria en artes, las culturas y/o el patrimonio, designado por el Ministro, a propuesta de las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente,

-1 galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción, 

-2 representantes de organizaciones ciudadanas, cuyos objetos sociales estén relacionados directamente con el ámbito de la cultura o el patrimonio cultural, con personalidad jurídica vigente y

-1 persona con destacada experiencia en gestión cultural pública, a propuesta de la o las asociaciones nacionales del Ministerio y la o las asociaciones nacionales del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.
Subrayó que el referido Consejo estará integrado también por los Ministros de Educación, de Relaciones Exteriores y de Economía, Fomento y Turismo, o sus representantes, quienes deberán ser funcionarios públicos de dichos ministerios. 
Además, enfatizó que al menos dos de las personas representativas tanto de las artes como de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural deberán provenir de una región distinta a la Región Metropolitana. Hizo presente que igual exigencia regirá para al menos uno de los representantes académicos y de organizaciones ciudadanas.

Asimismo, destacó que las designaciones contempladas en numerales 4), 5), 7), 8) y 11) del artículo 16 deberán asegurar representatividad de ambos sexos.
Dando a conocer las funciones del aludido Consejo manifestó que ellas serán, entre otras:

-Aprobar la Estrategia Quinquenal Nacional, a propuesta de su Presidente, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector. Dicha estrategia deberá considerar la Estrategia Quinquenal Regional,

-Conocer la memoria y el balance del año anterior del Ministerio,
-Proponer al Ministro las políticas, planes, programas y/o medidas destinadas a cumplir las funciones del Ministerio,

-Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. En esta Convención, el Ministerio dará cuenta pública anual, 

-Proponer al Subsecretario competente los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y del Fondo del Patrimonio Cultural y

-Designar a los Jurados que deberán intervenir en el otorgamiento de los Premios Nacionales de Artes Plásticas, de Literatura, de Artes Musicales y de Artes de la Representación y Audiovisuales, de conformidad a la ley N° 19.169, sobre Premios Nacionales. 

Refiriéndose a la composición de los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, apuntó que ellos verán aumentados sus miembros de 7 a 12, siendo ellos los que siguen:

-El Secretario Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, quien lo presidirá; y los Seremis de Educación y de Economía, Fomento y Turismo.
-4 personalidades representativas de las artes, las culturas y el patrimonio cultural.

-1 representante de organizaciones ciudadanas, cuyos objetos estén relacionados directamente con cultura o el patrimonio cultural.
-1 representante de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio cultural, nombrado a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente.
-1 representante de los municipios de la región elegido por sus alcaldes y ratificado por sus concejos respectivos.
-1 representante de las instituciones de educación superior de la región respectiva.
-1 representante del Gobierno Regional, designado por el Intendente de la región. 

En el mismo orden de consideraciones, señaló que las funciones de los Consejos Regionales serán, entre otras:

-Asesorar al Secretario Regional Ministerial de la región en las materias de su competencia.
-Aprobar la Estrategia Quinquenal Regional, a propuesta de la Secretaría Regional Ministerial.
-Dar su opinión al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio para que éste formule propuestas a los Subsecretarios sobre los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y del Fondo del Patrimonio Cultural.
-Proponer al Subsecretario y al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural las personas que cumplirán labor de evaluación y selección en los concursos públicos de carácter regional para la asignación de los recursos de los fondos.
-Proponer al Secretario Regional Ministerial las políticas, planes y programas destinados a cumplir las funciones del Ministerio, señaladas en el artículo 3° del proyecto de ley.

Aclarando algunas nociones básicas de la propuesta legal, comentó que se entenderá por estrategia quinquenal nacional para el desarrollo cultural, aquellas definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural del conjunto del país. Precisó que la base para la realización de la referida estrategia estará constituida por estudios y diagnósticos de los diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural realizados por el Ministerio. Asimismo, notó, que las exigencias mínimas serán: a) escuchar a los diversos actores y organizaciones culturales y patrimoniales y b) considerar el aporte de la estrategia quinquenal regional.

Añadió que se entenderá por estrategia regional quinquenal para el desarrollo cultural, en tanto, definiciones de los objetivos estratégicos para el desarrollo cultural regional, en todos sus ámbitos. Indicó que las exigencias para ella serán dos: a) base de estudios y diagnósticos realizados por el Ministerio sobre la realidad del sector y b) considerar las particularidades e identidades propias de la región.

En relación con el Consejo Asesor de Pueblos Indígenas, comunicó que su objeto será asesorar al Ministerio, especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena. 

Manifestó que éste estará integrado por 9 personas pertenecientes a los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro, a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley. Aseguró que un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Además, informó que los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario. 

Apuntó que este Consejo cesará en sus funciones en la fecha de entrada en vigencia de la ley que establezca la creación de un Consejo Nacional de Pueblos Indígenas o un órgano similar que determine la ley.

En cuanto al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, sostuvo que éste será un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, y estará afecto a normas Titulo VI de la ley N° 19.882 (Alta Dirección Pública).

Aseveró que este servicio será el continuador de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, pero ampliará los actuales campos de dicha institución, al incluir el patrimonio material e inmaterial, las culturas y el patrimonio indígena y los sitios de patrimonio mundial. Además, recalcó, se desconcentra en 15 regiones.

Agregó que este Servicio incluirá a:

-Las instituciones Nacionales Patrimoniales. Sobre el particular, acotó que se reconocerá y dará el carácter de instituciones nacionales patrimoniales a la Biblioteca Nacional, al Archivo Nacional, a los tres museos nacionales (Museo Histórico Nacional, Museo Nacional de Bellas Artes y Museo de Historia Natural) y a la Cineteca Nacional. 
-La Secretaría Técnica de Monumentos Nacionales, la que tendrá facultades para velar por el cumplimiento de la Ley de Monumentos Nacionales. 
Hizo presente que el Servicio en estudio deberá llevar el Registro de Monumentos, tarea de la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales.
- El Sistema Nacional de Museos, el que incluirá a los Museos del servicio y a todos los museos públicos y privados que resuelvan ser parte. 

-El Consejo Asesor de Museos, que estará integrado por directores y profesionales de museos públicos y administrados por privados, y propondrá al Subsecretario del Patrimonio todas las medidas que estime necesarias para el fomento y desarrollo de los museos del país.

-El Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, que incluye a las bibliotecas del servicio y todas las bibliotecas públicas y privadas que resuelvan participar, el que prestará asesoría técnica y colaborará en el desarrollo.
-El Sistema Nacional de Archivos, con el Archivo Nacional a la cabeza. 
-El Registro de Propiedad Intelectual, que ya existe en la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos

-El Centro Nacional de Conservación y Restauración.
Resaltó que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural administrará el Fondo del Patrimonio Cultural.

Puso de relieve que este nuevo servicio tendrá por objeto implementar políticas y planes y diseñar y ejecutar programas destinados a dar cumplimiento a las funciones del Ministerio, en materias relativas al folclor, las culturas tradicionales, las culturas y patrimonio indígena, el patrimonio cultural material e inmaterial y la infraestructura patrimonial, como asimismo, la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.
Expresó que éste podrá realizar estudios, investigaciones o prestar asistencia técnica a organismos en materias de su competencia, encontrándose habilitado para cobrar por el desempeño de estas labores. 
Apuntó que para el cumplimiento de las funciones que correspondan al servicio y a algunas de las Subsecretarías, éste deberá coordinarse con la Subsecretaría del Patrimonio.

Abocándose a la presentación de las Direcciones Regionales, comunicó que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural se desconcentrará territorialmente a través de dichas direcciones, las que estarán presentes en cada una de las regiones del país y serán presididas por un Director Regional.

Agregó que a las Direcciones Regionales del Servicio Nacional del Patrimonio les corresponderá ejercer las funciones del Servicio a nivel regional y que cada una de ellas podrá contar con una unidad especializada de bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial. 
Sobre el fondo del patrimonio cultural, expresó que éste, que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, tendrá por objeto financiar la ejecución de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación, en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.
Precisó que los recursos del fondo serán asignados por concurso público, con procesos de evaluación y selección realizados por especialistas.

En otro orden de consideraciones, recordó que la iniciativa de ley en estudio modifica diversos textos legales, entre ellos la ley N° 17.288, de 1970, que Legisla Sobre Monumentos Nacionales, la ley N° 19.169, de 1992, que Establece Normas sobre Otorgamiento de Premios Nacionales y el decreto ley N° 825, del Ministerio de Hacienda, de 1974, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.

Con relación a las modificaciones a la Ley de Monumentos Nacionales, indicó que ellas apuntan a incorporar a la integración del Consejo de Monumentos Nacionales un representante de asociaciones de zonas y barrios patrimoniales y uno del Colegio de Arqueólogos de Chile. Además, señaló, persiguen adecuar algunas de sus normas para que sea el Ministro de Culturas quien presida, que el Subsecretario de Patrimonio sea quien subrogue a aquel y que el Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural sea Vicepresidente Ejecutivo.

Respecto a las enmiendas a la Ley que establece normas sobre otorgamiento de premios nacionales, notó que ellas persiguen modificar la sede y la actual composición del jurado de los premios nacionales vinculados a las artes, de manera de quedar conformado de la manera que sigue:

A.-Literatura

-El Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (presidirá).

-El último galardonado con el respectivo Premio Nacional.
-Un representante de la Academia Chilena de la Lengua.
-Dos autores destacados de la literatura chilena, sean estos escritores, poetas o ensayistas, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
B.-Artes Plásticas

-El Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (preside)
-El último galardonado con el respectivo Premio Nacional.
-Un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes.

-Dos creadores destacados en el ámbito de las artes visuales del país, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

C.-Artes Musicales
-El Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (preside).
-El último galardonado con el respectivo Premio Nacional.
-Un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes. 
-Dos creadores destacados de la música chilena, sean compositores, autores o intérpretes, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
D.-Artes De La Representación y Audiovisuales
-El Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (Preside)

-El último galardonado con el respectivo Premio Nacional.
-Un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes.
-Dos personas destacadas en la creación y producción en las artes de la representación y audiovisuales del país, designadas por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

En cuanto a las modificaciones al decreto ley N° 825, del Ministerio de Hacienda, de 1974, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, aseveró que ellas tienen por objeto ajustar la norma a la institucionalidad pública cultural, reemplazando el órgano público a cargo de analizar la calidad artística y cultural de los espectáculos y reuniones, a efectos de otorgar el auspicio necesario para que la exención tributaria se aplique. 
Es por ello, continuó, que se adecua la normativa, trasladando la autorización desde el Ministerio de Educación al Ministerio de las Culturas. Agregó que ello será facultad del Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, quien podrá delegar esta atribución en los Secretarios Regionales Ministeriales del ramo. 

En seguida, se refirió al traspaso de los trabajadores. Al respecto, aseguró que el proyecto de ley dispone, sin solución de continuidad, el traspaso de todos los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, incluidos los funcionarios y funcionarias que desempeñen labores permanentes en la Secretaría del Consejo de Monumentos Nacionales, a las Subsecretarías del Ministerio o al Servicio, según corresponda, quienes mantendrán, al menos, el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso. Manifestó que en el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados a cada una de las entidades antes señaladas, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. Hizo presente que la individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente la República", por intermedio del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.”.
Centrando su atención en el gasto que implicará la creación de este nuevo Ministerio, puso de relieve que el gasto adicional en régimen, es decir en ocho años más, será de MM $ 17.229, cifra que se sumará a los MM $172.000 con los que cuenta la institucionalidad cultural vigente. 

Graficando la gradualidad del gasto de la nueva institucionalidad, acompañó el cuadro que sigue:

[image: image4.png]Millones

Proyecciones Anuales Informe Financiero

$18.000
$17.000
$16.000
$15.000
$14.000
$13.000
$12.000
$11.000
$10.000

$9.000

$16.896 7

$16.407 $16.619
$15.908

e

/

$12.867 $12.788 $12.780

T——

Afiol  Afio2  Afio3

Afio4  Aflo5 Afio6 Afio7  Afio8





Finalmente, aseguró que el mayor aumento estará representado por la creación de las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio en cada una de las regiones (alrededor de 320 funcionarios adicionales).

Se deja constancia de que el señor Ministro acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, celebró la iniciativa de ley. Con todo, solicitó al Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes precisar por qué se cambió la denominación Ministerio de Cultura por la de Ministerio de Las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
Recordó que el proyecto de ley en estudio comenzó su tramitación el año 2013, bajo el gobierno del Ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique y que éste fue objeto de una indicación sustitutiva, en enero de 2016, de Su Excelencia la Presidenta de la República señora Michelle Bachelet Jeria. 

Precisado lo anterior, hizo presente que durante los años ’90 se discutió arduamente respecto a qué institucionalidad dar a la cultura y las artes y hasta qué punto debía intervenir el Estado en la materia, a fin de no opacar el papel de la sociedad civil. Notó que la referida discusión se zanjó en favor de un Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, decisión que encontró su justificación en que las culturas y las artes, más que una expresión gubernamental, son una de la sociedad civil y no deben ser víctimas del dirigismo de los gobiernos.
A la luz de lo anterior, consultó al Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes por qué se abandona el modelo acordado y se decide la creación de una Secretaría de Estado. Al respecto, enfatizó que el Consejo existente es un órgano no gubernamental, que representa al Estado y a la sociedad civil y que asegura la libre expresión de ésta.

En sintonía con el punto anterior, resaltó que la estrategia quinquenal nacional y la regional para el desarrollo cultural serán definidas desde el Estado. Advirtió que ello implicaría alejarse de la sociedad civil, de donde emerge realmente la industria cultural.

Por otro lado, valoró la composición propuesta para la integración del jurado de los premios nacionales.

Deteniéndose en las enmiendas al decreto ley 825, estimó que debía discutirse ser hasta qué punto los espectáculos de grandes artistas son realmente cultura. Sobre el particular, remarcó que bien podría discutirse tal calidad y calificarlos como industria, con lo cual pagarían impuesto al valor agregado.

Por último, centrando su atención en el traspaso de funcionarios desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos al nuevo Ministerio, consideró esencial conocer la simulación del decreto con fuerza de ley que fijará las plantas de personal, determinará la forma en que se realizarán los traspasos, fijará el número de funcionarios traspasos y establecerá el plazo en que se llevará a cabo este proceso.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand demandó que se precisara cuál sería la diferencia conceptual y administrativa entre la estructura propuesta en el proyecto de ley y la existente.

Por otro lado, preguntó por qué se había decidido dar la denominación de Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio a esta nueva Secretaría de Estado. Adicionalmente, consultó qué nombre recibían los Ministerios de Cultura en otros países.

En relación con la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, pidió que se precisara por qué se optó por esa denominación. Asimismo, preguntó por qué se utilizaba la expresión “Populares” y si existía otro tipo de culturas.

En otro orden de ideas, consultó cómo se relacionaría el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la Subsecretaría del Patrimonio Cultural. Adicionalmente, preguntó cómo se relacionarían las Secretarías Regionales Ministeriales con las dos Subsecretarías que se propone crear, y qué funciones cumplirían cada una de ellas.
El Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, haciéndose cargo de la inquietud del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respecto a la institucionalidad propuesta para las culturas y las artes, aseguró que el gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República recopiló toda la discusión habida hasta la fecha sobre el particular y que la conclusión alcanzada fue que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con sus cuerpos colegiados en donde está representada la sociedad civil, debía mantenerse, ya que ello ha significado un considerable aporte al desarrollo de la cultura en el país. Agregó que a igual conclusión se llegó en materia de Patrimonio, razón por la cual se conserva el Directorio Nacional, ampliando de 11 a 21 el número de sus miembros.
Notó que la composición propuesta, en donde los representantes del Estado serán minoritarios, asegurará la adecuada expresión de la sociedad civil.

Hizo presente que cuando nuestro país decidió la creación del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, el año 2003, lo hizo siguiendo el modelo mexicano, en donde no existía un Ministerio para la cultura. Resaltó que hace cuatro meses, México creó una Secretaría de Estado para esta materia.

Aseguró que la estructura propuesta respondía de mejor manera a la realidad cultural del país y daría presencia territorial. Así, ejemplificó, la Subsecretaría del Patrimonio conocerá de todos los asuntos que digan relación con el patrimonio material e inmaterial, dejando ello de ser competencia del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Sentenció que el gran cambio en materia cultural será el orden que se alcanzará con la creación de las dos Subsecretarías.

Con relación al nombre de la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, explicó que en el modelo actual no existe referencia alguna a las culturas populares ni a las comunitarias, pese a lo cual se han incorporado por medio del departamento de ciudadanía del Consejo. A mayor abundamiento, aseveró que la denominación dada permitiría definir los ámbitos de su competencia.

Descartó que la expresión “culturas populares” fuera utilizada como antónimo de las culturas de elite, ya que todo es cultura popular. Añadió que la idea de utilizar la voz “populares” responde a la necesidad de recordar de dónde provienen las culturas.

En cuanto a los comentarios realizados por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sobre la estrategia quinquenal nacional y las regionales, resaltó que en la actualidad el Consejo que preside cuenta con planes quinquenales tanto a nivel nacional como regional, y detalló que darles el carácter de quinquenales da garantía de que las políticas, programas y planes culturales serán de Estado, y no de un determinado gobierno, con lo cual se asegurará su continuidad.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, comunicó que el año 2015 se lanzó el Plan Nacional de la Lectura y el Libro, el que supone políticas tanto regionales como nacionales que responden a catorce instituciones del Estado, las que deberán verificar el accionar de cada una de esas políticas. Así, insistió, los planes diseñados, van más allá de los programas de gobierno.

Subrayó que el anhelo del Ejecutivo es asegurar que las estrategias quinquenales sean aprobadas por los Consejos de manera más representativa de la sociedad civil de lo que ocurre hoy. Por eso, continuó, se amplía el número de miembros y se les asigna una dieta a ellos. 

Apuntó que el modelo propuesto permitirá robustecer las instituciones patrimoniales del país y la desconcentración en materia cultural.

Abocándose a las enmiendas propuestas para el decreto ley N° 825, estimó que lo más importante era asegurar que la decisión recayera en el servicio competente. Indicó que en la actualidad las Secretarías Regionales Ministeriales son las encargadas de definir si un proyecto puede o no acogerse a exención tributaria. Remarcó que dichas Secretarías carecen de las capacidades necesarias para tomar tal decisión, lo que se traduce en que todos los proyectos se benefician de las exenciones existentes. Al respecto, consideró indispensable distinguir adecuadamente aquellos proyectos que pueden acogerse a las exenciones tributarias de aquellos que no pueden hacerlo.

Por último, comunicó la intención de contar con direcciones regionales del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, de manera de contar con un interlocutor abocado a esas materias en regiones, que permita dar respuestas en un corto plazo.

La Asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Karen Soto, refiriéndose a la demanda del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, de conocer la simulación del decreto con fuerza de ley para el traspaso de funcionarios, aseguró que sobre el particular existe un convenio entre el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y las asociaciones gremiales. Además, notó, se mantiene una mesa bipartita de trabajo. 

Sostuvo que el referido decreto con fuerza de ley está en elaboración y que una vez que éste esté listo se dará a conocer a esta instancia.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Rossi compartió la necesidad de crear el Ministerio de Cultura, pues estimó que éste robustecería la institucionalidad cultural y mejoraría su gestión. Con todo, estimó que lo que generaría mayor debate en la iniciativa de ley sería el posible dirigismo cultural que podría generarse con su creación. En efecto, advirtió que la cultura no es una materia imparcial, ya que ella tiene un sentido social y político. 

A la luz de lo anterior, enfatizó que la definición por parte de la nueva Secretaría de Estado de ciertas políticas públicas sobre la materia relacionará necesariamente la cultura con el gobierno de turno. Agregó que si bien ello sería inevitable, es fundamental lograr un equilibrio, garantizando diversidad, transversalidad y pluralismo. Sobre el particular, consultó cómo se lograría ello.
Coincidiendo con el llamado a descartar el dirigismo cultural gubernamental, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó su preocupación por la designación de los miembros del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y por la de los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Remarcó que, de conformidad a los artículos 16 y 19 del proyecto de ley, gran parte de los integrantes es nombrado por el Ministro de Cultura del gobierno de turno. 

Agregó que ambas disposiciones señalan que un reglamento (instrumento de competencia del Ejecutivo) determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros y las causales de cesación en el cargo.

Finalmente, expresó la necesidad que los aludidos consejos fueran verdaderamente representativos de la sociedad civil.

El Honorable Senador señor Allamand preguntó por el tiempo en el que durarían en sus funciones los consejeros del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y los de los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

El Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a fin de disminuir la preocupación manifestada por los Honorables Senadores señores Rossi y Walker, don Ignacio, recordó que desde el primer gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República se implementó el programas de centros culturales para aquellas comunas con más de 50.000 habitantes. Resaltó que esa política pública del Estado se aplica cuando se cumplen los requisitos, independientemente del color político de su Alcalde.
Recordado lo anterior, fue enfático en señalar que en cultura es uno de los ámbitos en donde hay menos riesgo de intervencionismo. Indicó que lo único que hay que asegurar es que los miembros de los Consejos representen la diversidad cultural existente a lo largo del territorio.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, insistiendo en la composición del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y en la de los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, advirtió la necesidad que todas las dimensiones de la cultura y las artes estuvieran representadas en ellas. En consecuencia, demandó encontrar un procedimiento de designaciones verdaderamente representativo.

La Asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Karen Soto, haciéndose cargo de la preocupación manifestada por los Honorables Senadores señores Rossi y Walker, don Ignacio, fue enfática en sostener que dicha preocupación se despejó durante el gobierno del Ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique con el establecimiento de un plan nacional de cultura. Agregó que la idea de incluir una estrategia quinquenal nacional para el desarrollo cultural y una estrategia regional quinquenal se funda en la necesidad que las políticas culturales trasciendan los periodos de gobierno, erradicando un posible dirigismo cultural.
II.- EXPOSICIONES DE LOS INVITADOS Y DEBATE EN LA COMISIÓN RESPECTO DE ELLAS.

Presentada la iniciativa legal por parte del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a los integrantes de esta instancia, la Comisión acordó recibir en audiencia a diversos actores y expertos, a fin de que dieran a conocer su opinión respecto de la propuesta en análisis. De dichas exposiciones, así como de los comentarios e interrogantes que ellas generaron, se deja constancia a continuación.

1.- El Abogado y Profesor de la Universidad de Chile, señor Santiago Schuster, puso de relieve que el proyecto de ley innova fuertemente respecto a la institucionalidad vigente en materia cultural. En efecto, recordó que en la actualidad nuestro país cuenta con un servicio público a cargo de la materia, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, el que es dirigido por un Directorio Nacional cuyo Presidente es nombrado por Su Excelencia la Presidenta de la República y tiene el rango de Ministro de Estado.

Notó que la principal característica de la institucionalidad cultural vigente es que ella es ampliamente participativa. Además, agregó, presenta una doble estructura de consejos resolutivos y consejos consultivos, a lo que se suma un vínculo con los consejos sectoriales relacionados con la industria del libro, la música y la industria audiovisual.

Indicó que los logros más significativos del modelo existente son los que siguen:

1.-Generar un sistema de responsabilidad compartida entre el gobierno y la sociedad civil en materia de definición de políticas públicas y de líneas de acción y de medidas específicas acordes con aquellas.

2.-Generar un mecanismo de asignación de recursos que promueve la transparencia en la toma de decisiones y atiende las demandas reales del medio artístico y cultural.

3.-Los órganos decisorios están compuestos en su mayoría por representantes de la sociedad civil.

4.-Existe una integración nacional y regional nunca antes conocida en la institucionalidad cultural del país.

En cuanto a las debilidades del sistema imperante, aseguró que ellas son:

1.-Gran cantidad de órganos colegiados difíciles de atender por la estructura del servicio público creado. En este punto, resaltó que muchas veces los órganos consultivos no tienen claridad de sus funciones ni de su utilidad. En efecto, remarcó, en muchas oportunidades los órganos consultivos funcionan conjuntamente con los decisorios.

2.-Dificultad de participación de los miembros de la comunidad artística y cultural debido a las incompatibilidades que se presentan en relación con sus aspiraciones de postular a fondos concursables y su rol en los consejos.

3.-Tensión entre los órganos colegiados y las autoridades unipersonales de la institucionalidad cultural.

4.-Creciente incremento de los fondos de asignación directa versus los fondos concursables.

5.-Dilación no justificada en la implementación de lo dispuesto en el artículo 36 de la ley N° 19.891, disposición que ordena la coordinación entre el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Establecido lo anterior, estimó que la propuesta de crear un Ministerio de Cultura permitirá resolver los problemas vinculados al reconocimiento de la diversidad cultural y a la participación activa, y posibilitará atender a la integración del ámbito del patrimonio. Además, añadió, permitirá superar la dispersión de los distintos órganos del sistema cultural, que se aborden de mejor manera las dimensiones actualmente omitidas de representatividad, que se colabore con mayor fuerza en el reconocimiento y valoración de la diversidad cultural y se contemple el aporte del Estado en materia de fomento al desarrollo de las Artes.

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, consideró esencial rescatar los aspectos valiosos de la institucionalidad vigente y apoyar la creación del nuevo Ministerio, sin perder de vista los fundamentos consignados en el Mensaje y en la indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República.

Con todo, lamentó que la iniciativa de ley propusiera un diseño asimétrico. Precisando su aseveración, enfatizó que el proyecto propone la creación de un servicio público a cargo del patrimonio cultural, Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, pero suprime innecesariamente el servicio público Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Señaló que si bien la primera medida permitirá que la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y el Consejo de Monumentos Nacionales se incorporen a la institucionalidad cultural, la segunda carece de fundamentos. Al respecto, consideró fundamental mantener el servicio existente, pues aseguró que éste no se opone a la creación de la referida Secretaría de Estado.

Ahondando en sus planteamientos, manifestó la necesidad de tener en cuenta la opinión del profesor de la Universidad de Chile, señor Luis Cordero Vega, quien, en un informe del año 2005, ha señalado que los Ministerios son órganos de dirección, toda vez que diseñan políticas y planes de conformidad a las instrucciones que imparte el Presidente de la República, pero quienes las ejecutan son los servicios públicos. En consecuencia, sentenció, es posible que junto con el Ministerio de Cultura exista el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, servicio ejecutor de la política y de los planes elaborados por la nueva Secretaría de Estado.

En el mismo orden de ideas, destacó que el Ministerio de Cultura toma las atribuciones del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, restando las facultades resolutivas de los consejos existentes en él. Apuntó que tal decisión se fundamental en que dentro del Ministerio de Cultura no puede haber consejos resolutivos. Sobre el particular, propuso mantener la existencia de consejos nacionales y regionales con poder de decisión en materia de asignación de recursos y de evaluadores y técnicos para la determinación de los fondos concursables.

Insistiendo en sus planteamientos, sostuvo que no existen razones de peso para suprimir el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes como servicio público y que es necesaria su continuidad. De ser así, expresó, existirían dos servicios públicos ejecutores de la política cultural elaborada por el Ministerio de Cultura.

Se deja constancia de que el señor Schuster acompañó su presentación con un documento, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

2.- El Integrante del Comité de Patrimonio Arquitectónico y Ambiental del Colegio de Arquitectos de Chile, señor Patricio Gross; consideró esencial y urgente la creación de un Ministerio de Cultura, que reúna creación y patrimonio con la capacidad de generar políticas culturales, ejecutar proyectos, orientar y coordinar las diversas instancias del Estado que abordan y trabajan temas vinculados a la cultura.
Refiriéndose a la denominación dada a la nueva Secretaría de Estado, Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, estimó preferible mantener la denominación original. Justificó su opinión en que el concepto de cultura incorpora todas las dimensiones – tangibles e intangibles – de las expresiones artísticas, sistemas de valores, creencias, rasgos distintivos –espirituales y materiales - costumbres y tradiciones de una sociedad y de un país en su conjunto, lo que constituye su identidad y su cultura, la cual se forma con lo aportado y reconocido a través de los tiempos. Recordó que esta opción coincide con lo expresado por la UNESCO, y notó que en gran parte de los países se utiliza esta denominación. 

En cuanto al punto relativo a “Nuestras Identidades Culturales”, resaltó que el mensaje de la indicación sustitutiva hace referencia a la historia del país, su base étnica, social, cultural y religiosa, reconociendo y nombrando expresamente la participación en la identidad nacional de los diversos pueblos originales (mapuche, aimara, comunidades atacameñas, quechuas, collas, diaguitas, rapa nui, las comunidades kawashkar  o alacalufes y yámana o yagan), de los pueblos de origen africano y de los migrantes "forzosos y voluntarios" (alemanes, chinos, bolivianos, ingleses, sirios, coreanos, ecuatorianos, peruanos, israelitas, palestinos, holandeses, italianos, yugoslavos, entre otros). Al respecto, notó la falta de referencia al pueblo español, dejando con ello a un lado la importante influencia que ha tenido en nuestra cultura, identidad y fundación de ciudades, entre otros aspectos. 
En el mismo orden de ideas, apuntó que el proyecto sólo hace mención a la multiculturalidad de nuestro país y la necesidad de reconocerla y apoyarla, pero no hace mención alguna a la responsabilidad que le cabe al nuevo Ministerio en fomentar y cuidar los rasgos identitarios que nos dan unidad cultural como país.

Centrando su atención en la estructura propuesta para el nuevo Ministerio, recordó que el proyecto establece la siguiente estructura: 
-Un Ministro, 
-Una Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, 

-Una Subsecretaría del Patrimonio Cultural; 
-Las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (Seremías); 
-El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y 
-Los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 
Subrayó que la indicación sustitutiva genera un fuerte desequilibrio entre las dos subsecretarías, al plantear que la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio. Además, agregó que, de conformidad a la iniciativa de ley aprobada, al Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares corresponderá la subrogación del Ministro y sólo en ausencia de éste será subrogado por el Subsecretario de Patrimonio Cultural.

Asimismo, puso de relieve que el Ministerio estará localizado en la ciudad de Valparaíso, mientras que la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, en Santiago. Señaló que la propuesta apunta claramente a la posibilidad lógica de tener la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares en Valparaíso, junto al Ministro.
Por lo expuesto anteriormente, sentenció, la propuesta de ley establece, en forma automática, claras jerarquías, donde se presenta como más importante la creación de las artes que la conservación del patrimonio, dejando en el Ministro la responsabilidad de reunir estos dos ámbitos. En concreto, aseguró, se postula un Ministerio bicéfalo.
Para solucionar el inconveniente descrito, propuso que en el nuevo Ministerio sólo existiera una Subsecretaría, de la Cultura.
Abocándose a los servicios públicos descentralizados propuesto en el proyecto de ley, hizo presente que éste crea el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República. Estimó que si bien ello parece adecuado para que el área de patrimonio tenga la capacidad y la agilidad para llevar adelante las acciones que le corresponde, parece inadecuado generar desequilibrio en la estructura del Ministerio, dejando el área de las artes sin dicha autonomía.
Sobre el particular, sugirió crear un segundo servicio público, el Servicio Nacional de las Artes, con las atribuciones y condiciones que se establece para el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.

Respecto a la incorporación de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos al nuevo Ministerio, manifestó la necesidad que el Ministerio sea la unión armoniosa de las artes y el patrimonio y no la sola anexión de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos al actual Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, institución a partir de la cual se genera el nuevo ministerio.

Apuntó que en la indicación sustitutiva la Biblioteca Nacional, el Archivo Nacional, el Museo Nacional de Bellas Artes, el Museo Histórico Nacional, el Museo Nacional de Historia Natural y la Cineteca Nacional, todos ubicados en la ciudad de Santiago, se relacionarían directamente con el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. En relación con lo anterior, estimó más adecuado que estas instituciones se relacionen a través del Sistema de Bibliotecas, el Sistema de Museos y el Sistema de Archivos con el Director del Servicio.
Sobre las Direcciones Regionales del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, advirtió que en el artículo 28 de la iniciativa de ley se señala que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural se desconcentrará territorialmente en Direcciones Regionales, y que en cada una de ellas se podrá contar con una unidad especializada de Bibliotecas Públicas, Museos, Archivos, Monumentos Nacionales y Patrimonio Cultural inmaterial. Al respecto, estimó necesario plantear la existencia de estas unidades especializadas como obligatorias y no en forma opcional, como se indica al señalar “podrá contar”, especialmente considerando el necesario refuerzo que debe darse a las regiones dentro de la estructura del nuevo Ministerio.
Refiriéndose a la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales, puso de relieve que el artículo 30 dispone que ésta será parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Sin embargo, recalcó, no se observa con claridad en la propuesta la existencia y actuar de dicha Secretaría Técnica en las regiones del país a través de las Direcciones Regionales. 

En cuanto a las funciones y atribuciones consignadas para el Ministerio de Cultura, formuló las siguientes observaciones:
a) Funciones

- Se propone agregar la función de promover y coordinar, con incidencia en políticas públicas, aspectos patrimoniales relacionados con otros organismos del Estado como Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, Ministerio de Obras Públicas, Ministerio de Relaciones Exteriores y respecto a Planes Reguladores, en lo que dice relación con las declaratorias de inmuebles y zonas de conservación histórica, con las Municipalidades.
- Se estima de importancia indicar con claridad la función de fiscalizar por parte de los organismos del Estado el buen estado y conservación oportuna de los monumentos históricos, zonas típicas y sitios de patrimonio de la humanidad.
- Dentro de las funciones que la indicación sustitutiva confiere al nuevo Ministerio y en particular al Servicio Nacional del Patrimonio, propuso que se disponga e incluya programas que permitan a los privados, propietarios de bienes patrimoniales, mantener su patrimonio, mediante herramientas tales como subsidios, asistencia técnica, cooperación financiera y beneficios relacionados con las contribuciones de bienes raíces, tanto para para la mantención como la recuperación de los respectivos bienes. 
b). Atribuciones 
-En el numeral 18): Parece necesario recalcar que la implementación de políticas, planes y programas en materias patrimoniales sea llevada a cabo por el Servicio Nacional del Patrimonio.
-En los numerales 20 y 24): Tal como se establecen coordinaciones específicas con los Ministerios de Relaciones Exteriores y Educación, parece relevante conferir atribuciones para acciones conjuntas en ámbitos del patrimonio cultural con el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de modo que haya coherencia entre protección patrimonial y marco legal y normativo de la Ley General de Urbanismo y Construcciones y, por ende, con los Planes Reguladores de las Municipalidades. También sería importante incluir al Ministerio de Economía para efectos de tributación.
De igual manera, agregó, debiera establecerse coordinación con el Ministerio de Agricultura y con organismos como Conaf para efectos del manejo y salvaguardia del patrimonio cultural - material e inmaterial - de localidades rurales y producción agrícola y agropecuaria de relevancia patrimonial, así como biodiversidad, Santuarios de la Naturaleza y temas arqueológicos.
Asimismo, consideró, se debiera agregar al Ministerio de Bienes Nacionales, Ministerio del Medio Ambiente y otros organismos que tengan incidencia en la salvaguardia del patrimonio cultural en el territorio nacional y en el mar territorial. Ello, detalló, debiera llevarnos a establecer coordinaciones con el Ministerio de Defensa, asumiendo los roles de las distintas ramas de las Fuerzas Armadas en general y con el Ministerio del Interior en el caso de Carabineros. 
-En el numeral 26): no considera la posibilidad de solicitar inscripción en la "lista del Patrimonio Cultural Inmaterial que requiere medidas urgentes de salvaguardia" (art. 17 de la Convención del Patrimonio Cultural Inmaterial, 2003)
-En los numerales 25 y 26): La forma como son tratados los temas en ambos numerales no fomenta ninguna interdependencia entre patrimonio material e inmaterial, por lo que este accionar independiente no permitirá una mirada integral del patrimonio cultural.
Dando a conocer las observaciones respecto a las Secretarias Regionales Ministeriales, indicó que aun cuando el concepto de cultura incluye la dimensión patrimonial, al referirse a las funciones de las Secretarías Ministeriales Regionales, parece importante recalcar también el alcance patrimonial que dichas secretarías deben considerar en sus acciones.
Centrando su atención en el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, consideró importante su mantención, toda vez que este organismo es una instancia de participación ciudadana. Estimó importante también que éste no perdiera su atribución original de formulación de políticas y decisorias. Además, calificó como un caso único que un ministerio pueda contar con un proceso de participación guiado a través de un Consejo de estas características.

Precisado lo anterior, formuló las siguientes observaciones respecto al Capítulo I, Título IV, Párrafo 1°, referido al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio:

-Artículo 16, numeral 5): cambiar la expresión "a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país" por “organizaciones funcionales, territoriales o gremiales afines”. 
-Artículo 16, numeral 12): agregar a continuación de la frase "una persona con destacada experiencia en gestión cultural", "y/o patrimonial".

-Artículo 17, numeral 6): sólo se considera la "Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad" (Convención UNESCO 2003) y no la Lista de Patrimonio Mundial (Convención UNESCO 1972), entre varias otras que también ha suscrito nuestro país. 
Al respecto, propuso ampliar las atribuciones y deberes del nuevo ministerio respecto a entregar su opinión al Ministro para la definición de las manifestaciones culturales, como de los bienes del patrimonio cultural o natural, y que el Estado postulara para ser incorporadas en alguna de las listas consideradas en las convenciones UNESCO ratificadas por Chile, y sobre las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones del patrimonio cultural, material e inmaterial del país. 

Sostuvo que lo anterior debería repercutir también en el numeral 26) del Artículo 3º.

En cuanto al Capítulo I, Título IV, Párrafo 2°, referido a los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, formuló las siguientes observaciones:
-Artículo 19.-  Se considera importante que las propias regiones tengan libertad para incorporar uno o dos representantes que puedan dar cuenta de particularidades locales, como, por ejemplo, el caso de inmigrantes.
-Artículo 20.- Deberá incluirse en este artículo el que los Consejos Regionales deben dar una  opinión fundada respecto a reconocimientos de Patrimonio Cultural Inmaterial, como respecto a bienes que se inscribirán en UNESCO. 
Sobre las modificaciones a la Ley de Monumentos Nacionales, señaló que en la composición del Consejo de Monumentos Nacionales es más pertinente que sea un representante de organizaciones funcionales y/o territoriales que tengan como objetivo principal el cuidado y recuperación del patrimonio cultural que "un representante de asociaciones de barrios y zonas patrimoniales, nombrado de conformidad a reglamento".

Por otro lado, respecto a las modificaciones a la ley N°19.169, que establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales, solicitó que el premio Nacional de Arquitectura que otorga sea incluido en la lista de los Premios Nacionales, aspiración que, aseveró, ha sido largamente planteada a las autoridades respectivas. 
Finalmente, manifestó la necesidad que Televisión Nacional de Chile quedara bajo el alero del Ministerio de Cultura.

Se deja constancia de que el señor Gross acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

3.- El Director Ejecutivo del Centro Cultural Estación Mapocho, Profesor de Políticas y Gestión Culturales y Miembro del Directorio Nacional del Consejo Nacional de la Cultura y Las Artes, señor Arturo Navarro, se detuvo, en primer término, en la composición del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, materia tratada en el artículo 16 del texto despachado por la Cámara de Diputados. Al respecto, señaló que si bien se aumenta el número de consejeros, disminuye la dignidad de los mismos. Explicando su aseveración, puso de relieve que el proyecto elimina la designación de las personas representativas de las artes, el patrimonio y la gestión, por parte del Presidente de la República, suprimiendo, como consecuencia, su condición de inamovibles. Estimó necesario reponer ambos aspectos, además de mantener la designación por el Senado de dos de estas personas representativas e inamovibles.
Advirtió que la iniciativa de ley elimina también, en el caso de los académicos, la posibilidad de que provengan del ámbito de la gestión cultural, y solicitó enmendar lo anterior.

Por otro lado, notó que las personas que se agregan lo hacen con carácter de representantes (de pueblos indígenas, inmigrantes y organizaciones ciudadanas) lo que, estimó, contraviene el espíritu de ser representativos de ellas. Sobre el particular, propuso modificar la palabra representantes por representativos, con el fin de evitar la presencia de intereses corporativos. 
Asimismo, resaltó que la propuesta legal agrega a la integración del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio una persona con destacada experiencia en gestión cultural pública, la que será nombrada por el Ministro, a propuesta de las organizaciones de funcionarios. Sostuvo que dado el carácter de dependencia que tendrá dicha persona y por representar inevitablemente intereses gremiales y corporativos que contradicen el espíritu del consejo, ésta debería tener solo derecho a voz y no a voto en el Consejo.
Siguiendo con su exposición, consideró excesivo el número de integrantes del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. En consecuencia, propuso reducirlos, volviendo la cantidad de representativos de las artes y el patrimonio de siete a cinco, tal como ocurre en la actualidad, y dejar en uno los representativos de indígenas y de organizaciones ciudadanas. Puntualizó que de este modo los integrantes de la sociedad civil con derecho a voto serían once, cifra a la que debieran sumarse los funcionarios representantes de los ministros de Relaciones Exteriores y de Educación, el Ministro Presidente y el representante de los funcionarios (solo con derecho a voz). 
En otro orden de ideas, se refirió a las atribuciones del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Apuntó que el proyecto elimina la capacidad del Consejo Nacional de la Cultura actual de definir los componentes y las líneas de acción de los fondos de las artes y el patrimonio así como también la de designar los jurados en dichos fondos. Demandó reponer esa atribución, pues consideró absurdo que un órgano capaz de designar jurados para los premios nacionales no tenga la capacidad de designar los jurados del Fondart y el Fondo del Patrimonio. Además, manifestó, debe agregarse la designación de los galardonados con la orden al mérito cultural Pablo Neruda.
Finalmente, llamó a estudiar la posibilidad de mantener el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes como servicio público, lo que permitiría tener un Consejo con atribuciones como las que tiene en la actualidad. 

Se deja constancia de que el señor Navarro acompañó su presentación con un documento en formato PDF, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

4.- El Director de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, señor Ángel Cabeza, describió, en primer lugar, la institucionalidad existente en materia patrimonial. Al respecto, recordó que en 1929 se creó la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos con la finalidad de congregar la dispersión de instituciones patrimoniales existentes a la fecha. 

Explicó que la misión de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos consiste en promover el conocimiento, la creación, la recreación y la apropiación permanente del patrimonio cultural y la memoria colectiva del país, contribuyendo a los procesos de construcción de identidades y al desarrollo de la comunidad nacional y de su inserción en la comunidad internacional. Señaló que lo anterior implica rescatar, conservar, investigar y difundir el patrimonio nacional, considerado en su más amplio sentido.

Indicó que en la actualidad, la institución que preside considera cuatro grandes sistemas nacionales de gestión: 

1.-El sistema de bibliotecas, 

2.-el sistema de archivos, 

3.-el sistema nacional de museos y 

4.-el Consejo de Monumentos Nacionales.

Centrándose en el primero de ellos, sostuvo que su cabecera es la biblioteca nacional, creada en 1813, a lo que se suma memoria chilena, portal creado en 2003, y que busca ser un elemento de participación y difusión de la cultura. Comentó que dicho sitio web tiene más de 1.000 mini sitios, 430.000 usuarios, 270.000 documentos digitalizados y 500.000 visitas anuales. 

Agregó que el sistema nacional de bibliotecas cuenta con 452 bibliotecas públicas a lo largo del país, desde Visviri a Puerto Williams. Informó, además, que este sistema tiene 6 bibliotecas regionales, un plan de inversión en recintos penitenciarios, una biblioteca pública digital y el programa biblioredes.

Refiriéndose al sistema nacional de archivos, en tanto, apuntó que el Archivo Nacional reúne, organiza, preserva y garantiza el acceso al patrimonio documental que se genera producto de la gestión del Estado. Precisó que su acervo incluye documentación desde el año 1541 hasta la actualidad.

Añadió que el sistema nacional de archivos se divide a su vez en:

-Archivo Histórico Nacional.

-Archivo Nacional de la Administración.

-Archivo Regional de Tarapacá.

-Archivo Regional de la Araucanía.

En cuanto al Sistema Nacional de Museos, manifestó que éste agrupa al Museo Histórico Nacional, al Museo Nacional de Bellas Artes y al Museo Nacional de Historia Natural, y expresó que la subdirección Nacional de Museos considera 23 museos regionales y/o especializados desde Antofagasta a Puerto Williams.

En relación con la misma materia, informó que a un año de la implementación del acceso gratuito, se han sumado más de 360.000 nuevas visitas en los museos de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, contribuyendo así a la democratización de la cultura a través de la captación de diferentes públicos. Puso de relieve que la cifra de visitantes aumentó de 1.302.353 en 2014 a 1.978.817 en 2016.
Asimismo, destacó el avance en la política nacional de museos, marco en el cual se creó el Registro Nacional de Museos, sitio web de todos los museos del país, que en total suman 186.

Afirmó que otra área de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos es la Subdirección Nacional de Gestión Patrimonial, unidad encargada de coordinar unidades de carácter transversal que gestionan la conservación y puesta en valor de bienes de interés patrimonial, tales como el Centro Nacional de Conservación y Restauración, el Centro Nacional de Patrimonio Mundial, el Centro de Bienes Patrimoniales y el Centro Nacional de Patrimonio Inmaterial.

Dio a conocer que otra Subdirección Nacional es la de Investigación, la que tiene a su cargo la coordinación en materia de investigación del patrimonio cultural y natural.

Por otro lado, notó que la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos cuenta con un Departamento de derechos intelectuales, el que es el encargado de promover y fortalecer la protección de los derechos de autor y los derechos conexos, contribuyendo con ello a la formación, desarrollo y sustentación de una cultura nacional de respeto por los derechos de propiedad intelectual sobre obras literarias, artísticas y científicas.

Hizo presente, además, que el año 1925 se integró a la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, el Consejo de Monumentos Nacionales, entidad que debe ejercer la protección y tuición del patrimonio cultural reconocido oficialmente en el marco de la ley, velando por su identificación, declaración, registro, conservación y difusión, y promoviendo su puesta en valor. Notó que dicha entidad establece la pertinencia de la creación de monumentos nacionales, autoriza la intervención de los mismos y participa en el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA) , establecido por la ley Nº 19.300, de Bases del Medio Ambiente, en lo concerniente a la protección del patrimonio cultural monumental.
Enfatizó que en los últimos años han aumentado significativamente los bienes declarados monumentos nacionales, pasando de 23 en 2014 a 50 en 2016. Precisó que en relación con ello se presentan dos grandes inconvenientes: la extrema concentración de las decisiones en un Consejo de carácter nacional en Santiago y que las declaratorias de patrimonio no involucran beneficios para la conservación del patrimonio. 

Abocándose a los problemas que presenta la institucionalidad cultural vigente, señaló que ellos son los que siguen:

-Cultura y patrimonio son temas transversales y no de carácter sectorial. Así, recordó, los Ministerio de Salud y Relaciones Exteriores, por ejemplo, cuenta con actividades artísticas y patrimoniales.

-Dispersión de instituciones y de normativas referida al patrimonio cultural. En efecto, puntualizó, existen normas sobre patrimonio en la Ley de Monumentos Nacionales, en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, entre otras.

-Lo anterior conlleva muchas veces que colisionen las funciones del Ministerio de Educación con las del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, el Ministerio de Obras Públicas y el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

-Concentración en Santiago de las atribuciones y funciones institucionales.

-Falta de coordinación institucional pública y privada.

-Falta de participación ciudadana.

-Postergación presupuestaria y de recursos humanos.

Refiriéndose a las ventajas de la nueva institucionalidad cultural, consideró que una de ellas es la creación de un Ministerio de Cultura y la mantención del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Estimó que otra ventaja radica en que el proyecto ordena las áreas del patrimonio, creación y las artes y establece una relación entre ellas. Al respecto, sostuvo que la creación y las artes y el patrimonio son dos columnas enlazadas, que se relacionan entre sí, que tienen fronteras comunes, pero lógicas de funcionamiento distintas. Hizo ver que ambas deben ser mantenidas de manera armónica, sin que una destruya la otra. 

Por otro lado, celebró la propuesta de descentralización contenida en la iniciativa de ley. Recordó que la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos es un servicio altamente concentrado en Santiago, y notó que ella no cuenta con direcciones regionales del patrimonio, lo que implica que los museos conversen con las bibliotecas regionales y con los archivos regionales sólo a través del Director Nacional o de los Subdirectores Nacionales. 

Asimismo, subrayó que la creación de un Ministerio permitirá la coordinación política. Además, señaló que la propuesta de crear dos Subsecretarías permitirá equiparar el área de la creación y la del patrimonio. Adicionalmente, manifestó que la creación de un Servicio Nacional del Patrimonio permitirá recoger los 203 años de historia de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y la potenciará a nivel regional.

Apuntó que otra ventaja será el incentivo de la participación ciudadana.

Por último, celebró también los recursos concursables. Al respecto, hizo presente que en la actualidad no existe en la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos un fondo nacional de conservación del patrimonio.

Se deja constancia de que el señor Cabeza acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Luego de escuchar las exposiciones anteriores, el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes fue enfático en manifestar que podrían encontrarse diversos modelos para la institucionalidad cultural. Con todo, aseguró que el Ejecutivo decidió, a partir de los estudios realizados hasta la fecha, que el modelo propuesto en el proyecto era el mejor para nuestro país.

Aseveró que la institucionalidad propuesta recoge la acumulación de experiencia con la que cuenta la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y moderniza su sistema. 

Con respecto al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, explicó que la propuesta legal toma los 13 años de experiencia de dicha instancia y los pone a disposición de la nueva institucionalidad, toda vez que los Consejos regionales y el Directorio Nacional han sido un gran aporte para el país.

En relación con la composición del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, indicó que si bien algunas personas representan ciertos sectores, ello no supone la representación de intereses corporativos.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, aseguró que el mayor número de integrantes obedece a que el Consejo conocerá no sólo de temas de cultura y artes sino también de patrimonio.

Subrayó que al referido Consejo se le dará más poder y que éste conservará la facultad proponer al Ministro los planes quinquenales, al igual como ocurre hoy. Precisó que los consejos regionales definirán las estrategias quinquenales en cada una de las regiones, las que conformarán la estrategia quinquenal nacional. 

Con respecto al nombramiento de los integrantes, aclaró que en la nueva institucionalidad no es el Ministro quien los nombrará, ya que ello se hará a partir de una participación real ciudadana. 

Finalmente, deteniéndose en la necesidad de excluir de la integración del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio al Ministro de Economía o su representante, recordó que los temas culturales son transversales. A mayor abundamiento llamó a tener en consideración que en la actualidad un tercio de la actividad cultural que se realiza se lleva a cabo de manera coordinada con dicho Ministerio. 

5.- El Profesor Asociado, Doctor en Filosofía con mención Estética y Teoría del Arte y Magíster en Artes Visuales de la Universidad de Chile, señor Pablo Chiuminatto, aseguró que el proyecto de ley en estudio manifiesta debilidades en su diseño y conceptualización. 

Apuntó que la primera de ellas radica en el artículo 1°, precepto que señala los principios que regirán la organización del nuevo Ministerio. Sobre el particular, sostuvo que en la referida disposición se evidencia la accesoria consideración de audiencias y espectadores, así como de mediadores culturales. Consideró que más que a un Ministerio de Cultura, asistimos a la creación de una red asistencial para los creadores y la conservación. Resaltó que el Ministerio de Educación tiene una relación directa con los docentes que integran el sistema, mientras que este proyecto no concibe un paradigma equivalente. Agregó que lo anterior desaprovecha el potencial de integración, capacitación y profesionalización para la mediación cultural. A mayor abundamiento, manifestó que la propuesta legal concibe la cultura como la acción de los creadores y no como una experiencia viva y relevante para todos. Indicó que si bien su función debe ser facilitar la creación, lo fundamental es que lo que se crea y conserva sea accesible y relevante para la comunidad. Por las razones anteriores, llamó a agregar un noveno principio que corrija este sesgo.

Aseveró que otra debilidad del proyecto se encuentra en el artículo 3°, norma que precisa las funciones y atribuciones del Ministerio. Al respecto, notó que el precepto plantea un inventario profuso pero impreciso, dado que los verbos rectores son débiles. Fue enfático en advertir que resalta la vaguedad general del texto en las áreas referentes a fomento y creación, sobre todo si se lo compara con las minuciosidades en las que se adentra el articulado (artículo 29, 1-6) cuando define las instituciones patrimoniales. Sin embargo, continuó, es importante recordar que son precisamente éstas las que poseen una experiencia histórica, centenaria que este Ministerio no reconoce ni aprovecha.

Remarcó que otra debilidad de la propuesta legal descansa en su artículo 4°, precepto referido a la organización del Ministerio. En este punto, llamó a tener en consideración que el diseño actual propone dos subsecretarías, mientras que el Ministerio de Educación, con un presupuesto que supera en casi sesenta veces al del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, sólo tiene una4. Señaló que lo anterior es relevante si efectivamente está en correlación con un presupuesto ad hoc y sobre todo si considera los efectos que tiene esta opción a nivel de desarrollo de políticas públicas, las que son más que una gestión presupuestaria efectiva.

Manifestó que otra debilidad se hace presente en los artículos 8° a 10, referidos a la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares. Ahondando en su aseveración, expresó que se proponen tres consejos, diseño que, consideró, es básicamente el mismo Consejo Nacional de la Cultura y las Artes con otro nombre, mientas que para la del patrimonio no se considera ninguno. Enfatizó que lo anterior da cuenta del rasgo sectorial y productivo del diseño general del Ministerio. Indicó que dicha medida tampoco se sustenta en un diagnóstico previo de un modelo de gestión del patrimonio con una propuesta actualizada. En vez de hacer esto, continuó, en la práctica, se propone replicar la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, perpetuándola como servicio público, con una subsecretaría reducida, bajo un vínculo débil con el Ministro y sin consejos asesores.

Estimó que otra debilidad radica en el deber que tiene el Ministerio de establecer una vinculación permanente con el sistema educativo formal en todos sus niveles, coordinándose para ello con el Ministerio de Educación. Sobre el particular, subrayó que la mención es vaga y demuestra una vez más que se concibe un Ministerio unívoco, sin la consideración de instrumentos y estudios responsables de la identificación de necesidades particulares de las audiencias y los espectadores, como si la cultura fuese sólo lo que se produce para el consumo cultural o su conservación y no un amplio espectro de manifestaciones materiales e inmateriales de las diversas comunidades.

Sentenció que otra debilidad del proyecto se encuentra en el artículo 14, precepto que precisa las funciones y atribuciones de las Secretarías Regionales Ministeriales. Al respecto, destacó que si bien el número 2 de la referida disposición establece que ellas deberán colaborar con las subsecretarías en la elaboración de la propuesta de políticas, planes y programas ministeriales regionales, el inciso final del artículo 8° prescribe que el Subsecretario de las Artes será el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales. Agregó que a lo anterior se suma que el inciso final del artículo 7° reza que la Subsecretaría de las Artes tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales. Estimó que el problema de las Seremías es que son contradictorias en su relación con las áreas temáticas de cultura, por un lado, y de patrimonio, por el otro. Precisó que con la Subsecretaría de las Artes establece una relación supuestamente natural, mientras que con la Subsecretaría de Patrimonio se detalla la coordinación forzosa con el Subsecretario correspondiente y, simultáneamente, con las Direcciones Regionales del Servicio Nacional del Patrimonio. En este sentido, prosiguió, las Seremis son la demostración de que el modelo tienen contradicciones internas y refleja la desarticulación del Consejo Nacional y los Consejos Regionales, los que no dialogan entre sí, más allá de las instancias organizadas y presididas por funcionarios del propio Ministerio, dependientes directamente de su máxima autoridad.

Comunicó que otra debilidad se advierte en la redacción del número 5 del artículo 17, al señalar que corresponderá al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio proponer al Subsecretario competente los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural, creado en esta ley. Indicó que ésta es la única referencia a la gestión de los fondos concursables, tema de máxima relevancia. Agregó que este punto demuestra el desaprovechamiento que significa el proyecto para la actualización de la ley que regula la asignación de fondos, postergándose una vez más la discusión. Notó que la iniciativa de ley sólo acoge la voluntad de reorganizar las estructuras existentes, sin modificar las lógicas de producción. Puso de relieve que el particular remite a la ley N° 19.891, en circunstancias que es de público conocimiento la crisis que experimenta dicho sistema, conocida como “fondarización” y determinada además por variables socioeconómicas y educacionales de quienes se adjudican los fondos, lo que reproduce la brecha cultural preexistente. 

Hizo presente que otra debilidad del proyecto se encuentra en el artículo 10, disposición que menciona el Consejo Nacional del Libro y la Lectura como parte de la Subsecretaría de las Artes, cuyo objetivo es promover proyectos, programas y acciones de apoyo a la creación literaria, la promoción de la lectura, la industria del libro, la difusión de la actividad literaria y el fortalecimiento de las bibliotecas públicas. Por otra parte, añadió, en el artículo 35 se crea el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas. Advirtió que esta separación orgánica puede tener graves consecuencias, ya que corresponden a subsecretarías distintas, sin asegurarse en el proyecto de ley cómo colaborarán ambas instancias, de manera que no se produzca una duplicación o una contradicción en las políticas.

Luego de dar a conocer las debilidades de la propuesta legal, enfatizó que nuestro país necesita un Ministerio de Cultura con criterios amplios, dinámicos e integradores, a través de la planificación nacional y regional de políticas culturales en coordinación explícita con el Ministerio de Educación. 

Sostuvo que el diseño en estudio se basa en un sistema de programación cultural con participación ciudadana no vinculante, con un sesgo ostensible del nivel central. Manifestó que la demostración más patente de esta capacidad no participativa está en la polémica creación del Centro Nacional de Arte Contemporáneo de Cerrillos, iniciativa que no pasó por la aprobación del Consejo de la región Metropolitana del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, dada su ubicación, ni por el Consejo Nacional. Estimó que en dicha comuna se aprecia cómo el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes genera contenidos de manera centralista e ideológica cuando un Ministerio debiera cumplir un rol planificador, generando estructuras necesarias para que la creación, el acceso y la conservación sean posibles desde la ciudadanía en toda su diversidad.

Se deja constancia de que el señor Chiuminatto acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

6.-El Representante de los Trabajadores del Consejo de Monumentos Nacionales, señor Francisco Silva, aseguró que la Asociación Gremial que integra comparte plenamente la necesidad de crear un Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

Puso de relieve que para los trabajadores del Consejo de Monumentos Nacionales la creación del nuevo Ministerio significará un avance sustancial en sus condiciones laborales. En efecto, recordó que alrededor del 70% de su personal se desempeña a honorarios y que la Secretaría Ejecutiva o Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales no tiene existencia jurídica real, lo que genera un ambiente de vulnerabilidad evidente, provocando situaciones en las que sus trabajadores, sobre todo en regiones, han tenido que ejercer sus funciones desde sus casas por no contar con una oficina donde laborar o atender al público. Asimismo, notó, existen regiones en las que no hay personal, provocando una recarga de trabajo en el nivel central, al tiempo que no existe una instancia de atención a la ciudadanía en el territorio, a diferencia de lo que pasa con otros servicios culturales y la gran mayoría de los servicios públicos del país.

Adujo que por lo anterior, y dado que se crea la Secretaría Ejecutiva o Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales, el proyecto de ley constituye un avance significativo en las condiciones de trabajo y contratación de su personal, al tiempo que establece las bases para la creación e implementación de las oficinas regionales con suficiente personal como para cubrir las demandas ciudadanas y temáticas derivadas de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales.

Con todo, remarcó que lo anterior no obsta a que existan críticas a la iniciativa de ley en estudio. Precisó que una de ellas es la creación del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Explicó que el Consejo de Monumentos Nacionales y su Secretaría Ejecutiva quedarían bajo este servicio que no hace más que replicar el modelo existente en la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Siguiendo con el desarrollo del punto anterior, consideró insuficiente la actualización propuesta, por cuanto no permitirá modernizar la gestión patrimonial del Estado. Manifestó que uno de los temas advertidos en los estudios relativos a la institucionalidad cultural es la duplicidad de funciones y la competencia entre instituciones, realidad que no se superará con el diseño propuesto. 

En sintonía con el punto anterior, enfatizó que la estructura ministerial y del servicio a nivel regional posee una evidente desigualdad en jerarquía y funciones, provocando una agregación de autoridades que contribuirán al aumento de la burocracia estatal. Indicó que para el caso del Consejo de Monumentos Nacionales, además, se provocará un cuello de botella, al tener tanto el Servicio del Patrimonio como su Secretaría Ejecutiva o Técnica características de institución desconcentrada, pero no descentralizada.
Asimismo, hizo presente que el presente proyecto conlleva un evidente cruce de autoridades y jerarquías en el patrimonio entre los niveles centrales y regionales de la Subsecretaría y el Servicio del Patrimonio. Así, acotó, las Unidades de Monumentos Nacionales alojadas en las direcciones regionales tendrán una compleja red de jerarquías regionales y nacionales supervisando y complejizando su gestión.

Por otro lado, apuntó que el Consejo de Monumentos Nacionales tiene una diversidad de profesionales y de experiencia amplia. Sostuvo que, bajo este proyecto, sin embargo, el referido Consejo y su Secretaría Ejecutiva quedarán a nivel de un departamento dentro del Servicio Nacional del Patrimonio Cultura que creará otros departamentos, parcializando la gestión. Esa parcialización, estimó, no se condice con la visión integral que se requiere en materia patrimonial y desaprovecha la experiencia profesional que tienen. 

En consecuencia, consideró necesario analizar la pertinencia de mantener en la propuesta legal un Servicio Público continuador de la DIBAM como solución institucional. Agregó que dicho análisis debe considerar los diagnósticos históricos, los objetivos de este proyecto y los beneficios públicos de contar con una estructura ministerial para el Patrimonio, tal como se está proponiendo para el mundo de las artes.
Propuso cambiar la dependencia de la Secretaría Ejecutiva o Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales desde el Servicio del Patrimonio a la Subsecretaría del Patrimonio. Justificó su sugerencia en las responsabilidades normativas de la Ley de Monumentos Nacionales que administra, su impacto territorial y la diversidad temática y profesional con la que cuenta, pudiendo aportar significativamente al diseño de las políticas patrimoniales que serán responsabilidad de esta subsecretaría.
Planteó que de mantenerse bajo el alero del Servicio del Patrimonio, y considerando las responsabilidades legales y el impacto nacional de la gestión del Consejo de Monumentos Nacionales y su Secretaría Ejecutiva o Técnica, era necesario incluir a esta última como una institución de carácter nacional, como las descritas en el Artículo 28° de la ley en discusión. Explicó que lo anterior permitiría, además, solucionar otro tema que no resuelve esta ley, que es el nombramiento en derecho y las responsabilidades jurídicas y administrativas del jefe de esta institución (secretario ejecutivo o secretario técnico), ya que esa persona es nombrada actualmente por el director de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, pero no existe un concurso claro ni una manera clara dentro de la ley de nombrarlo. Precisó que si el Consejo de Monumentos Nacionales y su Secretaría Ejecutiva quedan dentro de las mencionadas instituciones nacionales, quedarán afectos a lo dispuesto en el artículo 8° del Estatuto Administrativo, dando solución al problema señalado.

En otro orden de consideraciones, puso de manifiesto la necesidad de contar prontamente con una Ley de Patrimonio, que incluya los ámbitos materiales e inmateriales, que modernice y actualice los conceptos y formas de protección patrimonial, que dote de herramientas jurídicas, personal y decisión al Estado en materias patrimoniales y que, por cierto, permita una descentralización efectiva de las decisiones tomadas en este ámbito.
Aseguró que el Consejo de Monumentos Nacionales cuenta con profesionales dispuestos a aportar con su visión a la creación de dicha ley, considerando la experiencia internacional al respecto e incorporando una perspectiva de equidad y derechos culturales propios de las legislaciones modernas en Patrimonio.
Finalmente, solicitó que la modernización de la Ley de Monumentos Nacionales y su natural evolución a una Ley de Patrimonio se discutiera paralelamente al despacho y entrada en vigencia de la nueva institucionalidad cultural.

Se deja constancia de que el señor Silva acompañó su presentación con dos documentos, los que fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

7.- La Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, señora Margarita Hormazábal, manifestó, primeramente, la importancia de resguardar dentro del proyecto de ley, la participación de los gremios de funcionarios en la construcción de los reglamentos y decretos con fuerza de ley. Al respecto, hizo presente que, durante el primer trámite constitucional, y en la discusión celebrada por la comisión técnica, diversos Diputados patrocinaron indicaciones relativas al fortalecimiento de la participación de los gremios de funcionarios a la hora de discutir otros instrumentos complementarios a esta ley. Precisó que la referida participación se encuentra recogida en el inciso segundo del artículo 6° (relativo al reglamento de la estructura interna) y en el N° 9 del artículo segundo transitorio (relativo a los decretos con fuerza de ley), y es considerada como un decidido avance a la hora de generar nuevos canales democráticos en el ejercicio legislativo. Manifestó la necesidad de contar con ambas disposiciones, garantizando, en este mismo trámite, la validación de estos procesos participativos, sin que en ello se afecten las facultades Presidenciales para diseñar el contenido de decreto con fuerza de ley y reglamentos.
Por otro lado, resaltó la necesidad de participación de funcionarios de la nueva institucionalidad en los órganos colegiados. Sobre el particular, consideró significativo que el actual proyecto de ley contemple la incorporación de un especial tipo de integrante en el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Puntualizó que dicha regla se materializa en el numeral 12 del artículo 16, reconociéndose el rol de las asociaciones de funcionarios en la proposición e incorporación de una persona de destacada experiencia en gestión cultural pública, integrante que no estará afecto al principio de jerarquía funcionaria que se contempla para la administración pública, al no incorporarse en su calidad de funcionario público. Recordó que esta integración fue comentada y criticada por el señor Arturo Navarro. Discrepó de sus planteamientos, por cuanto, argumentó, desconocen la necesidad de modernizar la composición de estos órganos colegiados, dando paso a la construcción de una triestamentalidad.

A continuación, dio a conocer su preocupación por la expresión regional de la orgánica en materia patrimonial. Aseguró que como asociación de funcionarios les inquieta mucho esta materia, y que el diseño propuesto para el Ministerio y para el Servicio Nacional del Patrimonio, sucesor de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, genera una triangulación de funciones y atribuciones claramente diferente en lo que respecta a las expresiones regionales para cada materia en cuestión. Precisando su aseveración, explicó que el área de la cultura y las artes y el área del patrimonio no son tratadas de manera igualitaria, lo que no sólo se visualiza a nivel central sino también, con mayor notoriedad, en la implementación de políticas, planes y programas en cada región. En consecuencia, solicitó poner especial atención a la manera en la cual las Secretarías Regionales Ministeriales se coordinan con las distintas Subsecretarías y, simultáneamente, con las Direcciones Regionales del servicio público.

Consideró que esta disonancia refleja una de las contradicciones operacionales más interesantes en el modelo bipolar de la nueva institucionalidad, en donde el actual Consejo Nacional de la Cultura y las Artes continuará íntegramente en la Subsecretaría de las Artes, mientras que Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos continuará en el Servicio respectivo, y deberá coordinarse con la nueva Subsecretaría del Patrimonio. 
Deteniéndose en los aspectos referidos al traspaso y dotación de personal, requirió la incorporación de disposiciones más claras y precisas sobre el traspaso de funcionarios a la nueva institucionalidad. En términos específicos, anheló contar con, a lo menos, una norma expresa que defina la macro-estructura de la dotación (por ejemplo, en fórmula de grados de inicio y término para cada escalafón), construyendo con ello mayor certeza sobre las condiciones laborales de los trabajadores.
Indicó que si bien esta pretensión ha sido recogida en un protocolo de acuerdo suscrito con las autoridades respectivas, éste no satisface la solicitud original que fue contenida en las indicaciones N° 239 y 240 de la discusión en particular en la Cámara de Diputados, correspondiente a la incorporación en el artículo segundo transitorio del siguiente tenor:

“i) Las plantas de personal del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y sus respectivas Subsecretarias tendrán asignados los mismos grados máximos y mínimos en los respectivos escalafones según se indica:
a. Escalafón de Directivos de Carrera: Inicio en grado 8°, término en grado 5°
b.  Escalafón de Profesionales: Inicio en grado 12°, término en grado 4° 
c.  Escalafón de Técnicos: Inicio en grado 15°, término en grado 8°
d.  Escalafón de Administrativos: Inicio en grado 18°, término en grado 9°
e.  Escalafón de Auxiliares: Inicio en grado 19°, término en grado 15°.”.
A su vez, también estimó relevante reiterar algunas solicitudes referidas a la realidad funcionaria del área del patrimonio, como son las atribuciones fiscalizadoras y su correlación con un esperado escalafón. Recordó que esta aspiración fue incorporada como indicación N° 255 en el proceso ya citado, cuyo tenor literal es el que sigue:
“Existirá un Escalafón de Fiscalizadores cuyos funcionarios tendrán el carácter de ministros de fe respecto de hechos constitutivos de infracciones en el cumplimiento de la normativa de la cultura, las artes y el patrimonio. El personal de planta o contrata que se desempeñe en este escalafón estará afecto al sistema de remuneraciones a que se refiere el Título I del decreto ley N° 3.551, de 1981.”.
Se deja constancia de que la señora Hormazábal acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Complementando la intervención anterior, el representante de la Asociación Nacional de Funcionarios de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, señor Camilo Moreno, señaló que el protocolo de acuerdo, firmado en diciembre del año 2015, presenta algunos errores, por cuanto al área de cultura no se le da el mismo grado y reconocimiento en materia de remuneraciones que lo que se otorgó a la planta del Ministerio de Educación en octubre de 2015.

A mayor abundamiento, hizo presente que mientras para el Ministerio de Educación se precisan los grados, el proyecto de ley en estudio no los señala.

Se deja constancia de que el señor Moreno acompañó su presentación con un documento, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

8.- La Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Manón Herrera, aseguró que los trabajadores del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes han sido parte activa de la discusión de la iniciativa de ley en estudio desde sus inicios.

Manifestó que, en el año 2010, cuando se presentó el proyecto, la Asociación que preside hizo presente que éste adolecía de grandes deficiencias en materia de contenidos, por cuanto no se plasmaban en él conceptos mínimos que permitieran avanzar hacia un nuevo modelo institucional. 

Agregó que fue su asociación la primera instancia en advertir que la nueva Secretaría de Estado debía denominarse Ministerio de las Culturas, que no había referencia en la propuesta legal a los pueblos originarios y que los trabajadores debían ser parte de la discusión.

Puso de relieve que el segundo texto, presentado durante la gestión de la ex Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Claudia Barattini, se hizo cargo de la deficiencia de participación presente en el proyecto original. Informó que en esa etapa, además, se llevó a cabo la consulta indígena, la que, remarcó, fue liderada por los funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Con todo, subrayó que en dicha etapa no fue posible alcanzar un acuerdo con el Ejecutivo, por cuanto el modelo que dos servicios dependan de una Subsecretaría no es compartido.

Aseveró que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados es el único que esta asociación gremial comparte, por cuanto otorga un diseño institucional adecuado a la cultura y condiciones laborales adecuadas a los trabajadores.

Estimó que la iniciativa despachada en primer trámite constitucional permitirá superar la realidad del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, en donde sólo el 2% de los 1.100 los trabajadores que en él se desempeñan están en la planta y el 98% restante lo hace a contrata o a honorarios. Precisó que de los 1.100 funcionarios, 600 se desempeñan a honorarios. Adicionalmente, puso de manifiesto que en la actualidad existen dos niveles centrales funcionando, lo que significa gastos considerables. Además, recordó, en regiones sólo existe un cargo, el del Director Regional.

Subrayó que el proyecto actual permitirá robustecer la institucionalidad cultural y las condiciones laborales de los trabajadores.

Consignado lo anterior, solicitó garantizar la participación de los funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en la tramitación de la propuesta de ley y respetar lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, disposición que establece que el número de contratas no podrá exceder el 20% del total de plantas de un servicio.

Por último, sostuvo que el documento acompañado contiene algunas peticiones, las que se refieren a la garantía de participación, al encasillamiento y traspaso, a los plazos de dictación de los decretos con fuerza de ley, a la necesidad que las diferencias remuneracionales sean pagadas por planilla suplementaria que no absorberá por futuros mejoramientos y a que ningún trabajador podrá ser trasladado de región sin su consentimiento.

Se deja constancia de que la señora Herrera acompañó su presentación con un documento en formato Pdf, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó que se precisara el número de funcionarios que se desempeñan en el Consejo de Monumentos Nacionales, en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y en la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Al respecto, la Presidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes expresó que en el Consejo de Monumentos Nacionales se desempeñan 120, en la Consejo Nacional de la Cultura y las Artes 1.100 y en la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos 1.200, cifra esta última a la que deben sumarse las personas contratadas a honorarios y aquellas contratadas dentro del ítem bienes y servicios.
9.- El Investigador y Director Regional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en la región de La Araucanía, señor Pedro Marimán, señaló que Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, comunicó, en la cuenta pública realizada el 21 de mayo de 2014, que la creación del Ministerio de Cultura se haría previa consulta a los pueblos indígenas. Indicó que dicho proceso de consulta se extendió por casi diez meses (entre junio de 2014 y marzo de 2015) y que a él fueron convocadas las organizaciones de los nueve pueblos indígenas reconocidos y la comunidad afrodescendiente de Arica y Parinacota.

Informó que el proceso se desarrolló en las quince regiones del país, además del territorio Rapa Nui, siguiendo la fórmula descentralizada. Precisó que a nivel nacional se efectuaron 518 encuentros de consulta, en los que participaron 2.051 organizaciones indígenas y afrodescendientes. Aseguró que la participación en los diálogos fue sistemática y que el proceso culminó en un Encuentro Nacional de Consulta Previa, al que acudieron 212 representantes, elegidos en las regiones por las organizaciones, del que emanó un Acuerdo Nacional de 14 puntos, los que fueron incorporados en la indicación sustitutiva. 
Deteniéndose en el nombre de la futura institucionalidad, estimó que denominar a la nueva Secretaría de Estado como Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio no sólo cumple con el acuerdo nacional N° 2 de la consulta previa indígena realizada por este servicio, sino que, además, refleja una realidad país, en donde coexisten diversas identidades, en cumplimiento a lo señalado en la Declaración Universal sobre Diversidad Cultural de UNESCO, ratificada por Chile en 2007. Puntualizó que el artículo 4° de la aludida declaración prescribe que “La defensa de la diversidad cultural es un imperativo ético, inseparable del respeto de la dignidad de la persona humana. Ella supone el compromiso de respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales, en particular los derechos de las personas que pertenecen a minorías y los de los pueblos indígenas. Nadie puede invocar la diversidad cultural para vulnerar los derechos humanos garantizados por el derecho internacional, ni para limitar su alcance.”.
En cuanto a la dimensión de la interculturalidad en la nueva institucionalidad, manifestó que la interculturalidad, como un eje de las políticas a diseñar e implementar por la futura institucionalidad, se encuentra establecida en los diversos principios que iluminan la indicación sustitutiva, incidiendo de manera positiva en el campo de las relaciones entre culturas, que hasta el momento se vinculan asimétricamente, perjudicando en gran medida a las culturas de los pueblos indígenas y empobreciendo la diversidad cultural del país.

Asimismo, sostuvo que la incorporación de la interculturalidad como materia de la futura institucionalidad cultural, viene a demostrar una forma de diálogo entre el Estado y la diversidad cultural existente en el país. Toda vez, que tal como lo indica la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, es necesaria una permanente vinculación coordinada entre los diferentes órganos de la administración del Estado. En este orden de ideas, estimó, se promueve la participación igualitaria de los diferentes grupos de la sociedad, sin vulnerar lo establecido en el artículo 5° de la ya citada ley, es decir, sin que exista duplicidad ni interferencia entre las instituciones. 

Centrando su exposición en los aprendizajes del proceso de consulta previa para la futura institucionalidad cultural, consideró que el mencionado proceso fortaleció la institucionalidad cultural actual y futura y las posibilidades de diálogo entre el Estado chileno y los pueblos indígenas. Notó que la nueva institucionalidad cultural cuenta con diversos procesos de participación ciudadana, entre los que destaca la Consulta Previa a los Pueblos Indígenas; tanto por dar cumplimiento al Convenio 169 de OIT, como por la fórmula descentralizada en que este proceso se desarrolló, fortaleciendo la relación entre la institucionalidad cultural actual y la diversidad cultural presente en las regiones del país.
En el mismo orden de consideraciones, aseveró que la Consulta Previa realizada por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes visibilizó la cultura como un eje relevante en la relación con pueblos originarios y como un ámbito de la política pública donde se puede propiciar un proceso gradual de entendimiento entre una República y una sociedad que, desde su orígenes como nación independiente, comprendió que la manera de incorporar a los descendientes de pueblos indígenas era asimilándolos a una cultura nacional, asumida como única. 
Añadió que el futuro Ministerio representa la oportunidad desde el ámbito de cultural, artístico y patrimonial, de complementar la lógica de la institucionalidad especializada en los pueblos indígenas, abordando la integralidad necesaria en las políticas públicas para el siglo XXI y de propiciar el diálogo intercultural al interior de la sociedad chilena. 

Finalmente, fue enfático en señalar que no existe duplicidad de funciones entre la nueva institucionalidad cultural y aquello que desarrolla la CONADI, toda vez que esta última sólo se enfoca en un sector de la población, los pueblos indígenas, mientras que el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, en toda la población del país.

Se deja constancia de que el señor Marimán acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó la necesidad de erradicar del proyecto de ley conceptos vagos, y coincidió con la inquietud expresada por el señor Chiuminatto sobre el particular.

Por otro lado, calificó como relevante la relación entre el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y el Ministerio de Educación, y aseguró que en la actualidad ella es muy precaria, especialmente en materia de educación intercultural. A mayor abundamiento, llamó a superar esa realidad y a comprender que la cultura de los pueblos originarios es para todo el país.

Sobre la relación con la Conadi, coincidió con los planteamientos del señor Marimán en orden a que no hay duplicidad de funciones. Con todo, estimó que deberá existir coordinación entre ambas instituciones, especialmente en determinadas líneas de acción.

Seguidamente, llamó a adoptar las medidas necesarias para dibujar adecuadamente el nuevo Ministerio, para que éste funcione apropiadamente, especialmente en regiones, en donde la pobreza cultural es significativa. Remarcó que para ello será indispensable establecer relaciones con los establecimientos educacionales, con los municipios y con los gobiernos regionales.

Por último, estimó que otro de los énfasis de la iniciativa de ley debía ser el fortalecimiento de la institucionalidad del Consejo de Monumentos Nacionales, para superar la precariedad existente.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sentenció que en la vida de un país, la cultura es lo más importante y que, pese a ello, los gobiernos, independientemente de su postura política, la han puesto al final de las prioridades.

Precisado lo anterior, consideró necesario dedicar mucho tiempo y energía a la estructura del Ministerio, pues remarcó que las instituciones públicas están lejos de satisfacer a los chilenos. Advirtió que crear una nueva Secretaría de Estado implicará adecuar y estructurar el Estado al servicio de las culturas, las artes y el patrimonio, y anheló un Ministerio liviano en su estructura administrativa, pero fuerte en sus servicios.

Por otro lado, resaltó el amplio apoyo dado a la creación del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio por parte de todos los invitados. Al respecto, recordó que en los años ´90 se discutió ampliamente respecto a si una Secretaría era el modelo institucional óptimo para la cultura y se llegó a la convicción que era preferible un Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, toda vez que este modelo permitía de mejor manera la expresión cultural de la sociedad.

Siguiendo con el desarrollo de su intervención, enfatizó la necesidad de erradicar las asimetrías de la iniciativa de ley, como aquellas existentes entre la cultura y las artes y el patrimonio. Apuntó que para evitarlas debía haber dos servicios equivalentes y complementarios: uno del patrimonio y otro de las culturas y las artes. 

Asimismo, puso en duda la necesidad de crear dos subsecretarías, y justificó su parecer en la pérdida de unidad política, de gestión y administrativa. Sobre el particular, hizo presente que los Ministerios que albergan dos subsecretarías en su interior son muy pocos y que ello obedece a razones muy específicas.

En el mismo orden de consideraciones, estimó fundamental escuchar la opinión de expertos en Derecho Administrativo respecto a la propuesta legal en estudio.

En relación con las inquietudes planteadas por las asociaciones de funcionarios recibidas en audiencia, insistió en la demanda de conocer la simulación del decreto con fuerza de ley que regulará la materia. Añadió que lo anterior es esencial dado que dichas normas afectarán a cerca de 3.000 funcionarios

Por último, llamó a tener en consideración que una Secretaría Ejecutiva del Consejo, fuera del Servicio, dependiente de la Subsecretaría, podría quitar coherencia.

La Subdirectora Nacional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Ana Tironi, abocándose a la preocupación manifestada por la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a la vinculación que debe haber entre el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y el Ministerio de Educación, aseguró que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes no entiende la cultura sin educación y que existe una mesa de trabajo para fortalecer la vinculación. 

Deteniéndose en los comentarios vertidos por el profesor Chiuminatto respecto a la “ fondarización”, hizo presente que el año 2003, cuando nació el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la proporción entre fondos concursables y programas permanentes era 70/30 y que dicha proporción ha variado a 25/75 en el curso de los años.

En cuanto a la propuesta de crear prontamente a una Ley de Patrimonio, sostuvo que el gobierno comparte la necesidad de avanzar en esa dirección, e informó que en la actualidad sólo faltan por realizar cuatro de los quince coloquios patrimoniales a lo largo del territorio.

A reglón seguido, llamó a tener en cuenta su experiencia en la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y, en consecuencia, el conocimiento de las fortalezas de dicha institución como del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Precisó que las fortalezas de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos se asientan en su vocación de servicio público, acopiando, conversando, valorizando y dando acceso a la ciudadanía a las diversas expresiones del patrimonio. Agregó que su fortaleza se manifiesta también en la gran capacidad técnica de sus funcionarios y en su compromiso. 

Indicó que, por su parte, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes se destaca por la capacidad de diseñar políticas públicas culturales, acordes con la realidad del territorio, con los actores y en una dinámica cultural permanente, implementando programas muy diversos, que van desde la ventanilla abierta, que permite a los artistas conectarse con el mundo, hasta programas para estimular el trabajo colaborativo entre centros culturales de una región, pasando por el apoyo a la circulación de obras a través del país, creando siempre nuevas audiencias.

Señaló que la conservación, revalorización y resignificación del patrimonio chileno requiere mayores recursos y más visibilidad política. 

Resaltó que la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos es una institución que con muy pocos recursos conserva las colecciones patrimoniales y entrega servicios de información eficiente a la ciudadanía. Explicó que su transformación en el Servicio del Patrimonio, presente en todo el territorio, así como la creación de la Subsecretaría del Patrimonio, le dará la relevancia institucional que necesita, con el objeto de incidir en el diseño, planificación y ejecución de las políticas públicas en este ámbito.

Agregó que, por su lado, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes requiere continuar transitando en sus políticas públicas, desde el énfasis en la asignación de fondos para la creación artística hacia el fomento de las artes, la formación de audiencias, la formación de redes culturales y el apoyo a entramados culturales comunitarios. Asimismo, aseguró, requiere mayor presencia en la educación formal e informal, tanto en la enseñanza artística como en la capacidad de apreciación del arte y la cultura. 

Enfatizó que el gobierno cree firmemente que el nuevo Ministerio permitirá fortalecer el trabajo conjunto y las sinergias en las regiones, entre las bibliotecas, los museos, los centros culturales, los teatros locales y regionales. Precisó que esto ocurrirá a nivel programático y administrativo. De hecho, informó, ya se trabaja en racionalizar la implementación cultural en el territorio con el objeto de hacer un mejor uso de los recursos y de los espacios. 

Aseguró que el nuevo Ministerio da a los funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y del Consejo de Monumentos Nacionales la promoción, estabilidad y protagonismo que se requiere. 

Sentenció que este Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio es imprescindible para poner las políticas culturales públicas en el más alto nivel de la institucionalidad del Estado, permitiéndoles cumplir con el objetivo de contribuir a mejorar la calidad de vida, la inclusión social, el reconocimiento de los otros y la democracia. Destacó que su creación es, tanto a nivel nacional como internacional, un símbolo de la relevancia que Chile da al desarrollo cultural en su crecimiento como país. Desde su nombre, Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, muestra su vocación multicultural, reconociendo el campo de las expresiones culturales como un espacio privilegiado de encuentro con el otro, de reconocimiento de la legítima diversidad cultural en el país y eso no es algo abstracto. Se trata de afirmar que la identidad cultural de cada ciudadano es esencial para su reconocimiento como persona. 

Consideró que el modelo propuesto se hace cargo de la historia y trayectoria de las instituciones participantes y de sus trabajadores, respetando sus especificidades y potenciando sus vínculos. Esta nueva institucionalidad, continuó, intencionará desde el más alto nivel el trabajo coordinado y colaborativo, imprescindible de las instituciones dedicadas a las artes, la cultura y el patrimonio. 

Por último, señaló que el nuevo Ministerio permitirá que las expresiones artísticas, culturales y del patrimonio estén más presentes en la educación formal y no formal de niños y jóvenes. Además, resaltó, una institucionalidad más fuerte y coordinada permitirá que las expresiones culturales, el ejercicio de las artes, el conocimiento y la valoración del patrimonio y la creación de audiencias tengan mayor peso en la vida de las personas y en el rumbo de la sociedad, contribuyendo a fortalecer nuestro ejercicio democrático.

El Profesor Pablo Chiuminatto, llamó a tener en consideración que a los 2.420 funcionarios provenientes del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y del Consejo de Monumentos Nacionales deben sumarse aquellos presentes en los consejos, lo que implica 165 trabajadores más. 

Resaltó que todas esas personas, según el diseño propuesto para el nuevo Ministerio, deberán inhabilitarse de participar en cualquier fondo público que postula el Consejo. Añadió que los parientes de dichos funcionarios también quedarán inhabilitados, con lo cual el número de inhabilidades podría ser cercano a los 8.000. Advirtió que mucha gente del mundo de la cultura tiene algún pariente que se desempeña en cultura y que, en consecuencia, será muy difícil constituir esos consejos.

La Asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Karen Soto, deteniéndose en la inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a la necesidad de coordinación de la nueva Secretaría de Estado con el Ministerio de Educación, explicó que si bien el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes carece de facultades para ello, la futura Secretaría podrá hacerlo, e indicó que el artículo 2° del proyecto de ley dispone que el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, en su calidad de órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de todas las políticas relacionadas con cultura. 

En relación con la crítica a que la estructura del ministerio considere dos subsecretarías, informó que el profesor de Derecho Administrativo señor Eduardo Soto Kloss ha compartido dicha propuesta.

10.- El Rector de la Universidad de Chile, señor Ennio Vivaldi, se refirió, en primer término, a la participación de las universidades en la institucionalidad cultural. Al respecto, manifestó que la indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República y aprobada por la Cámara de Diputados introduce modificaciones sustanciales. Acotó que la primera de ellas es la eliminación de la participación del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas en la nominación de integrantes en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y en la designación de los jurados de premios nacionales. Agregó que a la medida anterior se suma la eliminación de la participación de la Universidad de Chile en los jurados de todos los Premios Nacionales del ámbito de la cultura.

En relación con la primera medida, recordó que, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.891, que Crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes está integrado, entre otros, por dos académicos, uno designado por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas y otro, por los rectores de las universidades privadas autónomas. Indicó que según el texto despachado por la Cámara de Diputados, el nuevo Consejo quedará integrado, entre otros, por dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y/o el patrimonio, designados por el Ministro de la Cultura, de una quina propuesta por las instituciones de educación superior que estén acreditadas por un período de, a lo menos, cuatro años.
En cuanto a la segunda medida, relató que, al tenor de lo dispuesto en la ley N° 19.891, el jurado permanente de todos los premios nacionales está integrado por el Ministro de Educación, el Rector de la Universidad de Chile y por el último galardonado con el premio nacional respectivo. Agregó que además integra el jurado, un académico designado por el Consejo de Rectores y un representante del Instituto de Chile o su respectiva Academia, según el premio. Remarcó que, al tenor de lo dispuesto en el proyecto de ley en estudio, en los premios de literatura, artes plásticas, artes musicales y artes de la representación y audiovisuales, los jurados permanentes serán el Ministro de la Cultura y el último galardonado con el Premio respectivo, excluyéndose al Rector de la casa de estudios que preside. Añadió que si bien continúa como integrante un representante del Instituto de Chile o de su respectiva Academia, según premio, se elimina el representante del Consejo de Rectores y se agregan dos personalidades, según el premio de que se trate, designadas por el Consejo Nacional de la Cultura, las Artes y el Patrimonio.
Puso de relieve que la indicación sustitutiva, ingresada en diciembre de 2015, no explicitó las razones para excluir al Rector de la Universidad de Chile del jurado de los premios nacionales. Aseveró que, por su parte, el informe de la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados tampoco señala los fundamentos de tal decisión. Además, lamentó, no hubo oportunidad para discutir sobre este asunto.
Tratando de comprender las razones que condujeron al cambio mencionado, estimó que ello podía deberse a la creencia que la Universidad de Chile tiene intereses creados, motivo que llevaría a su rector a votar siempre por un algún candidato vinculado a dicho plantel. Sobre el particular, descartó dicha situación. Adicionalmente, resaltó que de calificarse como inadecuada la presencia de la Universidad de Chile, porque probablemente alguno de sus académicos puede convertirse en galardonado, igual razonamiento debiera seguirse en el caso de las demás instituciones de educación superior, con lo cual sólo el rector de una universidad cuyos académicos nunca tengan la posibilidad de obtener un premio nacional podría integrar el jurado. Consideró que otra razón podía deberse a que este plantel de educación superior es considerado como uno más de los existentes a lo largo del territorio. 

Fue enfático en sostener que la Universidad de Chile es una de las instituciones nacionales que ha dado pruebas más fehacientes de prescindencia de defensa de intereses particulares y de representar con altura de miras al Estado de Chile. A mayor abundamiento, hizo presente que en su carácter de universidad estatal tiene el deber de representar todas las ideologías presentes en el país.

Notó que, desde de sus orígenes y durante el transcurso de toda la historia nacional, la Universidad de Chile ha contribuido al desarrollo de la cultura, las artes y el patrimonio del país.
Destacó que la normativa que actualmente rige a la Universidad de Chile reconoce su dedicación a la creación y extensión en las humanidades y las artes, al servicio del país en el contexto universal de la cultura. Asimismo, subrayó, señala que le corresponde contribuir con el desarrollo del patrimonio cultural y la identidad nacional (D.F.L. Nº3, de 2006).
En el mismo orden de ideas, aseguró que la Universidad de Chile cumple un rol preponderante en la existencia de una masa crítica de académicos y en la formación de talentos en el ámbito de las humanidades y las artes. Además, informó, se dedica activamente a la creación y difusión artísticas y a la conservación del patrimonio nacional.

Asimismo, resaltó que posee el Archivo Andrés Bello, con valiosas colecciones documentales, bibliográficas e iconográficas, que tiene a su cargo el Teatro Nacional, diversas salas para presentaciones y exposiciones, el Museo de Arte Contemporáneo y el Museo de Arte Popular Americano y que cuenta con el Centro de Extensión Artística y Cultural, el principal núcleo de música, canto y danza del país, con sus elencos: Orquesta Sinfónica de Chile, Ballet Nacional Chileno, Coro Sinfónico y Camerata Vocal.
Puso de manifiesto que el proyecto de ley desconoce la misión y contribución histórica de la Universidad de Chile en el desarrollo de la cultura nacional, y criticó la eliminación, sin justificación alguna, de la participación de su universidad y del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas en los jurados de premios nacionales. A mayor abundamiento, estimó que la iniciativa de ley pretende igualar a todas las instituciones de educación superior en la designación de integrantes del Consejo de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, al exigir sólo cuatro años de acreditación.
Finalmente, dando a conocer sus propuestas para perfeccionar la iniciativa legal, sugirió aumentar de cinco a siete los integrantes de los jurados de los premios nacionales del ámbito de la cultura, reponiendo la participación de la Universidad de Chile y del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. Indicó que lo anterior permitiría, efectivamente, enriquecer la composición de los jurados, con dos personalidades designadas por el Consejo de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, sin excluir a quienes, hasta la fecha, han participado en dicha función.

Se deja constancia de que el señor Vivaldi acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que el proyecto elimina la participación de la Universidad de Chile en los jurados de los premios nacionales de literatura, artes plásticas, artes musicales y artes de la representación y audiovisuales, pero mantiene su participación en los de periodismo, ciencias exactas, historia, ciencias de la educación, humanidades y ciencias sociales.

Sobre el particular, el señor Rector de la Universidad de Chile destacó que el proyecto en estudio no podría introducir cambios en la integración de los jurados de los premios nacionales de periodismo, ciencias exactas, historia, ciencias de la educación, humanidades y ciencias sociales, toda vez que ello no es materia del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Con todo, apuntó que la modificación propuesta podría sentar precedente.

La Subdirectora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Ana Tironi, refiriéndose a la eliminación de la participación de la Universidad de Chile en los premios nacionales de literatura, artes plásticas, artes musicales y artes de la representación y audiovisuales, explicó que la modificación aludida obedece a la necesidad de ampliar la composición del jurado, de manera que personalidades del mundo de la literatura, las artes plásticas, las artes musicales y las artes de la representación y audiovisuales puedan participar de dicha instancia. Acotó que nada obstaría a que dichas personalidades provengan de la universidad presidida por el señor Vivaldi o por alguna de las que integran el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer advirtió que si la idea es ampliar la composición del jurado, posibilitando que personalidades del mundo de la literatura, las artes plásticas, las artes musicales y las artes de la representación y audiovisuales puedan participar de dicha instancia, podría aumentarse de cinco a siete el número de miembros, de manera de no excluir en la composición al Rector de la Universidad de Chile ni al académico designado por el Consejo de Rectores de las Universidades de Chile.

La señora Subdirectora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes valoró la propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer, y aseguró que ella sería evaluada por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.5
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó a la señora Tironi mantener a la Universidad de Chile en la composición de los jurados de los premios nacionales de literatura, artes plásticas, artes musicales y artes de la representación y audiovisuales, y justificó su demanda en la historia de nuestro país y en el papel jugado en ella por la casa de estudios referida. En efecto, precisó que el plantel es una de las columnas vertebrales de la nación chilena y que excluirla sería una mala decisión.

Por último, hizo presente que presentaría, junto con los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes, una indicación en tal dirección.

11.-El Presidente de la Asociación de Directores y Guionistas de Chile, señor Jorge López, celebró la presentación de la indicación sustitutiva por parte de Su Excelencia la Presidenta de la República a la iniciativa de ley, y solicitó su rápida discusión en esta comisión y en las demás instancias legislativas. 

Asimismo, alabó el concepto inclusivo de las culturas y las artes, pues estimó que permitirá considerar, por primera vez, la gran diversidad de expresiones culturales, artísticas y de patrimonios que existen en nuestro país.
Precisado lo anterior, recordó que el Estado tiene una responsabilidad clara con respecto al desarrollo cultural del país, responsabilidad tan indiscutible como la que le cabe en el desarrollo económico y, por ende, en el desarrollo integral de las personas. Señaló que es por la cultura que nos volvemos ciudadanos. Agregó que desarrollar nuestra inteligencia y cultivar nuestra sensibilidad, nuestros sentidos y emociones a través de las culturas y las artes nos lleva a ser más creativos, condición de progreso en la vida nacional.
Aseguró que la urgencia e importancia del proyecto radica en que propone dotar al país de una institucionalidad pública cultural más robusta y eficiente que la actual. Además, estimó, permitirá enfrentar de mejor manera nuestras carencias y desigualdades en este plano.
Seguidamente, apreció que se establezcan los principios de libertad y tolerancia, y valoró el respeto a la diversidad y a los derechos de creadores y cultores de las artes, como esenciales para una gobernanza democrática en la gestión cultural pública.
Adicionalmente, apoyó la idea que el futuro ministerio coordine y dé consistencia, en forma coherente, al conjunto de políticas, planes y programas del gobierno en materias culturales y patrimoniales. Añadió que se precisa no excluir aquellas que tocan a las comunicaciones y a las políticas urbanas, y consideró que a la obligación de “crecer” que tienen Hacienda y los demás ministerios económicos, a Cultura se le debe agregar “mejorar”.
Por otro lado, celebró, en su calidad de audiovisualista, la incorporación de la Cineteca Nacional a la condición de institución patrimonial nacional. Valoró también la ampliación de los órganos de participación ciudadana en las regiones, que se complementa con la entrega de nuevas atribuciones a los Seremis para implementar planes y programas propios. 
Asimismo, manifestó su alegría por la consideración de una dieta para los Consejeros nacionales, regionales y sectoriales que no sean funcionarios públicos, y aseveró que ellos realizan y seguirán realizando un trabajo arduo y complejo en relación con el diseño de políticas sectoriales y con los fondos concursables.

Expresó que, sin embargo, en el nuevo proyecto, la función de los Consejeros queda reducida sólo a “asesorar” en materias que son de gran relevancia y en donde hoy sus decisiones son vinculantes. En consecuencia, solicitó corregir este contrasentido.
Sostuvo que otro punto relevante es la importancia que se radique en el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio la facultad de otorgar patrocinio para exención del impuesto al valor agregado. Explicó que si bien este mecanismo muchas veces ha sido mal entendido, es un instrumento llamado a equilibrar las inequidades que complican la comercialización del arte. 
A reglón seguido, demandó explicitar, dentro de las funciones del futuro ministerio, la de proponer al Presidente de la República, políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial en los canales de la televisión pública, así como en otros medios de comunicación que ostenten el mismo carácter. Lamentó que la anterior sea la única mención sustantiva sobre televisión pública en toda la indicación sustitutiva. 
En sintonía con el punto anterior, expresó su oposición a que el Consejo Nacional de Televisión y Televisión Nacional de Chile continúen relacionándose con el Estado a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno, Secretaría eminentemente política. Al respecto, remarcó la necesidad que ambas instituciones dependan del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

En el mismo orden de ideas, criticó que las mencionadas instituciones sean gobernadas por directorios nombrados por la Presidencia de la República y el Senado, con régimen de cuoteo político, en lugar de tener una composición multisectorial que garantice su autonomía y vocación cultural. Anheló que la realidad descrita se corrigiera en la propuesta legal en estudio.

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, solicitó que se legislara para que la cultura tenga el sitial que le corresponde en la vida y las políticas públicas del país. Apuntó que si bien el futuro ministerio constituye un paso fundamental en tal dirección, aún quedan temas por resolver. Precisó que uno de ellos es la creación del Canal de Televisión Cultural/Educativo, anunciado por la Presidenta. Añadió que otro ejemplo es la ley larga de TVN, que, después de más de seis años, aún sigue en discusión en el Senado. Destacó que otro tema no resuelto en materia cultural es asegurar que el sistema de concursos a los diferentes fondos de fomento, que existe hoy, se lleve a cabo a través de ventanilla abierta y no año a año, con la incertidumbre de un sorteo de lotería. Indicó que otro desafío es lograr que el Ministerio de las Culturas pueda fomentar y tener bajo su alero la creación del Instituto Nacional del Audiovisual, un organismo autónomo que agrupe a todos los realizadores en sus diferentes capacidades y corrientes, tanto como academia como una entidad para el desarrollo de proyectos. Notó que otro reto radica en que el Comité de Donaciones Culturales pueda tener más posibilidades y herramientas de difusión, de forma que no suceda lo que ocurre hoy, donde la desinformación es tal que prácticamente nadie dona a la cultura por miedo a ser investigado por el Servicio de Impuestos Internos durante los próximos cinco años. Subrayó que en el caso de las personas naturales, la situación es aún peor, ya que desconocen que pueden aportar hasta el 50% de su carga tributaria a la creación de obras culturales. 
Finalmente, propuso una corrección a lo que calificó como “el grave equívoco que se hace con el premio Nacional de Artes Escénicas”. Al respecto, acotó que en su historia sólo ha sido otorgado a un cineasta, en circunstancias que el cine chileno ha progresado y se ha destacado de tal manera que actualmente forma parte fundamental de la imagen país que Chile tiene en el exterior. Por lo anterior, propuso que al menos cada dos años se distinga con este importante reconocimiento a un autor audiovisual nacional.
Se deja constancia de que el señor López acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


12.- Gian Regginato, de la Red de Salas de Teatro


i) una nueva institucionalidad robusta permitirá una mayor claridad en la planificación de la actividad de las salas en el corto y mediano plazo, además de dotar de un desarrollo sistémico a la actividad por medio de la articulación de agentes y la implementación de ejes transversales con el Estado. Valoró la incorporación de principios como la democracia y la participación, la desconcentración territorial y la consideración del patrimonio cultural como bien público// debe incorporarse aspectos como el desarrollo y fomento de audiencia a las salas de teatro; el fomento de las capacidades de gestión y mediación cultural; la ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de actividades culturales e implementar políticas, planes y programas  en materias patrimoniales. 


ii)  En materia impositiva, propuso lo siguiente: uno) Un sistema de exención por espacios con régimen anual y no por eventos puntuales. dos) Discutir un régimen especial de venta de alcohol en las salas de teatro como una forma de generar ingresos para costear los gastos de operación. tres) Reconocer el rol de las salas de teatro como agentes fundamentales en la promoción artística y cultural del país, otorgando las facilidades para potenciar su gestión y proyección en el tiempo. 


13.- Juan Curín Llanquilao, miembro de la Comisión de Seguimiento del Pueblo Mapuche (IX Región) del proyecto de ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio:


i) Es pertinente que el Ministerio se denomine “Ministerio de las Culturas y las  Artes y el patrimonio”, por el solo hecho que en el país existen nueve pueblos indígenas con costumbres y culturas distintas  conviviendo  en un  solo país, por  lo  que la  cultura  no  es una  sola.


ii) El proyecto de ley no considera los términos del Acuerdo de Valparaíso, en el cual se comprometió a hacer valer las disposiciones del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo relativo a los Pueblos Originarios> introducir los  catorce puntos acordados  y  suscritos  entre los nueve pueblos  indígenas de Chile, la comunidad afro descendiente y la ex Ministra del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


iii) el Consejo de Pueblos Indígenas debe funcionar dentro del Ministerio  de las Culturas y las Artes y  el Patrimonio y que se reconozca en la ley, no un consejo asesor ni en una disposición transitoria como se propone> que este Consejo se dedique a proponer, reguardar y mantener las culturas de los nueve pueblos indígenas y de  otros  que se agreguen, con carácter resolutivo, vinculante e incidente. Consejo que deberá trabajar junto al  Ministro de las Culturas las Artes y el Patrimonio, con plena participación para rescatar, recuperar, conservar y desarrollar los valores culturales de todos los pueblos indígenas y tribales de Chile/ debe tener expresión regional y financiamiento adecuado.

La Honorable Senadora señora Von Baer consultó a la Subdirectora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes la diferencia entre las demandas de los representantes de la Comisión Mapuche de Seguimiento de la IX Región de la ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y del Patrimonio en relación con los acuerdos alcanzados con el Ejecutivo y lo dispuesto en el proyecto de ley.
Por otro lado, deteniéndose en la demanda efectuada por el señor Reginato en materia de exención de impuesto al valor agregado, manifestó que si bien ello era una materia que no se abordaría en este proyecto, debía abordarse prontamente, ojalá de manera paralela con esta iniciativa de ley.
Por su lado, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, centrando su atención en las críticas realizadas al proyecto por el señor López, coincidió con el planteamiento que el Consejo de las Culturas, las Artes y el Patrimonio no podía quedar reducido a una labor meramente asesora. Recordó que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, desde el año 2003, recogiendo la vitalidad de la sociedad civil, tiene poder de decisión. Estimó que limitarlo a un rol asesor implicaría una “capitis diminutio” en su estatus y rol.

En relación con los comentarios vertidos respecto a las exenciones tributarias, fue enfático en señalar que los espectáculos de grandes artistas son negocios y, en consecuencia, no debieran estar exentos del pago de impuestos.

En sintonía con lo anterior, demandó la existencia de un régimen de exención para las obras de teatro, evitando así solicitarla en cada caso.

En tanto, el Honorable Senador señor Montes estimó fundamental que el quehacer del nuevo ministerio se vinculara estrechamente con el sistema educacional. Asimismo, consideró que la nueva Secretaría de Estado debía dar cabida no sólo a los artistas y expresiones culturales existentes, sino también a otros sectores, de manera de lograr mayor diversidad.
En otro orden de consideraciones, puso de relieve que, en la actualidad, gran parte de la cultura se financia por medio de fondos concursables, los que, aseguró, si bien presentan algunas ventajas, se caracterizan por ser de corto aliento, limitando el desarrollo de políticas y programas. Manifestó que el crecimiento de la institucionalidad cultural, expresada en el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, debía ir de la mano con un cambio en el sistema de financiamiento, disminuyendo los fondos concursables. Al respecto, preguntó a los expositores invitados a la sesión su opinión sobre el particular y cómo creían que los fondos se diseñarían, implementarían y distribuirían. 

Aseveró que otro aspecto a abordar en materia de financiamiento es el de las donaciones. Sobre el particular, sostuvo que si bien el país cuenta con algunas leyes de donación, todas son muy burocráticas, por el riesgo que se presten para evasiones tributarias. En este punto, consultó a los expositores presentes en la sesión si tenían una propuesta sobre la materia.

Seguidamente, preguntó si tenían alguna proposición en materia de exenciones y si debían crearse criterios generales o analizarse caso a caso cada situación.

En sintonía con el punto anterior, solicitó un pronunciamiento respecto a los grandes espectáculos.
A su turno, el Honorable Senador señor Quintana solicitó recoger la demanda planteada por el Rector de la Universidad de Chile, señor Ennio Vivaldi, y sentenció que el proyecto debía reconocer el enorme aporte en materia cultural realizado por dicha casa de estudios. Con todo, manifestó no sentirse sorprendido por la decisión adoptada por el Ejecutivo, de marginar al referido plantel de la integración del jurado de los premios nacionales, en un escenario en donde la Ley de Presupuestos para el Sector Público para el año 2017 no reconoce que las universidades del Estado merecen un trato especial.

Respecto a la exposición realizada por los representantes de la Comisión de Seguimiento del Pueblo Mapuche a la ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, fue enfático en señalar que los acuerdos alcanzados con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes debían expresarse en la iniciativa de ley en estudio.

Finalmente, señaló que en el nombre del nuevo Ministerio debía utilizarse la voz “culturas” en lugar de “cultura”, de manera de reconocer la diversidad existente sobre el particular.
La Asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Karen Soto, aseguró que la totalidad de los acuerdos alcanzados en la Consulta Indígena se recogen en la indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República. Precisó que ejemplo de ello es dar la denominación de Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio a la nueva Secretaría de Estado y reconocer, respetar y promover el principio de pluriculturalidad (numerales 1 y 3 del artículo 1).

En relación con el Consejo de Pueblos Indígenas, señaló que su carácter transitorio obedece a que el Ministerio de Asuntos Indígenas será la instancia encargada de las materias hasta ahora abordadas por el referido consejo.

Con respecto a las exenciones al impuesto al valor agregado, manifestó que la modificación propuesta por el Ejecutivo busca que sea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio el encargado de analizar si proceden las aludidas exenciones, de manera que el órgano encargado de analizar la situación conozca en profundidad los asuntos de que se trata. Puntualizó que en la actualidad el Ministerio de Educación analiza los proyectos en cuando a su mérito educativo.

Por último, respecto a la demanda formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, indicó que si bien el reglamento existente en materia de exenciones fue modificado recientemente, podía ser revisado. 


14.- El ex Ministro - Presidente del Consejo de la Cultura y de las Artes, señor Luciano Cruz Coke, explicó que los principales órganos de la institucionalidad cultural en Chile son el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y el Consejo de Monumentos Nacionales. Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que existe una multiplicidad de funciones en esta materia dentro del aparato estatal, que se demuestra en el siguiente cuadro:
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A mayor abundamiento, dijo que dicha multiplicidad por área en materias culturales puede desglosarse en patrimonio, derecho de autor, fomento lector e internacional. 
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De acuerdo con el esquema enunciado, hizo presente que las razones que se tuvieron presentes para la presentación de un proyecto de ley que cree el Ministerio de las Culturas, Artes y Patrimonio radican en la elaboración de diversos informes, como son la Comisión Garretón del año 2991; la Comisión Ivelic de 1997; la Comisión Allard de 2007, y la Comisión  Harboe del año 2011, que fue la que finalmente dio origen a esta iniciativa. 


El diagnóstico actual de la institucionalidad cultural presenta un bajo nivel de coordinación interinstitucional, con un fuerte grado de independencia por parte de los órganos estatales que se traducen en una duplicidad y dispersión de recursos y responsabilidades. De esta manera, los principios rectores que motivaron esta iniciativa son los siguientes: 
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De esta manera, el proyecto original consideraba un esquema sincronizado con las necesidades y con una extensión más acotada:
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De esta manera, y según la indicación sustitutiva que ha presentado la actual Administración, los escenarios estructurales comparados quedan graficados así:
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Señaló que en lo que se refiere a las funciones del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, la comparación entre el texto original y la indicación sustitutiva presenta el siguiente esquema: 
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Concluyó su exposisición con las siguientes ideas:


Uno) Existe una perdida de influencia de la sociedad civil por modificaciones que se introducen en las funciones del consejo y número de consejeros. 


Dos) Traspaso de funciones de los consejos al Ministro y nuevos Subsecretarios en desmedro de los consejeros. 


Tres) Inexistencia de un Servicio de las Artes, disminuyendo su importancia en regiones y centralizando la gestión en Santiago. 


Cuatro) Falta de orden en la creación de órganos dependientes de Subsecretarías, servicios y consejos, además de la multiplicación de consejos y consejeros remunerados cuyas funciones y dependencias no parecen estar del todo definidas.


Cinco) No existe claridad respecto de los beneficios de tener dos Subsecretarías y un solo Servicio. 


Seis) El proyecto original era menos costoso.


Siete) Es positiva la continuidad en materia de políticas públicas y persistencia en aprobar un proyecto iniciado en un Gobierno de otro signo político. 


Ocho) Incorporación de los Pueblos Orignarios. 


15.- Magadalena Krebs, ex Directora de la Dirección de Archivos y Museos (DIBAM), señaló que la institucionalidad vigente presenta falencias importantes, pues la dispersión existente no permite una mirada holística sobre el tema cultural, generando una duplicidad de de funciones y, finalmente, ineficiencia en el uso de recursos fiscales. 


Afirmó que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (CNCA), creado en el año 2003, es una entidad híbrida y ambigua entre lo que es institucionalmente un Ministerio y un Servicio, con la potestad de definir políticas para el sector cultura y de diseñar y ejecutar planes y programas, lo que lleva a que no hay una clara diferenciación entre quien formula las políticas culturales y quien las ejecuta. El Jefe del Servicio del CNCA como Presidente del Consejo, tienen rango de ministro mientras que la DIBAM, creada en el año 1929 y que depende del Ministerio de Educación, ha quedado subrerpesentada políticamente. Ello ha llevado, según dijo, a un estancamiento de lso recursos presupuestarios  y del marco legal y regulatorio que rige a las bibliotecas, archivos y museos, cuyas estructuras jurídicas se han quedado en el pasado.


Expresó que el problema no es sólo de coordinación, sino que tampoco existe una distribución de recursos en función de un criterio de eficiencia en términos de bienestar social. Son múltiples las situación de duplicación, como es el caso, por ejemplo, de la creación de un Sistema Nacional de Patrimonio al interior del CNCA o los ejemplos de políticas públicas no convergentes que se pueden dar como ejemplo, siendo el Programa de Creación de Centros Culturales y de Bibliotecas Públicas uno de los más emblemáticos. 


Hizo presente que una gran número de países han creado Ministerios de la Cultura con el objeto de situar a este tema como eje destacado en el desarrollo de la Nación y promover políticas que regulen el desempeño de la actividad, procurando una adecuada distribución de servicios culturales en todo el territorio, valendo por le fomento de la creación y de la protección del patrimonio. El nombre más común para denominar a estas instituciones el de “Cultura”, siendo Bolivia el único país que utiliza el vocablo de “Culturas”. 


En cuanto a la cultura como conpceto, explicó que fue largamente debatido durante la década de 1960 y de 1970 del S. XX, hasta que la tradicional división entre cultura popular y culutra de élite fue introducida por la UNESCO en el año 1982 cuando señaló que “la cultura puede considerarse como en el conjunto de rasgos distintitvos, espitituales, materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad. Ello engloba, además de las artes y de las letras, los modos de vida, los derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias.”. Antes de esta declaración, destacó que las políticas de promoción de la cultura han sido parte de la historia de occidente, lo que ocurre de manera sistemática y con bases teóricas desde comienzos del S. XIX, donde los Estados incorporan típicamente estas políticas al alero de Departamentos de los respectivos Ministerios de Educación. La creación de Carteras con dedicación exclusiva sobre temas culturales comenzó en Francia con la creación en el año 1959 del Ministerio de Asuntos culturales, bajo la presidencia de De Gaulle y con el Ministro Malreaux como fundador. Su objetivo fue favorecer el acceso a las obras capitales de la humanidad, y primeramente a Francia, a un número de franceces tan grande como sea posible; de asegurar la audiencia máxima al patrimonio cultural y de favorecer la creación de obras de arts y del espíritu que las enriquecen. 


Se sientan allí – continuó – los tres grandes ejes que han animado a estas Carteras: incrementar el acceso ciudadano a la cultura, proteger y difundir el patrimonio cultural y garantizar y promover la creación. 


Luego surgió en Italia la expresión “bien cultural” para designar todo aquel que constituya tetimonio material y que tiene valor de civilización. Esta definición, en su opinión, supera los parámetros según la cual son objeto de tutela y de conservación solamente las cosas de interés histórico-artístico, abriendo una nueva visión culutral sobre los testmonios dejados por la producción del hombre y por la manifestación de la naturaleza. Surge así una nueva e inédita política sobre los bienes culturales y ambientales. 

La discusión a la que se ha hecho alusión culmina con la Declaración de UNESCO de 1982, que señaló que “la cultura da al hombre la capacidad de reflexión sobre si mismo. Es ella la que hace de nosotros seres específicamente humanos, racionales, críticos y éticamente comprometidos. Por ella es cómo discernimos los valores y realizamos nuestras opciones. Por ella es cómo el hombre se expresa, tomca conciencia de sí mismo, se reconoce como un proyecto inacabado, pone en cuestión sus propias realizaciones, busca incansablemente nuevos significados y crea obras que lo trascienden.”.

Con respecto a la denominación que se pretende entregar a la nueva institucionalidad (Ministerio de las Culturas, Arte y Patrimonio), estimó que insiste en una visión binaria entre alta cultura (artes) y cultura como modo de vida, en lugar de una visión holística de las diferentes manifestaciones culturales existentes en el país. El proyecto en debate cita la definición de UNESCO, pero posteriormente vuelve a una antigua discusión sin recoger el desarrollo de la universalidad de la declaración, descomponiendo el título en “Culturas, Artes y Patrimonio, generando una confusión de términos y nombres que es especialmente ambigua en el mensaje que antecede al texto legal. Se llega a hablar de la “cultura de las culturas”, utilizando el término de “culturas” como un sinónimo de “pueblos”. La denominación propuesta reúne categorías no equivalentes. Esta flata de claridad, en su opinión, genera una terminología que no logra mantenerse en forma consistente a lo largo del texto, llevando a redacciones que utilizan categorías, subcategorías y sinónimos de manera confusa.  


Destacó que el tema de la denominación no obedece a una cuestión de mera redacción, sino que de claridad conceptual y de las consecuencias que ello tiene en la estructuración de este cuerpo legal, pues, como se ha dicho, “culturas” se ha referido a un grupo de personas, a una comunidad que ha habitado en un tiempo y en un territorio dado vinculados por lazos étnicos. Este enfoque abre en el campo de las políticas culturales múltiples preguntas de índole moral, jurídica y práctica. ¿Es posible desarrollar políticas culutrales según razade pertenencia? Chile es un país mestizo. ¿Dónde se pone término a lo originario y dónde comienza lo mestizo? ¿Dónde se situarán los artistas e intelectuales mapuches, aimaras o de cualquier etnia del presente o del futuro? Llamó la atención que la propuesta de una Subscretaría de Artes no tenga funciones relativas a los pueblos originarios, lo que resulta, en su opinión, discriminatorio. Sobre este mismo asunto, recordó que el país ya cuenta con una institución dedicada a estos temas, como es la CONADI, cuya misión isntitucional consiste en promover, coordinar y ejecutar la acción del Estado a favor del desarrollo integral de las personas y comunidades indígenas, especialmente en lo económico, social y cultural y de impulsar su participación en la vida nacional a través de la coordinación intersectorial, el financiamiento de iniciativas de inversión y la prestación de servicios a usuarias y usuarios. Se producirá entonces un nueva duplicidad de competencias, afectando la norma contenida en el artículo 5° de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 


Agregó que los pueblos originarios y su cultura debe ser valorizada como parte constitutiva del país, por lo que afirmó suscribir lo expresado por UNESCO en la Declaración Universal sobre la Diversidad Cultural del año 2001, en que manifiesta que “la defensa de la diversidad cultural es un imperativo ético, inseparable del respeto de la dignidad de la persona humana. Ella supone el compromiso de respetar los derechos humanos y las libertades fundamentales, en particular los derechos de las personas que pertenecen a minorías y de los pueblos indígenas. Recordó que nuestro país ratificó dicho instrumento en el año 2007. 


En cuanto a la estrucutra propuesta por el proyecto de ley, afirmó que la creación de dos Subsecretarías con funciones similares (Artes y Patrimonio) generará dispersión en la aplicación de políricas públicas en materia de cultura, haciendo más difícil el diálogo entre los creadores del pasado y los del presente, cuestión que, según dijo, es esencial para el desarrollo cultural. Lo relevante en materia cultural, continuó, no es aumentar burocracia, sino generar instituciones con buena distribución en el territorio para prestar atención a la ciudadanía con autonomía y creatividad. Lo que se requiere es un Ministerio con vocación de planificación, articulación y capacidad de proyección para contribuir a la articulación de la cultura con el urbanismo, las obras públicas, las ciencias, le medio ambiente, el turismo y las relaciones exteriores, entre otras actividades. 


La iniciativa en debate reemplaza por completo la distribución del poder, dejando el peso de las decisiones en el Gobierno de turno en desmedro de las instituciones que sirven y trabajan directamente con la ciudadanía. Ello es ajeno a la tradición chilena y contradice todas las recomendaciones de los países democráticos, donde se busca poner atajp a la discrecionalidad de la autoridad política. El cuerpo legal debe dar garantías de que no habrá intervención política en las líneas editoriales de sus instituciones dependientes.  


Por las razones expuestas, solicitó a la Comisión tenerlas presentes para emjorar una iniciativa que tiene un noble objeto pero que, como está, no hace sino complejizar la ejecución de políticas públicas en materia de cultura. 


16.- Gustavo Meza, en representación de la Unión Nacional de Artistas (UNA), destacó que esta es un organización gremial que actúa como una Confederación integrada por diecisiete organizaciones relacionadas con el arte y la cultura, y que además mantiene una alianza con la Academia de Bellas Artes. De esta forma, han intervenido en la discusión de este proyecto desde el año 2011.  


Señaló que los miembros de la agrupación valora el debate de este rpoyecto en el Senado, reconociendo la necesidad de aprobar esta iniciativa para lograr una institucionalidad más fuerte que potencie el desarrollo cultural de nuestro país. Recordó que en la última jornada temática organizada por la Comisión de Cultura de la Honorable Cámara de Diputados, se realizaron una serie de planteamientos al texto primitivo. Desde este paerspectiva, la nueva estructura logra organizar las entidades públicas actualmente dispersas de una manera eficiente, dotando al futuro Ministerio de nuevas facultades y procurando un equilibrio entre los diversos ámbitos. Destacó la función que se le entrega al Ministerio para velar por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas y planes en los programas de carácter cultural y patrimonial, proponiendo su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. Para cumplir con esta función no sólo es necesaria la actuación del nuevo Ministerio, sino que también de otros como el de Educación, Relaciones Exteriores, Obras Públicas y Economía, en razón de que el carácter transversal de la cultura deberá compormeter la acción del Estado en su conjunto. 


Observó además que se incorpora una nueva función, cual es la proponer al Presidente de la República políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial en los canales de televisión pública y en otros medios de comunicación, lo que va en la línea propuesta por la UNA respecto a la relación que debe existir entre cultura y televisión. Agregó que esta función debe ampliarse, además, al ámbito de radiodifusión. Del mismo modo, lamentó que en este eje de ideas no se haya incorporado en la nueva institución al Consejo Nacional de Televisión, tal como lo comprometió el Programa de la Presidenta Bachelet. 


Destacó que la indicación sustitutiva mantenga al Departamento de Propiedad Intelectual al interior dentro de al estructura cultural, así como la incorproación de la Cineteca Nacional, puesto que ambas instancias contribuyen de manera importante en la protección y difusión del patrimonio creativo chileno. 


En cuanto a los principios, sostuvo que es importante que se haya incluido el respeto de los derechos de los creadores. Recordó que el texto anterior sólo hablaba de los derechos laborales. 


Uno de los asuntos que más preocupan a los integrantes de la UNA es la participación de la comunidad artística en el órgano colegiado. Es importante que el Consejo tenga facultades relevantes para el desarrollo de la cultura y de las artes. Por esa razón, fue de opinión que es clave que se considere a los pueblos originarios y migrantes siempre que sean de reconocida trayectoria en el ámbirto de la cultura y el patrimonio, para que su presencia signifique un aporte a las políticas culturales. En este mismo orden de materias (composición del Consejo), señaló que no se mantiene el equilibrio que tiene el actual directorio (11 directories) y que se eleva su número a 18, por lo que es importante que un mayor número de personas de la sociedad civil sean seleccionadas por las organizaciones que tienen una reconocida vinculación y destacada trayectoria en los ámbitos requeridos. Además, el mundo del arte tiene que estar represetnado, por lo que es necesario aumentar en un cupo el número de artistas dentro del futuro Consejo. 


Afirmó que en relación con los representantes escogidos por los Premios Nacionales, deben considerarse otras premiaciones de prestigio para que todas las disciplinas artísticas tengan las mismas oportunidades, puesto que la ley actual sobre la materia no asegura el equilibrio entre las diferentes disciplinas. En el caso de la danza, por ejemplo, sólo cuenta con dos premiados ya fallecidos; en el cine sólo se ha reconocido a Raúl Ruiz, también fallecido. Es decir, ninguna de estas disciplinas podría optar siquiera a participar del Consejo. Sobre este asunto, sostuvo que el poryecto ha utilizado de manera oportuna para perfeecionar el Premio Nacional de Bellas Artes, integrando al Ministro de Cultura en el jurado y a representantes designados por el futuro Consejo. Sin embaro, es necesario un debate más profundo que puede ser objeto de otra iniciativa de ley con el objeto de que todas las disciplinas tengan las mismas oportunidades de reconocimiento. 


Señaó, finalmente, que la creación del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio permitirá reforzar las políticas públicas que afecten al ámbito cultural y artístico del país. Por esa razón, instó a los miembros de la Comisión a aprobar esta indicación sustitutiva y a tener en cuenta las consideraciones de los artistas para hacer que esta institución sea más justa, equitativa y beneficiosa para la sociedad. 


17.- Bárbara Negrón, Directora del Observatorio de Políticas Culturales, expresó que existes cuatro modelos de desarrollo culutral:


Uno) El facilitador o incentivo de la donación privada. (Estados Unidos). 


Dos) El Patrón. Coloca recursos directos, entregando a los especialistas la facultad de decidir sobre qué se financia en materia artística. (Inglaterra).


Tres) El arquitecto. Financiamiento directo que deciden los funcionarios. (Francia). 


Cuatro) El ingeniero. El Estado es quien tiene los medios de creación. (Es Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas). 


El modelo chileno, según dijo, tiene componentes de las cuatros formas: la ley de donaciones culturales; fondos concursables – órganos colegiados; programsa de infraestructura vía Fondo Nacional de Desarrollo Regional, y Ballet Folklórico Nacional, respectivamente. Las tendencias actuales sigue un modelo similar, esto es, a la combinación de fórmulas o sistemas mixtos. Así, en el Estudio Sobre la Institucionalidad Cultural Pública de los países del SICSUR, del año 2012, se declaró que “en la última década se observa que la forma de asumir las políticas culturales en los Estados se ha inclinado más bien por un modelo mixto, dado que la realidad muestra que la formulación de las políticas públicas culturales con financiamiento estatal deben estar radicadas en órganos de carácter democrático y colectivo que expresen la realidad social de cada país, mientras que la ejecución de dicha política debiera ser centralizada en una agencia del aparato estatal ejecutivo, como es un Ministerio.”. Este esl caso que ha ocurrido en México (Consejo a Ministerio), Colombia (Consejo a Ministerio) y Perú (Instituto a Ministerio). 


A su juicio, los principales aspectos del proyecto son los siguientes:


Uno) Jerarquía institucional. 


Dos) Ministerio como órgano rector. 


Tres) Participación de la sociedad civil. 


Cuatro) Modelo mixto. 


Cinco) Resuleve la dispersión y descoordinación de los órganos existentes. 


Seis) Sitúa en un mejor nivel al Patrimonio.


Siete) Establece principios que enmarcan su acción. 


18.- A su turno, María José Egaña, de la Asociación Gremial de Gestores Culturales de Chile, sostuvo que  la estrucura propuesta logra organizar de buena manera las distintas entidades públicas que hasta la fecha han actuado por caminos separados, replicando y dispersando los esfuerzos realizados para un mayor desarrollo cultural. Valoró que se mantenga el Departamento de Propiedad Intelectual  y se incorpore a la Cineteca Nacional. Sin perjuicio de lo anterior, observó que la iniciativa no incorpora al Consejo Nacional de Televisión, desconociendo de alguna manera la estrecha relación que existe entre este medio audiovisual y la cultura.


Hizo presente que como agrupación la sola creación de un Ministerio no se producirá un cambio cultural en Chile. Para ello será necesario que otras carteras participen en la materia, como es el caso de los Ministerios de Educación, Relaciones Exteriores, Obras Públicas y Economía, entre otros. Por esta razón, es de suma importancia que la nuva institucionalidad sea el órgano rector que velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial. 


En relación con los principios, dijo que es muy acertado el reconocimiento del respeto de los derechos de los creadores, pero también debieran considerarse a los gestores culturales entanto trabajadores del medio y creadores de proyectos artísticos y patrimoniales. 


Con respecto a las funciones del futuro Ministerio, afirmó que es importante el reconocimiento del fomento del desarrollo de capacidades de gestión y mediación cultural a nivel regionaly local, así como promover el ejercicio del derecho de asociación con el objeto de facilitar las actividades de promoción, creación, mediación, difusión, formación, circulación y gestión en los diversos ámbitos de las culturas y del patrimonio. Sin embargo, señaló su preocupación por la manera en que este principio se considerará en la orgánica del proyecto. 


Una de las preocupaciones de la asociación que representa es la integración de los gestores culturales en el Consejo. Estimó que desde la óptica de la gestión pueden ser un aporte en la composición relativa y equilibrio representativo, considerando que se aumenta el número de consejeros a dieciocho.


Valoró, finalmente, la creación de un Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, pues sólo una institucionalidad robusta permitirá reforzar las políticas públicas que afecten a este sector. 


19.- Sonia Montecnio, Porfesora de Antropología de la Universidad de Chile, refiriéndose a la denominación del nuevo Ministerio, afirmó que desde una perpectiva antropológica dos son los elementos que destacan en esta iniciativa de ley. Por un lado está la noción de pluralidad y, por otro, la construcción y participación ciudadana en lo que se refiere al desarrollo, conservación o transformación del entramado cultural. 


En el primer caso, el título de la nueva institución remite a la noción de lo múltiple, de lo diverso, en oposición a la unívoco, a lo homogéneo. Atender a lo plural se condice con la situación contemporánea de Chile (y del mundo), donde coexisten y toman posición identitaria un conjunto de lenguajes sociales, de señas y marcas que distinguen a grupos, comunidades y localidades. Para las Ciencias Sociales, según dijo, es evidente que las identidades culturales resurgen en medio de los procesos de mundialización como efecto de las políticas globalizadas que al tiempo que homogenizan, traen consigo una respuesta que se expresa en la noción de “las diferencias” que pueden manifestarse en tanto resitencia política, cultural o bien como singularidades que conviven. 


Por otro lado, el fenómeno actual de las migraciones trae consigo un conjunto de desafíos culturales relacionados con los binomios inclusión – exclusión o inclusión – exclusión de las particularidades que ellas traen consigo. 


Estos fenómenos, implícitos en el término “las culturas”, adquieren otros matices cuando los confrontamos a la especificidad chilena. Desde una perspectiva histórica antes de los procesos de la conquista, en nuestro territorio hubo culturas con una existencia de larga data que fueron impactadas por la colonización hispana y luego por el Estado nacional. Es posible discutir si esas culturas se mestizaron, mantuvieron sus estructuras o fueron eliminadas, pero lo obvio es que hoy su descendencia posee capacidad de agente político y cultural, manteniendo su fuerza simbólica y religiosa. De este modo, reculta pertienente hablar de “culturas” en tanto los pueblos Mapuche, Aymara y Rapa Nui, entre otros, poseen y habitan sus diferencias al interior de la diversidad nacional. 


Todo lo anterior justifica la expresión “las culturas”. 


Declaró que sin perjuicio de lo anterior, hay quienes temen esta denominación por cuanto puede exacerbar las diferencias y potenciar la pérdida de unidad, es decir que lo “universal chileno” podría eclosionar frente a culturas y particularismos que podrían exigir una autonomía y construirse como “naciones”. Esas aprensiones, desde su perspectiva, se afincan precisamente en el tipo de relación con que se han enfrentado las diferencias: una relación de desigualdad y de desvalorización que hoy se demuestra de variados conflictos. Situar en igualdad de condiciones simbólicas a las diversas culturas que nos pueblan puede ser un camino al anhelado “nuevo trato” no sólo con las culturas indígenas, sino que con todas aquellas que se ven amenazadas por las trasnformaciones de los antiguos estilos de habitar el mundo.


Recordó que lo anterior se conjuga en una postulado de la filósofa Hannah Arendt, quien señaló que el idela democrático es que comparezcan la diferencias en igualdad en la arena pública. 


Finalizadas las exposiciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignaico, destacó el consenso que existe entre las diversas organizaciones en cuanto a la creación de un Ministerio de las Culturas, de las Artes y del Patrimonio, lo que a principios de la década de 1990 era sólo una idea, la que luego se transformó en un Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes y próximamente será una Cartera sectorial. Del mismo modo, observó que también existe acuerdo en que la nueva institucionalidad terminará con una dispersión en materia de ejecución de políticas públicas en esta materia, estableciendo un nuevo orden en la gestión de los recursos técnicos y humanos. 


Solicitó al Ejecutivo estudiar los mecanismos que permitan integrar durante la discusión particular las herramientas necesarias para que cuente con poder político efectivo, sin dejar de lado la necesaria flexibilidad que debe tener una institución como esta, puesto que las sociedades y sus valoraciones culturales mutan. 


El Honorable Senador señor Quintana formuló las siguientes consultas:


Uno) Carácter vinculante de las decisiones de los diversos órganos del nuevo Ministerio, asunto que fue observado por el ex Ministro Presidente del CNCA. 


Dos) Integración de la multicularidad en la iniciativa, dado que son nueve las comunidades indígenas reconocidas por la CONADI. Solicitó se invite a sus representantes o consejeros de los distitos pueblos. 


Concordó, respecto de esto último, con la explicación de la profesora Montecino y la denominación de “las culturas” dada la diversidad y multiculturalismo que hoy existe en el país.


El Honorable Senador señor Montes también valoró la expresión “las culturas”, por cuanto que para un país como Chile que tiene un carácter homogenizante reconocer otras realidades es positivo. Precisó que cada vez que se discuten nuevas estructuras estatales siempre hacen desde una visión de control más que de potenciar la diversidad.


El Ministro Presidente del CNCA, señor Ernesto Ottone, explicó que este proyecto representa la continuidad de una política de Estado, toda vez que la iniciativa fue presentada durante la Administración anterior, por lo que su estructura básica se mantiene, sin perjuicio de los ajustes que se estimaron necesarios al momento de presentar la indicación sustitutiva en materia de diseño institucional. 


Con respecto a la denominación, valoró la explicación de la Profesora Montecino en cuanto a la integración de todas las culturas de manera de reonocer la diversidad, más allá de la homogenización que ha caracterizado a la historia de nuestro país.


20.-La Presidenta del Colegio de Arquitectos de Chile, señora Pilar Urrejola, valoró la creación de un Ministerio de Cultura, toda vez que hay dispersión y fragmentación de institucionalidad cultural pública; existe duplicidad de funciones y, por tanto, uso menos eficiente y eficaz de los recursos; hay desorden de competencias de las instituciones culturales; por la necesidad de potenciar la complejidad y riqueza de las relaciones entre diversas manifestaciones y ámbitos; porque hay temas y dimensiones que deben ser abordados por el Estado para desarrollar la riqueza de nuestra diversidad cultural y porque hay madurez y percepción pública que exige poner en valor sus manifestaciones y creatividad a través de la institucionalidad estatal. 





Asimismo, destacó que el nuevo Ministerio permitirá reconocer y entregar el más alto nivel jerárquico del Estado a la dimensión cultural; crear una institucionalidad pública coherente e inclusiva, que formule y ejecute políticas públicas, programas y acciones en todos los ámbitos de la cultura, incluidas las diversas manifestaciones artísticas, los patrimonios, culturas comunitarias y populares y diversidad de orígenes y articular orgánicamente las funciones, competencias y órganos hoy dispersos, posibilitando políticas, programas y acciones que impacten positivamente en el desarrollo cultural integral del país, reconociendo y valorando su diversidad y pluralidad, promoviendo la interculturalidad y la participación ciudadana.





En cuanto a la denominación Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio señaló que ello disgrega el sentido de cultura en relación con los componentes propios que se manifiestan en nuestro país y que dan un perfil único. En atención a lo anterior, aseguró que lo adecuado sería denominarlo Ministerio de la Cultura. En cuanto la estructura ministerial, que comprende la creación de dos subsecretarías vinculadas a conceptos relacionados a patrimonio y creación, precisó que ello complejiza la toma de decisiones. 





21.-El Ex Director del Museo Histórico Nacional y actual Director del Centro de Extensión Artística y Cultural de la Universidad de Chile, señor Diego Matte señaló que la decisión de crear las dos subsecretarías, con competencia en lo patrimonial y otra en las artes e industrias culturales, cada una con un ámbito de acción y potestades diferentes, replica la actual división y falta de diálogo existente en las funciones que cumple el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, que justifica crear un ministerio que pueda integrar y articular la acción que hoy se considera dispersa.





Asimismo, expresó que  debe desarrollarse una política sectorial que integre efectivamente el quehacer cultural, artístico y patrimonial en todo su espectro. En ese sentido, añadió, lo más lógico sería la creación de una sola subsecretaría que asuma la labor de generar políticas públicas, que respondan a la necesidad de coordinar, dar coherencia y consistencia a los planes y programas en materia cultural, integrando en forma transversal el actuar el Estado, radicado hoy en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos. 





En cuanto a la ubicación del futuro Servicio del Patrimonio dentro de la estructura propuesta es un tema que debe revisarse, ya que por un lado se crea la Subsecretaría de las Artes, que no tiene servicios dependientes, y por otro, se deja al Servicio Nacional del Patrimonio, instancia ya existente, bajo la dependencia de una subsecretaría nueva. La Subsecretaría del Patrimonio genera una sobre estructura administrativa y política sobre un servicio que ya posee experticia y capacidad de gestión. Adicionalmente, calificó como un exceso la creación de una subsecretaría dedicada a lo patrimonial para generar políticas y planes de acción, en circunstancias que ya existe un servicio de carácter nacional que cumple cabalmente ese rol y de forma autónoma.





En el caso de los museos, prosiguió, hay un tema que resulta esencial, que es la autonomía curatorial para ellos, lo que debe operar como un límite para las pretensiones de este nuevo conglomerado de autoridades que pretenderán influir en la gestión de un museo.





En otro orden de consideraciones se refirió a la disparidad presupuestaria y representación política que ha existido entre la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Puntualizó que en la actualidad sólo el 30% de los recursos que el Estado destina al ámbito cultural van a la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, pese a la carga que tiene esta institución, y que deriva de la mantención de edificios patrimoniales, de su gestión de colección y de su despliegue a lo largo de todo el territorio. Sentenció que este problema debiera solucionarse en la creación del Ministerio de Cultura, pero que la propuesta legal mantiene las diferencias existente, ya que la Subsecretaría de las Artes mantendrá una alta representación ante el Ministerio mientras que la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos sólo será un servicio. Además, agregó, esta última institución quedará bajo el alero de una nueva subsecretaría, institución ajena a la labor que históricamente ha realizado la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.





En lo que dice relación con el Consejo de Monumentos Nacionales, expresó que si se efectuara un análisis de la realidad de la institucionalidad cultural en nuestro país, podría advertirse que si bien, en términos generales, ésta funciona adecuadamente, el referido consejo se encuentra en una situación crítica. En efecto, por dicho organismo pasan, entre otros, proyectos mineros, urbanos, inmobiliarios e industriales, y que la carga de trabajo que dicha instancia tiene y la relevancia que posee no se sopesan en el proyecto. Lo anterior, hace indispensable que se tome conciencia de ello y que se mejore su estructura, funciones y presupuesto si se espera, realmente, proteger el patrimonio.





22.- La Presidenta del Sindicato de Actores de Chile, señora Andrea Gutiérrez indicó que  el mejoramiento de la participación a través de un Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio amplio, diverso e inclusivo mejorará el directorio actual del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, instancia que no ha logrado ser un representante efectivo de la sociedad civil ni ha garantizado mayor transparencia, ya que se ha constituido en una suerte de elite que poca relación tiene con las organizaciones y con la sociedad civil en su conjunto. 





Añadió que entrega garantías de mayor representación y presencia de regiones, pueblos originarios y de mujeres, ya que se hace cargo de lo recogido en la consulta indígena en materia de pueblos originarios, asumiendo una realidad cada vez más presente en nuestro país: la multiculturalidad, y, con ello, la necesidad y respeto que debe existir por la diversidad cultural, de manera armónica y equitativa. 




En relación con el nombre propuesto para la nueva secretaría de Estado, destacó que el término "las culturas" hace un reconocimiento nominal y estructural a lo que ha estado ausente e invisibilizado. Adicionalmente, hizo ver la potencia que tiene el lenguaje, y alabó que se reconociera por medio de él a quienes han sido marginados históricamente. 





En cuanto a la estructura orgánica propuesta, señaló que ella da cuenta del carácter excepcional de lo cultural, y celebró que se hayan revisado modelos y problemáticas que se generaron en otros proyectos que llegaron a puerto con bastantes deficiencias, como es el caso del Ministerio del Deporte, secretaría en donde el Ministro poco puede hacer en lo operativo y en la implementación de políticas, pues el Instituto Nacional del Deporte sigue siendo el que cumple esa labor. Remarcó que, por el contrario, en el caso en estudio, se observa la presencia de un organigrama coherente y dos responsables administrativos (Subsecretarios), a lo que se suma un Ministro, ejerciendo las funciones con mayor eficiencia y compromiso con la política pública y tomando con seriedad la magnitud de los temas que le competen.





23.- Marco Llerena, de la Corporación Cultural Fidel Sepúlveda Llanos, Adhirió a la iniciativa en debate por el reconocimiento explícito que hace los pueblos originarios, instalándose como una entidad plural y diversa que reconoce la solicitud de éstos y de sus descendientes. Asimismo, enfatizó que se requiere con urgencia de una institucionalidad estable y fortalecida por medio de la creación de un Ministerio multicultural que reúna en su orgánica la totalidad de las instituciones que por décadas han estado dispersas en funciones que se contraponen y presionan por espacios de gestión legítimos, pero que afectan el desarrollo de las aspiraciones de los ciudadanos, especialmente en regiones.


La creación de una Subsecretaría del Patrimonio Cultural y Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, afirmó, recoge las demandas del sector, particularmente en lo que respecta al fortalecimiento de la institucionalidad representada por la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos. Es adecuado el modelo incorporado en el actual proyecto y la estructura orgánica presentada, que considera para las dos Subsecretarías propuestas competencias en la formulación, evaluación e implementación de las políticas que emanen de los Consejos y Comités Nacionales y Regionales de las Artes, la Cultura y el Patrimonio. 


24.- Emilio De la Cerda, Director de la Escuela de Arquitectura de la Pontificia Universidad Católica de Chile manifestó que son pertinentes los objetivos del proyecto de ley, aunque su articulado no resuelve los problemas que pretende. En ese sentido, advirtió que  se debiera contar con dos instituciones vinculadas a los ámbitos de la cultura y el patrimonio que sería necesario articular en el nuevo Ministerio: la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos  y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.


Expresó su preocupación por la omisión deliberada el Consejo de Monumentos Nacionales, que le corresponde la tuición de todos los monumentos ubicados en territorio nacional: es la gran debilidad de la iniciativa; sin establecer una estructura institucional que pueda abordar el problema de la cultura y el patrimonio en Chile en su relevancia y complejidad. 


Por otra parte, y concluyendo su exposición, juzgó problemática la creación de dos Subsecretarías, ya que introduce una jerarquía artificial en la distribución de funciones al interior del Ministerio: las Secretarías Regionales Ministeriales dependen de la Subsecretaría de las Artes y el Servicio de Patrimonio de la Subsecretaría de Patrimonio. 

Respecto de estos últimos planteamientos, el Ministro señor Ottone explicó que todo lo relacionado con el Consejo de Monumentos Nacionales será considerado en otra iniciativa de ley dedicada especialmente al efecto.


Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que el proyecto ha sido suficientemente debatido en esta etapa, escuchando a diversas organizaciones de la sociedad civil, técnicos, artistas y académicos, todos los cuales han realizado sus aportes que serán herramientas de trabajo para la discusión en particular de esta iniciativa. Sin perjuicio de las legítimas diferencias que pueden existir tanto entre los expositores como entre los parlamentarios, a su juicio existe unanimidad de juicio en los siguientes temas que deben ser necesariamente abordados:


Uno) La utilidad de la creación de dos Subsecretarías. 


Dos) La ubicación jerárquica y las funciones que le corresponderán al CNCA y a los Consejos Regionales. 


Tres) Situación del patrimonio en relación con la creación de un Servicio Nacional del Patrimonio. 

- - -

Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, pidió que se aclarara el vínculo institucional entre las subsecretarías y las Secretarías Regionales Ministeriales de la Cultura, las Artes y el Patrimonio.

Al respecto, la Secretaría de la Comisión hizo presente que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, los Ministerios se desconcentran territorialmente mediante Secretarías Regionales Ministeriales, razón por la cual éstas últimas dependen del Ministro y no de las subsecretarías. 

Añadió que el artículo 62 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional dispone que cada Secretaría Regional Ministerial estará a cargo de un secretario regional ministerial, quien, sin perjuicio de su condición de representante del o de los Ministerios respectivos en la región, será colaborador directo del Intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas.

En la misma línea del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, el Honorable Senador señor Allamand, deteniéndose en la realidad del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, consultó cómo se relacionaban los Secretarios Regionales Ministeriales de Economía con los Subsecretarios de Economía, de Turismo y de Fomento.

Sobre el particular, el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes explicó que los Secretarios Regionales Ministeriales se relacionarán con el Ministro, sin perjuicio de que las materias vendrán de las subsecretarías.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó que se precisara la relación que tendrán las subsecretarías, el Servicio Nacional del Patrimonio y las Secretarías Regionales Ministeriales de Cultura, las Artes y el Patrimonio. Advirtió que el modelo propuesto no ofrece posibilidades de relación horizontal entre las instancias mencionadas.6
En relación con lo anterior, resaltó que el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio sería una secretaría de Estado muy compleja de crear, dado que éste recogerá la trayectoria cultural del país.

Por último, valoró que la iniciativa de ley creara el Fondo del Patrimonio.

- - -

III.- VOTACIÓN EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO.
Teniendo en consideración las exposiciones precedentes, los planteamientos y consultas formuladas por los Senadores integrantes de la Comisión y las explicaciones dadas por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, el señor Presidente de la instancia, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, declaró cerrado el debate de la iniciativa de ley en estudio y lo puso en votación.
- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Sin perjuicio de las opiniones, comentarios y prevenciones que manifestaron los integrantes de la Comisión durante las distintas sesiones destinadas a la discusión de este proyecto, a continuación se consignan los fundamentos de voto que cada uno de ellos emitió al momento de ser puesto en votación en general el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que a fines de los años noventa y principios del año 2000, el consenso fue crear un Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Precisó que, el año 2003, bajo el gobierno de Ricardo Lagos Escobar, se publicó la ley N° 19.891, que creó dicho servicio y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes. Resaltó que dicha instancia es un órgano colectivo y representativo de la sociedad civil, espacio este último caracterizado por la vitalidad cultural.

Señaló que hoy, trece años después, se ha decidido revisar la decisión institucional adoptada el año 2003, justificándose tal medida en que el servicio aludido ha presentado problemas en su funcionamiento, especialmente en el área del patrimonio, la que involucra a la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y al Consejo de Monumentos Nacionales. Agregó que al no ser un Ministerio, no ha existido coherencia operativa en las distintas instituciones culturales creadas a lo largo del tiempo y que se expresan en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, cuya dirección superior corresponde a un directorio integrado por once miembros, el que tiene poder de decisión.

Precisado lo anterior, puso de relieve el consenso unánime que se ha denotado en torno a la necesidad de crear el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Con todo, fue enfático en advertir que debía legislarse adecuadamente para que la nueva secretaría de Estado cumpliera realmente los objetivos que motivan su creación.

Continuando con su argumentación, estimó que el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados generaba dos grandes interrogantes, una, referida a la si es necesario crear dos subsecretarías en su interior, y la segunda en cuanto a si es conveniente disminuir las facultades del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, transformándolo en un órgano meramente asesor. 

En cuanto al primer aspecto, remarcó que tal propuesta probablemente generará algunos inconvenientes, tales como quitar unidad a la formulación de las políticas públicas, a la gestión y a la administración y dar lugar a permanentes pugnas burocráticas entre ambas subsecretarías. Indicó que a lo anterior se suma una posible tensión entre la Subsecretaría del Patrimonio y el Servicio Nacional del Patrimonio. En relación con el último tema mencionado, destacó que el gran aporte del aludido servicio será el fortalecimiento regional patrimonial, pero insistió en que podían generarse tensiones.

En cuanto a la segunda cuestión, manifestó estar dispuesto a dar una nueva configuración funcional al referido Consejo. No obstante lo anterior, fue tajante en señalar que resultaba indispensable dotarlo de facultades reales, razón por la cual solicitó al señor Ministro fortalecer el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, de modo que tenga entidad y sus funciones y atribuciones se fortalezcan.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand compartió la aprensión del Presidente de la Comisión respecto a la creación de dos subsecretarías al interior del Ministerio de Cultura. Adicionalmente, afirmó que al menos dos tercios de las funciones que se le asignan a una subsecretaría se replican en la otra. En consecuencia, solicitó revisar la estructura propuesta durante la discusión en particular para evitar tensiones.

En relación con la denominación propuesta para la nueva secretaría de Estado, discrepó de la idea de llamarla Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Para repetir los argumentos ampliamente expuestos durante la discusión en general de este proyecto, hizo referencia a las opiniones de los expositores que se opusieron a ello.7
En relación con el Consejo de Monumentos Nacionales hizo presente que, tal como lo explicaron algunos invitados, ciertos aspectos de dicha instancia no funcionan adecuadamente, y lamentó que, prácticamente, la única medida del proyecto sobre el particular fuera cambiar su dependencia desde el Ministerio de Educación al Ministerio de Cultura.

Seguidamente, expresó la necesidad de revisar la inserción de los consejos con facultades resolutivas en la nueva Secretaría de Estado, pues enfatizó que ellos no se condicen con la lógica de un Ministerio, pudiendo generar conflictos. 

En sintonía con lo anterior, consideró necesario preservar la valiosa participación de dichos entes con fuerte representación de la sociedad civil sin afectar la estructura propia de un Ministerio.

En otro orden de consideraciones, solicitó revisar el organigrama presentado por el Ejecutivo, toda vez que éste no se ajustaba a lo dispuesto en el proyecto de ley.8
A su turno, el Honorable Senador señor Pérez Varela puso de relieve que el Ministerio de Cultura propuesto, a diferencia de otras secretarías de Estado, considera dentro de su estructura consejos con capacidad resolutiva, lo que, advirtió, será fuente probable de conflictos. Agregó que para subsanar esos posibles inconvenientes, se propone una estructura ministerial excesiva, y precisó que reflejo de ello es la idea de crear dos subsecretarías en su interior.

A la luz de lo anterior, anheló que el Ejecutivo solucionara, durante la discusión en particular, las dificultades derivadas de la propuesta de incorporar la institucionalidad cultural vigente al nuevo Ministerio de Cultura.

Finalmente, en tanto, el Honorable Senador señor Montes, recordó que el modelo institucional vigente fue diseñado con el propósito de coordinar la acción cultural existente. Consideró que la idea de crear un Ministerio de la Cultura, por su parte, responde a la necesidad que la cultura tenga un mayor peso dentro de la marcha del Estado, influyendo así de manera más aguda en él. 

Luego de efectuar la precisión anterior, puntualizó que que esta nueva secretaría de Estado debía tener una estrecha relación con los demás organismos estatales, calificando como esencial su vinculación con el Congreso Nacional. Sobre el particular, sentenció que los grandes dilemas de la cultura debían ser objeto de discusión política.

Asimismo, consideró fundamental la relación de la nueva secretaría de Estado con la educación. Apuntó que la cultura es una dimensión muy importante dentro de la formación, razón por la cual demandó mayor alcance para ella, tanto en la creación como en la difusión.

Deteniéndose en materia institucional, requirió desterrar del proyecto errores como la superposición de subsecretarías, servicios y funciones, toda vez que ella restaría fuerza al Ministerio.

Finalmente, pidió a los representantes del Ejecutivo revalorar la dimensión cultural en la sociedad, y aseguró que ese sería el principal desafío del modelo en estudio. A mayor abundamiento, señaló que el país debía alejarse del enfoque meramente economicista que ha tenido en los últimos años y dar pasos hacia una nueva perspectiva de desarrollo en donde la cultura no siga postergada.

- - -

Concluida la votación, el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes destacó que ninguno de los expositores recibidos en audiencia durante la discusión en general de la iniciativa en estudio se opuso a la creación del Ministerio de Cultura. Asimismo, valoró el apoyo unánime de los integrantes de la instancia, cuestión que calificó como un significativo avance, especialmente en tiempos en donde es complejo llegar a acuerdos. 

Resaltó que si bien en lo simbólico el Ministerio de Cultura ya está creado, porque muchos denominan al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes “Ministerio”, y se refieren a su Presidente como “Ministro” y a los directores regionales como “Secretarios Regionales Ministeriales”, sólo se trata de un consejo. Agregó, además, que este servicio público, creado el año 2003, dejó espacio a dos grandes inconvenientes:

1.-La no incorporación de las entidades del patrimonio (Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y Consejo de Monumentos Nacionales) a la institucionalidad cultural creada y

2.- Poner a la cultura en una posición de inferioridad respecto a otras instituciones públicas que cuentan con un Ministerio.

Aseveró que el proyecto de ley objeto de análisis apunta a resolver estos temas, los que hoy crean crispación, duplicidad de funciones y desorden. Ahondando en su afirmación, relató que en materia patrimonial, en regiones, hay directores de museos, directores de bibliotecas y un coordinador, y que ellos no se relacionan entre sí. Aseguró que el director regional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes es, muchas veces, el encargado de relacionarlos, e, incluso, de vincularlos con la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos. Manifestó que lo anterior da cuenta de que el modelo existente es más complejo aún que el propuesto. 

Por otro lado, subrayó que la estructura actual genera un desbalance en desmedro de las instituciones del patrimonio. Acotó que reflejo de ello es el presupuesto de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, el que sólo ha aumentado marginalmente en los últimos trece años, mientras que el del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes se ha elevado exponencialmente, llegando a duplicar el de la dirección, pese a que ella conserva gran parte del acervo cultural histórico, pues tiene a su cargo los museos del país, la red de bibliotecas públicas, el archivo nacional y la creación del archivo.

En relación con los comentarios y críticas vertidas por los integrantes de la comisión, expresó la voluntad de perfeccionar el proyecto durante la discusión en particular.

Respecto a la valoración del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, de crear el Fondo del Patrimonio, explicó que si bien en la actualidad dicho fondo existe, éste no ha sido creado legalmente y no está a la altura de lo que amerita la institucionalidad cultural. 

En sintonía con el punto anterior, hizo presente que el referido fondo, que lleva el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, se utilizó en el gobierno pasado para la reconstrucción de los edificios patrimoniales afectados por el terremoto del año 2010. Con todo, precisó que el gran inconveniente de aquel es que no permite la participación de los edificios de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, lo que consideró absurdo.

Respecto a los comentarios del Honorable Senador señor Allamand sobre el Consejo de Monumentos Nacionales, fue enfático en señalar que no todos los dichos del ex Director de dicho consejo corresponden a la realidad. 9
Explicó que la iniciativa de ley no resuelve todos los temas pendientes del Consejo de Monumentos Nacionales, pero que eso fue una decisión tomada por el Ejecutivo, porque los temas de patrimonio, que se remontan al año 1920, deben resolverse a través de otra metodología. Por lo anterior, indicó, se han realizado coloquios a lo largo del país, abordando los temas patrimoniales de una manera más amplia. Enfatizó que la decisión del Ejecutivo busca, además, no retardar la creación del Ministerio de Cultura. 

Sin embargo, puso de relieve que el proyecto no se limita a cambiar la dependencia de dicho consejo desde el Ministerio de Educación al Ministerio de Cultura, sino que también crea legalmente su secretaría, da responsabilidad administrativa a sus funcionarios y lo descentraliza territorialmente, con lo cual la toma de decisiones será más rápida. 

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, destacó que la creación del Ministerio de Cultura permitirá dejar claramente establecido que los temas culturales son de Estado y van más allá de los gobiernos de turno y de los espacios de los creadores. 

Centrando su atención en las aprensiones de los Honorables Senadores respecto a los consejos, sentenció que una de las modificaciones que el proyecto propone es que haya representatividad de miembros de la sociedad civil en los diálogos necesarios y no en la toma ejecutiva de decisiones. Señaló que si bien la participación de la sociedad civil no es usual dentro de la institucionalidad chilena, es lo único que garantiza la diversidad del debate cultural.

En el mismo orden de consideraciones, manifestó el compromiso del gobierno de dar todas las facultades que sean constitucionales a los comités de participación, pues se pretende conservar la intervención en cada una de esas instancia, pero delimitando su campo de acción. Destacó que en la actualidad muchas decisiones son consultivas, pero el Presidente del Consejo Nacional las adopta como decisiones colectivas participativas. 

Por último, aseveró que el país tiene la madurez suficiente para contar con un Ministerio de Cultura. Con todo, reiteró que el ámbito cultura tiene una excepcionalidad, que lo obliga a funcionar con una lógica distinta, y que, en consecuencia, habrá que lograr que los Consejos y el Ministerio cohabiten.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que la Comisión de Educación y Cultura propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY 

Capítulo I
Del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio
Título I
Organización
Párrafo 1°
Principios

Artículo 1.- Créase el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y fíjase como su ley orgánica la contenida en este texto.
Esta ley se regirá por los siguientes principios:
1. Principio de diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad y el reconocimiento de la dignidad de todas las culturas e identidades, como valores culturales fundamentales.
2. Principio de democracia y participación cultural. Reconocer que las personas y comunidades son creadores de contenidos, prácticas y obras con representación simbólica, con derecho a participar activamente en el desarrollo cultural del país; y tienen acceso social y territorialmente equitativo a los bienes, manifestaciones y servicios culturales.
3. Principio de reconocimiento cultural de los pueblos indígenas. Reconocer, respetar y promover las culturas de los pueblos indígenas, sus prácticas ancestrales, sus creencias, su historia y su cosmovisión, teniendo especial consideración con el desarrollo de la cultura, las artes y el patrimonio cultural indígena.
4. Principio de respeto a la libertad de creación y valoración social de los creadores y cultores. Reconocer y promover el respeto a la libertad de creación y expresión de creadores y cultores, y a la valoración del rol social de éstos en el desarrollo cultural del país.
5. Principio de reconocimiento de las culturas territoriales. Reconocer las particularidades e identidades culturales territoriales que se expresan, entre otros, a nivel comunal, provincial y regional, como también, en sectores urbanos y rurales; promoviendo y contribuyendo a la activa participación de cada comuna, provincia y región en el desarrollo cultural del país y de su respectivo territorio, fortaleciendo la desconcentración territorial en el diseño y ejecución de políticas, planes y programas en los ámbitos cultural y patrimonial.
6. Principio del patrimonio cultural como bien público. Reconocer que el patrimonio cultural, en toda su diversidad y pluralidad, es un bien público que constituye un espacio de reflexión, reconocimiento, construcción y reconstrucción de las identidades y de la identidad nacional.
7. Principio de respeto a los derechos de los creadores y cultores. Promover el respeto de los derechos de los creadores, en materia de propiedad intelectual, así como también los derechos laborales consagrados en el ordenamiento jurídico chileno, de quienes trabajan en los ámbitos de las artes, las culturas y el patrimonio.
8. Principio de la memoria histórica. Reconocer a la memoria histórica como pilar fundamental de la cultura y del patrimonio intangible del país, que se recrea y proyecta a sí misma en un permanente respeto a los derechos humanos, la diversidad, la tolerancia, la democracia y el Estado de Derecho.
Para efectos de esta ley se entenderá por cultura, diversidad cultural, patrimonio cultural y patrimonio cultural inmaterial las definiciones contenidas en instrumentos internacionales vigentes de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) ratificados por Chile.

Artículo 2.- El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante “el Ministerio”) será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación e implementación de políticas, planes y programas para contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad, reconociendo y valorando las culturas de los pueblos indígenas, la diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales, conforme a los principios contemplados en la presente ley.
El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial, y propenderá a su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. 
Su domicilio será la ciudad de Valparaíso, sin perjuicio de los otros que establezca como tales en el país y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que será la ciudad de Santiago. 

Párrafo 2°

De las Funciones y Atribuciones

Artículo 3.- Corresponderá especialmente al Ministerio las siguientes funciones y atribuciones:
1. Promover y contribuir al desarrollo de la creación artística y cultural, fomentando la creación, producción, mediación, circulación, distribución y difusión de las artes visuales, fotografía, nuevos medios, danza, circo, teatro, diseño, arquitectura, música, literatura, audiovisual y otras manifestaciones de las artes; como asimismo, promover el respeto y desarrollo de las artes y culturas populares.
2. Crear y fomentar políticas para el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, formando y fortaleciendo el emprendimiento creativo en los niveles local, regional, nacional e internacional.
3. Contribuir al reconocimiento, protección, rescate, conservación, restauración, reconstrucción, adquisición y salvaguardia del patrimonio cultural y bioantropológico, promoviendo su conocimiento y acceso y fomentando la participación de las personas y comunidades.
4. Promover y colaborar al reconocimiento, protección, rescate, conservación, restauración, reconstrucción y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país, y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.
5. Promover el desarrollo de audiencias y facilitar el acceso equitativo al conocimiento y valoración de obras, expresiones y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y fomentar, en el ámbito de sus competencias, el derecho a la igualdad de oportunidades de acceso y participación de las personas con discapacidad.
6. Contribuir al conocimiento y desarrollo de las manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales de los chilenos residentes en el exterior, como también al acceso al conocimiento y goce de las obras, expresiones y manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales del país, fomentando el diálogo, conocimiento e intercambio entre creadores y cultores residentes dentro y fuera de Chile, para lo cual coordinará su accionar con el Ministerio de Relaciones Exteriores.
7. Estimular y contribuir al conocimiento, valoración y difusión de las manifestaciones culturales de las comunidades afrodescendientes y de pueblos inmigrantes residentes en Chile, fomentando la interculturalidad.
8. Fomentar y colaborar, en el ámbito de sus competencias, en el desarrollo de la educación artística formal y no formal como factor social de desarrollo.
9. Fomentar y facilitar el desarrollo de capacidades de gestión y mediación cultural a nivel regional y local, y promover el ejercicio del derecho a asociarse en y entre las organizaciones culturales, con el fin de facilitar las actividades de creación, promoción, mediación, difusión, formación, circulación y gestión en los distintos ámbitos de las culturas y del patrimonio.
10. Promover el respeto y la protección de los derechos de autor y derechos conexos, y su observancia en todos aquellos aspectos de relevancia cultural; como asimismo, impulsar su difusión.
11. Promover la cultura digital y la utilización de herramientas tecnológicas en los procesos de creación, producción, circulación, distribución y puesta a disposición de las obras, contenidos y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y su acceso a ellos.
12. Impulsar la construcción, ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del país, y promover la capacidad de gestión asociada a esa infraestructura, fomentando el desarrollo de la arquitectura y su inserción territorial; como asimismo, promover y contribuir a una gestión y administración eficaz y eficiente de los espacios de infraestructura cultural pública y su debida articulación.
13. Fomentar, colaborar y promover el fortalecimiento de las iniciativas, proyectos y expresiones comunitarias de las culturas y de las organizaciones sociales, territoriales y funcionales vinculadas a estas manifestaciones culturales.
14. Promover la inversión y donación privada en el ámbito cultural y patrimonial.
15. Fomentar y facilitar el desarrollo de los museos, promover la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados, y promover la creación y desarrollo de las bibliotecas públicas.
16. Contribuir y promover iniciativas para el desarrollo de una cultura cívica de cuidado, respeto y utilización del espacio público, de conformidad a los principios de esta ley.
17. Proponer al Presidente de la República políticas y planes en materias de su competencia.
18. Estudiar, formular, implementar y evaluar políticas, planes y programas en materias culturales y artísticas, así como estudiar, formular y evaluar políticas, planes y programas en materias patrimoniales, para contribuir al cumplimiento de sus funciones y atribuciones, teniendo en consideración los principios señalados en esta ley.
19. Proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en el ámbito de su competencia.
20. Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales en materia cultural y patrimonial en que Chile sea parte, y explorar, establecer y desarrollar vínculos y programas internacionales en materia cultural y patrimonial, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Relaciones Exteriores.
21. Otorgar reconocimientos a personas y comunidades que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural del país, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.
22. Estimular y apoyar la elaboración de planes comunales y regionales de desarrollo cultural, que consideren la participación de la comunidad y sus organizaciones sociales.
23. Promover, colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones en materias de su competencia.
24. Establecer una vinculación permanente con el sistema educativo formal en todos sus niveles, coordinándose para ello con el Ministerio de Educación, con el fin de dar expresión a los componentes culturales, artísticos y patrimoniales en los planes y programas de estudio y en la labor pedagógica y formativa de los docentes y establecimientos educacionales. Además, en este ámbito, deberá fomentar los derechos lingüísticos, como asimismo aportar a la formación de nuevas audiencias.
25. Declarar mediante decreto supremo los monumentos nacionales en conformidad a la ley N° 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de Octubre de 1925, previo informe favorable del Consejo de Monumentos Nacionales.
26. Declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos; asimismo, definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO. En todos estos casos, ejercerá esta atribución a propuesta del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, escuchando previamente al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Para tal efecto, el Servicio elaborará su propuesta mediante un procedimiento que asegure la participación ciudadana.
27. Celebrar convenios con organismos públicos y privados, tanto nacionales como internacionales, en materias relacionadas con la labor del Ministerio.
28. Proponer al Presidente de la República, políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial en los canales de televisión pública y en otros medios de comunicación pública, sin perjuicio de las demás atribuciones y funciones que tenga en la materia.
29. Apoyar el desarrollo de la Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural y las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural, de conformidad a esta ley.
30. Desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información, registro y catastro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.
31. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 3°

De la Estructura Interna

Artículo 4.- El Ministerio se organizará de la siguiente manera: 
a) El Ministro o la Ministra de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante, indistintamente, “el Ministro”). 
b) La Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares (en adelante, “la Subsecretaría de las Artes”).
c) La Subsecretaría del Patrimonio Cultural (en adelante “la Subsecretaría del Patrimonio”).
d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante las “secretarías regionales ministeriales”).
e) El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y los consejos regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

Artículo 5.- El Ministro es el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en la conducción del ministerio y la dirección superior de las políticas nacionales, planes y programas en materia de cultura y patrimonio.
Al Ministro le corresponderá especialmente velar por la consistencia y coherencia de las labores realizadas por las subsecretarías y los servicios relacionados o dependientes que forman parte de su estructura, resolviendo cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a sus competencias.

Artículo 6.- Un reglamento expedido por el Ministerio determinará su estructura organizativa interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Para efectos de establecer la estructura interna, deberán considerarse, a lo menos, las siguientes áreas para cumplir funciones en todo el Ministerio, incluyendo ambas subsecretarías: Planificación y Presupuesto y Asesoría Jurídica. Además, podrá establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio o de algunas de las subsecretarías.
En la confección del señalado reglamento necesariamente se deberá contemplar la participación de la o las entidades nacionales que agrupen a las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Título II

De las Subsecretarías

Artículo 7.- El Ministerio contará con la colaboración inmediata de las subsecretarías de las Artes y del Patrimonio. Cada subsecretaría estará a cargo de un Subsecretario, quien será el jefe superior del Servicio y le corresponderá desempeñar las demás funciones que le asigna la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
El Ministro será subrogado por el Subsecretario de las Artes, y a falta de éste, por el Subsecretario del Patrimonio, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.
La Subsecretaría de las Artes tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio.

Párrafo 1°

De la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares

Artículo 8.- La Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, estará a cargo del Subsecretario o la Subsecretaria (en adelante, indistintamente, “el Subsecretario de las Artes”), y tendrá como objeto el proponer políticas al Ministro, y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales y economías creativas; a las culturas populares y comunitarias; a las demás funciones asignadas en esta ley, y las demás tareas que el Ministro le encomiende.
El Subsecretario será el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales, en las materias de su competencia.

Artículo 9.- La Subsecretaría de las Artes deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas, y formular planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia de conformidad a la disposición precedente. Asimismo, deberá ejecutar políticas, planes y programas destinados al cumplimiento de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, en especial las referidas a las artes e industrias culturales, y culturas populares y culturas comunitarias, contempladas en sus numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30. Las propuestas señaladas en atribuciones establecidas en los numerales 17), 19) y 28 del referido artículo 3 deberán realizarse ante el Ministro.
Para el cumplimiento de las funciones que correspondan a ambas subsecretarías o a la Subsecretaría de las Artes, esta subsecretaría deberá coordinarse con la Subsecretaría del Patrimonio.

Artículo 10.- Forman parte de la Subsecretaría de las Artes, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura, creado en la ley Nº 19.227, el Consejo de Fomento de la Música Nacional, creado en la ley Nº 19.928 y el Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, creado en la ley Nº 19.981.
Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio consejo, teniendo en consideración lo establecido en cada una de sus respectivas leyes.
Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan.
Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará las causales de cesación en el cargo de los integrantes de estos consejos.
Los miembros de los consejos antes señalados que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.
Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo, tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Párrafo 2°

De la Subsecretaría del Patrimonio Cultural

Artículo 11.- La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario o la Subsecretaria del Patrimonio (en adelante, indistintamente, “el Subsecretario del Patrimonio”), y tendrá como objeto el proponer políticas al Ministro, y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial e infraestructura patrimonial, como asimismo, la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.
El Subsecretario del Patrimonio será el superior jerárquico de las secretarías regionales ministeriales, en las materias de su competencia.

Artículo 12.- La Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas en los ámbitos de su competencia, en cumplimiento de las atribuciones y funciones establecidas en el artículo 3 de la presente ley, en especial las referidas en sus numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30 del artículo 3. Las propuestas señaladas en atribuciones establecidas en los numerales 17, 19 y 28 del referido artículo 3, deberán realizarse ante el Ministro.
Asimismo, le corresponderá coordinar la acción del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural que se crea en esta ley.
Para el cumplimiento de las funciones que correspondan a ambas subsecretarías o a la Subsecretaría del Patrimonio y al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, esta subsecretaría deberá coordinarse con la Subsecretaría de las Artes o con dicho servicio, según corresponda.

Título III

De las Secretarías Regionales Ministeriales

Artículo 13.- En cada región del país existirá una Secretaría Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, a cargo de un Secretario o una Secretaria Regional Ministerial, que será un colaborador directo del Intendente, que dependerá técnica y administrativamente del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, y en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo 14.- Corresponderá a la Secretaría Regional Ministerial:
1. Prestar asesoría técnica al intendente.
2. Colaborar con las subsecretarías en la elaboración de la propuesta de políticas, planes y programas ministeriales regionales.
3. Ejecutar políticas y diseñar y ejecutar planes y programas ministeriales en la región en materias culturales, para lo cual podrá adoptar las medidas de coordinación necesarias para este propósito.
4. Proponer al Subsecretario del Patrimonio políticas, planes y programas patrimoniales regionales, manteniendo una coordinación y colaboración permanente con la Dirección Regional del Servicio Nacional de Patrimonio Cultural.
5. Colaborar con el gobierno regional en la implementación de planes, programas y acciones de competencia del Ministerio.
6. Colaborar con los municipios de la región, las corporaciones municipales y las organizaciones sociales cuyo objeto principal sea cultural, manteniendo con todas ellas vínculos permanentes de información y coordinación.
7. Otorgar reconocimientos públicos, de conformidad a la ley y al reglamento, a creadores y cultores destacados de la región, y a comunidades y organizaciones culturales y patrimoniales; para lo cual deberá previamente escuchar al Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
8. Impulsar la cooperación e intercambio cultural entre su región y las demás regiones del país, como también con regiones de otros países, todo de, conformidad al ordenamiento jurídico.
9. Colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones regionales y locales en materias de su competencia.
10. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.
Título IV
Párrafo 1°

Del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Artículo 15.- Para efectos de esta ley se entenderá por Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Nacional”, las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural del conjunto del país, a partir de estudios y diagnósticos de los diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural realizados por el Ministerio, considerando el aporte de las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural.
La Estrategia Quinquenal Regional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Regional”, corresponderá a las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural regional, en todos sus ámbitos, formulados sobre la base de estudios y diagnósticos realizados por el Ministerio sobre la realidad del sector, y considerando las particularidades e identidades propias de la región. Las Estrategias Quinquenales Regionales deberán ser consideradas para efectos de la elaboración de la Estrategia Quinquenal Nacional.

Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio presidido por el Ministro. Además, estará integrado por:
1. El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.
2. El Ministro de Educación o su representante.
3. El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.
4. Cuatro personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura y gestión cultural, designadas por el Ministro a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores y gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Al menos dos de estos integrantes deberán provenir de una región distinta a la región Metropolitana.
5. Tres personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas y gestores culturales, designadas por el Ministro a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Al menos dos de estos integrantes deberán provenir de una región distinta a la Metropolitana.
6. Una persona representativa de las culturas populares o culturas comunitarias que tenga una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creador, cultor, investigador, especialista y gestor cultural, designada por el Ministro a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente.
7. Dos representantes de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de asociaciones y comunidades indígenas constituidas según la legislación vigente.
8. Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. Al menos uno de ellos deberá ser de una región distinta de la Metropolitana.
9. Un representante de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designado por el Ministro a propuesta de las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.
10. Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.
11. Dos representantes de organizaciones ciudadanas cuyos objetos sociales estén relacionados directamente con el ámbito de la cultura o el patrimonio cultural, y que tengan personalidad jurídica vigente, elegidos por dichas organizaciones. Uno de estos integrantes deberá provenir de una región distinta de la Metropolitana.
12. Una persona con destacada experiencia en gestión cultural pública designada por el Ministro, a propuesta, de común acuerdo, por la o las asociaciones nacionales de funcionarios del Ministerio y la o las asociaciones nacionales de funcionarios del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, constituidas de conformidad a la ley Nº 19.296, que Establece Normas Sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado.
Los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.
Tratándose de los numerales 4), 5), 7), 8) y 11) del inciso primero, las designaciones deberán realizarse asegurando la representatividad de ambos sexos. 
Las personas que sean designadas o propuestas por entidades o sus pares deberán ser representativas de los respectivos sectores o actividades y no tendrán el carácter de representantes de quienes los designaron o propusieron.
Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del consejo señalados en el presente artículo y las causales de cesación en el cargo. Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.
Las vacantes que se produzcan serán completadas y formalizadas según lo dispuesto en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que le restare para terminar su período al consejero que provocó la vacancia, pudiendo reelegirse por un nuevo período, por una sola vez.
Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan.
El consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias del consejo, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio consejo. Las sesiones del consejo serán de carácter público, pudiendo utilizarse diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.
Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.
Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.
Para todos los efectos legales, con el consejo de que trata el presente título, se entenderá cumplida la obligación establecida en el artículo 74 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo 17.- Corresponderá al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio:
1. Aprobar la Estrategia Quinquenal Nacional, a propuesta de su presidente, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector. Dicha estrategia deberá considerar la Estrategia Quinquenal Regional.
2. Conocer la memoria y el balance del año anterior del Ministerio.
3. Proponer al Ministro las políticas, planes, programas o medidas destinadas a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3, y las medidas que crea necesario para la debida aplicación de políticas culturales y para el desarrollo de la cultura, la creación y difusión artísticas y el patrimonio cultural.
4. Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de recibir de las personas e instituciones de la sociedad civil, observaciones y propuestas sobre la marcha institucional, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. En esta convención, el Ministerio dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
5. Proponer al Subsecretario competente los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.
6. Entregar su opinión al Ministro para la definición de las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO; y sobre las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 26) del artículo 3° de esta ley.
7. Proponer al Subsecretario las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura nacional.
8. Proponer al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo del Patrimonio Cultural de que trata la presente ley, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución al patrimonio nacional.
9. Designar a los jurados que deberán intervenir en el otorgamiento de los Premios Nacionales de Artes Plásticas, de Literatura, de Artes Musicales, y de Artes de la Representación y Audiovisuales de conformidad a la ley N°19.169, sobre Premios Nacionales.
10. Proponer fundadamente al Ministro la adquisición para el Fisco de bienes de interés cultural y patrimonial, escuchando previamente al respectivo Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
11. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Artículo 18.- El Consejo Nacional de las Culturales, las Artes y el Patrimonio se desconcentrará territorialmente a través de los Consejos Regionales, los que tendrán su domicilio en la respectiva capital regional o en alguna capital provincial.

Artículo 19.- Los Consejos Regionales estarán integrados por:
1. El Secretario Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, quien lo presidirá.
2. Los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación y de Economía, Fomento y Turismo.
3. Cuatro personas representativas de las artes, las culturas y el patrimonio cultural, que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades vinculadas al quehacer cultural regional, tales como creación artística, patrimonio, industria y economía creativa, artesanía, arquitectura, gestión cultural, y diversas manifestaciones de la cultura tradicional, culturas comunitarias y cultura popular de la región. Serán designadas por el Secretario Regional Ministerial a propuesta de las organizaciones culturales o patrimoniales de la región, que posean personalidad jurídica vigente de conformidad a la ley, debiendo asegurar la representatividad de ambos sexos.
4. Un representante de las organizaciones ciudadanas cuyos objetos estén relacionados directamente con el ámbito de la cultura o el patrimonio cultural, que tengan personalidad jurídica vigente y domicilio principal en la respectiva región, elegido por dichas organizaciones.
5. Un representante de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas y/o el patrimonio, designado por el Ministro, a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente.
6. Un representante de los municipios de la región, elegido por sus alcaldes, ratificado por sus concejos respectivos.
7. Un representante de las instituciones de educación superior de la región respectiva, designado por el secretario regional ministerial de una terna propuesta por las respectivas instituciones de educación superior acreditadas.
8. Un representante del gobierno regional, designado por el intendente de la región.
Las personas que sean designadas de conformidad a los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 deberán ser representativas de los respectivos sectores o actividades y no tendrán el carácter de representantes de quienes los propusieron.
Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros establecidos en este artículo y las causales de cesación en el cargo.
Los miembros de los consejos regionales durarán cuatro años en sus funciones y podrán ser designados para un nuevo período consecutivo, por una sola vez. Las vacantes que se produzcan serán completadas y formalizadas con el mismo procedimiento establecido en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que restare para terminar su período al consejero que provocó la vacancia, pudiendo reelegirse por un nuevo período, por una sola vez.
Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias de las secretarias regionales ministeriales, las que proporcionarán los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias de los consejos, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo de los propios consejos. Las sesiones del consejo serán de carácter público, y se podrán utilizar diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.
Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.
Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Artículo 20.- Corresponderá a los Consejos Regionales:
1. Asesorar al secretario regional ministerial de la región en las materias de su competencia.
2. Aprobar la Estrategia Quinquenal Regional, a propuesta de la secretaría regional ministerial, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector y que aportará a la definición de la Estrategia Quinquenal Nacional por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
3. Dar su opinión al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio para que formule propuestas a los subsecretarios sobre los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.
4. Proponer al Subsecretario de las Artes y al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural a las personas que cumplirán la labor de evaluación y selección en los concursos públicos de carácter regional para la asignación de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y del Fondo del Patrimonio Cultural, respectivamente, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura y patrimonio regional, respectivamente.
5. Proponer al secretario regional ministerial las políticas, planes y programas destinados a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3 de esta ley.
6. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que les encomiende la ley.

Título V

Del Personal

Artículo 21.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.

Título VI

Del Fondo del Patrimonio Cultural

Artículo 22.- Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.
El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del Fondo y la enviará al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural para su ejecución.
El Director deberá elaborar y remitir una propuesta de componentes o líneas de acción anual del Fondo para efectos de su revisión por parte del Consejo Nacional de la Cultura, las Artes y el Patrimonio. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.
La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.

Artículo 23.- El Fondo estará constituido por:
1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.
2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.
3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.
4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.

Artículo 24.- Los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.
Un reglamento elaborado por el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.

Capítulo II
Título I

Del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural
Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 25.- Créase el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural (en adelante “el Servicio”), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y tendrá su domicilio y sede en la ciudad de Santiago.
El Servicio estará afecto a las normas del Título VI de la ley N° 19.882.

Artículo 26.- El Servicio tiene por objeto implementar políticas y planes, y diseñar y ejecutar programas destinados a dar cumplimiento a las funciones del Ministerio, en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial; e infraestructura patrimonial, como asimismo, a la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.
Para estos efectos, y circunscrito a su competencia, el Servicio tendrá las atribuciones señaladas para el Ministerio en los numerales 20, 24, 27 y 30 del artículo 3 de esta ley.
Asimismo, podrá realizar estudios, investigaciones o prestar asistencia técnica a organismos en materias de su competencia, encontrándose habilitado para cobrar por el desempeño de estas labores.
Para el cumplimiento de las funciones que correspondan al servicio y a alguna de las subsecretarías, este deberá coordinarse con la Subsecretaría del Patrimonio.

Artículo 27.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Nacional, quien será el jefe superior del Servicio.
El Director Nacional tendrá las siguientes atribuciones:
1. Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio, así como ejercer su representación ante organismos internacionales, previa autorización del Ministro.
2. Delegar en funcionarios de la institución, las funciones y atribuciones que estime conveniente, y conferir mandatos para asuntos determinados.
3. Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses del Servicio, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.
4. Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.
5. Determinar el valor de los derechos que se cobran por servicios que preste conforme a la ley o al reglamento.
6. Dirigir y planificar las acciones, planes y programas que se llevarán a efecto para cumplir los objetivos y funciones del Servicio.
7. Desempeñar las demás atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 28.- El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las direcciones regionales.
En cada región del país habrá un Director Regional.
Cada dirección regional podrá contar con una unidad especializada de bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial.

Párrafo 2°

De las instituciones patrimoniales nacionales

Artículo 29.- Las siguientes instituciones patrimoniales nacionales serán parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural y se relacionarán directamente con el Director Nacional:
1. La Biblioteca Nacional, que tendrá como misión reunir, preservar, investigar y difundir los diversos materiales bibliográficos, impresos y en otros soportes, que forman parte de la memoria colectiva nacional, a fin de posibilitar el acceso a la información y al conocimiento contenidos en sus colecciones a todos los usuarios presenciales y remotos de la comunidad nacional e internacional que lo requieran, fomentando la lectura.
2. El Archivo Nacional, que tendrá como misión reunir, organizar, preservar, investigar y difundir el conjunto de documentos, independientemente de su edad, forma o soporte, producidos orgánicamente y/o acumulados y utilizados por una persona, familia o institución en el curso de sus actividades y funciones, así como todos aquellos documentos relevantes para la historia y desarrollo del país.
3. El Museo Nacional de Bellas Artes, que tendrá como misión contribuir al conocimiento y difusión de las prácticas artísticas contenidas en las artes visuales según los códigos, la época y los contextos en que se desarrollan. Le corresponde conservar, proteger, investigar, recuperar y difundir el patrimonio artístico nacional en el ámbito de las artes visuales, educar estéticamente al público a través de nuevas metodologías de acercamiento e interpretación del arte del pasado y del presente, organizar exposiciones del patrimonio artístico nacional e internacional en sus diversas manifestaciones y épocas, resguardando el patrimonio arquitectónico del museo.
4. El Museo Histórico Nacional, que tendrá como misión dar a conocer la historia de Chile mediante los objetos patrimoniales que custodia, buscando facilitar a la comunidad nacional e internacional el acceso al conocimiento de la historia del país, para que se reconozca en ella la identidad de Chile, a través de las funciones de acopio, recolección, conservación, investigación y difusión del patrimonio tangible e intangible que configuran la memoria histórica del país.
5. El Museo Nacional de Historia Natural, que tendrá como misión reunir, conservar, investigar y difundir el patrimonio natural y cultural del territorio nacional a través de las funciones de recolección, acopio, conservación, investigación y difusión de todos los materiales de botánica, zoología, entomología, geología, mineralogía, paleontología, antropología, etnografía, etnología y arqueología. Incluirá en sus colecciones antropológicas, etnológicas etnográficas y arqueológicas al ser humano de Chile en el contexto mundial.
6. La Cineteca Nacional, que tendrá como misión la restauración, conservación y difusión del patrimonio fílmico nacional y mundial. Será la encargada de recibir los depósitos que establece el artículo 14° de la ley N° 19.733, Sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, sin perjuicio de lo dispuesto en dicha ley respecto de la Biblioteca Nacional.
Los directores de estas instituciones quedarán afectos al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 3°

De la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales

Artículo 30.- La Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales será parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Tendrá las siguientes funciones:
1. Promover y ejecutar planes y programas relativos a la recuperación, valoración y sustentabilidad del patrimonio protegido por la ley Nº 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925.
2. Asesorar al Consejo de Monumentos Nacionales en todo aquello que dicho organismo le requiera y ejecutar las decisiones que éste adopte.
3. Acordar la elaboración de planes de manejo para regular las intervenciones en los monumentos nacionales y determinar su pertinencia respecto de los bienes ya declarados o que por el sólo ministerio de la ley quedan bajo la tuición y protección del Estado, sin perjuicio de las facultades del Consejo de Monumentos Nacionales.
4. Llevar el Registro de Monumentos Nacionales.
5. Velar por el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 11, 12, 13, 18, 19, 22, 23, 24, 25 y 30 de la ley N° 17.288.

Párrafo 4°

De los Sistemas de Museos, Bibliotecas y Archivos

Artículo 31.- Créase el Sistema Nacional de Museos, administrado por el Servicio e integrado por los museos dependientes de éste, así como por aquellos administrados por instituciones públicas o privadas, que se integren voluntariamente.
El Sistema Nacional de Museos tendrá por objeto contribuir a una gestión eficaz y eficiente de los museos que lo integren, los asesorará técnicamente, aportará en el desarrollo de los museos del país y promoverá la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados.
El Servicio estará a cargo del Registro Nacional de Museos, en el cual deberán estar inscritos los museos administrados por entidades públicas y privadas.

Artículo 32.- Existirá un consejo asesor integrado, al menos, por los directores del Museo Nacional de Bellas Artes, el Museo Nacional de Historia Natural y el Museo Histórico Nacional, y por las demás personas o entidades que señale el reglamento. Este consejo asesor podrá proponer al Subsecretario del Patrimonio todas las medidas que estime necesarias para el fomento y desarrollo de los museos del país.
El reglamento determinará el procedimiento de nombramiento de las personas que integrarán el consejo asesor establecido en el inciso precedente, y su funcionamiento. A lo menos cuatro de sus integrantes deberán provenir de regiones distintas a la Región Metropolitana.

Artículo 33.- Créase el Sistema Nacional de Archivos, administrado por el Servicio, que estará constituido por el Archivo Nacional de Chile y los archivos regionales, en su caso, y por todos aquellos archivos privados que se integren al sistema voluntariamente.
El Sistema Nacional de Archivos será dirigido por el Director del Archivo Nacional, y dependerá del Servicio. En ausencia del Director, subrogará un funcionario del Archivo Nacional que tenga mayor grado y antigüedad. Al Archivo Nacional le corresponderá supervisar la aplicación de las políticas y normas administrativas y técnicas para el funcionamiento de los archivos que integren este Sistema.

Artículo 34.- El Ministro, previa propuesta del Director del Servicio y según las disponibilidades presupuestarias, podrá disponer la creación de archivos regionales, los cuales estarán a cargo del Conservador Regional, el cual será nombrado por el Director del Archivo Nacional mediante concurso público y se relacionará de manera directa con dicha autoridad.
En el ámbito de su competencia territorial, a los archivos regionales les competen las funciones señaladas en el número 2 del artículo 29.

Artículo 35.- Créase el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, administrado por el Servicio, que estará constituido por las bibliotecas públicas dependientes de éste, como también por las bibliotecas públicas administradas por instituciones públicas o privadas, que voluntariamente se integren.
Este Sistema tendrá por objeto otorgar asesoría técnica y capacitación; y promover, difundir, desarrollar, fortalecer y coordinar al conjunto de bibliotecas públicas que lo integren, promoviendo la creación y el desarrollo de éstas.

Artículo 36.- Se entiende por biblioteca pública aquella que abre sus puertas al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma, y que tiene por objeto ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad, sitio de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura, que tiene como función primordial ofrecer a los lectores un acceso amplio y sin discriminación a las colecciones bibliográficas, audiovisuales y de multimedia, o en cualquier otro soporte, actualizadas en forma permanente. Las bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.

Párrafo 5°

Del Patrimonio del Servicio

Artículo 37.- El patrimonio del Servicio estará formado por:
1. Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto del Sector Público.
2. Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título, y los frutos de ellos.
3. Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.
4. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.
5. Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

Párrafo 6°

Del Personal

Artículo 38.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que Señala, y su legislación complementaria.

Artículo 39.- La Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerada, para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones, con excepción de las materias de patrimonio , en que se entenderá sucesor del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Subsecretaría del Patrimonio o el Servicio del Patrimonio Cultural, según corresponda. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al señalado consejo se entenderán efectuadas a los mencionados organismos, según corresponda.
El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas a la señalada Dirección se entenderán efectuadas al mencionado Servicio, con excepción de aquellas funciones y atribuciones que correspondan a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, respecto de las cuales dicha subsecretaría será la sucesora y continuadora legal de la mencionada dirección.

Artículo 40.- Esta ley entrará en vigencia en la o las fechas que determine el decreto con fuerza de ley contemplado en el numeral 1 del artículo segundo transitorio.

CAPÍTULO III

MODIFICACIONES LEGALES

Artículo 41.- Modifícase la ley N° 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925, en el siguiente sentido:

1. En el artículo 2°:
a) Sustitúyese en su encabezamiento la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”. 
b) Reemplázase su literal a) por el siguiente: 
“a) Del Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que lo presidirá;”. 
c) Sustitúyese su literal b) por el siguiente: 
“b) Del Subsecretario del Patrimonio Cultural, quien subrogará al Ministro cuando éste se encuentre impedido de asistir por cualquier causa;”.
d) Sustitúyese en su letra r) la expresión “, y” por un punto y coma.
e) Reemplázase en el párrafo segundo de la letra s) la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio” y el punto y final por un punto y coma.
f) Reemplázase su literal t) por el siguiente:
“t) Del Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, quien será su Vicepresidente Ejecutivo;”.
g) Agréganse los siguientes literales u) y v) a continuación del literal t), pasando el actual literal u) a ser w):
“u) De un representante de asociaciones de barrios y zonas patrimoniales, nombrado de conformidad al reglamento;
v) De un representante del Colegio de Arqueólogos de Chile, y”.
h) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:
“Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta mensual equivalente a ocho unidades de fomento, siempre que asistan a lo menos a una sesión mensual, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.”.

2. Sustitúyese en el artículo 3 la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.”.

3. Elimínase el número 2 del artículo 6.

4. Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 11 la frase “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos del Ministerio de Educación Pública” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

5. Sustitúyense en el artículo 33 la expresión “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y la expresión “del Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

6. Sustitúyese en el artículo 34 la expresión “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

7. En el artículo 37:
a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Consejo de Monumentos Nacionales” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.
b) Agrégase en el inciso segundo, después de la palabra Consejo, la frase “de Monumentos Nacionales”.

Artículo 42.- Sustitúyese en el artículo 12, letra E, N° 1, letra a), del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Impuestos a las Ventas y Servicios, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por lo siguiente: “otorgado por el Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, quien podrá delegar esta atribución en los secretarios regionales ministeriales del ramo. En el ejercicio de esta atribución, los secretarios regionales ministeriales deberán considerar los criterios que establezca el Subsecretario referido, mediante resolución dictada para estos efectos. Dicho Subsecretario emitirá un reporte anual sobre los auspicios otorgados, el que deberá remitir al Ministro del ramo y al Subsecretario de Hacienda”.

Artículo 43.- Modifícase la ley N° 19.169, que Establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales, en el siguiente sentido:

1. En el artículo 9°:
a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “Los Premios antes referidos” por “Los Premios referidos en los artículos 3°, 4°, 5°, 6° y 8° de esta ley”.
b)
 Elimínanse en su inciso segundo los literales a), h), i) y j).

2. Incorpórase, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo 9° bis:
“Artículo 9° bis.- Los Premios referidos en los artículos 2° y 7° se otorgarán por jurados que, en todos los casos, estarán compuestos por el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y el último galardonado con el respectivo Premio Nacional.
Integrarán además los jurados, según el Premio de que se trate, las siguientes personas:
a) Literatura: un representante de la Academia Chilena de la Lengua, y dos autores destacados de la literatura chilena, sean estos escritores, poetas o poetisas o ensayistas, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
b) Artes Plásticas: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, y dos creadores destacados en el ámbito de las artes visuales del país, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
c) Artes Musicales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, y dos creadores destacados de la música chilena, sean compositores, autores o intérpretes, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
d) Artes de la Representación y Audiovisuales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, y dos personas destacadas en la creación y producción en las artes de la representación y audiovisuales del país, designadas por el Consejo Nacional de las Culturas , las Artes y el Patrimonio.
El reglamento determinará el procedimiento de designación de los integrantes de los jurados establecidos en las letras a, b, c y d del inciso segundo.”.

3. Intercálase en el artículo 10, entre la expresiones “de Educación” y “y el Rector”, lo siguiente: “, el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Intercálase en el artículo 14, entre la expresión “de Educación” y la coma que le sigue, la frase “o el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, según corresponda”.

5. Agrégase en el inciso tercero del artículo 16, a continuación de la expresión “de Educación”, la frase “o el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, según corresponda,”.

6. Agrégase en el artículo 24 el siguiente inciso:
“En los casos de los premios contemplados en el artículo 9° bis, los recursos necesarios para cubrir los gastos que demande esta ley serán consultados cada año en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Artículo 44.- Modifícase la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, en la siguiente forma:
1. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 76 las expresiones “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” y “dicha Dirección”, por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “dicho Servicio”, respectivamente.

2. Sustitúyese el artículo 90 por el siguiente:
“Artículo 90.- Créase el Departamento de Derechos Intelectuales, que tendrá a su cargo el Registro de Propiedad Intelectual y las demás funciones que le encomiende el reglamento. Este organismo dependerá del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.”.

3. Reemplázase en el artículo 94 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 95 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. Reemplázanse en el artículo 96, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”; y la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

6. Sustitúyense en el inciso segundo del artículo 100 bis la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”; y la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

7. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 102 la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 45.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 18.985, que Establece Normas Sobre Reforma Tributaria, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales, de la forma que sigue:

1. En el artículo 1°:
a) Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 1 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.
b) Sustitúyese en el numeral 3, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.
c) Reemplázase en el numeral 5 la frase “Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la expresión “Ministerio de las Culturas, la Artes y el Patrimonio”.

2. Reemplázase en el literal c) del inciso primero del artículo 10 la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

3. Sustitúyese en el artículo 12, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Reemplázase en el inciso quinto del artículo 17 la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. Reemplázase en artículo 19 la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 46.- Reemplázase en el inciso primero del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.675, que Modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 47.- Modifícase la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, y modifica cuerpos legales que señala, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

2. En el artículo 5°:
a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.
b) Sustitúyese en el inciso segundo el literal a) por el siguiente:
“a) El Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”; 
c) Reemplázase en el inciso segundo el literal d) por el siguiente: 
“d) El Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, o su representante;”.
d) Elimínase en el inciso quinto la referencia a la letra “d)” y la coma que le sigue.

3. Reemplázase en la letra c) del artículo 6° la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 48.- Modifícase la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Chilena, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

2. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”.

Artículo 49.- Modifícase la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

2. Sustitúyese, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”.

3. Elimínase en el inciso final del artículo 5° la frase “y no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones”.

4. Reemplázase en el artículo 10 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 50.- Modifícase la ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en el siguiente sentido:

1. Elimínase en el título de la ley la expresión “el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y”.

2. Derógase el Título I, y los artículos 1° al 27 que lo integran.

3. Elimínanse, a continuación del artículo 27, los siguientes epígrafes: 
- “Título II Del Fomento de la Cultura, las Artes y el Patrimonio Cultural”.
- “Párrafo 1° Del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.

4. Reemplázase, todas las veces en que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. En el artículo 28:
a) Agrégase en el inciso primero, después de la palabra “Lectura”, la frase “, la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Nacional y la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual”.
b) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “concurso público” y el punto y final, la siguiente frase: “, lo que se formalizará a través de resolución del Subsecretario de las Artes”.

6. Sustitúyense en el numeral 2 del artículo 29 los vocablos “al Consejo” por la expresión “a la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”.

7. En el inciso primero del artículo 30:
a) Elimínanse en el número 1 el vocablo “música” y la coma que le sucede, las palabras “y audiovisuales”, la frase “y los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas.”, y la oración “A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.
b) Suprímense en el numeral 2) las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por un Comité de Especialistas. A partir de los resultados de tal evaluación, los proyectos serán seleccionados por un jurado.”.
c) Deróganse los numerales 3 y 4, pasando los numerales 5 y 6 a ser 3 y 4, respectivamente.
d) Elimínanse en el numeral 5, que pasa a ser 3, las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas. A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.

8. En el inciso primero del artículo 31:
a) Reemplázase la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.
b) Elimínase el guarismo “6”.
c) Sustitúyese la frase “la forma de selección y designación de los Comités de Especialistas para la evaluación de los proyectos presentados al Fondo,” por “la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección,”.

9. Sustitúyese en el artículo 32 la expresión “El Consejo” por “El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

10. Reemplázase en el inciso primero del artículo 34 la frase “generales establecidas en las disposiciones precedentes y en el” por la frase “definidas por el Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares y al”.

11. Derógase el Título III, y los artículos 36 al 40 que lo componen.

Artículo 51.- Reemplázanse en el literal i) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las expresiones “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, “el Consejo” y “su Presidente” por las expresiones “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”, “el Ministerio” y “el Ministro”, respectivamente.

Artículo 52.- Reemplázase en el literal h) del artículo 4° de la ley N° 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 53.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, que Organiza las Secretarías de Estado, en el siguiente sentido:

1. En el numeral 19°, reemplázase la conjunción “y” y la coma que le precede por un punto y coma.

2. En el numeral 20°, sustitúyese el punto y aparte por la conjunción “y”, precedida de un punto y coma.

3. Agrégase el siguiente numeral 21°:
“21° Las Culturas, las Artes y el Patrimonio.”.

Artículo 54.- Modifícase la ley N° 17.236, que Aprueba Normas que Favorecen el Ejercicio y Difusión de las Artes, en la siguiente forma:
1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por la expresión “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. En el inciso segundo del artículo 2°, sustitúyese la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.

3. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 6° la frase “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Sustitúyese en el artículo 7° las expresiones “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y “el Secretario-Abogado de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Subsecretario del Patrimonio”.

5. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 9° la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.

Artículo 55.- Reemplázase en los literales b) y j) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que Crea el Consejo Nacional de Televisión, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 56.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1. Otórgasele el siguiente título: “Sobre instituciones nacionales patrimoniales dependientes del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. Reemplázase en el artículo 2° la expresión “el Director General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

3. Elimínanse los artículos 1°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10, 11,12, 13, 19, 20, 21, 22, 24,26 y 28.

4. En el inciso segundo del artículo 8°:
a) Sustitúyese la expresión “a la Dirección General” por “al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.
b) Reemplázase la expresión “la Dirección General”, la segunda vez que aparece, por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

5. Sustitúyese en el artículo 15 la expresión “La Dirección General” por “El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

6. Elimínase en el artículo 16 la frase “ni objeto alguno de las colecciones de los museos”.

7. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 17 la expresión “el Director General” por “el funcionario que lo subrogue”. 

8. Reemplázanse en el artículo 23 las expresiones “museos de provincia” por “museos regionales”, “Dirección General” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “decreto supremo” por “resolución del Director Nacional”.

Artículo 57.- Modifícase la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase en los incisos primero y segundo del artículo 30 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 8° transitorio la expresión “de la Dirección General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

Artículo 58.- Sustitúyese en el artículo 35 de la ley N° 20.079, que Otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la frase “Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”.

Artículo 59.- Modifícase la ley N° 20.216, que Establece Normas en Beneficio del Circo Chileno, en los siguientes términos:

1. En el inciso primero del artículo 2° elimínase la expresión “, animales amaestrados”.

2. En el inciso segundo del artículo 3° elimínase la frase “el Servicio Agrícola y Ganadero,”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Créase un Consejo Asesor de Pueblos Indígenas (en adelante “Consejo Asesor”), para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, que estará integrado por nueve personas pertenecientes a los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley.
Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.
Este Consejo cesará en sus funciones en la fecha de entrada en vigencia de la ley que establezca la creación de un Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, o un órgano similar que determine la ley.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:
1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de las Culturas, las Artes, y el Patrimonio, sus subsecretarías y el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Además, determinará la fecha de supresión del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.
2. Fijar las plantas de personal de las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas y podrá establecer la gradualidad en que los cargos serán creados; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de hacienda. Asimismo, podrá determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, en relación con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. En este proceso se deberá salvaguardar que el número de cargos destinados a la planta de directivos de exclusiva confianza, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 18.834, sea debidamente proporcional al número de cargos de las otras plantas del Ministerio.
3. Determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley Nº 19.553, en su aplicación transitoria. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas.
4. Determinar la dotación máxima del personal de las subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.
5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de todos los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, incluidos los funcionarios y funcionarias que desempeñen labores permanentes en la Secretaría del Consejo de Monumentos Nacionales, a las subsecretarías del Ministerio o al Servicio, según corresponda, quienes mantendrán, al menos, el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados a cada una de las entidades antes señaladas, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.
7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:
a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.
b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. No podrá significar la pérdida del beneficio de desahucio. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo su consentimiento. En caso que la funcionaria o funcionario manifieste su voluntad de mantenerse en la misma región de su desempeño habitual, mantendrá la misma función u otra similar o pertinente a su profesión o experticia administrativa.
c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.
d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.
8. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural o a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, y desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para que sean destinados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
9. Para la dictación del o los decretos con fuerza de ley de conformidad al presente artículo, la autoridad tomará conocimiento de la opinión, a través de un proceso participativo, de la o las entidades nacionales que agrupen a las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Artículo tercero.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, todos sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.
Los funcionarios y funcionarias del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos que sean traspasados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de los señalados servicios. Dicha afiliación se mantendrá hasta que las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo segundo transitorio, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.

Artículo cuarto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y podrá al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo quinto.- Las personas contratadas conforme a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, que a la fecha de entrada en funcionamiento de las instituciones señaladas en el numeral 1 del artículo segundo transitorio se desempeñen en la Orquesta de Cámara de Chile, el Ballet Folclórico Nacional, y los vigilantes de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, serán traspasados a dichas instituciones, según corresponda, sin alterar los derechos y obligaciones emanados de sus contratos, los que mantendrán su vigencia y continuidad en la institución a la cual se traspasen.

Artículo sexto.- Las personas que, a la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, estén cumpliendo la función de directores de las instituciones patrimoniales nacionales de que trata esta ley, continuarán cumpliendo dicha función y cargo por un período de tres años, contado desde la fecha antes señalada, según lo dispone el numeral 1 del artículo segundo transitorio, salvo renuncia voluntaria del interesado.

Artículo séptimo.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.”.

- - -

Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 2, 7, 14, 16 y 30 de noviembre y 14 y 21 de diciembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn (Víctor Pérez Varela) y señores Andrés Allamand Zavala (Manuel José Ossandón Irarrázabal), Carlos Montes Cisternas y Jaime Quintana Leal.





Sala de la Comisión, a 29 de diciembre de 2016.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.




1 Excusaron su asistencia la representante de Chile Actores, señora Mané Nett; los profesores de Derecho Administrativo, señores Luis Cordero y Jorge Precht; el profesor, investigador y compositor de música clásica, señor Santiago Vera; el Alcalde de la comuna de Renaico, señor Juan Carlos Reinao; el Director Nacional de la Comisión Nacional de Desarrollo Indígena, señor Alberto Pizarro; el abogado, señor Agustín Squella, y el ex Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor José Weinstein.

2 Esta disposición establece, en lo pertinente,  que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes. Cabe consignar, que las disposiciones del proyecto de ley apuntadas modifican el artículo 27 de la LOC de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley  N° 1 de 2000. 
3 Cabe consignar que el proyecto de ley en informe tuvo su inicio en un Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, y que durante la tramitación del mismo en la Honorable Cámara de Diputados, en su primer trámite constitucional, fue objeto de una indicación sustitutiva por parte de la actual Presidenta de la República, la cual ingresó a tramitación legislativa el día 5 de enero de 2016. Para los efectos de este informe, el mensaje que se describe corresponde a la indicación sustitutiva presentada por la actual administración.
4 Al respecto, se hace presente que, desde el día 5 de mayo de 2015, fecha en que se publicó la ley N° 20.835, que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales, el Ministerio de Educación cuenta con dos Subsecretarías, la de Educación y la de Educación Parvularia.
5 Cabe hacer presente que, en una sesión posterior, el señor Ministro Presidente del CNCA adelantó la presentación de una indicación, para la discusión particular, con el objeto de reintegrar al Rector de la Universidad de Chile y a un académico designado por el Consejo de Rectores  en el Jurado que otorga los premios nacionales de Literatura, Artes Plásticas, Artes Musicales y Artes de Representación y Audiovisuales
6 Sobre el particular, cabe consignar que la Secretaría de la Comisión elaboró un organigrama de la estructura ministerial, de acuerdo al texto del proyecto de ley, que se adjunta como anexo de este informe.

7 Las exposiciones se consigan a partir de la página 32 de este informe. Uno de los expositores que se manifestó en contra de la denominación propuesta fuer el señor Patricio Gross, cuyos planteamientos constan en la página 34.

8 Sobre el particular, cabe consignar que la Secretaría de la Comisión elaboró un organigrama de la estructura ministerial, de acuerdo al texto del proyecto de ley, que se adjunta como anexo de este informe.

9 Ver página 85, en donde constan los comentarios del señor Emilio de la Cerda.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODERNIZA Y FORTALECE EL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA DEL SERVICIO NACIONAL DE PESCA

(10.482-21)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.


A la sesión en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:


- De la Subsecretaría de Pesca: el Jefe de la División Jurídica, señor Paolo Trejo, y el Asesor, señor Javier González.


- Del Ministerio de Economía: el Asesor del Ministro, señor Adrián Fuentes.


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Daniel Portilla.


- Del Servicio Nacional de Pesca: su Director el señor José Miguel Burgos y la Asesora, señora Jessica Fuentes.


- De la Asociación de Funcionarios Públicos del Sector Pesca  (AFIPES): el Secretario, señor Helmuth Toledo.


- De la Asociación de Funcionarios del Servicio Nacional de Pesca (AFUS): el Presidente, señor Eduardo Fuentes; la Tesorera, señora Mónica Aburto, y la Directora, señora Marcela Torres.


- De la Federación de Pescadores del Biobío (FEDEPES): los Dirigentes, señora Sara Garrido y señor Rosendo Arroyo.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Asesor Técnico, señor Leonardo Arancibia.


- El Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Felipe Caro.


- El Asesor de la Senadora Carolina Goic, señor Aldo Rojas.


- El Asesor de la Senadora Jacqueline Van Rysselberghe, señor Juan Paulo Morales.


- El Asesor de la Senadora Adriana Muñoz, señor Horacio Chávez.


- El Asesor del Senador Iván Moreira, señor Pablo Terrazas.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Establecer una asignación de fortalecimiento de la función pública al personal de planta y contrata del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, e incrementar su dotación máxima de personal.

Modificar la Ley General de Pesca y Acuicultura para combatir la pesca ilegal, estableciendo nuevas obligaciones para los agentes pesqueros, incorporando además, figuras infraccionales y delictuales específicas que sancionan conductas graves cometidas en las etapas de procesamiento, elaboración, almacenamiento y comercialización de recursos hidrobiológicos.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo 8 números 11, 14 y 19, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

Se hace presente que la Comisión, envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto de los artículos del texto que se propone, en cumplimiento a lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental, y el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en las atribuciones de los tribunales de justicia.


Posteriormente, el Máximo Tribunal emitió su opinión en torno al proyecto de ley en estudio, mediante Oficio N°174 de fecha 12 de diciembre de 2016.

- - -

Durante la discusión general del proyecto, el Ejecutivo presentó un documento en el que se refiere a la modernización y fortalecimiento en el ejercicio de la función pública del Sernapesca, el cual fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República, artículo 38.

2.- Ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.


3.- Decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que legisla sobre la Industria Pesquera y sus Derivados.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley hace presente que la pesca y la acuicultura son importantes actividades económicas a nivel nacional que se han ido complejizando, por la utilización de más y mejores tecnologías, la multiplicación de actores en la producción y en la cadena de comercialización, así como de prestadores de servicios que inciden en la sustentabilidad de estas actividades, planteando nuevos desafíos al seguimiento de los productos pesqueros y de la acuicultura (trazabilidad), particularmente cuando ellos son destinados a mercados internacionales que exigen de la autoridad sanitaria nacional respectiva, la certificación del cumplimiento de exigentes estándares de inocuidad.

Agrega que el sector de procesamiento se encuentra representado por 709 plantas debidamente inscritas en el registro y que del total de ellas, 236 corresponden principalmente a secadoras de algas y las restantes a otros recursos. En conjunto, para el año 2014 se produjeron 1.780.000 toneladas de productos.

Indica que los comercializadores son personas naturales o jurídicas que realizan la compra y venta de recursos hidrobiológicos o de sus productos y que como tales, circulan en toda la cadena de valor, abasteciéndose, acopiando y destinando recursos y productos. Añade que en la actualidad, conforme a la ley General de Pesca y Acuicultura, tienen la obligación de declarar sus operaciones y acreditar el origen legal de los recursos hidrobiológicos y de los productos que comercializan, sin que se requiera la inscripción en un registro especial, no obstante lo cual, el Servicio mantiene una nómina de comercializadores que incluye a 3.998 agentes.

Luego, hace presente que la pesca ilegal pasó a constituir una de las más cuestionables infracciones al ordenamiento nacional, porque no sólo pone en riesgo el futuro de los recursos hidrobiológicos, sino que provoca gran impacto social al sector pesquero.


Señala que el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura ha estado inmerso en un proceso de cambios impulsado principalmente por las crisis sectoriales asociadas a la sustentabilidad de las actividades pesqueras y de acuicultura, ya que actualmente la política de Estado en esta materia busca impulsar la recuperación de las principales pesquerías, mantener controlados los riesgos sanitarios y ambientales de la acuicultura y garantizar la inocuidad de los productos de la pesca y la acuicultura para su comercialización en los mercados nacionales e internacionales. 

Indica que la regulación ha ido cambiando, fortaleciendo las potestades estatales y profundizando la intervención de la autoridad, lo que impone la instauración de una estrategia de fiscalización eficiente, eficaz y oportuna.

Destaca que diversas modificaciones a la ley General de Pesca y Acuicultura han impuesto nuevos deberes al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura a lo que debe añadirse la necesidad de mejorar las condiciones de retribución del trabajo dentro del mismo, debido a que la experiencia y el conocimiento adquiridos en el tiempo permiten disminuir los plazos de inducción insoslayables ante la deserción del personal que lleva a cabo las diversas tareas de la institución y que la abandonan en la búsqueda de mejores condiciones laborales.

Recalca la debilidad de la regulación vigente en materia de monitoreo, control y vigilancia, por lo que propone la creación de nuevas figuras infraccionales administrativas, e incluso de índole penal, que desincentiven el procesamiento, la elaboración, almacenamiento y comercialización de recursos capturados o producidos ilegalmente.

Asimismo, hace presente el problema asociado al riesgo creciente que plantean las dificultades en el acceso a mercados internacionales por parte de los productos pesqueros y acuícolas nacionales, debido a las progresivas exigencias en términos de inocuidad y garantía de calidad sanitaria que provienen de nuevos destinos relevantes para las exportaciones, como por ejemplo, Rusia y China.

Finalmente, subraya que la certificación, pasa a ser un elemento clave en el proceso exportador del que depende el éxito de la comercialización internacional de los productos nacionales, de tal manera que es esencial que la labor que desempeña el Servicio en materia de inocuidad y certificación para la exportación esté actualizada, sea eficiente y oportuna y mantenga contacto permanente con los mercados de destino para evitar el rechazo de dichos productos.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Presidente de la Asociación de Funcionarios del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura de Sernapesca (AFUS), señor Eduardo Fuentes, indicó que la Asociación fue creada el año 1995 de modo que tiene muchos años de historia como organización gremial, y que cuentan con más de 700 asociados de los casi mil funcionarios del Servicio.


Enseguida, señaló que el presente proyecto de ley se comenzó a trabajar el año 2014, y que después de una larga negociación con el gobierno, el año 2015, el 31 de diciembre del año pasado se presentó el boletín a este Congreso para iniciar su tramitación.


Resaltó que el compromiso de los funcionarios de Sernapesca es único y trasciende a la institución, haciendo presente que en el desempeño de sus labores los funcionarios se ven expuestos a distintos incidentes e incluso agresiones, en varias regiones del país, producto de lo cual, se han presentado querellas en favor de la seguridad funcionaria. 


Dijo que han estado de acuerdo con el presente proyecto de ley porque -haciendo historia- el año 1999 se ingresó al Ministerio de Hacienda un proyecto de adecuación de la planta del Servicio Nacional de Pesca, cuya tramitación se suspendió ese mismo año. Luego, el año 2001 y 2002 se presentó otro anteproyecto de ley que modifica el Título IX de Infracciones y Sanciones y que propuso adaptaciones al sistema de personal del Servicio Nacional de Pesca, que también fue un proceso completo, trabajado con todos los funcionarios de la institución, que tampoco siguió trámite legislativo. 


En el año 2005, prosiguió, se presentó además un proyecto de acuerdo de la Cámara de Diputados que solicitaba al gobierno, en ese tiempo del Presidente Lagos, y a los Ministros de Economía y Hacienda, presentar un proyecto de reestructuración institucional, lo que tampoco fue considerado y también en la discusión de la modificación de la ley de pesca, el año 2013, se presentó otra moción para poder reestructurar el Servicio, que tampoco fue considerada. 


Resaltó que dentro de las justificaciones de este proyecto de ley se encuentra el hecho de que ante la crisis que se ha observado en la pesca y la acuicultura, y el impacto sobre ella de los cambios globales, resulta de gran relevancia poner énfasis en el cumplimiento de las normas para la sustentabilidad pesquera. 


Señaló que el actual gobierno de la Presidenta Bachelet incorporó como compromiso la modernización del Servicio Nacional de Pesca, y este proyecto, en lo que importa a esta organización, incorpora un incentivo económico, una asignación para todos los funcionarios de SERNAPESCA que ejercen la función fiscalizadora, que es lo que actualmente realizan no obstante no haber sido nunca reconocidos como funcionarios de la planta fiscalizadora, como ocurre con otros servicios públicos que tienen la misma misión. 


Indicó que también les interesa el aumento de dotación, para fortalecer el proceso de inocuidad en el ámbito de comercio exterior y las modificaciones a la ley general de pesca y acuicultura para el perfeccionamiento de facultades, sanciones y tipificación de infracciones ante los incumplimientos, porque como inspectores, hoy en día tienen una serie de deberes pese que existen una serie de cosas que no están tipificadas en la ley, lo cual está considerado en los objetivos del proyecto que modifica la ley de pesca para mejorar el ejercicio de las labores de fiscalización del servicio.


Destacó la necesidad de establecer el sistema de trazabilidad de los productos, e incorporar infracciones relativas a la etapa post captura porque en estos momentos la ley tiene sanciones muy altas para el extractor y muy bajas para la comercialización y el transporte, además de perfeccionar las infracciones que no están debidamente reguladas como la acreditación de origen y otras y corregir los montos de las sanciones entregando mayores facultades a los jueces para la determinación de las multas, haciéndolas más proporcionales a la falta.


Subrayó que este proyecto se fundamentó en diferentes aspectos, como la alta complejidad de las actividades de pesca y acuicultura, los progresos tecnológicos (por ejemplo: el monitoreo satelital, el uso de drones, cámaras de vigilancia); aumento de atribuciones y funciones establecidas en las modificaciones a la ley de pesca mejoras a introducir en materia de inocuidad y comercio exterior y la situación crítica de las pesquerías, y mayor tensionamiento sectorial. Sobre este último punto, en particular indicó que ello ha generado diversas situaciones de violencia como incendios, protestas y ataques a las oficinas, entre otras.


Resaltó que la propuesta con el incremento de los ingresos propios, permite financiar en su totalidad el proyecto, y que la asignación para los funcionarios tendrá una implementación gradual en tres años, que en el primer año tiene dos componentes: un componente fijo y uno variable. 


Detalló que el primer año de la publicación de la ley corresponde al personal de monitoreo, control y vigilancia una asignación fija de $ 50 mil brutos mensuales, y para el personal de apoyo $ 25 mil. El segundo año un componente fijo de $ 50 mil y un proporcional del 5% para los fiscalizadores, que para el personal de apoyo, es la mitad, y desde el tercer año un componente fijo de $ 100 mil y un componente proporcional del 10% para los fiscalizadores, y para el personal de apoyo un componente fijo de $ 50 mil y un proporcional de un 5%.


Finalmente, destacó que esta negociación que se llevó con el gobierno el año 2015 estaba aprobada y conversada con los funcionarios del Servicio. No obstante, hizo presente que lo que en realidad quieren los funcionarios es la planta fiscalizadora, pero que esta propuesta viene a paliar en parte los requerimientos que tienen como institución, en el sentido de reconocer la función que realizan y a lo que están comprometidos como funcionarios del Servicio, que es la fiscalización para asegurar la sustentabilidad de los recursos pesqueros.


Se deja constancia que el señor Fuentes, acompañó su intervención con un documento en formato power point, el  cual fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
- - -

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente su total apoyo al espíritu de esta iniciativa, sin perjuicio de lo cual planteó al Ejecutivo que en su opinión era necesario revisar el proyecto desde el artículo 7° en adelante, para mejorar la redacción y sancionar con mayor rigurosidad a la pesca ilegal y a quien transporta los recursos lo que, según dijo, no se refleja en el articulado, que recarga a los pescadores artesanales en cuanto a la fiscalización.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe propuso oír a los funcionarios y pescadores artesanales que han concurrido a esta sesión, para luego buscar algún consenso en el articulado y, en caso contrario, votar en la próxima sesión.


El Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que en una reunión anterior -que no fue sesión por falta de quórum- se oyó a los funcionarios del Sernapesca que representan a más del 70% de los funcionarios y que hoy se oirá al resto. Asimismo, dijo coincidir en que es claro que las multas no van contra la pesquería artesanal sino que es en contra de los ilegales, transportistas y sobre todo contra la pesca que llega a las plantas en forma ilegal.



A continuación, se ofreció la palabra al Secretario de la Asociación de Funcionarios Públicos del Sector Pesca (AFIPES), el señor Helmuth Toledo, quien señaló que es necesario participar en la discusión de este proyecto de ley por cuanto es el servicio en el que trabajan el que se verá afectado por esta iniciativa legal.


Indicó que como Federación no participaron de la génesis de este proyecto de ley pues la creación de la misma es relativamente nueva, un año, y que ella agrupa a tres asociaciones.


Luego, manifestó que si bien el proyecto no parece ser el más adecuado, toda vez que el Servicio requiere de una restructuración más profunda, igualmente lo apoyan porque es importante para la institución avanzar en beneficio de los funcionarios que están esperando esta mejora.


Por su parte, el Presidente de la Federación de Pescadores del Biobío (FEDEPES), señor Rosendo Arroyo, indicó que han seguido este proyecto e hizo presente que hay una serie de modificaciones respecto de las cuales no están de acuerdo en la forma en que se pretenden implementar, por cuanto una cosa es la modernización del Sernapesca y otra es la pesca ilegal, y que si bien no están en contra si están en desacuerdo con la forma en que se está planteando, pues estimó que ambos temas debieran ser tratados en forma separada.


La dirigenta de FEDEPES, señora Sara Garrido, recalcó que el origen parte de las críticas que se han formulado se deben precisamente a que los dos temas se hayan tomado en un solo proyecto. Aunque sea necesario que el Sernapesca mejore su servicio el proyecto, tal como está, amenaza al sector pesquero artesanal y a los pequeños procesadores, transportistas y comerciantes del sector señalado.


Continuó señalando que el proyecto no hace diferencia en el tema de la acreditación de origen entre los pequeños pescadores artesanales, que se dedican a extraer un determinado recurso con el consiguiente proceso y comercialización, respecto de otro sector fuerte que se está aprovechando de los artesanales, que son intermediarios y los que hacen un trabajo ilegal hacia los pescadores artesanales, lo que requiere de una mayor fiscalización.


Enseguida manifestó su preocupación por los pescadores artesanales de caletas que han hecho su historia en ese lugar y que actualmente extraen ilegalmente un producto pero que corresponde a un recurso de subsistencia ya que el proyecto no hace diferencia entre el pescador que extrae pesca de subsistencia ilegalmente de aquel otro que desarrolla un trabajo de pesca ilegal, que además conforma una “mafia” con algún recurso determinado.


A modo de ejemplo, destacó que en la región del Biobío existe la “charqueadora” (merluza común que se limpia y seca) que es una actividad que una empresa más grande podría desarrollar, que también tiene una cadena productiva, respecto de la cual el proyecto no hace distinción alguna de modo que las personas que desarrollan esa actividad están expuestos a fuertes sanciones.


Por último, señaló que sin justificar la pesca ilegal, hoy en día hay muchos pescadores que producto de la bajísima cuota que tienen, se ven obligados a aumentar sus ingresos a través de una práctica que no corresponde.


El Honorable Senador señor Quinteros, hizo presente que en su oportunidad también planteó la situación de las “recolectoras de orilla”, que en su opinión, gracias a la ley de caletas, verán solucionados todos estos problemas.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe señaló que, tal como se ha dicho, comparte que se han tratado dos cosas diferentes en el proyecto de ley.


Por una parte está la modernización de Sernapesca, que es un anhelo que han planteado los propios pescadores artesanales producto de los complejos problemas que les generó la externalización del servicio de fiscalización en las distintas zonas del país, recalcando que la solicitud en particular de los pescadores artesanales fue que la fiscalización volviera a ser una actividad que dependa del Sernapesca, y subrayó que el proyecto en discusión en su primera parte apunta precisamente hacia ese requerimiento, entregándole al Servicio las herramientas necesarias para que cumpla de buena manera dicha actividad. 


En cuanto a la segunda parte, manifestó que trata de la pesca ilegal, lo que es una solicitud transversal del sector artesanal y que existe consenso en que debe ser controlada. Agregó que la pesca ilegal es mala para todos porque genera una disminución de los recursos, pero que la forma de combatirla es tratarla en un proyecto distinto al de modernización del Sernapesca, porque requiere de un estudio más profundo.


El Honorable Senador señor Moreira dijo coincidir en que estos temas debieran ser tratados en forma separada, y que era necesario, antes de la votación en general, oír a las organizaciones de pescadores artesanales con respecto a los temas que les afectan directamente.


El Honorable Senador señor Quinteros indicó que se tomó el acuerdo con los funcionarios que asistieron a la Comisión, que una vez aprobado el proyecto en general, se oiría a las demás organizaciones para trabajar el proyecto en particular.


Respecto de que ambos temas estén tratados en el mismo proyecto, la Honorable Senadora señora Goic se manifestó de acuerdo porque justamente el fortalecer a la institución tiene que ver con el principal objetivo que es la pesca ilegal y permite abordar el problema en toda su magnitud.


En la misma línea señaló que no sólo hay un reconocimiento a los funcionarios respecto de las tareas de fiscalización sino que también se consideran las herramientas para cumplir con eso, de modo que es bueno que ambos temas se discutan en conjunto, pues de lo contrario se pierde el sentido que es fortalecer la institucionalidad a cargo de la fiscalización, siendo la pesca ilegal el principal problema a resolver.


La Honorable Senadora señora Muñoz hizo presente que se había oído con anterioridad a los funcionarios del Sernapesca y que, tal como se ha señalado, han insistido en la importancia que tiene para el servicio contar con las normas que aquí se están proponiendo en materia de modernización, fortalecimiento de las facultades fiscalizadoras y, por sobre todo, aquellas dirigidas a mejorar en algo le precariedad de la situación laboral de los trabajadores del Servicio.


Luego, en materia de pesca artesanal, indicó que dentro de este mismo proyecto se puede considerar en un título especial todas las definiciones y particularidades que tienen las distintas formas de pesca como por ejemplo, la pesca seca.


Por último señaló que era necesario aprobar en general el proyecto y hacerse cargo de las diferentes inquietudes que planteen las organizaciones, que se irán invitando a exponer en la medida que avance la tramitación de este proyecto. 


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe dijo que el proyecto de Sernapesca tiene que ver con la certificación y no sólo con la fiscalización, y que la primera de ellas ayuda a que la segunda pueda realizarse en forma efectiva, por cuanto aquella pesca que no está certificada es, en definitiva, pesca ilegal.


Enseguida, reiteró que entendía que la idea del proyecto es poder volver la certificación a manos del Servicio, que era la primera parte del proyecto, y que como consecuencia de eso se pueden generar todas las fiscalizaciones correspondientes. No obstante, dijo que el tema que preocupa es que si se aprueban en general dos proyectos en uno las indicaciones van a ir sobre este proyecto y no a otro, e indicó que esa era su aprehensión pues, en su opinión, la modernización de Sernapesca es sencilla pero el ataque a la pesca ilegal es infinitamente más complejo y requiere oír a los afectados.


La Honorable Senadora señora Muñoz hizo presente que el camino propuesto en orden a tratar en forma separada ambos temas es muy largo, porque requeriría que el Ejecutivo envíe un proyecto especial de pesca ilegal, en circunstancias que en este proyecto se tiene la oportunidad de avanzar en las propuestas que los propios dirigentes de la pesca artesanal han planteado.


El Honorable Senador señor Moreira dejo constancia de su desacuerdo en la forma de tratar este proyecto de ley, pues consideró que era necesario oír a la mayoría de los dirigentes de la pesca artesanal, de modo que subrayó que no le parecía adecuado trabajar en las indicaciones pues cuando se tramita un proyecto de ley, es este el momento de oírlos, antes de la votación en general.


El Honorable Senador señor Quinteros destacó que la idea matriz de este proyecto de ley, fue aprobada en la Cámara de Diputados y sólo corresponde revisar el articulado, pero plantear en esta instancia que el proyecto debe separarse hace perder el sentido de la iniciativa.


El Director del Servicio Nacional de Pesca, señor José Miguel Burgos, indicó que este proyecto es tremendamente importante para el Servicio no solo porque habla de las capacidades y condiciones de los funcionarios, sino porque ha puesto el énfasis en la necesidad de fortalecer al Sernapesca. 


También destacó que nadie duda que así como debe fortalecerse el Servicio es necesario combatir a la pesca ilegal en forma urgente, ya que un proceso más largo puede significar que varias de las pesquerías terminen colapsadas o en peor estado del que están actualmente.


En cuanto al aumento de las facultades, hizo presente que cuando se trata de un negocio ilegal empiezan a aparecer formas de operación absolutamente distintas a las cuales se conocían y se dirigían las facultades y acciones del Servicio. Así, subrayó que en aquellas pesquerías que hoy se constituyen en las principales víctimas de pesca ilegal se han ido conformando redes y formas de operar a través de organizaciones, dirigidas especialmente para hacer usufructo de esta actividad, y que el Sernapesca hoy en día cuenta con insuficientes facultades para enfrentarlas, de modo que se requiere de la intervención de la labor de carácter policial que pueda desarticular dichas redes.


En la misma línea, señaló que parte importante del proyecto tiene que ver con muchas de las causas de las agresiones que han sufrido los funcionarios que deben enfrentar a verdaderos “carteles” que se conforman para hacer tráfico de pesca ilegal. 


Insistió que este cuerpo legal incorpora aquellas herramientas con las que actualmente no cuenta el Servicio para hacer frente a la situación descrita, de modo que le otorga instrumentos al Sernapesca para poder actuar sobre esas pesquerías.


Luego, con respecto a la necesidad de mejorar la fiscalización, indicó que ello es una preocupación en los Comités de Manejo y que en las pesquerías de mayor ocupación este es el tema central, ya que el Servicio, como está, no tiene las facultades para poder hacer frente a los “carteles de pesca ilegal” y atacarlos en forma eficiente.


Señaló que están convencidos de la necesidad de que este proyecto avance lo más rápido posible, además que no se puede separar en dos temas distintos, por cuanto si no se resuelve como entrar en estos sistemas ilegales altamente especializados seguirán operando estas asociaciones.


Agregó que el proyecto además se encarga de rebajar las multas a los pescadores artesanales y le entrega facultades al juez para poder discriminar la condición social del pescador artesanal, pues no es lo mismo un pescador que tiene una gran embarcación con altos niveles de ingresos que aquel que tiene una condición de extractor, como los recolectores de orilla, a los que actualmente, la ley los tiene sujetos a los mismos estándares.


La Asesora del Servicio Nacional de Pesca, señora Jessica Fuentes, precisó que, no obstante lo planteado en orden a dos proyectos separados, el Ejecutivo presentó este proyecto que considera dos partes porque ellas van en coherencia, pues al fortalecer al Servicio no se puede obviar que hoy en día la pesca ilegal ha llevado a que los funcionarios del mismo se vean expuestos en su integridad física en el enfrentamiento de las verdaderas “mafias” de pesca ilegal.


Luego, destacó que han tenido causas de pesca ilegal donde la máxima sanción de la ley, frente a millones de dólares de pesca ilegal, es de apenas $ 13 millones de pesos. Desde esa perspectiva, prosiguió, es necesario modificar también el sistema infraccional para que sea más coherente pues el sistema vigente es desproporcionado, y por esa razón el proyecto entrega más herramientas al juez para que pueda discriminar entre el beneficio económico que se obtiene con la infracción y la capacidad económica del infractor.


Por otra parte, hizo presente que no se crean nuevas figuras para el pescador sino que lo que hace la iniciativa es crear nuevas figuras para el procesador, comercializador y transportista, y enfatizó que en el caso del comercializador se hace la distinción entre aquellos que se registran (que son los grandes) de aquellos que no se van a registrar pero si se fiscalizarán, haciéndose a su vez una distinción de la multa.


Señaló que si existe acuerdo con respecto al espíritu del proyecto, también el Ejecutivo está de acuerdo en que se pueden trabajar aquellos puntos en los que persistan las diferencias.


Finalmente, dijo que no se puede seguir pretendiendo que se va a fortalecer la labor del Sernapesca y favorecer sus facultades si una vez que el funcionario cursa una infracción se absuelve al gran industrial, que está procesando ilegalmente la pesca, o se le aplica una multa que termina siendo una burla para el mismo Servicio. 


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe señaló que se ha dicho claramente que están absolutamente en contra de la pesca ilegal y disponible para trabajar a favor de controlarla. No obstante, insistió en que no le parece que se vea en conjunto un tema que afecta directamente a los pescadores artesanales y que además se vote en general sin haber escuchado a ninguna organización del sector.


Por último, el Honorable Senador señor Moreira también insistió en la necesidad de oír, en forma previa a la votación general, a las distintas organizaciones de pescadores artesanales.

- - -


- Cerrado el debate, y puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señor Quinteros. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Moreira.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Interese Marítimos, Pesca y Acuicultura, os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.- Establécese una asignación de fortalecimiento de la función pública por el desempeño de labores de monitoreo, control y vigilancia de la actividad pesquera y de acuicultura, para el personal de planta y a contrata del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura. 

Artículo 2.- La asignación establecida en esta ley contendrá un componente fijo y otro proporcional.
Esta asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.
El personal que preste servicios por un período inferior a un mes tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.

Artículo 3.- El componente fijo de la asignación, será de $100.000.- brutos mensuales en el caso del personal indicado en la letra a) del artículo 5, y de $50.000.- brutos mensuales en el caso del personal indicado en la letra b) de la misma disposición. Los montos antes señalados corresponden a una jornada de trabajo de cuarenta y cuatro horas semanales. Si la jornada fuere inferior a lo indicado previamente, dichos montos se calcularán en forma proporcional a la que esté contratado.
A contar del mes de diciembre del año subsiguiente al de la fecha de publicación de esta ley, esta asignación se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

Artículo 4.- El componente proporcional de la asignación será un porcentaje del resultado de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:
a) Sueldo base.
b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185. 

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185. 
El porcentaje que se aplicará en el caso del personal indicado en la letra a) del artículo 5 será del 10%, y en el caso del personal indicado en la letra b) de la misma disposición será del 5%.

Artículo 5.- Para efectos del otorgamiento y cálculo de la asignación que establece esta ley, se considerará: 
a) Personal de monitoreo, control y vigilancia de la actividad pesquera y de acuicultura: los funcionarios que desempeñan las funciones de los departamentos señalados en las letras k), m), n), ñ), o), p), q), r), s) y t) del artículo 27 del decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, con excepción de los profesionales que tengan grados 5º o 6º de la escala única de sueldos, y quienes integrando los departamentos indicados ejerzan labores de secretariado. Asimismo, quedan comprendidos en este grupo los funcionarios que se desempeñan en las direcciones regionales del servicio, salvo quienes ejerzan labores de secretariado en las regiones VIII del Bío Bío y X de Los Lagos. 
b) Personal de apoyo al monitoreo y vigilancia de la actividad pesquera y de acuicultura: los demás funcionarios del Servicio no comprendidos en la letra a) anterior. 
Mediante resolución del Director Nacional se identificará al personal que se encuentra en alguna de las calidades señaladas en las letras a) y b) de este artículo, para los efectos del otorgamiento y cálculo de la asignación que establece esta ley.
No tendrán derecho a percibir la asignación de que trata esta ley, el Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, los subdirectores, los directores regionales, los jefes de departamento y los profesionales grado 5º de la escala única de sueldos que desempeñen labores de jefes de departamento.

Artículo 6.- El viático de faena a que se refiere el artículo 7 del decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda, que Aprueba el reglamento de viáticos para el personal de la Administración Pública, que corresponda al personal de planta y a contrata del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura será del 40% del viático completo que en cada caso les corresponda.

Artículo 7.- Increméntase la dotación máxima de personal del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura en 20 cupos.

Artículo 8.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 34, de 1931, que Legisla sobre la Industria Pesquera y sus Derivados, en el sentido que a continuación se indica:

1. Sustitúyese en la letra e) del artículo 27 la expresión “Comercio Exterior” por “Inocuidad y Certificación”.

2. En el artículo 29 C:
a) Reemplázanse en los encabezados de los incisos primero y segundo las expresiones “Comercio Exterior” por “Inocuidad y Certificación”.

b) Sustitúyense en las letras d) e i) del incisos segundo las expresiones “comercio exterior” por “inocuidad y certificación”.

3. Sustitúyense en la letra b) del artículo 32 K, las palabras “Comercio Exterior” por “Inocuidad y Certificación”.

Artículo 9.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en el siguiente sentido:

1. Agrégase en el artículo 2 el siguiente número 72):
“72) Pesca ilegal: actividad pesquera extractiva efectuada en aguas bajo la jurisdicción nacional o en alta mar, sea utilizando o no embarcaciones nacionales o extranjeras, en contravención a la normativa pesquera nacional vigente o a aquella establecida por organismos regionales o internacionales de los cuales Chile es parte. También se considera como pesca ilegal el uso de recursos hidrobiológicos contraviniendo la normativa nacional vigente en las actividades de transformación, elaboración, transporte, almacenamiento y comercialización de recursos hidrobiológicos o productos derivados de éstos.”.

2. Modifícase el artículo 63 en el sentido siguiente:
a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:
“Las lanchas transportadoras deberán llevar a bordo una bitácora electrónica y dar cumplimiento a la obligación señalada en la letra b) anterior, de conformidad a las condiciones y oportunidad que señale el reglamento.”.
b) Elimínase en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la frase “las lanchas transportadoras” y la coma que la sigue.
c) Elimínase en el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, la frase “la información de”.

3. Agrégase en el inciso primero del artículo 63 quáter la siguiente frase final, precedida de una coma, antes del punto y aparte: “la que podrá designarlos por pesquerías o grupo de pesquerías”.

4. Sustitúyese el inciso primero del artículo 64 por el siguiente:
“Artículo 64.- El reglamento establecerá las normas para asegurar informes adecuados de los armadores industriales y artesanales, de los titulares de plantas de procesamiento y de quienes realicen actividades de elaboración o comercialización de recursos hidrobiológicos y sus productos, para asegurar el seguimiento de las capturas en los procesos posteriores de transformación, transporte y comercialización. El Servicio establecerá mediante resolución los procedimientos específicos por pesquería a los que deberá darse cumplimiento para dar cuenta del origen, traslado, comercialización, ubicación y destino de las capturas y sus productos derivados.”.

5. Sustitúyese el inciso primero del artículo 64 D por el siguiente:
“Artículo 64 D.- La destrucción o sustracción de la información que se obtenga mediante el sistema de posicionamiento automático será sancionada con las penas señaladas en el artículo 242 del Código Penal.”.

6. Modifícase el artículo 64 I en el sentido siguiente:
a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “descarte” y “que pueda”, la siguiente frase: “y toda acción que constituya pesca ilegal, conforme lo establece el número 72 del artículo 2 de esta ley,”.
b) Agrégase en el inciso primero, a continuación del punto y aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración final: “A la misma obligación quedará sometida la persona natural o jurídica propietaria de un artefacto naval o quien lo explote a cualquier título, que sea utilizado para la descarga de recursos hidrobiológicos, tales como, pontones, plataformas fijas o flotantes. Para estos efectos, el propietario o quien explote el artefacto naval deberá inscribirlo ante el Servicio.”.
c) Intercálase en el inciso segundo, entre la palabra “pesqueras” y la coma que le sigue, la frase “y desde los artefactos navales”. 
d) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de la palabra “armador” las dos veces que aparece, la frase “o del propietario o de quien explote el artefacto naval, según conste en la inscripción realizada ante el Servicio”.
e) Intercálase en el inciso quinto, entre la palabra “nave” y la conjunción copulativa “y”, la expresión “o artefacto naval”.

7. Agrégase en el artículo 65 el siguiente inciso segundo:
“Las personas que elaboren productos de cualquier naturaleza utilizando como materia prima recursos hidrobiológicos o partes de ellos y quienes comercialicen, por cuenta propia o ajena, recursos hidrobiológicos o partes de ellos o productos derivados de ellos, deberán inscribirse en el registro que lleva el Servicio. El reglamento establecerá excepciones a esta obligación respecto de elaboradores y comercializadores con bajos niveles de producción o venta, los que igualmente quedarán sujetos a la fiscalización del Servicio y a la obligación de acreditar el origen legal de los recursos hidrobiológicos y de los productos que elaboren o comercialicen.”.

8. Agrégase en la letra a) del inciso primero del artículo 108, antes del punto y aparte, la siguiente oración final precedida de una coma: “el beneficio económico obtenido por el infractor y su capacidad económica”.

9. Sustitúyese la letra b) del artículo 109 por la siguiente:

“b) De las infracciones a las prohibiciones de transporte responderán solidariamente el titular del vehículo inscrito en el registro de vehículos motorizados o en el registro de naves que lleva la autoridad marítima y el conductor, capitán o patrón de la nave, según corresponda. En los casos en que se acredite la intervención de un empresario de transporte, al tenor de lo dispuesto en el inciso final del artículo 166 del Código de Comercio, será solidariamente responsable de las infracciones correspondientes.”.

10. Reemplázase en el inciso primero del artículo 110 la expresión “tres a cuatro veces” por “una a cuatro veces”.

11. Intercálanse, a continuación del artículo 114, los siguientes artículos 114 bis, 114 ter y 114 quáter:
“Artículo 114 bis.- El que elabore o comercialice recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos, sin estar inscrito en el registro que lleva el Servicio en los casos que corresponda, será sancionado con multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales. En estos casos, el establecimiento permanecerá cerrado mientras se regulariza la inscripción ante el Servicio.

Artículo 114 ter.- El que procese, elabore o almacene recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos respecto de los que no se acredite su origen legal, serán sancionados con una multa compuesta por: 
a) Una multa fija ascendente a un mínimo de 10 y un máximo de 500 unidades tributarias mensuales, y
b) Una multa complementaria equivalente al doble del resultado de la multiplicación del valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico. Cuando la infracción se refiera a productos derivados de recursos hidrobiológicos, su cantidad, para efectos de calcular la multa respectiva, se determinará aplicando el rendimiento productivo establecido, por resolución del Servicio vigente a la fecha de la denuncia. En el caso de no encontrarse fijado el rendimiento del modo indicado respecto del producto específico de que se trate o que no se pueda determinar el recurso hidrobiológico objeto de la infracción, se estará al menor rendimiento fijado para los demás productos. Si la infracción se comete respecto de recursos hidrobiológicos sometidos a cuotas de captura, la multa fija ascenderá a un mínimo de 300 y a un máximo de 1.500 unidades tributarias mensuales y la complementaria al triple del resultado indicado precedentemente. 
El que comercialice recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos, sin acreditar el origen legal de los mismos, y se encuentre inscrito en el registro que lleva el Servicio conforme al artículo 65, quedará sometido a las mismas sanciones a que se refieren las letras a) y b) del inciso anterior. En el caso de los comercializadores que no deban inscribirse en el mismo registro, atendida la excepción señalada en el artículo 65, la falta de acreditación del origen legal será sancionada sólo con la multa complementaria a que se refiere la letra b) del inciso primero de este artículo, aplicando la multa que corresponda, según se trate o no de recursos hidrobiológicos sometidos a cuotas de captura.
En el caso que las infracciones de que trata esta disposición se refieran a un recurso hidrobiológico que se encuentra en estado de colapsado o sobreexplotado según el informe anual de la Subsecretaría a que se refiere el artículo 4 A, se estará al delito contenido en el artículo 139 ter. 
La falta de acreditación del origen legal de los recursos hidrobiológicos de que trata este artículo en un procedimiento de fiscalización facultará al Servicio para disponer el cierre transitorio inmediato del establecimiento respectivo y la suspensión de la actividad en ellos, lo que en ningún caso podrá exceder de diez días hábiles. Dentro de dicho plazo, el Servicio deberá presentar la denuncia respectiva al tribunal competente. Previo al cumplimiento del plazo, la medida de cierre sólo podrá ser levantada por el tribunal en el procedimiento infraccional iniciado al efecto.
En todo evento, los funcionarios del Servicio podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública. 
En los casos de reincidencia las sanciones se triplicarán. Si se sanciona una tercera infracción en el plazo de cinco años, contado desde la fecha en que haya quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria recaída sobre la primera infracción, se cancelará la inscripción de la planta, elaborador o comercializador por el plazo de tres años, sin que puedan inscribirse en él el titular ni los socios integrantes de la persona jurídica sancionada, en los casos que proceda, directamente o a través de otra persona jurídica, por el mismo plazo.

Artículo 114 quáter.- El que tenga en su poder, a cualquier título, recursos hidrobiológicos y no acredite su origen legal, será sancionado con la multa a que se refiere la letra b) del artículo 114 ter, sea que se trate o no de recursos hidrobiológicos sometidos a cuotas de captura.”.
12. Reemplázase en el artículo 119 la frase “multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales” por “una multa equivalente al resultado de multiplicar por una y hasta dos veces el valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la misma, reducidas a toneladas de peso físico”.

13. Suprímense en el artículo 120 A la palabra “tanto” y la frase “como por terceros ajenos a la misma”.

14. Modifícase el artículo 122 en el siguiente sentido:

a) En el inciso tercero:
i. Intercálanse en su letra a), a continuación de la palabra “recintos,”, la siguiente frase seguida de una coma “muelles, zonas primarias aduaneras”, y a continuación de la palabra “naves,”, la expresión “artefacto naval”, seguida de una coma; y agrégase la siguiente oración final, pasando el punto y aparte a ser seguido: “La inspección y registro se someterá a los protocolos de bioseguridad que hayan sido fijados por el Servicio mediante resolución, los que deberán ser cumplidos por quienes estén a cargo de los espacios antes señalados.”.
ii. Agrégase en su letra f) la siguiente oración final, pasando el punto y aparte a ser seguido: “El Servicio fijará un plazo para dar cumplimiento al requerimiento, que no podrá exceder de quince días hábiles.”. 
iii. Agrégase en su letra g) la siguiente oración final, pasando el punto y aparte a ser seguido: “El Servicio fijará un plazo para dar cumplimiento al requerimiento, que no podrá exceder de quince días hábiles.”. 
iv. Agrégase en la letra h) la siguiente oración final, pasando el punto y aparte a ser seguido: “El Servicio fijará un plazo para dar cumplimiento al requerimiento, que no podrá exceder de quince días hábiles.”. 
v. Agrégase en la letra i) la siguiente oración final, pasando el punto y aparte a ser seguido: “Asimismo, exigir en el desembarque, la colocación de etiquetas u otros elementos que permitan la identificación adecuada de los lotes de recursos hidrobiológicos, con el fin de realizar un apropiado seguimiento de las capturas en los procesos posteriores de procesamiento, transporte y comercialización. El Servicio establecerá por resolución la información y características técnicas que deberán constar en tales etiquetas o elementos.”.
vi. Intercálase en su letra j), después de la palabra “hidrobiológicas”, la frase “o recintos destinados a su almacenamiento o distribución”.
vii. Sustitúyese en su letra p) las expresiones “cuota y” por “cuota, veda y”.
viii. Agréganse las siguientes letras u), v) y w):
“u) Llevar un registro de personas que realizan, por cuenta propia o ajena, actividades de comercialización de recursos hidrobiológicos y de quienes elaboran productos que utilicen como materia prima productos hidrobiológicos, conforme al reglamento, el que podrá excepcionar de esta exigencia a ciertas categorías de elaboradores y comercializadores en virtud del bajo volumen de producción o venta.
v) Establecer por resolución, previo informe técnico, el rendimiento productivo de los recursos hidrobiológicos en la elaboración de harina y de otros productos derivados de dichos recursos.
w) Delegar, mediante convenio, labores de control del cumplimiento de la normativa pesquera y de acuicultura a otros órganos públicos, en los casos que no cuente con personal en determinados puntos del territorio.”.
b) Agrégase el siguiente inciso final:
“Para el ejercicio de sus funciones, el Servicio podrá disponer el uso de toda clase de medios tecnológicos y establecer sistemas de turnos para organizar las labores de su personal.”.

15. Modifícase el artículo 129 en el siguiente sentido:
a) Elimínase en su inciso segundo la frase “en su estado natural o” y la coma que la precede.
b) Intercálanse los siguientes incisos sexto y séptimo, pasando el actual inciso sexto a ser octavo:
“Tratándose de recursos hidrobiológicos en su estado natural incautados, que se encuentren depositados en pozos o pontones y prontos a ser procesados, el juez de la causa podrá permitir el procesamiento de los mismos, reteniendo el producto elaborado.
El juez deberá ordenar la devolución de las especies hidrobiológicas procesadas objeto de la infracción, como también las artes y aparejos de pesca, equipo y traje de buceo, y medios de transporte incautados al propietario, si éste constituye una garantía suficiente por el valor de lo incautado, considerando el valor de sanción correspondiente, la que quedará respondiendo por el pago de los gastos operacionales que generó la incautación. El remanente de la garantía, si lo hubiere, se aplicará al pago de las multas que se impongan en el procedimiento respectivo.”.
c) Reemplázase en su inciso final la oración “Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de especies hidrobiológicas o sus productos derivados, sujetos a la medida de administración pesquera de veda, extraídos de parques marinos o reservas marinas, éstas” por “Tratándose de especies hidrobiológicas en su estado natural,”.

16. Reemplázase el artículo 136 por el siguiente:
“Artículo 136.- El que introdujere o mandare introducir en el mar, ríos, lagos o cualquier otro cuerpo de agua, agentes contaminantes químicos, biológicos o físicos que causen daño a los recursos hidrobiológicos, sin que previamente hayan sido neutralizados para evitar tales daños, será sancionado con presidio menor en su grado medio y multa de 5 a 10.000 unidades tributarias mensuales. Si procediere sólo con culpa, la pena será de presidio menor en su grado mínimo y multa de 100 a 3.000 unidades tributarias mensuales.
Si el responsable ejecuta medidas destinadas a reparar el daño causado y con ella se recupera el medio ambiente, el tribunal rebajará la multa hasta en el 50%, sin perjuicio de las indemnizaciones que correspondan.”.

17. Modifícase el artículo 139 en el siguiente sentido:
a) En su inciso primero:
i. Intercálase después de la palabra “transformación” la oración “el transporte, la comercialización” precedida de una coma. 
ii. Sustitúyese la expresión “el almacenamiento” por “la elaboración, el transporte y almacenamiento”.
b) Agrégase el siguiente inciso final:
“Si se tratara de recursos hidrobiológicos en estado colapsado o sobreexplotado y la conducta descrita en el inciso primero fuera cometida con dolo, se aplicará lo dispuesto en el artículo 139 ter.”.

18. Sustitúyese el artículo 139 bis por el siguiente:
“Artículo 139 bis.- El que realice actividades extractivas, con o sin resultado de capturas, en áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, sin ser titular de los derechos a que se refiere el inciso final del artículo 55 B de esta ley, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo.
En caso que hubiere capturas se castigará, además, con la pena de multa equivalente al doble del resultado de la multiplicación del valor sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico.
En el caso que quien hubiere cometido este delito tuviere la calidad de pescador artesanal, se suspenderá, además, la inscripción en el registro pesquero artesanal por dos años, contados desde la fecha en que quede ejecutoriada la sentencia.
La conspiración para cometer este delito será sancionada con la pena asignada al delito rebajada en un grado.
El delito se sancionará como consumado desde que haya principio de ejecución.
El tribunal ordenará el comiso de los equipos de buceo, de las embarcaciones y de los vehículos utilizados en la perpetración del delito.”.

19. Intercálanse, a continuación del artículo 139 bis, los siguientes artículos 139 ter y 139 quáter:  
“Artículo 139 ter.- El que procese, elabore o almacene un recurso hidrobiológico que se encuentra en estado de colapsado o sobreexplotado, según el informe anual de la Subsecretaría a que se refiere el artículo 4 A, o productos derivados de ellos, sin acreditar su origen legal, será sancionado con una multa compuesta por:
a) Una multa fija de 1.000 a 2.000 unidades tributarias mensuales, y 
b) Una multa que ascenderá al cuádruple del resultado indicado en la letra b) del inciso primero del artículo 114 ter, calculado de la forma señalada en el mencionado artículo. 
El gerente o el administrador del establecimiento será sancionado con la pena de presidio menor en su grado medio y, además, personalmente con una multa de 300 a 500 unidades tributarias mensuales.
El que comercialice recursos hidrobiológicos o productos derivados de ellos, sin acreditar el origen legal de los mismos y se encuentre inscrito en el registro que lleva el Servicio conforme al artículo 65, quedará sometido a las mismas sanciones a que se refieren las letras a) y b) del inciso primero de este artículo. En el caso de los comercializadores que no deban inscribirse en el mismo registro, atendida la excepción señalada en el artículo 65, la falta de acreditación del origen legal será sancionada sólo con la multa complementaria a que se refiere la letra b) del inciso primero de este artículo. El gerente o administrador del establecimiento será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo y, además, personalmente, con una multa de 100 a 500 unidades tributarias mensuales.
La falta de acreditación del origen legal de los recursos hidrobiológicos de que trata este artículo en un procedimiento de fiscalización, facultará al Servicio para disponer el cierre transitorio inmediato del establecimiento respectivo y la suspensión de la actividad en ellos, que en ningún caso podrá exceder de diez días hábiles. Dentro de dicho plazo, el Servicio deberá presentar la denuncia respectiva. Previo al cumplimiento del plazo, la medida de cierre sólo podrá ser levantada por el tribunal en el procedimiento iniciado al efecto.
En el evento de oposición al cierre del establecimiento, los funcionarios del Servicio podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública.
En los casos de reincidencia las sanciones se triplicarán. Si se sanciona una tercera infracción en el plazo de cinco años, contado desde la fecha en que haya quedado ejecutoriada la sentencia condenatoria recaída sobre la primera infracción, se cancelará la inscripción de la planta, elaborador o comercializador por el plazo de cinco años, sin que puedan inscribirse en él el titular ni los socios integrantes de la persona jurídica sancionada, en los casos que proceda, directamente o a través de otra persona jurídica, por el mismo plazo. Quienes sean sancionados en virtud de esta disposición no podrán ejercer la actividad pesquera extractiva bajo ningún título, por el plazo de cinco años. En el caso de la persona jurídica, no podrá ejercer tales derechos directamente ni a través de persona jurídica alguna de que forme parte el sancionado.

Artículo 139 quáter.- El que tenga en su poder, a cualquier título, recursos hidrobiológicos en estado de colapsados o sobreexplotados y no acredite su origen legal, será sancionado con la multa a que se refiere la letra b) del inciso primero del artículo 139 ter, sea que se trate o no de recursos hidrobiológicos sometidos a cuotas de captura.”.

20. Agrégase, a continuación del artículo 140, el siguiente artículo 140 bis:
“Artículo 140 bis.- Los que se asociaren u organizaren con el objeto de llevar a cabo conductas descritas de conformidad con el artículo 2, número 72, de esta ley, serán sancionados por este solo hecho, según las normas que siguen:
a) Con presidio mayor en su grado mínimo, al que financie, ejerza el mando o dirección, o planifique los actos que se propongan.
b) Con presidio menor en su grado mínimo a medio, al que suministre vehículos, naves, artefacto naval, aeronaves, artes o aparejos de pesca y cualquier otro elemento necesario para realizar la faena pesquera, inmuebles, establecimientos, contenedores, cajas, instrumentos, alojamiento, escondite, lugares de reunión, o colabore de cualquier otra forma para la consecución de los fines de la organización.
Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la asociación se entenderá efectivamente organizada en atención a la cantidad de sus miembros, su dotación de recursos y medios, así como su capacidad de planificación e incidencia sostenida en el tiempo. Cuando la asociación hubiere formado una persona jurídica o utilizado una existente, se podrá imponer, además, como consecuencia accesoria de la pena impuesta a los responsables individuales, la disolución o cancelación de la personalidad jurídica.
No serán conductas constitutivas de asociación ilícita la entrega de información de captura respecto de especies no sometidas a cuota fuera del plazo señalado en el reglamento, o con errores manifiestos o en ausencia de especificaciones exigidas por la normativa; la no actualización de los antecedentes en el registro artesanal de conformidad con el artículo 54 de la ley; el no usar dispositivos o utensilios para evitar la captura incidental en los casos que la normativa lo exija, y las infracciones del artículo 116, salvo que estas últimas sean cometidas en pesquerías en estado de sobreexplotación o colapsadas.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los componentes de la asignación de fortalecimiento de la función pública por el desempeño de labores de monitoreo, control y vigilancia de la actividad pesquera y de acuicultura establecida en esta ley, se sujetarán a la progresión siguiente:

	
	Desde la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de esa misma anualidad 
	Desde el 1 de enero del año siguiente al de la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de esa misma anualidad
	A contar del 1 de enero del año subsiguiente al de la publicación de la ley 

	Personal de monitoreo, control y vigilancia de la actividad pesquera y de acuicultura
	Componente fijo: $50.000.- brutos mensuales.
	Componente fijo: $50.000.- brutos mensuales. 

Componente proporcional: 5%.
	Componente fijo: $100.000.- brutos mensuales.

Componente proporcional: 10%

	Personal de apoyo al monitoreo y la vigilancia de la actividad pesquera y de acuicultura. 
	Componente fijo: $25.000.- brutos mensuales.
	Componente fijo: $25.000.- brutos mensuales. 

Componente proporcional: 2,5%.
	Componente fijo: $50.000.- brutos mensuales. 

Componente proporcional: 5%.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los recursos antes señalados. En los años siguientes se establecerá según lo que considere la Ley de Presupuestos respectiva.

Artículo tercero.- La inscripción en el registro a que se refiere el inciso segundo del artículo 65 de la Ley General de Pesca y Acuicultura incorporado mediante esta ley, regirá dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación del reglamento a que se refiere la misma disposición.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 21 de diciembre de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D’Albora y señores Iván Moreira Barros y Rabindranath Quinteros Lara (Presidente).

Sala de la Comisión, a 3 de enero de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, CON EL FIN DE ESTABLECER GARANTÍA PARA LOS BIENES DURABLES 

(10.452-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Pérez Varela y Tuma.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 22 de diciembre de 2015, pasando a la Comisión de Economía.


A algunas de las sesiones en que la Comisión analizó esta iniciativa asistió, además de sus integrantes, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
- - - - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Asesor señor Adrián Fuentes. 
Del Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC): el Subdirector Jurídico, señor Andrés Herrera.

De la Asociación Nacional Automotriz de Chile (ANAC): el Director, señor Álvaro Mendoza, y el Secretario General, señor Gustavo Castellanos.

De la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile (CNC): el Vicepresidente, señor Manuel Melero, y el Asesor legal, señor Christian Acuña.

De la Cámara Nacional de Comercio Automotriz de Chile (CAVEN): el Presidente, señor Carlos Dumay.

De Supermercados de Chile A.G.: la Presidenta, señora Susana Carey.

De la Cámara de Comercio de Santiago (CCS): los abogados, señores Francisco Arthur, Hernán Quiroz; y el Profesor de Derecho Comercial de la Universidad Católica de Valparaíso, señor Adolfo Silva.

Del Comité Retail Financiero: el Vicepresidente Ejecutivo del Comité, y Presidente del Comité de Derechos de los Consumidores de la SOFOFA, señor Claudio Ortiz; el Gerente, señor Fernando Peirano, y el Asesor Legal, señor Eduardo Escalona.

De la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile (ODECU): el Presidente, señor Stefan Larenas.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el abogado, señor James Wilkins.

De la Cámara Chilena de Comercio de Repuestos y Accesorios Automotrices (CAREP A.G.): el Presidente, señor José Pérez; el Director, señor Hernán Quezada, y el Asesor de Comunicaciones, señor Gonzalo Gálvez.

De la Organización de Consumidores y Usuarios (ORCUS): el Presidente, señor Guillermo Henríquez, y de la Asociación de Consumidores de Quintero, señora Cecilia Vallejos.

De la Asociación de Empresas de Telefonía Móvil (ATELMO): el Presidente, señor Guillermo Pickering.
También asistieron:
De la Secretaría General de la Presidencia (SEGPRES): los señores Daniel Portilla y Sergio Herrera.

Los asesores de los Honorables Senadores, señores Eduardo Faúndez, Renato Rodríguez (Honorable Senadora señora Lily Pérez), Pablo Terrazas (Honorable Senador señor Iván Moreira), y señora Melissa Mallega (Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros).

La periodista, señora Andrea Gómez (Honorable Senador señor Jorge Pizarro).

La Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera (Honorable Senador señor Pizarro). 

El Jefe de Gabinete, señor Pablo Morales (Honorable Senadora señora Jacqueline Van Rysselberghe).

Del Comité PS, la señora María José León.

De la Biblioteca del Congreso Nacional (BCN), el analista, señor James Wilkins.

Del Departamento de Prensa del Senado, la periodista, señora Karina Arancibia.

De la Fundación Jaime Guzmán, el analista señor Diego Vicuña.

De TVN, la periodista, señora Andrea Pino.

La Cientista Política, señora Javiera Campos.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
No hay.
OBJETIVOS DEL PROYECTO

Regular la garantía de los bienes muebles durables, que son aquellos bienes muebles no consumibles (incluidos los inmuebles por destinación) que por su esencia han de tener larga vida útil en manos del consumidor, como los electrodomésticos, los productos tecnológicos o los vehículos.

La protección que propone el proyecto ley es una garantía legal de dos años para los bienes durables nuevos, contados desde la entrega real, consagrada en términos amplios, esto es, “por sus defectos o vicios de cualquiera índole”, cuando éstos: 
a) afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, y 

b) afecten el correcto funcionamiento del producto que es objeto del acto de consumo.

- - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS
- Código Civil.


- Ley N° 19.496, sobre protección de los derechos del consumidor.
B. ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que dio origen a este proyecto.

La moción comienza señalando que el elemento fundamental para mantener los equilibrios dentro del sistema económico imperante, como asimismo para garantizar la confianza de la ciudadanía en él, es la protección adecuada del consumidor. En razón de lo anterior, es preciso revisar periódicamente nuestra legislación del consumo, y corregir aquellas deficiencias que se pudieren observar.

Los autores indican que el presente proyecto de ley busca revisar la situación de los bienes muebles durables, que son aquellos bienes no consumibles que, por su esencia, han de tener larga vida útil en manos del consumidor, como los electrodomésticos, los productos tecnológicos o los vehículos. 
Se explica en la moción que el legislador de la ley N° 19.496, cuando regula la garantía a que tiene derecho el consumidor, no hace distingo alguno en relación al bien que es objeto del acto de comercio, fijando un plazo de garantía estándar de 3 meses. Con todo, sus autores estiman que por sus características y cualidades, un producto alimenticio o un medicamento exigen un tratamiento distinto que un computador o un vehículo, ya que tratándose de bienes durables, rara vez las dificultades se presentan tan tempranamente, y fijar la garantía legal en el breve plazo de 3 meses prácticamente equivale a dejar dicho producto sin garantía.

Las empresas aquello lo saben, y a partir de ese análisis han comenzado a generar un negocio de garantías comerciales, garantías extendidas e integración vertical, con condiciones fijadas unilateralmente, en perjuicio de los consumidores. Para ejemplificar lo anterior se cita el caso de los vehículos, que es tal vez el más representativo, pero que no es distinto al de muchos otros bienes durables que se comercializan en el mercado. Las automotoras venden los automóviles con una garantía promedio de 3 años o 100.000 km, lo que ocurra primero, sin embargo, si el comprador desea hacer efectiva la garantía por cualquier defecto que lo amerite, debe haber realizado todas las mantenciones en los talleres autorizados de la concesionaria.

El consumidor siente que está frente a “un abuso de las grandes marcas” y que “no corresponde que la ley coloque esta exigencia”, pero lo que realmente ocurre es que el vendedor cubrió el vacío legal, o la precariedad de la garantía legal, con una garantía comercial voluntaria, que no está obligado a brindar, y como tal, existe plena libertad para fijar cláusulas y condiciones.

Continúa señalando que esto se traduce en cifras que los autores de la moción califican de “escandalosas”, y para graficarlo mencionan que en octubre de 2012, el suplemento Economía y Negocios del diario El Mercurio realizó un interesante estudio al respecto, que considera los 10 modelos más vendidos a la fecha, según datos de la Asociación Nacional Automotriz de Chile (ANAC), y se compara los costos de las mantenciones estimadas por la pauta, llegando a la conclusión que si se suma el valor de todas las mantenciones que dicha pauta exige hasta los 90.000 Km, se podría terminar gastando hasta el 40% del valor original del vehículo.  Lo anterior, en circunstancias que las alternativas de taller homologables no autorizados son hasta 70% más baratas.

En consecuencia, el comprador de un vehículo tiene 2 opciones: 1) Realiza sus mantenciones solo en talleres autorizados por la marca, a un alto costo, pudiendo llegar a pagar, a los 90.000 Km hasta el 40% del valor del vehículo, y conserva su garantía, o 2) Realiza sus mantenciones en un taller homologado, a un valor sustantivamente menor, pero pierde la garantía. En tales condiciones, la garantía ofrecida deslinda con la publicidad engañosa, concluyen los autores.

Este proyecto ley introduce un factor de corrección en la lógica de funcionamiento antes expuesta, restablece los equilibrios perdidos por el consumidor, y coloca a nuestra legislación al día, en comparación con los textos legales más modernos sobre la materia, en especial con el derecho europeo.

Una vez expuestos sus principales fundamentos, la moción se aboca al funcionamiento y mecánica que se proponen.
El objeto de la regulación son los bienes muebles durables, que son aquellos bienes muebles no consumibles (incluidos los inmuebles por destinación) que por su esencia han de tener larga vida útil en manos del consumidor, como los electrodomésticos, los productos tecnológicos o los vehículos.

Se precisa que el concepto de bien durable o duradero nace de la teoría económica y no de la ciencia jurídica, pero actualmente se ha logrado imponer por sobre la clasificación de bienes consumibles y no consumibles. La noción de “bien durable”, constituyó el elemento basal de la adecuación de múltiples legislaciones del consumidor en el mundo, pues no resulta razonable tener una regulación idéntica para la compra de un licor que para la compra de un vehículo, toda vez que las circunstancias que rodean el acto de comercio son absolutamente disímiles en cada caso.

Se excluyen de estas normas las ventas hechas por el ministerio de la justicia, aunque ellas recayeren sobre bienes que por su naturaleza son objeto de la presente ley, pues no existe en estas propiamente un acto de consumo.

Señalan sus autores que la protección de que trata este proyecto ley es una garantía legal consagrada en términos amplios, esto es, “por sus defectos o vicios de cualquiera índole”, cuando éstos: a) afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, y b) afecten el correcto funcionamiento del producto que es objeto del acto de consumo. No se cree adecuado, como técnica legislativa, menos con la complejidad con la que se elaboran los productos de última generación, iniciar una casuística descriptiva de posibles vicios o defectos ante los cuales se activaría la responsabilidad del vendedor – proveedor; se optó por emplear una expresión genérica, brindando al consumidor una protección más amplia, y que sea el juez, en caso de duda, el llamado a resolver la procedencia o improcedencia.

Con todo, sí se requiere, como mínimo, que los vicios o defectos provengan de dificultades de elaboración, diseño, ensamblaje u otros análogos, y no a mal uso, desgaste natural del producto ni daño por terceros.  El proveedor podrá excepcionarse probando que el defecto proviene de mal uso u otra causa posterior a la entrega.

Lo que sí se delimita con claridad son las hipótesis de responsabilidad, es decir, los niveles de gravedad o perjuicio que los vicios o defectos deben tener para dar causa a la invocación de la presente ley, y estos son: 

a) Cuando estos afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, es decir, cuando el comprador haya efectuado la compra tomando en consideración determinada característica del bien, la cual era parte de la oferta, y tras la entrega esa característica finalmente no integra el bien adquirido, o lo hace solo parcialmente; o cuando los materiales, partes, piezas, elementos, sustancias o ingredientes que constituyan o integren los productos no correspondan a las especificaciones que ostentan o a las menciones del rotulado, y

b) Cuando afecten el correcto funcionamiento del producto que es objeto del acto de comercio, es decir, cuando el producto, por deficiencias de fabricación, elaboración, materiales, partes, piezas, elementos, sustancias, ingredientes, estructura, calidad o condiciones sanitarias, en su caso, no sea enteramente apto para el uso o consumo al que está destinado, o al que el proveedor hubiere señalado en su publicidad.

En materia de plazos: 1) Se consagra que la garantía estatal se extenderá 3 meses tratándose de bienes durables usados, y 2 años tratándose de bienes durables nuevos; 2) Las partes pueden convenir una garantía comercial mayor; y 3) El plazo se cuenta desde la entrega real.

A continuación, la moción ilustra respecto del derecho comparado en esta materia, refiriéndose a:

- La Directiva de la Comunidad Europea 99/44/CE, que busca instruir y armonizar las legislaciones internas de los países comunitarios, en su artículo 5 establece “El vendedor deberá responder de conformidad con el artículo 3 cuando la falta de conformidad se manifieste dentro del plazo de 2 años a partir de la entrega del bien.  Si, con arreglo a la legislación nacional, los derechos previstos en el apartado 2 del artículo 3 están sujetos a un plazo de prescripción, este no podrá ser inferior a 2 años desde la entrega del bien”.

- Ley del 1 de Septiembre de 2004, de Bélgica, que acoge la Directiva 99/44/CE, introduciendo un nuevo artículo 1649 TER al Código Civil, que prevé la responsabilidad del vendedor por cualquier falta de conformidad que exista al momento de la entrega del bien y se manifieste en un plazo de 2 años, pudiendo vendedor y comprador pactar un plazo inferior, para bienes de segunda mano, sin que pueda ser inferior a 1 año.

- Artículo L.211 – 12 del Código de Consumo francés determina que la acción resultante de la falta de conformidad prescribe a los 2 años a partir de la entrega del bien, sin prever ningún plazo específico para los bienes de segunda mano, por lo que cabe interpretar que el plazo de garantía de conformidad de esos bienes es el general, es decir, 2 años.

- Decreto Legislativo N°24, del 2 de febrero de 2002 adecuatorio de la Directiva europea 99/44/CE, que modifica el Código Civil italiano. En lo tocante al plazo incorpora el artículo 1519 sexies, donde estipula que el plazo por el que el vendedor responde de la falta de conformidad es de 2 años desde la entrega del bien. En cuanto a los bienes de segunda mano, al igual que en la legislación francesa, no se prevé que vendedor y comprador pacten una reducción del plazo de garantía, por lo que debe reputarse que su plazo de garantía es el general de 2 años.

- Portugal. La transposición portuguesa de la Directiva se efectuó mediante Decreto Ley 67/2003 de 08 de abril de 2003, el cual prevé en su artículo 5 un plazo de garantía de conformidad de 2 años para bienes muebles, 5 años para inmuebles, y la posibilidad de que las partes acuerden reducir dicha garantía a 1 año en caso de tratarse de bienes de segunda mano.

Los autores de la moción concluyen que esta propuesta va en la misma línea que la Directiva Europea 99/44/CE, estableciendo 2 años para el reclamo de la garantía legal, salvo tratándose de bienes de segunda mano, donde nos separamos de aquel criterio y mantenemos vigente el sistema actual de garantía legal existente.

Las partes pueden convenir una extensión de la garantía, sea consensual o unilateralmente por el vendedor, con o sin previo pago por el comprador, en cuyo caso se tratará de una garantía extendida o garantía comercial, más no puede jamás, ni aún a pretexto del común acuerdo, reducir el plazo de la garantía legal.

Lo anterior, toda vez que la razón de ser de toda garantía comercial es poner al usuario en una posición más ventajosa, y superar los derechos concedidos por la ley, que se entienden como el mínimo exigible.

El plazo se cuenta desde la entrega real del bien, y al respecto se indica que la boleta, factura, u otros instrumentos comerciales sirven como suficiente medio de prueba de esa entrega, pero no constituyen presunción de derecho contra el consumidor. Esto pues constituye una práctica mercantil bastante frecuente la firma de la totalidad de la respectiva documentación, el cierre del negocio, y que luego el bien se despache al consumidor desde la ciudad capital o incluso desde el extranjero.

El ejercicio de la garantía legal no debe irrogar costos adicionales al consumidor; por ello, si la cosa debe trasladarse a la fábrica o taller habilitado, el transporte será imputado a la garantía, y los gastos de flete y otros anexos serán de cargo del vendedor.

Por otra parte, queda prohibido hacer depender la procedencia de la garantía legal, o su plazo, de haberse efectuado las mantenciones del producto en el servicio técnico autorizado, pero sí será exigible: a) Que las mantenciones se hayan hecho oportunamente, y b) Que los vicios o defectos tengan causa anterior a la entrega. Es el deber de mínima diligencia exigible al consumidor.

El texto de la moción hace hincapié que la garantía legal dice relación con que el vendedor asuma la responsabilidad que le cabe en entregar exactamente el producto ofrecido, y que este se encuentre en perfectas condiciones de servicio, lo cual no siempre se hace palpable desde un comienzo sino que muchas veces las manifestaciones se van haciendo visibles a lo largo del tiempo. Sin embargo, a él no le corresponde asumir deficiencias del producto derivadas del mal uso, del desgaste natural por el tiempo, o de la acción de terceros, entonces ante esa clase de eventos su responsabilidad no se activa, y el proveedor – vendedor podrá excepcionarse probando que el defecto o vicio proviene de mal uso de la cosa u otra causa posterior a la entrega.

Todo pacto en contravención a lo recién expresado se tendrá por no escrito, salvo que se refiera a la extensión voluntaria del plazo legal, pues en relación a dicho convenio opera la autonomía de la voluntad. 

El proyecto contempla ciertas medidas de publicidad, como una forma de dar certeza al consumidor. Se trata de dos documentos que tienden a resguardar los derechos de aquel: 

- Certificado de Garantía. Al momento de entregar carta de pago, el vendedor deberá entregar al consumidor certificado de garantía, que deberá constar por escrito en idioma nacional, con redacción de fácil comprensión, en letra legible, y que contendrá como mínimo una serie de menciones que se enumeran en la iniciativa legal. 
- Constancia de reparación. Cuando la cosa hubiere sido reparada bajo los términos de la garantía legal, el garante está obligado a entregar al consumidor una constancia de reparación que debe contener una serie de menciones mínimas que están detalladas. 
En relación a la reparación no satisfactoria: Si la reparación efectuada no resulta satisfactoria, el consumidor podrá concurrir al Juzgado de Policía Local competente y pedir, a su arbitrio, alguna de las siguientes cosas:

1) Que se vuelva a efectuar la reparación.

2) Sustitución de la cosa adquirida por otra de idénticas características.  En tal caso no se renueva la garantía legal.

3) Devolver la cosa en el estado en que se encuentre, recibiendo a cambio el valor pagado por ella, o

4) Obtener una disminución proporcional del precio.

En todos los casos, queda a salvo la acción de perjuicios que le pudiere caber al consumidor.

La solicitud debe ser fundada, pronunciándose el juez sobre ella breve y sumariamente.

Finalmente, cabe también mencionar que, para los casos en que existiere al mismo tiempo garantía legal y comercial, se consagra el derecho del consumidor a decidir a su arbitrio cuál accionar, según lo estime más conveniente a sus intereses. Disposición que resuelve esta situación de una manera distinta a lo que hoy establece la ley N°19.496, que obliga al consumidor a agotar primero las posibilidades con la garantía comercial que existiere; ello en la lógica de la mejor protección de los derechos de los consumidores. 

- - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Comisión inició la discusión general del proyecto escuchando la presentación del mismo por parte de una de sus autoras, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, y al Subdirector Jurídico del SERNAC, señor Andrés Herrera.


La Honorable Senadora comenzó señalando que es una convencida de las bondades de un sistema de economía de libre mercado, pero que el sistema debe corregirse donde hay abusos, para que funcione adecuadamente. Agregó que ese es el sentido al que apunta esta iniciativa, para revisar la situación de los bienes muebles no consumibles, que no se agotan en su primer uso y que por su esencia tienden a tener una vida larga, pues en su parecer en el tema de la garantía de estos bienes se constata claramente un abuso.


Actualmente la ley contempla una misma garantía para todos esos bienes, en circunstancias que es muy distinta la necesidad de una garantía tratándose de un par de zapatos, que la de un automóvil, una cocina, estufa o refrigerador; estos últimos son “bienes durables” que requieren de un plazo de garantía más largo. La ley no contempla esta distinción entre los bienes, lo que genera ciertos abusos que deben ser corregidos.


Destacó el caso de los automóviles, donde se grafica el abuso en este ámbito. Los fabricantes otorgan una garantía mayor a la legal, pero la condicionan a la realización de las mantenciones del automóvil en el servicio técnico autorizado por el distribuidor, en caso contrario no opera la garantía; ello aun cuando el defecto provenga de fábrica y no tenga ninguna relación con la mantención. Obligan en consecuencia al propietario del vehículo a pagar altos montos por concepto de estas mantenciones en el servicio técnico autorizado, que cuestan más del doble de lo que costaría en otro taller, lo que no resulta razonable y genera una distorsión.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe continuó señalando que, tratándose de estos “bienes durables”, se ha vuelto una práctica de las casas comerciales, vender un seguro adicional, con un costo para el consumidor. Si el consumidor paga por esta garantía extendida, la empresa responderá si el producto falla dentro del plazo señalado, por ejemplo un año; pero si opta por mantener solo la garantía legal, y hay una falla vencidos los tres meses, la empresa no responderá, lo que no parece razonable tratándose de un producto que viene con una falla de fábrica, que no se evidencia sino después de un tiempo. En la situación actual si, por ejemplo, un refrigerador que es sin duda un bien durable, cuya vida útil se proyecta en varios años, se echa a perder a los 10 meses de haberlo adquirido, en razón de una falla de fábrica, nadie responde a menos que el consumidor haya contratado la garantía adicional. Es una situación bastante perjudicial para el consumidor, y que parece poco razonable.  


La Honorable Senadora informó que esta iniciativa propone aumentar el plazo de garantía legal, actualmente de tres meses, a dos años, tratándose de bienes durables nuevos, plazo que sin duda puede ser revisado y perfeccionado.


Concluyó agradeciendo a la Comisión por tratar esta iniciativa, y recalcó que situaciones como las descritas son percibidas por los consumidores como abusos, y es necesario corregirlas.
SERVICIO NACIONAL DEL CONSUMIDOR (SERNAC)

El Subdirector Jurídico de SERNAC, señor Andrés Herrera, realizó una exposición sobre la materia que aborda esta iniciativa, y efectúo una serie de comentarios al proyecto en estudio.


I. ACTUAL REGULACIÓN SOBRE LA MATERIA.

En primer término se refirió a la actual regulación sobre la materia, contenida en los artículos 19, 20 y 21 de la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores. Señaló que el régimen establecido en los citados artículos radica en la obligación que tienen los proveedores de responder cuando el bien no es enteramente apto para los fines y usos previsibles para los que normalmente se haya adquirido en el mercado, considerando las condiciones en las cuales fueron adquiridos o contratados.


Agregó que también se consideran aspectos pre contractuales, como la información que se ha entregado en relación al bien, y la publicidad del mismo.


En este punto hay que considerar especialmente el artículo 20, letra c), del citado cuerpo legal.


La garantía legal comprendida en esas normas otorga al consumidor el derecho a solicitar, a su elección, la reparación gratuita del bien, su reposición o la devolución de la cantidad pagada, en caso que éste falle o no sea apto para el uso que fue adquirido, siempre que no sea por un hecho imputable al mismo consumidor. 


La garantía legal tiene vigencia por el período de los tres meses siguientes a la fecha en que se haya recibido el bien.


Destacó que estos derechos se han publicitado ampliamente como el “tres por tres”, esto es, la posibilidad de ejercer cualquiera de estos tres derechos, en un plazo de tres meses. Se trata de un derecho de opción que le corresponde al consumidor, que opera para todos los bienes muebles sin distinción.


La condición para poder ejercer el derecho de garantía legal es presentar el producto junto con la boleta o el medio que acredite la compra. El derecho a la garantía legal puede exigirse ante el vendedor, el fabricante o el importador.


Continuó señalando que no existe obligación legal de enviar el producto al servicio técnico, ni menos que sea el de la empresa, pudiendo el consumidor ejercer su derecho sin condicionamientos de este tipo. Mientras el bien está en el servicio técnico, el plazo de la garantía legal se suspende por todo el tiempo durante el cual el producto esté en él.


Luego, el señor Herrera indicó que la ley también se refiere a una garantía voluntaria, que es aquella que ofrece el productor o vendedor del bien más allá de la garantía legal, ya sea en términos de plazo o de cobertura.


En los tres primeros meses coexisten tanto la garantía legal como la voluntaria, primando la legal, en los casos y circunstancias que procedan.


Explicó que existen dos categorías adicionales: garantía de satisfacción y garantía extendida.


La garantía de satisfacción no apunta a la calidad o idoneidad del producto, sino a su cambio o devolución por la sola voluntad del consumidor.


La garantía extendida permite extender la garantía voluntaria que otorga el proveedor, con un costo para el consumidor.


El señor Herrera puso de relieve que es en la información que entrega el vendedor respecto de la garantía donde se produce una confusión entre las distintas categorías.

II. DERECHO COMPARADO.

El señor Herrera destacó que esta iniciativa incorpora un nuevo concepto en la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores, que es el de “bien durable”.


Agregó que, de acuerdo al Glosario de términos estadísticos de la OECD, un bien durable es aquel que puede ser usado reiterada o continuamente en un periodo de más de un año, asumiendo un porcentaje de uso normal o promedio.


En la Unión Europea, la Directiva 99/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de mayo de 1999 (actualizada el 2011), sobre determinados aspectos de la venta y las garantías de los bienes de consumo y la Ley de Consumo y Marketing de la Dirección General de Justicia establecen lo siguiente: Garantía legal, libre de costo, de mínimo 2 años de vigencia (las legislaciones nacionales pueden contemplar plazos mayores, siempre que aquella modificación vaya en beneficio del consumidor).


Si un bien adquirido en cualquier país de la UE resulta defectuoso o no se ve o funciona como fue publicitado, el proveedor debe reparar o reemplazar el bien sin cargo para el consumidor, u ofrecerle al consumidor un reembolso parcial o completo.


La garantía legal de 2 años no puede ser reducida en virtud de una garantía comercial.


Estados Unidos: La ley federal no establece la obligación de contar una garantía explicita ni un período de tiempo mínimo para la vigencia de las garantías de productos ofrecidos en el mercado. Por lo tanto la cobertura varía en virtud del tipo, precio y otras características del producto. 


Un mecanismo de protección desarrollado principalmente son las “garantías implícitas”, que son creadas por ley estatal y todos los Estados las tienen. La mayoría de las compras están cubiertas por estas garantías, y la forma más usual de garantía implícita consiste en que el proveedor se compromete a que el producto que oferta hace lo que supuestamente debe hacer. Si el producto no trae una garantía escrita aún está sujeto a las garantías implícitas. Puede durar hasta 4 años, sin embargo la cobertura varía de Estado a Estado.

III. DATOS DE RECLAMOS.


El señor Herrera dio a conocer datos de los reclamos por garantías, que el presente año alcanzan a un 10, 9% del total de los reclamos.
	Año
	2012
	2013
	2014
	2015
	2016*

	Número de reclamos por garantía
	31.534
	33.371
	33.983
	31.124
	21.264

	Porcentaje del total de reclamos
	9,74%
	10,71%
	11,89%
	11.52%
	10,96%


*De enero a septiembre.


Informó que:


- El motivo más reclamado es la negativa a efectuar el cambio, la devolución o la reparación gratuita del bien, concentrando alrededor del 90% de los reclamos.


- El retail y los supermercados concentran más del 40% de los reclamos por esta temática.


- Alrededor del 70% de los proveedores no acoge o no responde los reclamos.


IV. ACCIONES DEL SERNAC.


El SERNAC ha realizado y realiza permanentemente una serie de acciones para dar a conocer a los consumidores sus derechos en relación con la garantía de los productos. Se refirió a las siguientes:


1. Guía de alcance jurídico:


Respecto de este tema, el SERNAC elaboró una Guía de alcance jurídico que recoge la interpretación del Servicio, doctrina y jurisprudencia relativa a la garantía:


- Introduce los conceptos de calidad e idoneidad de los bienes durables.


- Distingue entre distintos tipos de garantía: legal, voluntaria, de satisfacción (ofrecimiento adicional del proveedor que cubre la posibilidad de cambio o devolución de lo pagado en casos no contemplados por la garantía legal, generalmente por un plazo inferior al de ésta) y extendida (aquella que cubre un periodo de tiempo por sobre la garantía voluntaria y una vez que ésta ha expirado, a costo del consumidor).


2. Campañas comunicacionales, entre las que destacó:


Diciembre 2014 “Que no te vengan con cuentos”.


Julio 2015 “Tarjeta roja al abuso”.


Diciembre 2015 “Tus regalos tienen garantía”.


3. Estudios:


El señor Herrera relató que una encuesta presencial aplicada en noviembre de 2014 a 1.800 consumidores en Chile, incluyó la siguiente pregunta “¿Me podría decir cuáles son los derechos del consumidor que usted cree que existen?”. Se trató de una pregunta abierta a la que podían entregarse hasta tres respuestas. Del total de ellas, 19,5% incluyeron derechos relacionados con la garantía. Sin embargo, la mitad de esas respuestas (9,8%) corresponden a versiones del derecho a la garantía incompletas, inexactas o incorrectas.


En 2014 el Departamento de Estudios e Inteligencia del SERNAC analizó la información sobre el derecho a la garantía legal, la garantía voluntaria y las garantías de satisfacción y garantía extendida publicada en sitios web de grandes tiendas y supermercados. Se detectó que el 100% de las empresas estudiadas no cumplen con lo exigido en la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores respecto de la garantía legal, ya que dan información imprecisa e inexacta respecto de lo que son los derechos del consumidor relacionados con la garantía legal.


4. Salidas de Ministros de Fe:


En abril de 2016 se realizó una salida de Ministros de Fe de SERNAC, en la que se visitaron 41 locales comerciales con el objeto de revisar lo siguiente:


- Exhibición de carteles, anuncios u otros similares sobre la garantía de productos. 


- Información entregada por el vendedor en relación a la garantía de los bienes que comercializa.


La salida tuvo como resultado la denuncia de 36 locales por las siguientes infracciones, entre otras: condicionamiento a ejercer la garantía legal, previo envío del producto al servicio técnico; limitaciones al ejercicio de la triple opción (cambio, reparación o devolución del dinero); restricción de la garantía sólo con la presentación de la boleta; horarios y días específicos para ejercer el derecho a la garantía.


5. Juicios de interés general, mediaciones colectivas y juicios colectivos:


- Entre 2015 y septiembre de 2016 el SERNAC ha iniciado 132 juicios de interés general por temas relativos a garantía, lo que corresponde al 8,4 % del total.


- Entre 2014 y 2016 el SERNAC abrió mediaciones colectivas con el retail por mantener cláusulas abusivas en sus términos y condiciones, entre otras, respecto al derecho a la garantía. Informó que Corona ya ajustó sus cláusulas en el contexto de la mediación colectiva, y el resto de las mediaciones colectivas siguen en tramitación.


Falabella y París fueron demandados colectivamente tras no llegar a acuerdo. Falabella eliminó sus cláusulas abusivas tras acuerdo conciliatorio y el juicio colectivo contra París sigue en tramitación.

V. CONTENIDO DEL PROYECTO.


Finalmente, el señor Herrera se abocó al análisis del contenido del proyecto, y dio a conocer el parecer del SERNAC al respecto.


Recordó que el proyecto regula el derecho de los consumidores a la garantía respecto de los bienes durables.


En primer lugar, introduce en el artículo 1° de la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores, una definición de bienes durables, como: “aquellos que no se consumen con su primer uso, tienen una vida útil igual o superior a 2 años, y que son demandados por los consumidores para su vida cotidiana o manutención, como automóviles, artículos electrónicos y enseres domésticos, entre otros”.


Asimismo, agrega los artículos 22 A a H que establecen lo siguiente: 


- La garantía legal de los bienes muebles durables opera por vicios de cualquier índole, siempre que no exista identidad entre lo ofrecido y lo entregado o se afecte el correcto funcionamiento del producto. Puso de relieve que en este punto se simplifica la nomenclatura actual.


- El plazo de la garantía legal es de 3 meses para los bienes muebles durables usados y de 2 años para los nuevos, contados desde su entrega.


- Posibilidad para el proveedor de excusarse probando que el defecto o vicio proviene del mal uso u otra causa posterior a la entrega. Destacó que la causa basal debe ser anterior a la entrega, y se podría generar alguna controversia en este punto.


- Prohibición de condicionar el derecho a la garantía a la realización de mantenciones del producto exclusivamente en el servicio técnico autorizado.


- Elección del consumidor entre la garantía legal o la voluntaria a su conveniencia, en caso de existir ambas.


- Exigencia de la entrega de un certificado de garantía con menciones mínimas obligatorias.


- En caso de reparación, exigencia de entrega de una constancia de reparación con menciones mínimas.


El señor Herrera consideró bastante interesante la creación de estos dos documentos.


- Suspensión del plazo de la garantía legal durante el periodo en que el consumidor esté privado del uso del bien.

VI. COMENTARIOS AL PROYECTO.


El señor Herrera manifestó que el proyecto fortalece los derechos de los consumidores en esta materia. Planteó que, para mayor claridad, podrían recogerse las propuestas, modificando la redacción de los artículos 20 y 21 de la ley, incorporando en esa normativa mejoras y avances respecto de los bienes durables, en lugar de agregar un estatuto propio.


El proyecto avanza en el establecimiento de un plazo mayor de garantía legal para bienes durables. 
Lo central es cautelar el derecho a la calidad e idoneidad del bien durable, más allá de la identidad entre lo ofrecido y lo entregado. Podría incorporarse el derecho a un bien de reemplazo, mientras el producto está siendo reparado.

° ° ° ° °


El Honorable Senador señor Quinteros manifestó su acuerdo con la iniciativa en estudio. 


Le pareció atingente a la situación que se vive al día de hoy. Lo que resulta clave es el concepto de bienes durables.


Puso de relieve que las legislaciones de varios países abordan esta materia hace tiempo. 


Coincidió que el abuso en este ámbito se constata claramente en la situación de los automóviles. 


El Honorable Senador señor Moreira consultó al señor Herrera respecto de la conveniencia de incorporar el concepto de “bienes durables” en la ley, más allá de lo propuesto por la iniciativa en estudio.

El señor Herrera afirmó que ir incorporando nuevas categorías de bienes para efectos de la garantía efectivamente constituye un avance. En su opinión, la distinción entre bienes consumibles y no consumibles, ha quedado obsoleta.


El Honorable Senador señor Pizarro se refirió a la definición de “bien durable” de la OCDE, y se interesó en cómo se determina el porcentaje de uso normal de un bien, parte fundamental de esa definición.


La Honorable Senadora señora Pérez preguntó si esta iniciativa terminará con la odiosa práctica de ofertar una “garantía extendida”, en la compra de un refrigerador, lavadora, microondas, u otro bien durable, con un costo adicional para el consumidor.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe declaró que ese es precisamente uno de los objetivos. El consumidor siente el abuso cuando tiene que pagar una cifra adicional por garantizar un producto que, por su propia naturaleza, debiera durar bueno un tiempo razonable. 


Manifestó que el contenido del proyecto, sus plazos, conceptos, etc, pueden ser perfeccionados, pero el sentido es efectivamente terminar con los abusos que se producen con ocasión de la breve garantía legal contemplada tratándose de bienes durables.


El Honorable Senador señor Moreira propuso, a fin de continuar el estudio de esta iniciativa, escuchar en las próximas sesiones a las distintas partes que pueden resultar afectadas.
° ° ° ° °

En sesión de 26 de octubre de 2016, la Comisión escuchó la exposición de la Asociación Nacional Automotriz de Chile, ANAC, y de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile.
ASOCIACIÓN NACIONAL AUTOMOTRIZ DE CHILE (ANAC)

En sesión de 26 de octubre, la Comisión recibió a la Asociación Nacional Automotriz de Chile A.G,  (ANAC), representada por el Director, señor Álvaro Mendoza, y el Secretario General, señor Gustavo Castellanos.


Expuso ante la Comisión el Director de ANAC, el señor Álvaro Mendoza


1. La Asociación Nacional Automotriz de Chile A.G. (ANAC).


Es una asociación gremial sin fines de lucro, de índole estrictamente técnica, que reúne a la totalidad de las  marcas automotrices que se comercializan en Chile de vehículos livianos, medianos y pesados; de carga y pasajeros (108).
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El sector automotriz se hace cargo de sus externalidades negativas. A modo de ejemplo, esto ha significado que Chile sea el único país de Latinoamérica que cuenta con normas de emisiones y de seguridad idénticas a las que rigen en países desarrollados.


Dentro de su misión está velar por la seguridad y calidad de vida de los ciudadanos, en cuanto a los usuarios de vehículos motorizados, lo cual se lleva a cabo por medio de una actividad profesional y técnica de estudios y, por su intermedio, de un permanente aporte a las entidades normativas y reguladoras del país.


Los órganos del Estado reconocen a ANAC como interlocutor válido entre la industria automotriz y los diferentes actores involucrados en la definición de políticas públicas, tales como los Ministerios (se trabaja en forma permanente con los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, Medio Ambiente,  Energía, y esporádicamente con los de Hacienda y Economía), y servicios como SERNAC, Tesorería General de la República, Registro Civil y RNVM, Centro de Control y Certificación Vehicular 3CV, entre otros.


2. Industria Automotriz.  


2.1.¿Cómo se relaciona el fabricante con el importador o representante local en Chile? 

Existen contratos de importación y representación -estándar a nivel global- por medio de los cuales se regulan con extremo rigor las condiciones del negocio, las políticas de soporte técnico y las condiciones de respaldo de los fabricantes respecto de sus productos, como asimismo, las políticas de  garantía y el régimen de responsabilidad civil o patrimonial de sustrato.


Todo vehículo nuevo que se comercializa  en el mundo es adquirido con una garantía del  fabricante, que se hace efectiva a través  del importador y representante de la marca, tanto en Chile como en el extranjero.


2.2 Mundo


La industria automotriz es el tercer sector que más invierte en investigación y desarrollo a nivel mundial, para la seguridad de sus ocupantes y performance de sus productos.


Los constructores de vehículos motorizados operan mundialmente por medio de un único sistema de comercialización, a través de contratos de distribución y representación, estándar a nivel global, por medio de los cuales se regulan con extremo rigor las condiciones del negocio, las políticas de soporte técnico y las condiciones de respaldo de los fabricantes respecto de sus productos, como asimismo las políticas de  garantía y el régimen de responsabilidad civil o patrimonial de sustrato. Esta es una singularidad de esta industria, dada por las características únicas del automóvil como producto susceptible de cautelar, o poner en riesgo, la vida e integridad de sus ocupantes.


Así, todo vehículo nuevo que se comercializa en Chile y en el mundo, es adquirido con una garantía del fabricante, la que es otorgada a través del importador y representante de la marca en el país, y por la red de concesionarios oficiales, sea de Chile o de terceros países. Todo ello, de acuerdo con las particularidades de cada marca, pero en todo caso, siempre respondiendo patrimonialmente en forma solidaria toda la cadena conformada por el constructor, el importador y el distribuidor oficial, por dicha garantía y por los eventuales daños que pudiera sufrir el adquirente de un vehículo nuevo, en caso de defectos de fabricación.


3. Industria Automotriz en Chile.  


Chile es un país globalizado e inmerso en el mundo. Cuenta con una economía completamente abierta y con 26 acuerdos comerciales y arancelarios, suscritos con 64 mercados de todos los orígenes, que representan el 86,3% del PIB mundial. (Website Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, www.direcon.gob.cl ).


En Chile no hay producción de vehículos ni de partes o piezas automotrices. Es un país netamente importador. 


En el mercado de vehículos livianos y medianos chileno, compiten 64 marcas, totalizando una oferta del orden de 1.700 versiones o modelos diferentes. Estas unidades son vendidas en alrededor de 1.100 puntos de venta, directamente a los consumidores, por los concesionarios.

3.1. País de origen de vehículos vendidos en Chile y distancia desde los centros de fabricación.


El mercado chileno se abastece principalmente de 10 diferentes orígenes, siendo los principales: 


Asia: 65 %, ubicado a 19.000 Kms.


Unión Europea: 17%, ubicado a 14.000 Kms.


Norteamérica: 12%, ubicado a 11.000 Kms.


Chile forma parte de la Organización Mundial de Comercio (OMC) y de la  Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), organizaciones en las que rige un principio básico: la regla de neutralidad de las normas técnicas, de tal manera que al país no le es permitido generar regulaciones especiales sobre ciertos productos de los que es netamente importador, que escapen al estándar técnico de las regulaciones internacionales que rigen en las naciones productoras/desarrolladas.


El sistema de importación y comercialización de vehículos que rige en Chile, incluyendo la mecánica de las garantías y mantenciones, es el sistema estándar del mundo desarrollado.


Así, todo vehículo nuevo que se vende en Chile, al igual que a nivel mundial, cuenta con una garantía del fabricante, otorgada y hecha valer ante el distribuidor de la marca y su red de concesionarios que, en la mayoría de los casos y dependiendo de cada marca, se extiende por entre tres a cinco años o entre 100.000 kms. y 120.000 kms., lo que se suceda primero.


3.2 Estándar de funcionamiento en el comercio nacional


La importación, representación y distribución de vehículos motorizados en el país, a partir del auge económico vivido en Chile, ha ido en incremento, generando una industria de servicios de alto estándar, lo que ha sido reconocido por los fabricantes a nivel mundial. Así, como efecto de lo anterior, existen empresas chilenas que hoy representan y distribuyen marcas automotrices en otros mercados de Latinoamérica e incluso en Europa. Este reconocimiento, prestigio y seriedad es único.


Los representantes de marcas automotrices compiten entre sí en forma descarnada en un mercado de 300.000 unidades de vehículos nuevos por año, sujetos a los estándares de la industria mundial y, obligados, para poder subsistir, a destacarse frente a los consumidores (mercado) como importadores y prestadores de servicio de posventa de alto nivel.


Hoy, cada vehículo tiene un manual de uso y una póliza de garantía, además de una “Libreta de Garantía”, donde se certifican todas las mantenciones que se realizan (mantenciones periódicas y extraordinarias, necesarias para asegurar la funcionalidad de diseño y prolongar la vida útil del vehículo).


Estos manuales son crecientemente digitales y de acceso online para el consumidor, lo que permite una comunicación directa entre el cliente y el servicio técnico local con el fabricante.  Se suministra, así, toda la información necesaria para el consumidor sobre el uso apropiado de su vehículo, recomendado por el fabricante. 


Como consecuencia de todo lo anterior y, a pesar de estar tan expuesta a reclamos de consumidores -por ser el vehículo un bien de construcción compleja destinado al transporte de vidas humanas, en un entorno riesgoso y bajo variadas situaciones de manejo- la industria automotriz en Chile presenta una baja tasa de reclamos.


De acuerdo al último estudio desarrollado por el SERNAC en agosto de 2016, para el período enero 2015-junio 2016 la tasa de reclamos ante dicha entidad fue de tan solo un 1,5% en relación al total de las ventas y, a su vez, hubo una alta tasa de respuestas positivas ante dichos reclamos (38,8% de esas denuncias terminaron en retiro de la misma), lo que redunda en una tasa final de descontento de tan sólo 0,92%, significativamente baja para productos durables de elevado costo. 
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ESTADÍSTICAS DE RECLAMOS – SECTOR AUTOMOTOR
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Total

2015 328 317 354 345 305 293 290 307 277 304 320 311

3.751

2016 327 290 335 271 288 282

1.793

Fuente SERNAC

 Considera los Ocho Tipos de Reclamos que analiza  SERNAC/ Solo una   Clasificación tiene relación con la garantía de fabrica.
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Ventas a publico de  Vehículos Livianos 

2015

17.745 13.704 15.569 16.702 15.434 16.748 16.932 19.279 22.307 17.851 35.710 21.282 229.263

2016

18.296 15.830 17.156 16.224 17.613 17.126 17.020 19512

138.777

FUENTE RVM

368.040
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Considerando la baja tasa de insatisfacción sobre el sector automotor que registra el único referente oficial (SERNAC), ¿es posible sostener, como lo hace el proyecto de ley en análisis, que “existe un abuso de las grandes marcas”?


3.3 Resumen:


De cara a este proyecto de ley, los vehículos motorizados son indiscutiblemente bienes muebles durables, y quedarían sujetos al mismo. No obstante, por sus propias singularidades, un vehículo es mucho más asimilable a un bien inmueble que a un simple bien mueble. Esto debido a su valor patrimonial, por costo de inversión, por deseabilidad, por tecnología incorporada, etc.


La industria automotriz nacional, más que ningún otro sector de la economía, opera dentro de un marco de apertura y competencia total, adaptada a los más altos estándares internacionales que establecen los mercados desarrollados. En contrapartida, el consumidor chileno es uno de los más exigentes del mundo, atendida la variada oferta que se le presenta.


En consecuencia, es una industria absolutamente autorregulada en todas sus prácticas, en especial en las que tienen que ver con sus servicios de posventa, políticas de garantía y responsabilidad patrimonial.


Tratándose de una industria que opera autorregulada, en un mercado completamente abierto, donde cada consumidor puede elegir entre una centena de marcas y representantes, tanto a nivel de los productos que adquiere, como de los servicios que requiere, puede concluirse que se trata de un sector en que el mercado opera de manera óptima y que, por tanto, no requiere una regulación especial.


4. Síntesis del proyecto de ley.


4.1 Sobre la moción.

Indicó que basado en múltiples aseveraciones cuya veracidad no se documenta, el proyecto declara pretender1:


- Garantizar la confianza de la ciudadanía en el sistema económico, mediante una adecuada protección al consumidor.


- Restablecer equilibrios entre Proveedor y  Consumidor.


- Actualizar la legislación de consumo en materia de garantías. 


4.2  Sobre el proyecto de ley contenido en la moción


- Genera dos categorías de bienes muebles que no existen hoy en el derecho común, distinguiendo entre bienes durables y no durables, según éstos se consuman o no con su primer uso, y tengan, o no, una vida útil inferior a 2 años.


- Respecto de los bienes durables, entrega una “garantía legal por sus defectos o vicios de cualquier índole, cuando estos afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, o cuando afecten el correcto funcionamiento del producto..”, de acuerdo a los siguientes términos:


- 3 meses para bienes muebles durables usados. 


- 2 años para bienes muebles durables nuevos. 


- El plazo de garantía se inicia desde la entrega del vehículo.


- Establece una prohibición expresa, consistente en que el proveedor no podrá hacer depender la cobertura de la garantía, o su plazo, de la realización de mantenciones o reparaciones del producto prestadas exclusivamente en los servicios técnicos autorizados por la marca.


- Obliga al proveedor a tener disponibilidad permanente de todas las piezas y repuestos de todos los modelos que comercializa.


- Entrega al consumidor la posibilidad de elegir el régimen de garantía más favorable, eliminándose la preeminencia de la garantía del proveedor por sobre la garantía legal.


- Crea la obligación de entregar  al consumidor un certificado de garantía y otro de constancia de las reparaciones.


- Dentro de su ambigüedad, el proyecto no es claro con respecto al actual derecho a la triple opción del artículo 20 de la Ley 19.496: ¿Es que acaso pretende que este derecho se extienda por 2 años, respecto de todos los bienes muebles durables, incluidos los automóviles?


Regulación amplia de la garantía, propuesta en el proyecto.


Señaló que, en su parecer, la regulación propuesta establece una garantía en términos en extremo ambiguos y amplios. Se eliminan las acotaciones, delimitaciones y descripciones presentes en la actual normativa, tal es el caso de “mal uso del consumidor” o “desgaste natural del producto”.

Bajo esta lógica regulatoria, cualquier defecto o vicio que cumpla con el requisito de ser una disconformidad entre lo ofrecido y lo entregado, activaría la garantía: diferencia sustancial a las normas europeas, que establecen un criterio de proporcionalidad.


El proyecto omite tratar las fallas y sus efectos bajo criterios de proporcionalidad. Se está   efectuando una mala copia de la norma española, la cual sí establece delimitaciones al concepto.

Consecuencias: 


- Será un Juez de Policía Local quién establecerá cuándo opera la garantía. 

- Aumento en la judicialización de reclamos.

- Aumento de gastos asociados a la defensa legal del consumidor.


En conclusión: La ambigüedad no reestablece equilibrios en la relación de consumo: AUMENTO DE JUDICIALIZACIÓN DE RECLAMOS. El consumidor deberá incurrir en mayores gastos asociados a su defensa al igual que las marcas automotrices.


5.- Conclusiones finales de ANAC.


1.- Los automóviles son bienes muebles durables extraordinariamente singulares, por tratarse de máquinas de alto contenido tecnológico orientadas al desplazamiento de personas, por su elevado valor, por ser el segundo bien en la escala de interés de una familia chilena, después de la casa propia, y por tener el fabricante que responder patrimonialmente por la vida y seguridad de sus ocupantes.


2.- Considerando las aludidas singularidades, la industria automotriz mundial, y la chilena incluida, se encuentra satisfactoriamente autorregulada, ya que considera un sistema de garantía con plazos y condiciones perfectamente acordes con un conjunto armónico de piezas tecnológicas, cuyo fin es el desplazamiento de personas incluso a altas velocidades.


3.- Para una industria que representa en Chile el equivalente al 3,5% del PIB nacional y que es ejemplo internacional de buena praxis, es inaceptable que se la acuse sin fundamento alguno de “abuso” y de ofrecer garantías que “deslindan con la publicidad engañosa” (sic, proyecto de ley) ya que ninguna otra industria incorpora responsabilidades patrimoniales y cauciones de funcionamiento, al nivel que lo hace la industria automotriz.


4.- Como consecuencia de lo anterior, el proyecto es completamente inapropiado e inaplicable respecto de los automóviles. 


5.- Incorporar a los automóviles una norma del tipo propuesto, generaría una excepción única en el mundo, la cual rompería la praxis de un mercado que funciona de manera óptima bajo su propia autorregulación, atendidos los bajos niveles de insatisfacción que son comprobables, sin perjuicio del permanente esfuerzo de la misma industria por eliminarlos completamente. 


6.- De prosperar el proyecto (aumento de costos por concepto de mantención de stocks sin criterio económico), el precio de los vehículos indefectiblemente debería subir de manera exponencial, en perjuicio de los consumidores. 


7.- De prosperar el proyecto de ley, se produciría un hecho inaceptable: Se haría responder patrimonialmente a las marcas automotrices por daños eventualmente ocasionados por servicios situados fuera de su ámbito de supervisión y, por lo tanto, fuera de lo que le corresponde garantizar.


8.- Altera el régimen de responsabilidad civil vigente en Chile, al responder por hechos respecto de los cuales no hay culpa ni dolo.


El señor Mendoza planteó a la Comisión una reflexión final. Si el Estado de Chile exige que las plantas de revisión técnicas estén certificadas es porque entiende que los vehículos son productos especiales, que transportan vidas humanas y, en consecuencia, la revisión técnica debe efectuarse en talleres debidamente capacitados y certificados.


Entonces, ¿por qué el fabricante y/o distribuidor local, deben responder de reparaciones efectuadas por talleres no validados ni capacitados?

CÁMARA NACIONAL DE COMERCIO, SERVICIOS Y TURISMO DE CHILE (CNC)
El señor Manuel Melero, Vicepresidente de la Cámara de Comercio, Servicios y Turismo de Chile, en representación de Ricardo Mewes, Presidente de la Cámara Nacional de Comercio, agradeció al Presidente de la Comisión de Economía, y por su intermedio a todos los senadores integrantes de la misma, por haber sido invitados a dar a conocer su parecer respecto del proyecto que modifica la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, estableciendo una garantía legal extendida para los bienes durables.

Manifestó que la garantía de los productos que venden sus empresas asociadas ha sido, en forma permanente, materia de especial atención. La preocupación por el cliente no se agota al minuto que éstos adquieren el producto o servicio que necesitan o quieren, sino que las empresas entienden que un factor clave de diferenciación respecto de su competencia es precisamente la atención a los mismos, en lo que ha dado en llamarse el servicio de “post venta”, dentro del cual la garantía juega un rol preponderante. 

La compra de un bien debe ser entendida no sólo como un momento, sino que como una relación entre empresa y consumidores, en virtud de la cual la primera no sólo ofrece un bien, sino que, por sobre todo entrega una experiencia que será la base de una futura relación de confianza entre las partes.

En la construcción de dicha relación la garantía es un extraordinario instrumento que permite eliminar, por una parte, las sospechas del consumidor de haber recibido un producto con fallas o desperfectos y, por la otra, las dudas o inquietudes de la empresa respecto de la rectitud del reclamo formulado.

El equilibrio que logra la institución de la garantía se da dentro de un margen de tiempo, en que las partes entienden que ha existido la oportunidad razonable de advertir los defectos o problemas del producto, tiempo que el proyecto en análisis aumenta de manera significativa respecto de bienes que, en muchas oportunidades, tienen una obsolescencia incluso menor que el plazo de garantía que se procura establecer.

Por otra parte, la institución de la garantía, se da en el marco de la confianza que transmite la evaluación de la falla o desperfecto del producto por un tercero imparcial. Se trata de una suerte de árbitro, para el caso en que las partes expresen dudas acerca de la causa del desperfecto alegado, y su función básica es emitir una opinión independiente. La tecnología que incorporan muchos de los bienes que el proyecto define como “durables” no sólo recomienda que esta opinión sea debidamente certificada o calificada, sino que en varios casos lo exige. 

Luego de estas consideraciones preliminares, el asesor legal de la Cámara, señor Christian Acuña, expuso algunas consideraciones técnicas que surgen de la lectura del proyecto en cuestión.

I.- En relación a la denominada Garantía Especial para “bienes durables”, el actual artículo 21 de la ley de protección del consumidor (LPC) establece que el consumidor tiene tres meses para hacer efectiva lo que comúnmente se conoce como la “garantía del producto adquirido” y que, conforme a lo dispuesto en los artículos 19 y 20 de la LPC, permite a éste:
- Solicitar la reposición de un producto, cualquiera sea su naturaleza (salvo aquellos consumibles que duren menos de una semana); 

- Optar por la bonificación de su valor en la compra de otro; 

- Requerir la devolución del precio que haya pagado en exceso, cuando la cantidad o el contenido neto de un producto sea inferior al indicado en el envase o empaque; 

- Solicitar la reparación gratuita del bien o; 

- Previa restitución del artículo, exigir reposición o la devolución de la cantidad pagada.

En el contexto antes indicado, el proyecto de ley otorga una definición de los denominados “Bienes Durables”, disponiendo que son aquellos que reúnen copulativamente las siguientes carácterísticas:
i.- No se consumen con su primer uso,
ii.- Tienen una vida útil igual o superior a 2 años. y 
iii.- Que son demandados por los consumidores para su vida cotidiana o manutención.
“SU VIDA COTIDIANA O MANUTENCIÓN”: con el propósito de clarificar el concepto antes indicado el proyecto cita como ejemplos de este tipo de bienes a los automóviles, artículos electrónicos y enseres domésticos.

Ahora bien, respecto de este tipo de bienes, el proyecto establece una garantía legal por sus defectos o vicios de cualquier índole, cuando ellos:

- Afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, o 

- Afecten el correcto funcionamiento del producto que es objeto del acto de consumo.

El plazo de vigencia de esta garantía legal es dos años cuando estamos frente a la adquisición de bienes durables nuevos. Finalmente, se establece que el vendedor puede excepcionarse de aplicar la garantía probando que el defecto o vicio proviene del mal uso u otra causa posterior a la entrega.

Efectos de la Norma Propuesta.
El señor Acuña indicó que lo primero que resulta necesario destacar es que el proyecto modifica los defectos o vicios por los que debe responder el proveedor y otros involucrados. Así en la actualidad los artículos 19 y 20 de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor disponen que los defectos solo dicen relación con: 

- La cantidad o el contenido neto de un producto; 

- El incumplimiento de las especificaciones de productos sujetos a normas de seguridad o calidad; 

- Errores, inconsistencias o deficiencias de los materiales, partes, piezas, elementos, sustancias o ingredientes de los productos en su rotulado; 

- Incumplimiento de las especificaciones del producto pactadas entre proveedor y consumidor, 

- Subsistencia de deficiencias del producto una vez que se ha hecho efectiva la garantía,

- Existencia de defectos o vicios ocultos del producto que imposibiliten el uso a que habitualmente se le destine y; 

- La menor ley de los metales en los artículos de orfebrería, joyería y otros respecto de la ofrecida.
Añadió que nos encontraremos pues, respecto de los bienes durables, ante una garantía legal por defectos o vicios de cualquier índole, cuando ellos afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, o cuando afecten el correcto funcionamiento del producto que es objeto del acto de consumo. Cabe preguntarse ¿Que es lo que justifica la distinción en materia de defectos o vicios, entre los bienes durables y el resto de los bienes? 

El señor Acuña consideró que el listado de defectos o vicios que, bajo la actual redacción, sirve de fundamento para invocar la garantía, es más que suficiente para los bienes durables, sin que se aprecie una razón que justifique la intención del legislador de establecer una diferencia como la expuesta. 

En este punto cabría preguntarse qué pasará con la comercialización de lo que suele denominarse bienes de “segunda selección”, es decir aquellos que siendo nuevos se ofertan con pequeños defectos que obviamente son reflejados en el precio al que se adquieren. No parece ser la intención de los autores del proyecto eliminar este tipo de comercio, pero bajo la redacción propuesta, el consumidor podría perfectamente solicitar la reparación o el cambio del producto, amparándose para ello en lo que parece una norma de responsabilidad ambigua y amplia.

Por otra parte, reclamada que sea la garantía, la única posibilidad que quedará al proveedor para excusarse legítimamente de no acceder a la pretensión formulada por el consumidor, será demostrar que el vicio o defecto proviene del mal uso u otra causa posterior a la entrega, ello hasta un plazo que se extiende por 2 años contados desde la entrega, plazo que, salvo contados casos, convertirá el ejercicio de este derecho en una ilusión jurídica, al resultar altamente complejo de demostrar, que dicho daño se debe a un mal uso u a otra causa posterior a la entrega, ante un tribunal de justicia y por lo tanto una carga excesivamente alta.

A su vez, la redacción de la norma se presta para equívocos que pueden manifestarse en lo siguiente: 

i.- La expresión bienes “demandados por los consumidores para su vida cotidiana o manutención” no resulta concordante con los ejemplos que la misma disposición propone. En efecto, automóviles, artículos electrónicos y enseres domésticos no necesariamente son de uso diario, ni imprescindibles para la manutención de una persona, como si lo podrían ser los alimentos y la ropa. Bajo lo anterior, cabría preguntarse, por una parte, si esta última queda incluida dentro de los bienes durables y por la otra, si el entendimiento del legislador será que la posesión de un vehículo, una plancha o una licuadora son esenciales para la subsistencia de una persona.

ii.- La expresión “Afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado”, si bien es reconocida por la LPC, no necesariamente es causal suficiente para solicitar la devolución del producto, pero más importante aún, estamos frente a una situación en que es derechamente inadecuado otorgar un plazo de 2 años de garantía, debido a que las diferencias entre la identidad del producto y lo ofrecido, aparecerán con los primeros usos del mismo. Si uno pudiera acordar en la necesidad de considerar un plazo mayor de garantía, esta situación a todas luces, no sería el fundamento legal que justificara dicha posición; y

iii.- En lo que dice relación con la frase “Cuando afecten el correcto funcionamiento del producto que es objeto del acto de consumo”, no se establece expresamente qué debe entenderse por correcto funcionamiento. En principio, da la impresión que se refiere al concepto actualmente establecido en la LPC como “apto para el consumo”. Sin embargo apto es definido por la RAE como “idóneo, hábil, a propósito para hacer algo”, mientras que correcto es definido como “1. dicho del lenguaje, del estilo, del dibujo, etc.: Libre de errores o defectos, conforme a las reglas.2. adj. Dicho de una persona: De conducta irreprochable”. En términos simples el concepto correcto no resulta adecuado, dado que su aplicación no corresponde a cosas. 

II.-  En materia de costos, obligaciones y prohibiciones respecto de la garantía.

En este orden de ideas, el señor Acuña puso de relieve que el proyecto propone que de ser necesario remitir el producto a una fábrica o taller habilitado, el transporte será imputado a la garantía, y los gastos del flete y otros anexos serán de cargo del vendedor;

A su vez, prohíbe establecer que la garantía depende de la realización de mantenciones del producto exclusivamente en el servicio técnico autorizado, pudiendo únicamente exigirse que dichas mantenciones se realicen en tiempo oportuno y que el defecto tenga una causa basal anterior a la entrega. Sólo podrá exigirse el servicio técnico autorizado en caso de establecerse una garantía comercial posterior a la legal, contratada por el consumidor; 

Finalmente, el proyecto establece que tanto los fabricantes, importadores y vendedores de los productos deben asegurar, a lo menos al servicio técnico autorizado, el suministro y disponibilidad permanente de piezas y repuestos.

Efectos de la Norma Propuesta. 

En lo que dice relación con la carga de los costos de la garantía, el señor Acuña planteó la preocupación que surge al pensar en el caso que habiendo sido asumidos los mismos por la empresa, se dictamine técnicamente que el daño o desperfecto fue a consideración del uso que el consumidor le dio al bien. ¿Seguirá siendo el proveedor responsable de solventar los costos del traslado en este supuesto? ¿No se contemplará el ejercicio de algún tipo de reparación por parte del consumidor? ¿Cuál será el tratamiento que debiera recibir un consumidor que actuó de mala fe en el reclamo? Estimó que esta situación merece un análisis por parte de la Comisión dado que, entendiendo que los costos del traslado no pueden significar una barrera al ejercicio legítimo de la garantía por parte de los consumidores, la eventual negligencia o uso abusivo por parte de alguno de ellos, no puede ser amparado por la ley.

Respecto de las mantenciones en un servicio técnico autorizado, norma pensada principalmente para el rubro automotriz, hizo presente que muchos distribuidores o importadores de automóviles actualmente otorgan garantías que, en la práctica, se extienden hasta 2 años o por un número de kilómetros, que estadísticamente corresponde a un uso cercano a dicho plazo. En este supuesto resulta razonable pensar que el mantenimiento deba ser realizado por individuos calificados y con piezas originales. En efecto, la utilización de talleres respecto de los cuales no se conoce la calificación de los individuos y no utilizan piezas originales, debiera calificarse como negligencia del consumidor en el cuidado del producto. En este orden de ideas, cabe preguntarse, qué validez tendría la declaración de un técnico no habilitado que señale que un desperfecto tenga una causa basal anterior a la entrega y no se deba únicamente a un mal mantenimiento del producto. Una norma como la propuesta por el proyecto, podría funcionar con cierta facilidad en un ambiente que no tenga las características de especialización y profundidad técnica que presentan nuestros mercados. Así, por ejemplo, muchos vehículos requieren una revisión efectuada por computadores especiales con software entregados por el fabricante. En otro mercado como es el caso las estufas de parafina, incentivar realizar las mantenciones en talleres no autorizados, puede incluso traducirse en riesgos para la seguridad de los consumidores.

 Finalmente, establece una obligación solidaria para los fabricantes, importadores y vendedores de los productos en orden a que deben asegurar al servicio técnico autorizado, el suministro y disponibilidad permanente de piezas y repuestos. Esta obligación pudiera resultar ser impracticable en consideración a que obliga a los fabricantes a tener a disposición inmediata de los consumidores cada una de las piezas o repuestos de los productos que éste haya vendido en los últimos dos años, por muy específica que ésta sea. A su vez, significará altos costos, lo que se traduce, por ejemplo, en que las automotoras deberán tener cajas de cambios de repuesto a disposición de los consumidores en todo momento, en vez de encargarlas al exterior cuando sea necesario.

Finalizada la intervención del señor Acuña, retomó la palabra el señor Melero, quien expuso algunas conclusiones en relación a la moción en análisis.

Manifestó que, en su opinión, estamos frente a un proyecto que siembra varias dudas en torno a su idea principal, como es la extensión del plazo de garantía legal para los bienes durables. 

Preguntas como ¿Qué se entenderá por bienes durables, por vida cotidiana o manutención de los consumidores?, parecen no estar debidamente contestadas por el proyecto, dejando importantes espacios para la subsistencia de diversas interpretaciones que, lejos de fomentar una relación de confianza entre empresas y consumidores, terminarán siendo resueltas por Tribunales.
En lo que dice relación con el plazo propuesto, el establecimiento de una extensión de la garantía sobre bienes durables a 2 años parece ignorar el uso que el consumidor puede dar al bien en cuestión y que pudiere manifestarse, por ejemplo, en la diferencia de la vida útil de un tostadora que se utiliza en un hogar versus otra que se usa en un restaurant, y desconoce que, debido a los vertiginosos avances de la tecnología, los productos quedan obsoletos en un tiempo bastante reducido y que la fuerte disminución de los precios que provoca dicha situación hace que las personas prefieran renovarlos antes que repararlos.
Esta tendencia podía ya apreciarse el año 2014 respecto de los teléfonos celulares. De acuerdo al informe de International Data Corporation, debido a la constante baja en el precio de los teléfonos móviles, sólo en el primer trimestre de dicho año, uno de cada diez chilenos adquirió un teléfono inteligente, ya fuera para renovar el suyo, como regalo o como segunda alternativa.

Incluso más, como ha podido apreciarse en el debate de la restricción vehicular permanente para vehículos catalíticos, se espera que los vehículos tengan una vida útil cada vez menor. Así, fue el propio Ministro de Transportes y Telecomunicaciones quien señaló que uno de los fundamentos de dicha iniciativa era incentivar el recambio del parque automotriz en consideración a que un vehículo anterior al año 2012 contamina muchísimo más que un auto nuevo. Es decir, estamos ante una autoridad que, por temas medioambientales, recomienda renovar automóviles adquiridos hace tan solo cuatro o cinco años atrás debido, a que funcionarían con tecnologías obsoletas.

Por último, el proyecto establece obligaciones para los vendedores en materia de ejercicio de la garantía, que no resultan concordantes con el deber de cuidado o responsabilidad que los consumidores debieran tener respecto de los productos que adquieren. En este sentido las disposiciones relativas a los servicios técnicos, parecen no considerar que lejos de proteger los derechos de los consumidores, pudieren estar exponiendo a éstos a perjuicios no sólo económicos sino que en su salud o integridad física.

En síntesis, consideró que el proyecto no dialoga adecuadamente con las normas de responsabilidad que corresponden al proveedor en caso de daños en los productos, por lo que parece adecuado no avanzar en esta dirección, o a lo menos exige realizar modificaciones de fondo a la iniciativa, con objeto de hacerlo concordante con el texto legal al que se adscribe.

° ° ° ° °

Finalizada las exposiciones, intervinieron los Honorables Senadores presentes.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe agradeció las exposiciones.

Puso de relieve que esta iniciativa se planteó en base a un “realismo social” respecto de la situación que se observa actualmente, el nivel de vida y las demandas de la gente cambiaron, hoy demandan por servicios de buena calidad. Hay un cambio de necesidades y la industria y los legisladores deben ser capaces de enfocar estas nuevas necesidades.

Este proyecto intenta leer adecuadamente situaciones que la gente percibe como una injusticia. Puso de relieve que el espíritu del proyecto no es, en caso alguno, generar garantías abusivas para los consumidores. En ese sentido, mostró su disposición a buscar los equilibrios necesarios, introducir mejoras al proyecto, ajustar las definiciones. 

No obstante, se debe reconocer que evidentemente es diferente la garantía de productos tan distintos como una polera o un par de zapatos, y un refrigerador o automóvil, y la ley hoy día les da un tratamiento igual. Adicionalmente, las grandes tiendas ofrecen la posibilidad, si el consumidor quiere tener una garantía extendida tratándose de estos bienes durables, de comprarla, pagando el consiguiente valor adicional.

Se refirió luego a las mantenciones de los vehículos. Es comprensible que, si el cliente no realiza las mantenciones en los lugares autorizados, el proveedor no se haga cargo de aquellas fallas que deriven de mantenciones efectuadas en lugares no autorizados. Pero muy distinto es que se libere por esta sola circunstancia de responder por defectos de fábrica del vehículo que no tienen relación con la mantención. En este ámbito hay un abuso por parte de los concesionarios de automóviles, que irrita a los consumidores y que debe terminar.

Reiteró su llamado a buscar una fórmula razonable que resuelva esta problemática, y respete los derechos de uno y de otro.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que las principales observaciones o reparos que se han manifestado por los invitados a exponer se refieren a:
1.- La definición de bien durable porque la consagrada en la moción en estudio es muy amplia.

2.- La garantía de dos años porque pareciera, en el concepto de los expositores, exagerada.

3.- En cuanto a la industria automotriz, el problema se presenta por las mantenciones de muy alto costo que los automovilistas se ven obligados a realizar en talleres autorizados si quieren conservar la garantía, situación en la que el automovilista se siente abusado.

Estos son, en síntesis, los principales los problemas. En busca de soluciones, el Honorable Senador señor Pizarro consultó por propuestas de definición de bien durable. Asimismo, por ideas respecto de qué forma se puede buscar un ajuste en relación con las mantenciones de vehículos en la industria automotriz sin perder la garantía.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Quinteros consideró razonables varios de los planteamientos realizados en la sesión. Hay que buscar un equilibrio.

ANAC ha hecho valer buenos argumentos, el problema radica en que el consumidor se siente abusado por lo que ocurre en materia de mantenciones.

Se trata de lograr un ajuste en el proyecto que, resolviendo este tipo de situaciones, acoja también los planteamientos efectuados.

El Honorable Senador señor Tuma hizo presente que es uno de los suscriptores del proyecto, y que este va en la senda de hacer justicia con los usuarios y consumidores. 

Existe disposición para corregir aquellos aspectos que sea necesario, pero sin perder de vista el objetivo central de la iniciativa, que es beneficiar con justicia, a quienes son usuarios y consumidores de estos bienes durables. La idea es lograr una legislación compartida con todos los actores.

En cuanto a las mantenciones, estimó que es una problemática distinta que podría abordarse en otro proyecto de ley. Se trata de un ámbito donde hay bastante competencia, sería deseable que pudiera fácilmente compararse el costo de las mantenciones entre las distintas marcas, que el consumidor tenga toda la información. Eso podría contribuir a que haya más competitividad en el producto ofrecido.

El Honorable Senador señor Moreira manifestó que, habiendo oído las intervenciones de los Honorables Senadores, los expositores podrían hacer llegar propuestas concretas en este tema.

El señor Mendoza consideró que, particularmente en el tema automotriz, la percepción de la ciudadanía respecto de una situación como la planteada, tiene causas y orígenes distintos de los que se piensa. Esa percepción genera un problema que si bien puede ser regulatorio, en su parecer no es un problema de derechos del consumidor. 
En efecto, tratándose de la garantía de los vehículos, la denegación de la garantía en casos de fallas de fábrica, por no haberse realizado las mantenciones en un taller autorizado, es más bien un asunto de mala praxis. En las garantías están suficientemente especificados estos aspectos, y si es una falla que no dice relación alguna con las mantenciones, la garantía debe operar. Ninguna garantía puede limitar su operatividad, por ejemplo por una falla de motor, por no haberse cambiado un foco, o el cambio de aceite, en un lugar autorizado. 
Reiteró que estos casos constituyen una mala praxis de un comerciante determinado, que debe ser sancionado por el SERNAC o por quien corresponda.

Advirtió que se debe tener cuidado en normativas regulatorias respecto de mercados que operan en el mundo con estándares internacionales y con esquemas de funcionamiento equivalentes en el mundo. Debe evitarse la sobreregulación en áreas que no corresponde.

Por otra parte, todo lo relativo a los gastos de post venta tiene que ver con una praxis y eventual regulación en materia de libre competencia y no de los derechos del consumidor.
Es complejo regular temas de competencia en el área de los consumidores, concluyó.

La industria automotriz es una industria que está funcionando autoregulada, sin mayores inconvenientes. En efecto, la industria automotriz tiene un bajísimo porcentaje de reclamos ante el SERNAC. Los dos años de garantía no constituyen ningún problema para esta industria, todas las marcas ofrecen garantías de al menos dos años, y hasta 5 años algunas. El gran problema es generar una regulación que se introduzca forzadamente en una industria que funciona perfectamente en forma autoregulada, sin perjuicio de casos de mala praxis por parte de algunos comerciantes.

Ahora bien, en el marco de la autoregulación podría contemplarse, por ejemplo, la información obligatoria del costo de las mantenciones al momento de adquirir un vehículo.

Reiteró que el tiempo de garantía no es inconveniente, lo es el hecho de dejar entregada la mantención del vehículo a quienes no tienen la expertiz suficiente. Un automóvil, la marca, las mantenciones, dicen relación en último término con la responsabilidad por la vida de las personas, y se atenta contra la integridad del producto en la medida que se libere su atención a quienes no están capacitados, ni tienen los elementos ni el sustrato técnico suficiente. Le parece que se está confundiendo lo relativo a la necesidad de información de precios y competitividad, con un tema de asistencia y protección a los consumidores.

El señor Melero puso de relieve la importancia de conocer el propósito de los autores del proyecto, del modo que se ha expuesto en esta sesión. A la luz de dicha apreciación, el señor Melero manifestó que existe un acuerdo con el espíritu de la iniciativa, en el entendido que la garantía es un aspecto de la relación con el consumidor que es fundamental, y si es necesario hacerse cargo de aspectos que están fallando, existe la disposición. Y los consumidores son lo más preciado que tienen como organización, viven de ellos.

Anunció el envío de propuestas concretas en la materia, y manifestó su disposición para seguir participando durante la tramitación legislativa de esta iniciativa.
° ° ° ° °
En sesión de 2 de noviembre, la Comisión escuchó a la Cámara Nacional de Comercio Automotriz de Chile (CAVEN) y a Supermercados de Chile A.G.

CÁMARA NACIONAL AUTOMOTRIZ DE CHILE, CAVEM A.G

El presidente de la Cámara Nacional Automotriz de Chile, CAVEM A.G., señor Carlos Dumay, agradeció la invitación para dar a conocer sus puntos de vista y consideraciones respecto del proyecto en comento, que busca revisar la situación de los bienes durables, entre los que considera a los vehículos, su garantía y condiciones de ésta. 


En primer lugar destacó que es necesario tener presente que los  vehículos son conducidos por personas y, por tal razón, están expuestos a diferentes características  de conducción, lo que incide directamente en el estado de conservación y la vida útil de este.


Un concesionario autorizado de marca, al comercializar un vehículo nuevo, junto con dar a conocer las características del vehículo, sus especificaciones técnicas, su equipamiento y accesorios, informa también al cliente de la garantía con que cuenta el vehículo, en kilómetros recorridos y periodo de tiempo de duración, lo que primero ocurra desde la fecha de compra.


Al realizar la entrega del vehículo, se le proporciona al adquiriente el libro de garantía, quien firma su recepción y acepta que es condición básica para conservarla, realizar todas las mantenciones periódicas obligatorias especificadas en un concesionario autorizado de la marca.


Las mantenciones habituales de kilometraje, consideran el reemplazo mínimo de componentes del vehículo para su correcto funcionamiento, las que están especificadas por la fábrica y que dan seguridad al cliente de no tener inconveniente alguno con su vehículo hasta la próxima revisión de kilometraje.


Con respecto a que la cobertura de garantía está condicionada a estas mantenciones, especificó que solamente no están cubiertos aquellos componentes que se desgastan o consumen, como, por ejemplo, discos de embrague, pastillas de frenos, balatas, plumillas, ampolletas, correas de transmisión, entre otros. 


Por otro lado, hay ciertos componentes que siempre estarán cubiertos por la garantía, independientemente si se realizaron o no las mantenciones, como es el caso de los ópticos, odómetros, tacómetros, focos traseros y otros. Sin embargo, estos no se especifican en la garantía, lo cual se puede prestar  para abuso y cobros que no corresponden.

ELEMENTOS DE MANTENIMIENTO BÁSICO
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Respecto de los valores de las mantenciones, el señor Dumay indicó que es necesario especificar y hacer un análisis correcto de estas. Como ejemplo, hizo un análisis de un vehículo  de transmisión automática, con un motor de 2.000 cc., y los costos de mantención en un periodo de 2 años. 

	Kilómetros
	Meses
	Valor de mantención
	Costo promedio mensual

	10.000
	6
	$ 159.133
	$ 26.522

	20.000
	12
	$ 257.233
	$ 42.872

	30.000
	18
	$ 290.102
	$ 48.350

	40.000
	24
	$ 257.233
	$ 42.872

	50.000
	30
	$ 159.133
	$ 42.872



Junto con este análisis, indicó que es importante considerar que hoy en día un vehículo usado con sus mantenciones al día y con garantía de fábrica vigente, tiene un valor comercial superior a aquel que no lo tiene, equivalente al 35% del gasto por mantenciones.


Las marcas tienen una red de concesionarios a lo largo del país, los que deben cumplir con una infraestructura de calidad de acuerdo a los requerimientos de la fábrica de manera tal de poder prestar todos los servicios que sean solicitados por  los clientes.


Con respecto al personal de los servicios técnicos de las concesionarias autorizadas, éstos son constantemente capacitados y evaluados por las fábricas, además de recibir inducción periódica de toda la información actualizada  de los nuevos desarrollos técnicos de los vehículos, para lo cual se requiere de equipamiento de alto nivel tecnológico.


También informó a la Comisión sobre las diferencias de calidad y durabilidad entre los repuestos originales y los llamados alternativos. Detalló los casos específicos de pastillas de frenos y de filtros de aceites.

ASOCIACIÓN DE SUPERMERCADOS DE CHILE A.G.


La Presidenta de la Asociación Gremial de Supermercados de Chile, señora Susana Carey,  agradeció la invitación a dar a conocer su parecer respecto del proyecto que modifica la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, estableciendo una garantía legal extendida para los bienes durables.


Declaró que su objetivo es aportar en el debate parlamentario buscando precisar el sentido y alcance de la expresión bienes durables, realizando diferencias en términos de la extensión temporal de la garantía. Particularmente en el sector que representa, donde la obsolescencia es por regla general inferior al plazo que se pretende establecer.


Destacó, sin perjuicio del proyecto que se está analizando, el permanente compromiso de la Asociación que representa con la satisfacción del cliente, ya que constituye un factor clave de diferenciación y que se ve reflejada en la implementación de servicios de "post venta" que buscan la fidelidad e incremento de la relación de confianza con sus millones de clientes.


Dio a conocer luego las ideas principales de su planteamiento, particularmente sobre las implicancias de aumentar la garantía legal de 3 meses a 2 años.


1.- Se entiende como bien durable productos que tienen larga vida útil, a pesar que existen grandes diferencias entre estos bienes. Entre los bienes durables se distinguen varias familias de productos con distinta durabilidad. Existen los electrodomésticos menores (por ejemplo, un hervidor con un precio de $7.990), que tienen un uso diario intensivo y no están hechos para una larga vida útil, por tanto la garantía de dos años parece excesiva. Incluso algunos productos tienen una obsolescencia menor al plazo de dos años considerados en la propuesta. En cambio, los mismos dos años de garantía parecen razonables para electrodomésticos mayores, tales como refrigeradores. Es necesario precisar y diferenciar las categorías de bienes durables a los que se aplicará esta garantía y diferenciar las condiciones.


También es necesario considerar el valor residual (valor de venta del bien usado) de los bienes durables para poder diferenciar la garantía legal.

2.- Posible impacto en el precio a público. Este impacto puede ser importante si no se distingue entre productos y los servicios técnicos requeridos:

- Mantener un servicio técnico y de post venta es caro y exige contar con más recursos y piezas para absorber el aumento de demanda. Además habría que aumentar personal de post venta en las salas lo que también provoca aumentos en los costos. A eso también se agregan los costos logísticos asociados al traslado de los productos a los servicios técnicos.


- También puede provocar que empresas dejen de importar/producir bienes de menor costo y opten por bienes de mejor calidad, que tienen menor probabilidad de falla, pero que son de mayor precio. Esto afectaría a un importante grupo de consumidores que privilegia el bajo precio de los bienes.

3.- Mayores exigencias al cliente al momento de la revisión del producto. Muchos productos se cambian a pesar de que ha existido un mal uso por parte del consumidor. Esta diferencia tendería a disminuir por la cantidad de casos que llegarán. Por ejemplo, la mayoría de las marcas de teléfonos cambian el producto por uno nuevo antes de 3 meses. Si aumentan a dos años el proceso será para reparación, cambio o devolución pero en ningún caso 100% devolución. Por lo tanto, el aumento de la garantía legal perjudicaría al cliente.

4.- Los productos de tecnología tienen una obsolescencia de entre 6 y 12 meses por cambios de tecnología. Un producto que aun tenga garantía estará obsoleto y el cliente tenderá a cambiarlo por uno nuevo sin que el producto esté defectuoso, lo que traerá distorsiones al negocio.

5.- Podría afectar una variable competitiva que tienen algunos comercializadores al ofrecer una garantía mayor a la legal y mayor al promedio de la competencia, como una forma de fidelización a sus clientes. El promedio de la industria de garantía es de un año, pero algunas firmas incluso ofrecen un plazo mayor para sus marcas propias. Con este proyecto de ley esta ventaja competitiva dejaría de serlo, disminuyendo la competencia y diferenciación.


La señora Carey realizó las siguientes propuestas:


1.- Diferenciar productos y sus garantías asociadas según los siguientes criterios:

- Categorías o familias de productos. Por ejemplo, electrodomésticos menores (hervidor, tostador), línea blanca (lavadoras, refrigeradores), televisores, celulares, etc. Para cada categoría debería existir un plazo de garantía ad-hoc a sus características.

- Su intensidad de uso. Es distinto un bien durable para uso domiciliario que para uso industrial. La intensidad de uso es diferente, por tanto su duración también.

- Su obsolescencia tecnológica. Ej. Celulares.

- Zona geográfica de uso. Por ejemplo, una lavadora o un calefont tienen distinta vida útil según la calidad del agua donde se utilicen.

- Su durabilidad. Algunos electrodomésticos, según su intensidad de uso, duran menos de dos años.

- Su valor residual. Una mantención adecuada y el correcto uso de un bien durable incide en un mejor valor residual (por ejemplo, autos), pero existen otros bienes que no tienen valor residual porque su reparación o mantención no se justifica (por ejemplo, tostador eléctrico).


2.- Avanzar con gradualidad en la implementación de una extensión de la garantía legal para no afectar los precios al consumidor al aumentar los costos del servicio técnico.

Caso especial es el de los celulares por los cambios de tecnología y la renovación que afecta a este tipo de productos.

3.- Considerar dos etapas de la garantía. Luego de que exista constancia que el vicio o defecto del bien durable se ha producido antes de la entrega y no con motivo del inadecuado uso que se haya dado del bien:

- un primer período en el cual el servicio técnico pueda privilegiar el reemplazo del bien o devolución del dinero (3 primeros meses)


- una segunda etapa donde se considere reparación como primera opción y luego el reemplazo.

4.- Mejorar la definición de garantía y cuándo aplica, para que no quede espacio para interpretación. Por ejemplo, precisar cuándo corresponde a mal uso o a falla del producto.

5.- Entregar mayor información y transparencia al consumidor para una mejor toma de decisión. Se propone entregar más información sobre la mantención y el correcto uso del bien durable, las condiciones para ejercer la garantía, qué incluye la garantía, etc.


Finalizó su exposición manifestando que esperan que estas opiniones contribuyan a enriquecer el proyecto comentado a favor de los consumidores, y agradeciendo la invitación y la oportunidad de poder dialogar constructivamente.

° ° ° ° °
Finalizadas las exposiciones, se efectuó una ronda de preguntas y observaciones.

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que la línea automotriz argumenta que no debe ser incorporada en el proyecto por las particularidades señaladas en sus exposiciones.

Sin embargo, una de las principales razones para incluirla está constituida por los abusos que se producen a propósito de las mantenciones de los vehículos. Las diferencias de precios que se constatan entre realizar la mantención en un servicio autorizado, y otro taller, son abismantes. También los precios entre productos originales y análogos. No se han dado suficientes garantías en esta materia.

También cabe preguntarse por quién garantiza que se ocupen los productos y repuestos originales.

Consultó al señor Dumay si, en su parecer, la garantía legar debería ser más amplia.

Por otra parte, y en relación a la exposición de la señora Carey, coincidió en que el concepto de bien durable no debe ser tan amplio como está consagrado en la iniciativa en estudio. Durante la discusión particular del proyecto se perfeccionará la definición.

Expresó que la gradualidad es una idea que también ha sido planteada por otros sectores.

Consideró que muchos de estos aspectos podrían contemplarse en un reglamento de ejecución de la ley.

El Honorable Senador señor Quinteros se refirió a la exposición del señor Dumay. Manifestó su acuerdo con varios de los planteamientos efectuados, hoy en día la tecnología de los vehículos es de punta. En relación al precio de las mantenciones, le pareció razonable que el producto original sea más caro, se entiende esa diferencia de valores, y también el mayor valor derivado de la tecnología que deben tener los talleres. No obstante el valor promedio de las mantenciones que dio a conocer el señor Dumay no se corresponde con lo que él ha visto en la práctica, en que los precios son escandalosamente altos.

El Honorable Senador señor Moreira también consideró que el valor de mantenciones que se señala es bajo.

Continuando con su intervención, el Honorable Senador señor Quinteros estuvo de acuerdo con la señora Carey en varios de sus planteamientos. Considera, como se ha expuesto, que no todos los bienes durables pueden estar incluidos en una misma categoría. Y también es razonable el planteamiento de avanzar con gradualidad.

El señor Dumay abordó el comentario del Honorable Senador señor Moreira, y explicó las diferencias de precio en materia de mantenciones. Hizo presente que el valor de los productos originales que utilizan los talleres autorizados es más alto que aquellos productos que son “copia”, pero no es una diferencia que pudiera calificarse de abismante. A eso hay que agregar que el valor de hora hombre es muy superior en un taller autorizado, porque el personal es altamente especializado.

Puntualizó que las pautas de mantención que realizan están regidas por la fábrica en una serie de detalles que un servicio técnico tradicional no tiene, y lo contemplado en la pauta de mantención se cobra. En cambio, un taller no certificado no revisa estos detalles, y lo que va a cobrar está exclusivamente destinado a las acciones estándar que realizaron como cambio de aceite o filtro, sin considerar esa otra serie de elementos que hay que verificar; obviamente el precio es menor. 

En relación al precio de las mantenciones, manifestó que el presentado es el valor promedio de un auto mediano. No obstante, se podría hacer una revisión más detallada. Declaró que no hay un servicio técnico oficial de marca que ocupe un repuesto, aceite u otro de inferior calidad que la que la marca exige.

Puso de relieve que la industria automotriz hoy día es técnicamente muy compleja, los niveles de electrónica que tienen los autos actualmente son impresionantes. Los vehículos son más delicados, los elementos de seguridad que incorporan son bastante complejos. Todo ello requiere que sean mantenidos por personal que tenga la especialización debida.

No hay que estigmatizar por situaciones puntuales de abuso.

En relación con la garantía, manifestó que podría estudiarse la posibilidad de especificar, qué partes del vehículo mantienen su garantía aunque no se hagan las mantenciones, o estas se realicen en un taller no autorizado.

Hizo presente que el nivel de satisfacción de los consumidores es alto, lo que se comprueba con el bajísimo nivel de reclamos contra la industria automotriz ante el SERNAC.
° ° ° ° °
En sesión de 9 de noviembre de 2016, la Comisión escuchó la exposición de representantes de la Cámara de Comercio de Santiago (CCS) y del Comité Retail Financiero y la SOFOFA.
CÁMARA DE COMERCIO DE SANTIAGO

El abogado de la Cámara de Comercio de Santiago, señor Francisco Arthur, luego de agradecer la invitación, señaló que el proyecto de ley en estudio, que apunta a revisar la situación de los bienes muebles durables, merece diversas observaciones para el sector que representa.

La primera, dice relación con la definición de bien durable. El proyecto de ley en análisis define como bien durable, a aquellos que no se consumen con su primer uso, tienen una vida útil igual o superior a 2 años, y que son demandados por los consumidores para su vida cotidiana o manutención, como automóviles, artículos electrónicos y enseres domésticos, entre otros.

Cabe preguntarse quién es el llamado a determinar la vida útil de un determinado producto, y si es razonable clasificar en una misma categoría de “bien durable” a productos con evidentes diferencias. Les parece que claramente no lo es, basta con tener a la vista las diferencias que existen entre productos que el mismo proyecto intenta darle un similar tratamiento, como es el caso de un aparato electrodoméstico, como podría ser, a modo de ejemplo, una juguera de origen chino, y un automóvil.

Por otra parte, el proyecto de ley propone otorgar garantía a los bienes durables usados. Surge con ello una segunda interrogante, sobre en qué situación quedan los denominados “bienes de segunda selección”, respecto de los cuales el artículo 14 de la Ley sobre Derechos de los Consumidores expresamente excluye de la garantía.

De la misma manera, una especial preocupación merece al sector que representa, la ampliación de los plazos actualmente existentes, en lo que dice relación con la normativa tributaria, particularmente el artículo 70 ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios. ¿Qué ocurre cuando el consumidor opta por la devolución de la cantidad pagada después de transcurridos tres meses de la emisión de la respectiva factura? Conforme al artículo 70 del decreto ley N° 825, el plazo para emitir una nota de crédito no puede exceder de tres meses.

Asimismo, el proyecto de ley, en el artículo 22 A, plantea la prohibición que la garantía legal o su plazo quede condicionada a la realización de las mantenciones del producto exclusivamente en el servicio técnico autorizado, agregando que sólo podrá exigirse que esas mantenciones efectivamente estén efectuadas, y se hayan realizado en tiempo oportuno, y que el defecto tenga una causa basal anterior a la entrega. Toda cláusula que se estipule en contravención a estas disposiciones se tendrá por no escrita, salvo en lo que se refiere a la extensión voluntaria o convenida del plazo legal de garantía. 

A este respecto, estimó que esta norma debiera ir necesariamente acompañada de la obligación que estos servicios técnicos estén debidamente certificados para que dicha garantía pueda operar. 

Declaró que es legítimo que el proveedor exija determinados servicios técnicos, especialmente tratándose de productos de alta tecnología. Lo que no puede es abusar de una posición dominante en el mercado. Pero el mecanismo para defenderse de eventuales abusos, es a través de la legislación antimonopolios y no de la normativa de protección al consumidor.  

De la misma manera, consideró que los bienes objeto de garantía debieran utilizar en sus  mantenciones repuestos originales, independientemente del taller que las efectúe. El uso de repuestos no originales puede ocasionar daños en el producto amparado por la garantía en períodos acelerados de tiempo.  

En otro orden de ideas, manifestó que a la hora de ver cuáles serían los beneficios que este proyecto de ley puede tener para los consumidores, inevitable resulta tener en cuenta la ostensible caída en los precios que han experimentado aquellos productos que podrían caer en la clasificación de “bienes durables”. Y qué mayor beneficio puede tener un consumidor que la posibilidad de satisfacer sus demandas de consumo al menor precio, concluyó. 

Sin lugar a dudas que factores como los altos niveles de obsolescencia en aquellos productos de alta tecnología, y también la utilización de componentes de distinta calidad, han contribuido a ello. 

Puso de relieve que es una condición objetiva que el precio de bienes de igual funcionalidad, pero de distinto valor, tiene su origen en la calidad de sus componentes. No considerar esta proporcionalidad, deriva en que el importador y/o distribuidor tenderá a ofrecer productos de mayor valor que no lo expongan a una garantía como la que se propone en este proyecto de ley, afectando principalmente a quienes disponen de menores recursos.

Estimó que el plazo de tres meses que contempla actualmente la ley, ha funcionado razonablemente bien. Aumentarlo no es gratuito e irremediablemente su costo de traspasará a precio, siendo finalmente el consumidor el único perjudicado, afirmó.

El señor Arthur expresó que, sin perjuicio de lo anterior, es posible introducir algunas mejoras a la normativa que regula la garantía legal, pudiendo destacar al efecto lo siguiente:

- Que cuando se extienda la garantía por sobre los plazos establecidos para la garantía legal, debe ser igual o más beneficiosa para el consumidor que esta última o la que proporcione el proveedor.

- Que aquellos productos que no tengan reemplazo por haber sido descontinuados, lo que se da frecuentemente en productos de alta tecnología, la garantía debe responder con el producto de la categoría inmediatamente superior y jamás con productos con estándares inferiores.  

Adicionalmente a lo ya señalado, a juicio de la Cámara sería importante que la ley recogiera la existencia de productos desechables. Su reconocimiento legal, sin lugar a dudas que redundará en mejores precios para los consumidores y en el consiguiente beneficio para los mismos. 

Igualmente, recalcó la importancia de mantener el status que la ley reconoce a los denominados productos de “segunda selección” y que regula en el artículo 14 de la Ley sobre Derechos de los Consumidores.

Intervino a continuación el abogado señor Hernán Quiroz, quien hizo presente los aspectos mejorables en el proyecto de ley en estudio, que denominó “sobre Garantía de Bienes Durables”, en opinión de la Cámara de Comercio de Santiago.

Recordó que, actualmente, la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor:

- Distingue entre productos defectuosos y productos peligrosos;

- Para los productos defectuosos distingue entre garantía legal y garantía convencional;

- La garantía convencional puede ser:

 a) Del fabricante (venta atada) o 

b) Del vendedor (garantía extendida)

¿En qué consiste la garantía legal? El productor, importador y vendedor responden por cualquier defecto del producto o servicio, frente al consumidor final que ha contratado a título oneroso. Este consumidor que puede dirigirse contra cualquiera de ellos y optar entre la reparación gratuita del bien o, previa restitución, su reposición o la devolución de la cantidad pagada, siempre con indemnización por los daños ocasionados.

Agregó que hay ciertos casos de pierde este derecho:

1.- Si no se ejerce dentro de los 3 meses siguientes a la entrega efectiva del producto; 

2.- Si el deterioro es imputable al consumidor; 

3.- Si el producto es perecible o desechable y en el envoltorio se establece un plazo menor; 

4.-Si el consumidor ha extraviado la factura o boleta de venta, o no tiene documentos probatorios, aunque tenga otro medio fehaciente para acreditar el acto o contrato, salvo que el proveedor tribute bajo el régimen de renta presunta.

Este derecho se suspende indefinidamente: 

1.- Mientras está en revisión o en reparación; 

2.- Mientras esté pendiente el plazo de la garantía convencional, aunque venga atada al producto y aunque sea de menor calidad. 

Por otra parte, el derecho se amplía si el producto se vende con garantía convencional, solo respecto del mayor plazo. 

El señor Quiroz puso de relieve que, los objetivos del proyecto son alinear nuestra legislación del consumo, con los estándares más avanzados en materia de protección al consumidor, y establecer una nueva categoría de productos durables, que son los producidos para tener una larga vida útil, como las alfombras, los productos tecnológicos o los vehículos.

Es una buena inspiración, existe una conveniencia y una necesidad de hacerse cargo de estos temas, pero la redacción actual es mala. El proyecto adolece de una serie de defectos del proyecto que hay que considerar:

- Hace una lectura imprecisa de la legislación europea actual, que es diferente a la que indica el preámbulo. El señor Quiroz afirmó que la normativa europea a la que alude la moción ya no está vigente.

- No distingue entre productos con larga vida útil que se amortizan en más de dos años, y los que se deprecian en menos tiempo.

- No considera la experiencia práctica en Europa y en Argentina sobre esta materia, con efectos tales como disminución de la oferta, menor competencia, y aumento de los precios al consumidor final. Particularmente ilustrativa es la situación de Argentina donde se ha experimentado una constante subida de precios.

- Confunde el plazo para reclamar por un defecto, con la prescripción de la garantía por disconformidad.

- Confunde la obligación de responder por la calidad del producto, con la prohibición de abusar de una posición dominante en el mercado. En este punto destacó que el decreto ley N° 211, recientemente modificado, entrega herramientas para los casos de abuso de posición dominante.

- No distingue entre la gravedad de la falla y su efecto en la responsabilidad del proveedor. En efecto, la legislación comparada obliga a cambiar el producto sólo en aquellos casos de fallas muy graves.

- Incorpora un concepto de “Bien durable” basado en una terminología OCDE, pero tomado de un contexto diferente al de la protección al consumidor.

- Encarece el precio final del producto, en un monto mayor que el costo de la garantía voluntaria.

- No se hace cargo de los avances en autorregulación de los proveedores, reconocidos y apoyados por el SERNAC. 

- Limita el desarrollo de las garantías convencionales, que hoy día permiten cubrir el riesgo de deterioro y de obsolescencia.

- Afecta la protección al consumidor en leyes especiales, como la garantía de 5 años en materia de calidad de la construcción.

- Permite que las mantenciones de productos de alta tecnología puedan hacerse por servicios técnicos sin calificación.

- No considera que las fallas en los productos durables de hecho se producen los primeros 30 días de uso.

- No considera que el precio de la garantía extendida es inferior al costo de la garantía legal que se propone. En efecto, en el caso de la garantía extendida, la cobertura de riesgo no es el negocio del fabricante, sino de la compañía de seguro, y el precio es menor.

- Mantiene, en parte, la suspensión indefinida de la garantía.

- Mantiene los límites actuales a la extensión de este derecho en caso de contratarse la garantía convencional. 

Luego, el señor Quiroz realizó una serie de propuestas para mejorar la normativa que regula la garantía legal, afirmando que hay que proteger a los consumidores, como los consumidores quieren ser protegidos.

Las propuestas son las siguientes:

- Eliminar la distinción entre producto defectuoso y peligroso. Consideró que se trata de una distinción odiosa.

- Adoptar los criterios europeos de conformidad y proporcionalidad. Es la “piedra filosofal” en Europa en materia de productos defectuosos. El derecho analiza si el producto es o no conforme con lo que se le ofreció al consumidor. La conformidad tiene cuatros aspectos: si corresponde o no al producto que ofreció el proveedor; si corresponde o no al uso que el proveedor le indicó al consumidor que el producto podía tener; si corresponde o no al uso especial que el proveedor pactó con el consumidor, si fuera el caso, y si corresponde o no al uso normal que un consumidor medio podría esperar del producto. Si no se cumplen esas condiciones, existe la obligación de responder por parte del proveedor, sea con la garantía legal o la garantía extendida si fuera el caso.

El segundo criterio es el de la proporcionalidad. El grado de responsabilidad que asume el proveedor, está en función directa con la gravedad del daño o de la falla que experimente el producto.

- Establecer cuatro categorías de productos, para responder en caso de fallas: 

a) Usados o de segunda selección, sin garantía; 

b) Alimentos: 24 horas; 

c) Productos que pueden presentar fallas en los primeros 30 días de uso: Dos meses de garantía; 

d) Productos que pueden fallar después: cuatro meses. S estima que este es el tiempo al que se puede extender la garantía sin afectar el precio.

- Permitir al consumidor elegir entre la garantía legal y la convencional, mientras ambas coexistan.

- Permitir que el consumidor pueda ofrecer otra prueba fehaciente cuando no tiene el documento de venta.

- Permitir que el producto sea reemplazado por otro de tecnología equivalente o superior si el garantizado ha quedado obsoleto.

- Los casos de abuso de una posición monopólica deben resolverse con las herramientas introducidas en el DL 211.

- Incorporar a la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor las normas sobre garantía extendida en materia de calidad de la construcción. Al respecto, afirmó que en ninguna otra legislación se regula en una ley distinta.

-Regular la información sobre los riesgos asociados a los diferentes usos del producto y la tasa de fallas. 

SEÑOR CLAUDIO ORTIZ-VICEPRESIDENTE EJECUTIVO COMITÉ RETAIL FINANCIERO Y PRESIDENTE DEL COMITÉ DE DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES DE LA SOFOFA


Luego la Comisión recibió a representantes de SOFOFA y del RETAIL FINANCIERO, encabezados por el señor Claudio Ortiz.


Como antecedentes previos a considerar, antes del análisis del proyecto de ley propiamente tal, señaló que, en los últimos años, las familias chilenas han tenido cada vez más acceso a bienes que tienen un impacto directo en su calidad de vida: automóviles, electrodomésticos y artículos tecnológicos. 


Los llamados bienes durables crecieron en el último sexenio a una tasa real de 15% promedio anual, en contraste con los bienes no durables (alimentos, vestuario, calzado, entre otros) que crecieron en el mismo periodo a un ritmo de 6,6% anual.


En nuestro país hoy rige una garantía obligatoria de 3 meses. Consideramos razonable avanzar en esta materia, en la medida que se haga con gradualidad y prudencia para evitar efectos indeseados en los propios consumidores.
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La explosión de las ventas de bienes durables ha estado influida por la caída sostenida de los precios de estos productos, que los han hecho más asequibles.
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Destacó que los bienes durables representan un 21% de la participación de las ventas totales, lo que comprende los vehículos, con un 8% de participación, y los productos electrónicos para el equipamiento del hogar y tecnológicos, con un 11%. La fuente es el INE.


Una nueva legislación en materia de garantías debe tener en cuenta lo siguiente:


- Uso intermedio o final. Es necesario distinguir entre los consumidores finales, de aquellos que los destinan a un uso comercial o profesional. Es muy distinto el uso de una licuadora en una casa que en un restorán.


- Compras nacionales o en el extranjero. Es necesario clarificar qué ocurre con las compras de bienes durables que se realizan a proveedores sin presencia comercial en Chile. Si la garantía sólo aplica a proveedores locales, las compras on-line en el extranjero serían previsiblemente más económicas; y el trade-off de aplicarlas a las compras en el extranjero posiblemente sería una restricción relevante al e-commerce.


Estiman que las consecuencias previsibles proyecto serían las siguientes:


- Mientras más gradual sea la aplicación de un aumento racional de la garantía, será posible mantener el acceso a bienes durables y mejorar las condiciones de la garantía de los bienes adquiridos por los consumidores.


- En cambio, mientras menos gradual y más exigentes sean las condiciones de la garantía, es previsible que se reduzcan las opciones que permiten adquirir bienes comparables, pero con diferentes relaciones precio – calidad.


- Estima conveniente separar del análisis las ventas de automóviles del resto de los bienes durables. Ello porque las regulaciones debieran ser diferentes en atención a sus diversas problemáticas.


- Sugirió emplear las definiciones de bien durable del Instituto Nacional de Estadísticas (“INE”) para mayor precisión en la aplicación de esta normativa.


En relación a los contenidos del proyecto, el señor Ortiz se refirió, en primer lugar, al concepto de bienes durables.  


Destacó que bienes durables está definido como “aquellos que no se consumen con su primer uso, tienen una vida útil igual o superior a 2 años, y que son demandados por los consumidores para su vida cotidiana o manutención, como automóviles, artículos electrónicos y enseres domésticos, entre otros.”.


Destacó que el proyecto trata de la misma manera a productos muy diferentes, v.gr. automóviles, teléfonos y jugueras o tenedores.  Asimismo, no considera efectos de la garantía en relación con productos tecnológicos de rápida obsolescencia.


Luego se detuvo en los bienes usados. Según el proyecto, la garantía legal tendrá vigencia por tres meses tratándose de bienes muebles durables usados, y dos años en los demás casos, término que se computará desde la entrega real de la cosa, pudiendo las partes convenir un plazo mayor.

Es necesario clarificar qué se entiende por bien usado. En qué situación queda la comercialización de productos recibidos en devolución con mínimo uso. 


Adicionalmente, el proyecto no se hace cargo de los bienes de “segunda selección”, cuyo menor costo permite acceder a más familias chilenas a bienes durables.


En relación a las obligaciones asociadas a la garantía, el proyecto propone que “en caso que la cosa deba trasladarse a fábrica o taller habilitado, el transporte será imputado a la garantía, y los gastos del flete y otros anexos serán de cargo del vendedor.”.

Con tal norma aumentan los costos para el proveedor, quien los traspasará a precios inmediata o progresivamente. No considera umbrales de precios respecto de los cuales sea más eficiente el reemplazo del producto o devolución del dinero, en vez de hacer efectiva la reparación, y tampoco distingue distancias ni compras realizadas en el extranjero.


En cuanto a las menciones del certificado de garantía (artículo 22 E), se refirió especialmente a aquella que prescribe las “condiciones de reparación de la cosa, con especificación del lugar donde se hará efectiva. No se puede fijar al efecto un lugar ubicado fuera de la región donde se efectuó la compra.”.

Al respecto, el señor Ortiz expresó que la existencia de talleres regionales implica un aumento muy significativo del costo de cumplimiento regulatorio. No considera la sofisticación de múltiples productos que sólo pueden repararse en el extranjero o en talleres altamente especializados. Nuevamente no considera umbrales de precios respecto de los cuales sea más eficiente el reemplazo del producto o devolución del dinero, en vez de asumir todos los costos que implicaría la reparación.


El proyecto no considera normas transitorias. 


Así, el proyecto no distingue entre el stock por una parte y el flujo de productos, por la otra. 


No establece una vigencia diferida de la ley ni una vigencia diferenciada según tipo de productos.  Lo anteriormente señalado es relevante por lo siguiente:


- No permite una adecuación de los fabricantes a las nuevas exigencias legales.


- La nueva garantía legal exigirá el reemplazo de manuales y etiquetados.


- La situación de certificaciones de seguridad de ciertos productos que han sido dadas para vidas útiles menores a la garantía legal.


- También exigirá inversiones en servicios técnicos.


Finalmente, el señor Ortiz dio a conocer las propuestas de SOFOFA y el Retail Financiero al proyecto de ley.


Tales propuestas son las siguientes:


-- Tal como reconoce la moción, el concepto de “bien durable” proviene de la teoría económica, y no se encuentra desarrollado en materia legal, por lo que debiera perfeccionarse la definición, de modo que se diferencie con claridad la garantía aplicable a cada tipo de producto, según sus especificaciones técnicas y componentes. 


--  En este sentido, podría utilizarse la clasificación del INE para bienes durables: 


- Automóviles;


- Productos electrónicos; 


- Equipamiento del hogar; y 


- Productos tecnológicos.

-- El nuevo marco legal de las garantías debiera considerar lo siguiente:


- Segmentación horizontal: Existen grandes diferencias en las características de cada categoría de productos, lo que incide en su durabilidad. 


- Segmentación vertical: Es necesario segmentar de acuerdo a los montos y precios involucrados, debido a que productos masivos de bajo costo podrían sufrir alteraciones en sus precios por los costos asociados a la logística inversa a asumir por el proveedor. 


- Es indispensable avanzar hacia un nuevo estándar de garantías de bienes durables, pero con una gradualidad razonable según el tipo de productos.


- Se debe resguardar que el aumento del plazo de garantía no genere efectos negativos en la disponibilidad de algunos bienes durables, cuyo menor precio está vinculado a una menor vida útil del producto.


Por lo anteriormente señalado, el señor Ortiz indicó que, específicamente, SOFOFA y el Retail Financiero, proponen respecto del proyecto de ley en debate los siguientes 5 puntos:


1.- Precisar plazos de garantías por tipo de producto y umbrales respecto de los cuales serán exigibles, de modo que los productos con precios inferiores al umbral, tengan como prioridad el cambio o la devolución del dinero. 


Así, por ejemplo, la falla dentro del plazo de la garantía legal de un producto de un precio igual o menor a 1 U.T.M. se cambia o se devuelve el dinero, pero respecto de ellos no sería económicamente razonable exigir su reparación.


2.- Extender el plazo de garantía de los bienes durables, desde 3 meses en la actualidad a un periodo entre 6 a 12 meses. 


3.- Diferenciar etapas de la garantía, de manera que la primera implique devolución del producto o del precio pagado, y la segunda reparación (salvo que el producto sea irreparable).


4.- Por sobre el plazo de garantía que se fije por ley, hacer vinculante el mayor plazo de garantía que pudiera ofrecer el productor.


Señaló que esta propuesta generaría competencia.


5.- Establecer un etiquetado informativo al consumidor cuando el proveedor ofrezca un plazo de garantía mayor al legal.


Esta proposición iría dejando atrás la garantía legal, porque la superaría. 


Por último, hizo presente que una implementación gradual de la ley mitigaría el aumento en los precios de los productos.

° ° ° ° °

Finalizadas las exposiciones, intervinieron los Honorables Parlamentarios presentes.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, agradeció las exposiciones. Hizo presente que la Comisión está abierta a mejorar el texto de la iniciativa, que aunque bien inspirada, adolece de problemas como los que han puesto de relieve los invitados a las distintas sesiones.

En efecto, estimó que el concepto de “bien durable” que el proyecto contempla es muy amplio y debe perfeccionarse. Asimismo, coincidió en la necesidad de distinguir las garantías según el tipo de producto de que se trate.

Reiteró que hay voluntad de la Comisión en esa línea. Se trata de buscar los equilibrios, y en ese sentido, no estuvo de acuerdo con la afirmación de que una normativa como la en análisis, perjudicaría en definitiva al consumidor, pues se traducirá en un aumento de precios. 

Por otra parte, puso de relieve que la ley regula los aspectos fundamentales de la materia, y para aquellos aspectos más de detalle, se ha pensado en la conveniencia que su regulación quede entregada al reglamento. Solicitó al Ministerio de Economía analizar esta posibilidad.

Le pareció interesante la incorporación de una categoría de “productos desechables”. En efecto, tratándose de bienes con un valor inferior a, por ejemplo, 1 UTM, es preferible que el proveedor pueda devolver el dinero que reparar el producto.

La Honorable Senadora señora Pérez comenzó señalando que, todas las iniciativas de ley que se tramitan en la Comisión buscan proteger más al consumidor y equilibrar su posición frente al proveedor. Pero hay que ser muy cuidadosos al momento de legislar, y que la normativa que se apruebe no termine en definitiva perjudicando a los consumidores o generando expectativas que no podrán cumplirse. Se trata de evitar situaciones como la que se presentará con el nuevo SERNAC, que no se podrá implementar pronto porque su costo es de 24 mil millones de pesos.

No le gusta la idea de tramitar proyectos que van a generar expectativas a la gente, y se pueden transformar en un “boomerang”, al provocar un alza de los precios, y ser en definitiva un retroceso para los consumidores. El espíritu del proyecto es bueno, pero surgen las aprehensiones señaladas.
Le preocupa también el impacto del proyecto en el mercado de bienes de segunda mano.
Asimismo, hay que considerar que nuestro país se encuentra en un momento económico muy complejo, y no es conveniente impulsar proyectos que van a generar un impacto económico negativo.

El Honorable Senador señor Quinteros señaló que está de acuerdo con varias de las observaciones que formularon los invitados a esta y a las anteriores sesiones, las que hay que considerar conjuntamente con el objetivo de dar la protección necesaria al consumidor. Valora la idea de poder enriquecer la iniciativa en análisis.

En efecto, como han señalado los invitados, no se puede dar el mismo tratamiento a los distintos tipos de bienes, es indispensable la categorización de productos. Este proyecto busca ampliar la garantía legal en atención a las distintas calidades existentes de los productos, y no pueden todos tener el mismo trato.

Llamó a los invitados a hacer propuestas para mejorar el proyecto. No hay que olvidar que la finalidad es proteger al consumidor, subrayó. Pero no se trata de “liquidar” a las empresas ni a los empresarios.

En su parecer esta iniciativa es buena para los consumidores, y para ir despejando muchas dudas y aprehensiones que tienen los consumidores contra las empresas, al transparentar situaciones como las de las mantenciones de los autos.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe señaló que el proyecto se enmarca en una realidad que vive el país. La gente cambió y ahora demanda cosas y servicios y de buena calidad. Hay que adaptarse a esa realidad, tanto los proveedores como la legislación, pues de otro modo, situaciones como las descritas en los fundamentos de la moción, y muchas otras cosas que atentan contra el sentido común, van enfureciendo a la ciudadanía que se termina manifestando en las calles. Con esta iniciativa se trata de evitar que esta situación explote y termine resolviéndose este tema a destiempo y desreguladamente.

La moción aborda una problemática que existe al día de hoy y hay que reconocerla. No es razonable que productos de una naturaleza muy distinta, como un par de zapatos y un refrigerador, tengan la misma garantía. La economía también se perjudica por la efervescencia social y el desgobierno que provoca una ciudadanía irritada.

Concluyó señalando que el mérito de esta iniciativa es poner el tema sobre la mesa, sin perjuicio de las mejoras que se pueden introducir para enriquecer la moción. Expresó que es contraria a consagrar garantías abusivas, porque es tan malo como la falta de garantía. Por eso reitera la necesidad de encontrar un equilibrio.

El señor Ortiz dio respuesta a algunos de los comentarios. Reiteró que la posición de la SOFOFA y el Retail Financiero, entidades que representa, es favorable a la idea del proyecto, se estima necesario avanzar en esta materia. Sus comentarios se orientan a establecer una gradualidad, y lograr los equilibrios adecuados; en efecto, en la medida que se avance equilibradamente, y esta iniciativa fomente la libre competencia, se puede mitigar cualquier efecto en materia de mayor precio  

Este proyecto es incluso más importante que el de fortalecimiento del SERNAC, pues desde el punto de vista de la eficiencia no significa mayores costos para el Estado, y resuelve una cantidad importante de problemas que se ven día a día en las relaciones de consumo.

Finalmente la Comisión acordó solicitar a la Biblioteca del Congreso Nacional un informe sobre derecho comparado en la materia, que incluya información respecto el efecto en los precios en aquellos países que incorporaron cambios en relación con la garantía de los bienes durables.

° ° ° ° °

En sesión de 16 de noviembre, la Comisión escuchó a representantes de la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile, ODECU.

ORGANIZACIÓN DE CONSUMIDORES Y USUARIOS DE CHILE (ODECU)
El señor Stefan Larenas, Presidente de ODECU, comenzó señalando que la Organización de Consumidores y Usuarios de Chile es una organización con vocación nacional, con presencia en distintas ciudades, con ODECU Santiago, ODECU Copiapó, ODECU Rancagua y ODECU Punta Arenas.

Agregó que ODECU se conecta con una serie de organizaciones internacionales en la materia. Entre las redes internacionales con las cuales se relaciona ODECU, mencionó, entre otras, a Consumers International, Consumers Report, Organización de Consumidores y Usuarios (OCU), Facua, International Consumer Research and Testing (ICRT). Hizo presente que sus contactos internacionales en numerosas oportunidades le han llamado la atención respecto de lo breve de la garantía legal en Chile.

ODECU considera que éste es un buen proyecto y necesario desde la perspectiva de derechos del consumidor. Viene a actualizar la legislación nacional en la materia, dejándola con los mismos estándares de la Unión Europea.

El plazo actual para el ejercicio de la garantía legal de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor es efectivamente muy breve si se compara con el establecido en la legislación comparada. 

En la actualidad, por ejemplo, según datos del SERNAC, la mayor tasa de reclamos (90%) tiene relación con la negativa del vendedor a efectuar cambio, devolución o reparación gratuita del bien. En efecto, este tipo de actitudes siguen existiendo como una mala práctica de los proveedores.

El señor Larenas subrayó la importancia de un proyecto como el en estudio, que sin duda apoyan. Pero puso de relieve que si no se cuenta con la institucionalidad adecuada que pueda fiscalizar efectivamente, y que eduque al consumidor en estas materias, esta iniciativa puede ser “vacía”.

Una encuesta del SERNAC de 2014, realizada a 1.800 consumidores, mostró que un 19,5% de las respuestas relacionadas a “derechos del consumidor” se referían a derechos vinculados con la garantía. 

El señor Larenas manifestó que, de acuerdo con su experiencia, existe una gran confusión entre la garantía legal, extendida y el retracto. La garantía extendida constituye un verdadero “negocio aparte” para los vendedores. En cuanto al retracto, es un derecho distinto a la garantía, la posibilidad de ir a devolver el producto simplemente porque no me gustó u otra razón, es generalmente breve y voluntario; los consumidores muchas veces confunden la garantía legal con el derecho a retracto y piensan que por el hecho de haber vencido el plazo del retracto, ya no están cubiertos por la garantía.

El señor Larenas se refirió luego a la garantía de los vehículos. Explicó que el comprador de un vehículo actualmente tiene 2 opciones: 

- Realiza sus mantenciones solo en talleres autorizados por la marca, a un alto costo, pudiendo llegar a pagar a los 90.000 kms. hasta el 40% del valor del vehículo, y conserva su garantía, o;

- Realiza sus mantenciones en un taller homologado, a un valor sustantivamente menor, pero pierde la garantía. En tales condiciones, la garantía ofrecida deslinda con la publicidad engañosa, según señala el Boletín en discusión.

En esta materia, el señor Larenas consideró que la prohibición de exigir que las mantenciones se efectúen en determinados talleres autorizados es muy relevante, y más aún, estimó que es una oportunidad para fortalecer la credibilidad en la compra de un vehículo.
En relación a los aspectos destacados del proyecto de ley que modifica la ley N°19.496 estableciendo la garantía de bienes durables, el señor Larenas mencionó los siguientes:

- Diferenciar, por sus características, el tratamiento de un producto alimenticio o un medicamento con el de un computador, electrodoméstico o un vehículo. Tratándose de bienes durables, rara vez las dificultades se presentan tan tempranamente, y en este contexto la garantía legal en plazo de 3 meses en la práctica implica dejar dicho producto sin garantía.

- Acabar con lo el negocio de las garantías comerciales, garantías extendidas e integración vertical, con condiciones fijadas unilateralmente, en perjuicio de los consumidores.

- Aumento del plazo de la garantía legal de 3 meses para los bienes muebles durables usados y de 2 años para los nuevos.

- Prohibición de condicionar el derecho a la garantía a la realización de mantenciones del producto exclusivamente en el servicio técnico autorizado en el caso de los automóviles.

Opinión y recomendaciones de ODECU:

El señor Larenas, coincidiendo con el SERNAC, estimó que se podría recoger los avances propuestos, mejorando la redacción de los artículos 20 y 21 de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor, en lugar de agregar un estatuto propio.

Destacó que les parece altamente positivo que se avance en el establecimiento de un plazo mayor de garantía legal para bienes durables y que la garantía extendida o comercial no pueda en ningún caso reducir el plazo de la garantía legal.

Asimismo, consideró que debería contemplarse una modificación del plazo establecido para el ejercicio de los derechos de garantía en la prestación de servicios. El plazo actual de 30 días hábiles desde la prestación del servicio resulta muy breve, teniendo en cuenta que los efectos de una deficiencia en la prestación pueden presentarse con posterioridad, al igual que en los bienes.

El señor Larenas finalizó su exposición planteando algunas dudas que surgen de la lectura del proyecto. El artículo 22 D, relativo a la elección del consumidor a ejercer la garantía voluntaria o legal, implicaría mayor desarrollo. La norma propuesta debería especificar el efecto que tendría la elección de una garantía sobre la otra, si caduca, renueva, suspende o mantiene la no elegida. Es decir, si el consumidor eligiera la garantía voluntaria del fabricante ¿qué sucede entonces con la garantía legal? ¿Se extingue?

Esta nueva regulación relativa a la aplicación de la garantía legal también a los bienes usados podría generar efectos adversos no deseados en el comercio de este tipo de bienes. La lógica detrás de la venta de bienes usados es que precisamente el consumidor pueda beneficiarse de un bien usado o refaccionado o con ciertos deteriores, ya que ello se compensa con un menor precio que tienen estos bienes. 

Tal vez debería considerarse que la garantía legal aplicable a los bienes usados únicamente tuviera alcance en lo relativo a la funcionalidad principal del bien respectivo, por ejemplo, que la lavadora cumpla la función de lavado, sin que cubra otros aspectos que no son esenciales: rayaduras en las cubiertas de los bienes, falta de ciertas piezas o elementos o accesorios (ejemplo perillas de ciertos aparatos).

Concluyó declarando que apoyan íntegramente la legislación propuesta, con algunos matices que puede discutir la Comisión. Y resaltando la necesidad de contar con una autoridad con la capacidad de observar, fiscalizar y sancionar la aplicación de la ley.
° ° ° ° °
El Honorable Senador señor Moreira se refirió a la garantía de los vehículos. Hizo presente que según lo que se ha informado a la Comisión, existe un bajísimo porcentaje de reclamos que afecten a la industria automotriz. Pidió la opinión del señor Larenas al respecto.

El señor Larenas puso de relieve que la circunstancia que la industria automotriz tenga una baja tasa de reclamos, no simboliza en modo alguno que ellos no tengan problemas al respecto.

Agregó que la gente, en la mayoría de los casos, reclama lo que considera factible o fácil de reclamar, y hay un alto porcentaje de consumidores que no reclama.

Reiteró que, en su parecer es fundamental prohibir la exigencia de hacer las mantenciones en ciertos talleres autorizados, para la vigencia de la garantía, en los términos que la consagra el proyecto,.

La Honorable Senadora señora Pérez se refirió a los bienes de segunda mano y su garantía. Es un mercado que ha ido creciendo en nuestro país, por ejemplo Mercado Libre. Le parece muy relevante lo señalado por el señor Larenas. En efecto, fue un tema que hizo presente en sesiones anteriores.

Recordó que distintos invitados han señalado que esta normativa generará un encarecimiento de los productos, perjudicando en definitiva a los consumidores, como lo que ocurrió en Argentina; ODECU ha advertido de lo anterior en relación a los bienes usados. La Comisión pidió un informe a la BCN respecto de la medida en que subieron los precios en aquellos países que aumentaron la garantía legal. Pidió al señor Larenas comentar este tema.

El señor Larenas señaló que ninguna legislación destinada a proteger al consumidor puede en definitiva perjudicarlo, ese es un principio básico. La amenaza de subir los precios, de trasladar el costo al consumidor, está permanentemente presente cada vez que se legisla. El tema se plantea a propósito de los bienes de segunda mano, mercado que beneficia a mucha gente, y es importante que no suban los precios en este mercado que apunta a un público distinto.

En otro ámbito, consideró que la ley debe también cautelar respecto de la irresponsabilidad o abuso del consumidor en el uso de la garantía.
° ° ° ° °

En sesión de 30 de noviembre la Comisión escuchó la exposición del analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor James Wilkins.
BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

SEÑOR JAMES WILKINS


El analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor James Wilkins, realizó una presentación apoyado en un power point titulado “Garantía legal al consumidor. Modelos extranjeros y el elemento “durabilidad” del bien”.  Puso de relieve que la Comisión encargó a la Biblioteca del Congreso Nacional un informe sobre el concepto jurídico de bien durable en derecho comparado, y el impacto en la economía que se ha observado en aquellos países que han extendido la garantía legal, cuyos aspectos principales están contenidos en esta presentación.

Comenzó señalando que el concepto de bien durable asociado a garantía es muy difícil de encontrar en la legislación. En efecto, en la legislación anglosajona la durabilidad del bien es un concepto más ambiguo referido a todo el período en que el bien debiera naturalmente durar, como se observará en el caso de Australia, y es el juez quien lo determinará según el proceso de fabricación, material del que está hecho, finalidad, etc. En Europa, España lo menciona para efectos de la garantía convencional.

En relación a la segunda materia de investigación, el impacto de estas medidas en la economía y los precios, hizo presente que no fue posible encontrar ningún análisis o estudio al respecto. Mas aun, al menos en la Unión Europea, no se ha planteado un impacto económico negativo en la economía, ni aun en países como España que han adoptado la Directiva europea en la materia, lo que se puede deber en gran medida a que el mercado europeo es un mercado bastante cerrado dentro de la Unión, con muy baja cantidad de productos importados, por lo que los precios no se van a alterar por aumento de garantía o exigencia de servicio técnico, por poner unos ejemplos.

Luego se abocó a analizar en particular algunas legislaciones.

UNIÓN EUROPEA

Informó que la DIRECTIVA Nº 44 1999/44/CE define el nivel mínimo uniforme de protección de los consumidores en materia de ventas y garantías asociadas a bienes de consumo.

Los principales aspectos de la regulación contenida en esta Directiva son:

Garantía legal:

Para determinar cuándo procede la garantía legal, resolvieron utilizar un concepto amplio,  que constituyera una base común que fuera aplicable a todas las tradiciones jurídicas presentes en la Unión. El concepto utilizado es que la garantía opera por cualquier “falta de conformidad” que exista en el momento de la entrega del bien. La Directiva delega en los Estados miembros la definición de qué es falta de conformidad.

Los derechos que se consagran en favor del consumidor son:

- Reparación o sustitución;


- Reducción del precio o resolución del contrato.

Plazo:

- Dos años a partir de la entrega del bien. 


- Prescripción: dos años desde entrega del bien. 

Hizo presente la diferencia entre el plazo de la garantía y el plazo de prescripción, pues éste último se refiere al plazo en que se pueden ejercer los derechos derivados de la garantía, y el plazo de garantía es el plazo durante el cual se podrán producir ineficiencias, fallas,  o cualquier situación que se traduzca en “falta de conformidad” del bien. En este caso, atendido que ambos plazos tienen la misma duración, si la falla ocurriera el mes 23, día 30, el consumidor sólo tendría un día para ejercer sus derechos.

Estos plazos consagrados en la Directiva constituyen el estándar mínimo, las legislaciones internas pueden ampliar este plazo.

Productos de segunda mano:

Se establece una protección para los productos de segunda mano,  la que en ningún caso puede ser inferior a un año de garantía desde la entrega (convencionalmente).

La Directiva no contiene ninguna mención del concepto de durabilidad, ni respecto de las garantías convencionales o adicionales, ni de reglas especiales.
ESPAÑA

En España, regulan la materia la LEY 23/2003 sobre Garantías en la Venta de Bienes de Consumo y el Refundido Real Decreto Legislativo 1/2007.

La LEY 23/2003 sobre Garantías en la Venta de Bienes de Consumo,  hace suya y transpone a la legislación española, la citada Directiva Nº 44 1999/44/CE.

Garantía legal y derecho opción: Se contemplan los mismos derechos de la Directiva Europea, con los mismos plazos. 

Reglas especiales. La legislación española contempla algunas reglas especiales, que difieren del estándar mínimo fijado por la Unión Europea, referidas a:

1.- Exclusiones. Se excluyen de esta garantía:


- Bienes adquiridos mediante venta judicial.


- Agua, gas no envasados.


- Bienes de segunda mano adquiridos en subasta a la que los consumidores pueden asistir personalmente.

2.- Definición de conformidad de los bienes. La LEY 23/2003 consagra la noción de conformidad de los bienes, y por lo tanto se puede deducir cuando hay disconformidad y procede el derecho a reclamar.  Existe conformidad del bien cuando:

- Se ajusten a la descripción realizada por el vendedor y poseen las cualidades del bien que el vendedor haya presentado al consumidor en forma de muestra o modelo.


- Sean aptos para los usos a que ordinariamente se destinen los bienes del mismo tipo.


- Sean aptos para cualquier uso especial requerido por el consumidor cuando lo haya puesto en conocimiento del vendedor y éste haya admitido que el bien es apto.


- Presenten la calidad y prestaciones habituales de un bien del mismo tipo que el consumidor pueda fundadamente esperar, habida cuenta de la naturaleza del bien y, en su caso, de las declaraciones públicas sobre las características concretas de los bienes hechas por el vendedor, el productor o su representante, en particular en la publicidad o en el etiquetado.

En cuanto a la Prescripción,  la acción para reclamar el cumplimiento de la garantía legal, prescribe a los tres años desde la entrega del producto; es decir, después de los dos años en que se puede producir la disconformidad o la falla, el consumidor cuenta con un año más para reclamar.

3.- Productos duraderos: La legislación española habla específicamente de productos de naturaleza duradera,  para dos efectos:

- Garantía comercial (adicional): En los productos de naturaleza duradera debe entregarse al consumidor la garantía comercial formalizada por escrito o en cualquier soporte duradero donde conste expresamente los derechos que del consumidor ante la falta de conformidad con el contrato. Es decir se establece una obligación adicional, pero solo respecto de los bienes de naturaleza duradera.

- Reparación y servicio postventa: Se establece una obligación para los proveedores de productos de naturaleza duradera, pues se consagra el derecho a un adecuado servicio técnico y a la existencia de repuestos durante el plazo mínimo de cinco años a partir de la fecha en que el producto deje de fabricarse.

La LEY 23/2003 se remite a un reglamento anterior a su dictación, para la definición de bienes de naturaleza duradera. El Real Decreto 1507/2000 contiene la siguiente definición de bienes de naturaleza duradera, estableciendo un catálogo de bienes:

- Instrumentos y material de óptica, fotografía, relojería y música.


- Herramientas, cuchillería, cubertería y otras manufacturas metálicas comunes.


- Muebles, artículos de menaje, accesorios y enseres domésticos.


- Aparatos eléctricos, electrotécnicos, electrónicos e informáticos y su software.


- Vehículos automóviles, motociclos, velocípedos, sus piezas de recambio y accesorios.


- Juguetes, juegos, artículos para recreo y deportes.


- Vivienda.

AUSTRALIA


El señor Wilkins puso de relieve que en el derecho anglosajón no se encontró una definición de bienes durables o de naturaleza duradera. No obstante, se referirá al caso de Australia pues cuenta con una ley de protección de los derechos del consumidor que en cuanto a derechos es muy similar a la nuestra.

En efecto, Australia tiene la Competition and Consumer Act del 2010. Los principales aspectos de la garantía son:

Garantía legal y derecho opción:

- Opera en caso de deficiencia o falla.


- Derecho de opción: Devolución del dinero; reparación; sustitución o rebaja del precio.

Exclusiones:

- Bienes destinados a actividad comercial y cuyo valor sea superior a $40,000.


- Ventas privadas (sin habitualidad); ventas de garage; ventas escolares.


- Ventas en subastas.


-Ventas de bienes para la provisión (intermediarios).

Plazo de la garantía legal. El señor Wilkins destacó que en este ámbito, la ley australiana establece una fórmula bastante particular, la garantía opera durante la vida razonable del producto (lo que se puede esperar del producto según su finalidad, el material de que está fabricado, etc), incluso si se han agotado otras formas de garantía (Express warranties; Warranties against defects; Extended warranties). Recordó que esta disposición se consagra con la lógica del derecho anglosajón que se caracteriza por contemplar disposiciones ambiguas y dejar su precisión a la decisión del juez.

Manifestó que resulta atractivo incorporar una norma como la señalada, pero se corre el riesgo que se genere gran litigiosidad como ocurre en países como USA, y se aumente indirectamente el precio del producto. Con una norma que establece un plazo fijo como la chilena, el consumidor tiene una parte del problema ya resuelto.

BIENES DE CONSUMO DURADERO (CHILE):

El señor Wilkins señaló que investigó en nuestro ordenamiento una definición de bien durable. 

En esa línea,  informó que el Instituto Nacional de Estadísticas clasifica los sectores industriales por destino económico de los bienes en bienes de consumo duradero y no duradero.

En relación a los productos Duraderos menciona indirectamente (pues la referencia que hace el INE es a la industria respectiva), los siguientes: 

-Productos electrónicos de consumo, instrumentos de óptica y equipo fotográfico


- Productos electrónicos de consumo.


- Instrumentos de óptica y equipo fotográfico.


- Aparatos domésticos.


- Motocicletas, bicicletas, vehículos y otro material de transporte.


- Muebles.


- Artículos de joyería, bisutería e instrumentos musicales.


- Artículos de joyería, bisutería y similares (los repite, ampliándolos).


- Instrumentos musicales (los repite).
° ° ° ° °

Finalizada la intervención del señor Wilkins, los Honorables Senadores presentes formularon consultas y comentarios.

El Honorable Senador señor Moreira consultó si la legislación española entrega al reglamento la regulación más detallada de los denominados bienes de naturaleza duradera. Recordó que se ha planteado precisamente que este proyecto de ley entregue su aplicación y ejecución en detalle a un reglamento.

La Honorable Senadora señora Pérez felicitó en primer término la exposición del representante de la Biblioteca del Congreso Nacional. Puso de relieve que la realidad española y europea es muy distinta a la nuestra. Si bien culturalmente somos similares, la realidad de carácter económico y la preparación de los consumidores para enfrentar temas relativos a los derechos del consumidor son distintas. En ese sentido, y considerando que el objetivo de la Comisión siempre es defender los derechos de los consumidores, manifestó que hay que buscar una solución intermedia, un equilibrio en lo que en definitiva se apruebe, de modo de no acabar perjudicándolos a ellos o a las pocas industrias que hay en nuestro país, o las pymes.

El Honorable Senador señor Tuma agradeció la exposición. Señaló que sin perjuicio de la necesidad de perfeccionamiento del proyecto, es claro que esta iniciativa viene a cubrir un vacío en nuestra legislación. Puso de relieve la necesidad de aprobar en general el proyecto para luego, durante la discusión particular, introducir las enmiendas necesarias para lograr un equilibrio, considerando lo manifestado por los distintos actores invitados, pero en primer lugar garantizar que los derechos de los consumidores van a ser protegidos.

El Honorable Senador señor Quinteros reflexionó que la Comisión ha recibido en audiencia a distintos sectores que han dado su opinión en relación a esta iniciativa, y la mayoría ha coincidido en que se trata de un buen proyecto que requiere de algunas mejoras y precisiones, como la necesaria distinción entre distintos tipos de bienes durables. Es fundamental legislar en esta materia para avanzar en la protección del consumidor, que debe tener una garantía adecuada del bien que está comprando.

Consideró que este proyecto de ley debiera servir también para que nuestro mercado no se llene de productos de mala calidad.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe coincidió en que esta moción aborda un área no cubierta hoy día para los consumidores.

Consultó si en derecho comparado se consagra alguna distinción en la definición de bienes durables, que diferencia los distintos tipos de bienes durables. Al respecto, recordó lo que se ha planteado por distintos invitados, en el sentido que no es lo mismo un bien durable como un pantalón o un par de zapatos, que un refrigerador o un automóvil, y por lo tanto deberían tener una garantía distinta, pues se trata de respetar los derechos del consumidor y no de generar garantías abusivas.

El analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, dio respuesta a las inquietudes planteadas.

En relación a la consulta del Honorable Senador señor Moreira, del soporte legal del concepto de durabilidad y el detalle de los derechos en España, declaró que es la ley la que la norma, pero un decreto administrativo, anterior a la dictación de la ley, del año 2000, es el que reglamenta lo relativo a los bienes de naturaleza duradera, pero sólo para los dos efectos señalados en la exposición, esto es para la garantía adicional y para determinar aquellos que tienen la obligación de contar con servicio técnico y con repuestos por más de 5 años.

Llamó la atención que uno de los problemas en Chile es que dentro de una misma categoría de bien, por ejemplo un hervidor eléctrico, encontramos bienes de precios y calidades muy disímiles, pero ambos deben ser considerados bienes durables, lo que no ocurre en un mercado como el europeo que es bastante cerrado dentro de la Unión Europea, y por lo tanto no tiene tantos productos importados. Por eso es complicado aplicar en nuestra realidad una norma como la española, relativa al servicio técnico y los repuestos, pues en el caso de que el consumidor opte por la reparación muchos importadores no podrán cumplir; quizás hay que en ciertos casos la fórmula legal debiera permitir al proveedor elegir entre la sustitución o la reparación.

Puso de relieve que jurisprudencialmente en nuestro país se ha discutido respecto del deber/derecho de reparación, pues no se establece un plazo para la reparación ni se regula las oportunidades de reparación, y eso trae una serie de consecuencias como por ejemplo que el consumidor no sabe cuándo le van a devolver el bien que mandó a reparar.

En relación a la consulta de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, respecto de una “clasificación” de bienes durables, señaló que sólo contempla un catálogo de bienes durables, el problema precisamente es que en este catálogo se comprenden bienes de distinta naturaleza, y también diferentes calidades y procesos de elaboración.

° ° ° ° °


En sesión de 14 de diciembre, intervinieron representantes de la Camara de Repuestos y Accesorios de Chile A.G. CAREP A.G, y la Organización de Consumidores y Usuarios ORCUS.

CAMARA DE REPUESTOS Y ACCESORIOS DE CHILE A.G. CAREP A.G

Intervino en representación de CAREP A.G, su Presidente, señor José Pérez Vanzulli, quien agradeció la oportunidad de expresar sus ideas y comentarios respecto del proyecto de modificación de la ley Nº 19.496, en la cual se discute la modificación de las garantías de los bienes durables. 

Comenzó presentando a su Institución. Expresó que CAREP AG, es una entidad gremial, con 14 años de existencia, que tiene como fin promover la generación, el desarrollo, el progreso comercial de sus socios, dentro de un comportamiento ético en sus actividades. La asociación gremial, cuenta con 49 socios, entre importadores y comercializadoras de repuestos de automóviles, que importan más del 50% del valor de todas las importaciones de repuestos automotrices (partes y piezas), no genuinos, que ingresan a nuestro país. 

Manifestó que su interés particular en la ley Nº 19.496, es que hoy se abre una puerta para evitar, de alguna forma, el amarre que ejercen las marcas con respecto a las mantenciones de los vehículos, debido a la obligatoriedad de realizar las mantenciones en sus propias redes de concesionarios. Saben y entienden la importancia de realizar las mantenciones, de un bien durable, y apoyan técnicamente esto, pero también saben que no necesariamente debe ser realizada por el distribuidor autorizado, quien de alguna forma, se aprovecha para mantener cautivo al cliente y cobrar precios excesivamente caros al usuario final. 

A continuación detalló algunos temas, que creen imprescindibles de mencionar, de forma de entender como funciona el mercado automotriz y el porqué de su propuesta:

1.- Diferencia entre repuestos genuinos / originales / alternativos:

El repuesto genuino es el repuesto que la marca del automóvil, manda a fabricar y el cual es comercializado solo a través de los concesionarios de la marca. 

Cabe aclarar, que los “fabricantes” de automóviles, no fabrican las piezas del vehículo, sino que son solo ensambladoras de las partes y piezas. Por eso es que en el resto del mundo se habla de ensambladoras y no de fabricantes. Estos compran los motores, ejes, frenos, airbags, computadores, etc. y ensamblan todo para construir el vehículo.  

El repuesto original es aquel que es fabricado por una empresa que vende estos repuestos, tanto como equipo genuino (la marca del automóvil) como con su propia marca. Por ejemplo, Bosch, Valeo, SKF, etc. 

El repuesto alternativo es aquel que es fabricado por empresas que no venden sus repuestos a las marcas de automóviles, por diversos motivos largos de explicar. 

Dentro de estas tres categorías de productos, podemos encontrar miles de fábricas de diferentes procedencias, americanas, europeas, asiáticas, sudamericanas y que normalmente se especializan en un sub rubro de las partes y piezas automotrices, como frenos, neumáticos, motores, cajas de cambio, suspensión, etc. Incluso, muchas de estas fábricas, las más grandes, a su vez mandan a producir ciertas partes y piezas en otras fábricas menores, para así poder ampliar su gama de productos disponible. Cabe hacer presente, que en E.E.U.U. las grandes marcas de vehículos, como Ford con su marca Motorcraft, General Motors con su marca AC Delco y Chrysler con su marca Mopar, comercializan piezas alternativas y que venden con la garantía de su propia marca.   

2.- Comercialización en la industria automotriz:

Explicó que tal como mencionó anteriormente, las marcas de automóviles, mandan a producir los componentes de cada vehículo a diferentes fábricas especializadas, los cuales ensamblan y comercializan el vehículo en cada uno de los países donde tienen un distribuidor. Normalmente y como pasa en Chile, el distribuidor es el importador de los vehículos y de los repuestos genuinos de estos, los cuales comercializa a través de sus propios locales o de concesionarios tercerizados y quienes están obligados a mantener un local de venta de autos y de taller, para realizar las mantenciones de los vehículos. De esta forma, el repuesto comprado por la marca en el país de origen, pasa desde el fabricante a la casa matriz, de ésta a un distribuidor en el mismo país, de ahí al distribuidor del país de destino, de éste al concesionario y del concesionario al cliente final, es decir, pasa por tres ó cuatro empresas donde cada uno margina por el producto, encareciéndolo al consumidor final. 

Por otra parte, con los repuestos originales o alternativos, el fabricante vende directamente al importador en Chile, quien a su vez vende a la casa de repuesto y/o al taller mecánico, teniendo solo dos o tres  pasos en los cuales obviamente, también cada uno de ellos margina. 

De esta forma, se puede apreciar que solo bajar un eslabón en la cadena de valor, permite al consumidor final ahorrar en el costo de los productos y por ende en el costo del servicio de mantención. 

A raíz de esto, hoy en día muchos usuarios prefieren perder la garantía de su vehículo y no realizar las mantenciones en los talleres concesionarios de las marcas, para evitar el alto costo que significa, e incluso han podido apreciar, que prácticamente más del 80% de los consumidores finales, dejan de mantener el vehículo en el concesionario, toda vez que se cumple el período de garantía. Es así como las tasas de retención de los vehículos chinos, es casi 0% por parte de los concesionarios, en cambio de vehículos de lujo, las tasas de retención hasta el cumplimiento de la garantía, es superior al 70%, ya que esos usuarios tienen más posibilidades de pagar por esas mantenciones. 

3. Como se abordaron los temas tratados en otros países: 

Al igual como en Chile, tanto en EEUU como en Europa, también tuvieron que legislar sobre la garantía de los bienes durables y específicamente en el tema de vehículos, se trató de la siguiente forma. 

De acuerdo a la Comisión Federal de Comercio (FTC en inglés), que es el equivalente al SERNAC en Chile, declara ilegal que un distribuidor rechace la cobertura de la garantía solo por el hecho que el dueño del vehículo haya realizado la mantención o reparación en un taller que no sea concesionario de la marca. 
El representante de la marca, sin embargo, puede obligar al dueño del vehículo a ir al concesionario, si es para realizar un trabajo en garantía, dado que son ellos que en forma gratuita están dando el servicio. 

Dicho lo anterior, puede haber ciertas situaciones en las que una reparación puede no estar cubierta por garantía. Por ejemplo, si se cambio la correa del motor de forma incorrecta y el motor está dañado, el representante de marca puede negar la garantía, pero debe ser capaz de demostrar que producto del cambio incorrecto se dañó el motor, en lugar de otro defecto. En tal caso, igualmente se mantiene la garantía para otras partes del vehículo. 

La ley “Magnuson-Moss Warranty Act”  proclama que sea ilegal que los representantes de marca puedan rechazar garantías por el solo hecho de haber utilizado en una reparación o mantención, productos de aftermarket. Solo puede exigir al usuario, instalar piezas genuinas, cuando se está entregando una garantía en forma gratuita. Obviamente, en caso que el producto de aftermarket instalado, haya fallado o se haya instalado mal, el representante de marca puede rechazar la garantía, pero debe demostrar al cliente el fallo de la pieza o de la mala instalación. 

4. Posibilidad Técnica:

Como han señalado varias veces, los repuestos pueden ser de tres categorías, genuino, original y alternativo, y cualquiera de las tres pueden cubrir los requerimientos técnicos como de calidad necesarios para el vehículo. Pero también cabe señalar, que dentro de los repuestos alternativos, puede que lleguen a Chile productos de mala calidad, falsificados o que no cumplan con el requerimiento técnico adecuado. Desgraciadamente, en Chile no existe una normativa respecto a certificaciones internacionales, que permitirían filtrar de mejor forma tanto la importación de productos falsificados como productos que no cumplen con ninguna exigencia técnica internacional. 

Aun tomando nota de lo anterior, esto no disminuye la factibilidad técnica de abrir la posibilidad a los usuarios finales de realizar las mantenciones en talleres multimarca, ya que técnicamente es demostrable, cuando un producto falla o cuando el servicio realizado no fue hecho como corresponde, por lo tanto la marca en este sentido, podría rechazar una garantía si al revisar el vehículo, se da cuenta que el repuesto falló o el servicio fue mal realizado. 

Consideró que es importante destacar, que para que todos los talleres multimarca, tengan la misma posibilidad de reparar los vehículos, debieran las marcas dar a conocer los productos que se utilizan en las reparaciones y las mantenciones de pauta que corresponden realizar. Hoy solo los talleres o importadores que cuentan con mayores recursos pueden a través de examinar los vehículos, desarmándolos para su revisión o través de información de fabricantes de repuestos, llegar a saber el tipo de repuesto que utiliza cada vehículo, pero con un desfase de casi dos años en promedio, por lo que el usuario final solo puede encontrar los repuestos alternativos u originales en el mercado, cuando su vehículo tiene a lo menos un año de antigüedad. 

Una ley de apertura, permitiría tener los repuestos y los talleres acondicionados, para realizar el servicio de mantención desde el primer día.  

5. Posición de CAREP AG frente a la propuesta de ley:

A raíz de lo señalado en los puntos anteriores, como asociación gremial proponen:

- Todo vehículo, debe ser mantenido de acuerdo a las pautas de la marca. Es decir, se debe realizar en los kilometrajes que la marca determina. 

- Definir como paso fundamental, que las mantenciones puede ser realizadas en cualquier taller mecánico y que puede realizarse tanto con repuestos originales como alternativos, de esta forma el consumidor final tendrá mayores y mejores accesos a realizar las mantenciones de su vehículo. 

- Que sea la marca, que con argumentos técnicos, deba demostrar que el trabajo realizado no fue ejecutado correctamente o que el producto (repuesto) utilizado falló y provocó la falla en el vehículo. 

- Que el SERNAC cuente con peritos técnicos, independientes, que permitan al SERNAC apoyarse en caso de diferencias entre servicios y usuarios finales.

- Que en un futuro, lo más cercano posible, pudiera existir una norma que obligue a los importadores a traer productos con certificaciones internacionales o propias, como ocurre en todos nuestros países vecinos. Esto sin duda que haría más fácil el trabajo para todos los actores mencionados en este documento. 
- Que se entregue más apoyo al Servicio Nacional de Aduanas, para que pueda continuar con el trabajo que hoy realiza de revisión de mercadería, logrando detectar una gran cantidad de productos falsificados, pero revisando aun un porcentaje menor de productos importados. Mejorar sustancialmente las penas que la ley impone a aquellos importadores que falsifican cajas y/o repuestos, ya que con la actual vigente no hay una efectiva penalización a los infractores. 

En miras a estos objetivos, manifestó estar disponibles para colaborar con toda la información posible a su alcance y que permita a la comisión presente, evaluar de mejor forma la propuesta de ley. 

Organización de Consumidores y Usuarios (ORCUS)

El Presidente de la Organización de Consumidores y Usuarios ORUS, señor Guillermo Henríquez, agradeció la invitación y dio a conocer la opinión de la organización que representa, en relación con el proyecto de ley en estudio.

Señaló que el proyecto de ley les parece interesante, toda vez que se hace cargo de problemas reales que afectan a consumidores de nuestro país. El fundamento del proyecto consiste en la búsqueda de equilibrio entre las relaciones entre proveedores y consumidores que, en estos casos y otros resultan bastante desequilibradas.

El proyecto se refiere a bienes muebles durables y cita como ejemplo al caso de la industria automotriz, mencionando las malas prácticas y abusos de común ocurrencia como es el caso de las garantías condicionadas a la mantención del vehículo, en un proveedor específico, con lo que el consumidor pierde o se le condiciona su derecho a elegir.

En lo medular, y para enfrentar estos problemas el proyecto propone aumentar el plazo de la garantía legal de los bienes durables a 2 años, en consonancia con diversas legislaciones europeas citadas a modo de ejemplo.

Respecto de esta propuesta señaló:

1.- Que la industria automotriz, citada como ejemplo, otorga en la actualidad una garantía de 3 años o de miles de kilómetros, por tanto, les parece que los legisladores debieran recoger ese hecho del mercado, y establecer para este tipo de bienes una garantía de esa extensión cuyas características o condiciones debieran quedar contempladas en la norma respecto de este mercado específico.

Respecto de las demás industrias de bienes durables mantener la propuesta de 2 años de garantía como lo indica el proyecto.

2.- Además, las tecnologías incorporadas a estos bienes como por ejemplo los electrónicos, no permiten al consumidor comprender cabalmente las características finas de estos aparatos por lo que en muchos casos se percatan tardíamente de fallas o inconvenientes que no pueden ser atribuidos al uso de los mismos.

Por ello les parece que además, de extender el plazo de las garantías en este tipo de bienes debe incluir un aumento del plazo para iniciar acciones. Los plazos para ejercer las acciones que la ley entrega hoy son exiguos, en efecto, el plazo de seis meses establecido en el actual artículo 26, resulta insuficiente no solo para las demandas individuales sino por sobre todo para las demandas colectivas donde está en juego el interés de muchas personas y en ese sentido proponemos la modificación de la frase seis meses por dos años para el caso de demandas individuales y cuatro años para demandas colectivas. La búsqueda de datos y la preparación de una demanda realizada responsablemente requieren tiempos que, por la experiencia acumulada en los últimos 5 años hacen necesaria esta modificación.

3.- Los bienes durables de uso doméstico, en el caso de aquellos que se adquieren con fallas de fábrica o atribuibles a la manipulación del proveedor o de su distribución, tienen en muchos casos el inconveniente de que no es fácil para el usuario o consumidor probar tales fallas lo que ha impedido hacer justicia particularmente en ciudades de regiones.

Por ello se propone que en estos casos el juez competente pueda distribuir la carga de la prueba conforme a la disponibilidad y facilidad probatoria para cada parte del litigio.

Solicitó la inserción de este tema porque contribuye a eliminar la desventaja en que regularmente se encuentra el consumidor afectado  frente a proveedores con superiores recursos y capacidades.

4.-Finalmente, ORCUS propone la inclusión de una medida precautoria por la cual, una vez decretada la admisibilidad de una demanda, el cobro que realiza la empresa proveedora de aquel bien durable materia del juicio, pueda ser suspendida por el juez hasta la sentencia definitiva, es decir,  para evitar que el consumidor tenga que pagar la deuda del bien mientras no se resuelva la culpabilidad o inocencia del proveedor.

Esto impedirá la ocurrencia de casos en que los consumidores deben continuar pagando un producto defectuoso respecto del cuál no puede hacer uso.

Intervino también la señora Cecilia Vallejos, de la Asociación de Consumidores de Quinteros puso de relieve la importancia de regular el tema de los automóviles, y que los consumidores tengan la información respecto de los repuestos, y llamó a los Honorables Senadores a regular esta materia. Debido a la falta de información, hoy en día los concesionarios controlan este mercado y merman los derechos de los consumidores.

° ° ° ° °

Finalizadas las exposiciones, intervinieron los Honorables Senadores presentes.

El Honorable Senador señor Pizarro puso de relieve que el principal argumento de los fabricantes de vehículos es que sólo ellos pueden garantizar las mantenciones de los vehículos y la calidad de los repuestos que se utilizan. Pero la intervención de CAREP, que consideró muy ilustrativa, ha mostrado que existe una alternativa.

Por otra parte, el Honorable Senador señor Pizarro subrayó que el estudio de esta moción ha dado lugar a un debate sobre desinformación y abusos en materia de consumidores, que es muy interesante. No obstante, llamó a tener cuidado con regular excesivamente la materia, lo que podría incluso ser dañino para la competencia del mercado y para los usuarios. Estimó que hay que centrarse en la calidad de los productos, y en apuntar a que ningún proveedor de un producto, para los efectos de su mantención, pueda tener cautivo a un consumidor, y para garantizar eso es necesario contar con la información adecuada y tener la garantía que las alternativas que hay son tan buenas como las “originales”.

Comentó que le hace mucho sentido la propuesta de ORCUS respecto al congelamiento del crédito, pero llamó la atención que la mayoría de las veces el crédito lo ha otorgado una institución financiera distinta. Si se trata de la misma empresa, podría estudiarse la posibilidad de suspender el pago hasta que la empresa solucione el problema.

El Honorable Senador señor Quinteros destacó que la exposición de CAREP ha sido muy clarificadora, porque es precisamente ese el punto neurálgico de esta discusión respecto a los vehículos. Mencionó, a modo de ejemplo, que la última mantención de su vehículo particular costó sobre cuatrocientos mil pesos, y ese alto precio se debe al costo de los repuestos. Compartió las recomendaciones que efectúan los representantes de CAREP, y declaró que está totalmente de acuerdo con lo planteado. Anunció la presentación de indicaciones recogiendo algunas de las propuestas.

En referencia a la propuesta de ORCUS de aumentar la garantía de los vehículos a 3 años, consideró que es razonable adecuar el plazo a lo que actualmente ofrece voluntariamente el mercado u otro plazo, pero en su parecer más que el plazo de garantía lo fundamental es que se permita hacer las mantenciones en otros talleres distintos del de la concesionaria, conservando vigente la garantía.

La Honorable Senadora señora Pérez coincidió con lo expresado por el Honorable Senador señor Quinteros. Pidió conocer el “dato duro” en términos de porcentaje de diferencia entre el valor de las mantenciones en un taller autorizado por el concesionario, y en un taller alternativo con repuestos alternativos. Los representantes de CAREP comprometieron el envío de la información.

Asimismo, valoró ambas presentaciones. Precisamente el de los automóviles es un mercado cautivo. 

Propuso estudiar la posibilidad de redactar una indicación que acoja la propuesta de ORCUS relativa al congelamiento de las cuotas en caso que el producto falle. Este tema debe regularse y determinarse cuidadosamente para evitar dar pie a abusos por parte de los consumidores.

Intervino luego el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Moreira, quien en primer término abordó lo relativo al costo de las mantenciones, que como señaló el Honorable Senador señor Quinteros, es uno de los temas centrales a considerar en esta discusión. Manifestó que si bien el precio de los repuestos es uno de los factores de ese alto costo, otro de los factores muy relevantes es el valor de la mano de obra. Asimismo recordó que los representantes de ANAC y CAVEN, entre otros, han puesto de relieve el bajísimo nivel de reclamos en el SERNAC.

Se refirió a la presentación de ORCUS. Hizo presente que la ley no puede regular los precios, pero si la calidad y la garantía de los bienes.

Finalmente reiteró que, como ha señalado en sesiones anteriores, la ley no puede contemplar una regulación tan detallada de esta materia, y que ese detalle debe consagrarse en un reglamento.

El Honorable Senador señor Tuma felicitó las presentaciones efectuadas. Recordó que es uno de los autores de la moción en estudio, y que como autores el objetivo fue llenar un vacío existente respecto del plazo de garantía de cierto tipo de bienes como son los bienes durables, que no son iguales que otros. Agregó que después de varias sesiones destinadas a estudiar este asunto, y de escuchar múltiples exposiciones, resulta claro que los consumidores se encuentran en la más absoluta orfandad de información; por ejemplo en materia de repuestos, en la sesión de hoy se ha evidenciado que existe una enorme falta de información.

Concluyó señalando que para velar por la libre competencia es indispensable un adecuado nivel de información de los consumidores. En esta área hay un rol importante del SERNAC, mucho trabajo por hacer para orientar a los consumidores.

El representante del Ejecutivo, señor Adrián Fuentes, manifestó que están trabajando con SERNAC en este tema, revisando la moción y la experiencia comparada en la materia. Expresó que en ese sentido la exposición de la Biblioteca del Congreso Nacional resultó muy interesante. Declaró que este es un tema bastante complejo.
° ° ° ° °

En sesión de 21 de diciembre, la Comisión escuchó la exposición de la Asociación de Empresas de Telefonía Móvil, ATELMO.

ASOCIACIÓN DE EMPRESAS DE TELEFONÍA MÓVIL (ATELMO)

El Presidente de ATELMO, señor Guilleromo Pickering, inició su exposición mostrando las siguientes láminas, relativas a la penetración de la telefonía móvil en nuestro país. Expresó que la telefonía móvil alcanzó en Chile una penetración de 124,7 abonados cada 100 habitantes en junio 2016, y continúa la tendencia de crecimiento de los abonados de contrato, los cuales a junio 2016 representan un 35,4% del total de abonados.
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Fuente: Reporte Estadísticas Subtel, extraído de www.subtel.cl, noviembre 2016

Declaró que la industria móvil está contribuyendo a cerrar la brecha digital. Esto se evidencia en el total de internet móvil por habitante, según estadística de la OECD y Subtel; en efecto sumando todos los accesos inalámbricos, el 58% de la población de Chile accede a internet inalámbrico

[image: image21.png]1.2.2. OECD Mobile broadband subscriptions per 100inhabitants, by

150 technology, Dec. 2015
125
100

g LTI

50 Data and voice subscriptions [standard mobile broadband]

oo e gt e o]

ol funerebreakdownnot avaiaie)

25
0
6‘&“@“»"5‘@\ ¢ e é XS WSES @“@&”’&*%‘0%%\\“’0?\@(@
Ry *M@ SR I
& & \\ N o &




[image: image22.png]-G 4G =gmPenetracion 3G+4G 62,6

12.000
11.000
10.000
9.000
8.000
7.000
6.000
5.000
4.000
3.000
2.000
1.000





Como se puede observar en el último gráfico, según la SUBTEL a junio 2016 había un 62,6% de penetración de internet inalámbrico de alta velocidad.

El señor Pickering señaló que estos gráficos demuestran el peso de la industria, y agregó que una norma del tenor de la que se estudia en la Comisión es sumamente relevante para el sector.

Formuló luego algunos comentarios al proyecto de ley, apoyado en una presentación power point. Indicó que la presente moción tiene por finalidad modificar la Ley 19.496, sobre Protección al Consumidor, en materia de bienes durables, entendiéndose estos como; aquellos bienes no consumibles que, por su esencia, han de tener larga vida útil en manos del consumidor, como los electrodomésticos, los productos tecnológicos o los vehículos. Se señala que los bienes durables corresponden a un producto que exige un tratamiento distinto, toda vez que en este caso, rara vez las dificultades se presentan  de forma temprana, por lo que fijar la garantía legal en el breve plazo de 3 meses se estima equivalentemente  como el dejar dicho producto sin garantía. 

Se postula la ampliación de la garantía legal de 3 meses a 2 años en el caso de los bienes durables nuevos, manteniendo el plazo vigente para el caso de aquellos de segunda mano.

Consideraciones al proyecto de ley:

La compra de un bien debe ser entendida no sólo como un momento, si no más bien como una relación entre empresa y consumidor, en la empresa no sólo ofrece dicho bien, si no que, por sobre todo entrega una “experiencia”, la que será la base de una futura relación de confianza entre las partes.

El equilibrio que logra la institución de la garantía se  desarrolla dentro de un margen de tiempo, entendiéndose que ha existido la oportunidad razonable de advertir los defectos o problemas del producto, tiempo que el proyecto en cuestión aumenta de forma considerable, siendo que estos bienes en muchas oportunidades tienen una obsolescencia equivalente o menor que el plazo de garantía que se propone. Puso de relieve que eso es precisamente lo que ocurre con la telefonía móvil.

Dio a conocer algunas consideraciones  técnicas al proyecto de ley. Aumentar la garantía legal de los bienes durables de 3 meses a 2 años posee múltiples implicancias:

- Entre los bienes durables se distinguen varias familias de productos con distinta durabilidad. En el caso de los  smartphones, se estima que su obsolescencia comienza en los 2 años, lo que dejaría los equipos de la llamada “gama baja” en una situación bastante compleja.

- La garantía de dos años parece excesiva. Es necesario precisar y diferenciar las categorías de bienes durables a los que se aplicará esta garantía y diferenciar las condiciones. Los teléfonos celulares son equipos tecnológicos que son utilizados prácticamente 24/7. Distinto al caso de un electrodoméstico u otro equipo electrónico.

- Posible impacto en el precio a público ya que se debe mantener un servicio técnico post venta. También puede provocar que empresas dejen de importar/producir bienes de menor costo y opten por bienes de mejor calidad y mayor valor final. Esto afectaría a un importante grupo de consumidores que privilegia el bajo precio de los equipos de la “gama baja”.

- Los productos tecnológicos (bienes eléctricos y electrónicos) tienen obsolescencia entre 6 y 12 meses por cambios de tecnología.* Un producto que aun tenga garantía ya va a estar obsoleto y el cliente tenderá a cambiarlo por uno nuevo sin que el producto esté defectuoso lo que traerá distorsiones al negocio. Su vida útil sin embargo puede ser mayor.

- Se estima que los consumidores en promedio renuevan sus terminales móviles en 18.7 meses.

ATELMO realiza las siguientes propuestas al proyecto de ley:

- Diferenciar productos y sus garantías asociadas según su intensidad de uso, obsolescencia tecnológica, renovación, zona geográfica de uso, durabilidad y  valor residual.

- Implementar gradualmente la extensión de la garantía legal para no afectar los precios al consumidor al aumentar los precios de la mantención del servicio técnico.

- Mejorar la definición de garantía y cuándo aplica, para que no quede espacio para interpretación. Por ejemplo, aclarar de buena manera cuándo corresponde a mal uso o a falla del producto.

- Entregar mayor información y transparencia al consumidor para una mejor toma de decisión. Se propone entregar más información sobre mantención y el correcto uso del bien durable, las condiciones para ejercer la garantía, entre otros.
° ° ° ° °
El Honorable Senador señor Moreira declaró que la Comisión tiene presente la necesidad de distinguir entre distintos tipos de bienes durables, y que se ha evaluado contemplar esa distinción en un reglamento.

Consultó al señor Pickering qué plazo de garantía considera razonable para los teléfonos.

En su opinión, la idea del proyecto de ley en estudio es interesante. No se trata de  perjudicar a la industria o rigidizarla, sino que de que se respeten las garantías para los consumidores 

El Honorable Senador señor Tuma agradeció la exposición. Manifestó que esta y otras exposiciones que se han realizado, obligan a la Comisión a revisar el proyecto, y sin duda se acogerán algunas sugerencias que razonablemente se han planteado para mejorar la iniciativa.

Solicitó al señor Pickering una mayor explicación respecto al impacto en el precio al público que podría tener esta iniciativa, cuales son las razones de lo anterior. Estimó que podrá deberse a la inversión y mejoramiento de la tecnología, o inversión en equipos más durables de modo de no verse afectados por la extensión del plazo de garantía, pero la causa no puede ser la necesidad de mantener un servicio técnico post venta, pues esos servicios ya se encuentran instalados al día de hoy.

Intervino a continuación la Honorable Senadora señora Pérez. Se sumó a lo expresado por el Honorable Senador señor Tuma, ha sido muy interesante escuchar distintas exposiciones y opiniones en relación a esta iniciativa, pues este proyecto tiene una serie de aspectos bastante delicados que deben ser considerados, por ejemplo lo que se ha planteado en relación con los teléfonos celulares y su obsolescencia. Agregó que encuentra bastante razón a lo señalado por el señor Pickering, la garantía de dos años para equipos celulares parece excesiva, y eso va a afectar finalmente al consumidor.

En relación a los bienes durables, efectivamente se presentan distintas categorías de bienes durables, y además el uso de ellos puede ser muy diverso, son diferenciaciones que deben abordarse en esta iniciativa.

Hay que evitar perjudicar a una industria que ha ido terminando con la analfabetización digital en nuestro país.

El señor Pickering manifestó que en ningún caso se oponen a la garantía, pero hacer coincidir su plazo con el de la vida útil del producto, como ocurriría con los teléfonos celulares, resulta en su parecer excesivo, cambia el modelo de negocio y puede afectar a los teléfonos de baja gama.

Agregó que en el mes de marzo entrará a regir un reglamento relativo al etiquetado de los equipos móviles, con obligación de informar al público en que banda operan los equipos y otras informaciones adicionales útiles sobre el equipo mismo, lo que es muy importante desde el punto de vista de información a usuario.

Respecto de las distintas categorías de bienes durables, consideró que si se proyecta que el reglamento establezca las diferencias, sería relevante que especificara bien en qué consiste cada una. Asimismo que se consagre con claridad en que consiste la garantía, diferenciación entre mal uso y desperfecto del producto, que la garantía no opera en el caso de mal uso del producto, aspectos que deben quedar claramente regulados de modo de no dejar amplios espacios para la judicialización. 

Consideró que también es importante que, además de lo señalado respecto del etiquetado y las normas sobre garantía, la industria otorgue una mayor información a los clientes sobre el correcto uso de los equipos.

En respuesta al Honorable Senador señor Moreira respecto al plazo de la garantía, comprometió el envío de una nota formal a la Comisión, con una propuesta de plazo que cuente con el respaldo técnico correspondiente.

Se refirió a continuación a la consulta del Honorable Senador señor Tuma. Puntualizó que el impacto en el precio al público. Declaró que para las empresas de telefonía móvil, la venta de equipos no es negocio, el negocio está en la prestación del servicio de comunicaciones tanto de voz como de datos, por eso muchas veces se entregan smartphones u otros teléfonos celulares a muy bajo costo. Además cuando se comercializa el producto las empresas de telefonía no tienen ningún negocio adicional, como por ejemplo seguros que ofrece el retail.

Podría ocurrir, por ejemplo, que si se extiende el plazo de garantía las empresas estén más inclinada a importar equipos de más alta calidad, sofisticación y costo, y por tanto dejen de importar equipos de más baja gama, que apuntan a un segmento muy relevante de la población, pues su obsolescencia se produce aun antes del vencimiento del plazo de garantía.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que se ha planteado que el mercado de la telefonía es un mercado muy segmentado. La principal preocupación que se ha planteado dice relación con los equipos de menos sofisticación, que son de uso más masivo. En relación a este punto, preguntó al señor Pickering hacia donde apuntan las compañías, si al segmento más de elite por el margen de ganancia, o al de baja gama por su masividad.

El señor Pickering declaró que se apunta a ambos, pues se trata de negocios distintos. Hoy un 50% de los teléfonos celulares son smartphones. Hay que cruzar esa información con el uso que se hace de los teléfonos celulares, la voz ha ido perdiendo importancia y hoy lo relevante es la transferencia de datos. Por otra parte, el teléfono de más baja gama que tradicionalmente se asoció con el modelo de negocio del prepago, ha ido perdiendo importancia con el auge de las redes sociales. El mercado ha cambiado en los últimos tres años de manera radical.

- - - - -
-- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señor Moreira (Presidente), señora Pérez, y señores Pizarro, Quinteros y Tuma.(Unanimidad, 5X0)
- - - - -
TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


Se inserta a continuación el texto del proyecto que la Comisión de Economía propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY: 

“Artículo 1°.- Agregase, a continuación del número 8 del artículo 1 de la Ley 19.496, sobre Protección al Consumidor, lo siguiente:

9) Bienes Durables: Son aquellos que no se consumen con su primer uso, tienen una vida útil igual o superior a 2 años, y que son demandados por los consumidores para su vida cotidiana o manutención, como automóviles, artículos electrónicos y enseres domésticos, entre otros.

Artículo 2°.- Intercálase, entre los artículos 22 y 23 de la Ley 19.496, sobre Protección al Consumidor, lo siguiente:

“Artículo 22 A.- Tratándose de la comercialización de bienes muebles durables, el consumidor gozará de garantía legal por sus defectos o vicios de cualquier índole, cuando ellos afecten la identidad entre lo ofrecido y lo entregado, o cuando afecten el correcto funcionamiento del producto que es objeto del acto de consumo.

La garantía legal tendrá vigencia por tres meses muebles durables usados, y dos años en los demás casos, término que se computará desde la entrega real de la cosa, pudiendo las partes convenir un plazo mayor.

El vendedor podrá excepcionarse probando que el defecto o vicio proviene del mal uso u otra causa posterior a la entrega.

En caso que la cosa deba trasladarse a fábrica o taller habilitado, el transporte será imputado a la garantía, y los gastos del flete y otros anexos serán de cargo del vendedor.

Queda prohibido hacer depender la procedencia de la garantía enunciada en el presente artículo, o su plazo, de la realización de mantenciones del producto exclusivamente en el servicio técnico autorizado.  Sólo podrá exigirse que esas mantenciones efectivamente estén efectuadas, y se hayan realizado en tiempo oportuno, y que el defecto tenga una causa basal anterior a la entrega.  Toda cláusula que se estipule en contravención a estas disposiciones se tendrá por no escrita, salvo en lo que se refiere a la extensión voluntaria o convenida del plazo legal de garantía.

Artículo 22 B.- Los fabricantes, importadores y vendedores de las cosas mencionadas en el artículo anterior deben asegurar, a lo menos al servicio técnico autorizado, el suministro y disponibilidad permanente de piezas y repuestos.

Artículo 22 C.- Serán solidariamente responsables por los perjuicios ocasionados al consumidor el proveedor que haya comercializado el bien o producto, el productor que lo hubiere elaborado en territorio nacional, y el importador que lo haya vendido o suministrado el proveedor, en su caso.

Artículo 22 D.- Si existiere garantía legal y garantía comercial al mismo tiempo, el consumidor podrá escoger libremente con cuál de ellas acciona, según lo estime más conveniente para sus intereses.

Artículo 22 E.- Certificado de Garantía. Al momento de entregar carta de pago, el vendedor deberá entregar al consumidor certificado de garantía, que deberá constar por escrito en idioma nacional, con redacción de fácil comprensión, en letra legible, y que contendrá como mínimo las siguientes menciones:

1) Identificación del vendedor, fabricante, y/o importador, según corresponda.

2) Identificación de la cosa, con las especificaciones técnicas necesarias para su correcta individualización.

3) Las condiciones de uso, instalación y mantenimiento necesarios para su funcionamiento.

4) Condiciones de validez de la garantía y plazo de su extensión, si se conviniere un plazo mayor al legal, y

5) Condiciones de reparación de la cosa, con especificación del lugar donde se hará efectiva.  No se puede fijar al efecto un lugar ubicado fuera de la región donde se efectuó la compra.

En caso de ser necesaria la notificación al fabricante o importador acerca de la entrada en vigencia de la garantía, dicho acto estará a cargo del vendedor.

Artículo 22 F.- Constancia de reparación.  Cuando la cosa hubiere sido reparada bajo los términos de la garantía legal, el garante está obligado a entregar al consumidor una constancia de reparación donde se indique, a lo menos:

1) Naturaleza de la reparación.

2) Piezas reparadas o reemplazadas.

3) Fecha en que el consumidor hizo entrega de la cosa, y

4) Fecha de devolución de la cosa al consumidor.

Artículo 22 G.- La aplicación de las disposiciones precedentes no obsta a la aplicación de los artículos 1857 y siguientes del Código Civil, sobre saneamiento de vicios redhibitorios.

Del mismo modo, en todo lo que fuere compatible, se le aplicarán a estos bienes las demás normas de la Ley 19.496.

Artículo 22 H.- Suspensión Plazo. El tiempo durante el cual el consumidor está privado del uso de la cosa por cualquier causa relacionada con su reparación, debe reputarse como suspensión del plazo de garantía legal.”.

- - - - -
Acordado en sesiones celebradas los días 12 y 26 de octubre, 2, 9, 16 y 30 de noviembre, 14 y 21 de diciembre de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Iván Moreira Barros (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Jorge Pizarro Soto, Rabindranath Quinteros Lara y Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a 26 de diciembre de 2016.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.

1 Se cita la Directiva de la UE 99/44/CE de manera parcial e incompleta y se citan plazos legales de garantía en naciones productoras de automóviles,  sin advertir que esas  garantías tienen sentido sólo en el marco de una regulación global  de esas naciones, en cuanto productoras de automóviles, el cual NO es el caso de Chile.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.416, QUE FIJA NORMAS ESPECIALES PARA EMPRESAS DE MENOR TAMAÑO, EN MATERIA DE PLAZO Y PROCEDIMIENTO DE PAGO A LAS MICRO Y PEQUEÑAS EMPRESAS

(10.785-03)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la suma, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Tuma, Allamand, De Urresti, Moreira y Zaldívar.

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 5 de julio de 2016, pasando a la Comisión de Economía.
A una de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa asistió el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes.

° ° ° °


Cabe hacer presente que, por tratarse de un artículo único, la Comisión de Economía lo discutió en general y particular en este primer informe, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado.

- - - - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:

Del Ministerio de Hacienda: el Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco; la Coordinadora de Mercado de Capitales y Finanzas Internacionales, señora Bernardita Piedrabuena, y la abogada, área Mercado de Capitales, señora Francisca Lyon. 

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: la Jefa de División de Empresas de Menor Tamaño, señora Alejandra Dagnino; el Asesor, señor Adrián Fuentes, y de la Unidad de Comunicaciones, el señor Cristián Torres. 

De la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile (CONAPYME): el Vicepresidente de Conapyme y Presidente de Fechipan, señor Nelson Olivares, y el Director de Conapyme y Fechipan, señor Alberto Albornoz. 

De la Confederación Nacional Unida de la Micro, Pequeña y Mediana Industria, Artesanado y Servicios (CONUPIA): el Presidente, señor Roberto Rojas, y el Director, señor Iván Buscovic.

De la Asociación de Emprendedores de Chile (ASECH): el Director, señor Tomás Sánchez.

De la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA): la abogado de la Gerencia de Políticas Públicas y Desarrollo, señora Cecilia Flores. 

De Chile Compra: la Directora , señora Trinidad Inostroza; el Fiscal , señor Ricardo Miranda, y el Coordinador Chilepaga, señor Eduardo Viveros. 

De la Comunidad Empresarial de Micro, Pequeños Empresarios y Emprendedores de Chile (PROPYME): el Director, señor Rodrigo Bon.

También estuvieron presentes las siguientes personas:

De la Secretaría General de la Presidencia, (SEGPRES): el asesor, señor Daniel Portilla. 

Los asesores, señora Melissa Mallega (Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros), y señores Eduardo Faúndez (Honorable Senadora señora Lily Pérez), Pablo Terrazas (Honorable Senador señor Iván Moreira), y Eduardo Barros y Claudio Flores (Honorable Senador señor Eugenio Tuma). La Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera (Honorable Senador señor Jorge Pizarro). 

La periodista del Senado, señora Karina Arancibia. 

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el abogado, señor Jaime Wilkins. 

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, la señora María Soledad Larenas. 

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
No hay.
OBJETIVOS DEL PROYECTO

Establecer plazos máximos de pago; fijar los intereses por mora, y consagrar el derecho a indemnización de perjuicios, con la finalidad de desincentivar las malas prácticas comerciales, que afectan especialmente a las pequeñas y medianas empresas cuando operan como proveedoras, y promover su desarrollo, protegiendo los empleos que generan y fomentar una adecuada competencia en el mercado.
- - - - - 

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño.

- Ley N°18.010 sobre operaciones de crédito de dinero.

- Ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura.

- Ley N° 20.169, sobre competencia desleal.
B. ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que dio origen a este proyecto.

En su texto, declara que el presente proyecto tiene por objetivo promover el pronto pago de las deudas contraídas con pequeñas y micro empresas cuando efectúan la venta de un producto o prestación de servicios. Con este propósito se establecen plazos, se regula el no cumplimiento de los mismos, se garantiza el derecho a la aplicación de intereses por morosidad, se define como cláusula abusiva cualquier acuerdo que vulnere los derechos contenidos en la ley y por último se incorpora el derecho a indemnización.

La iniciativa busca establecer mayor simetría en las relaciones de comercio y prestaciones de servicio que efectúan las empresas de menor tamaño, particularmente las pequeñas y micro empresas, considerando su posición en el mercado, su baja participación en ventas y exportaciones, su aporte en la generación de empleos y las dificultades que presentan para acceder a fuentes de financiamiento formales.

Agregan sus autores que el proyecto recoge la experiencia comparada, particularmente las directivas emanadas de la Unión Europea, y la legislación de España y de Reino Unido sobre la materia.

En primer término la moción analiza la situación actual.

I. Realidad de las pymes en Chile.
El año tributario 2014, el Servicio de Impuestos Internos registró un total de 867.863 empresas con actividad en el país. El sector de la micro, pequeña y mediana empresa (Mipyme) representa el 99% de las empresas en Chile y solamente participan del 16% de las ventas. Sin embargo, las MIPYME son un sector relevante en material laboral para el país, aportan 3.757.433 empleos, lo que corresponde al 42% de los trabajadores con contrato. 
La moción entrega una serie de datos en relación a las MIPYME:

De manera desagregada, la micro empresa representa el 6%, la pequeña el 20% y la mediana empresa contribuye con el 16% restante (cuadro 1). Con respecto a la participación en las ventas, el mismo sector sólo representa el 15%, mientras que la gran empresa concentra el 85% de la participación.

[image: image23.jpg]Proyecto ley que regula el plazo de pago y el procedimiento del mismo para las
micro y pequeiias empresas

Considerandos:

El presente proyecto tiene por objetivo promover el pronto pago de las deudas contraidas
con pequefias y micro empresas cuando efectian las ventas de un producto o prestacion
de servicios, con este propésito se establecen plazos, se regula el no cumplimiento de los
mismos, se garantiza el derecho a la aplicacion de intereses por morosidad, se definen
como cléusulas abusivas cualquier acuerdo que vulnere los derechos contenidos en la ley
y por ultimo se incorpora el derecho a indemnizacién.

La iniciativa busca establecer mayor simetria en las relaciones de comercio y prestaciones
de servicio que efectiian las empresas de menor tamafio particularmente las pequefias y
micro empresas considerando su posicién en el mercado, su baja participacion en ventas
y exportaciones, su aporte en la generacion de empleos y las dificultades que presentan
para acceder a fuentes de financiamiento formales.

El proyecto recoge la experiencia comparada, particularmente las directivas emanadas
por la Unién Europea, la legislacion de Espafia y de Reino Unido que han dictado para
regular esta materia.

I. Realidad de las pymes en Chile

En relacion al afio tributario 2014, el Servicios de Impuestos Internos registré un total de
867.863 empresas con actividad en el pais. El sector de la micro, pequefia y mediana
empresa (Mipyme) representa el 99% de las empresas en Chile y solamente participan
del 16% de las ventas. Sin embargo, las MIPYME son un sector relevante en material
laboral para el pais, aportan 3.757.433 empleos, que corresponde al 42% de los
trabajadores con contrato. De manera desagregada, la micro empresa representa el 6%, la
pequefia el 20% y la mediana empresa contribuye con el 16% restante (cuadro 1). Con
respecto a la participacion en las ventas, escuetamente el mismo sector representa el 15%,
mientras que la gran empresa concentra el 85% de la participacion.

Cuadro 1. Cantidad de empresas segun ventas y trabajadores, afio tributario 2014

[Empresas segin| N° de % de % de Ne % de
ventas Empresas |empresas | Ventas [Trabajadores | Trabajadores
Sin ventas 149.210 14 - 587.132 7
Micro 669.515 64 2 569.907 6
Pequefia 184.654 18 6 1.762.087 20
IMediana 27.688 3 6 1.425.439 16
Grande 13.979 1 85 4.531.630 51
Total 1.045.046 100 100 8.876.195 100

Fuente: Elaboracion propia, datos extraidos de Servicios de Impuestos Internos

Segun la OCDE-CEPAL (2012)" las politicas de apoyo a las micro, pequefias y medianas
empresas de América Latina pueden contribuir a elevar la productividad, complementar

! OCDE-CEPAL. 2012. Perspectivas econémicas de América Latina 2013: Politicas de Pymes para el
cambio estructural.





Según la OCDE-CEPAL (2012) las políticas de apoyo a las micro, pequeñas y medianas empresas de América Latina pueden contribuir a elevar la productividad, complementar las economías de escala de las grandes empresas, aportar en la creación de cluster en determinados sectores y reducir la desigualdad social y la pobreza. El mismo informe detalla que las PYMES pueden aportar en forma significativa al PIB. 
Mientras que en la OCDE aproximadamente el 60% de la producción es generada por las PYMES, en América Latina el 70% del PIB regional proviene de las grandes empresas. Algo no funciona en el mercado y la clave es entender que las PYMES requieren condiciones adecuadas para el emprendimiento y desarrollo, condiciones que debe garantizar el Estado.

Respecto a las ventas, la moción presenta el siguiente cuadro N°2, que revela que el 29% de las empresas en Chile tiene ventas promedio mensual de $169.095, el 21% registra ventas de $798.753, y un 25% presenta promedio de $2.718.601. Esto refleja la importancia que tiene el pronto pago para unidades económicas más pequeñas o la barrera que representa para su escalamiento en los pagos diferidos, porque hace imposible su operación al comprometer el capital de trabajo y las obliga a recurrir a fuentes de financiamiento cuyas tasas de interés son elevadas, alcanzando a un 36,66% para operaciones inferiores o iguales a 50 UF y 29,66 % para operaciones inferiores o iguales a 200 UF y superiores a 50 UF.
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Respecto a las ventas, tal como se aprecia en el cuadro N° 2, el 29% de las empresas en
Chile tiene ventas promedio mensual de $169.095, el 21% registra ventas de $798.753,
un 25% presenta promedio de $2.718.601. Esto refleja la importancia que tiene el pronto
pago para unidades econdmicas més pequefias o la barrera que representa para su
escalamiento en los pagos diferidos, porque hace imposible su operacion al comprometer
el capital de trabajo y las obliga a recurrir a fuentes de financiamiento cuyas tasas de
interés son elevadas, 36,66% para operaciones inferiores o iguales a 50 UF y 29,66 %
para operaciones inferiores o iguales a 200 UF y superiores a 50 UF2.

Cuadro 2. Ventas por tamafio de empresa, afio tributario 2014

Venta
Mensual Venta en montos

Tamaiio segiin ventas Pg::;)i‘;:: Ven(t;]?;l sl (tomando en | (considerando el valor

referencia la UF $25.899)

venta anual)
Sin Ventas / Sin Info. 149.210 2 c
Micro 1 258.651 78 7 169.095
Micro 2 184.342 370 31 798.753
Micro 3 226.522 1.260 105 2.718.601
Pequeiia 1 86.807 3.475 290 7.498.840
Pequefia 2 55.353 7.029 586 15.170.602
Pequefia 3 42.494 15.520 1.293 33.495.620
Mediana 1 17.368 35.115 2.926 75.787.242
Mediana 2 10.320 70.124 5.844 151.345.210
Grande 1 5977 140.060 11.672 302.283.481
Grande 2 4.841 336.693 28.058 726.667.514
Grande 3 1.094 774.933 64.578 1.672.499.970
Grande 4 2.067 7.058.877 588.240 15.234.820.496
TOTAL 1.045.046 20.060 1.672 43.293.450

Fuente: Datos extraidos de SII, venta mensual y venta en montos son simulaciones propias

En relacion a las fuentes de financiamiento para la inversion, en el cuadro 3 se observa
que para cada segmento de empresas, con excepcion de la micro, la principal fuente de
financiamiento son los recursos propios. En caso de las pequefias empresas, un 50,6% de
la inversion se realiza con recursos propios. En las medianas empresas, los recursos
propios financian un 56,1% de la inversion. En el caso del segmento micro empresa, ésta
busca el financiamiento mediante el endeudamiento.

2 Superintendencia ~ de  Bancos e  Instituciones  Financieras. Disponible  en:
http://www.sbif.cl/sbifweb/servlet/InfoFinanciera?indice=4.2. 1 & FECHA=1/1/2016





En relación a las fuentes de financiamiento para la inversión, en el cuadro 3 se observa que para cada segmento de empresas, con excepción de la micro, la principal fuente de financiamiento son los recursos propios. En el caso de las pequeñas empresas, un 50,6% de la inversión se realiza con recursos propios. En las medianas empresas, los recursos propios financian un 56,1% de la inversión. En el caso del segmento micro empresa, ésta busca el financiamiento mediante el endeudamiento.
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: Aumento | Aumento
- Linea de
Temafio Fondos crédito o de o
dela A Factoring A Financieras/Cooperativas | Capital Capital | Otro
propios Préstamo
empresa N de nuevos
Bancario :
duefios 50Ci0s
Micro 403 1.7 50.5 2.0 0.0 1.9 3.8
Pequefia | 50.6 6.9 385 22 0.3 0.6 1.0
Mediana | 56.1 13.9 26.0 2.0 0.5 0.7 0.8
Grande 632 15.1 18.7 0.5 0.4 1.1 1.0

Fuente: Extraida del Informe del Consejo de Financiamiento de Pymes y Emprendimiento, 2015





II. Prácticas abusivas.
En segundo término, la moción aborda la problemática que fundamenta esta iniciativa.

Señala que el problema de los plazos de pago excesivamente amplios es causa de un abuso de posición dominante por parte de las grandes empresas. Es decir, el deudor obtiene una liquidez a expensas de las micro y pequeñas empresas.

Otra problemática a la que se enfrentan las pequeñas empresas es la falta de transparencia en la determinación de los plazos de pago en las transacciones comerciales. De este modo, impedir plazos de pago excesivos es proporcionar certeza a las pequeñas empresas proveedoras de bienes y servicios a la hora de la organización de su contabilidad y proyección de su escalamiento productivo.

El pago 60, 90 y 180 días después de la entrega del producto o prestación de servicios por parte de empresas de menor tamaño constituye una práctica habitual, que implica el incumplimiento de las condiciones de pago pactadas o cambios unilaterales de las mismas, sin posibilidad de que las empresas de menor tamaño puedan ejercer sus derechos, toda vez que sus ventas dependen de la relación con las empresas que proveen. 

Los autores de la moción indican que esta mala práctica ha sido denunciada por asociaciones gremiales, como Conapyme. Sus dirigentes han evidenciado el cambio de condiciones de pago en alimentos frescos perecibles con plazos que superan los 90 y 180 días. Esta situación, grafican los dirigentes, representa el pago de seis IVA de cargo de las micro y pequeñas empresas, lo que permite hacer uso del crédito fiscal con cargo al capital de los proveedores los que, a su vez, deben buscar fuentes de financiamiento con altos intereses o con deuda fiscal.

Esta política abusiva en la postergación del pago se ha generalizado a un punto tal que frente la disminución del precio del cobre empresas mineras han trasladado abiertamente los problemas de liquidez a sus proveedores. El rechazo a estas prácticas afecta indistintamente a las empresas de menor tamaño, a un punto tal que la asociación gremial de la Cámara Chilena de la Construcción de Antofagasta ha argumentado que, en el caso del retraso del pago de la minera BHP Billiton a los proveedores mineros de 30 a 60 días, "afectará severamente a las pequeñas y medianas empresas dedicadas a las obras de construcción con mandantes mineros, lo cual incrementará el desempleo y contribuirá a aumentar el clima de incertidumbre y pesimismo local derivado de la situación nacional".

En tiempos complejos para la economía del país, con una clara contracción del crecimiento económico cuya proyección para el año 2016 no supera el 2% del PIB, quienes se ven más afectados son precisamente las micro y pequeñas empresas, considerando que su disminuida participación en las ventas internas no supera el 9% y en el caso de las exportaciones un 2%.

III. El incumplimiento del plazo de pago en la experiencia comparada.

El texto de la moción declara que el proyecto aborda la regulación del pago a las micro y pequeñas empresas, punto central que afecta su competitividad y que ha sido advertida por diversos estudios comparados. Entrega una serie de conclusiones al respecto, contenidas en el informe “Políticas para las Mipymes frente a la crisis”,  EuropAid-OIT, 2009. 
 Según el citado informe, "el retraso en el pago es una situación que afecta profundamente el Capital de Trabajo de la empresa" (EuropAid-OIT, 2009:56) siendo los primeros afectados los proveedores de la misma, que a su vez experimentan retrasos en sus respectivos pagos. Asimismo, luego agrega que "Estos retrasos con proveedores, reducen las opciones de compra de la empresa y, además, al elevarse el "riesgo del cliente" para el proveedor, éste suele castigarlo por la vía del aumento de precio de los insumos o de la tasa del financiamiento (crédito de proveedores, ampliamente utilizado en el estrato)".
Dicho informe, identifica como "malas prácticas bastante extendidas en América Latina, de grandes retrasos en los pagos del sector público y de conductas abusivas en el pago de grandes empresas a proveedores MIPYMES en encadenamientos productivos (por ejemplo grandes supermercados, cadenas exportadoras)". Lo anterior, impacta y profundiza aún más la situación de disponibilidad del Capital de Trabajo mediante financiamiento bancario, que opera en un marco de limitaciones.

Estos retrasos afectan a las micro y pequeñas empresas en sus relaciones con el sistema bancario y financiero, cotizaciones laborales y tributarias. Frente a estas situaciones, el informe sostiene que las pequeñas empresas en América Latina se encuentran más vulnerables que en la UE debido a que éstas cuentan con mayor disponibilidad de recursos e implica que es una situación que pueden sostener por más tiempo.

Lo anterior se sustenta en que "En América Latina constituye una práctica muy generalizada utilizar el crédito de proveedores, siendo éste mucho más caro. En este caso de crisis puede constituir un buffer, pero con limitaciones, ya que también algunos de ellos son PYMES. De todas maneras, esto lleva a un encarecimiento de los insumos y los servicios y una concentración en los proveedores más grandes, con capacidad de crédito.
Legislación comparada:
- La Comisión de la Unión Europea ya en 1995 hizo una recomendación relativa al plazo de pago en las transacciones comerciales. 
- En 1998 el Reino Unido toma la iniciativa de regular la materia incorporando desincentivos al incumplimiento del plazo de pago pactado, tal como la indemnización por costos de cobro e intereses diarios luego de la prestación de servicios o bienes. 
- La Unión Europea, al tomar conocimiento que los estados miembros no regularon la materia, publica la Directiva 2000/35/CE.
- Parlamento y el Consejo Europeo adoptaron la Directiva 2011/7/UF, que establece medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales.

De acuerdo al estudio "Late Payment in Western Europe", 9 países (Bélgica, Inglaterra y Gales, Francia, Alemania, Italia, Luxemburgo, Países Bajos, Portugal y España) han armonizado su legislación interna con la Directiva 2011/7/EU. Entre las materias que abordan estas legislaciones se identifican la fijación de una tasa de interés a los pagos tardíos y la compensación por costos, lo mismo ocurre para la reserva de dominio, en el caso Italia esta figura se aplica sólo cuando el pago es en cuotas. Asimismo, Portugal y España han contemplado un régimen especial para el plazo de pago a las empresas agroalimentarias (a 30 días) sin posibilidad de extenderse.

a. Reino Unido

Por su parte, desde 1998 el Reino Unido regula el retraso de pago a proveedores de bienes y servicios, la regulación está contenida en "Late Payment of Commercial Debts (Interest) Áct 1998". Esta legislación no distingue tamaño de empresas. La distinción que realiza es entre contratos. Los contratos bajo los cuales aplica esta ley son aquellos contratos que suministren bienes o servicios.
La moción explica detalladamente los principales contenidos de esta legislación.
b. Parlamento y Consejo Europeo

El Parlamento y el Consejo Europeo adoptaron la Directiva 2011/7/UF, que establece medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. En las ideas matrices de la Directiva se sostiene que tiene como finalidad la prohibición del abuso de la libertad de contratación en perjuicio del acreedor. Esto, debido a que "cuando una cláusula contractual o una práctica relacionada con la fecha o el plazo de pago, el tipo de interés de demora o la compensación por los costes de cobro no esté justificada sobre la base de las condiciones acordadas al deudor o cuando sirva principalmente para proporcionar al deudor una liquidez adicional a expensas del acreedor, podrán considerarse factores constitutivos de dicho abuso.".

De este modo, ordena a los países miembros de la Unión a someter a su legislación nacional a que los plazos de pago para la administración pública son de 30 días y que los plazos de pago entre empresa pueden exceder los 60 días siempre y cuando no sea abusiva para el acreedor.

En caso de existir demora en el pago, la Directiva contiene dos aspectos prácticos a destacar: en primer lugar, la admisión de que el acreedor reclame el interés de demora sin necesidad de aviso previo de vencimiento o notificación similar que recuerde al deudor su obligación de paga, siendo las propias facturas las que equivalen a la solicitud de pago, pudiéndose añadir en la reclamación los gastos originados por la contratación de un abogado o de agencia para le gestión del cobro. En segundo lugar, se permite que las partes acuerden un calendario de pagos para pagos aplazados siempre que se respete la legislación nacional correspondiente.

Por su parte, el Artículo 7° de la Directiva establece que los "Estados miembros dispondrán que una cláusula contractual o una práctica relacionada con la fecha o el plazo de pago, el tipo de interés de demora o la compensación por costes de cobro si resulta manifiestamente abusiva para el acreedor no sea aplicable o pueda dar lugar a una reclamación por daños.".

c. España

La Ley 3/2004, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, obedece a la incorporación al derecho interno de la Directiva 2000/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de junio de 2000. La ley tiene como objeto combatir la morosidad en el pago de deudas y el abuso en perjuicio del acreedor, en la fijación de los plazos de pago en las operaciones comerciales que den lugar a la entrega de bienes o a la prestación de servicios realizadas entre empresas o entre empresas y la Administración.

De este modo, en su artículo 4° establece la determinación del plazo de pago en el pacto entre las partes. En caso que no exista un pacto entre las partes éste se entenderá que existe conforme a una serie de normas que se detallan.
El artículo 5 dispone que se incurre automáticamente en el interés pactado en el contrato por mero incumplimiento del pago "... sin necesidad de aviso de vencimiento ni intimación alguna por parte del acreedor.". A su vez, el artículo 7 establece el tipo de interés de demora, que es la fijada por el Banco Central Europeo más un 7%. 
La moción explica detalladamente los principales contenidos de esta legislación, que experimentó importantes modificaciones el año 2010.
IV. Objetivo del proyecto de ley

De acuerdo al texto de la moción y lo declarado por sus autores, el presente proyecto de ley tiene por objeto corregir las asimetrías que se producen entre micro y pequeñas empresas en la venta de productos o la prestación de servicios, particularmente en lo relativo a los plazos del pago de la deuda generada y la regulación de intereses por mora, así como el derecho a indemnización de perjuicios a fin de promover el desarrollo de las micro y pequeñas empresas, una adecuada competencia del mercado, la protección de los empleos y el desincentivo de malas prácticas comerciales que se aplican a las empresas de menor tamaño cuando son proveedoras.

El proyecto de ley propone regular los plazos de pago a las micro y pequeñas empresas, y establecer el derecho a cobrar intereses cuando se produce la mora en el pago del acto de comercio o civil. A su vez, se establece como condiciones abusivas, y por tanto nulas, para los contratos de operaciones comerciales con las pequeñas y microempresas, el no cumplimiento del plazo o la exclusión del derecho al cobro de interés por mora.

Respecto a los plazos de pago se establece como regla general 30 días, no obstante, las partes podrán acordar un plazo superior de hasta 45 días, si se vulneran los plazos establecidos en la ley o los acordados por las partes, se establece un interés de mora para cubrir el costo del dinero y evitar que la liquidez de las empresas que contratan con proveedores de menor tamaño se efectúe a costo de las pequeñas y micro empresas. 

Para el establecimiento de las tasas de interés de mora se toma como tasa de referencia el Interés Máximo Convencional (IMC) regulado por la ley N° 18.010 y se aplican reglas diferenciadas según la existencia de acuerdos, la extensión del período de mora o la vulneración de plazos sin la aceptación de las partes.

De este modo se propone una norma flexible que permite exceder el plazo de 30 días, pero incorporando el costo del dinero adeudado, en el caso de existir consentimiento se aplica el IMC para las operaciones en moneda nacional no reajustable de 90 días superiores al equivalente de 5.000 UF, que corresponde al costo de una operación de crédito al que puede acceder una empresa mediana o grande. Cuando no existe acuerdo y se excede el plazo de 30 días se aplica Interés Máximo Convencional para operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de 90 días, inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento y superiores al equivalente de 200 unidades de fomento y en el caso que excedan los 45 días se aplica el IMC para las operaciones inferiores o iguales al equivalente de 50 UF.

Finalmente se consigna el derecho de la empresa de menor tamaño afectada por el incumplimiento en las reglas de pago incorporadas en el proyecto para demandar el monto de los perjuicios, acción que podrá ser ejercida por el afectado personalmente o en demanda colectiva o representado por la entidad gremial que les agrupe.

__________

DISCUSIÓN EN GENERAL Y PARTICULAR


La Comisión inició la discusión general y particular del proyecto escuchando la exposición de diversos actores interesados en la materia.

__________
En sesión de fecha 31 de agosto de 2016 la Comisión recibió a representantes del Ministerio de Hacienda; del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo; de la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile; y de la Confederación Nacional Unida de la Micro, Pequeña y Mediana Industria, Artesanado y Servicios.

Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile (CONAPYME)

La Comisión escuchó al Vicepresidente de la Confederación Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa de Chile, CONAPYME, señor Nelson Olivares, quien agradeció la invitación y destacó que este proyecto de ley es de gran relevancia para las empresas de menor tamaño. 

Explicó que, sin una regulación adecuada, en muchas ocasiones su sector sufre atropellos en materia de pago de parte de las grandes empresas. Por tal motivo, manifestó su disponibilidad para trabajar en esta iniciativa.
Confederación Nacional Unida de la Micro, Pequeña y Mediana Industria, Artesanado y Servicios (CONUPIA)

En representación de la Confederación Nacional Unida de la Micro, Pequeña y Mediana Industria, Artesanado y Servicios, CONUPIA, su Presidente, señor Roberto Rojas, realizó una exposición ante la Comisión. Agradeció la posibilidad de participar en la discusión de la moción, puesto que los miembros de su organización constantemente se ven afectados por la demora en el pago por la venta de productos o prestación de servicios, tanto a privados como al Estado.

Indicó que, cuando se habla de EMT ( empresas de menor tamaño), se hace referencia a empresas que pueden tener realidades bastante diferentes entre ellas, ya que los montos de facturación varían mucho. En atención a lo anterior, debería existir una mayor cantidad de categorías internas, de manera de enfrentar adecuadamente los problemas de cada una según su tamaño.

Si bien está de acuerdo con el contenido del proyecto, ya que el pago tardío representa el problema más grave para las EMT, recalcó que existe otro elemento que, en su opinión, también debe ser tomado en cuenta: el pago del Impuesto al Valor Agregado, IVA. Recordó que los proveedores operan como agentes retenedores de dicho impuesto y deben enterarlo al Fisco, aunque sus clientes no hayan cumplido con pagar el precio pactado. 

Subrayó que, en caso de retraso en el pago del IVA, se aplica una multa equivalente al 11,5% de lo adeudado. Entonces, una empresa que factura $2.500.000 mensuales, debería pagar $475.000 de IVA, pero ese monto aumentará en $54.625 en caso de no cumplir oportunamente. Si una empresa más grande factura $50.000.000 mensuales, tendría que pagar un IVA de $9.500.000, a lo que se deberá agregar $1.092.500 de multa en caso de retraso.  
Si los clientes de las EMT no cumplen con pagar el precio a tiempo, las multas que se generan para éstas representan una carga que muy pocas pueden soportar. La situación es especialmente criticable cuando instituciones públicas son clientes de las EMT: es un buen negocio para el Estado demorarse en el cumplimiento de sus obligaciones y luego cobrar multas por el retardo en el pago del IVA.

El señor Iván Vuskovic, Director de CONUPIA, agregó que, si bien el Gobierno ha dado instrucciones a sus organismos para efectuar el pago dentro de 30 días, hay dos clientes de las EMT que exceden con creces ese plazo: las instituciones de salud y las municipalidades. Señaló que debe existir una mayor preocupación por las relaciones comerciales entre las EMT y el Estado, y también una regulación diferenciada.

El retraso en el pago a las EMT y la aplicación de multas por la demora en enterar el IVA producen múltiples efectos negativos para ellas:

a) Deben endeudarse para cumplir con sus obligaciones.

b) Muchas de ellas caen en la informalidad para evitar los problemas descritos.

c) En algunos casos simplemente no pueden seguir funcionando.

Para el Estado también se generan problemas:

a) El Fisco deja de recaudar impuestos.

b) Si mueren EMT, se pierden puestos de trabajo.

A fin de solucionar el problema descrito, propuso adoptar las siguientes medidas:

a) Cambio de sujeto del IVA, que consiste en trasladar la obligación de retener y declarar el IVA a los clientes de las EMT. Consideró que se está solicitando algo razonable, ya que sólo implicaría que quien debe soportar el peso de este impuesto lo pague directamente.

b) Modificación del sistema de multas por retardo en el pago del IVA: sugirió que se cobren a partir de último día del mes y de manera paulatina, comenzando con una cantidad más baja que el actual 11,5%, que vaya aumentando hasta llegar a esa cifra. Hoy se exige el pago del 11,5% adicional desde el primer día de retraso hasta el último día del mes, entonces, no existe ningún incentivo para pagar antes de la fecha límite.

El señor Iván Vuskovic indicó que su organización apoya todas las medidas que tiendan a solucionar el problema de liquidez que tienen las EMT, como las propuestas en este proyecto, ya que disminuyen la necesidad de créditos para obtener financiamiento.

División de Empresas de Menor tamaño del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo; y Ministerio de Hacienda.

A continuación, la Comisión escuchó a representantes de la División de Empresas de Menor Tamaño del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y del Ministerio de Hacienda, quienes realizaron una presentación conjunta en formato power point, que se encuentra disponible en la página web del Senado.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, celebró el proyecto de ley y afirmó que debe analizarse en el contexto de otras medidas que se han implementado respecto a la materia en análisis. Sostuvo que un elemento clave es establecer los incentivos suficientes para que las modificaciones propuestas se cumplan en la práctica. Se refirió a la cuarta copia de la factura, que generó muchas expectativas en cuanto a la disminución de tasas del factoring y el confirming, pero finalmente se empezó a retener y no produjo los efectos esperados. Hay que evitar que eso ocurra con este proyecto.

La señora Alejandra Dagnino, Jefa de la División de Empresas de Menor Tamaño, indicó que el tema del financiamiento es uno de los más recurrentes cuando se reúnen con los representantes de las EMT. 

En la misma línea del Subsecretario de Hacienda, señaló que la moción debe analizarse dentro del marco de otras iniciativas que se han impulsado para favorecer a las EMT. Hizo referencia a la Agenda de Productividad, Innovación y Crecimiento, que tiene cuatro ideas centrales respecto de las EMT: 1) Diversificación productiva, 2) Democratización del emprendimiento y la innovación, 3) Atracción de más y mejor inversión, y 4) Mejoras a la competitividad.

En cuanto al desarrollo de las PYMES, se ha buscado fortalecer su capacidad de gestión, fomentar el carácter asociativo y apoyar el acceso al financiamiento. Para ello se implementaron las siguientes medidas:
- Financiamiento y liquidez: nuevas líneas de financiamiento CORFO; desarrollo de nuevos instrumentos para PYMES exportadoras; reforma tributaria; medidas de competitividad.

- Asesorías: Centro de Desarrollo de Negocios.


- Mejoras a la Competitividad: Escritorio Empresa para facilitar trámites.

Luego se refirió a las iniciativas relativas al financiamiento de la EMT, que giran en torno a la idea de una falta de competencia en ese mercado:
- Creación de Estrategia para Financiamiento de las Pymes y el Emprendimiento.

- Múltiples instrumentos de financiamiento temprano.

- Creación de nueva línea de crédito CORFO para intermediarios financieros no bancarios por cerca de $81.600 millones.

- Expansión del Programa de Cobertura Pro Inversión con un monto total de créditos superior a los $238.000 millones.

- Capitalización Banco Estado y FOGAPE.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, hizo alusión a las iniciativas en materia de pago oportuno y liquidez:
- Modificación al sello ProPyme, que distingue a las grandes empresas que pagan dentro de un plazo de treinta días, mediante el establecimiento de un procedimiento de auto certificación.

- Firma de “Código de Pago Oportuno a Mis Proveedores” por parte de los representantes de asociaciones gremiales PYME y de grandes empresas. 

- Modificación del Reglamento de Chile Compra DS 250, estableciendo pago de treinta días corridos siguientes a la recepción de la factura.
- Modificación de pago del Gobierno Central.

	Sector 
	2016

	Gobierno General
	16.7 días

	Salud
	70,0 días

	Hacienda
	100% menos de 30 días

70%   menos de 15 días 


En la tabla se refleja la preocupación del Gobierno Central por pagar oportunamente. Reconoció que en el sector Salud hay problemas con el cumplimiento de los plazos. Agregó que, si bien las municipalidades también se retrasan en sus pagos, el Gobierno no tiene injerencia en ese ámbito. 

- Reforma Tributaria: introdujo importantes beneficios que solucionan los problemas señalados por los representantes de las EMT en cuanto al pago de impuestos.

a) Beneficio de pago diferido del IVA por hasta 2 meses a empresas con ventas bajo 100.000 UF. Equivale a un préstamo de un 19% de las ventas por 2 meses a tasa 0%.

[image: image26.png]DECLARACION Y DDECLARACION CON

PAGO NORMAL POSTERGACION DE PAGO DE IVA
DEVENGO  p FECHA DB FECHADE FECHA
.y DECLARACION
(CONTRIBUYENTE IMPUESTO(™) e DECIARACION ~ DEPAGO
NO es Facturador Enero Hasta el Hasta el Hasta el
Electrénico (*) 2015 12-02-2015 [§12-02-2015 §12-04-2015
ES Facturador Enero Hasta el Hasta el Hasta el

Electrénico (*) 2015 20-02-2015 |§20-02-2015 20-04-2015




Postergados a la fecha: 123.000 contribuyentes (ocupación prom. 3,8), 704 M MM$.

b) Beneficio a la reinversión para ser deducida como gasto, para el 50% de las utilidades reinvertidas con un tope de 4.000 UF (+- MM$ 100). Equivale a un préstamo de un 12.5% de la inversión a tasa 0% real, por un período indeterminado, es decir, “más regalado no puede ser”. Es una medida que empieza a regir desde el año 2017.

c) Régimen especial para EMT, cuyos ingresos no superan las 50.000 UF anuales, del artículo 14 ter A de la Ley de Impuesto a la Renta: 

i. Depreciación instantánea de inversiones, tanto de bienes nuevos como usados. Se comienza a pagar impuestos de 1era categoría sólo una vez pagada la inversión.

ii. Pago del impuesto de 1era. contra ingresos recibidos, no facturados.

Evolución de las empresas acogidas al 14 ter A.
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Fuente: SII

Hoy tenemos más de 260 mil micro, pequeñas y medianas empresas, que representan un tercio de las EMT en Chile.

- Proyecto de Productividad aprobado.

a) “Acuso de recibo” de factura automático: plazo de 8 días para que el receptor de una factura (el deudor) otorgue el “acuso de recibo” de la misma. Transcurrido ese plazo o incluso antes, si el deudor otorga expresamente el acuso de recibo, la factura tendrá mérito ejecutivo y podrá ser cobrada por el acreedor (en este caso las PYMES) al deudor. 

Sin acuso de recibo existe el riesgo de no pagarse la factura o que no se haya entregado adecuadamente la mercadería.

El acuso de recibo automático elimina esos riesgos e implica una disminución de las tasas del factoring, lo que, a su vez, baja los costos de financiamiento para las EMT.

b) “Bolsa de Productos PYME”: facturas se pueden custodiar en el Depósito Central de Valores. Dentro de la bolsa la tasa de factoring es de 0,5%, mientras que fuera de ella la tasa es de un 2%.

A modo de conclusión, señaló que este proyecto de ley, que fija los plazos para efectuar el pago a las MYPES y establece intereses diferenciados según el tiempo de morosidad, es una iniciativa interesante, que puede ser complementada con algunas ideas para perfeccionarla.

Consideró que, una vez que la tramitación esté más avanzada, deberían analizarse más profundamente algunos aspectos:

- Hay que atender a la forma en que las modificaciones legales operarán en la práctica, para que no se repita lo que ocurrió con la cuarta copia de la factura, que no produjo los efectos esperados.

- No sólo debería regularse el plazo y los intereses en relación con las EMT, sino con todas las empresas. A veces, cuando se establecen normas especiales para ciertos grupos, terminan perjudicándolos.

- Hay que distinguir según diferentes productos y servicios, ya que cada mercado opera con características propias.

- Es necesario revisar desde un punto de vista técnico algunos elementos como la cláusula de reserva, la aplicación directa de la Ley de Protección de los Derechos del Consumidor., la solicitud de pago y la prohibición de compensar obligaciones.

Reiteró que la moción debe analizarse en el contexto de todas las medidas que se han impulsado para beneficiar a las EMT y que implican una importante inyección de liquidez para ellas. Tal vez ha faltado difusión de las nuevas herramientas con que cuentan y solicitó la colaboración de las propias organizaciones de EMT para informar a sus integrantes y fomentar su utilización.
__________

Finalizadas las exposiciones, intervinieron los Honorables Senadores presentes.

El Honorable Senador señor Tuma sostuvo que los autores de este proyecto buscan disminuir las desigualdades que existen entre las EMT y otros actores del mercado. Un problema crucial para las EMT es el financiamiento: las grandes empresas se financian en un 60% con fondos propios, y las de menor tamaño sólo lo hacen en un 40%. Es decir, los empresarios más pequeños deben recurrir en mayor proporción al crédito. Además, al retrasarse las grandes empresas en pagar a las EMT, éstas están financiando a las primeras, lo que resulta muy injusto.

Destacó que el Gobierno ha apoyado iniciativas que significan un progreso, como la determinación de la fecha en que las facturas se hacen exigibles. Ahora es necesario avanzar en los plazos de pago y la regulación de los intereses moratorios.

Actualmente el costo del financiamiento no lo está asumiendo quien se beneficia con él. Las grandes empresas que son clientes de las EMT utilizan el capital de trabajo y el IVA que pagan estas últimas, y usan el crédito fiscal, mientras que las EMT deben endeudarse para obtener recursos. Este proyecto de ley pretende corregir esta situación, que es evidentemente injusta.

El Honorable Senador señor Moreira puso de relieve que el proyecto se basa en las directivas de la Unión Europea. Algunos podrían decir que propone incorporar medidas que operan en países con economías muy sólidas y que, por lo tanto, no se ajustan a la realidad chilena. Sin embargo, Chile forma parte de la OCDE y si se pretende estar a la altura de esa organización y ajustarse a sus parámetros, entonces, hay que aceptar los desafíos que imponen proyectos como este.

Si bien se hizo referencia a muchos mecanismos que se han impulsado para favorecer a las EMT, éstos parecen no haber tenido gran impacto, tal vez ha faltado una mayor difusión.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, reconoció que aún falta información entre las EMT respecto a los beneficios que se han implementado. No obstante, recordó las importantes cifras a que hizo alusión en su presentación, respecto a la cantidad de EMT que han utilizado el pago diferido del IVA y que se han acogido al régimen del artículo 14 ter A de la Ley de Impuesto a la Renta. 

En cuanto al cambio de sujeto del IVA, explicó que es una herramienta que actualmente existe. Sin embargo, implica una serie de complicaciones, relativas al uso del crédito por parte de las EMT, que hacen preferible los demás mecanismos que tienden a otorgar liquidez.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez expresó que las medidas que señaló el Ejecutivo no han significado un pago oportuno a las EMT, que es la idea central del proyecto. Por el contrario, se están justificando los pagos tardíos. En el fondo, lo que el Gobierno les está diciendo a estos empresarios es que son unos malagradecidos. Solicitó al Ejecutivo que, si la reforma tributaria trajo tantos beneficios, se ponga en contacto con las EMT para difundirlos entre ellas.

El pago a tiempo es un tema muy importante para las EMT, que no sólo es de carácter legal, sino también ético, especialmente cuando el deudor es el propio Estado. Estas empresas no están en condiciones de soportar los retrasos en el pago, a diferencia de las grandes empresas. Esta es la materia en la que hay que enfocarse, porque es lo central de la iniciativa.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su desacuerdo con lo señalado por la Honorable Senadora señora Pérez. La idea del proyecto es lograr un pago oportuno, con la finalidad de evitar problemas de liquidez para las EMT. Se explicó que uno de los problemas para las MYPES es tener que pagar el IVA antes de recibir el pago de sus clientes, y el Subsecretario de Hacienda expuso acerca de dos alternativas concretas para resolver ese punto. Los datos entregados demuestran que la reforma tributaria sí ha causado un efecto positivo. El objetivo del Ejecutivo durante su presentación fue dar a conocer los avances en esta materia y no llamar malagradecidas a las EMT. Respecto a la difusión de las nuevas herramientas para las EMT, agregó que en su Región sí se habían efectuado actividades con ese fin.

Indicó que lo esencial es la falta de caja de las MYPES. Si ya se han tomado medidas para solucionar ese problema, hay que tomarlas en cuenta y trabajar sobre esa base, para seguir avanzando en lograr un pago oportuno. 

El Honorable Senador señor Moreira preguntó a las organizaciones de EMT invitadas su opinión sobre las modificaciones introducidas con la reforma tributaria.

En representación de CONAPYME, el señor Alberto Albornoz manifestó que las medidas expuestas por el Ejecutivo permitieron dar un pequeño respiro a las EMT, pero sólo se trata de una forma de compensar los problemas que existen.

Indicó que, al hablar del Estado como deudor de las EMT, es importante que también se incluya a las municipalidades, ya que constituyen grandes clientes de esas empresas. 

Cuando se venden productos o se prestan servicios a entidades públicas, hay dos elementos que deben considerarse en materia de pago: por un lado, a veces hay problemas de ejecución del pago por parte de los funcionarios, que no siempre operan de manera eficiente; y por otro, la falta de fondos. La regulación de recepción de documentos va a generar una distinción entre la responsabilidad del funcionario y la de la autoridad.

Luego, el señor Roberto Rojas, miembro de CONUPIA, destacó que el sector al que representa es el de la Industria y el Artesanado productivo, que es de gran importancia para el desarrollo económico de Chile. Declaró que se ha avanzado en algunas materias, pero no están solucionados todos los problemas.
Manifestó que es necesario reconocer que la mitad de un total de 1.600.000 EMT se encuentran en la informalidad, porque el sistema no les permite regularizar su situación.

Se refirió a las 123.000 EMT que han recurrido al pago diferido del IVA y afirmó que esa cifra sólo ratifica la existencia del problema. Si los pagos fueran oportunos, no sería necesario emplear ese mecanismo. Agregó que la postergación lleva a un círculo vicioso, puesto que una vez utilizada, se seguirán aplazando los pagos todos los meses.

Señaló que le pareció inadecuado que el Subsecretario de Hacienda haya expresado que los beneficios para las EMT de la reforma tributaria “más regalados no pueden ser”. Las EMT no están pidiendo regalos, sino que se avance en materias que son importantes para ellas.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, aclaró que el beneficio de postergación del pago del IVA no sólo se puede usar en caso de retraso por parte de los clientes, sino cuando la EMT tiene problemas de liquidez por cualquier motivo.

Estuvo de acuerdo con que hay que avanzar en la formalización de las EMT. De esa forma las empresas pueden acogerse a los beneficios establecidos por la ley, y además cumplen sus deberes tributarios.

Enfatizó en que lo relevante es lograr la liquidez de las EMT, que les permita seguir invirtiendo. Reiteró que ya existen importantes medidas implementadas y que se está trabajando por difundirlas. Destacó que no se debe buscar un significado negativo en las palabras de quienes intervienen en las sesiones, porque ello dificulta el diálogo.

El representante de CONAPYME, señor Nelson Olivares, en la misma línea de los integrantes de CONUPIA, estimó que el pago diferido del IVA es una situación que se prolonga en el tiempo una vez que se recurre a él. Además, si se considera que se utiliza por el pago tardío de los clientes, no representa realmente un beneficio.

El Honorable Senador señor Tuma agradeció la disposición del Ministerio de Hacienda para tratar este tema. Reconoció que se han hecho avances, pero hay que ir más lejos e incentivar el pago oportuno a las MYPES.

El Estado no puede intervenir en la negociación que se da entre las partes, pero sí debe establecer una regulación que impida abusos. Tanto los integrantes de la Comisión como los representantes del Ejecutivo han expresado su voluntad para apoyar este proyecto y lograr que quienes utilizan el crédito sean los que financien la morosidad. Hay que obtener el pago oportuno, en cumplimiento de lo pactado por las partes, porque las EMT lo necesitan. No bastan las medidas de excepción que han demostrado no ser suficientes para resolver el problema.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros valoró la iniciativa, porque muchas veces las grandes empresas abusan de los pequeños proveedores y no les pagan a tiempo.

Manifestó sorpresa por la falta de diligencia de los alcaldes en materia de pago, puesto que los municipios tienen un patrimonio propio e ingresos mensuales que provienen del Fondo Común Municipal. Al momento de elaborar sus presupuestos deberían estar estudiados los egresos correspondientes a los pagos a sus proveedores.
__________

A la sesión de fecha 14 de septiembre asistieron como invitados el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes; y el Director de la Asociación de Emprendedores de Chile (ASECH), señor Tomás Sánchez.

Ministro de Economía, Fomento y Turismo

La Comisión escuchó al Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes, quien realizó una exposición en formato power point, que se encuentra disponible en la página web del Senado.

Agradeció la oportunidad para exponer algunas reflexiones relativas al proyecto y valoró su espíritu, debido a la importancia que representa el pago oportuno para las EMT. A fin de contextualizar la materia regulada por la iniciativa, se refirió a la Agenda de Productividad, Innovación y Crecimiento impulsada por el Ejecutivo, dentro de la cual se han adoptado diversas medidas que pretenden favorecer a dichas empresas.

En cuanto al diagnóstico de la situación de las EMT, hizo alusión a dos problemas:

1. Existe una brecha de productividad que se concentra en las MYPES.
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La productividad de las MYPES es muy baja en comparación con las grandes empresas: es normal que exista una diferencia según el tamaño de las empresas, pero ésta es mucho menor en países desarrollados. En Chile las pequeñas empresas sólo alcanzan un 25% de la productividad de las grandes empresas, mientras que en países desarrollados ese porcentaje aumenta a 75 %.
2. Existe un bajo acceso al crédito, que se agudiza con el tamaño de la empresa.
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Las MYPES, además de tener dificultades para obtener crédito, deben pagar tasas de interés más altas.

Con el objetivo de solucionar los problemas señalados, se han adoptado varias medidas en el marco de la Agenda de Productividad, las cuales giran en torno a tres ejes: 

1. Políticas de Financiamiento.

a) Expansión del financiamiento.

i. Nueva línea de crédito CORFO para intermediarios financieros no bancarios por $81.600 millones: se aumenta la competencia en el sistema financiero, favoreciendo el acceso al crédito y disminuyendo las tasas de interés.

ii. Expansión del programa de Cobertura Pro Inversión con un monto total en créditos superior a los $238.000 millones. Con esta medida se ha logrado, por un lado, otorgar créditos de largo plazo a las EMT, necesarios para realizar inversiones; y por otro, disminuir las tasas de interés, al elevar la calidad de la garantía.

b) Políticas para incentivar compromisos de pago: establecimiento de un plazo de 8 días para el acuse de recibo de la mercadería.

Además de contribuir al financiamiento de las EMT, permitirá obtener importante información para adoptar políticas públicas a futuro, ya que se podrá determinar cuánto tiempo de retardo existe en el pago, y cuáles son las empresas que reiteradamente solicitan la cancelación y reemisión de facturas para retrasar el pago. 

La iniciativa cuenta con amplio respaldo del Sector del Factoring: el riesgo del pago de la factura deja de ser de la empresa que la emitió una vez que tiene acuse de recibo, de manera que bajan las tasas.

c) Procedimiento de auto certificación para la obtención del Sello Pro Pyme. 

Las empresas que cuentan con este sello tienen procesos contables más eficientes, que les permiten efectuar pagos oportunos. Son 100.000 las pequeñas empresas proveedoras que resultan beneficiadas.

De las 113 entidades adheridas al Sello pro Pyme, un 74% corresponde a empresas privadas, un 19% a empresas y servicios del Estado, y un 7% a filiales de Banco Estado.

d) Modificación al reglamento de ChileCompra, estableciendo el pago dentro de los 30 días siguientes a la recepción de la factura.
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El único sector del Gobierno Central que se encuentra atrasado en los pagos es Salud.

e) Actualmente más de 260.000 EMT se han acogido al régimen del artículo 14 ter de la Ley de Impuesto a la Renta. Dicho régimen permite obtener mayor liquidez y lograr la liberación de algunas obligaciones tributarias, como la de efectuar balance e inventario.

2. Mejoras a la competitividad.

a) Escritorio Empresa: escritorio virtual personalizado para interactuar con el Estado.

Es una plataforma digital que permitirá realizar en línea todos los trámites necesarios para iniciar y operar una empresa (son aproximadamente 1.000), además de acceder a los beneficios que otorga el Estado.

Esta plataforma implica menores costos al realizar trámites, integración y eficiencia de servicios públicos, y digitalización y simplificación de trámites.

Actualmente está operando de manera parcial y su implementación total debería lograrse dentro de los siguientes 4 años.

b) Trabajo colaborativo para facilitar acceso a nuevos mercados.

i. Centro de Desarrollo de Negocios: hay 35 centros operando y más de 7.600 empresarios asesorados a la fecha.

ii. Centros PYME Exporta: hay 15 centros en que las empresas son capacitadas por Pro Chile en todas aquellas temáticas relacionadas con las exportaciones. Se les apoya en materia de gestión, abriendo sus posibilidades de exportar y de diversificar la canasta de exportación.

c) Fomento al trabajo asociativo y recuperación de patrimonio.
i. Almacenes de Chile: se entrega capacitación relativa a gestión a dueños de almacenes, y se otorga financiamiento por medio de fondos para ejecución de acciones. Hay más de 4.900 alumnos inscritos.

ii. Barrios comerciales: financiamiento de proyectos asociativos. Son 60 los barrios que hoy están ejecutando planes de acción participativos.

3. Democratización del emprendimiento y la innovación.

No basta con los capitales semilla. Parte importante del desafío que tiene Chile para transformar al emprendimiento y la innovación en un motor de desarrollo es democratizarlos. No deben restringirse a ciertas comunas, colegios o sectores de la población.

Se han tomado medidas para consolidar el ecosistema de apoyo al emprendedor: hay 30 espacios co-work (12.500 m2, 900 emprendedores atendidos mensualmente); existe una red de mentores e incubadoras; son más de 750 emprendedores financiados en 2015, en distintas etapas.

Hoy Chile es uno de los mayores líderes mundiales en aceleración y en ecosistema emprendedor: 2° lugar del mundo en inversión total, 5° lugar a nivel mundial en número de start up aceleradas y 1° lugar en Latinoamérica en ecosistema de apoyo al emprendimiento (con el 48% de la inversión total de la región).

Después de analizar las políticas impulsadas para fomentar la productividad de las EMT, se refirió específicamente al proyecto en estudio, realizando algunas observaciones:

- Valoró el objetivo del proyecto, que es lograr el pronto pago para las EMT, desincentivando el financiamiento de las grandes empresas a costa de las más pequeñas. No obstante, deberían examinarse algunos elementos de manera más profunda.

- La introducción de un plazo máximo de pago de 30 o de 45 días, en caso de acuerdo entre las partes, resulta restrictivo respecto de la experiencia comparada. En la Unión Europea el plazo es de 60 días, en general, y de 30 días, cuando el cliente es una institución pública. Si el plazo es muy acotado, se podría desincentivar la contratación de MYPES, ya que los clientes preferirán a empresas medianas o grandes como proveedoras de bienes o servicios, ya que a éstas se les podrá pagar dentro de un término mayor.

- Se deben considerar los ciclos productivos de las diferentes industrias, ya que cada una funciona con sus propios tiempos de pago.

- Es importante que exista gradualidad en la implementación de esta iniciativa. Recordó que con el acuse de recibo automático recién existirán cifras exactas relativas al incumplimiento, que permitirán un mejor análisis de los efectos prácticos de los plazos de pago.

- Desde la perspectiva de la técnica legislativa, consideró que la moción guarda mayor relación con la ley N° 19.983, que otorga mérito ejecutivo a la cuarta copia de la factura. En atención a lo anterior, propuso efectuar modificaciones a ese cuerpo normativo y no a la ley 20.416.  El Ministerio de Hacienda y el SII deberían formar parte de esta iniciativa.

Asociación de Emprendedores de Chile (ASECH)

El señor Tomás Sánchez, Director de la Asociación de Emprendedores de Chile, ASECH, se dirigió a la Comisión para realizar comentarios y observaciones relativos al proyecto en análisis. 

Agradeció la invitación y valoró la iniciativa, que tiene por objeto favorecer a las EMT. Subrayó que éstas fomentan la movilidad social y el equilibrio económico del país, por lo tanto, es importante que estos temas estén presentes en la discusión pública.

Destacó la finalidad de la moción de acortar los plazos de pago, ya que el flujo de caja es uno de los mayores problemas de las EMT, que afecta su productividad. Sin embargo, señaló que existe el riesgo de que se discrimine a las EMT, debido a este beneficio que se pretende implementar: 

- Los clientes podrían preferir a grandes empresas como proveedoras, para evitar cumplir con las exigencias del plazo de pago. Explicó que en Reino Unido se fijó un plazo único para todo tipo de empresas, sin distinguir según su tamaño, e indicó que sería interesante analizar esa posibilidad. No basta con ampliar el plazo, como sugirió el Ministro de Economía, sino que debe ser igual para todos.

- Agregó que el establecimiento de exigencias más altas en la regulación muchas veces va aparejado de malas prácticas: si se establecen plazos de pago que favorecen a las EMT, los clientes podrían comenzar a exigir el retraso en la emisión de las facturas, a fin de postergar el inicio del cómputo del plazo. Frente a un cliente importante, las EMT generalmente aceptan este tipo de conductas. 

Indicó que sería relevante que el Gobierno dé el ejemplo en materia de pago y que todas sus instituciones tuvieran el Sello Pro Pyme.

En cuanto a la implementación de la nueva regulación, consideró que, más importante que la gradualidad, es “prototipar”. Las medidas deberían aplicarse primero en algún lugar o industria determinados, para analizar la forma en que operan en la práctica, y luego extenderse al resto del territorio o actividades, efectuando las mejoras que corresponda. La información que se obtendrá una vez que opere el acuse de recibo será útil para hacer el seguimiento de los efectos de los plazos de pago.

Respecto al pago del IVA, sostuvo que representa uno de los grandes problemas para las EMT, ya que no coincide en el tiempo con el cumplimiento de las obligaciones por parte de sus clientes. Si bien la postergación del pago de IVA en dos meses alivia la situación de algunas EMT, no todas ellas pueden acceder a ese beneficio, porque no cumplen con los requisitos necesarios. Cuando los clientes se demoran en cumplir sus obligaciones, el pago del IVA obstaculiza el crecimiento de las empresas más pequeñas y lleva a que sus dueños incurran en conductas como el uso de sus tarjetas personales para obtener financiamiento. Propuso el cambio de sujeto del IVA como mecanismo para hacer frente a este problema.

Hizo referencia a las EMT exportadoras y señaló que es necesario efectuar modificaciones legales que faciliten la obtención del pago. Explicó que existen muchas complicaciones para recibir un pago proveniente de otros países: es difícil abrir una cuenta bancaria extranjera en dólares; no se puede acceder al pago mediante tarjetas de crédito; si se contrata a una empresa extranjera para tramitar los pagos, aumentan muchos los costos; y si se quiere contratar a una empresa nacional con el mismo objetivo, hay dificultades derivadas del pseudomonopolio que existe en Chile en relación con los medios de pago. Facilitar las transacciones influye en la diversificación de la canasta de exportaciones.

Para finalizar su presentación, comentó que en ASECH se está trabajando en una nueva agenda pro emprendimiento PYME, que constituye una actualización de lo que se había hecho en la misma organización algunos años atrás. Invitó a la Comisión y al Ministerio de Economía a participar en esa instancia.

______________

Luego intervinieron los Honorables Senadores presentes en la sesión.

La Honorable Senadora señora Pérez se refirió a la exposición del señor Ministro de Economía. La calificó como positiva, y sostuvo que existe una gran diferencia entre la postura y tono del Ministro de Economía, y el de la exposición en una sesión anterior por parte de Subsecretario de Hacienda. En la presentación efectuada por el primero existe una mirada inclusiva respecto de las EMT y no adversarial. Destacó que, con el apoyo del Ministerio de Economía, se han impulsado iniciativas por la Comisión que favorecen el desarrollo de estas empresas.

Luego, el Honorable Senador señor Tuma sostuvo que la intervención del Ministro de Economía corrobora la conformidad del Ejecutivo con esta moción, no obstante las modificaciones que puedan introducirse posteriormente. Agradeció la participación de ASECH, puesto que su exposición permitirá mejorar el proyecto.

Afirmó que el trato que reciben hoy las EMT es desigual y es una situación que debe ser corregida. Consideró interesante la propuesta de regular el mismo plazo para todo tipo de empresas, de manera de evitar eventuales discriminaciones que perjudiquen a las más pequeñas.

En relación con el pago diferido del IVA, subrayó que se trata de un crédito por 60 días que pueden utilizar todas las empresas, no sólo las de menor tamaño. Es un avance, pero se debe seguir trabajando para favorecer a los empresarios más pequeños. Resulta muy significativa la inyección de liquidez que implicaría para las EMT el pago oportuno del precio por parte de sus clientes. Hay que lograr que lo pactado entre las partes se cumpla y, en la medida que ello ocurra, el pago de impuestos no debería ser un problema. Es razonable que las grandes empresas no abusen de su posición dominante, logrando financiamiento a través de los pagos retrasados.

Es necesario que también se tomen medidas que faciliten la recepción del pago cuando éste proviene de clientes extranjeros. Propuso que, en caso que sea posible, se introduzcan modificaciones en este proyecto, que tiendan a lograr ese objetivo.

Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro manifestó que la presentación de ASECH permite conocer cómo funcionan las relaciones entre proveedores y clientes en los hechos, y ello contribuye a realizar un pronóstico más preciso de los efectos prácticos que tendrán las modificaciones legales.

Las relaciones privadas deberían regirse por el mutuo acuerdo. El problema se presenta cuando una de las partes tiene una posición dominante y abusa de la otra. 

Hay que ser cuidadosos con posibles discriminaciones que puedan presentarse a futuro como consecuencia de esta iniciativa. Ya existe cierta discriminación de parte de las grandes empresas al momento de contratar con un proveedor de menor tamaño: por un lado, porque no saben si éstos cumplirán sus obligaciones; y por otro, debido a que necesitan pagos dentro de un tiempo más acotado.

Es importante no establecer una regulación demasiado rígida, que impida la negociación entre las partes. Por ejemplo, un cliente podría proponer una disminución del precio a cambio de un pago dentro de 10 días.

En cuanto al cambio de sujeto del IVA, señaló que es una materia que debe analizarse detenidamente. El emisor de la factura ya no estaría facultado para descontar ese impuesto como gasto y eso podría generarle problemas.

Hizo alusión a las exportaciones e indicó que las desventajas para las EMT están representadas por las dificultades para obtener el pago y generar contactos con clientes extranjeros. El sistema financiero pasa a ser el elemento clave, no sólo por el acceso, sino por la forma en que se concreta en una operación de comercio exterior. Es necesario además que en los Centros de Desarrollo de Negocios y en los Centros PYME Exporta se incentive la diversificación de la canasta exportadora.

En la misma línea de los Honorables Senadores señores Tuma y Pizarro, la Honorable Senadora señora Pérez destacó que pueden existir grandes diferencias entre la teoría y la práctica. Se debe tener cuidado al momento de efectuar modificaciones como la propuesta, porque una medida, que es diseñada como un beneficio para las EMT, se puede transformar en lo contrario una vez que se aplica. Por eso es importante que se legisle igual para todos, sin establecer una regulación especial para las EMT.

Estimó que debe considerarse el carácter de mal pagador que tienen las instituciones públicas, especialmente las del sector Salud y las municipalidades. Estas entidades también deben cumplir con la nueva normativa que se apruebe.

El Honorable Senador señor Moreira señaló que, no obstante existir algunos elementos que pueden ser mejorados durante la discusión particular, este proyecto resulta valorable, ya que su objetivo es evitar abusos que afectan a las MYPES, que son grandes creadoras de trabajo en nuestro país.

__________
En sesión celebrada el día 28 de septiembre, la Comisión recibió a representantes de la Comunidad Empresarial de Micro, Pequeños Empresarios y Emprendedores de Chile (PROPYME), la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), y ChileCompra.

Comunidad Empresarial de Micro, Pequeños Empresarios y Emprendedores de Chile (PROPYME)

El señor Rodrigo Bon, Director de la Comunidad Empresarial de Micro, Pequeños Empresarios y Emprendedores de Chile, PROPYME, realizó una exposición sobre la iniciativa en análisis, utilizando como apoyo una minuta, que se encuentra disponible en la página web del Senado.

Comenzó su intervención agradeciendo a la Comisión la posibilidad de exponer la opinión de su organización respecto al proyecto.

Explicó que PROPYME es una comunidad empresarial que actualmente cuenta con más de 50.000 integrantes, con presencia en todas las regiones del país. Agregó que llevan 10 años trabajando en una red que abarca más de 60 instituciones, tanto públicas como privadas, e hizo referencia a algunas iniciativas en las que han participado durante los últimos dos Gobiernos.

Indicó que, junto a la capacitación y la obtención de información respecto a los programas de fomento del Gobierno, el pago oportuno es una de las principales necesidades que actualmente tienen las EMT.

Sostuvo que es importante analizar el tema del retraso del pago a las MYPES proveedoras, en el contexto del escenario económico que éstas deben enfrentar actualmente. En relación con lo anterior destacó tres aspectos:

1. Reforma laboral: un 70% de los micro y pequeños empresarios no tiene mayor claridad en cuanto al contenido de esta reforma, por lo que aún falta avanzar en su difusión.

2. Reforma tributaria: el aumento de impuestos generó una nueva barrera para la actividad de las EMT. Si bien se crearon algunos beneficios, como la postergación del pago del IVA o el régimen del artículo 14 ter de la Ley de Impuesto a la Renta, éstos sólo demuestran que existe el problema de retardo en el pago. Si los pagos se realizaran de manera oportuna, esas medidas no serían necesarias.

3. Eventual reforma del sistema de pensiones: se anunció un aumento de un 5% de las cotizaciones, con cargo al empleador. Serán las EMT las que financiarán esta reforma, ya que en Chile un 80% de los empleos son generados por ellas.

La demora en el pago es un problema que afecta a las EMT, con independencia del sector al que pertenezcan sus clientes: en el ámbito público, las municipalidades, las instituciones de salud y el Ministerio de Obras Públicas pagan tardíamente; y en el área privada también han aumentado los tiempos de pago, llegando a los 90 o 120 días. Si bien reconoció que ha habido avances en materia de pago oportuno, consideró que llegó el momento de buscar una solución legal.

De acuerdo a las opiniones recogidas dentro de PROPYME, los siguientes serían los principales problemas que deben enfrentar los empresarios de menor tamaño: pago del IVA; necesidad de recurrir al financiamiento bancario, factoring y leasing; altas tasas de crédito; flujos de caja débiles; endeudamiento previsional y tributario; nula posibilidad de inversión en productividad, infraestructura, gestión, innovación, exportaciones y capital humano; pérdida de competencia en el mercado; falta de regulación del mercado y la competencia entre grandes empresas y EMT, es decir, deficiencia en políticas públicas pro MIPYME y pro emprendimiento; y falta de regulación tributaria diferenciada según el tamaño de la empresa. Muchos de estos problemas derivan del retraso en los pagos o se ven aumentados por él.

Dio a conocer los resultados  de una encuesta que se realizó entre más de 900 empresarios de PROPYME, entre los días 12 y 23 de septiembre del presente año. Afirmó que los números son categóricos, especialmente a propósito de la última pregunta, que se refiere al pago.

	El modelo económico chileno actual favorece el desarrollo de las PYMES

	Respuesta
	Cantidad de respuestas
	Porcentaje

	Muy en desacuerdo
	224
	24.72%

	En desacuerdo
	373
	41.17%

	Ni de acuerdo ni en desacuerdo
	141
	15.56%

	De acuerdo
	130
	14.35%

	Muy de acuerdo
	31
	3.42%

	No sé
	7
	0.77%

	Total
	906
	100%


	Considerando la situación económica de Chile en los últimos 20 años, usted diría que ve el futuro de las Pymes con:

	Respuesta
	Cantidad de respuestas
	Porcentaje

	Mucho pesimismo
	92
	10.47%

	Pesimismo
	269
	30.6%

	Ni pesimismo ni optimismo
	257
	29.24%

	Optimismo
	232
	26.39%

	Mucho optimismo
	29
	3.3%

	Total
	879
	100%


	Están dadas las condiciones para que las Pymes aporten al desarrollo del país:

	Respuesta
	Cantidad de respuestas
	Porcentaje

	Muy en desacuerdo
	99
	10.86%

	En desacuerdo
	388
	42.54%

	Ni de acuerdo ni desacuerdo
	112
	12.28%

	De acuerdo
	205
	22.48%

	Muy de acuerdo
	103
	11.29%

	No sé
	5
	0.55%

	Total
	912
	100%


	Cuánto diría usted que las grandes empresas (incluyendo Retail) apoyen y contribuyen al desarrollo de las Pymes?

	Respuesta
	Cantidad de respuestas
	Porcentaje

	Nada
	288
	31.54%

	Muy poco
	446
	48.85%

	Neutro
	125
	13.69%

	Bastante
	49
	5.37%

	Mucho
	5
	0.55%

	Total
	913
	100%


	¿Cómo considera que es la relación entre su Pyme y las grandes empresas (incluyendo Retail) en el país?

	Respuesta
	Cantidad de respuestas
	Porcentaje

	Muy inadecuada
	193
	21.49%

	Inadecuada
	344
	38.31%

	Ni adecuada ni inadecuada
	255
	28.4%

	Adecuada
	100
	11.14%

	Muy adecuada
	6
	0.67%

	Total
	898
	100%


	¿Cómo considera que son las condiciones de pago que rigen cuando las empresas de gran tamaño le pagan a las Pymes?

	Respuesta
	Cantidad de respuestas
	Porcentaje

	Muy desfavorable
	415
	45.65%

	Desfavorable
	389
	42.79%

	Ni favorable ni desfavorable
	79
	8.69%

	Favorable
	24
	2.64%

	Muy favorable
	2
	0.22%

	Total
	909
	100%


Para finalizar su intervención, expresó que su organización apoya la iniciativa, ya que contribuye a solucionar uno de los principales problemas que aquejan a las EMT. A fin de contribuir al perfeccionamiento del proyecto, realizó las siguientes propuestas:

1. Plazo máximo de pago de 30 días.

2. Plazo de pago contado desde la entrega de la correspondiente factura.

3. Plazo igual para todos, con independencia del tamaño de la empresa.

4. Imposibilidad de negociar entre las partes plazos de pago superiores a los fijados por ley.

5. Establecer mecanismos para asegurar el cumplimiento de los plazos. Por ejemplo, se podría imponer como sanción a las empresas morosas la prohibición de negociar con el Estado.

6. Plataforma digital para denunciar a empresas incumplidoras, para facilitar la aplicación de intereses, multas y otras sanciones.

_______________

Finalizada la presentación, la Honorable Senadora señora Pérez valoró las observaciones realizadas. La situación de las EMT es agobiante, y es necesario que tengan las mismas posibilidades que las grandes empresas al momento de cobrar.

Destacó la idea de llevar un registro de malos pagadores y la consideró como una propuesta positiva, que ayudaría a cumplir los objetivos del proyecto.

Coincidió en el diagnóstico realizado por el invitado de PROPYME, en el sentido que todas las ventajas tributarias creadas con la reforma son medidas paliativas frente a la demora en el pago.

Sostuvo que resultan preocupantes las cifras analizadas, especialmente las que indican que un 30% de las EMT no sobreviven más allá de un período entre 2 y 5 años. En relación con esta última situación, estimó interesante conocer el número de EMT que se han creado durante los últimos 2 años. 

A propuesta de la Honorable Senadora señora Pérez, la Comisión acordó oficiar al Servicio de Impuestos Internos, para que informe acerca de la cantidad de Empresas de Menor Tamaño creadas durante los últimos 2 años.
En cumplimiento de dicho acuerdo se despachó el Oficio N° 1.075, de 28 de septiembre de 2016.
Luego, el Honorable Senador señor Tuma, expresó que PROPYME ha planteado los puntos centrales que motivaron la presentación de la moción que dio origen a esta iniciativa.

Una de las principales dificultades que tienen las EMT para sobrevivir es la falta de capital, y ésta se agudiza con el retraso en el pago. Resolver este problema es necesario para permitir la competencia y recuperar el equilibrio en la negociación entre proveedores de menor tamaño y sus clientes.

Recordó que en otros países el problema fue superado mediante una legislación que establece igualdad de condiciones para todas las empresas, sin considerar su tamaño. Estimó que este proyecto puede ser mejorado siguiendo ese mismo modelo.

El Honorable Senador señor Quinteros consideró preocupante la concepción negativa que tienen los empresarios de menor tamaño respecto a las condiciones  que ofrece el modelo económico chileno para que ellos desarrollen sus actividades. 
Afirmó estar absolutamente convencido de la existencia de un aprovechamiento de las grandes empresas, que no pagan a tiempo a sus proveedores de menor tamaño. En regiones ha conocido casos en que la demora llega a los 6, 7 u 8 meses. Es un abuso al que se debe poner término.

El señor Rodrigo Bon indicó que también hay aspectos positivos que vale la pena destacar. Por ejemplo, gracias a ChileCompras se han logrado buenas condiciones de contratación con instituciones públicas, a tal nivel, que algunas EMT se dedican exclusivamente a ser proveedoras de estos organismos. Además existe una buena valoración de las medidas de fomento de la exportación y la capacitación.

Lamentablemente en relación con los pagos existe una percepción negativa. Es importante tener presente esta información, que refleja la opinión de los empresarios de menor tamaño, porque son datos que le dan fuerza al proyecto, concluyó.

_______________

Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA)

La señora Cecilia Flores, abogada de la Gerencia de Políticas Públicas y Desarrollo de la Sociedad de Fomento Fabril, SOFOFA, realizó una presentación en formato power point, a la que se puede acceder a través de la página web del Senado.

Agradeció la invitación de la Comisión y expresó que es de la esencia de esta organización promover la iniciativa del sector privado, para lograr su fortalecimiento.

Luego de hacer un repaso sobre el contenido del proyecto, realizó algunos comentarios generales.

1. El informe final sobre “Estrategia para Financiamiento de las PYMES y el Emprendimiento”,  elaborado por el Consejo de Financiamiento de PYMES y Emprendimiento, reconoce que una de las razones que podrían explicar los obstáculos existentes para un mejor acceso de las Pymes y emprendedores a las fuentes de financiamiento, serían algunas prácticas de mercado en la industria y el comercio. Sin embargo, esta misma entidad afirma que “un aspecto sobre el cual no se cuenta con información sistemática es el plazo de pago de las obligaciones comerciales por parte de los clientes. En especial cuando se trata de empresas grandes, se argumenta que pueden usar su poder de negociación para extender el plazo del pago de los bienes y servicios, lo que incrementa las necesidades de financiamiento de las PYMES. En el año 2011, se implementó el sello ProPyme que tenía como objetivo incentivar el pago a las empresas de menor tamaño en plazos menores a un mes. No obstante, aún existe la visión que este es un problema relevante para las PYMES”.
- De acuerdo al informe, elaborado por un Consejo compuesto por empresarios y especialistas del ámbito financiero público y privado, este podría ser un problema que afecta el financiamiento de las Pymes, sin embargo, no existen datos que avalen dicha circunstancia. 
- En consecuencia, no existen datos que permitan conocer la magnitud del problema que enfrentamos, sus actores y sus causas y, por lo anterior, resulta complejo tratar de darle una solución legal. 

2. En el sector público existen algunos datos, sin embargo, se desconoce qué porcentaje de las micro y pequeñas empresas resultarían afectadas.

- El Ministerio de Hacienda ha comentado en esta Comisión que el Gobierno Central paga en promedio en 16,7 días. En el sector salud el tiempo de pago se extiende a 70 días. 

- En el caso de los municipios, la deuda flotante municipal en 2015 fue de 74.045 millones de pesos. Esta cifra representa el monto global de deudas hacia terceros que tenían los municipios a diciembre del año 2015, según el Sistema Nacional de Información Municipal (SINIM), de la SUBDERE. 
3. Caso de los supermercados.

- Han operado instrumentos de autorregulación, que establecen plazos de pago similares a los contemplados en la iniciativa. Así, desde los años 2007 y 2008, las dos cadenas más importantes del sector cuentan con documentos que establecen los términos y condiciones de contratación con sus respectivos proveedores.

- En estos casos se establecen condiciones de plazo de pago a 30 días de las facturas de aquellos proveedores que califican como Pymes, a ser pagadas en la fecha siguiente de pago.  

- Estos instrumentos de autorregulación cuentan con la validación de las autoridades de libre competencia, y también de la Corte Suprema.

- A estas iniciativas se sumaron luego las demás cadenas de supermercados del país. 

4. El proyecto de ley resulta interesante y, en ciertos aspectos, concordante con la legislación comparada.

- Sin embargo, se puede poner en duda que el establecimiento de plazos de pago e intereses moratorios específicos resuelva, en la práctica, el problema de fondo. 

- La iniciativa supone que el proveedor pequeño podrá exigirle a su cliente el pago de la factura a los 30 días y el pago de intereses moratorios, en caso de retraso. En la práctica parece difícil que ello ocurra, por los efectos que podría generar en las ventas o prestación de servicios futuros del proveedor pequeño. 

- El retraso en el pago se puede generar debido a que ha existido una cadena de incumplimiento de pagos previos, pero el proyecto sólo exige el cumplimiento del plazo a la empresa que contrató con el proveedor pequeño.

- En consecuencia, establecer que el plazo resulte aplicable sólo al caso de micro y pequeñas empresas podría generar desincentivos a su contratación. 

A continuación, efectuó los siguientes comentarios específicos:

1. Establecer como obligatorio que el pago no se puede efectuar más allá de los 30 o 45 días, en caso de acuerdo, podría generar un desincentivo a contratar con un proveedor pequeño.

2. Estableciendo plazos comunes para toda la industria se corre el riesgo de desconocer las realidades particulares de ciertos sectores de la economía.

3. La iniciativa también resulta aplicable a clientes que son micro y pequeñas empresas, por lo que éstas no podrían negociar con sus proveedores pequeños plazos de pago extendidos (pese a que en estos casos no existiría asimetría). 

4. Se rompe con la regla general en materia de compensación, la cual opera por el solo ministerio de la ley y aún sin conocimiento de los deudores, extinguiéndose ambas deudas recíprocamente hasta la concurrencia de sus valores. Esto también podría generar un desincentivo a la contratación con proveedores pequeños, que sean a su vez deudores.

5. Respecto de los beneficiarios de la iniciativa surgen dudas. Si bien primeramente la iniciativa enuncia que éstos serían las micro y pequeñas empresas, en materia de resolución o cumplimiento forzado con indemnización de perjuicios de los contratos y cláusulas abusivas se hace referencia a las empresas de menor tamaño, concepto que incluye también a las medianas empresas. 

Para finalizar su exposición, planteó algunas propuestas:

1. Antes de continuar con la tramitación del proyecto, solicitar la siguiente información:

a) Informe a la Comisión Nacional de Productividad, a fin de que analice e identifique los obstáculos generados por la regulación o gestión del sector público, que podría estar limitando o restringiendo el emprendimiento o el desarrollo de alguna industria o sector económico, y proponga las acciones necesarias para su solución. 

b) Informe a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras acerca del impacto de esta iniciativa en un escenario de tasa de interés alta. 

c) Estudio que permita identificar las causas y responsables de las demoras en el pago a los proveedores, para lo cual SOFOFA ofrece su colaboración. 

2. En caso que se decida avanzar en la fórmula planteada, se sugiere alternativamente:

a) Fijar un plazo máximo de pago más extendido, que opere salvo acuerdo expreso en contrario. 

b) Establecer claramente: 

- Plazo de días hábiles o corridos

- Desde cuándo se contabiliza el plazo.

c) Fijar intereses moratorios en caso de incumplimiento de pago, otorgando a las partes autonomía para fijar el plazo de pago. 

d) Se deberán considerar circunstancias como:

- Emisión de las órdenes de compra o solicitud de servicios o documento similar, sin los cuales los proveedores no pueden emitir las facturas.

- Recepción de bienes o prestación de servicios que no están conformes con lo solicitado (por cantidad o calidad), o si existen diferencias de precios, etc.

_______________

El Honorable Senador señor Tuma solicitó a la representante de SOFOFA que profundizara en el tema de los documentos sin los cuales el proveedor no puede emitir la factura.

La señora Cecilia Flores explicó que, de acuerdo a la información entregada por sus empresas asociadas, mientras el cliente no emite la orden de compra o de prestación de servicios, el proveedor no puede emitir la factura. Entonces, es complicado contar el plazo de pago desde la emisión de la factura, porque los proveedores se ven atados de manos mientras su cliente no otorga esos documentos.

El Honorable Senador señor Tuma señaló que el plazo contemplado en el proyecto se cuenta desde la emisión de la factura o la solicitud de pago. En caso de dudas sobre ese momento, el término comienza a correr desde el día de recepción de los productos o prestación de servicios. Respecto de esta última fecha recordó la medida del acuse de recibo automático que fue tratada en sesiones anteriores.

Sostuvo que la ley no establece ninguna exigencia relativa a la emisión de documentos antes de la elaboración de la factura. Puede existir una costumbre, pero no es un requisito legal. En caso de considerar esa condición previa para facturar, la legislación propuesta no va a funcionar en la práctica.

La señora Cecilia Flores indicó que, pese a que no existe una ley en ese sentido, en los hechos los proveedores sí esperan la orden de compra o de prestación de servicios para emitir sus facturas. En consecuencia, es una situación que debe considerarse, porque podría frustrar el objetivo del proyecto.

Luego, el Honorable Senador señor Quinteros estimó que varios de los datos contenidos en la presentación se alejan de la realidad. Los supermercados no pagan a 30 días, sino que se demoran bastante más, hasta 6 meses en algunas oportunidades, para pagar a sus proveedores pequeños.

Le pareció muy criticable que algunos grandes clientes recurran a la demora en la emisión de la orden de compra o de prestación de servicios para retrasar a su vez la factura.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez consideró interesantes los datos y observaciones de SOFOFA.

El señor Rodrigo Bon declaró que es relevante que el proyecto de ley establezca reglas iguales para todas las empresas, sin considerar su tamaño. Varias de las críticas que hizo SOFOFA en sus comentarios específicos se superan si la legislación da un trato igualitario a la totalidad de las empresas.

Agregó que para las EMT el plazo de 30 días no significaría un problema, puesto que éstas pagan contra la entrega del producto o prestación de servicios, o incluso de manera anticipada.

_______________

ChileCompra

La Directora de ChileCompra, señora Trinidad Inostroza, realizó un análisis de la moción en estudio, utilizando una presentación en formato power point, que está disponible en la página web del Senado.

Luego de agradecer la invitación, hizo referencia al funcionamiento del sistema de compras públicas.

- Es un mercado completamente electrónico, que permite el encuentro entre compradores públicos y proveedores.

- Objetivos relativos a la contratación pública: a) lograr el respeto por la probidad y la transparencia; b) fomentar la eficiencia del Estado; y c) incentivar la participación de las EMT.

ChileCompra es el mercado electrónico más grande del país, lo que se refleja en las siguientes cifras: 125.000 proveedores; más de USD$ 12.000 millones en transacciones durante el año 2015; más de USD$ 837 millones de ahorro al año; 850 organismos públicos.
Si se analiza la evolución del sistema, se puede apreciar el crecimiento en la participación de las EMT:
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Avances del sistema durante el año 2016:

- Negocios con el Estado crecieron en un 15%, alcanzando más de USD$ 4.848 millones y 1 millón 76 mil órdenes de compra.

- Durante el primer semestre de 2016 las ventas de las micro y pequeñas empresas llegaron a los USD$ 2.072 millones. 

- La transparencia es un buen negocio para las EMT, porque las instituciones públicas están recurriendo al sistema para realizar transacciones que antes no se hacían a través de ChileCompra.

Gran rentabilidad del sistema: por cada $1.000 gastados en ChileCompra, el Estado ahorra $48.000.

- USD$ 111 millones ha costado ChileCompra en 13 años.

- USD$ 5.300 millones en ahorros para el Estado permitió ChileCompra durante ese período.

- Durante el primer semestre de 2016 se ahorraron USD$ 837 millones.

- El sistema ha funcionado porque existe confianza en él: por cada licitación, hay en promedio 5 proveedores ofertando.

Las MYPES lideran las ventas en el sistema de Compras Públicas.

- Más de USD$ 5.519 millones para las MYPES durante 2015, que representan un 45% de las ventas (USD$ 1.053 millones más que en 2014).

- Los fantasmas que alguna vez existieron se han ido disipando, porque los compradores públicos prefieren los bienes y servicios de EMT, puesto que son más flexibles frente a los requerimientos del Estado.

- Es una tendencia que ya se encuentra consolidada, por lo que se espera un crecimiento mayor durante 2016.

Participación de MYPES en regiones supera el 52%: entre enero y junio de 2016 destacan las regiones del Maule, con un 65,17%, y de Los Ríos, con un 62,23%, superando el promedio nacional.
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Sectores que más transan dentro del sistema.

- Salud y municipios son los sectores con más transacciones.
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- Los mayores compradores públicos en el primer semestre de 2016 son: a) Central de Abastecimiento S.N.S.S. -  CENABAST; b) Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB); y c) Instituto de Previsión social, Carabineros de Chile, MOP - Dirección de Vialidad.

- Los rubros con más transacciones son: a) servicios de construcción y mantenimiento; b) medicamentos y productos farmacéuticos; c) equipo, accesorios y suministros médicos; d) salud, servicios sanitarios, alimentación; y d) servicios financieros, pensiones y seguros.

Las MYPES son las que reciben una mayor cantidad de órdenes de compra.

- Desde enero a agosto de 2016 los proveedores han recibido más de 1.400.000 órdenes de compra, por un monto total de USD$ 5.443 millones transado.

- Específicamente las MYPES, en ese mismo período, han recibido cerca del 50% de las órdenes de compra, que representan el 44% de los montos.

- Las órdenes de compra se emiten electrónicamente durante el proceso, por lo que no se presenta el problema de retraso que fue planteado por SOFOFA.

Programa de pago oportuno: las EMT actualmente tienen una gran participación en el sistema y uno de los principales problemas planteados por ellas es el retardo en el pago.

1. Hechos relevantes.

- 2006: Oficio Circular 23. “Instrucciones sobre
el plazo de pago a proveedores.”

- 2011: Oficio Circular 34. “Instruye sobre datos adicionales de factura en SIGFE y seguimiento al proceso de pago y respuesta de reclamos.” Se crea ChilePaga.

- 2014: Oficio Circular 11. “Instruye sobre la reubicación de ChilePaga en la Dirección de Compras y Contratación Pública.”
- 2015: a) realización de estudio de usuarios para levantar información de pagos; b) para resolver las necesidades detectadas con usuarios, se crea Programa de Pago Oportuno, con sus 4 pilares; y c) modificación reglamento de compras (art. 79 bis establece plazos de pagos).

- 2016: a) implementación de la nueva Mesa de Gestión de Reclamos por Pagos; b) habilitación en Mercado Público de Mis Pagos, cuyo objetivo es apoyar y transparentar documentos de pago recibidos por Servicios Públicos; y c) Mesa de Trabajo CGR – SUBDERE para incorporar al sector Municipal en el programa.

2. Plan de acción.

a) A nivel reglamentario se incorporó el plazo general de 30 días para efectuar el pago y el plazo de 45 días excepcionalmente. El plazo forma parte de las bases de licitación.

b) Alianzas estratégicas: Creación de alianzas con la CGR, SubRedes Asistenciales, SUBDERE, Hacienda, SIGFE, entre otras, para potenciar el cumplimiento de pago oportuno.

c) Información oportuna: implementación del portal  informes.chilepaga.cl, que mensualmente se actualiza con reportes sobre gestión de pagos, y que tiene 600 usuarios activos.

d) Flujo de pago: apoyar la gestión de documentos de pago; aplicativo en Mercado Público; los proveedores pueden conocer en línea el estado de pago de cada uno de los documentos.

e) Gestión de reclamos: se estableció un sistema electrónico para apoyar la gestión de reclamos de MYPES que ingresan al portal de Mercado Público. Durante el primer semestre de 2016 hubo 9.354 reclamos ingresados, con una tasa de éxito del 55,4%.

f) Capacitación: dirigida a proveedores y compradores respecto a procedimientos de pago, importancia de la factura, buenas prácticas, entre otros.

3. Pago oportuno.

- Los pagos oportunos ascienden a USD$ 5.013 millones sobre un total pagado por las entidades públicas de USD$ 6.019 millones, entre enero y julio de 2016 (organismos en Sifge 2, sólo del Gobierno Central). Es decir, un 83% de los montos se pagaron en plazos legales.

- En el caso de las MYPES, un 89% de los montos se pagaron dentro de plazo (USD$ 3.077 millones).
4. Pilar: Gestión de Reclamos por Pago.

- Durante el año 2016: a) han ingresado 9.354 reclamos, por un monto de $45.000 millones; b) el 83,2% de los reclamos son de EMT; c) el 62,5% de los reclamos ya tienen un pago confirmado con proveedor, beneficiando a 1.039 proveedores.

- Ha aumentado el número de reclamos en comparación con el año 2015, pero ello no necesariamente se debe a un mayor incumplimiento, sino a que las personas se sienten cada vez más empoderadas y exigen el respeto de sus derechos.

- Los incumplimientos de pago son de carácter normativo, de manera que pueden acarrear responsabilidad administrativa de los funcionarios.
5. Pilar: Mis Pagos.

- Es una plataforma digital que permite a los compradores y proveedores conocer en línea el estado de pago de cada uno de los documentos emitidos/recibidos.
- Se encuentra habilitada desde el 25 de agosto. Está en fase de marcha blanca, y el foco está puesto en potenciar su uso por parte de los compradores.

___________

Finalizada la exposición intervinieron los Honorables Senadores presentes.

El Honorable Senador señor Tuma preguntó cómo se calcula el ahorro que permite el sistema ChileCompra al Estado.
La señora Trinidad Insotroza señaló que se comparan las diferencias de precio obtenido en las distintas transacciones. Agregó que las cifras que se presentaron no incluyen otros conceptos que también significan un ahorro, como la disminución de gastos de transacción o gestión, que son beneficios que otorga el sistema debido a su carácter electrónico.

La Honorable Senadora señora Pérez consultó, por un lado, por los motivos que explican que en regiones se prefiera a las EMT antes que a las grandes empresas; y por otro lado, en qué consiste la gestión de reclamos.

En cuanto a la primera pregunta, la señora Trinidad Inostroza indicó que esa preferencia se explica por el comportamiento de los mercados locales, y por autoridades que están más empoderadas, que deciden beneficiar a empresas de cada región.

En relación con la segunda interrogante, explicó que la gestión implica hacer un seguimiento del reclamo y contactar a la entidad pública contra la cual se presentó. Agregó que el tema del pago oportuno está incorporado dentro de las materias que se evalúan en los cursos de capacitación que deben tomar los funcionarios públicos, los que pierden su clave de acceso al sistema, si obtienen una calificación negativa.

El Honorable Senador señor Tuma estimó que los datos entregados por ChileCompra son muy valiosos. Sin embargo, consideró necesario que se aclarara la posición de la institución en relación con el proyecto y solicitó a su representante que se pronunciara al respecto.

La señora Trinidad Insotroza sostuvo que, en términos generales, es positivo fijar plazos máximos de pago. Al menos en el sector público, que es el ámbito en que ella es competente, la aprobación del proyecto importaría elevar a nivel legal normas reglamentarias que ya existen en materia de plazos de pago. Añadió que no basta con establecer reglas, sino que todo el sistema debe adaptarse para permitir su cumplimiento, como ha ocurrido con ChileCompra.

En cuanto a los intereses fijados, opinó que debería analizarse el impacto que podrían generar en organismos que ya tienen dificultades  financieras.

Luego explicó que existen 2 grandes procedimientos de contratación pública: las licitaciones que se hacen por medio del portal digital Mercado Público y los Convenios Marco. En esta última modalidad de contratación se establece un resguardo para los proveedores, quienes pueden rechazar órdenes de compra provenientes de organismos públicos que mantienen deudas con ellos.

El Honorable Senador señor Tuma planteó que tal vez sería mejor que ChileCompra impidiera usar el sistema a las entidades públicas que habitualmente incurren en mora. Algunos parlamentarios lo han estado planteando hace tiempo, pero no se ha logrado hasta ahora, porque se ha sostenido que algunos servicios podrían dejar de funcionar si se aplica una medida como esa. Sin embargo, afirmó que los problemas de planificación financiera de los organismos públicos deben ser solucionados por el Estado, no por las EMT.

Respecto al impacto que podrían generar los intereses en instituciones públicas, señaló que el retraso en el pago debe ser asumido por el Estado y no por los pequeños proveedores, en la misma línea de lo que expresó previamente. Es el Estado el que debe responsabilizarse por los bienes y servicios que requiere.

Agregó que la economía se sostiene con la fuerza laboral, y ésta es creada en parte importante por las EMT.

La señora Trinidad Inostroza explicó que muchas veces en regiones hay escasos proveedores para ciertas entidades públicas que tienen un historial de pagos atrasados, como es el caso de algunos municipios. 

Es importante que esos organismos sinceren sus plazos de pago, porque de esa forma sus proveedores están en mejor posición para fijar sus precios. Debe existir certeza para los proveedores respecto del tiempo de pago y esos datos hoy se transparentan. ChileCompra entrega información sobre las instituciones  en contra de las cuales se presentan reclamos por no pago.

El Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma, propuso votar en general el proyecto, y, luego, fijar un plazo interno para presentar indicaciones, con el objeto de proceder a la discusión en particular.
Sometida a votación la idea de legislar, ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez, y señores Quinteros y Tuma (Aprobado en general; unanimidad 3x0).

La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, fijar un plazo interno para presentar indicaciones hasta las 12:00 horas del día 24 de octubre del presente año, con el objeto de continuar luego con la discusión en particular del proyecto, plazo que posteriormente fue ampliado en varias oportunidades, siendo la última hasta el 23 de noviembre de 2016.

- - - - -
Dentro del plazo interno fijado al efecto, se presentaron las siguientes indicaciones, todas de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma:

ARTÍCULO PRIMERO


La indicación N° 1, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 1°.- Modifíquese la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga merito ejecutivo a copia de la factura, en el siguiente sentido:

1.- En el artículo 2°:

a) Agrégase al inciso final del artículo 2°, después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

"En todo caso, el plazo pactado no podrá ser superior a 60 días.".

b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

"Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, el plazo de pago asociado a la venta de alimentos frescos y perecederos no excederá de 30 días contados a partir de la fecha de la entrega de los mismos. Para estos efectos, se entenderán como tales, aquéllos que por sus características naturales conservan sus cualidades aptas para comercialización y consumo durante un plazo inferior a treinta días o que precisan de condiciones de temperatura regulada de comercialización y transporte.".
2.- Incorpórase el siguiente artículo 2° bis, nuevo:

"Artículo 2° bis.- Si no se verificare el pago dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, se entenderá, para todos los efectos legales, que el deudor ha incurrido en mora, devengándose desde el primer día de mora o simple retardo y hasta la fecha de pago efectivo, un interés igual al interés máximo convencional que la ley permita estipular para operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de noventa días, por montos inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento, que rija durante dicho periodo, en conformidad a la ley N° 18.010, sobre las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero.".
3.- Incorpórase el siguiente artículo 2° ter, nuevo:

"Artículo 2° ter.- Siempre que el comprador esté en mora, exista o no acuerdo entre las partes respecto de la aplicación y cálculo de los intereses moratorios establecidos en la presente ley, el comprador deberá pagar una comisión fija por recuperación de pagos, cuyo monto se determinará en función del monto total adeudado por el comprador, de acuerdo a la siguiente tabla:

a) 1 UF, si el monto total adeudado es inferior a 100 UF;

b) 5 UF, si el monto total adeudado es superior a 100 UF e inferior a 1000 UF, y

c) 10 UF, si el monto total adeudado es superior a 1000 UF.

Sin perjuicio de lo anterior y cualquiera sea la naturaleza jurídica del deudor, la empresa afectada podrá demandar la resolución del contrato o el cumplimiento forzado del mismo más la indemnización de los perjuicios que deriven de dicho incumplimiento.".
° ° ° °

La indicación N° 2 propone incorporar el siguiente artículo 2°, nuevo, 

“Artículo 2°.- Reemplázase el inciso primero del literal i) del artículo 4º de la ley N° 20.169, sobre competencia desleal, por el siguiente:

“i) El establecimiento de cláusulas contractuales o conductas abusivas en desmedro de los proveedores, el incumplimiento sistemático de deberes contractuales contraídos con éstos o la infracción a los plazos dispuestos en la Ley 19.983 para el cumplimiento de la obligación de pago del saldo insoluto contenido en la factura.”.”.

° ° ° °

ARTÍCULO SEGUNDO

La indicación N° 3, es para reemplazarlo por el siguiente:

"Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.

Con todo, esta ley entrará en vigencia a partir del trigésimo sexto mes contado desde su publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de compraventa y prestación de servicios que se celebren por el Ministerio de Salud y sus organismos y servicios dependientes y las Municipalidades en calidad de compradores.".

__________________


La Comisión acordó a invitar al Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, para escuchar su parecer respecto del proyecto de ley en estudio, en forma previa a proceder a la votación de las indicaciones 

En sesión de miércoles 21 de diciembre, la Comisión recibió al Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco.

El Subsecretario de Hacienda, señor Alejandro Micco, inició su exposición indicando que el Gobierno y el Ministerio de Hacienda miran el proyecto de buena manera en su conjunto. Han hecho ver en palabras y hechos lo importante que es facilitarles a los pequeños empresarios el pago lo antes posible, para que tengan la liquidez suficiente para poder financiarse.

Especificó que hay tres áreas que son importantes de abordar. 

La primera es la aplicación de las multas según el tipo de productos que se está entregando. El proyecto contempla un máximo de 60 días, de acuerdo entre las partes, para que se pueda hacer efectivo el pago en la factura, lo cual le parece razonable y correcto para el buen funcionamiento de la economía.

Explicó que la iniciativa contempla una diferencia entre los productos genéricos y los perecibles,  pues tratándose de productos perecibles el plazo máximo es de 30 días,  y le gustaría tener más claridad sobre el por qué se hace este distinción. Cuando uno coloca la factura, pasado ocho días pasa a tener mérito ejecutivo, y los comerciantes lo que buscan, una vez que han entregado su mercadería, es que se les pague el dinero, más que la devolución de la mercadería. Hizo hincapié en que le gustaría entender el por qué se hace esta distinción porque al final del día tanto una persona que vende lechugas o papas, como la que vende camisas a un supermercado, lo que quieren es que se les pague el dinero por sus productos, no que se les devuelva la mercadería. 

Dado lo anterior, los plazos deberían ser los mismos para ambos, entendiendo que, pasado los ocho días de entregado el producto, el proveedor tiene el derecho a que le paguen en la fecha indicada en la factura. 

En su parecer, lo aconsejable es una misma regla para todos, y los mismos plazos máximos de negociación de sesenta días para el pago. Connotó que al octavo día la factura tiene mérito ejecutivo, es como tener un cheque. Lo que se exige el comerciante es el dinero, no la mercadería. Estima que esta disposición puede ser perjudicial para la gente del agro o la gente que venden bienes perecibles.

La segunda área es que, entendiendo que pasado el plazo exista un costo más allá del que está en la factura y empiece a correr algún tipo de intereses, considera que la tasa de interés que consagra el proyecto de ley es excesiva. Recordó que la mercadería se da por entregada al octavo día, si no se ha dicho otra cosa. Entonces, en este caso, el plazo para el pago termina al día treinta y ocho, y si no se paga en ese instante correspondería el pago de la mercadería, más este interés propuesto por el proyecto, lo cual le parece correcto. 

Pero, ¿cuál es la tasa de interés adecuada? Sería interesante tener presente que al momento que esto se produzca, la factura sería, en términos de “factoring”, una factura con un confirming, lo que es equivalente tener un cheque. Y, cuando uno tiene un cheque, el costo del financiamiento es mucho más barato que un crédito general. De hecho, de acuerdo a estimaciones que hizo esa factura genera una tasa de interés hacia el préstamo de cerca de un 1% mensual, que equivale a un 12% anual. Por tanto, de ese orden debiese ser el interés que considere el proyecto, indicó, porque ese es el costo de oportunidad de hacer un redescuento de una factura que tiene el “confirming”, es decir, ha sido aceptada como una deuda válida por quien recibió la mercadería. 
El Subsecretario continuó con el tercer punto que quería abordar, el que, desde su perspectiva, es más complejo. Señaló que el proyecto tiene costos fiscales importantes, por lo tanto, en ese aspecto, es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

Agregó que ha solicitado información sobre el impacto financiero que tendría el proyecto. Más allá del impacto que tendría en el Gobierno Central, en el cuál no existen temores porque cumple con los plazos, incluso menores a sesenta días, lo más complejo sería para los servicios de salud y para los municipios. El propio proyecto de ley así lo asume, al considerar una entrada en vigencia posterior para estos dos sectores mencionados.
En la misma línea respecto a  que el proyecto tiene un impacto financiero importante, señaló que las deudas hospitalarias son, generalmente, contra proveedores. No son deudas bancarias, como lo que se escucha en la prensa. No es una deuda que haya contraído el hospital o el servicio de salud correspondiente con un banco, sino que son cuentas por pagar. 
Por lo anteriormente expuesto, considera que el proyecto es de exclusiva iniciativa del Ejecutivo. Lamentó no tener toda la información para hacer un claro análisis de este punto. 

El proyecto de ley establece que pasado los sesenta días, o el máximo que se establezca en el contrato, comienza a cobrarse un interés. En este punto no tiene costo fiscal. El tema que es que es para todos, y así está planteando en el proyecto, y por tanto afecta al Fisco, y dentro de éste, a los Servicios de Salud y las Municipalidades, con el consecuente costo fiscal.

Finalizó su intervención señalando que es una moción importante que tiene muchos puntos muy relevantes.

Con relación al costo fiscal el Honorable Senador Moreira indicó que, en su parecer, el proyecto no genera ningún impacto fiscal, porque posterga su entrada en vigencia para los Servicios de Salud y las Municipalidades. Entonces, deben presupuestarse con anticipación, y, así, no genera impacto fiscal alguno.

El Subsecretario explicó que se ha estado analizando esta materia con el equipo jurídico del Ministerio de Hacienda y con la DIPRES. Puntualizó que la postura del Ejecutivo no quita buscar una forma para solucionar este punto.

El Honorable Senador Tuma destacó que el proyecto recoge normas que han sido consagradas en la legislación comparada.
En cuanto a la diferencia relativa a los alimentos perecibles, agregó que tiene que hacerse la distinción porque un perecible tiene un plazo finito de validez, de duración de la mercadería. Se supone que después de los primeros treinta días el producto ya fue consumido, vendido, absolutamente utilizado por un usuario, y, por lo tanto, el tercero lo vendió. El que compró ya vendió esa mercadería. Se hace la distinción para señalar que esos productos no deben tener un plazo más allá de treinta días.

Los ocho días son un plazo máximo dentro del cual se certifica que esa mercadería sí fue recibida o el adquiriente puede demostrar que hubo vicios, y puede devolverla. Pero si a los ocho días eso está certificado, el día uno empezó a correr el plazo, y por tanto cuando se habla de treinta días, se trata de treinta días desde que se recibió la mercadería. 

Por eso es que respecto de los perecibles se hace la distinción, porque no son susceptibles de guardar esos productos más allá de los treinta días. Alguien entendería que el comprador, por alguna razón, lo recibió y no lo pudo vender y el trato que hará con el vendedor será uno de mayor plazo. No le parece que deba otorgarle un plazo adicional respecto de un perecible que está absolutamente consumido, que los consumidores se lo compraron a este tercero. Por esa razón se hizo la distinción entre productos perecibles y productos de otra naturaleza.

Respecto a la tasa de interés, indicó que el proyecto considera la tasa de interés que establece la ley para el sistema financiero. Corresponde a las tasas de interés máximo que los bancos e instituciones financieras pueden cobrar a quienes piden préstamos por plazos de noventa días, o menores, hasta por 5.000 UF. Lo que el proyecto propone es lo que está en el mercado: el costo del dinero en el mercado. Si el comprador no paga oportunamente, puede pedir un crédito más económico. Por lo que sería un mal incentivo establecer en la ley un crédito más barato que el que normalmente obtiene el vendedor en el mercado. 
El propósito del proyecto es que todos cumplan con los plazos de pago y los compromisos que se adquirieron cuando se cerró el trato.  Esto incentivará a ordenarse, tanto al sector público como el privado, respecto de la decisión de compra. Tomar una decisión de compra en función de una reflexión madura, que tiene efecto tanto en el comprador como en el vendedor, porque eso permite tener certeza jurídica. Planificar los egresos y los ingresos, los presupuestos de caja; planificar los cumplimientos las obligaciones con los trabajadores; planificar el pago de la previsión; planificar todas las obligaciones que desde el punto de vista la ley le exige a cualquier empresario o cualquier prestador de servicio. 

En esta misma línea agregó que es un todo coherente. Todos debemos cumplir las obligaciones que están en la ley, y si no se cumplen, tendremos que pagar algún costo o pagar la multa, pero también pagar el costo del financiamiento. Que sea un financiamiento de menor costo lo decidirá el que compra. Cada cual decide si pagará a los cuarenta y cinco días o a los cien días, y si encuentra caro los intereses porque el del mercado está más barato, entonces debe ir al mercado y conseguir el dinero, y pagar la factura en su oportunidad.
Respecto del último tema, que tiene que ver con el costo fiscal que el Subsecretario señala que tendría el proyecto de ley, indicó que la moción propone la aprobación de una legislación general para todos los que tranzan en el mercado, los que compren o vende. Si el Estado es uno de esos actores ¿por qué éste tendrá un privilegio respecto del resto? No quiere que se siga diciendo que el Estado es mal pagador. Todos deben cumplir con las normas y respetar el derecho. 

Enfatizó que el proyecto no tiene costo fiscal, salvo que el Estado no cumpla le ley. Similar a las consecuencias propias de la implementación a cualquier legislación. Lo ejemplificó con la “ley de la leña”, que exige para ser consumida que sea leña seca. Los hospitales compraban leña, a un valor de $25.000, pero cuando empezó a regir la norma los hospitales debieron comprar leña seca y tuvieron que pagar $35.000. Es decir, más caro. Pero se tiene que cumplir la ley, porque no puede ser que el Estado busque economizar costos reales que tiene que asumir.

Por último, agregó que lo que podría ser una iniciativa inadmisible es que se aplique a las actuales deudas que paguen multas y que paguen los intereses con efectos retroactivos. Esta ley no tiene efecto retroactivo. Es más, comenzará a regir para los contratos que el Estado haga desde el Ministerio de Salud o de los Municipios a partir de mes treinta y seis, que le parece excesivo, pero ha aceptado en miras de un consenso.

El Honorable Senador señor Quinteros consultó sobre las deudas de empresas que se ganan una licitación para instalación y contratan a pequeños empresarios en servicios y simplemente no les pagan. Presentó un caso de una empresa que fue contratada por el Ministerio de Energía para la instalación de parques eólicos en el norte. Exhibió dos facturas, una por $16.886.000, del primero de marzo, y otra por $7.400.000, del 16 de mayo del año 2016, que suman casi $25.000.000. La empresa no le ha pagado, ni le quiere pagar y llegan  ofrecer una propuesta para cerrar la deuda pagando un total de forma inmediata la suma de $6.500.000, es decir, el 20% o 25%. ¿Qué hace ese empresario?¿Qué culpa tiene el pequeño empresario de esto?. El Ministerio de Energía ya pagó. Entonces, ¿qué se puede hacer en esos casos? 

 El Honorable Senador Tuma, agregó que intentó relacionar con el tema en debate lo planteado por el Senador Quinteros, que no es un tema aislado, sino comúnmente visto en distintas regiones y en Santiago, de que se contratan servicios de parte del Estado o de parte de grandes empresas y después, por distintas razones, no cumplen sus compromisos. La ley no le da derecho al acreedor a cobrar intereses. La ley no le reconoce los intereses a la deuda. Si va a cobrar, lo ejecutará por los bienes que tiene sobre el total de la factura. Pero el proyecto de ley que está en debate precisamente percibe que al valor de la factura y se agregan los costos financieros.

Luego, la Coordinadora de Mercado Capitales y Finanzas Internacionales, señora Bernardita Piedrabuena, manifestó que tomaron nota de lo planteado por el Honorable Senador señor Tuma en relación a los bienes perecederos versus los bienes generales no perecederos. 

Indicó que el Subsecretario planteó que el bien perecedero, al igual que un bien no perecedero, puede ser consumido al minuto que fue entregado al proveedor. Es más obvio en el caso del bien perecedero, pero también puede ocurrir en los demás. Lo ejemplificó con la entrega de una camisa, la que también pudo haberse vendido los primeros diez días. Por eso le parece difícil de entender esta diferencia, y como Ejecutivo les gustaría que no hubiese distinción. Entendieron el punto y tomaron nota de la explicación dada por el Senador.

Con respecto al valor de la tasa, lo importante es saber cuál es el costo alternativo del financiamiento que le está dando el proveedor al comprador. Una forma de mirarlo es tomar las tasas que están definidas, que son las de colocación, que se definen por ley, y que la SBIF publica en su página web: tasa de interés corriente y la tasa de interés máximo convencional. Pero otra forma de verlo, es yendo al mercado de factoring, en el cual se ve que las tasas de descuentos varían entre 0.5% a 1.5% al mes, esto da 12% a 15% al año, dependiendo si esto se hace en la bolsa de producto, en bancos o en otro factoring. Cuando se descuenta una factura lo que cobra quien compra la factura, no sólo es el costo alternativo del dinero entre los días que pasan desde que se entregó la factura cuando se va a pagar, sino que, además, la posibilidad de no pago de ese comprador. Lo ejemplificó así: se compra una factura que el comprador tiene que pagar, pero además ese costo incluye la incertidumbre de si pagará, por tanto, se incluyen los dos costos, y ese es el costo total. Si tomamos la tasa del factoring bancario, que es la de 12%, también podría decirse, con el mismo argumento, que el costo alternativo del señor que da la factura es parte de ese costo por el no pago. Lo que se debe evaluar es cuánto está valorando el mercado el no pago. Hoy en día el costo de captación mensual no reajustable en operaciones de ochenta y ochenta y nueve días (80 y 89) es de 3% anual. La diferencia entre el 15% y ese 3.6%, arroja una tasa del 11.4%. Esa sería otra forma de evaluar o de colocarle un valor a la posibilidad de no pago. Por lo tanto, no necesariamente uno puede dar una tasa definitiva, dado que hay diferentes alternativas.

En esta misma línea hizo presente que la normativa de la Unión Europea establece un pago de interés por no pago. La tasa que está en la directiva es de 5% anual. Por lo que en materia de cobro hay espacio para discutir lo que debería ser el cobro adecuado, dado el costo alternativo del dinero.

Por último, con relación al costo fiscal que importaría el proyecto de ley, insistió en que sí tiene costo fiscal, porque el presupuesto que se aprobó para el año 2017 no considera pago de multas o el valor esperado del pago de multa. Es algo que debería haber estado en una glosa presupuestaria. Por tanto, es gasto fiscal.  
No quieren decir con esto que no se tienen que aplicar las mismas reglas, para los particulares y para el Fisco. Efectivamente, si la moción avanza y se aprueba la disposición según lo que hay que cobrar un interés por pago atrasado, tiene que ser igual para el sector público que para el sector privado.

Con relación a la inquietud del Senador Quinteros, efectivamente es poco lo que pueden hacer el Ejecutivo en contratos entre privados. Más aún, si el Estado ya pagó a la empresa principal y esa empresa principal no ha pagado a su proveedor. Corresponde acudir a los tribunales y demandar para que le paguen.
____________


Acto seguido, la Comisión procedió a poner en votación las 3 indicaciones presentadas al proyecto por los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma, las cuales fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro, Quinteros y Tuma, con excepción de la signada con el número 3, que fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Moreira, Pizarro y Tuma, y una abstención, del Honorable Senador Quinteros.

_________________

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL


En atención a lo anteriormente expuesto, la Comisión de Economía propone al Honorable Senado dar su aprobación en general al siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Modifíquese la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga merito ejecutivo a copia de la factura, en el siguiente sentido:

1.- En el artículo 2°:

a) Agrégase al inciso final del artículo 2°, después del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

"En todo caso, el plazo pactado no podrá ser superior a 60 días.".

b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

"Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, el plazo de pago asociado a la venta de alimentos frescos y perecederos no excederá de 30 días contados a partir de la fecha de la entrega de los mismos. Para estos efectos, se entenderán como tales, aquéllos que por sus características naturales conservan sus cualidades aptas para comercialización y consumo durante un plazo inferior a treinta días o que precisan de condiciones de temperatura regulada de comercialización y transporte.".
2.- Incorpórase el siguiente artículo 2° bis, nuevo:

"Artículo 2° bis.- Si no se verificare el pago dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, se entenderá, para todos los efectos legales, que el deudor ha incurrido en mora, devengándose desde el primer día de mora o simple retardo y hasta la fecha de pago efectivo, un interés igual al interés máximo convencional que la ley permita estipular para operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de noventa días, por montos inferiores o iguales al equivalente de 5.000 unidades de fomento, que rija durante dicho periodo, en conformidad a la ley N° 18.010, sobre las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero.".
3.- Incorpórase el siguiente artículo 2° ter, nuevo:

"Artículo 2° ter.- Siempre que el comprador esté en mora, exista o no acuerdo entre las partes respecto de la aplicación y cálculo de los intereses moratorios establecidos en la presente ley, el comprador deberá pagar una comisión fija por recuperación de pagos, cuyo monto se determinará en función del monto total adeudado por el comprador, de acuerdo a la siguiente tabla:

a) 1 UF, si el monto total adeudado es inferior a 100 UF;

b) 5 UF, si el monto total adeudado es superior a 100 UF e inferior a 1000 UF, y

c) 10 UF, si el monto total adeudado es superior a 1000 UF.

Sin perjuicio de lo anterior y cualquiera sea la naturaleza jurídica del deudor, la empresa afectada podrá demandar la resolución del contrato o el cumplimiento forzado del mismo más la indemnización de los perjuicios que deriven de dicho incumplimiento.".

 Artículo 2°.- Reemplázase el inciso primero del literal i) del artículo 4º de la ley N° 20.169, sobre competencia desleal, por el siguiente:

“i) El establecimiento de cláusulas contractuales o conductas abusivas en desmedro de los proveedores, el incumplimiento sistemático de deberes contractuales contraídos con éstos o la infracción a los plazos dispuestos en la Ley 19.983 para el cumplimiento de la obligación de pago del saldo insoluto contenido en la factura.”.”.

Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia 90 días después de su publicación en el Diario Oficial.

Con todo, esta ley entrará en vigencia a partir del trigésimo sexto mes contado desde su publicación en el Diario Oficial, respecto de los contratos de compraventa y prestación de servicios que se celebren por el Ministerio de Salud y sus organismos y servicios dependientes y las Municipalidades en calidad de compradores.".”. 
- - - - -
Acordado en sesiones celebradas los días 31 de agosto, 14 y 28 de septiembre, y 14 y 21 de diciembre de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Iván Moreira Barros (Presidente), señora Lily Pérez San Martin y señores Jorge Pizarro Soto, Rabindranath Quinteros Lara y Eugenio Tuma Zedán.

Sala de la Comisión, a  29 de diciembre de 2016.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODERNIZA EL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN, CONCEDE LAS ASIGNACIONES QUE INDICA Y DELEGA FACULTADES PARA FIJAR SU PLANTA DE PERSONAL 

(10.922-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de presentar su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, señora Michel Bachelet Jeria.





Hacemos presente que la Sala del Senado autorizó la discusión de este proyecto en general y en particular en el trámite de primer informe.

Además de sus miembros, a la sesión en que la Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros:

Del Ministerio Secretaría General de Gobierno: el abogado Gerardo Ramírez. 

Del Consejo Nacional de Televisión: su Presidente, señor Oscar Reyes y el representante de los funcionarios de la institución, señor Sebastián Montenegro. 

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Mejorar la gestión institucional del Consejo Nacional de Televisión por medio de la actualización de sus plantas y de la entrega de información pública de su funcionamiento, así como también implementar nuevas asignaciones que complementan el sistema de remuneraciones.
- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el inciso segundo del artículo 3 del proyecto de ley tiene el carácter de norma orgánico constitucional, conforme lo dispone el artículo 38 de la Carta Fundamental, toda vez que modifica la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica; en tanto, el artículo 1° tiene el carácter de norma de quórum calificado, según lo prevé el artículo 19, N° 12 de la Constitución, ya que se refiere a las obligaciones del Consejo Nacional de Televisión. Dichas disposiciones requieren, respectivamente, de los cuatro séptimos y de la mayoría absoluta de los Senadores ejercicio, todo ello de conformidad a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del  artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - - 

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política de la República, artículo 19, N° 12.

2.- Decreto Ley N° 1.263, Administración Financiera del Estado, de 1975.

3.- Decreto Ley N° 1.770, que otorga mejoramiento económico y dispone rebajas tributarias.

4.- Ley N° 19.185, que reajusta remuneraciones del sector público, concede aguinaldo de navidad y dicta otras normas de carácter pecuniario.

5.- Ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo de los Funcionarios Públicos, contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2004.
6.- Ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


7.- Ley N° 19.863, sobre remuneraciones de autoridades de Gobierno y cargos críticos de la Administración Pública y da normas sobre gastos reservados. 


8.- Ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.


9.- Ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje Presidencial


Señala el Mensaje que por mandato del artículo 19, número 12, de la Constitución Política de la República, en el año 1989 se publicó la ley N° 18.838, que creó el Consejo Nacional de Televisión, como órgano autónomo con personalidad jurídica propia, encargado de velar por el correcto funcionamiento de todos los servicios de televisión. Durante sus más de veinticinco años de funcionamiento, las competencias del Consejo han evolucionado junto con los cambios que han experimentado los servicios de radiodifusión televisiva. En efecto, recuerda el Mensaje, que la última reforma relevante fue la ley N° 20.750, que reguló la televisión digital terrestre, constituyendo una nueva era en la normativa aplicable a la televisión chilena y aumentando significativamente las atribuciones y responsabilidades de dicha institución. El paso de la tecnología analógica a la digital significará una mayor eficiencia del espectro radioeléctrico, pudiendo aumentar exponencialmente el número de concesionarios y señales posibles. Para el Consejo, este nuevo escenario implica un aumento de los sujetos bajo su supervigilancia.

Continúa el Mensaje señalando que la referida normativa amplió el concepto de funcionamiento de los servicios de televisión, incrementando los aspectos que el mismo abarca, incluyendo nuevas horas de programación cultural y la necesidad de velar por el pluralismo en los mencionados servicios. 

Estas nuevas responsabilidades se dan en un contexto en que la cantidad de denuncias que recibe el Consejo, atendidas sus funciones, ha ido en aumento. En efecto, en el año 2003, recibió sólo 56 denuncias por incumplimientos de la normativa regulatoria en materia televisiva; en el 2007, hubo un incremento a 282; el 2009 alcanzaron las 1.057; mientras que en el año 2014, recibió un total de 4.331 denuncias. Al aumento de las exigencias en materia de supervisión, se suma el incremento de las labores del Consejo en los ámbitos de promoción y fomento audiovisual. 

Ante esta realidad, agrega Su Excelencia la señora Presidenta de la República, se hace necesario incluir ajustes a la normativa que le es aplicable que propendan a su modernización, de manera que el Consejo pueda cumplir eficientemente con sus desafíos de gestión. 


Asimismo, debe tenerse presente que en el marco de la tramitación de la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en noviembre del 2014 se firmó un Protocolo de Acuerdo entre el Gobierno y parlamentarios. Dicho protocolo incluyó el compromiso del Ministerio Secretaría General de Gobierno de constituir una mesa de trabajo que incorporara al Consejo, sus trabajadores y a la Dirección de Presupuestos, con el objetivo de elaborar un diagnóstico de la situación del personal de dicha institución. En el marco del diagnóstico realizado, se concordaron medidas de solución a la problemática detectada. Consecuentemente, el día 29 de junio de 2016, se firmó un Protocolo de Acuerdo entre el Gobierno, el Consejo Nacional de Televisión y la Asociación de Funcionarios del Consejo Nacional de Televisión (AFUCNTV). Este documento trató diversas modificaciones a la normativa aplicable al Consejo, incluyendo ajustes en materia de compras, auditorías, cuenta al Congreso Nacional y a la ciudadanía, modernización de su planta y modificaciones a su régimen de remuneraciones. 

Declara finalmente el Mensaje que este proyecto tiene por finalidad establecer un conjunto de medidas en materia de mejoramiento de la gestión institucional y de entrega de información por parte del Consejo. Ello, para potenciar el adecuado cumplimiento de su misión. En dicho contexto, esta iniciativa propone perfeccionar la normativa sobre auditoría, compras públicas y cuenta de su gestión. Asimismo, busca actualizar y modernizar la planta de personal del Consejo, como también dotarlo de nuevas asignaciones que complementan su sistema de remuneraciones.


De acuerdo con el Mensaje, las medidas a implementar de acuerdo con los argumentos expuestos, son los siguientes:


Uno) Cuenta de su gestión al Congreso Nacional y a la ciudadanía.


Dos) Confeccionar y difundir un informe de gestión.


Tres) Plan de auditoría interna.


Cuatro) Aplicación de la ley N° 19.886, de Bases Sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. 


Cinco) Selección de directivos mediante mecanismo de Alta Dirección Pública.


Seis) Incorporación en la asignación de funciones críticas.


Siete) Otorgamiento de la asignación de dirección superior.


Ocho) Creación de una asignación de correcto funcionamiento de los servicios de televisión.


Nueve) Planta y encasillamiento del personal.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR 


Como se indicó al inicio de este informe, de conformidad a la autorización de la Sala del Senado, la Comisión discutió la iniciativa en general y en particular en este primer informe.




Al iniciarse la discusión en general y en particular del proyecto de ley en informe, el abogado del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, expresó que esta iniciativa de ley tuvo un importante apoyo en la Honorable Cámara de Diputados en su primer trámite constitucional, lo que es fruto del trabajo que se ha realizado en conjunto tanto con la plana directiva del Consejo Nacional de Televisión y con sus funcionarios. 


Manifestó que, de aprobarse, podrán adoptarse importantes medidas en materia de transparencia y profesionalización de esta instancia, la que ha aumentado considerablemente sus funciones en los últimos años; junto con, además, de la labor que le corresponderá en la implementación de la nueva legislación sobre televisión digital. 


En tercer término, dijo que se incorporan una serie de beneficios para los trabajadores por medio de nuevas asignaciones que les serán aplicables, cuestión que, según dijo, es de justicia para quienes desempeñan su función en un organismo como es el Consejo Nacional de Televisión. 


El Presidente del Consejo Nacional de Televisión, señor Oscar Reyes, agradeció a la Comisión la disposición para debatir este proyecto, el cual cuenta con amplio apoyo de todos los sectores que han trabajado en el mismo a propósito de la “mesa de trabajo” a la cual hace alusión el Mensaje. Argumentó que la modernización del Consejo es un paso relevante en tiempos de alto desarrollo de la tecnología y de los servicios digitales, además de la profesionalización del personal que le permitirá cumplir con sus labores propias y con las que se incorporan en materia de transparencia. 


Por su parte, el representante de los funcionarios del Consejo Nacional de Televisión, señor Sebastián Montenegro, concordó con lo expuesto en cuanto a que es una iniciativa que cuenta con el apoyo de todos los sectores, dentro de los cuales están los trabajadores, los que han sido considerados en la discusión con sus propuestas. Señaló que las enmiendas contenidas en este proyecto constituirán las bases para la construcción una mejor institución del Estado.  




Una vez escuchados los planteamientos anteriormente transcritos, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión compartió los objetivos y argumentos de este proyecto de ley, que apunta a mejorar el funcionamiento del Consejo Nacional de Televisión en la dinámica de las nuevas regulaciones que rigen a la televisión en nuestro país, especialmente, a partir de la publicación de la ley 20.750, que significa y significará una nueva etapa en el desarrollo de este medio de comunicación social. Por las razones anteriores, estimó necesario prestar su aprobación a esta iniciativa de ley.





- Puesto en votación el proyecto de ley, en general y en particular, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señor Pérez Varela y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

 - - - 

TEXTO DEL PROYECTO





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Educación y Cultura os propone aprobar, en general y en particular, y en sus mismos términos, el texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor:

1. PROYECTO DE LEY



“Artículo 1.- El Consejo Nacional de Televisión estará afecto a las siguientes obligaciones:


1. Enviar, en el mes de marzo de cada año, a ambas Cámaras del Congreso Nacional, un informe que deberá contener, a lo menos, los resultados de la política de fomento audiovisual, de la promoción de programación cultural y educativa y el control de gestión de multas efectuado. La secretaría de cada Cámara remitirá este informe a las comisiones con competencia en la materia.


2. Dar cuenta pública, en el mes de marzo de cada año y a través de su sitio electrónico institucional, de la gestión de sus políticas, planes, programas, acciones y de su gestión presupuestaria.


3. Confeccionar y difundir anualmente un informe que incluya una cuenta de su gestión, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, del Ministerio de Hacienda.


4. Elaborar un plan de auditoría interna.


5. Publicar las actas de sus sesiones dentro de los antecedentes que debe mantener a disposición permanente del público, conforme con lo dispuesto en el título III de la Ley de Transparencia de la función pública y de acceso a la información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285.

Artículo 2.- Agrégase en el artículo 1 de la ley N° 19.886, Sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, el siguiente inciso tercero: 


“Esta ley también será aplicable al Consejo Nacional de Televisión.”.


Artículo 3.- Los cargos de Secretario Ejecutivo, Secretario General y demás directivos del Consejo Nacional de Televisión serán seleccionados conforme con la normativa aplicable a los altos directivos públicos de segundo nivel jerárquico, contenida en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882. 


Para estos efectos, el comité de selección a que se refiere el artículo quincuagésimo segundo de la ley N° 19.882 estará integrado por un representante del jefe superior de servicio del Consejo Nacional de Televisión, que deberá ser funcionario de las plantas que indica dicho artículo, y dos miembros del Consejo de Alta Dirección Pública o sus representantes, elegidos de la lista de profesionales que señala dicha disposición.


Artículo 4.- Otórgase la asignación de funciones críticas establecida en el artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882, al personal del Consejo Nacional de Televisión que cumpla con los requisitos y condiciones que establece dicho artículo, de acuerdo a la cantidad máxima de personas con derecho a percibirla y los recursos que fije la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año.


Artículo 5.- Créase una asignación de correcto funcionamiento de los servicios de televisión para el personal de planta y a contrata del Consejo Nacional de Televisión, equivalente al 9% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:


a) Sueldo base asignado al grado respectivo.


b) Asignación establecida en los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.


c) Asignación establecida en el artículo 19 de la ley N° 19.185.


d) Asignación establecida en el artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977.


La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. 


Artículo 6.- Otórgase al jefe superior de servicio del Consejo Nacional de Televisión la asignación de dirección superior establecida en el artículo 1 de la ley Nº 19.863, fijando el porcentaje de esa asignación en el 50% de las remuneraciones a que se refiere ese artículo, y le será aplicable lo dispuesto en los incisos cuarto y siguientes de esa disposición.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La obligación contenida en el número 1) del artículo 1 entrará en vigencia el 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de esta ley.


El Consejo Nacional de Televisión, dentro de los tres meses siguientes a la publicación de esta ley, deberá aprobar el plan de auditoría interna a que se refiere el número 4) del artículo 1.


Artículo segundo.- Lo dispuesto en el artículo 2 entrará en vigencia a contar del primer día del decimosegundo mes siguiente a la publicación de esta ley.


Los contratos administrativos y los procedimientos de contratación cuyas bases o términos de referencia hayan sido aprobados antes de la oportunidad señalada en el inciso precedente, se regularán por la normativa vigente a la fecha de dicha aprobación.


Artículo tercero.- El mecanismo de selección dispuesto en el artículo 3 entrará en vigencia a partir del decimoctavo mes siguiente a la fecha de entrada en vigencia de el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo sexto transitorio.


Los funcionarios que se encuentren desempeñando los cargos señalados en el artículo 3 a la fecha de entrada en vigencia de dicha norma continuarán rigiéndose por las disposiciones vigentes a la época de su designación.


Artículo cuarto.- La asignación de dirección superior del artículo 1 de la ley N° 19.863 que se concede por el artículo 6 de esta ley al jefe superior de servicio del Consejo Nacional de Televisión ascenderá a los porcentajes siguientes según la progresión que se indica:


a) A partir de la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año de su publicación: 20% de las remuneraciones sobre las cuales se calcula esa asignación.


b) A partir del 1 de enero del año siguiente a la publicación y hasta el 31 de diciembre de esa anualidad: 35% de dichas remuneraciones.


c) A partir del 1 de enero del año subsiguiente a la publicación de esta ley: 50% de dichas remuneraciones.


Artículo quinto.- La asignación de correcto funcionamiento de los servicios de televisión que se crea por el artículo 5 de esta ley, ascenderá a los porcentajes siguientes según la progresión que se indica:


a) A contar de la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año de su publicación corresponderá al 3% de la base de cálculo señalada en el inciso primero del artículo 5.


b) A contar del 1 de enero del año siguiente al de la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de esa anualidad, corresponderá al 6% de la base de cálculo antes señalada.


c) A contar del 1 de enero del año subsiguiente al de la publicación de esta ley, corresponderá al 9% de la base de cálculo señalada.


Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de nueve meses contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno y suscritos por el Ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar las plantas de personal del Consejo Nacional de Televisión y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ellas. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción a dichos cargos; sus denominaciones; los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera y los niveles jerárquicos, para efectos de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, establecerá los cargos directivos que estarán afectos a lo dispuesto en el artículo 3 de esta ley. En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. También podrá establecer normas de encasillamiento.


2. Los grados iniciales y superiores de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes, respectivamente:


a)
Planta de Directivos: grados 5° al 1C.


b)
Profesionales: grados 16° y 5°.


c)
Planta de Técnicos: grados 17° y 9°.


d)
Planta de Administrativos: grados 20° y 10°.


e)
Planta de Auxiliares: grados 22° y 18°.


3.
El número de cargos que se proveerán de conformidad con las normas de encasillamiento. También podrá señalar la gradualidad en que se procederá a la creación de los cargos.


4.
Las fechas de entrada en vigencia de las plantas que se fijen. Además, podrá establecer la fecha de entrada en vigencia de los encasillamientos del personal que se practiquen. 


5. El encasillamiento del personal a que se refiere este artículo quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones que experimente el personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, deberá ser pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y el tiempo computable para dicho reconocimiento.


6. Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere este artículo no serán exigibles respecto de los funcionarios titulares y a contrata para efectos del encasillamiento. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


Artículo séptimo.- El encasillamiento del personal del Consejo Nacional de Televisión quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior, debiendo considerar a lo menos lo siguiente: 


a) Los funcionarios directivos de la planta del personal del Consejo Nacional de Televisión se encasillarán en la planta de directivos que se cree conforme con el artículo anterior en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha de dicho encasillamiento. El jefe superior de servicio será encasillado en el grado 1C de esta planta.


b) El personal titular de un cargo profesional de la planta del Consejo Nacional de Televisión del artículo 42 de la ley N° 18.838 se encasillará en el grado inmediatamente superior al que detentaba a la fecha del encasillamiento.


Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, cinco años anteriores al encasillamiento, y que cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en lista 1, de distinción, o lista 2, buena. Con todo, el personal a contrata sólo podrá ser nombrado como máximo hasta dos grados inmediatamente superiores al que detentaba al 31 de diciembre de 2015. La provisión de los cargos vacantes de la planta de profesionales se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes.


c) El personal titular del cargo secretaria ejecutiva, grado 10°, del artículo 42 de la ley N° 18.838, se encasillará en el grado 9° de la planta de técnicos que se cree, según lo dispone el artículo precedente.


d) La primera provisión de la planta de técnicos se realizará mediante concursos internos, en los que podrán participar el personal titular de un cargo de grado 9° al 17° de la planta del artículo 42 de la ley N° 18.838 y el personal a contrata asimilado a dichos grados, siempre que realicen labores técnicas, se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, cinco años anteriores al encasillamiento y cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en lista 1, de distinción, o lista 2, buena. Con todo, el personal a contrata sólo podrá ser nombrado hasta un grado inmediatamente superior al que detentaban al 31 de diciembre de 2015. La provisión de los cargos en la planta de técnicos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes.


e) El personal titular de un cargo entre los grados 14° al 20° del artículo 42 de la ley N° 18.838 se encasillará en la planta de administrativos, de acuerdo al escalafón de mérito y como máximo hasta dos grados inmediatamente superiores al que detentaban a la fecha del encasillamiento.


Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes se proveerán previo concurso interno en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad durante, a lo menos, cinco años anteriores al encasillamiento, y que cumplan con los requisitos respectivos. Los postulantes requerirán estar calificados en lista 1, de distinción, o lista 2, buena. Con todo, el personal a contrata sólo podrá ser nombrado hasta un máximo de dos grados inmediatamente superiores al que detentaban al 31 de diciembre de 2015. La provisión de los cargos vacantes de la planta de administrativos se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes.


f) A los concursos internos señalados en este artículo les será aplicable lo dispuesto en las letras c), d) y f) del artículo 15 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


Los factores a considerar en los concursos internos y la forma en que se ponderarán serán determinados previamente por la institución, lo que deberá ser informado a los funcionarios en el llamado a concurso, que deberá publicarse, a lo menos, en el sitio electrónico del Consejo Nacional de Televisión.

Artículo octavo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia, será financiado con cargo a los recursos del presupuesto del Consejo Nacional de Televisión. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. Para los años siguientes el financiamiento se realizará con cargo a los recursos que la Ley de Presupuestos del Sector Público asigne para estos fines.”.
- - -

Tratado y acordado en sesión celebrada el día 21 de diciembre de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Andrés Allamand Zavala y Calos Montes Cisternas.
Sala de la Comisión, a 29 de diciembre de 2016.
(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA A QUIENES OBSTACULICEN O IMPIDAN LA RELACIÓN DE UN MENOR CON EL PROGENITOR U OTRO PARIENTE QUE NO TENGA SU CUIDADO PERSONAL 
(11.072-07)
Exposición de motivos.

La "obstrucción de vínculos familiares" corresponde a la o las acciones que maliciosamente son llevadas a cabo a objeto de dificultar o impedir el derecho de contacto y relación directa y regular entre el niño, niña o adolescente (NNA) y aquel padre que no cuenta con su cuidado personal, o bien con sus abuelos, atentando, entre otras normas, contra lo expresamente establecido en el inciso quinto del artículo 229 del Código Civil que establece: "El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, conforme a lo preceptuado en este artículo."
La propuesta de tipificación de este delito encuentra su fundamento en la necesidad de protección efectiva de los derechos reconocidos y consagrados en la legalidad vigente, en especial aquellos que refieren a la protección de NNA, dando real garantía para su ejercicio a través de la actualización tanto de sus instrumentos de promoción, así como los de sanción en el caso en que sean pasados a llevar.
De allí deriva la importancia de calificar como delito estas prácticas obstructivas toda vez que esta tipificación es la necesaria herramienta a través de la cual el Estado puede sancionar a aquellos que en su práctica no solo vulneran los derechos de NNA o de sus parientes no custodios, sino que también quebrantan el imperio de la ley manifestándose en claro desacato de resoluciones judiciales destinadas a la protección de esos derechos como bienes jurídicos.
Los bienes jurídicos perjudicados: Derechos del Niño. Cuando un padre, familiar o tercero rehúsa permitir y propiciar un vínculo satisfactorio entre el NNA y el progenitor o parientes no convivientes, mediante prácticas destinadas a entorpecer o imposibilitar su realización, está incurriendo en una vulneración de los derechos a la identidad, al resguardo de sus vínculos familiares y a la participación corresponsable de sus padres en consecuencia con su interés superior, los que están consagrados a los

NNA en la Convención de Derechos del Niño y en el Código Civil.
La Convención sobre los Derechos del Niño establece en su Artículo 8.l.: "Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad." 

Por su parte, el Artículo 9, N° 3 dispone: "Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño.
A su turno, el Artículo 18, N° 1, prescribe: "Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño.
Su preocupación fundamental será el interés superior del niño. De acuerdo a lo prescrito en el artículo 224 del Código Civil, "Toca de consuno a los padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de sus hijos. Éste se basará en el principio de corresponsabilidad, en virtud del cual ambos padres, vivan juntos o separados, participarán en forma activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de sus hijos."
Aquel que realiza la obstrucción de vínculos familiares se encuentra entonces en abierta contradicción con las mencionadas normas que resguardan el interés superior del niño. El derecho del padre o madre que no tenga el cuidado personal junto con la vulneración de los derechos garantizados a NNA, el obstructor de vínculos familiares transgrede las normas que consagran el derecho de padres a mantener una relación directa y regular con sus hijos en las que se manifiesta expresamente que no debe existir obstaculización o impedimento por parte del otro padre para la materialización de este vínculo.
Cabe señalar que el Código Civil en su artículo 229, establece: "El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo tendrá el derecho y el deber de mantener con él una relación directa y regular, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado según las convenciones a que se refiere el inciso primero del articulo 225 o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo. Se entiende por relación directa y regular aquella que propende a que el vínculo familiar entre el padre o madre que no ejerce el cuidado personal y su hijo se mantenga a través de un contacto periódico y estable."

El inciso quinto de este mismo artículo 229 preceptúa: "El padre o madre que ejerza el cuidado personal del hijo no obstaculizará el régimen de relación directa y regular que se establezca a favor del otro padre, conforme a lo preceptuado en este artículo."
En lo que respecta al derecho del hijo respecto de parientes y abuelos, de igual modo el obstructor de vínculos familiares puede pasar a llevar las normas que garantizan a los NNA el acceso al contacto y relación directa y regular con sus parientes en general según señalan las modificaciones realizadas por la ley 19.771 a la ley de menores y el derecho que asiste a los abuelos en especial, manifestadas expresamente por el legislador en las modificaciones introducidas al Código Civil por la ley 20.680.
Cabe acotar que la Ley de Menores, en el inciso del artículo 48, prescribe: "El juez, luego de oír a los padres y a la persona que tenga el cuidado personal del menor, podrá conferir derecho a visitarlo a los parientes que individualice, en la forma y condiciones que determine, cuando parezca de manifiesto la conveniencia para el menor; y podrá, asimismo, suprimirlo o restringirla cuando pudiera perjudicar su bienestar."
Es útil tener presente también que el Código Civil establece en su artículo 229-2 "El hijo tiene derecho a mantener una relación directa y regular con sus abuelos. A falta de acuerdo, el juez fijará la modalidad de esta relación atendido el interés del hijo, en conformidad a los criterios del artículo 229.".

Es indudable que el imperio de la ley queda de manifiesto en los cuerpos legales señalados y en el reconocimiento que ellos hacen de la importancia de los vínculos familiares para el desarrollo emocional y psicológico de los NNA en sociedad, la necesidad de sancionar a aquellos que incurren en hechos que atenten contra esos vínculos.
Cuando, por razones imputables a la persona a cuyo cuidado se encuentre el menor, se frustre, retarde o entorpezca de cualquier manera la relación en los términos en que ha sido establecida, el padre o madre a quien le corresponde ejercerla podrá solicitar la recuperación del tiempo no utilizado, lo que el tribunal dispondrá prudencialmente.
Además de esta tolerancia a la vulneración de derechos expresamente consagrados en la ley, existe una disparidad de criterios a la hora de llevar a la practica la única medida que podría constituirse en un disuasivo de la conducta como son los apercibimientos en forma de arrestos o multas que señala el inciso tercero del artículo 66, de la ley 16.618: "(...) o bien, infringiere las resoluciones que determinan el ejercicio del derecho a que se refiere el artículo 229 del Código Civil, será apremiado en la forma establecida en el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil".
Esta disparidad de criterios queda de manifiesto al considerar las diferencias entre los fallos de las Cortes de Apelaciones de Concepción y Valdivia: El primer tribunal nombrado, en la causa rol N° 16.814-2001, del 8 de septiembre de 2001, fundándose en esta disposición, falló: "Al padre que no vive con su hijo le asiste el derecho de que se regule un régimen de visitas su favor. Dicho régimen no puede alterarse por la sola voluntad del progenitor que vive con el menor, aun cuando existan acciones pendientes en orden a alterar o suprimir el régimen existente. El progenitor que desconoce tal situación se expone a que le sean aplicadas medidas de apremio en su contra" (…)

La Corte de Apelaciones de Valdivia, por su parte, en la causa rol N° 218-2008, del 15 de septiembre de 2008, aunque citó el mismo artículo 66 de la Ley de Menores declaro que el legislador solo permite apremiar al progenitor que incumple el derecho-deber de mantener una relación directa y regular y no a aquel que, detentando el cuidado personal, la impida imputablemente, pues, en este caso, solo cabe que el juez disponga la forma de recuperar los días perdidos.
En definitiva, la inexistencia de normas que sancionen al obstructor de vínculos afecta tanto los derechos de NNA, padres que no ostentan el cuidado personal parientes y abuelos así como al mismo imperio de la ley que por la tolerancia normativa y la disparidad de criterios se ve transgredido.
En mérito a estas consideraciones, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°. Comete el delito de obstrucción de vínculos familiares aquel que maliciosamente realiza acciones para obstaculizar, retardar o impedir la relación de un hijo con su padre, madre o pariente que no ostenta su cuidado personal según lo establecido en los artículos 224 y 229 del Código Civil.
Artículo 2°. Quien maliciosamente frustre, retarde o entorpezca la participación activa, equitativa y permanente en la crianza y educación de su hijo del padre o madre que no ostenta el cuidado personal del menor será sancionado con una multa de 1 a 5 UTM. 

Artículo 3°. Aquel padre o tercero que maliciosamente frustre, retarde o entorpezca la relación directa y regular en los términos en que ha sido establecida por resolución judicial entre el hijo y el padre, madre o pariente que no ostenta el cuidado personal será sancionado con la multa de 3 a 5 UTM. En caso de reiteración se sancionará al infractor con multa de 4 a 10 UTM. En caso de tres o más reiteraciones se sancionara con la pena de multa de 8 a 12 UTM o de prisión en cualquiera de sus grados.
Artículo 4°. Aquel padre o tercero que denuncia un delito, a sabiendas de su falsedad, con el objeto de frustrar, retardar o entorpecer la relación directa y regular en los términos en que ha sido establecida por resolución judicial entre el hijo y el padre, madre o pariente que no ostenta el cuidado personal será sancionado con la pena de prisión en su grado máximo. En caso de reiteración, la sanción será de presidio menor en su grado mínimo.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO Y QUINTANA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL EN MATERIA DE PROCEDENCIA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA Y DE SUSPENSIÓN DE EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA, RESPECTO DE MUJERES EMBARAZADAS O QUE TENGAN HIJOS O HIJAS MENORES DE TRES AÑOS

(11.073-07)
I.- Antecedentes: 
El encarcelamiento se ha expandido exponencialmente en los últimos años en nuestro país, volviéndose la respuesta privilegiada a los problemas de seguridad pública. 
Particularmente en el caso de las mujeres, antes del año 2005 el promedio anual de condenadas a prisión se mantenía relativamente estable (1.300 reclusas en promedio anual), situación que con posterioridad a la publicación de la Ley 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de drogas, aumentó progresivamente (hasta app. 3.400 en promedio anual), debido al gran aumento de condenas a prisión en mujeres que obtenían sus ingresos gracias al microtráfico de drogas (negocio que ejercían desde sus propios hogares).1 A noviembre de 2016, 4.032 mujeres se encontraban privadas de libertad, lo que corresponde al 8% de la población penal.2 El 88,5% de ellas declaró ser madres y la gran mayoría encabezaban familias monoparentales y ejercían la jefatura del hogar. 3
En nuestro país se estima que 1 de cada 100 niños, tiene a su padre y/o madre privados de libertad en Chile (más de 40.000)4, no obstante la falta de información sobre niños y niñas con progenitores encarcelados es un indicador de la invisibilidad de las familias de los presos en general, de la facilidad con que los niños y niñas de una madre o padre encarcelado son olvidados.5 Naciones Unidas el año 2011, en su Día General de Debate, reconoció que niños y niñas con padre y/o madre encarcelados “son las víctimas invisibles del delito y del sistema penal. No han hecho nada malo y sin embargo, sufren el estigma de la criminalidad. Sus derechos de crianza se ven afectados tanto por la acción delictiva de uno de sus progenitores como por la respuesta del estado en nombre de la justicia”.6 

Chile es el único país de América Latina y el Caribe en contar con un programa de acompañamiento psicosocial para niños y niñas de 0 a 17 años que tengan un familiar significativo privado de libertad: el Programa Abriendo Caminos (parte del Subsistema de Seguridad y Oportunidades dependiente del Ministerio de Desarrollo Social), pero aún existen múltiples desafíos para garantizar el pleno cumplimiento de sus derechos. 

Al respecto, Claudia Stella ha señalado que “los hijos e hijas de hombres y mujeres presos son una “población olvidada”, no solo por las instituciones educativas sino también por el medio académico y la sociedad en general. Es escaso el conocimiento sobre quiénes son, dónde están y cómo son atendidos, pero fundamentalmente nada se sabe sobre lo que necesitan y cuáles son sus dificultades”.7 En el mismo sentido, el informe elaborado por el Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas (2011) califica de “lamentable” esta ausencia y reclama “que deberían destinarse más recursos en este sentido”. De la misma forma se pronuncia un informe de Naciones Unidas redactado por Jennifer Rosenberg que indica que: “existen ‘grandes lagunas’ en la investigación de las necesidades de los hijos e hijas de padres encarcelados: no solamente faltan estadísticas sobre el número de niños o niñas afectados por el encarcelamiento de su padre, sino que también falta información sobre: cómo mantener una relación sana con su padre en prisión, cuidados paternos positivos por parte de los hombres encarcelados y cómo proporcionar y evaluar programas de fortalecimiento familiar y de apoyo a la niñez dirigidos a este grupo”. En definitiva, como fuera señalado por The Osborne Association, esta parece ser una “cuestión huérfana”, ya que no pertenece a un solo organismo o ente de supervisión y son múltiples las interrogantes respecto al alcance e impacto de la encarcelación de los padres sobre los niños y niñas.8
Una realidad más fácil de constatar -ya que sabemos dónde están-, pero igual de invisibilizada, es la que viven 122 niños y niñas de entre 0 y 2 años que se encontraban a junio de 2016 viviendo con sus madres en uno de los 30 centros penitenciarios que cuentan con una sección materno-infantil, en las que se implementa el Programa de Atención para mujeres embarazadas y con hijos lactantes (PAMEHL), desde el año 2001.9 

La privación de libertad de la madre, trae aparejada como consecuencia el abandono de la crianza de los hijos, o una privación de libertad colateral sobre el hijo en el caso de ser menor de dos años. Nos enfrentamos aquí ante una extensión de la condena de la madre hacia el niño o niña que queda, o sin su madre, o con ella al interior de la cárcel. Tal como señalan las recomendaciones y buenas prácticas del Comité de las Naciones Unidas sobre los Derechos de la Niñez, “los efectos que el encarcelamiento parental tiene sobre los niños y niñas son muchos y muy variados. Pueden incluir cambios emocionales y de conducta, impactos sobre la salud mental y física, y riesgo de tener resultados de vida más pobres. El estigma y las actitudes de otras personas pueden jugar un papel importante en cómo afecta el encarcelamiento parental a los niños y niñas”.10 
1. Impacto durante los primeros años. 
 La privación de libertad de esos niños y niñas en sus primeros años trae consigo una mayor probabilidad de provocar dificultades a largo plazo, como problemas para vincularse con otras personas, desadaptación emocional y trastornos de personalidad. 11 Además, se encuentran absolutamente limitados para acceder a una buena nutrición, debido a que no se asegura una correcta alimentación a las madres lactantes que les permita producir leche materna en cantidad y calidad esperada, lo que atenta contra su derecho a recibir un alimento adecuado y al desarrollo. 

Los efectos que el encarcelamiento parental tiene sobre los niños y niñas son muchos y muy variados. Pueden incluir cambios emocionales y de conducta, impactos sobre la salud mental y física, y riesgo de tener resultados de vida más pobres. El estigma y las actitudes de otras personas pueden jugar un papel importante en cómo afecta el encarcelamiento parental a los niños y niñas (…). Los niños y niñas con progenitores encarcelados “tienden a vivir en ambientes de alto riesgo y viven una serie de consecuencias” derivadas del encarcelamiento parental.12
Sobre el impacto de la separación temprana, un informe de la organización Quaker United Nations Office ha señalado que las niñas y niños experimentan una gran cantidad de problemas psicosociales: depresión, hiperactividad, comportamiento agresivo o dependiente, retraimiento, regresión, problemas de alimentación, entre otros.

En el ámbito carcelario, las niñas y niños deben enfrentar las mismas dificultades que sus madres en cuanto al aseguramiento de sus derechos en materia de educación, salud y vínculos con el exterior, pero con un mayor grado de vulnerabilidad.

La complejidad de esta problemática obliga a la comunidad jurídica en general, y a la defensa pública en particular, a reflexionar sobre los argumentos a desarrollar a favor de la concesión de medidas alternativas al encierro en la prisión en el caso de las mujeres embarazadas o con hijas o hijos de corta edad.13

2. El caso de Lorenza Cayuhán y la visibilización en la opinión pública de la realidad antes descrita. 

 La realidad que viven cientos de niños y niñas en nuestro país, así como la absoluta omisión de reglamentación y competencias con perspectiva de género en materia penitenciaria, pudo ser parcialmente visibilizada a raíz del caso de Lorenza Beatriz Cayuhán Llebul, comunera mapuche que se encuentra cumpliendo condena en dependencias del Centro de Detención Preventiva de Arauco, quien denunció haber sido víctima de tratos inhumanos y degradantes durante su embarazo y el proceso de parto de su hija Sayén Nahuelán Cayuhán.

El día 13 de octubre de 2016 Lorenza Cayuhán, con 32 semanas de embarazo, fue trasladada de urgencia -en taxi y engrillada-14 desde el CDP Arauco a las dependencias del Hospital Regional Guillermo Grant, luego de haber manifestado sus dolencias y haber sido ignorada en días previos por funcionarios paramédicos del Centro de Detención. En este lugar, fue diagnosticada de preeclampsia, un estado que aumenta la presión arterial de la mujer embarazada y puede provocar una hemorragia cerebral en el feto, poniendo en peligro su vida. Debido a ello, se le trasladó -nuevamente engrillada- hasta el hospital Regional de Concepción, donde se confirmó el diagnóstico y se ordenó una cesárea de urgencia. Ante la falta de camas en dicho establecimiento es trasladada -con grilletes una vez más- hasta la Clínica de la Mujer del Sanatorio Alemán de Concepción.15 En esta clínica Lorenza parió a su hija Sayén, engrillada de pies y en presencia de funcionarios -hombres- de Gendarmería de Chile, siendo trasladada posteriormente hacia la UCI de la Clínica Sanatorio Alemán, sin su hija, ya que Sayén se mantuvo en la incubadora de la Clínica de la Mujer. 

La situación tortuosa que sufrió Lorenza y el traumático nacimiento de su hija Sayén no constituyen un caso aislado16, sino que refleja la realidad que viven miles de mujeres y sus hijos/as durante su embarazo, proceso de parto y los primeros dos años de vida de los niños y niñas. De modo que su caso no sólo puso en evidencia los procedimientos irregulares de Gendarmería y la falta de criterio de sus funcionarios/as, sino que visibilizó el trato indigno e inhumano que reciben las mujeres reclusas durante una etapa propia de su condición biológica, el embarazo y parto del mismo, tratos que trascienden en la vida de sus hijos e hijas, principalmente al gestarse, nacer y vivir privados/as de libertad durante sus primeros años de vida.
Estos hechos no pueden ser admitidos y tolerados en un Estado de Derecho que se caracteriza por el respeto y promoción de los derechos fundamentales de todas las personas.

3. Normativa Nacional.
La situación que viven las mujeres privadas de libertad que se encuentran embarazadas y sus hijos/as antes de nacer y durante sus primeros años de vida, transgrede diversos preceptos dentro de nuestro ordenamiento jurídico. En primera instancia, los hechos descritos implican una vulneración a las propias bases de la institucionalidad, consagradas en el capítulo I de la Constitución Política de la República, cuyo artículo primero estatuye que “las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, presupuesto que en la especie no se garantiza para los hijos e hijas de mujeres presas, los que no nacen libres, ni iguales en dignidad y derechos, mientras que sus madres tampoco reciben un trato digno ni diferenciado, durante su embarazo y ni durante su proceso de parto. 

Asimismo, se viola lo estipulado por el artículo 5° de la Carta Fundamental, que establece como límite al ejercicio de la soberanía el respeto por los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana que se encuentran garantizados por la Constitución y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Nuestro país ha adquirido una serie de obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, muchas de las cuales dicen relación con las temáticas que pretende abordar este proyecto de ley, derechos de la niñez y de las mujeres reclusas. En la actualidad, Chile se encuentra incumpliendo los tratados de derechos humanos que versan sobre estos grupos, haciendo caso omiso a diversas recomendaciones de organismos internacionales, a los que haremos referencia en el siguiente apartado.

Por otra parte, la situación que viven estas mujeres y sus hijos, infringen la Ley Orgánica Constitucional de Gendarmería, la que le encomienda a este servicio un rol de garante. Así, en específico, el artículo primero establece que “Gendarmería de Chile… tiene por finalidad atender, vigilar, y contribuir a la reinserción social de las personas que por resolución de autoridades competentes, fueren detenidas o privadas de libertad (...)”, y el artículo 15 establece que el personal “deberá otorgar a cada persona bajo su cuidado un trato digno propio de la condición humana. Cualquier trato vejatorio o abuso de autoridad será debidamente sancionada (...)”.  
A la vez, implica una contravención al Reglamento de Establecimientos Penitenciarios N° 518 (REP), que en su artículo segundo, establece que “(...) el interno se encuentra en una relación de derecho público con el Estado, de manera que fuera de los derechos perdidos o limitados por su detención, prisión preventiva o condena, su condición jurídica es idéntica a la de los ciudadanos libres”, proscribiendo luego el artículo sexto del REP, toda tortura, tratos crueles, inhumanos y degradantes.   

La violación a los mencionados preceptos no es más que el resultado de una construcción androcéntrica y adultocentrista del sistema penal y carcelario, en donde existe un predominio de visiones estrictamente enfocadas en la perspectiva de la “seguridad ciudadana”, que no logran efectivizar los enfoques de género y derechos humanos, y en particular el de los derechos de niños, niñas y adolescentes (NNA). En este sentido, un estudio realizado por UNICEF y la Defensoría General de la Nación de Argentina, ha indicado que: “…la cárcel está construida con una concepción androcéntrica; es decir, el sistema penitenciario -sus normas, prácticas, roles y representaciones- se han elaborado por hombres y para hombres. Por ello, no existe una política criminal diferenciada para las mujeres privadas de libertad con el aliciente de que se encubren sus problemas, conflictos y necesidades detrás de una pretendida «igualdad»”.
Ello no significa que a los hombres detenidos los afecten problemas diferentes que los que aquejan a las mujeres encarceladas (violencia, mala alimentación, hacinamiento, etc.), sino que a los conflictos que puedan tener tanto hombres como mujeres en el encierro, se suman los propios de la condición de género. En efecto, el alojamiento de una madre en una institución penitenciaria provoca situaciones de mayor angustia que en el hombre, dada la concepción familiar que la rodea, el hecho de ausentarse de su hogar y la especial situación que se genera en torno al cuidado de sus hijos, tanto en la cárcel, como fuera de ésta”.17 

Sumado a lo anterior, nos encontramos ante un escenario con una inexistente fiscalización de la labor penitenciaria y una regulación fragmentada, sin sistematicidad ni consideración de poblaciones diversas. Así podemos nombrar, la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile (Decreto Ley N° 2859, de 15 de septiembre de 1979), que no realiza ninguna distinción o alusión a la situación particular de la mujer privada de libertad; también el Decreto N° 321 sobre “Libertad Condicional”, que ni él ni su reglamento incluyen referencias a las particularidades de la privación de libertad de mujeres; ni el Decreto N° 943, que aprueba el reglamento que establece un estatuto laboral y de formación para el trabajo penitenciario, establece reglas dirigidas a las mujeres reclusas.  

Lo anterior resulta relevante, pues en Chile a falta de una adecuada Ley de Ejecución de las penas, y de un tratamiento orgánico y coherente de la normativa penitenciaria, las condiciones en las que se cumplen las penas privativas de libertad se regulan por el REP, regulación que ha sido muy criticada por su rango normativo que contradice la reserva legal respecto de aquellas disposiciones que limitan o privan derechos (al establecer sanciones, por ejemplo), y deficiente, al no contemplar, entre varias otras cosas, una perspectiva de género ni de resguardo de la identidad étnica. 

4. Normativa Internacional.
Desde el punto de vista del derecho internacional de los derechos humanos, la situación que hoy viven cientos de mujeres reclusas y sus hijos/as pequeños/as, vulneran garantías establecidas en diversos tratados internacionales que han sido suscritos y ratificados por Chile:

i. En primer lugar, constituyen una violación a la protección de la maternidad y la infancia establecida por Declaración Universal de Derechos Humanos (artículo 25°), al derecho a nacer libres e iguales en dignidad y derechos, igualdad ante y en la ley (1°, 2, 3° y 7°) 

ii. Segundo, contravienen la garantía de respeto a la dignidad de los y las privados/as de libertad, consagrada en el artículo 10 Nº 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y las obligaciones jurídicas respecto de niños, niñas y adolescentes, estableciendo medidas especiales de protección con estos/as, que se consagran en éste y en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

iii. Tercero, en el mismo sentido que el anterior, respeto a la dignidad de los y las privados/as de libertad, transgrede el artículo 5.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, la que a su vez reconoce los derechos del niño respecto de su familia, la sociedad y el Estado

iv. Cuarto, no se da cumplimiento a la Convención sobre los Derechos del Niño y sus tres protocolos facultativos, los que en su conjunto establecen que los niños, niñas y adolescentes son sujetos de derechos y se refieren específicamente a esta temática los artículos 9° y 20°, el primero que hace mención explícita al derecho de los NNA a mantener relaciones personales y contacto directo con sus padres cuando se vean separados, cualquiera sea el motivo (incluido el encarcelamiento de uno de ellos), a menos que ello vaya en detrimento del interés superior del niño (…) y el segundo, cuando afirma que todo niño/a que sea separado de sus padres porque han sido privados de libertad tendrá derecho a recibir protección y asistencia especiales del Estado. Esta Convención establece el interés superior del niño como principio rector dentro de los ordenamientos jurídicos, lo que implica que tanto jueces como autoridades gubernamentales y políticas deberían tenerlo en cuenta de forma primordial al adoptar cualquier decisión.

v. Por su parte, específicamente relacionados a los derechos de las mujeres reclusas encontramos que tampoco se da lugar a las normas establecidas por el Derecho Internacional a modo de reglas mínimas para el tratamiento de mujeres privadas de libertad que se encuentren embarazadas, en período de lactancia o en cuidado de hijos menores, como lo son las Reglas Mínimas de Naciones Unidas para el tratamiento de los Reclusos (Reglas de Mandela) y las Reglas de Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de libertad para las mujeres delincuentes (Reglas de Bangkok), que prohíben el uso de cadenas o grilletes que sean degradantes, en el caso de mujeres que estén por parir, o al no utilizar mecanismos menos coercitivos.18
vi. Mediante las situaciones descritas también se atenta contra el derecho de vivir una vida libre de violencia, el que se encuentra garantizado en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem Do Pará).

vii. Por último, los hechos constituyen una vulneración a los compromisos pactados en la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer conocida como CEDAW, que confiere derechos a las mujeres frente al Estado, y prohíbe los actos que tengan por finalidad una discriminación.19
II. Fundamentos del proyecto:

1. Impacto diferenciado de la privación de libertad.

Resulta de suma relevancia reconocer que el encarcelamiento de mujeres tiene un impacto diferenciado en estas y en sus familias, principalmente atendido al rol de cuidado que se les atribuye por su género. En este sentido, lo ha señalado un estudio de la Defensoría del Pueblo de Bolivia, respecto a la situación de los derechos de las mujeres privadas de libertad “la pena privativa de la libertad es en sí misma violenta, pero para las mujeres se convierte en un ámbito especialmente discriminador y opresivo, hecho que se manifiesta en el desigual tratamiento penitenciario, que no sólo está basado en ideas estereotipadas sobre las mujeres que infringen la ley penal, sino que, los recintos y las políticas al haber sido diseñados para hombres, no satisfacen las problemáticas específicas de las mujeres”.20
1.1 Impacto en mujeres.

Además de las múltiples consecuencias negativas que trae aparejada la privación de libertad en general, en el caso de mujeres presas estas afectaciones alcanzan ámbitos o derechos que no se presentan en la población masculina. 21 En efecto, el encarcelamiento de mujeres provoca muchas veces el desmoronamiento de un entorno familiar, donde la mujer generalmente es el principal o único soporte para hijos y pareja, un abandono del entorno cercano provocado por el reproche social que es más intenso cuando se trata de mujeres delincuentes, y una serie de efectos colaterales ante la falta de diseño de políticas penitenciarias con perspectiva de género (falta de atención médica especializada, poco acceso laboral al momento del egreso, entre otros).22
A lo anterior se suma el hecho de que el encarcelamiento de mujeres en Chile ha tenido un crecimiento exponencial en los últimos 10 años, particularmente a raíz de la modificación al tratamiento de delitos de droga, tras la incorporación de la ley 20.000 que supuso el aumento considerable de penas para el tráfico y microtráfico de sustancias estupefacientes.23
1.2 Impacto en mujeres embarazadas o con hijos o hijas dentro de la cárcel.
Diversos estudios respecto a mujeres embarazadas que se encuentran privadas de libertad apuntan a que la cárcel es un lugar «per sé» inadecuado para garantizar el acceso a los recursos y la atención especializada durante dicho estado, ello en relación a la dieta, ejercicios, ropa, medicamentos y cuidados médicos. A ello se suma que el embarazo en situación de encierro y los niveles de ansiedad y estrés tienen directa incidencia en la mayor o menor salud física y emocional del o la gestante.

La privación de libertad no debería en caso alguno intervenir con el proceso natural que significa el embarazo, debiendo otorgarse a las mujeres las mismas garantías que tendrían en el medio libre, para evitar consecuencias negativas posteriores en el desarrollo del niño o niña. A las mujeres se les debieran entregar materiales de información sobre el proceso prenatal, además de proporcionar una dieta adecuada a su situación y una preparación respecto al momento del parto. Lamentablemente, sabemos que esto no ocurre al día de hoy, ya que no existe un diseño nacional de políticas sobre cuidado de mujeres embarazadas en los recintos penitenciarios. Más allá de encontrarse en otra sección, no hay ese cuidado ni la asistencia debida, existiendo incluso casos de pérdida, por negligencia, al interior de recintos penitenciarios en el país.24  
Respecto a las madres encarceladas, Marcela Lagarde refiere que en general éstas sienten que son «malas madres», ya que creen haber abandonado a sus hijos, sintiendo que su ausencia dañará en forma irreversible su desarrollo.

Por ello, la detención de una mujer que es madre inexorablemente implica el castigo a sus hijos dado que la relación madre-hijo funciona como una estructura inescindible. Si el hijo o hija permanece con la madre en la cárcel, se encuentra preso/a como ella, y si no, sufre a diario la pérdida de la madre.25
Uno de los principales problemas de las mujeres privadas de libertad es la situación que viven las condenadas embarazadas, o que son madres de lactantes o niños pequeños. Actualmente en Chile, dentro de la población en el sistema cerrado (es decir, privadas de libertad sin permiso de salida, ni en CET semiabierto, ni con penas sustitutivas), según cifras de Gendarmería, existen 171 embarazadas y madres con hijos menores de dos años, dentro de las 30 secciones materno-infantiles de las unidades penales del país.26 

Estas unidades, en términos generales, si bien presentan mejores condiciones que las de la población común, no están diseñadas para aportar al desarrollo de niños y niñas en los términos propuestos por las Reglas de Bangkok. Los espacios son reducidos (Regla 5), no cuentan con funcionarios capacitados, ni tampoco con atención médica constante (Regla 48), ni se toma en consideración el interés superior del niño al tomar decisiones (Regla 49) ni se priorizan sentencias alternativas a la prisión (Regla 64), haciendo sumamente gravosa la situación de estas condenadas y sus hijos/as.  

Estas mujeres no pueden acceder a permutación de la pena o modalidades alternativas al encarcelamiento.

 1.3. Impacto durante el parto.

El parto de una mujer debe ser un momento íntimo y de cuidado, donde la condición de presa no puede ser óbice de un trato digno y respetuoso durante todo el procedimiento. Además, deben respetarse todos los protocolos y medidas de salud, tomando en especial consideración el interés superior del niño, sin que la seguridad o custodia sean justificación para pasarlos por alto. En ese sentido, nunca deben usarse instrumentos de coerción durante la labor de parto, durante el parto mismo, ni inmediatamente después del parto, cuestión absolutamente omitida por el Estado chileno. La falta de protocolos de actuación sobre la materia, adecuados a las reglas y estándares internacionales, y la falta de profesionales relacionados a la salud en Gendarmería de Chile son un atentado potencial constante para mujeres embarazadas presas.27
Por otro lado, debe permitirse a la madre, de igual manera que si estuviera en el medio libre, el contacto directo con su hijo o hija. Así, “se debe permitir a las madres presas tener contacto inmediato, piel con piel, con el bebé y empezar pronto a amamantarlo (dentro de la primera hora después de nacido)”.28
2. Experiencia comparada y estándares internacionales en la materia. 

A nivel internacional el estándar principal ha sido resguardar el interés superior del niño. Esto implica considerar como punto primordial que los hijos e hijas de las mujeres privadas de libertad son sujetos de derecho, que la implementación de acciones, leyes o políticas estatales que pudiesen involucrarlos directa o indirectamente no deben afectar sus derechos fundamentales (en sentido negativo) y que este debe operar como directriz para todas las actuaciones del Estado (en sentido positivo). Así, se ha indicado que “se deberá dar prioridad a las medidas sin privación de la libertad, incluso en relación a la detención preventiva, a fin de evitar el impacto negativo que sobre los menores tiene el encarcelamiento de su padre o madre”.29 Además esto se traduce en un cuidado activo del menor a lo largo de todo el desarrollo del proceso de justicia penal, es decir, no sólo al momento de la separación madre/hijo producto del encarcelamiento de ésta en la ejecución de la pena, sino que implica también considerarlo al momento de la investigación, al decretar medidas cautelares, la determinación de la pena, y el cumplimiento efectivo de esta.  

En este sentido, el Comité de los Derechos del Niño de las Naciones Unidas ha recomendado a los Estados parte que en la aplicación de sus normas sea considerada, garantizada y facilitada la relación directa entre padres y madres privados de libertad y sus hijos e hijas. A partir de esto es que UNICEF con la colaboración del Centro de Estudios Públicos de Política Comparada de la Universidad Diego Portales (CPC) publicaron el año 2014 una revisión sistemática de intervenciones psicosociales efectivas para niños, niñas y adolescentes hijos de madres y padres privados de libertad.30 En este se presentan políticas legislativas a nivel comparado sobre cómo se ha efectuado la intervención en la relación de niños y niñas con padres privados de libertad, en el que se muestran cuatro modalidades principalmente: i) unidades madres-bebés; ii) residencias familiares o programas comunitarios; iii) legislaciones y políticas referentes al arresto domiciliario; iv) políticas de retraso de la pena.  

 i) Unidades materno-infantiles: única modalidad existente en Chile. En la revisión hecha por UNICEF se presenta como se ha dado en 33 países. El límite de edad en el que un niño o niña puede permanecer en la cárcel fluctúa entre los 0 a los 6 años. En este sentido existe la discusión en torno a si es mejor que permanezcan niños y niñas en las cárceles junto a sus madres para no afectar el apego o que no puedan permanecer porque eso significa que también se encuentran privados de libertad. En general, se encuentran a cargo del mismo establecimiento penitenciario, como ocurre en Chile. 

Respecto a este, es importante hacer presente que la edad sugerida por todos los estudios, para que niños y niñas permanezcan bajo el cuidado de sus madres es de a lo menos 3 años, estando Chile bajo la edad mínima recomendada por los y las expertas.

ii) Residencias familiares: estos programas ofrecen la posibilidad de cumplir la condena dentro de la comunidad, en instalaciones fuera del recinto penitenciario. Se ha desarrollado en países como Alemania, Polonia, Inglaterra, Australia y Estados Unidos. En general bajo esta modalidad se establecen requisitos en relación a la duración de la condena o la gravedad del crimen, por lo que se excluye a un segmento de la población carcelaria. Normalmente está asociado a programas de rehabilitación por abuso de sustancias. La edad límite de los NNA fluctúa entre 5 a 12 años. 
 iii) Arresto domiciliario: medida implementada en Argentina e Italia que permite cumplir la condena en el hogar junto a la hija o hijo lo que evita la separación traumática. Es una medida de difícil implementación pues en el caso de estas experiencias ha quedado a discrecionalidad del juez su aplicación y porque además no permite el desempeño de actividades laborales. Se establecen requisitos en relación a la gravedad del crimen cometido. La edad límite de los NNA es de 5 años en Argentina, y 10 años en Italia. 

 iv) Políticas de retraso de la pena: esta medida implica aplazar el cumplimiento de la pena para mujeres embarazadas o con hijos pequeños. Se presentan los casos de Italia, Rusia y Kazajistán. En estos últimos se establece como requisito que la condena no dure más de 5 años. La edad límite de los NNA para recibir el beneficio es de 6, 14 y 14 años respectivamente. Han existido problemas en su implementación pues siguen habiendo mujeres embarazadas o con hijos o hijas menores de la edad requerida que están cumpliendo su condena en la cárcel.  

3. Justificación y contenido de la solución por la que optamos: suspensión de la pena e improcedencia de la prisión preventiva. 
A partir de la exposición de las experiencias comparadas y las posibles soluciones que se implementan en distintos países, se concluye que hay que optar por la suspensión de la pena y la improcedencia de la prisión preventiva para mujeres embarazadas y con hijos e hijas menores de 3 años. Desde una perspectiva de género esta solución se hace cargo por una parte de la situación irregular sujeta a las arbitrariedades y discreción del funcionario de turno a la que se enfrentan mujeres y de las falencias de un sistema carcelario androcéntrico, y por otro lado asegura, en el marco del interés superior del niño, que este no nazca y viva sus primeros años en un mundo de privación de libertad, evitando de este modo la trascendencia de la pena.

Así, a partir de recomendaciones hechas por el Consejo de la Asamblea Parlamentaria Europea, por el Comité de las Naciones Unidas sobre los Derechos de la Niñez y por Quaker Council for European Affairs, entre otros, se recomienda que no se sentencie a prisión a madres con niños y niñas dependientes, y que esta sanción debiese ser considerada como último recurso. 
En este sentido, en el estudio del Centro de Políticas Públicas de la Universidad Católica que ya se indicó, se presenta como propuesta la suspensión de la condena en el acápite referente a “Propuestas de modificación a la legislación penitenciaria, mediante el establecimiento de criterios de género en materia de cumplimiento de penas y beneficios penitenciarios”. Abordar esta propuesta desde una perspectiva de género es justamente entender una realidad carcelaria: cerca de un 88,5% del total son madres, alrededor de un 58% está condenada por delitos de drogas, las cárceles de mujeres son considerablemente menos que la de hombres, por lo tanto la distancia entre madres e hijos es mayor, por lo que el régimen de visitas además de ser muchas veces vejatorio, es incómodo y dificultoso, el promedio de hijos por mujer es de tres, con una edad promedio de 10 años, además de que en un 57% de los casos hay ausentismo paterno. A partir del diagnóstico de la criminalidad femenina recién expuesto, es que la propuesta de una suspensión del cumplimiento de la condena no está sujeta a los requisitos que se presentan en la ley 18.216, entendiendo además que todas las mujeres se encuentran en una misma situación por lo que no debiese existir impedimentos en el acceso a la suspensión. En este sentido es que igualmente se establece la improcedencia de la prisión preventiva para mujeres que estén embarazadas y tengan hijos menores de 3 años al momento de la solicitud de la medida cautelar.

Por otro lado, desde la perspectiva del interés superior del niño, consagrado en la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989, este debe ser una directriz para la actuación de todos los órganos del Estado, asegurándose que los NNA no nazcan ni vivan sus primeros años de vida en un mundo de privación de libertad, de esta forma evitándose la trascendencia de la medida o pena que le fue aplicada a su progenitora. Como ya se señaló más arriba, resulta inconstitucional y va contra toda norma internacional que los niños y niñas nazcan privados de libertad, dignidad y derechos, considerando además que el ambiente carcelario es nocivo para el desarrollo de ellos/as, como se indica en el estudio “El impacto social de la prisión femenina” del Centro de Políticas Públicas UC17. Entre los efectos nocivos está el trauma de la separación madre/hijo, empobrecimiento de los hogares después del encarcelamiento, dificultades que se presentan en la capacidad parental del cuidador y en el ajuste familiar, estigmatización social31, además de los posibles riesgos en la salud física y psíquica.  
En este sentido, como se indica en las Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes (Reglas de Bangkok) aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas, reglas que consideran el interés superior del niño como directriz ya desde su regla 49, se indica lo siguiente: 

Regla 64.  Cuando sea posible y apropiado se preferirá imponer sentencias no privativas de la libertad a las embarazadas y las mujeres que tengan niños a cargo, y se considerará imponer sentencias privativas de la libertad si el delito es grave o violento o si la mujer representa un peligro permanente, pero teniendo presente el interés superior del niño o los niños y asegurando, al mismo tiempo, que se adopten disposiciones apropiadas para el cuidado de esos niños (el destacado es nuestro). 
De esta forma, como dispone la misma Asamblea General de las Naciones Unidas mediante esta disposición se otorga la facultad bajo el enunciado destacado de ponderar el interés superior del niño y de esta forma preferir medidas no privativas de libertad.  

Por otro lado, en sus reglas de aplicación general se establece que: 

Regla 22.  La directriz 22 tiene en cuenta el interés superior de los niños, en consonancia con la Convención sobre los Derechos del Niño y pide a los Estados miembros que eviten el uso del aislamiento sobre ciertas categorías de mujeres presas, a fin de evitar causar complicaciones de salud a aquellas que están embarazadas o de sancionar a sus hijos mediante la separación de sus madres en prisión. 

Así, el interés superior del niño se configura como un principio fundamental en nuestro ordenamiento y que debe tener especial atención y preponderancia en este tipo de materias y también al momento de legislar. 
 III.      Articulado propuesto:

 Se propone entonces la creación de una nueva figura procesal dentro del proceso penal, la cual sería la suspensión de la condena para el caso de mujeres embarazadas o aquellas que tengan hijos o hijas menores de 3 años. Esto se realizaría a través de la incorporación de un nuevo artículo, el 468 bis, inserto dentro de las reglas de ejecución de pena. Además, creemos necesaria hacer extensiva dicha regla no sólo a la ejecución de pena privativa de libertad, sino también a aquel encierro que no proviene de una sentencia condenatoria, sino de una medida cautelar. En ese sentido, se propone agregar una causal de improcedencia de la prisión preventiva en el artículo 141.
Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL ESTABLECIENDO LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA PENAL Y LA IMPROCEDENCIA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA RESPECTO DE LAS MUJERES EMBARAZADAS Y DE AQUELLAS QUE TENGAN HIJOS O HIJAS MENORES DE TRES AÑOS, RESPECTIVAMENTE.
ARTÍCULO ÚNICO: Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:
1.- En el artículo 141:

a)
Elimínese en la letra b), a continuación de la coma (,) la conjunción “y”;

b)
Elimínese en la letra c) el punto final (.) y remplazase por una coma (,) seguida de la conjunción “y”;

c)
Agréguese una letra d), nueva, del siguiente tenor: “Cuando la imputada se encontrare embarazada o tenga un hijo o hija menor de tres años de edad.”

2.- Agréguese un artículo 468 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Suspensión de la ejecución de la sentencia penal. Cuando se tratare de una mujer embarazada o madre de un hijo o hija menor de tres años al momento de la sentencia condenatoria, su cumplimiento se diferirá hasta que el hijo o hija cumpla tres años de edad.

Asimismo, tratándose de mujeres que durante la ejecución de su condena quedaren embarazadas, tendrán derecho a que el cumplimiento de la sentencia se difiera hasta que el hijo o hija cumpla tres años de edad. 

En ambos casos, podrá extenderse hasta por tres años más cuando el hijo o hija padeciese alguna enfermedad grave o discapacidad física o mental.

Durante todo este tiempo, la condenada se encontrará sujeta al control de la autoridad competente. En caso de dictarse nueva sentencia condenatoria por crimen o simple delito, se revocará la suspensión. 

Cumplido el plazo, se retomará el cumplimiento de la sentencia, abonándose el tiempo transcurrido al total de su condena”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.

Trabajo realizado en conjunto por Fabián Luengo, asesor legislativo del Senador Alejandro Navarro, ONG En Marcha, Corporación Humanas y Leasur ONG. Santiago, Diciembre 2016.
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